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I n t r o d u c c ió n

Si el fin más noble de la sociedad es alcanzar aquel estado que permita el máximo 
desarrollo de la personalidad de cada miembro, se puede decir que el grado de 

acercamiento a dicho fin se corresponde con los progresos que cada sociedad 
estatal ha realizado en relación con aquellas instituciones destinadas a controlar

y limitar el poder político.

Ka r l  Lo e w e n s t e in , Teoría de la Constitución.

Acercarse desde el Derecho constitucional al estudio de los 
bancos centrales sólo ha tenido sentido a partir de las últimas 
décadas, cuando en diferentes países se ha delegado la formulación 
de determinadas políticas públicas económicas en una organización 
dotada de un particular estatuto de autonomía. Por esta razón, hasta 
tiempos recientes, la banca central observada desde el prisma 
jurídico sólo podía ser objeto de atención, en su caso, por el Derecho 
administrativo, por cuanto no se configuraba como una institución 
sustancialmente diferente a cualquier otro ámbito de la 
Administración Pública y, aun con las especificaciones propias de su
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misión —principalmente la ejecución de la política monetaria—, no 
alteraba el sistema de poderes dispuesto en la Constitución.

Es esa alteración en la distribución del poder público en el 
Estado democrático la que no sólo justifica, sino que promueve la 
necesidad de intervención del Derecho constitucional en el ámbito 
que nos ocupa. El hecho de que ciertas sociedades decidan en un 
determinado momento modificar ámbitos de competencia entre 
poderes públicos no es, por sí mismo, una novedad. Cuando en esta 
ejecución del poder público interviene una institución no dotada 
directamente de legitimidad democrática y a la que, por otra parte, se 
dota de los instrumentos legales necesarios para conseguir su 
autonomía, es cuando el Derecho constitucional debe proporcionar 
las claves no para la comprensión del hecho en sí, sino para razonar 
cómo, y con qué límites, se incorpora la creación de un nuevo sujeto 
autónomo de poder público de estas características en un sistema 
democrático.

Este es el caso de los bancos centrales en las últimas tres 
décadas. Cierto es que no exclusivamente los bancos centrales se han 
visto afectados por estas circunstancias que han propiciado la 
autonomía de determinados entes, y que han contribuido a que en 
nuestro país, como en varios países de nuestro entorno, se hayan 
erigido no pocas, según denominación doctrinal, administraciones 
independientes. Pero la banca central se ha visto principalmente 
expuesta por la insistencia en la necesidad de la autonomía, implícita 
en las razones que disculpan su distanciamiento del esquema 
competencial originario, lo que explica que en su caso queden 
diluidos los mecanismos de control, por otra parte generalmente 
presentes en las demás administraciones independientes.
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En el caso de los bancos centrales, democráticamente 
determinadas sociedades han decidido creer en las explicaciones 
económicas que propugnan la necesidad de un alejamiento del 
Gobierno tanto del diseño como de la ejecución de la política 
monetaria con el fin de conseguir determinados objetivos 
económicos, cuando el Ejecutivo había sido, hasta el momento, el 
clásico detentador de este en ocasiones problemático contorno de la 
política económica general. Dicho distanciamiento no se refiere 
exclusivamente a la ejecución de la competencia sobre política 
monetaria por parte de estas instituciones, sino que busca incorporar 
los dispositivos necesarios para que sea efectiva la autonomía frente a 
cualquier poder público. Sólo de esa manera, siguiendo el 
razonamiento teórico que proporcionan los modelos económicos, 
podrán conseguirse los objetivos deseados.

No se trata de que desde el Derecho constitucional se 
cuestione propiamente una decisión de este calibre, que corresponde 
a la sociedad por medio de sus órganos de gobierno. Se trata, y este es 
el principal objetivo del presente trabajo, de averiguar si, y cómo, una 
banca central autónoma y responsable de un nutrido ámbito de 
competencias económicas encaja en un sistema de poderes que, en el 
Estado constitucional, debe basarse sin excepciones en el principio de 
legitimidad democrática. Por esta razón, el Derecho constitucional no 
debe esperar a la constitucionalización de los bancos centrales, en el 
derecho interno o en el derecho comparado, para incluir a la banca 
central como sujeto de estudio. Esta constitucionalización, por otra 
parte lenta, sólo tendrá lugar cuando el constituyente observe la 
necesidad y conveniencia de incorporar con voluntad de permanencia 
al banco central en el sistema de poderes. La alteración del esquema 
de distribución del poder público se ha producido en su mayor parte 
sin la modificación de los textos constitucionales, lo que no debe ser
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óbice para plantear que, en efecto, dicha alteración ha tenido lugar, y 
el Derecho constitucional tiene qué decir al respecto.

El presente trabajo se ha desarrollado avanzando en el análisis 
desde los aspectos generales a los particulares a través de dos líneas 
diferentes de investigación. Por una parte, en el ámbito teórico, se ha 
partido del estudio de la legitimidad democrática de la 
Administración Pública en el Estado constitucional para explicar los 
requisitos de legitimidad democrática de los bancos centrales. Por la 
otra, se ha aplicado el diseño general al caso español, y se ha buscado 
llegar a conclusiones particulares con la atención puesta en el 
derecho interno. Ambas líneas de investigación, con numerosos 
aspectos en común, desembocan en el análisis de un caso concreto 
donde es fácil comprobar los aspectos tanto teóricos como prácticos 
del problema que nos ocupa: el Banco Central Europeo, responsable 
de la política monetaria en el marco del proceso europeo de 
integración económica.

En los cimientos del presente trabajo se encuentra la 
constatación de que los bancos centrales no cuentan con legitimidad 
democrática propia sino que, en su caso, la legitimidad democrática 
les alcanza por su estatuto de administración pública y, en especial, 
su pertenencia a aquel sector denominado como administraciones 
independientes. De esta manera, la primera parte está destinada a 
analizar brevemente el anclaje democrático de la Administración 
Pública en el Estado constitucional y, en particular, la vigencia del 
principio democrático y sus efectos jurídicos como principio 
constitucional. Una vez examinado el alcance de la legitimidad 
democrática de la Administración Pública y las condiciones que 
conlleva, ha sido necesario realizar una especial mención a las 
administraciones independientes y sus posibilidades en el Estado
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constitucional. Paralelamente, se han aplicado estas consideraciones 
al Derecho español, para concluir si, y de qué manera, afecta la 
vigencia del principio democrático a la Administración Pública 
española y cuáles son sus efectos en la configuración de las 
administraciones independientes.

La segunda parte está destinada a examinar la relación entre 
bancos centrales y Estado democrático, dentro del marco general 
señalado en el análisis anterior. Para facilitar el entorno del 
problema, se ha introducido una breve explicación del alcance y 
significado de la conocida como independencia de los bancos 
centrales, y se ha sugerido en qué afecta a dicha independencia la 
vigencia del principio democrático en el Estado constitucional. Aun 
cuando se es consciente de que las conclusiones teóricas que ofrece la 
economía no son necesarias para conocer el alcance de la imbricación 
de los bancos centrales en el sistema de poderes públicos, se ha 
considerado conveniente detallar los aspectos más relevantes de estos 
modelos teóricos. En ese sentido, ha sido necesario asomarse al 
derecho comparado para observar cómo se configuran los diferentes 
modelos de banca central en los países de nuestro entorno. De esta 
manera, el análisis ha querido concluir si, y de qué manera, los 
bancos centrales independientes son legítimos en el Estado 
constitucional.

Al mismo tiempo, siguiendo el método citado, se ha realizado 
dicho análisis en relación con el derecho interno. El caso español es 
particularmente interesante porque sus modelos de banca central 
han sufrido las más profundas modificaciones desde la 
nacionalización del Banco de España hasta la adaptación de la 
legislación a las necesidades impuestas por Maastricht para la 
constitución del Banco Central Europeo y el Sistema Europeo de

23



Rubén Martínez Palman

Bancos Centrales. Con todo, el estudio ha querido concluir si, y en 
qué condiciones, con el Estado constitucional que conforma la 
Constitución de 1978, cabe en nuestro país un banco central 
independiente, lo que ha exigido analizar los contornos de la política 
monetaria en la Norma Fundamental y detenerse en el estatuto 
jurídico del Banco de España y su relación con la responsabilidad en 
la política monetaria.

La tercera parte está destinada a entrelazar los análisis 
anteriores en el estudio de un caso concreto de banca central, donde 
se aplican casi sin excepción las consideraciones detalladas en las dos 
partes generales: el Banco Central Europeo, al que la doctrina califica 
como el banco central más autónomo del mundo, esto es, 
independiente. La inclusión del Banco de España en el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales y la delegación de la política monetaria 
en la instancia comunitaria imponen este análisis, destinado a 
conocer la situación actual de la institución europea responsable de 
este relevante aspecto de la política económica. En particular, el 
capítulo está destinado recorrer brevemente las condiciones de la 
política monetaria en el proceso de integración europeo para conocer 
si, y en qué medida, el Banco Central Europeo se adapta a la vigencia 
del principio democrático, que debería estar garantizada en los países 
que conforman su ámbito de actuación, todos ellos organizados como 
Estados constitucionales.

En el transcurso del trabajo se ha sido plenamente consciente 
de la relativa juventud de la cuestión en el Derecho Constitucional, 
por las razones expuestas, así como la necesidad de tener en cuenta, 
junto a los métodos propios de nuestra disciplina, los de otros 
ámbitos del Derecho y, más allá, algunos fundamentos de economía. 
Ello ha implicado ciertamente dificultades en la identificación del
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objeto de estudio y en el desarrollo de los análisis que, en esta sede, 
han querido llevar a unas primeras conclusiones. Esperamos que el 
esfuerzo suponga una aportación importante al estudio de los bancos 
centrales como objeto del Derecho constitucional.
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P r im e r a  p a r t e

Dem ocracia, 
Adm inistración Pública 

y adm inistraciones 
independientes





Ca p ít u l o  I

La legitimidad democrática 
de la Administración Pública 
en el Estado constitucional





i .  L a  d e m o c r a c ia  e n  e l  E s t a d o  c o n s t it u c io n a l

a. La materialización de la Constitución 
y el principio democrático

Una de las principales enseñanzas que cabe extraer de la 
historia del constitucionalismo es que la Constitución entendida 
exclusivamente en su sentido formal —esto es, teniendo en cuenta 
únicamente el elemento funcional finalista que contiene la noción de 
Constitución como orden jurídico fundamental de la comunidad1— 
no requiere, para su existencia, de la vigencia del principio 
democrático, ni, por lo tanto, de la radicación de la legitimidad en la 
soberanía popular.

No en balde durante el periodo constitucional liberal de finales 
del siglo XIX el constitucionalismo no sólo realizó sus esfuerzos para 
obviar el proceso democrático de legitimidad y gobierno por el pueblo 
—efectos, a la postre, del ejercicio efectivo de su soberanía—, sino

1 En expresión de H esse (H esse, Conrado, “Constitución y  Derecho 
constitucional”, en Benda , Ernesto; Maihoffer, W erner; Vogel, J uan 

J.; H esse, Conrado  y  H eyde, W ofgang, Manual de Derecho 
constitucional. Marcial Pons, Madrid, 2001, pág. 5).
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que, como resia lta  F ioravanti, todo el derecho publico europeo del 
cambio de siglo se afirma en oposición al principio democrático de la 
soberanía popmlar, por lo que, señala el aitor, ‘las Constituciones de 
ese tiempo pueden ser estatales o tal vez parlamentarias, pero 
ciertamente no son de ninguna manera Constituciones 
democráticas**. En el culmen de esta tradición elitista del 
constitucionalismos, la cuestión clave de la organización del Estado 
para el liberalismo político, como afirma Asensi, no consistía en que 
éste tuviera fundamento democrático, sino que los distintos poderes 
o funciones estatales estuvieran divididos y sometidos a reglas que 
garantizaran los derechos civiles de los ciudadanos*; esto es, división 
de poderes, imperio de la Ley y responsabilidad del Estado exigible 
ante los tribunales, forma política que fue conocida como el espíritu 
inicial del Estado de Derechos.

2 F ioravanti, M aurizio, Constitución. De la antigüedad a nuestros días. 
Trotta, Madrid, 2001, pág. 147.
3 En términos de López G uerra (López Guerra, Luis, Introducción al 
Derecho constitucional Tirant lo Blanch, Valencia, 1994, pág. 131).
* A sensi S ab ater, JOSÉ, La época constitucional. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1998, págs. 133 y 134.
s En el presente trabajo se utiliza la expresión Estado de Derecho en su 
sentido estricto, como imperio de la Ley y consecuente sometimiento de 
todos los poderes a las normas, con independencia de que el concepto de 
Estado de Derecho, largamente estudiado por la doctrina, en su sentido 
amplio sea observado como un término genérico en cuya profimdización 
teórica e histórica suija el Estado social y democrático de Derecho. Al 
respecto, cfr., en general, G arrorena M orales, A ngel, El Estado español 
como Estado social y  democrático de Derecho. Tecnos, Madrid, 1988; 
Díaz, E lías, “El Estado social y democrático de Derecho”, en AA. W ., 
Jomadas de estudios sobre el Título Preliminar de la Constitución. 
Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. I).
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Esta primera formulación de Estado de Derecho, gestada y 
defendida por el liberalismo, se basaba en la necesidad de proclamar 
y garantizar la dignidad y libertad del individuo, la organización y 
limitación racional del poder y la consideración de la norma 
elaborada por el Parlamento como expresión de la voluntad general; 
su vigencia, por lo tanto, estuvo intensamente vinculada en sus 
orígenes a los intereses da lá burguesía6. Tales previsiones habían 
sido suficientes para legitimar el sistema político del liberalismo, 
basado en la exclusión de la participación política de amplios sectores 
de la sociedad. Cuando durante la segunda mitad del siglo XIX tuvo 
lugar un cambio radical de las demandas sociales, con el objetivo de 
mejorar las condiciones de vida del más amplio sector de la 
población, que reivindicaban una extensión del concepto de 
ciudadanía y una participación de la más amplia base social en la 
formación del Estado, el constitucionalismo de la época fue incapaz 
de dar de inmediato las respuestas requeridas, pero procedió un 
determinante giro en su objeto al unísono con los cambios políticos 
que se fueron produciendo; como estandarte de esta nueva función 
del constitucionalismo se solicitaba la concepción de la Constitución 
como norma que, a la postre, no era otra cosa que llevar al Estado de 
Derecho a sus ultimas consecuencias, no siempre planteadas de 
forma sincera.

La reclamación de una Constitución material por parte del 
pensamiento constitucionalista del siglo XIX, como pone de 
manifiesto D e V ega, más que contra el concepto formal de 
Constitución se dirigía contra los falsos presupuestos en que esta

6 G arroren a, E l E stado español... cit. págs. 159 y  160; G arcía-P elayo, 

M anuel, D erecho constitucional com parado. Alianza, Madrid, 1984, pág. 

157 y ss.
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última pretendía seguir fundamentándose, y que no eran otros que 
los foijados por la ideología clásica del pensamiento contractualista. 
Afirma el autor que “frente a aquella metafísica abstracta de la 
libertad de los contractualistas, fugitiva del tiempo y del espacio, la 
idea de Constitución material implicaba el planteamiento previo de la 
discusión constitucional en las coordenadas del aquí y el ahora, 
establecidas por la realidad histórica y política”? Frente a aquellos 
autores que defendían que el Estado no podía ordenarse a sí mismo, 
era necesario, como señala J e lu n e k , reivindicar la idea de 
autoobligación del Estado respecto a su derecho, que tuvo un papel 
decisivo en la formación del constitucionalismo moderno8.

En consecuencia, los cambios hada un constitucionalismo 
democrático pasaban prescriptivamente por el reconocimiento de 
que la formalización del Estado de Derecho en la Constitudón como 
—en expresión de H e sse — orden jurídico fundamental de la 
comunidad9 era un requisito necesario pero no suficiente para la 
consecución del Estado democrático. La Constitución debía atender 
en su contenido a los criterios democráticos, y el único modo era 
abogando por una Ley Fundamental que respondiera a las 
necesidades sociales y garantizara su normatividad, procediendo al 
establecimiento de lo que, a partir de ese estadio de organización, 
sería conocido como democracia constitucional10. Reconocida su

7 V ega G arcía, Pedro d e, “Mundialización y Derecho constitucional: la 
crisis del principio democrático en el constitucionalismo actual”. Revista de 
Estudios Políticos n° 100, abril-junio 1998,págs. 33 y 34.
8 J e llin e k , GEORG, Teoría general del Estado. Fondo de Cultura 
Económica, México, 2000, pág. 351.
9 Hesse, “Constitución...” cit. pág. 5.
10 F ried rich , C arl J., La democracia como form a política y como form a  
de vida. Tecnos, Madrid, 1073, pág. 14*
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normatívidad después de una transición que duró décadas, ya 
entrado el siglo XX se produjo un absoluto cambio en la razón de ser, 
las funciones, y —lo que es más importante— la legitimidad de la 
Norma Fundamental a través de la vigencia del principio 
democrático, desde ese momento elemento insustituible y definidor 
del constitucionalismo contemporáneo11.

El núcleo del pensamiento que propició el cambio se 
fundamentó en la consideración de que la Constitución necesitaba 
tener en cuenta la realidad que debía ordenar para conformarse como 
una Constitución normativa. Debía recoger conjuntamente lo que 
H e lle r  denominó normalidad y  normatívidad constitucional, al 
afirmar que “así como no pueden estimarse completamente 
separados lo dinámico y lo estático, tampoco pueden serlo la 
normalidad y la normatívidad, el ser y el deber ser en el concepto de 
Constitución. Una Constitución política sólo puede concebirse como 
un ser al que dan forma las normas”12. H e lle r  se situaba así, como 
afirma De Vega, en la tesis integracionista entre las posiciones 
extremas del positivismo jurídico que, olvidando la vida política y 
social, terminaba convirtiendo al Estado en una realidad metafísica y

11 López G uerra, Introducción... cit. pág. 127. Se trata, como afirma 
H auriou, del resultado de un evidente sincronismo entre el esfuerzo de 
liberación nacional que representa un movimiento constitucional y la 
marcha hacia la democracia. Políticamente, la acción que emprenden los 
ciudadanos para limitar el poder de los gobernantes tiende a proseguir, por 
efecto de la ley de dinámica social, hasta la confusión entre los gobernantes 
y los gobernados; jurídicamente, existen estrechos lazos entre la 
democracia y la sumisión del Estado al Derecho (H auriou, A ndré, Derecho 
constitucional e instituciones po líticas. Ariel, Barcelona, 1971, pág. 330).
12 H e lle r , H erm ann, Teoría del Estado. Fondo de Cultura Económica, 
México, 1998, pág. 318.
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a la Constitución en una entidad simbólica, y el positivismo 
sociológico que, proclamando el valor srpremo de la realidad, 
terminaban reduciendo la política a pura decisión, considerando la 
normativa constitucional como un apócrifo, injustificado y 
fantasmagórico reductor de lo político1̂

Aunque el uso del término Constitución ha sido recurrente en 
la doctrina para designar históricamente la oiganizadón del orden 
político en las más diversas sociedades1*, y con independencia de sus 
primeras apariciones en el Estado liberal, la gran aportación del 
constitucionalismo ha sido, principalmente a través la garantía de su 
normatívidad, servir de columna vertebral para la construcción de la 
democracia constitucional. Sólo un orden jurídico que garantizara la 
normatívidad constitucional podía configurarla relevante fundón del 
Derecho constitucional, en palabras Cabo, una de las escasas 
posibilidades sólidas para articular legítimamente una defensa de los 
intereses generales y ofrecer una regeneración ético política^.

b. Soberanía del pueblo y Estado constitucional

La emergencia de un constitucionalismo democrático debía 
incorporar, de forma principal, la consagración del pueblo como 
titular de la soberanía, pues la soberanía se conformó como la nueva

13 V ega, “M undialización.. cit. págs. 32 y  33.
14 P o r todos, c fr. F ioravan ti, cit, págs. 15 y  ss, y  Sánchez F erriz, R em edio, 

Introducción al Estado constitucional. A rie l, B arcelona, 1993, págs. 229 y  

ss.
15 Cabo, C arlos de, “G a ra n tis m o  y  ley  m a te ria T , en  A sensi Sabater, J o sé  

(c o o rd .), Ciudadanos e instituciones en el constitucionalismo actual. T ira n t  

lo  B lan ch , V a le n c ia , 1997» p ág . 44 -
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fuente de legitimidad del orden jurídico-político16 y, por lo tanto, el 
sujeto principal que debe ser transformado en la transición del 
Estado hacia una forma democrática de configuración. El Estado 
democrático exige que el soberano, aquel que en una sociedad tiene 
la capacidad de dictar normas jurídicas estando en la posesión de un 
poder supremo, ilimitado, único e indivisible1?, esté formado por el 
conjunto de los ciudadanos; esta indisoluble asimilación entre 
pueblo y soberano incoipora los cimientos de la Constitución 
democrática con que se dota el pueblo que, al mismo tiempo, 
contempla los elementos de su garantía y desarrollo, lo que da paso al 
Estado constitucional. La elección y el control efectivos de los 
gobernantes por parte del soberano y su autolimitación a través del 
Derecho constituyen, de esta manera, el elemento primordial para la 
entrada en vigor del principio democrático y, con ello, la aparición de 
la Constitución material característica del Estado constitucional.

La consecución de una Constitución en sentido material, que 
comenzó con el reconocimiento del sometimiento del Estado a la Ley, 
culminó cuando en el constitucionalismo de entreguerras se 
reconoció definitivamente la soberanía del pueblo y la correlativa 
vigencia del principio democrático. Estado de Derecho -en su 
acepción clásica, primordialmente caracterizada por el sometimiento 
del Estado a la ley18- y Estado democrático no se han mostrado, por

16 A sensi, La época... cit. págs. 134 y 135-
17 Según la definición que realiza P érez T riviño, agrupando las menciones 
de los clásicos (P érez T riviño, J o sé  Luis, Los lím ites ju ríd ico s a l soberano. 

Tecnos, Madrid, 1998, pág. 29).
18 Y en cuyo perfil teórico no es imprescindible la existencia de una 
Constitución normativa. Por otro lado, en concepciones más recientes y 
elaboradas de Estado de Derecho no es concebible su vigencia sin una 
Constitución material. V. gr., para S tein , el Estado de Derecho requiere de
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lo tanto, como dos conceptos en todos los casos interdependientes e 
inseparables1̂  si bien el Estado democrático está siempre necesitado 
de la capacidad imperativa y de responsabilidad propias del Estado 
de Derecho. En aquellos casos de organización jurídico-política en 
que no se reconoce la residencia de la soberanía en el pueblo y las 
exigencias del sistema democrático —que, como se ha afirmado, 
comporta prescriptivamente el principio de primacía de la ley como 
un requisito necesario pero no suficiente— no puede hablarse de 
propiamente de Constitución. En palabras de Aragón, no hay más 
Constitución que la Constitución democrática, puesto que es la única 
que asegura, jurídicamente, la existencia misma de una Constitución, 
esto es, la efectiva limitación del poder del Estado en beneficio de la 
libertad de los ciudadanos. Sólo con la atribución de la soberanía al 
pueblo con los pertinentes efectos jurídicos, puede entenderse que el 
Estado quede sometido al Derecho, a una norma emanada al poder 
del propio Estado20. En este sentido, se afirma que la Constitución 
alemana de Weimar de 1919, con sus déficits21, representa el

la existencia de una Constitución definida en un documento constitucional, 
que tenga carácter obligatorio como orden fundamental normativo para el 
ejercicio del poder público (S te in , TORSTEN, Estado de derecho, poder 
público y legitimidad desde la perspectiva alemana. Instituí de Ciéncies 
Polítiques i Socials, Barcelona, 1994» pág. 8).
^ Cfr. G arrido F a lla , Fernando, “Democracia y Estado de Derecho: 
sometimiento efectivo de todos los poderes a la Ley”. Revista de 
Administración Pública n° 128, mayo-agosto 1992, pág. 7 y ss.
20 A ragón, M anuel, “La democracia constitucional”, en T r u jillo , 

G um ersindo; López G uerra, Luis; G onzález-T revijano, P edro, La 
experiencia constitucional (1978-2000). Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Madrid, 2000, págs. 27 y 28.
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comienzo de las Constituciones democráticas -esto es, de las 
Constituciones propiamente dichas- del siglo XX22.

La normatívidad de la Constitución, requisito imprescindible 
para el surgimiento del constitucionalismo democrático, en 
combinación con el principio de jerarquía normativa que se infiere 
del propio concepto de Constitución como Norma Fundamental, 
relegó a la ley a la función de desarrollo constitucional que le es 
propia en el Estado democrático, y permitió dar respuesta a la 
complejidad normativa inherente a los sistemas jurídico-políticos 
contemporáneos. Así, una de las características de la democracia 
constitucional es lo que P é r e z  L u ñ o  ha descrito como el primer 
desplazamiento advertible dentro de la decantación terminológica 
desde el Estado de Derecho al Estado constitucional, esto es, el 
desplazamiento desde la primacía de la ley a la primacía de la 
Constitución^, debido a la obsolescencia del Estado concebido como 
detentador absoluto del monopolio del sistema de fuentes jurídicas y 
la aparición a la que hoy se asiste de, en palabras del autor, “entes 
que discuten y comprometen, por encima y por debajo del Estado, su 
supremacía jurídica y, consiguientemente, la de la ley”2*. De esta

21 Cfr. las consideraciones al respecto de S ch n eid er, H ans P eter , 

Democracia y Constitución. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 

1991, pág. I5yss.
22 F ioravan ti, La Constitución... cit. pág. 149.

23 P érez L u Ñ o , A n ton io  E nrique, Los derechos fundamentales. Tecnos, 

Madrid, 1984, págs. 309-313*
24 A este fenómeno el autor ha propuesto en denominar supra e 
infraestatalidad normativa (ibidem, pág. 309). Para el P érez Luño, “en el 
Estado constitucional, que es el Estado de las actuales sociedades 
pluralistas, complejas y pluricéntricas, la unidad, coherencia y jerarquía del
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manera, el Estado constitucional avanza de forma relevante, en el 
mismo sentido que el Estado de Derecho, en el reconocimiento de 
una complejidad de ordenamientos que encuentran en la Norma 
Fundamental el marco de desarrollo, de resolución de conflictos, de 
cooperación y separación y que, a su vez, requieren de la intervención 
de mecanismos de solución de controversias jurídicas y amplían la 
actuación de elementos necesarios para la aplicación de la norma 
jurídica, uno de cuyos fines es dotar al ordenamiento jurídico de un 
mayor grado de coherencia.

Esta reivindicación del Estado constitucional es necesaria para 
la que es, junto con la vigencia del Estado de Derecho, su 
característica esencial —y todavía un reto—: la consagración del 
principio democrático como inspirador del constitucionalismo 
moderno5̂ . A ragón  lo ha expuesto en estos términos: el Estado 
constitucional, concebido del modo más genuino o radical, esto es, 
definido por aquello que le caracteriza como forma política singular 
y, por lo mismo, enteramente distinta de otras formas políticas 
históricas, no es otra cosa que el intento dejuridificar la democracia. 
Este valor añadido a la democracia requiere plena síntesis y vigencia 
de las exigencias del principio democrático y del Estado de Derecho, 
puesto que, como nos señala este autor, el significado más profundo 
de la Constitución auténtica —esto es, de la Constitución normativa— 
radica precisamente en la asociación, y no en la disociación, de las 
categorías de Estado democrático y Estado de Derecho26, 
imprescindibles para la integración del concepto de Democracia

ordenamiento jurídico no puede concebirse como un presupuesto de 
partida sino como una meta a alcanzar” (pág. 312).
25 López G uerra, Introducción... pág. 127.

26 A ragón, M anuel, La democracia como form a jurídica. Institut de 
Ciéncies Polítiques i Socials, Barcelona, 1991, págs. 2,9 y 10.
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constitucional, donde la Constitución se conforma como el 
instrumento legal garante del principio democrático y de la 
consecuentemente necesaria primacía de la Constitución. Ambos 
elementos se encuentran en la expresión que utiliza F e r r a jo li, 

Estado constitucional de Derecho2?.

Como consecuencia de que el Estado constitucional —esto es, 
la democracia constitucional— implica la jurídificación de la 
democracia, aparece la necesidad de concebir jurídicamente —y, por 
ello, limitadamente— a la propia soberanía28. De esta forma se 
produce la síntesis entre democracia y soberanía, ambas consagradas 
en la norma jurídica más protegida y fundamentadora del pacto 
social, la Constitución. Como opina A ragón , la constitucionalización 
de la soberanía no significa la desaparición del soberano, sino que, 
por el contrario, el Estado constitucional se sustenta, precisamente, 
en la proclamación de que hay un soberano y de que ese soberano es 
el pueblo2?. Soberano que se autolimita a través de la Constitución y 
autolimitación que no repugna a la teoría, es decir, que no encierra 
una contradicción insalvable, siempre que no se desvirtúe el carácter

27 Ferrajoli, Luigi, “El Estado constitucional de Derecho hoy: el modelo y 
su divergencia de la realidad”, en Andrés Ibáñez, Perfecto (ecL), 
Corrupción y Estado de Derecho. El papel de la jurisdicción. Trotta, 
Madrid, 1996, pág. 15.
28 A ragón  R eyes, M anuel, Constitución y democracia. Tecnos, Madrid, 
1989, pág. 30.
29 Un pueblo soberano que, por otra parte, aparece como el símbolo político 
mayor de la democracia. (L indahl, H ans, “El pueblo soberano: el régimen 
simbólico del poder político en la democracia”. Revista de Estudios 
Políticos n° 94, octubre-diciembre 1996, pág. 69).
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jurídico de esa teoría, lo que obliga siempre a que vayan unidos 
Estado democrático y Estado de Derecho3°.

Es esta limitación constitucional la que encierra la sujeción a 
la ley de los poderes públicos y la garantía de los derechos 
fundamentales, sin la cual no puede existir la base en que se asiente 
la Constitución: la soberanía popula!?1. De ahí la conexión entre 
derechos fundamentales y soberanía del pueblo, puesto que en la 
democracia constitucional existe una interdependencia absoluta 
entre ambos conceptos. Y también producto de esta proclamación de 
la soberanía del pueblo el hecho de que todo poder público esté no ya 
exclusivamente sometido a la ley, rasgo propio del Estado de 
Derecho, sino también, en última instancia, radicado en el pueblo, 
avance que define la vigencia del principio democrático en el Estado 
constitucional.

c. La legitimidad democrática en el Estado constitucional

Si la residencia de la soberanía en el pueblo y la juridificación 
de esta cualidad ha supuesto el origen del constitucionalismo 
democrático, éste se materializa por medio de la relación dialéctica 
que se produce entre poder público y soberanía del pueblo. Dicha 
relación necesita, por una parte, que el poder público radique en 
última instancia en la voluntad popular y, por otra, que permanezcan 
alerta los vínculos entre soberanía del pueblo y gobierno. La cualidad 
democrática no se agota en el momento de la elección del detentor

3° A ragón, La dem ocracia com o fo rm a ... cit. pág. 9.

31 A ragón, “La democracia constitucional”, cit. pág. 32.
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del poder público, sino que se desarrolla a través de un continuum en 
la acción de gobierno.

En efecto, únicamente con la fuente de legitimidad genuina, de 
donde deben dimanar en todos los aspectos los poderes públicos, se 
cumple la exigencia del gobierno por el pueblo. Si a esto sumamos, 
como advierte P rzew orski, que la democracia sólo puede tener lugar 
por medio de un compromiso institucional, esto es, a través de la 
creación de instituciones^, ello implica que el origen de las 
instituciones públicas debe fundamentarse a través de los 
procedimientos democráticos y, por ello, la organización de la 
comunidad política encuentra su última legitimidad y justificación en 
que responde a la voluntad p o p u la r^ . Como ha señalado Garrorena , 

vivir en democracia implica aceptar, como presupuesto primero que 
condiciona la génesis y el desenvolvimiento de todo el posterior 
sistema político, el valor de la radicación social del poder34. Por lo 
tanto, el origen democrático de las instituciones públicas —esto es, 
que las instituciones públicas cuenten en su formación con la 
voluntad del pueblo, bien directamente al participar explícitamente el 
pueblo en la elección, bien indirectamente, al ser elegidos por sujetos

32 P rzew orski, Adam, “La democracia como resultado contingente de 
conflictos”, en E lste r , Jon  y  S la g sta d , Ruñe, Constitucionalismo y 
democracia. Fondo de Cultura Económica, México, 1999, pág. 94.
33 En términos de LÓPEZ G uerra, para quien “la realización del principio 
democrático significa que las decisiones públicas han de adoptarse 
mediante la participación, directa o indirecta, de los ciudadanos, y que por 
ello esas decisiones son reconducibles —también de forma directa o 
indirecta— a la voluntad de éstos. Supone, pues, la creación de cauces de 
participación de los ciudadanos en la adopción de las decisiones públicas 
(López G uerra, Introducción... cit. pág. 128).
34 G arrorena, El Estado social... cit. pág. 120 y  121.
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legitimados y competentes para ello— se constituye como el primer 
presupuesto para evaluar la vigencia del principio democrático y, a 
través de ello, asentar la existencia de un Estado constitucional.

Pero la vigencia del Estado democrático no requiere 
únicamente que los gobernantes sean elegidos con la participación 
del pueblo, sino que éste mantenga una continuada relación con sus 
órganos de gobierno, no se quiebre la desconexión entre el origen y el 
ejercicio democrático del poder público y al mismo tiempo mantenga 
la confianza del pueblo en el poder, necesidad en la que L o ew en ste in  

justifica la existencia del control político35. Como afirma G arcía  

M o r illo , el sistema democrático no consiste sólo en la garantía de 
los derechos fundamentales y la elección periódica de los 
gobernantes; exige, también, el control de las actuaciones de éstoss6. 
Para cumplir con esta exigencia, la organización de poderes debe los 
mecanismos necesarios de control democrático, que sirva de garantía 
para el correcto funcionamiento de los órganos públicos. Sólo a 
través de un control suficiente puede garantizarse la realización de la 
Constitución, su efectividad normativa, y se activan los dispositivos 
necesarios para acreditar que la voluntad del pueblo, en general 
expresada en la ley, es la que efectivamente fundamenta las 
decisiones de las instituciones públicas. Por ello, con A ragón , debe

35 Señala el autor que “en una perspectiva histórica, el constitucionalismo 
ha sido la búsqueda del medio más eficaz para moderar y limitar el poder 
político, primero el del gobierno y  después el de todos y  cada uno de los 
detentadores del poder. El hombre racional desconfía por naturaleza de 
todo poder ilimitado, y  con razón" (LOEWENSTEIN, K a rl, Teoría de la 
Constitución. Ariel, Barcelona, 1986, pág. 68).
36 Lo que conduce al autor a afirmar categóricamente que “control es 
democracia” (García Morillo, J oaquín, La democracia en España. 
Alianza, Madrid, 1996, pág. 391).
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afirmarse que no es concebible una Constitución como norma, y 
menos la Constitución del Estado social y democrático de Derecho, si 
no descansa en la existencia y efectividad de los controles; cuando no 
hay control, no ocurre sólo que la Constitución ve debilitadas o 
anuladas sus garantías, o que se haga difícil o imposible su 
realización; ocurre, simplemente, que no hay Constitución37.

Por otra parte, el control democrático es la clave de bóveda de 
la construcción de la teoría de la separación de poderes, pues sólo con 
un control efectivo puede conseguirse el objetivo de esta distribución 
del poder, esto es, evitar la concentración monopolista del poder38, lo 
que incide en la función principal del control democrático: hacer 
valer las disposiciones constitucionales. En un Estado democrático 
no puede entenderse la separación de poderes como ausencia de 
control entre estos poderes, puesto que supondría la inexistencia de 
límites de cada uno de los poderes, la posibilidad de exceso en el 
ejercicio de sus funciones y, por tanto, la desvirtuación del carácter 
democrático; por ello, Loew enstein  incorpora el elemento de control 
en la misma definición de Estado c o n s t i t u c io n a l .  Como afirma 
M a r t ín -R etortillo , entre los poderes públicos debe darse un 
sistema propio de pesos y contrapesos, el cálculo preciso de los 
espacios y de los límites, de los motores y de los frenos, por otra parte 
configurados de forma singular para cada supuesto, pues cada

37 A ragón  Reyes, M anuel, “El control como elemento inseparable del 
concepto de Constitución”. Revista Española de Derecho constitucional n° 
19, enero-abril 1987, págs. 35,36 y 52.
38 Díaz, “El Estado social...” cit. pág. 590.
39 El Estado constitucional se basa en la distribución del poder, y las 
funciones que han sido asignadas a los poderes u órganos estatales deben 
estar “sometidas a un respectivo control a través de los otros detentadores 
del poder” (L oew en stein , cit. pág. 50).
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aplicación necesita fórmulas distintas para realizar efectivamente 
este control*0. En este sentido, el control democrático no es un fin en 
sí mismo, sino un medio necesario, al que una sociedad democrática 
no puede renunciar para conferir valor a su Constitución.

Podemos diferenciar, con Aragón, los tres tipos de control 
—todos ellos objeto del Derecho constitucional—, en los cuales el 
derecho interviene de diferente manera. El control jurídico, donde el 
derecho lo es todo: constituye el canon de valoración, impone un 
determinado tipo de razonamiento, caracteriza el agente de control, 
regula el procedimiento y exige, de manera inexorable, la sanción 
cuando el resultado es adverso. Se trata de un control objetivado, por 
lo que la medida de su eficacia reside en su escrupulosa juridicidad. 
El control político, basado en la capacidad de una voluntad para 
fiscalizar otra voluntad, donde el derecho, sin serlo todo, tiene 
reservado un papel importante: regula su procedimiento, esto es, 
formaliza los instrumentos a través de los cuales el control se efectúa. 
Y el control social, que opera de manera difusa, donde no existen 
procedimientos normativizados de control, pero no por ello el 
derecho deja de ser importante, puesto que éste es el que, 
indirectamente, consagra los derechos de los ciudadanos que hacen 
posible que exista este control*1.

En un control democrático intervienen, de alguna forma, tanto 
el control jurídico como el político y el social, si bien en medidas

4° M a r tín -R e to r tillo  Baquer, Lorenzo, “De la separación y  control de 

los poderes en el sistem a constitucional español”. Revista del Centro de 
Estudios Constitucionales n° 4, septiembre-diciembre 1989, págs. 50 y  51.

41 cfr., en general, A ragón  Reyes, M anuel, “El control parlamentario com o 

control político”. Revista de Derecho Político n° 23, 1986, en particular, 

págs.37-39.
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diferentes dependiendo de las particularidades del órgano concreto. 
Las legítimas competencias constitucionales o el grado legal de la 
autonomía de determinado órgano dotado de poder público pueden 
dejar entrar en el juego más a unos tipos de controles que a otros 
pero, en mayor o menor grado, todos ellos son necesarios en la 
profundización del sistema democrático.

Cabe insistir en que el origen y mantenimiento del poder 
público por parte de una sociedad democrática incorpora una 
característica final: por su propio carácter democrático, el pueblo no 
puede renunciar al gobierno que legítimamente detenta. La soberanía 
es inherente al pueblo y, por lo tanto, no puede ser rechazada, ni 
puede darse una válida renuncia a ella, puesto que este proceder 
atentaría contra la misma noción de soberanía y, por ende, contra el 
concepto de democracia. Por lo tanto, en un Estado democrático el 
pueblo no puede renunciar a su gobierno.

En este sentido, B ó ck en fó rd e  afirma que la democracia como 
forma de Estado y de gobierno significa algo más que la atribución al 
pueblo de la titularidad del poder: quiere decir que el pueblo no es 
sólo el origen y el portador último del poder que ejerce el dominio 
público, sino que además él mismo ejerce ese poder, que lo tiene y 
que ha de tenerlo en todo momento. Esto es, como expresa el autor, 
"el pueblo no sólo domina, sino que también gobierna”'*2, aunque 
deba hacerlo dentro de los mecanismos posibles —y, por tanto, 
limitantes— en una colectividad43.

42 B óck en fórd e, E rn st W olfgan g , Estudios sobre el Estado de Derecho y 
la democracia. Trotta, Madrid, 2000. pág. 52.
43 Esto es, com o afirma A ragón, “si el Estado constitucional significa la 

lim itación del poder, tal lim itación (sin la que no hay libertad de los 

ciudadanos ni por ello soberanía popular) sería im posible en la democracia

47



Robén Martínez Dalmau

En efecto, la irrenunciabilidad de la sociedad democrática a su 
gobierno —esto es, a su soberanía— no significa que las necesidades 
de organización colectiva no incorpore límites en el ejercicio del 
poder público, puesto que la propia Constitución democrática se 
concibe como límite al poder —distribución del poder, como lo 
denomina L o e w e n s t e in 4 4 — . Estos límites conocen su origen ya en el 
propio concepto de soberanía del pueblo pues, como nos dice 
Aragón, cuando la soberanía recae en una colectividad, por principio 
(por el hecho mismo de dicha titularidad colectiva), el ejercicio de tal 
poder está condicionado a la existencia de una organización y de unas 
reglas de procedimiento para que verazmente pueda expresarse esa 
colectiva voluntad soberana. El carácter absoluto, fácilmente 
entendible cuando es un individuo el soberano, se presenta ya 
difícilmente inteligible cuando el soberano es una colectividad. En 
otras palabras, el término absoluto es contradictorio con la 
titularidad democrática de la soberanía^.

Por esta razón, el gobierno del pueblo, que se encuentra en la 
base de la legitimidad de la democracia —y, por lo tanto, del Estado 
de Derecho— no es ejercido en todos los casos directamente por el 
titular de la soberanía, sino por medio de representantes elegidos por

directa ya que, de un lado, se confundirían los planos del poder 

constituyente y  del poder constituido y, de otro, se haría impracticable la 

existencia de un espacio de deliberación simultánea y  racional en la tom a de 

decisiones”. A ragón, “La democracia constitucional”, cit. pág. 34.

44 Para Loewenstein, el Estado constitucional se basa en el principio de la 

distribución del poder. “La distribución del poder existe cuando varios e 

independientes detentadores del poder u órganos estatales participan de la  

voluntad estatal” (Loewenstein, cit. pág. 50).

45 A ragón, La dem ocracia... cit. págs. 8  y  9.
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aquél haciendo uso de la articulación de la voluntad de la mayoría y 
del resto de mecanismos propios de una democracia. De hecho, como 
afirma A g u ia r  d e  Lu q u e , aunque la democracia directa —entendida 
como aquel régimen político en que la adopción de decisiones de 
interés general para la comunidad corresponde a la totalidad de los 
ciudadanos— supone en un nivel ideológico la expresión ideal del 
Estado constitucional, en su implantación histórica la democracia 
directa y el Estado constitucional se configuran como dos modelos 
incompatibles*6. St e in  constata que actualmente las democracias en 
su abrumadora mayoría son democracias representativas indirectas, 
donde el pueblo no ejerce el poder público en todos los niveles y en 
todas sus ramificaciones directamente, sino que lo hace a través de 
elecciones. El poder público es ejercido a través de los representantes 
elegidos y de aquellos óiganos estatales, que a su vez son colocados

46 Ambos son, por lo tanto, “modelos contrapuestos que se traducen en 
procedimientos diferentes de resolución de conflicto y en distintos 
mecanismos de generalización de dichos intereses dominantes”. (AGUIAR de 

Luque, Luis, Democracia directa y  Derecho constitucional. Editoriales de 
Derecho Reunidas, Madrid, 1977, págs. 311 y 312). También en este sentido, 
Espín, para quien “hoy en día es inevitable recurrir a la democracia 
representativa por razones de diversa naturaleza pero que concurren en el 
mismo sentido de requerir la necesidad de delegar en representantes el 
ejercicio de la soberanía”, esto es, razones de carácter general y objetivo, 
razones que atañen a los propios ciudadanos y razones de carácter 
estrictamente político (Espín Tem plado, Eduardo, Lecciones de Derecho 
político. Tirant lo Blanch, Valencia, 1994, págs. 50 y ss). Es aconsejable, al 
respecto, tener en cuenta la discusión doctrinal entre C arré de M alberg y 
J e llin e k  sobre la presencia de una democracia directa o representativa en 
la Constitución francesa de 1791 (C arré de M alberg, Raymond, Teoría 
general del Estado. Fondo de Cultura Económica, México, 1998, págs. 1047 
yss).
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en sus funciones (o por lo menos son ratificados) por los 
representantes, los diputados*?.

El carácter representativo de los sistemas políticos —esto es, 
su capacidad de representar a la sociedad y de realizar la voluntad de 
la mayoría— y la sujeción a la ley de los poderes públicos, el control 
de legalidad de sus actuaciones y sus funciones de tutela y 
satisfacción de los derechos constitucionalmente garantizados son 
propios, como señala Ferrajoli, de la democracia política y 
representativa y del Estado constitucional de Derecho*8. Pero el 
hecho de que el Estado constitucional exija la necesidad de 
representantes para tomar decisiones no significa, desde luego, que el 
sistema representativo no pueda profundizar en la democracia. Como 
hace ver Aguiar de Luque, la contradicción entre democracia directa 
y Estado constitucional no supone sin embargo la incapacidad 
democrática del Estado constitucional-representativo ni la 
imposibilidad de que suijan algunas instituciones que inspiradas en 
la democracia directa, se incorporen al Estado constitucional*^. La 
profündización en la democracia —esto es, el proceso que en mayor 
medida favorezca y facilite la participación de los ciudadanos y el 
conocimiento de sus reivindicaciones en la toma de decisiones 
públicas— es cosustancial a la evolución del Estado constitucional 
por su característico enraizamiento con los criterios de legitimidad de 
la organización políticas0, y debe presidir todos los rincones de la

47 S tein , Estado de derecho... cit. pág. 3.

48 F er ra jo li, “El Estado...” cit. pág. 15.

49 A guiar, Democracia directa... cit. pág. 312.

s° En térm inos de Maihofer, en  relación con el problema de una 

legitim ación de la democracia a partir de la voluntad general convertida en  

ley, “sin una organización de la democracia conforme al principio de la 

mayor participación y  codecisión posible de todos los ciudadanos por igual,
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acción estatal. Por lo tanto, en una Estado constitucional el gobierno 
del poder público por medio de representantes no puede obviar la 
necesidad de que a su labor se apliquen las dos vertientes necesarias 
en su legitimidad democrática: tanto el origen como el control 
democráticos.

2 . LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO 

Y EL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO

a . El valor jurídico de los principios generales del Derecho

Con la elaboración de normas jurídicas positivadas en los 
correspondientes instrumentos legales, es común en el derecho 
comparado de nuestro entorno que los ordenamientos jurídicos 
doten de legitimidad normativa a unos principios tradicionalmente 
informadores del propio ordenamientos1, que en casos de ausencia de

la legitimación formal de ese gobierno de la ley a partir de la autoría de sus 
ciudadanos quedaría reducida a una mera ficción”. M aihofer, W erner, 

“Principios de una democracia en libertad”, en Benda, E rn esto; 

M a ih o ffer , W erner; V o g el, Juan  J.; H esse, C onrado y  H eyde, 

W ofgang, Manual de Derecho constitucional Marcial Pons, Madrid, 2001, 
pág. 227.
s1 En este sentido, Lucas y V id al, para quienes el fundamento de los 
principios generales del Derecho no parece que pueda consistir en el 
Derecho natural, un fundamento extraño, distinto y distante al propio 
ordenamiento jurídico, sino que debe residir en el propio ordenamiento 
jurídico (Lucas, J a v ier  de, y V idal, E rn esto , “¿Hay principios 
constitucionales?”, en AA. W ., Jomadas de estudios sobre el Título
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ley y costumbre participan como integradores del ordenamiento 
jurídico. Se trata de los conocidos como principios generales del 
Derecho, reconocidos por expresar criterios de justicia de valor 
elemental y naturaleza objetiva, cuya consagración legal y 
jurisprudencial produjo durante la primera mitad del siglo XX, junto 
con la instauración de la justicia constitucional en Europa, la ruptura 
del positivismo jurídicos2.

Aun cuando los principios generales del Derecho, por su 
naturaleza, están compuestos por altos niveles de generalidad y 
abstracción, forman parte del ordenamiento jurídico de la forma en 
que está previsto en éste. En tanto que fuente del Derecho, los 
principios generales del Derecho, aun cuando no estén 
individualmente tipificados, gozan de eficacia jurídica53, siempre que 
se encuentren ausentes otras fuentes del Derecho. Es este carácter 
indeterminado de los principios generales del Derecho el que ha 
provocado, como afirma E zquiaga , que tradicionalmente hayan sido

Preliminar de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. 
V), pág. 3334). A favor de la existencia de unos principios de Derecho 
natural, cfr. C arretero , A d o lfo , “Los modos de constitucionalización del 
Derecho y sus consecuencias de los principios generales”, en AA W ., 
Jomadas de estudios sobre el Título Preliminar de la Constitución. 
Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. V), págs. 3216 y ss, y H ernández  

G il, A nton io, “Sistema de valores en la Constitución”, en López Pina, 

A nton io  (ed.), La Constitución de la Monarquía Parlamentaria. Fondo de 
Cultura Económica, Madrid, 1983, pág. 122.
s2 G arcía d e E n terría , E duardo, “La democracia y  el lugar de la ley”. 
Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de 
Madrid n° 1, pág. 83
53 Cfr. en general, C arretero , “Los modos de constitucionalización...” cit.

52



Legitimidad democrática de los bancos centrales

uno de los conceptos jurídicos de más difícil tratamiento^, y que 
surjan dudas acerca de su conveniente positivación en el Estado 
constitucional, en aras de la seguridad jurídica y de la garantía de los 
ciudadanos.

En Derecho constitucional, por la materia política que regula y 
por el carácter genérico de sus normas, operan en mayor medida los 
principios generales que en otros ámbitos del ordenamiento^ puesto 
que, como resalta F reixes, si en el fondo toda norma puede contener 
una justificación valorativa, ésta se contiene en su máxima medida en 
las normas constitucionales al ser resultado concreto de un proceso 
constituyente y al describir, como lo hacen todas ellas, enunciados 
valorativos o normar abiertass6. En pocos ámbitos jurídicos la 
interpretación juega un papel tan decisivo y continuo como en la 
hermenéutica de las normas constitucionales, determinadas por su 
propia naturaleza por un amplio grado de generalidad.

En la concreción de estas normas —tanto en su realización 
legislativa como en su estricta y directa aplicación— es conveniente la 
activación de una serie de principios y valores57 que orienten en el

54 Ezquiaga Ganuzas, F rancisco Javier, “La función de los principios en 
las sentencias del Tribunal Constitucional”, en AA. W ., Jomadas de 
estudios sobre el Título Preliminar de la Constitución. Ministerio de 
Justicia, Madrid, 1988 (vol. V), pág. 3237.
55 A ragón, Constitución... cit. pág. 75.
s6 F reixes Sanjuán, T eresa, “Positivación de los valores e interpretación 
constitucional”, en AA. W ., Jomadas de estudios sobre el Título 
Preliminar de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. I), 
pág. 120.
57 En este trabajo, a salvo de distinciones en las que se declina entrar con 
mayor detalle, respecto al texto constitucional se asimila el significado de
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proceso interpretativo de la disposición constitucional. La actuación 
conjunta de estos principios constitucionales conforma lo que se ha 
denominado el sistema de valores dominante en una Constitución y 
cuya principal misión es, más allá de su función particular, dotar de 
estabilidad y continuidad en el cumplimiento de la Constitucións8. El 
sistema constitucional de valores forma parte de los ideales que el 
poder constituyente establece como propios de la comunidad y, por 
ello, aun con un apreciable grado de apertura, estos valores no se 
conforman como conceptos vacíos, sino que cuentan con un 
contenido mínimo, que es completado en cada momento histórico, de

principios, valores y otras categorías informadoras generales, por cuanto es 
común en varios sistemas jurídicos, y en particular en la doctrina y la 
jurisprudencia española, dotarles de similar significado. Sobre el sentido 
normativo de los principio generales cfr. G arcía C anales, “Principios 
generales y principios constitucionales”. Revista de Estudios Políticos n° 
64, abril-junio 1989, pág. 133; V ila s N ogueira, José, “Los valores 
superiores del ordenamiento jurídico” Revista Española de Derecho 
constitucional n° 12, septiembre-diciembre 1984, pág. 99 y ss; R odríguez  

M olin ero , M arcelin o , “¿Hay un orden jerárquico de valores en la 
Constitución?”, en AA. W ., Jomadas de estudio sobre el Título Preliminar 
de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. V), pág. 517. 
s8 En términos de SCHAMBECK, para quien “cuanto más amplio sea el 
consenso que, en un Estado democrático de sociedad pluralista, exista en 
cuanto a un reconocimiento de valores, tanto más rica será la función que 
respecto a la estabilidad y continuidad pueda cumplir la respectiva 
Constitución. Diríamos incluso que es de esencia de cualquier Constitución 
el descansar sobre un cuerpo de valores permanentes, que definan su 
entidad particular y que, por virtud del procedimiento cualificado para la 
adopción de disposiciones constitucionales, se encuentren a resguardo de 
las cambiantes mayorías” (Scham beck, H erb ert, “Valores y principios 
fundamentales en el Derecho constitucional de la posguerra”. Persona y 
Derecho n° 28,1993, pág. 261).
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acuerdo con el entendimiento que de los mismos realiza la 
sociedads9.

b. Principios generales del Derecho 
y  principios constitucionales

No se discute en la actualidad, pues, el reconocimiento del 
valor jurídico de los principios constitucionales —esto es, su inclusión 
como Derecho—, por otra parte común en el constitucionalismo de 
nuestro entorno que, como afirma García Canales, ha consagrado 
con intencionado ahínco todo un elenco de apriorismos axiológicos 
propios de nuestra cultura, en su afán de plasmar aquellos valores y 
principios que antaño estuvieron bajo la consideración poco 
comprometida de normas programáticas y, por ello, fácilmente 
bordeables y defraudadas a la postre60. En diversos ordenamientos 
constitucionales, la búsqueda de estos principios —cuando no están 
expresamente positivados— se lleva a cabo a través de la función 
interpretativa del texto constitucional, apelando a los Preámbulos, a 
los precedentes constitucionales61 y a la inferencia del propio texto 
constitucional.

El reconocimiento del valor jurídico de los principios generales 
del Derecho no implica en modo alguno que todos ellos actúen en el 
mismo grado de efectividad. Los principios constitucionales —esto es, 
aquellos que se derivan del texto constitucional, bien porque constan

59 D íaz R evorio, F ran cisco Javier, Valores superiores e interpretación 
constitucional Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 

1997, págs. 556 y 557.
60 G arcía C anales, “Principios generales...” cit. pág. 133.
61 B asso ls, “Los principios...” c it págs. 139-140.

55



Rnbén Martínez Palman

expresamente o bien porque se infieren de las normas 
constitucionales— no operan de la misma manera que la globalidad 
de los principios generales del derecho, por cuanto su inclusión en 
una Constitución de carácter normativo los convierte en preceptos 
legales de obligada observación. En la concepción del Derecho afín a 
la nuestra, como hemos visto, la Constitución es norma directamente 
aplicable en su totalidad, y por ello todos sus preceptos, contengan el 
tipo de reglas constitucionales que contengan62.

En este sentido, como afirma G arcía  C an ales, aun dentro de 
su variedad los principios constitucionales forman un conjunto 
homogeneizado por el dato capital de su supremo valor normativo 
dentro del ordenamiento jurídico; sean principios 
constitucionalizados, sean principios del articulado constitucional, 
los principios constitucionales participan de la fuerza normativa de la 
Constitución en relación con el resto de componentes del 
ordenamiento jurídico^. Por esta razón, los principios 
constitucionales no sólo tienen vigencia en sí mismos, sino también 
en referencia con el resto de principios generales del derecho, que 
deben adaptarse en su configuración a aquéllos. A ello se refiere 
A ragón  cuando señala que ‘la  constitucionalización de los principios 
generales más fundamentales lleva a la consecuencia de que 
cualesquiera otros principios no positivados hayan de conformarse 
en congruencia con aquéllos, es decir, hayan de estar expresados en 
el texto de la Constitución”6̂  Los efectos de esta relación asimétrica 
entre principios constitucionales y no constitucionales son los 
propios de cualquier relación de jerarquía normativa: si se da una

62 F reixes, "Positivación de los valores...” cit. pág. 128.

63 G arcía C anales, "Principios generales y  principios constitucionales” cit., 

pág. 149.

64 A ragón, C onstitución... cit. pág. 80.
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contradicción entre ambos tipos de principios —principios 
constitucionales frente a principios no positivados—, los principios 
generales del Derecho que no estén incluidos en la Norma 
Fundamental se verían afectados por la capacidad derogatoria de la 
Constitución, y dejarían de formar parte del ordenamiento jurídico^.

El destino de los principios generales, inducidos o positivados, 
como afirma Bassols, es presidir todo el proceso de interpretación o 
realización de la Constitución, entendida como un proceso 
dinámico66, que requiere de constante atención ya sea en la labor de 
la justicia ordinaria y la estricta interpretación constitucional, del 
legislador o del gobernante. En este sentido, Ezquiaga afirma que, 
con su constitucionalización, los principios se convierten no sólo en 
auténticas normas constitucionales sino, según opinión generalizada, 
en las normas constitucionales más importantes6? y, por lo tanto, de 
obligado cumplimiento en todas las instancias donde se ejerza el 
poder público.

En efecto, el estatuto constitucional de estos principios obliga 
a que todos los poderes públicos que, de diferente manera y con 
diferente valor, en su actuación interpretan la Constitución, tanto los 
que realicen funciones de jurisdicción —los tribunales ordinarios y, 
de forma principal, el Tribunal Constitucional68—, de realización

6s Ezquiaga, “La función...” cit. pág. 3238.
66 B asso ls, “Los principios...” cit. pág. 140.

6? Ezquiaga, “La función...” cit. pág. 3239.
68 Ante el cual, afirma G on zález P érez, puede deducirse una pretensión 
procesal basada en el reconocimiento constitucional de estos principios 
(G on zález P érez, Jesú s, “Los principios generales del Derecho y la 
Constitución”, en AA. W ., La Constitución española y las fuentes del 
Derecho. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1979 (vol. I)., pág. 1175).

57



Roben Martínez Daimau

legislativa —el Parlamento— o de ejecución de las normas —el 
Gobierno—, deban tener en cuenta en todo momento, dentro de sus 
respectivas responsabilidades, la aplicación de los principios 
constitucionales6?. Con todo, la presencia de los valores 
constitucionales no es la misma en el cumplimiento de sus 
respectivas funciones; el grado de opción en este sentido es más alto 
en el caso del legislador o del gobernante que en el del Tribunal 
Constitucional, puesto que es en el terreno de la interpretación 
constitucional donde se aprecia en mayor medida la relevancia y 
significación de los valores?0.

c. El principio democrático y sus efectos jurídicos

El reconocimiento del principio democrático en las 
Constituciones del siglo XX, expresamente e/o inferido de las normas 
constitucionales que conceden la soberanía al pueblo y establecen el 
marco para que pueda ser efectiva, se fue imponiendo 
paulatinamente como fuente de legitimidad democrática del régimen

& En este sentido, RODRÍGUEZ MOLINERO, “¿Hay un orden jerárquico de 
valores en la Constitución” c it pág. 511.
?° Díaz Revorio, Valores superiores... c it págs. 560 y 561. De la misma 
manera, para Rodríguez M olinero no existe un orden jerárquico claro y 
concluso entre los valores constitucionales, y “lo que la Constitución ofrece 
(...) es un reconocimiento implícito de la preeminencia de unos valores 
sobre otros, lo que implica atribuirles un distinto rango; lo cual supone el 
punto de partida para la solución práctica, sobre todo jurisprudencial, de 
los conflictos o colisiones entre diferentes valores, principios y derechos 
fundamentales, aunque todos estén constitucionalmente reconocidos” 
(Rodríguez Molinero, “¿Hay un orden jerárquico de valores...?” c it págs. 
520 y 521).
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constitucional?1 y, por lo tanto, se conformó como piedra angular del 
Estado constitucional. Su carácter de principio constitucional no sólo 
le otorga valor jurídico, sino que por su propio significado se sitúa en 
la cúspide de la estructura normativa, dispersando sus efectos en 
todos los ámbitos de ejercicio del poder público. Es más, como 
enfatiza Aragón, el principio democrático no es simplemente uno 
más de los principios generales, sino que es el principio más 
fundamental de los principios generales, por calificador de la forma 
de Estado, lo que le convierte también en el más general de todos. 
Señala el autor que “de ahí se deriva (y no sólo de la tan temida y 

tópica multivocidad del término) su carácter sumamente abstracto, 
necesitado para intervenir en el ordenamiento de ciertas 
conexiones”?2. Esta relevancia del principio democrático no debe 
entenderse en un sentido de jerarquía con respecto al resto de valores 
y principios puesto que, como ha argumentado Díaz Revorio, 

respecto a estos elementos no existen jerarquías rígidas dentro de la 
Norma Fundamental^.

La naturaleza jurídica del principio democrático no ha sido 
cuestión pacífica en Derecho constitucional hasta bien entrado el 
siglo XX. El reconocimiento constitucional —y, por lo tanto, 
normativo— del principio democrático debió superar concepciones

t1 López G uerra, Introducción... cit. pág. 132.

72 A ragón, Constitución... cit. pág. 102.

73 Y, por esa razón, no pueden existir las conocidas como normas 
constitucionales inconstitucionales, puesto que toda la Constitución es obra 
del poder constituyente, que ha podido establecer excepciones a los valores 
y principios con carácter general, pero en buena lógica no ha podido incluir 
preceptos que puedan considerase inconstitucionales (D íaz R evorio, 

Valores superiores... cit. pág. 566). En contra, P érez Luño, Los derechos... 
cit. pág. 62.
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anteriores que negaban la existencia de un concepto jurídico de 
democracia. Pensadores clásicos, como S ch m itt, amparaban 
exclusivamente la noción de democracia como concepto político, 
como una definición del Estado derivada del reconocimiento de la 
soberanía al pueblo, y cuyos principios afectaban a la determinación 
de la unidad política como un todo, es decir, Legislación y 
Gobierno?*; pero, desde este punto de vista, la democracia carecía por 
sí mismo de efectos normativos.

Con independencia de que la democracia también pueda ser 
un concepto político, la doctrina constitucional posterior ha 
reivindicado la democracia como categoría jurídica, esto es, cuya 
validez viene determinada por su capacidad de realizar efectos 
juríd icos?^  de forma principal derivados de su carácter diferenciado, 
que proviene de la función legitimadora del principio democrático. 
Como afirma B ó ck en fó rd e , el contenido de la democracia conlleva 
que el poder del Estado ha de articularse de tal forma que tanto su 
organización como su ejercicio deriven de la voluntad del pueblo o 
pueda ser atribuido a él. Esta afirmación cuenta con importantes

Schm itt, C arl, Teoría de la Constitución. Alianza, Madrid, 1982, pág. 
263.
75 Para A ragón, el principio democrático debe jugar en nuestros días el 
papel equivalente al que desempeñó el principio monárquico en el Derecho 
público del siglo XIX. Señala el autor que “para ello es preciso vencer la 
inercia de viejas categorías, no con ánimo meramente iconoclasta (pues el 
Derecho no deja de ser un saber acumulativo), sino con el propósito de 
establecer un cambio de perspectiva, lo que significa abordar el problema 
en su misma raíz, esto es, extraer las consecuencias jurídicas pertinentes de 
la atribución al pueblo de la soberanía. De ahí que, en el fondo, la teoría 
constitucional no pueda ser más que la teoría jurídica de la democracia” 
(A ragón, Constitución... cit. pág. 17).
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repercusiones en la organización, funciones y procedimiento del 
Estado. “El cumplimiento de las tareas del Estado y el ejercicio de las 
competencias estatales necesita de una legitimidad que se retrotrae al 
pueblo mismo o que parte de él (...). Una vez establecida esta 
legitimidad, no puede volverse autónoma, sino que tiene que 
retrotraerse siempre y de una forma determinable a la voluntad del 
pueblo y ha de ser responsable ante el pueblo”?6. De esta forma, como 
indica García de Enterría, la democracia no se reduce a unas 
determinadas prácticas electorales, sino que postula inexorablemente 
una determinada organización del Derecho y de sus instituciones 
centrales??, y la función esencial del principio democrático va más 
allá de la simplemente definitoria —sin menoscabo de ésta— para 
conformarse como instrumento del que directamente se derivan 
efectos jurídicos.

Queda claro que el principio democrático goza de las funciones 
atribuidas a todos los principios constitucionales, comunes por lo 
tanto a una categoría de principios en el más alto nivel jerárquico. De 
este modo, uno de los principales efectos jurídicos de la vigencia del 
principio democrático es su desempeño como criterio interpretativo; 
pero también ha sido reivindicada en la doctrina su proyección 
normativa?8, que corresponde al legislador o al juez. En esta 
posibilidad, el principio democrático trasciende su mero uso como 
criterio de interpretación para poder ser utilizado, al igual que el 
resto de principios constitucionales, como instrumento de anulación 
de las leyes que no respeten su contenido y, por lo tanto, sean 
inconstitucionales.

t6 BÓCKENFÓRDE, Estudios... cit. pág. 4 7 y  55.

?? García de Enterría, Eduardo , “La democracia y  el lugar de la ley”, cit. 
pág. 81.

t® A ragón, Constitución... cit. pág. 110.
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La función legitimadora del principio democrático comporta 
que se le dote de un contenido real, vinculado al significado de la 
radicación del poder en el pueblo. En consonancia con lo expuesto 
anteriormente, son directamente dos los efectos exclusivos de esta 
vigencia del principio democrático: por una parte, de la vigencia del 
principio democrático se desprende la organización democrática de 
todos los órganos detentadores de poder público, esto es, la 
legitimidad democrática de los gobernantes, lo que hemos 
denominado origen democrático. Por otra parte, como señala 
Aragón , no se trata sólo que se impongan procedimientos 
democráticos para la composición de los órganos públicos y para la 
expresión de voluntad de los mismos, sino de que, además, el 
principio democrático no deje en absoluta libertad a la mayoría para 
expresar la voluntad del Estado, puesto que se establecen 
determinadas normas materiales que se imponen incluso a la propia 
mayoría^. Lo que implica la existencia de mecanismos de 
supervisión —lo que se ha denominado control democrático— que 
aseguren la esencia del más importante de los principios, que ofrezca 
al pueblo la posibilidad de realizar un seguimiento sobre la 
adaptación del gobierno a la voluntad democrática. En síntesis, el 
principio democrático, en referencia del poder público, exige tanto la 
legitimidad de la fuente —democracia en el origen— como el ejercicio 
del gobierno —control—, elementos contenidos en la afirmación de 
Bóckenfórde  de que “la democracia como forma de Estado y de 
gobierno es así un principio de organización sobre la titularidad y el 
ejercicio del poder del Estado”80.

79 A ragón Reyes, M anuel, “El principio democrático en la Constitución”, 
en AA. W ., Jomadas de estudios sobre el Título Preliminar de la 
Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. II), pág. 845.
80 B óck en fórd e, Estudios... cit. pág. 53.

6 2



Legitimidad democrática de los bancos centrales

3 . La  leg itim ida d  dem ocrática  

d e  la  A d m in istr a c ió n  P ública

a. La aplicación del principio democrático 
a la Administración Pública

El análisis del valor jurídico de los principios constitucionales 
derivados de la normatividad de la Constitución, así como la función 
de legitimidad propia del principio democrático, nos lleva a 
preguntamos sobre los efectos derivados de la consagración del 
principio democrático sobre el arraigo democrático de aquellos 
órganos públicos entendidos en sentido amplio que, como la 
Administración Pública, no cuentan con una legitimidad directa sino 
que ésta reside, desde la consagración del principio democrático en el 
constitucionalismo, en el propio carácter democrático del Estado. No 
cabe duda de que, a través de la Constitución, los principios 
constitucionales ejercen sus funciones, colaborando en la 
transformación de la Administración Pública81 y en la configuración 
adecuada de su organización y funciones, por otra parte esenciales en 
el Estado constitucional; en esta sede cabe centrarse en cómo el 
principio democrático realiza su función legitimadora en referencia a 
la Administración Pública.

81 Cfr., en general, C arrasco C anals, C arlos, “El ordenamiento jurídico 
administrativo: principios generales, valores superiores y Constitución”, en 
AA W ., Jomadas de estudios sobre el Título Preliminar de la 
Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. V).
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En la concepción tradicional de Estado de Derecho, como 
indica Bassols, ocupa un lugar absolutamente capital el principio de 
legalidad de la Administración Pública, hasta el extremo de que 
ambas concepciones —Estado de Derecho y principio de legalidad— 
se presentan histórica y dogmáticamente como inseparables82. El 
establecimiento del Estado de Derecho tuvo como consecuencia la 
sumisión de la Administración Pública a la ley, lo que implicó que la 
Administración, en su actuación, debía respetar y ajustar sus actos a 
las normas, que constituían precisamente su límite; supuso además 
la existencia de un control jurisdiccional reservado para el caso de 
que pudieran llevarse a cabo infracciones contra la legalidad 
administrativa^. Las consecuencias a favor del ciudadano de la 
instauración del principio de legalidad de la Administración Pública 
son evidentes: una vez se consagran constitucionalmente los 
derechos fundamentales, la sumisión del Estado a la norma da origen 
a una relación jurídica entre el Estado y el individuo, en virtud de los 
cuales nacen de éste unos derechos, que la doctrina ha denominado 
derechos públicos subjetivos®4; el principio de legalidad de la 
Administración Pública transformó, por lo tanto, completamente la 
relación entre Estado y ciudadano.

Pero la sumisión del Estado a la ley es propia de la aplicación 
de del principio de legalidad y no es estrictamente producto de la 
aplicación del principio democrático; no obstante, el principio de 
legalidad, cabe insistir, se configura como requisito sine qua non

82 B asso ls Coma, M artín , “Los principios del Estado de Derecho y  su 
aplicación a la Administración en la Constitución*’. Revista de 
Administración Pública n° 87, septiembre-diciembre 1978, pág. 146.
83 L ópez-N ieto, F rancisco, La Administración Pública en España. Ariel, 
Barcelona, 1989, págs. 192 y 193.
84 Ibidem, pág. 195.
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para garantizar la vigencia del principio democrático; en palabras de 
M en én d ez , el principio de legalidad es de carácter medular en orden 
a la construcción de un Estado social y democrático de Derecho^. 
Esta relación asimétrica de dependencia entre principio de legalidad 
y principio democrático —es posible la presencia de la sumisión del 
Estado a la ley en un Estado donde no rija el principio democrático, 
pero no al contrario— se demuestra claramente en el caso de la 
Administración Pública.

La Administración Pública, sin gozar de una legitimidad 
democrática directa, desarrolla las políticas diseñadas en las 
instancias legítimamente capacitadas para ello y, en el ejercicio de su 
actuación, sus decisiones repercuten en la constante relación entre el 
ciudadano y los poderes públicos. Si entendemos, por una parte, que 
en muchos casos, durante la realización de sus funciones, la 
Administración Pública toma decisiones derivadas de su carácter 
público y, por lo tanto, no puede ser ajena a los efectos jurídicos de la 
consagración de la democracia y, por otra parte, que el principio de 
sometimiento de la Administración al ordenamiento jurídico, aun 
cuando se configura como el principio constitucional básico relativo a 
la Administración Pública86, no le otorga el carácter democrático que 
debe ser propio de cualquier órgano público, cabe insistir en la 
cuestión de cómo desarrolla su función legitimadora el principio 
democrático en la Administración Pública de un Estado democrático.

8s M enéndez M enéndez, A d o lfo , “Principio de legalidad y sanciones 
administrativas: un caso concreto”, en AA W ., Jomadas de estudios sobre 
el Título Preliminar de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 
1988 (vol. I), pág. 559.
86 Como afirma P érez Tremps (P érez Tremps, Pablo, “La Administración 
Pública”, en AAW., Derecho Constitucional, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2000, vol. II, pág. 192).
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La respuesta no pasa, al menos en los sistemas 
constitucionales de nuestro entorno, por una democratización de la 
Administración Pública en el sentido de incorporar la representación 
y el pluralismo en la conformación y funcionamiento de la 
Administración. En este sentido, como indica Pa r e jo , mientras que 
en los órganos constitucionales representativos y, en concreto, en el 
Parlamento, el principio democrático tiene una especial relevancia, 
puesto que se trata no tanto de la realización material de las tareas 
estatales cuanto de la adopción de las decisiones básicas de precisión 
del orden social y económico a partir de la Constitución, en el caso de 
la oiganización administrativa el principio democrático —en este 
sentido de representación, se entiende— debe necesariamente 
entenderse de otra manera, toda vez que la Administración Pública 
persigue derechamente el cumplimiento material de los objetivos 
finales estatales, tal como se encuentran prefigurados por el 
ordenamiento8?. No cabe entender el principio democrático como 
una obligación de que todos los administradores sean elegidos 
democráticamente, porque el carácter de servicio bajo las 
instrucciones de los órganos democráticos legítimamente capacitados 
no requiere de esta propiedad. Como ya señalara Sch m itt , una 
Administración establecida directamente con arreglo al principio de 
la identidad democrática es prácticamente imposible “porque en la 
Administración (a diferencia del Gobierno) no hay representación 
alguna”88.

8? P arejo  A lfo n so , Luciano, Estado social y Administración Pública. Los 
postulados constitucionales de la reforma administrativa. Civitas, Madrid, 
1983, pág. 11.
88 S ch m itt, Teoría de la Constitución, cit. pág. 263.
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En efecto, en el constitucionalismo liberal la Administración 
Pública se conforma como una organización profesionalizada y 
jerarquizada de carácter puramente instrumental o servicial de la 
comunidad, dirigida a la satisfacción de los intereses generales. El 
ordenamiento jurídico, en su diversidad y extensión, determina el 
estricto marco en que desarrolla su actividad, y las decisiones 
políticas están reservadas a un órgano público directamente 
legitimado, principalmente el Ejecutivo, que es el órgano que está 
sujeto a control político, el cual en combinación con el mandato legal 
determina, en términos de D uverger , “los límites de los 
gobernantes”8̂  Por lo tanto, en el esquema teórico no es necesaria la 
introducción de criterios de representación en la Administración 
Pública, puesto que, de acuerdo con las normas, su actividad se ciñe a 
la ejecución de las decisiones tomadas por aquellos que, a través de 
los cauces democráticos correspondientes, mantienen esta 
competencia y responden ante los controles institucionales 
incorporados en la ley.

Pero aun cuando el principio democrático no se aplica en toda 
su intensidad a un óigano al que, por su propia naturaleza, no puede 
ser aplicado, no se quiere decir con ello que los efectos del principio 
democrático sobre la Administración Pública sean inexistentes. Al 
contrario, sus consecuencias son determinantes para el anclaje 
democrático de la organización administrativa, puesto que la 
democratización de la Administración Pública es exigible en otro 
estadio, en un sentido más negativo que positivo: la conformación y 
funcionamiento de la Administración Pública no puede descuidar su 
relación de dependencia de los órganos públicos que toman las

D uverger, M aurice, D roit constitu tionnel e t in stitu tio n s politiques. 

Armand Coline, París, 1955, pág. 197 y ss.
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decisiones que aquélla ejecuta, puesto que de ellos depende su 
legitimidad en el Estado democrático. En estos órganos públicos 
reside, además de la directa legitimidad del pueblo, la 
responsabilidad como cualidad del control necesario en el Estado 
democrático, elementos que deben contar con su traslación a la 
Administración Pública. Por su carácter instrumental, la 
Administración Pública no necesita de legitimidad democrática 
directa, sino de aquella que le proporciona su relación con aquellos 
órganos públicos a los que sí se aplica en toda su intensidad el 
principio democrático.

La legitimidad indirecta de la Administración Pública, 
necesaria por lo expuesto anteriormente, implica la necesaria 
sumisión de ésta a los criterios de los que depende su legitimidad 
democrática. No se trata, pues, de que el Estado incorpore la elección 
democrática de los funcionarios públicos, que es innecesaria por la 
naturaleza de las funciones que realizan, además de extraña en 
nuestros sistemas jurídicos e incluso inviable en las sociedades 
complejas. Pero la organización política en el Estado constitucional 
debe procurar que la conformación y el funcionamiento de la 
Administración Pública respeten, con las particularidades a que 
obliga su carácter instrumental, el principio de legitimidad 
democrática, lo que debe traducirse en la creación de los mecanismos 
que doten de contenido al principio democrático, esto es, que 
aseguren que la Administración Pública del Estado constitucional 
respeta —cabe insistir, teniendo en cuenta su singularidad— el origen 
y el control democráticos.
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b. El origen democrático de la Administración Pública

Como se ha afirmado, del hecho de que la naturaleza de sus 
organización y funciones la Administración Pública no requiera 
incorporar un origen democrático directo no cabe concluir que la 
Administración, como cualquier otro órgano que emplee poder 
público, no necesite de una legitimidad democrática indirecta. La 
legitimidad de la organización administrativa no reside directamente 
en la propia Administración Pública, sino que ésta la obtiene de 
forma mediata, a través del resto del aparato estatal representativo^0 
y, en particular, del Gobierno, poder del Estado bajo cuyas 
instrucciones principalmente se sitúa la Administración, puesto que a 
aquél corresponde la competencia general de ejecución; esta 
distinción es la que ha permitido a la doctrina diferenciar entre actos 
propiamente administrativos y actos de gobierno^1.

Como es conocido, en el marco separación clásica de poderes 
es al Gobierno al que le corresponde la ejecución de los actos 
políticos, y cuenta para ello con una Administración al servicio de los 
intereses generales. Desde ese punto de vista, el origen democrático 
directo de la Administración Pública no sólo no es necesario en 
atención a sus funciones al servicio del Ejecutivo, sino que sería —en 
caso hipotético de que tuviera lugar— contraproducente, puesto que 
podría conducir a una serie de conflictos entre Gobierno y 
Administración provenientes de su fuente directa de legitimidad, la 
cual dotaría a la Administración Pública de la categoría de un cuarto 
poder del Estado, rompiendo con el diseño de sus funciones en el

9° P arejo, Estado social... cit. pág. 102.

91 Cfr., por todos, C arré de M alberg, Teoría general del Estado, cit. págs. 

480  y  ss.
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Estado democrático. En palabras de D esdentado , “la Administración 
no es representante del pueblo y su voluntad no posee, por tanto, una 
legitimidad propia. Por su composición, su función y su naturaleza no 
democrática, la Administración ha de configurarse, necesariamente, 
como un ente dependiente. De ahí, precisamente, que esté sometida 
al control y dirección del Gobierno^2, pues es la subordinación a un 
Ejecutivo dotado de legitimidad democrática directa lo que confiere a 
la Administración la suficiente legitimidad, con la que no puede 
contar de otro modo.

Puesto que la legitimidad democrática directa corresponde al 
Gobierno, es a éste al que en general debe estar sujeto la 
Administración Pública. Lo que significa, por otra parte, que es el 
Ejecutivo el que debe establecer los mecanismos de dirección de la 
Administración Pública y, por regla general, nombrar a las personas 
que deben conformar los puestos directivos, y establecer con ellas un 
vínculo jerárquico que acabe en el Gobierno en sentido estricto —esto 
es, Gobierno como órgano constitucional—, detentador de la función 
ejecutiva en su más alto nivel. Y, en el caso de que en la organización 
política del Estado constitucional se prevea, en casos concretos y por 
determinadas razones, sustituir la relación de subordinación entre el 
Gobierno y algún concreto sector de la Administración Pública, debe 
haberse previsto legalmente los mecanismos por los que se garantice 
el origen democrático, necesario en la organización administrativa 
del Estado constitucional.

92 D esdentado D aroca, Eva, La crisis de identidad del Derecho 
Administrativo: privatización, huida de la regulación pública y 
Administraciones independientes. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, págs. 
136-137.
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c. El control democrático de la Administración Pública

El segundo elemento necesario para la aplicación del principio 
democrático es la necesidad de unos efectivos mecanismos de 
control. En el caso de la Administración Pública en el Estado 
constitucional, el control democrático toma dimensiones más 
relevantes, si cabe, puesto que en el trayecto entre el 
constitucionalismo liberal y el Estado constitucional, la organización 
estatal —y, en particular, su órgano ejecutivo— ha sufrido una 
transformación desde sus raíces, ha multiplicado sus funciones y ha 
ampliado su intervención a la mayoría de los sectores de actividad 
humana. Prescriptivamente, este aumento de la actividad y ámbito de 
actuación del Estado contemporáneo ha conllevado la 
transformación de la Administración Pública, que ha devenido en la 
consolidación de un sistema fimcionarial de amplísimas funciones 
administradoras, lo que S án ch ez M orón  ha denominado 
institucionalización de la burocracia. A medida que los empleados 
públicos, en número creciente y poseedores de cualificaciones 
técnicas imprescindibles para el desempeño de las múltiples tareas 
administrativas, fueron arrancando garantías de estabilidad e 
inamovilidad en sus puestos de trabajo, la organización 
administrativa alcanzó cotas de relativa autonomía y redujo su 
dependencia del G obierno^  que, cabe recordar, es el vínculo de 
legitimidad democrática de la Administración Pública.

Cabe alertar sobre el peligro de obviar la necesidad de control 
de la Administración Pública, lo que la dotaría de una autonomía 
general impropia de sus funciones en el Estado democrático, y

93 Sánchez M orón, M igu el, E l con tro l de las A dm in istraciones púb licas y  

sus problem as. Espasa Calpe, Madrid, 1991, pág. 31.
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atentaría directamente contra los requisitos del principio 
democrático. Si el control democrático debe conformar la 
organización de todo el poder público en el Estado constitucional, 
éste es necesario en su máximo grado en el caso que el órgano 
público no cuente con legitimidad democrática directa. Es en esta 
sede donde reside la importancia de un efectivo control democrático 
de la Administración Pública. Control que no puede limitarse 
exclusivamente al judicial, previstos para los casos en que existan 
indicios de que, en el ejercicio de sus funciones, la Administración 
Pública haya podido cometer un acto ilícito. La profundización en la 
democracia supone el destino de esfuerzos públicos al control 
democrático de la Administración Pública: el control parlamentario, 
más accidental; el control de la propia Administración a través de sus 
mecanismos internos; y fundamentalmente el control que realizado 
por el Ejecutivo, que por otro lado' forma parte de sus
competencias^.

La exigencia del control de la Administración Pública que se 
deriva del principio democrático implica la consagración de la 
responsabilidad de la Administración. Sólo de esta manera puede el 
control ser efectivo, puesto que, salvando superadas teorías acerca de 
la incompatibilidad entre el reconocimiento de la soberanía y la 
responsabilidad del Estado^, cuando tiene lugar una relación entre el 
Estado y los ciudadanos con intervención del poder público es 
manifiesto que los derechos de éstos pueden verse lesionados. Es una 
de las razones por la que, como se ha afirmado, el control sobre la 
Administración Pública no puede conformarse como un mero

94 Cfr., en general, ibidem, págs. 33 y ss.
95 Como la de Duguit; cfr. López-N ieto, La Administración Pública... cit. 
pág. 209.
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mecanismo de supervisión destinado a tratar lo que la doctrina ha 
denominado responsabilidad indirecta, causada por actos ilegales de 
los funcionarios, sino también la responsabilidad directa, producto 
del ejercicio regular de la Administración Pública*6.

La función de control del Parlamento, se ha afirmado, es 
accidental porque, con independencia de que se incluyan 
comisionados que emitan los correspondientes informes sobre la 
actuación de la Administración —los conocidos ombudsman, figura 
generalizada en el moderno Derecho constitucional—, quien 
realmente es responsable de forma directa ante el Parlamento no son 
los cargos directivos de la Administración, sino el Gobierno como 
órgano constitucional. Lo que no significa que no pueda verse 
reforzada esta función de control parlamentaria cuando, con la 
motivación suficiente, se requiera incidir en la autonomía del órgano 
concreto respecto del Ejecutivo. Se trata, no obstante, de casos 
excepcionales donde la autonomía de la institución respecto del 
Gobierno juegue un papel relevante en el ejercicio de sus funciones, y 
que debe en todo caso tener en cuenta la capacidad del Legislativo 
para conducir esta fórmula de control.

En el Estado constitucional, con independencia de que la 
Administración Pública sea responsable de sus actos, en general lo es 
ante el Gobierno, puesto que a su vez el Ejecutivo es responsable del 
funcionamiento de la Administración ante el Parlamento. Por lo 
tanto, el control democrático de la Administración Pública debe ser 
impulsado y orientado por su óigano de dirección, que al tiempo es 
responsable final de la actuación de aquélla: el Gobierno. La ley debe 
prever un marco suficientemente amplio que otorgue capacidad al

90 Cfr., en general, ibidem, págs. 208 y 209.
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Ejecutivo para realizar este control, intrínseco a sus competencias y 
necesario para la vigencia del principio democrático.

Como en el caso del origen democrático, el control 
gubernamental sobre la organización administrativa sólo puede ser 
alterado legalmente y por razones que así lo justifiquen. En todo 
caso, dicha modificación puede afectar al responsable del control, el 
Gobierno; nunca en cuanto al control en sí, necesario en el Estado 
constitucional. Esto es, el control democrático de la Administración 
Pública es irrenunciable y el sujeto responsable del control debe ser, 
en general, el Gobierno, que sólo en casos excepcionales puede ser 
sustituido, manteniendo los elementos que resguarden la efectividad 
de dicho control.
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Ca p ít u l o  I I

La legitim idad democrática 
de la Adm inistración Pública 
la Constitución Española de 1978





i .  Co n stitu c ió n , Estado  co nstitucional

Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

a. La Constitución de 1978 y él Estado constitucional

La residencia formal de la soberanía en la nación data en 
España del siglo XIX. La Constitución que recogió por vez primera el 
concepto de soberanía nacional fue la de 1812, cuyo artículo 3 
señalaba que la soberanía residía “esencialmente” en la Nación, 
principio que se convirtió en el valor político por excelencia de la 
Constitución en la lucha contra la soberanía del monarca propia del 
Antiguo Régimen??; no obstante, la propiedad aparecía como 
condición para el acceso de los ciudadanos al Ejecutivo por lo que, 
como señala Peña, el dominio de la burguesía —que finalmente 
establecía cuál era la voluntad de la nación— quedaba asegurado?8. 
En los textos constitucionales de 1837 y 1869 se alude a esa

97 Tomás Villarroya, J oaquín, Breve historia del constitucionalismo 
español. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1992, pág. 14.
98 Peña, Luis de la, “La idea de la soberanía en el Título Preliminar de la 
Constitución española”, en AA. W ., Jomadas de estudios sobre el Título 
Preliminar de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol.
II), pág. 1 2 9 9 *



Rubén Martínez Palman

asignación formal de la soberanía a la nación, si bien en la 
Constitución de la Restauración desaparece de nuevo la mención que, 
explícitamente, no surge de nuevo —esta vez en referencia al 
pueblo^— hasta la proclamación de la Constitución de 1978100.

Por lo tanto, sin perjuicio de algunas puntuales 
proclamaciones del principio de soberanía popular de muy limitada 
operatividad jurídica, la residencia de la soberanía en el pueblo en el 
constitucionalismo español no se materializa hasta la proclamación 
de la Constitución de 1978. Como se analizará más extensamente, el 
primer artículo de la Constitución de 1978, cuando incluye el 
calificativo de Estado Social y Democrático de Derecho y radica la 
soberanía en el pueblo, consagra el principio democrático en nuestro 
sistema constitucional.

99 La doctrina clásica ha diferenciado entre la soberanía nacional y la 
soberanía del pueblo. V. gr., para Carré de Malberg, en la democracia el 
soberano es el pueblo, considerado en sus miembros individuales. “El 
pueblo es, en ella, lo que el monarca en la monarquía. En la democracia 
propiamente dicha, el pueblo es el centro y el origen de todos los poderes 
(...). ¿Es esto soberanía nacional? No: es más que soberanía nacional: es 
soberanía del pueblo. El soberano, aquí, ya no es la nación como persona 
abstracta, sino la masa de ciudadanos, considerados éstos como poseyendo 
cada uno el derecho primitivo de concurrir personalmente a la formación de 
la voluntad soberana” (Carré de Malberg, Teoría general del Estado, cit. 
pág. 901). La compatibilidad entre las dos concepciones de soberanía, 
afirma Hauriou, es imposible en buena lógica, por más que en algunos 
casos se haya dado, en la práctica una “especie de combinación o 
amalgama” de ambas concepciones (Hauriou, Derecho Constitucional... 
c it pág. 351).
100 Con anterioridad, la Constitución de 1931 señalaba en su artículo 1 que 
los poderes de todos los órganos de la República emanaban del pueblo, si 
bien no se hace explícito el término soberanía.
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El artículo 1.2 CE establece que “la soberanía nacional 
pertenece al pueblo español del que emanan los poderes del Estado”. 
Este precepto recoge el principio de legitimidad democrática en el 
que se funda toda la arquitectura constitucional101 y, como ha 
afirmado Várela , la imputación de la soberanía al pueblo en lugar de 
a la nación no se reduce a un simple cambio semántico, sino que se 
quiso subrayar el carácter democrático, y no meramente liberal, del 
Estado constitucional español102. Esta radicación social del poder, 
como señala Garro ren a , cuenta a su vez con dos prolongaciones 
naturales: la elección de los representantes del pueblo español en las 
Cortes Generales —artículo 66.1 CE— y el hecho de que la justicia 
emane del pueblo —artículo 117.1 CE—. La exigencia de que el 
Ejecutivo cuente con la voluntad de los representantes del soberano 
para gobernar, según el artículo 99 CE, cierra el esquema de las 
previsiones constitucionales que se encargan de anudar el ejercicio 
del poder con la condición legitimadora que supone el 
consentimiento de la base social en la que, conforme a criterios

101 Peña “La idea de la soberanía...” cit. pág. 1304. En opinión de Balaguer, 

es en la segunda parte de la expresión donde se manifiesta la necesaria 
articulación democrática del Estado constitucional: “no porque el pueblo 
sea soberano, sino porque en cuanto poder constituido y  sometido al orden 
constitucional, actúa como referente necesario y  fundamento último de la 
actuación de los otros poderes constituidos, de ios demás poderes del 
Estado” (Balaguer Callejón, Francisco, “Soberanía popular y 

democracia en la Constitución española de 1978”, en AA W ., Jomadas de 
estudios sobre el Título Preliminar de la Constitución. Ministerio de 
Justicia, Madrid, 1988 (vol. II), pág. 1013).
102 V a re la  Suanzes, JOAQUÍN, “Algunas reflexiones sobre la soberanía 
popular en la Constitución española”. Revista de Derecho constitucional n° 
36, septiembre-diciembre 1992, pág.79.
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estrictamente democráticos, la Constitución presume que radica la 
soberanía1̂ .

Esta asignación formal de la soberanía nacional al pueblo 
español va acompañada en la Constitución de 1978 por el 
reconocimiento expreso del Estado social y democrático de Derecho 
en el mismo artículo primero. Siguiendo a Elías Díaz, los elementos 
constitucionales que conducen a la consagración constitucional del 
Estado de Derecho en su concepción amplia se reflejan de esta forma: 
la definición de Estado de Derecho como imperio de la ley, entendida 
como expresión de la voluntad popular, lo que implica la sujeción de 
ciudadanos y poderes públicos a la Constitución y al ordenamiento 
jurídico; el mantenimiento de la limitación del poder a través de la 
consagración de la separación de poderes, con los controles 
correspondientes; la legalidad y posibilidad dé fiscalización de la 
Administración, consistente en la actuación del Ejecutivo según la ley 
y con los convenientes mecanismos de control; y la defensa, 
protección y realización de los valores constitucionales y de los 
derechos fundamentales, razón de ser misma del Estado de Derecho 
y de la democracia10*, todos ellos garantizados en los diferentes 
preceptos de nuestra Constitución.

Las cuestiones relativas a la configuración de un sistema 
democrático en nuestro país a partir de la entrada en vigor de la 
Constitución de 1978 han sido ampliamente estudiadas en la 
doctrina1̂  y, por lo que a este fin respecta, cabe insistir en una

103 G arrorena, El Estado español., cit. págs. 121 y  122.

10* D íaz, “El Estado social...” cit. págs. 587 y ss. En similares términos, 
G arroren a, El Estado español... cit. pág. 164 y ss. 
l°s Cfr., en general, Díaz, “El Estado social...” cit.; G arrorena, El Estado 
español... cit.
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consideración principal, pilar para aplicar a nuestro país las 
necesidades de la Administración Pública propia de un Estado 
democrático: con independencia de que la profundización
democrática mantenga el carácter de proceso y, por lo tanto, no esté 
terminado el trayecto que conduzca a una democracia avanzada, 
desde la entrada en vigor de la Constitución de 1978, donde se 
consagran la radicación de la soberanía en el pueblo, el 
reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales, la 
configuración de las instituciones públicas, en definitiva —como 
veremos— la vigencia del principio democrático, puede afirmarse que 
estamos en presencia de un Estado constitucional106, en el cual son de 
aplicación todas las condiciones que aseguren la legitimidad 
democrática de la organización pública.

b. Principios generales del Derecho 
y principios constitucionales

La recepción del concepto de Estado de Derecho, en su 
modalidad de Estado social y democrático de Derecho fue, como 
afirma B a sso ls , una de las aportaciones en el orden jurídico-político 
más significativas de la Constitución de 197810?. Con dicha

106 En este sentido, M artín  Cubas, para quien “parece bastante claro que el 
modelo de democracia configurado por la Constitución de 1978 se asienta 
sobre unas bases democráticas cuyo núcleo esencial y no alterable por los 
poderes constituidos concuerda con los requisitos establecidos en las 
definiciones mínimas de democracia” (M artín  Cubas, Joaquín, La 
democracia y  el Tribunal Constitucional Edicions Alfons el Magnánim, 

Valencia, 1996, pág. 343)-
l ° 7  B asso ls, “Los principios...” cit. pág. 135. Para Peces-B arba, por otra 
parte, no existen precedentes del artículo 1.1 CE en el Derecho histórico
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consagración, nuestro texto constitucional superaba el estadio del 
Rechtstaat para adentrarse en la formación de un ordenamiento 
jurídico basado no exclusivamente en la primacía de la ley, sino 
—entre otras innovaciones— en la inclusión y correspondiente 
consagración de unos principios y valores fundamentales, necesarios 
para el adecuado desarrollo e interpretación constitucional.

Es necesaria una primera aclaración sobre el esfuerzo —que 
puede parecer reduccionista, pero su afán es simplifícador— de 
asimilar, como lo hace buena parte de la doctrina, entre principios y 
valores constitucionales, y que denominaremos, en general, 
principios constitucionales108, aunque no es posición pacífica entre la

español ni en Derecho comparado, por lo cual se trata de una aportación 
original del constitucionalismo español a la cultura jurídica y política 
contemporáneas. Cfr., en general, P eces-B arb a  M artín ez , G re g o rio , L o s 

valores superiores. Tecnos, Madrid, 1984.
108 A favor de la no existencia de una diferenciación sustancial entre 
principios y valores, cfr. Díaz Revorio, Valores superiores... cit. págs. 110- 
113; jurisprudencia (García Canales, “Principios generales y principios 
constitucionales” cit. pág. 154; Leguina Villa, J esús, “Principios generales 
del Derecho y Constitución”, en AA. W ., Jomadas de estudio sobre el 
Título Preliminar de la Constitución, Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 
(vol. V), pág. 3014, para quien hay una cierta relación de instrumentalidad 
necesaria entre los valores superiores y los principios constitucionales, lo 
que vendría confirmado por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
En contra, cfr. Freixes Sanjuán , T eresa, y Remotti Carbonell, J osé 

Carlos, “Los valores y principios en la interpretación constitucional”. 
Revista Española de Derecho constitucional n° 35, mayo-agosto 1992, 
págs. 98-99; H ernández Gil, “Sistema de valores...” cit. pág. 125, que 
observa en los principios una cierta estructura normativa, si bien no tan 
desarrollada como en las normas, mientras que los valores carecen de 
cualquier estructura normativa. En particular, el denominado principio
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doctrina10?. Tal asimilación, como señala García  Canales, aunque 
matizable en el plano teórico, es justificable porque, en suma, ambos 
conceptos se refieren a un mismo ordenamiento jurídico, expresan 
los enunciados más generales y de mayor fuerza del ordenamiento, y 
existe una relación entre principios y valores, por cuanto algunos 
valores encuentran su encamación en un principio, y en otro hay una 
conexión con afirmaciones constitucionales, que tienen la 
consideración de principios constitucionales110. También la 
jurisprudencia constitucional se produce esta equiparación del 
significado de valores superiores y principios constitucionales111, 
refiriéndose en varias ocasiones a los elementos del artículo 1.1 CE 
como principios y como valores112. Por ello, se puede afirmar con 
D íaz R evorio  que, sin que pueda encontrarse un criterio infalible 
para distinguir, en nuestra Constitución, entre valores y principios, 
en realidad existe un sistema constitucional de valores, propio de la

democrático es una calificación del Estado —recogida en el artículo 1.1 CE— 
convertida en principio, ampliamente utilizado por la doctrina y la 
jurisprudencia (G arcía C anales, “Principios generales y  principios 
constitucionales" cit pág. 154); R odríguez M olin ero , “¿Hay un orden...?" 
cit. págs. 512 y  ss.
109 Cfr., D íaz R evorio , Valores superiores e interpretación... cit, en  

particular págs. 101-114.
110 G arcía C anales, “Principios generales y  principios constitucionales" cit 
pág. 153. Puede verse un resumen de las posturas doctrinales en M erino  

M erchán, J o sé  F ernando, “Valores superiores del ordenamiento. Artículo 
1.1 de la Constitución", en AA. W ., Jomadas de estudios sobre el Título 
Preliminar de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. 
V), págs. 3419 y ss.
111 Cfr. V ila s N ogu eira , José, “Los valores superiores del ordenam iento 

jurídico", cit pág. 96 y  ss.

112 D íaz R evorio , Valores superiores... cit. págs. 110-113.
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Constitución, al cual pertenecen buena parte de dichos principios y 
valores1̂ .

Por otra parte, en nuestro ordenamiento jurídico está regulada 
la importante diferencia entre los principios generales del derecho y 
los principios constitucionales: mientras que aquéllos son —en virtud 
del artículo 1.1 del Código Civil— una fuente del ordenamiento 
jurídico español, los principios constitucionales forman parte de la 
Constitución y, por lo tanto, son norma jurídica —dentro del carácter 
normativo de nuestro texto fundamental, consagrado en su artículo 
9.1—, por lo cual se cumple su función informadora del ordenamiento 
jurídico y, dentro de este, del resto de principios generales del 
Derecho. Está, por lo tanto, reconocida la superioridad jerárquica de 
los principios constitucionales sobre los principios generales del 
Derecho11* y, en este sentido, pueden ser considerados —como

“3 Ibidem, pág. 552.
En este sentido, Ezquiaga, "La función...” cit. pág. 3238; G arrido F a lla , 

Fernando, "Las fuentes del Derecho en la Constitución española”, en AA. 
W ., La Constitución española y las fuentes del Derecho. Instituto de 
Estudios Fiscales, Madrid, 1979 (vol. I), págs. 44 y 45, para quien "algunos 
principios, al positivarse, se han convertido en auténticas normas jurídicas 
y han dejado ser principios generales del Derecho. Al invocarse ante el 
Tribunal Constitucional se invocará una fuente escrita de Derecho, es decir, 
una ley (constitucional); la primera de las fuentes del Derecho, tanto según 
el Código Civil como la Constitución”; Rubio L lóren te, F rancisco, “La 
Constitución como fuente del Derecho”, en AA. W ., La Constitución 
española y  las fuentes del Derecho. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 
1979 (vol. I), pág. 71, quien ha afirmado que la positivación de los principios 
fundamentales no da lugar a derechos judicialmente exigibles, pero no por 
ello cuentan con menos importancia, por cuanto constituyen una directriz 
básica para la interpretación de la Constitución, y cuyo carácter "dota de
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manifiesta García  Canales— una especie dentro del gemís de los 
principios generales1̂ .

c. El valor jurídico y  la identificación 
de los principios constitucionales

Propio de un Estado constitucional es, como hemos visto, la 
eficacia jurídica de los principios constitucionales, y la doctrina más 
temprana ha insistido en la normatividad de los principios 
constitucionales en la Constitución española. Apenas aprobada la 
Constitución, Bassols afirmaba que el texto constitucional participa 
plenamente de la orientación de vincular los preceptos positivos a 
principios generales superiores al sistema constitucional116. Para ello, 
la Constitución había incorporado un Preámbulo con indudables 
principios axiológicos y una gran carga valorativa para deducir 
criterios y parámetros de interpretación del propio orden 
constitucional y del ordenamiento jurídico ordinario, así como hizo 
patente su voluntad de plasmar positiva y normativamente algunos 
de estos principios mediante la introducción de un Título preliminar 
como parte integrante de la propia Constitución. De esta forma, 
quedaba eliminada toda duda sobre su eficacia vinculante para la 
integridad de la vida estatal y jurídica11?.

una elasticidad profunda a la Constitución cuyo contenido puede así
acomodarse al cambio histórico y social”.
us G arcía C anales, “Principios generales...” cit. pág. 149.
116 En este sentido, sobre la posición de superioridad y primada de los 
valores, cfr. H ernández G il, “Sistema de valores..:” cit. pág. 124. 

n7 Continúa el autor afirmando que “este Título preliminar cumple una 
función similar a la de acotar un ámbito de superlegalidad constitucional 
con eficacia vinculante y de interpretación general de la Constitución. En
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La eficacia jurídica de los principios constitucionales ha sido 
reafirmada por nuestra jurisprudencia constitucional. 
Tempranamente, el Tribunal Constitucional concluyó que los 
principios generales del Derecho incluidos en la Constitución tienen 
carácter informador de todo el ordenamiento jurídico, que debe ser 
interpretado de acuerdo con los mismos. Estas expresiones fueron las 
que utilizó el máximo Tribunal en su sentencia 4/81, de 2 de febrero, 
donde declaró inconstitucionales varios artículos de la Ley de Bases 
del Régimen Localu8. En dicho fallo, el Tribunal no conformó a los 
principios generales del derecho exclusivamente como criterios 
interpretativos, sino que señaló que allí donde exista la oposición 
entre la ley y los principios generales plasmados en la Constitución, y 
esta oposición sea irreductible, “tales principios, en cuanto forman 
parte de la Constitución, participan de la fuerza derogatoria de la

otras partes de la Constitución es posible percibir la formulación análoga de 
principios informadores, bien en preceptos aislados, bien en bloques 
normativos”. (Bassols “Los principios del Estado...” cit. pág. 140). La 
normatividad de los principios en la Constitución Española ha sido 
ampliamente defendida; al respecto, puede consultarse asimismo LÓPEZ 

Medel, J esús, “La seguridad jurídica como principio o valor constitucional: 
su efectividad en el área preventiva de la seguridad jurídica de los derechos 
privados”, en AA. W ., Jomadas de estudios sobre el Título Preliminar de 
la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. V); Peces- 

Barba, Los valores... cit.; PÉREZ LuÑO, Los derechos... cit. pág. 61 y ss., 
para quien la normatividad de los valores y principios de la Constitución 
ofrecen la posibilidad de interponer recurso de inconstitucionalidad por su 
infracción.
118 Texto Articulado y Refundido de las Leyes de Bases de Régimen Local de 
17 de julio de 1945 y 3 de diciembre de 1953, aprobado por Decreto de 24 de 
junio de 1955-
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misma, como no puede ser de otro modo”11*. Estos relevantes efectos 
principios y valores constitucionales han sido objeto de 
jurisprudencia reiterada del Tribunal Constitucional120 que, por otra 
parte, ha desarrollado considerablemente la posición de los 
principios constitucionales en nuestro ordenamiento jurídico121.

Esta misma condición jurídica de los principios 
constitucionales conlleva a que el primer trabajo al respecto del 
intérprete constitucional sea proceder a su identificación. Todos los 
principios, por su propia naturaleza constituyen proyecciones 
normativas a partir de elementos reglados122, por lo que no tienen la 
estructura de una norma jurídica. Están, por ello, caracterizados en 
su funcionamiento por un alto grado de indeterminación, puesto que 
su principal función es la informadora del ordenamiento jurídico. 
Pueden adoptar diferentes estructuras en el texto constitucional: 
algunos de los principios constan expresamente en la Constitución123,

119 Fundamento jurídico 1.B de la STC 4/81, de 2 de febrero.
12° y  gr>> \a Sentencia 32/85, de 6 de marzo, sostuvo el pluralismo político 
consagrado en el artículo 1 CE “como un valor fundamental” que sirvió para 
anular un Acuerdo del Ayuntamiento de La Guardia que establecía una 
composición no proporcional de las comisiones informativas del 
Ayuntamiento.
121 Entre otras cuestiones, el Tribunal Constitucional ha afirmado la unidad 
sistemática de los principios generales en la Constitución, y el valor 
normativo de todos los principios generales del Derecho incluidos en la 
Constitución, y no únicamente los expresamente citados en el artículo 9 CE. 
Cfr. Leguenla, “Principios generales...” cit. págs. 3024 y ss.
122 F re ix es  y R em o tti, “Los valores...” c it pág. 103.
123 O, como ha ocurrido en varios supuestos, el Tribunal Constitucional ha
elevado un artículo de la Constitución a la categoría de principio 
constitucional. La principal fuente de principios constitucionales para el
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otros deben deducirse en una interpretación operativa a partir de las 
reglas constitucionales12*, y una tercera categoría proviene de una 
dimensión histórica que ha venido siendo regularmente reconocida 
como propia de todo sistema jurídico1̂ .

Como fuentes del Derecho que son, los valores y principios 
consagrados en la Constitución disfrutan, al igual que los principios 
generales del Derecho, de su condición de informadores del 
ordenamiento jurídico; pero por su inclusión en la Norma 
Fundamental despliegan la eficacia propia de los preceptos 
constitucionales y, de esta forma, pueden funcionar como parámetro 
de constitucionalidad de cualquier norma infraconstitucional126. De 
acuerdo con el Tribunal Constitucional, las funciones de los 
principios constitucionales son, como ha descrito E zquiaga , tanto 
integradoras como interpretativas: la primera, menos frecuente, 
utiliza los principios como medio para llenar lagunas legales; la 
segunda consigue que los principios constitucionales justifiquen, ante 
la pluralidad de significados del enunciado, la elección del significado 
que mejor se adecúa a lo establecido en el principio12?.

Tribunal Constitución ha sido el Título Preliminar. Cfr. E zquiaga, “La 
función...” cit. pág. 3243 y ss.
124 El Tribunal Constitucional ha deducido la existencia de un principio de 
un artículo de la Constitución, incluso en determinadas ocasiones sin 
apreciar claramente una conexión lógica entre el principio enunciado y el 
precepto que le sirve de apoyo. Cfr. ibidem, c it págs. 3245 y ss.
125 FREIXES y REMOTTI, “Los valores...” cit. pág. 102.
126 D íaz R evorio, Valores superiores... c it pág. 553.

12? El autor matiza que la función interpretativa es, según el Tribunal 
Constitucional, propia tanto de los principios constitucionales como de los 
principios generales del Derecho (Ezquiaga, “La fundón...” cit. pág. 3252 y 
ss).
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A pesar de que los principios, por su propia naturaleza, no 
pueden tener un contenido material absoluto, la dificultad de su 
configuración material no puede justificar que el intérprete tanto 
legislativo como jurisdiccional quede eximido de su obligación de 
afrontar la aplicación e interpretación de los mismos128; por el 
contrario, a causa de su carácter jurídico vinculan a todos los poderes 
públicos, tanto en el sentido negativo, con el fin de impedir la 
actuación contraria a los mismos, como, llegado el caso, en el sentido 
positivo de impulsar determinadas actuaciones para su realización12?. 
Como ha afirmado en relación a los valores P eces-Barba , a partir de 
la Constitución todos los operadores jurídicos realizan una tarea 
interpretativa, y no se puede pretender que la interpretación sea un 
monopolio del Tribunal Constitucional; en particular, el legislador 
interpreta los valores al utilizarlos como guía inspiradora en 
cualquier materia desarrollada por la Ley^0.

128 F re ix es  y R e m o to , “Los valores...” cit. pág. 109.
129 Como señala Díaz Revorio, —en referencia a los valores 
constitucionales— quien propone que, en el mencionado sentido positivo, 
“pueden presentarse algunas dificultades para articularlos como mandatos 
jurídicos, aunque creemos que con carácter general puede admitirse tal 
configuración” (D íaz Revorio, Valores superiores... cit. pág. 553)
130 Peces-Barba Martínez, Gregorio, “Los valores superiores”, en AA 

W ., Jomadas de estudios sobre el Título Preliminar de la Constitución. 
Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 (vol. I), págs. 39-42.
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2. L a  VIGENCIA DEL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO

e n  l a  C o n s t itu c ió n  d e  1978

a. La configuración del principio democrático

La democracia como principio de legitimidad interna en la 
Constitución, como se ha hecho referencia, encuentra su expresión 
formal en el artículo 1 CE, que declara a España como un Estado 
social y  democrático de Derecho —apartado primero—, y afirma que 
la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los 
poderes del Estado —apartado segundo—. Se trata, por tanto, de un 
principio, el democrático, extraído del concepto de Estado social y 
democrático de Derecho y de la atribución de la soberanía al pueblo^1 
y que, en el sentido de lo expresado anteriormente, forma parte del 
Derecho positivo de la Constitución^2.

Pero, com o señala  A ragón, la  expresión  form al de dem ocracia  

no hubiera sid o  su ficien te para hacer valer esta  previsión  com o  

princip io d e leg itim id ad  in terna s i no se  hubiera organizado  

con stitu cion alm en te e l p od er en  coherencia con esa  a tr ib u c ió n ^ . Por 

e llo , e l artículo 1 d e la  C onstitución  es exclusivam ente la  b ase form al 

sobre la  que se  asien ta  la  in ferencia  d el conocido com o princip io

131 Peña, “La idea de la soberanía...” cit., pág. 1304.
132 R ubio L ló re n te ,  “La Constitución...” c i t , pág. 71.
133 A rag ó n , Constitución... cit. pág. 27. Cabe, a sensu contrario, afirmar 
que podría no haberse establecido explícitamente el término democráticof y 

haberlo inferido de la organización y garantías constitucionales. Entre los 
países de nuestro entorno, es lo que acontece en Austria, donde no se 
formula literalmente el principio pero no por ello deja de regir el Estado 
democrático de Derecho (Scham beck, “Valores y principios...” cit. págs. 274
y 275).
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democrático, pero su determinación corresponde a la estructura 
general constitucional precisada en las reglas reguladoras de los 
órganos públicos y de la participación de los ciudadanos en la vida 
política, social y económica^. Es el desarrollo, dentro del mismo 
texto constitucional, de dicho principio, el que da contenido a la 
definición de democracia.

Hemos visto cómo la proclamación de la soberanía del pueblo 
y la correlativa organización del Estado sobre esta radicación de la 
soberanía legitima democráticamente el origen de los poderes 
públicos. La fórmula “Estado democrático” significa, como apuntó 
B a sile , que los gobiernos cuentan con una legitimidad democrática, 
en base a la elección por sufragio universal de asambleas 
representativas con participación de una pluralidad de partidos^; 
pero no incluye exclusivamente esta referencia la participación de los 
ciudadanos en la elección de sus gobernantes. El haber desprendido 
el principio democrático de la anterior fórmula le concede 
consecuencias propias a la democracia como principio constitucional 
y, en particular, efectos internos sobre la formación de los órganos 
públicos: la necesidad de que todos éstos deban configurarse con la 
necesaria legitimidad democrática, propia de un Estado 
constitucional.

Por otra parte, la Constitución de 1978 también incorpora los 
necesarios mecanismos de control de los poderes públicos que, como 
hemos visto, es un elemento necesario para la plena vigencia del

*34 Freexes y R em otti, “Los valores...” c it  págs. 102 y  103.

*35 B asile , S ilv io , “Los valores superiores, los principios fundamentales y 
los derechos y libertades públicas, en P red ieri, A lb erto , y G arcía de  

E n terría , E duardo (dirs.), La C onstitución española de 1978. Civitas, 
Madrid, 1980, pág. 267.
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principio democrático. Los diferentes poderes del Estado cuentan con 
sistemas de control interdependientes, basados a su vez en la 
legitimidad que para dicha función les otorga la Constitución. A esta 
conclusión llega M a r tín -R e to r t illo  cuando afirma que la 
Constitución no reconoce ninguna transposición mecánica de 
modelos rígidos, una radical separación de poderes, sino que ofrece 
un complejo sistema de mecanismos, previstos para la contención, 
freno o simple garantía de los diversos poderes^6. Con todo, la 
profundización en la democracia podrá significar, en un futuro, 
aumentar los mecanismos de control de y entre los órganos públicos.

b. La vigencia del principio democrático

La consideración formal de la democracia como un principio 
constitucional comporta, como ha señalado la doctrina^, su 
efectividad jurídica, esto es, su activación como Derecho. Capital en 
el entramado de disposiciones de la Norma Fundamental —aunque 
poco desarrollado en los concretos mandatos constitucionales—, el 
principio democrático debe regir de acuerdo con su finalidad, esto es, 
como legitimador de los poderes del Estado. En este sentido, sus 
efectos son de vital importancia, en particular en la configuración 
legal de los órganos públicos y en la necesidad, derivada de su 
vigencia, de dotarlos de los debidos requisitos del Estado 
democrático y que dotan de contenido al principio democrático.

El reconocimiento de la vigencia del principio democrático ha 
tenido también lugar en la doctrina desde una postura crítica. Para

M a r tín -R eto r tillo , “De la separación...” c it  pág. 6o.

*37 A ragón, C onstitución... cit. pág. 100 y ss.
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A p aricio , el texto constitucional español no ofrece tanta cobertura al 
carácter democrático del Estado como, por ejemplo, a la regulación 
del Estado de Derecho. El carácter democrático se plasma en la 
Constitución como principio, y sólo alcanza su plenitud jurídica en la 
regulación infraconstitucional; esto es, “la democracia estatal es, 
sobre todo, una democracia de configuración legal (...). En síntesis, 
el modelo democrático sufre una evidente atenuación en su fuerza 
normativa dentro del propio texto constitucional”^ 8; en palabras de 
G a rro ren a , la Constitución de 1978 cumple “discretamente” —se 
diría que en los términos que son habituales en el constitucionalismo 
comparado de nuestro entorno— con las condiciones que exige una 
definición democrática del poderes.

Siendo conscientes de que, como se ha afirmado, la 
Constitución de 1978 podría haber incidido en mayor medida en su 
carácter democrático y haber recogido un mandato exhaustivo 
acerca de las exigencias de una democracia avanzada, con mayor 
razón si cabe deben las leyes tener en cuenta las exigencias del 
principio democrático, que a la postre, en la Constitución Española se 
desvela como un conjunto de mínimos que no deben transgredir los 
poderes públicos. En el caso —que no se da en nuestra Constitución- 
de un desarrollo fuerte1*0 del carácter democrático, con mandatos 
concretos que incidieran en éste, el ordenamiento jurídico debería 
contar para su conformación con multitud de normas organizativas, 
protectoras y promotoras, que en estos momentos no existen; por

188 A paricio P érez, M igu el á n g e l, “Modelo constitucional de Estado y  

realidad política*’, en A ndrés Ibáñez, P er fec to  (ed.), Corrupción y Estado 
de Derecho. El papel de la jurisdicción. Trotta, Madrid, 1996, pág. 34.
L39 G arroren a, El Estado español... cit. pág. 123.

x4° En términos de A paricio , “Modelo constitucional de Estado...” cit. pág. 

34-
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ello, la libertad del legislador es mucho mayor que la que hubiera 
tenido lugar en el caso de que el constituyente hubiese hurgado en 
mayor medida en el carácter democrático del Estado y, por ello, es 
necesario alertar sobre la necesidad de que el principio democrático 
sea efectivamente aplicado.

Por ello, el hecho de que esta insistencia en el carácter 
democrático no tuviera lugar obliga a dotar de la mayor importancia 
a la efectividad jurídica del principio democrático en la Constitución 
de 1978. Aunque el ámbito general de aplicación propio de este 
principio constitucional no va acompañado de las disposiciones 
concretas que profundizarían en el carácter democrático del Estado, 
sin la máxima vigencia del principio democrático podría quedar 
desvirtuada la Constitución democrática, lo que pondría en peligro la 
misma existencia de la Constitución en su sentido material y, con 
ello, el reconocimiento en nuestro país del Estado constitucional.

3 . LA CONFIGURACIÓN CONSTITUCIONAL

d e  l a  A d m in is t r a c ió n  P ú b l ic a

a. La instrumentalidad de la Administración Pública

A pesar de que, en un sentido amplio del término, la 
Administración Pública es un poder público —en referencia a su 
necesidad, permanencia y estabilidad, y desde el punto de vista de su 
cometido dentro del Estado, esto es, servir con eficacia el interés

94



Legitimidad democrática de ios bancos centrales

general1*1—, la Constitución de 1978, de la manera que hemos visto 
ocurre en nuestro entorno constitucional, no le confiere unos 
criterios propios, internos y exclusivos, de legitimidad democrática. 
No se trata de un déficit de la Norma Fundamental, sino que proviene 
de una concepción, propia del Estado constitucional, que configura la 
Administración Pública como una organización instrumental al 
servicio de la misión que tiene encomendada el Gobierno1*2 y, por lo 
tanto, ni necesita ni es conveniente introducir en su configuración 
elementos de legitimidad democrática directa, como podría ser el 
criterio de representación.

Acertadamente por lo tanto, la Constitución de 1978 no 
confiere criterios propios de legitimidad a un poder público 
subordinado, y asigna la dirección de la Administración Pública al 
Ejecutivo, democráticamente elegido por el Parlamento, que se 
convierte en el centro de decisión política que, para llevarse a cabo, 
necesita de la Administración Pública. La instrumentalidad de la 
Administración Pública permite, como también en el caso español ha

l*1 M eilán  G il, J o sé  Luis, “La Administración Pública: naturaleza jurídica”, 
en Á lv a rez  C onde, E nrique (coord.), Administraciones públicas y 
Constitución. Reflexiones sobre el XX Aniversario de la Constitución 
española de 1978. Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 
1998, págs. 501 y  502. También en este sentido, P arejo , Estado social... cit. 
págs. 105 y ss.,
*4* Á lv a rez C onde, E nrique, “Gobierno y  Administración”, en T r u jillo , 

G um ersindo; López G uerra, Luis; G onzález-T revuano, P edro (dir.), La 
experiencia constitucional (1978-2000). Centro de Estudios Políticos y  

Constitucionales, Madrid, 2000, págs. 321 y  322.
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hecho la doctrina1̂ , distinguir entre los actos de gobierno, aquellos a 
través de los cuales se indican políticas públicas, y que son propios 
del Ejecutivo, de los actos administrativos que, si bien son propios 
de la Administración Pública, pueden ser realizados también por el 
Ejecutivo, que de ese modo actúa en el mismo marco de condiciones 
que la Administración.

Pero la Administración Pública española, al no ser un centro 
autónomo de dirección ni de decisión, debe actuar de acuerdo con su 
carácter instrumental y con el objetivo constitucional indicado en el 
artículo 103 CE: servir con objetividad los intereses generales. La 
objetividad requiere que las decisiones políticas no sean tomadas por 
la Administración Pública pues, como señala M eilá n , “el carácter 
democrático de los gobiernos legitima el poder de dirección, pero 
también, al suponer la alternancia en el poder propia del pluralismo, 
requiere que se asegure la neutralidad política de la Administración”, 
lo que en el texto constitucional se expresa con el principio de 
objetividad y se reitera con la garantía de imparcialidad de los 
funcionarios públicos1**.

Tal mención a la objetividad de la Administración Pública 
constituye una importante limitación en la actuación de los 
administradores, puesto que elimina la arbitrariedad y, como afirma 
G arcía  d e  E n te r r ía , excluye que la norma habilite una potestad 
discrecional global para que la Administración pueda decidir lo que 
libremente se les ocurra a sus gestores en su actuación. Señala el 
autor que “el artículo precisa, y su interpretación es, en verdad,

M3 Por todos, en general, López G uerra, Luis, “Funciones del Gobierno y  

dirección política”. D ocum entación adm in istra tiva  n° 215, julio- 

septiembre 1988.
14« M eilán , “La Administración...” cit. pág. 502.
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inequívoca, que la Administración ha de adoptar una actitud 
servicial, pero no ante cualquier interés, ante cualquier ocurrencia de 
los gestores, sino precisamente hacia un sector de los intereses con 
los que puede encontrarse y que caracteriza como intereses 
generales”1̂ , a los que expresamente alude el artículo 103 CE.

Tampoco son los propios administradores los que deciden qué 
son los intereses generales que deben servir, pues no están 
legítimamente habilitados para ello. Sólo los órganos 
democráticamente elegidos a los que se les asigna 
constitucionalmente estas competencias —esto es, el Legislativo y el 
Ejecutivo— pueden determinar cuáles son los intereses generales a 
los que se refiere la Constitución. Se trata, como indica S á n ch ez  

M o ró n , de la definición de los intereses generales por el binomio 
Parlamento-Gobierno, y se establecen en las leyes, los reglamentos 
gubernativos y por medio de instrucciones, objetivos y prioridades 
que en cada momento señalen los órganos políticos superiores1̂ . La 
ley establece el marco jurídico para la determinación del interés 
general, y el Ejecutivo, en su ejercicio habitual y legítimo de su 
función de gobierno, en el marco de cada norma concreta aquellos 
aspectos no contemplados por aquélla para la determinación del 
interés general. Incluso, ha señalado P a re jo , la Constitución limita la 
participación de los ciudadanos en la Administración Pública para 
que no sea posible que a través de la intervención de los ciudadanos 
se desnaturalice la voluntad administrativa de realización del interés 
g e n e r a l^ . El carácter instrumental de la Administración Pública

*45 G arcía d e E n terría , E duardo, D em ocracia, ju eces y  con tro l de la  

A dm in istrac ión . Civitas, Madrid, 1996, págs. 225 y  226.

146 Sánchez M orón, E l con tro l de las A dm inistraciones... cit. pág. 60 .

147 P arejo , E stado social... cit. págs. 103 y 104.
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conlleva que se le niegue la capacidad decidir por ella misma cuáles 
son los intereses generales a los que debe servir.

La Constitución establece una serie de requisitos de 
organización y funcionamiento que estima necesarios para la 
conveniente realización del servicio a la sociedad. Por una parte, 
dispone el principio de legalidad en la configuración de los órganos 
de la Administración, que deben ser creados, regidos y coordinados 
de acuerdo con la ley —artículo 103.2 CE—. Por otra, incorpora una 
serie de principios, además del ya referido de objetividad: los de 
eficacia, jerarquía, descentralización y desconcentración, “con 
sometimiento pleno a la ley y al Derecho” —artículo 103.1 CE—, a los 
que debe sumarse el de imparcialidad de los funcionarios públicos 
—artículo 103.3 CE—, lo que implica la ausencia de intervención en la 
actuación administrativa de criterios de arbitrariedad, vías de hecho 
o desviación de p od er1!8.

Cabe finalizar teniendo en cuenta que estas garantías para la 
conformación de una Administración Pública instrumental podrían 
haber visto mermada su vigencia si la Constitución no hubiera 
establecido la aplicación a la organización administrativa del 
principio de legalidad, que se contiene —entre otras 
d is p o s ic io n e s ^ — expresamente en su artículo 9 .2 , cuando declara 
que los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico. Como se ha afirmado, entre los poderes 
públicos, en sentido amplio, debe entenderse incluida la 
Administración Pública^0. La legitimidad democrática de la

^ Á lv a r e z  Conde, “Gobierno y  Administración”, cit. pág. 322.

Como las referencias a la Constitución, la ley y el Derecho en los artículos 
97 y 103.1 CE.
*5° Así, Bassols, “Los principios...” cit. pág. 147.
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Administración Pública en España está, por lo tanto, directamente 
relacionada con su dependencia del entramado de los poderes 
públicos, legitimados democráticamente por la intervención de la 
ciudadanía en su composición y, en particular, del Gobierno, 
principal responsable de la dirección y el control de la 
Administración Pública.

b. La dirección de la Administración Pública

Si el Gobierno cuenta con la Administración Pública para la 
directa ejecución de sus decisiones, y es responsable de su actuación, 
la Constitución debe consagrar la competencia de dirección de la 
Administración Pública por parte del Gobierno. Así ocurre en nuestro 
caso donde la función de dirección de la Administración Pública 
corresponde, de acuerdo con el artículo 97 CE, al Gobierno, lo que 
incluye la delimitación de su estructura y organización y el 
nombramiento de los altos cargos que ocupan los lugares superiores 
de la Administración, entre otras funciones^1. Puede afirmarse, con 
L ópez G u erra , que la función de dirección implica una capacidad de 
impulso originario, de creación, que se atribuye a un órgano y no a 
otros, y que puede calificarse de política por cuanto se trata de una 
dirección innovadora y creadora, y no meramente ejecutora de 
mandatos de otros1̂2.

^  Cfr., en general, López C alvo, J o sé  Luis, Organización y 
funcionamiento del Gobierno. Tecnos, Madrid, 1996, págs. 335 y ss.
*5® López G uerra, “Funciones del Gobierno y dirección política”, cit. pág. 
26.
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La relación entre el Gobierno y la Administración Pública es, 
pues, de subordinación1̂ . Si la función ejecutiva la predica 
expresamente la Constitución respecto al Gobierno, mayor 
controversia impone la llamada función de gobierno que, como 
afirma L ópez G u erra , podría reconducirse en la literalidad a la 
capacidad de dirección, que en nuestro ordenamiento jurídico 
determina el artículo 97 CE. Según este autor, dicha función del 
Poder Ejecutivo se referiría a la intervención decisiva de éste —si bien 
también participan el resto de órganos constitucionales, en particular 
el Legislativo— en la fijación de los fines a alcanzar por la comunidad 
política y la provisión de los medios adecuados para su consecución; 
la actividad puramente ejecutora de la Administración difícilmente 
sería posible sin una previsión de medios, sin el establecimiento de 
las prioridades que se estimen convenientes, sin un permanente 
control; por ello, como conviene López G u erra , “la dirección de 
Administración implica, pues, una capacidad de designación de unos 
altos escalones de la Administración, en los que confluya la 
legitimidad política del Gobierno con la capacidad técnica exigida 
para el correcto desarrollo de las tareas administrativas”1̂ . Por ello,

153 por lo que, como señala X ifra , la Administración aparece doblemente 
subordinada: por una parte, subordinada a la ley, que la habilita para actuar 
y al mismo tiempo establece los límites de esa actuación; por otra parte, 
subordinada a las superiores instancias políticas (X ifra  H eras, JORGE, “El 
Gobierno y la función política”, en AAW., Gobierno y Administración en 
la Constitución. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1988, vol. I I , pág. 
1847)
^  López G uerra, Luis, “La posición del Gobierno en la Constitución 
española”, en Á lvarez Conde, E nrique (coord.), Administraciones 
públicas y Constitución. Reflexiones sobre el XX Aniversario de la 
Constitución española de 1978. Instituto Nacional de Administración 
Pública, Madrid, 1998, págs. 359 y 360.
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aunque los administradores forman parte de un cuerpo de 
funcionarios de carrera —cuyo estatuto aparece trazado en el artículo 
103.3 CE—, en el escalafón administrativo se reservan los puestos de 
dirección —llamados “de confianza” por cuanto, en efecto, necesitan 
de la confianza del Ejecutivo, que finalmente responde por ellos ante 
los órganos constitucionales de control— a una serie de cargos de 
libre nombramiento y remoción.

Por lo tanto, la responsabilidad sobre la dirección de la 
Administración Pública justifica el nombramiento de aquellas 
instancias de la Administración pública que deben tomar decisiones 
políticas, y dentro de éstos, así como entre éstos y la organización 
propiamente administrativa, debe regir el principio de jerarquía, en 
cuya cúspide se sitúa el Gobierno. Como ha manifestado S an tam aría , 

desde el punto de vista de la teoría política es innegable que carece de 
sentido, globalmente, trazar una línea divisoria entre los Ministros y 
los demás altos cargos de la Administración; línea divisoria que 
llevaría a considerar a los ministros, colectivamente considerados, 
como Gobierno, y a los altos cargos como Administración^. Los altos 
cargos cuentan con un fundamental rol en la estructura del Ejecutivo: 
dirigir, estableciendo las políticas necesarias de acuerdo, en todo 
caso, con las decisiones superiores, de los órganos concretos de la 
Administración Pública. Qué duda cabe que si esta zona gris de la 
Administración Pública no es Gobierno en el sentido estricto, en 
nuestro ordenamiento jurídico, del artículo 98 CE —según el cual el 
Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente en su caso, 
de los Ministros y de los demás miembros que establezca la ley—, sí

*55 Santam aría P a sto r, Juan A lfo n so , “Gobierno y Administración: una 
reflexión preliminar”. Documentación Administrativa n° 215, julio- 
septiembre 1988, pág. 71.
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es Gobierno en un sentido amplio, considerado desde el prisma de las 
funciones más que de la estricta organización.

Con independencia de que se insista más adelante en esta 
cuestión en particular referencia a nuestro ordenamiento jurídico, 
debe adelantarse ahora que la consagración constitucional de la 
dirección de la Administración Pública como competencia del 
Ejecutivo goza de la protección de la norma en la jerarquía más alta 
del ordenamiento jurídico y su violación sin motivo suficiente 
atentaría contra el sistema de competencias entre poderes públicos 
diseñado en la Constitución y, por lo tanto, contra la propia norma. 
Por ello, como indica López G u erra , no sería posible atribuir al 
Parlamento una función genérica de dirección política que le 
habilitase para sustituir el Poder Ejecutivo en aquellas tareas que, 
aun cuando no aparecieran mencionadas expresamente en la 
Constitución, le corresponden, por conexión o por la naturaleza de 
las cosas, en virtud de la cláusula del artículo 97 CE.

Se trataría, por lo tanto, de la existencia de un ámbito 
reservado a la acción del gobierno, del que según esta tesis debiera 
excluirse la intervención de otros órganos constitucionales que, en 
caso de producirse, se trataría de una intervención 
constitucionalmente ilegítima, que debería activar los 
correspondientes mecanismos de protección de la legalidad 
constitucional^6. Sin que se desee afrontar en estas páginas la

156 Cuestión que conecta con el problema constitucional sobre la existencia 
de lo que se ha denominado una “reserva de ejecución”. Al respecto, cfr. 
López G uerra, “La posición constitucional...” rit.; Q uadra S a lced o , 

Tomás de la , “Funcionamiento del Gobierno” en P arejo, Luciano (ed.), 
Estudios sobre el Gobierno. Seminario sobre el proyecto de Ley 
reguladora del Gobierno. Universidad Carlos III de Madrid-Boletín Oficial
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existencia o no de una “reserva de ejecución”, lo cierto es que sí 
debería entenderse, sin excepción, que la exclusión de las funciones 
del Gobierno de cierta capacidad ejecutiva por medio de su asunción 
por parte de organismos que no dependen directamente de él debería 
ser siempre excepcional y, por ello, contar con un anclaje 
constitucional suficiente que justifique la excepcionalidad.

c. El control de la Administración Pública

Aunque propiamente no se trata de una labor consustancial a 
la función de dirección, la naturaleza instrumental de la 
Administración Pública, sus necesidades de legitimidad democrática 
y su configuración en la Constitución española, como se ha 
adelantado, prescribe que sea el Gobierno, en general, el responsable 
de su control. Por lo tanto, el control político directo de la 
Administración Pública por parte de otros órganos del Estado 
diferentes al Gobierno no puede tener lugar como norma general, 
porque el control sobre la Administración Pública se realiza 
indirectamente a través de los mecanismos de control al Gobierno. 
Son las Cortes Generales las que, de acuerdo con el artículo 66.2 CE, 
“controlan la acción del Gobierno”̂ ?.

del Estado, Madrid, 1996; G arcía Fernández, Jav ier, “El funcionamiento 
y la acción del Gobierno en el Título III de la Ley del Gobierno”. 
Documentación Administrativa n° 246-247, septiembre 1996-abril 1997, 
págs. 123-144; P arejo , Luciano, “¿Existe una reserva constitucional de 
“ejecución”? Apuntes para la individualización de la función ejecutiva en el 
orden de las funciones estatales”. Cuadernos de Derecho Público n° 1, 
mayo-agosto 1997, págs. 13-42.
^7 Y, com o afirma López Guerra, los diversos preceptos constitucionales 

que desarrollan dicho mandato no permiten admitir la existencia de
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Esta facultad, como han puesto de manifiesto Montero y 
García Morillo1̂ 8, cuenta con dos vertientes relacionadas pero, en 
su finalidad, diferentes: el ejercicio propiamente de control del 
Parlamento sobre el Gobierno, al que haría referencia el artículo 
66.2, y que tiene lugar a través de los diferentes mecanismos de 
supervisión y seguimiento de la acción del Ejecutivo, y la exigencia de 
responsabilidad, a través de los diferentes mecanismos 
constitucionales, que provocan el cese del Gobierno. Fruto de esta 
exigencia de responsabilidad sería, por otra parte, la no renovación 
de la confianza por parte del electorado.

“ám b ito s  ex tem o s ,, a l c o n tro l p a rla m e n ta rio  (López G uerra, Luis, “L a  
p o sic ió n  c o n stitu c io n a l d e l G o b ie rn o ”, en  A A .W ., Gobierno y 
Administración en la Constitución. In s titu to  de E studios F iscales, M a d rid , 
1988, v o l. I ,  pág . 30). A  esta  fu n c ió n  de c o n tro l in d ire c to  de la  

A d m in is tra c ió n  P ú b lica  se re fie re n  G il-R obles y  M arín cuando d e fin e n  e l 
c o n tro l p a rla m e n ta rio  d e l G o b ie rn o  y  la  A d m in is tra c ió n  com o “la  p o tes ta d  

c o n fe rid a  a los P arlam en to s, sus C ám aras y  sus m iem b ro s  p o r la  

C o n s titu c ió n  y  e l resto  d e l o rd e n a m ien to  ju ríd ic o  p o r v irtu d  d e  la  cu al 
p u ed en  so m eter a  exam en  p ú b lico  la  a c tiv id a d  d e l G o b ie rn o  y  la  

A d m in is tra c ió n  con e l fin  d e  c o m p ro b a r y  g a ra n tiz a r que ésta co rrespo n d e a 

los cánones n o rm ativo s  ( . . .)  que la  d is c ip lin a  o reg u lan , v a lo rá n d o la  a  la  lu z  

de d ichos cánones y  ad o p tan d o , en  su caso, las  m edidas de c o rrecc ió n  

adecuadas o re m itie n d o  su ad o p c ió n  a l e lec to rad o ” (G il-R ob les G il- 

D elgad o , J o s é  M aría, y  M arín R iaño, Fernando, “N a tu ra le za  ju r íd ic a  d e l 
c o n tro l so bre  e l G o b iern o  y  la  A d m in is tra c ió n ”, en  A A .W ., Gobierno y 
Administración en la Constitución. In s titu to  de E studios F iscales, M a d rid , 

1988, v o l. I ,  págs. 7 4 5  y 7 4 6 )
188 M on tero  G ibert, Jo sé  Ramón, y  G arcía M o r illo , Joaquín, El control 
parlamentario. Tecnos, Madrid, 1984. En este sentido, en general, G arcía  

M o r illo , Joaquín, El control parlamentario del Gobierno en el 
ordenamiento español. Tecnos, Madrid, 1985.

104



Legitimidad democrática de los bancos centrales

No obstante, como se ha aludido y veremos suele ocurrir en el 
caso de las llamadas administraciones independientes, causas 
suficientemente motivadas y consideradas por el legislativo con base 
en un objeto constitucionalmente protegido, podrían justificar la 
instalación de un control político directo por parte del Parlamento, 
incluso la participación del parlamento en la elección de los 
miembros del órgano de la Administración Pública. Se trata, cabe 
recordarlo, de una incursión del Legislativo en la competencia de 
dirección propia del Gobierno. Por ello, aunque legítima por 
necesaria, debe considerarse excepcional esta intervención 
parlamentaria, y regularse exclusivamente cuando se hace imperioso 
para el correcto funcionamiento del órgano administrativo cierto 
distanciamiento de la posible influencia gubernamental.

En sentido diferente, el control de legalidad por parte del 
Poder Judicial sí se predica de la Administración Pública; no sólo por 
medio de las competencias generales de los jueces y tribunales, sino 
también en virtud de la previsión expresa que en este sentido realiza 
la Constitución en su artículo 106, cuando determina que 
corresponde a los tribunales controlar “la legalidad de la actuación 
administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la 
justifican”1̂ .  De hecho, como pone de relieve López G u erra , los 
actos de ejecución del Gobierno pueden ser objeto de un juicio de 
adecuación ante la jurisdicción contencioso administrativa, pues

x59 Respecto al control jurisdiccional de la Administración Pública, cfr., en 
general, X io l Ríos, Juan A nton io, “El control jurisdiccional de la acción de 
la Administración”, en Á lvarez Conde, E nrique (coord.), 
Administraciones públicas y Constitución. Reflexiones sobre el XX 
Aniversario de la Constitución española de 1978. Instituto Nacional de 
Administración Pública, Madrid, 1998, pág. 579 y ss.
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—afirma el autor— “en realidad, acto de ejecución y acto 
administrativo aparecen como sinónimos: cuando el Gobierno actúa 
como poder ejecutivo es indistinguible de la Administración en lo que 
se refiere al control jurisdiccional de sus actos”160. Esta afirmación no 
se pronuncia sobre el hecho de que los actos políticos del Gobierno 
deban o no estar sometidos al control jurisdiccional, lo que sigue 
siendo una controversia en la doctrina161, sino que los actos de la 
Administración Pública, así como los actos administrativos realizados 
por el gobierno, siempre están sujetos a dicho control162.

160 López G uerra, “La posición...” ext. pág. 363. Al respecto, cfr., en general, 
P inar M añas, J o sé  Luis, “Configuración constitucional del Gobierno y 
control jurisdiccional de sus actos”, en Á lvarez Conde, E nrique (coord.), 
Administraciones públicas y Constitución. Reflexiones sobre el XX 
Aniversario de la Constitución española de 1978. Instituto Nacional de 
Administración Pública, Madrid, 1998, pág. 451 y ss. Cuestión diferente es 
la responsabilidad penal del Gobierno por vía del artículo 102 CE. Al 
respecto, por todos, cff. D íez-P icazo, Luis M aría, La responsabilidad 
penal de los miembros del Gobierno en el Derecho español. Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1996; y G arcía M ahamut, R osario , La 
responsabilidad penal de los miembros del Gobierno en la Constitución. 
Tecnos, Madrid, 2000.
161 Cfr. los términos del debate en B eltrá n  de F elipe, M iguel, 

Discrecionalidad administrativa y Constitución. Tecnos, Madrid, 1995, y 
G arcía de E n terría , Democracia, jueces... cit. pág. 211 y ss. L ópez-N ieto  

reconoce que la diferenciación entre actos políticos y actos administrativos 
es polémica, pero en que, “como criterio práctico, no existe otro mejor que 
le que tiene en cuenta la posibilidad o imposibilidad de ser fiscalizados los 
actos en vía judicial” (L ópez-N ieto, La Administración Pública... cit. pág. 
18).
162 Debe tenerse en cuenta, por otra parte, la difícil determinación de lo 
político y su diferenciación con lo administrativo, que ha fundamentado 
numerosos estudios, muchos de ellos clásicos. Al respecto cfr., en general,
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4 .  P r in c ip io  d e m o c r á t ic o  y  A d m in is t r a c ió n  P ú b l ic a

a. La legitimidad democrática de 
la Administración Pública

Llegados a este punto, cabe concluir que respecto a la 
Administración Pública, el Gobierno —en la Constitución de 1978, y 
como ocurre en general en el Estado constitucional— realiza tres 
labores esenciales: de dirección, de control y —producto de las dos 
anteriores— de legitimidad democrática, lo que colabora de forma 
relevante en la configuración de una Administración Pública 
española propia del Estado constitucional. Si bien en la 
Administración Pública se traduce esta legitimidad también por otras 
vías, como la subordinación al principio de legalidad democrática, la 
dirección y el control por el Gobierno proporciona a la organización 
administrativa una relación legitimadora inmediata con los poderes 
dotados directamente de legitimidad democrática1̂ .

López C alvo, Organización y funcionamiento del Gobierno, cit. , en 
particular págs. 91 y ss. Como señala el autor, “el reducto de la decisión 
política cotidiana se desmonopoliza ya que frecuentemente va a trasladarse 
a la Administración. Se produce hoy día una ruptura del monopolio 
funcional atribuido a cada ámbito. Lo político y lo administrativo, 
inicialmente caracteres propios del Gobierno y de la Administración 
respectivamente, tampoco se delimitan como esferas independientes, sino 
que se articulan en la actuación pública como instancias sucesivas y 
continuas cuya diferenciación resulta muchas veces convencional” (pág. 

8 9 ).
l63 En términos de P arejo, “La Administración es desde luego la pieza 
dirigida del complejo organizativo que, presidido por el correspondiente 
Gobierno, tiene encomendada la función ejecutiva (...), pudiendo
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En efecto, si la Constitución establece que es el Ejecutivo el 
encargado de dirigir la Administración Pública, así como de 
controlarla, es porque aquél está democráticamente legitimado para 
hacerlo, y es respecto al Gobierno que la Constitución incorpora 
directamente los requisitos del principio democrático: el origen 
arraigado en la voluntad popular, efectiva a través de las elecciones a 
las Cortes Generales, que deposita su confianza en un Gobierno; y el 
control político que institucionalmente realiza el Parlamento. Lejos 
ya las posiciones que consideraban al Gobierno como un órgano 
estatal desprovisto de legitimidad popular, señala López G u erra  que 
el principio democrático ha venido a monopolizar la legitimidad de 
todos los poderes del Estado, y la división de poderes del Estado 
constitucional, antes basada en la distinta legitimidad de cada uno de 
ellos, se ha convertido en un reparto de las competencias del Estado 
entre órganos fundados en una misma legitimidadl64. Como hace ver 
P a re jo , es a través de la relación con el Gobierno, que dirige la 
Administración y, por otra parte, responde políticamente ante el

articularse sobre bases institucional-burocráticas gracias a la legitimación 
que le presta su dependencia de aquel gobierno, que emana del 
correspondiente Parlamento, de elección directa éste. Pues aquí la 
participación se manifiesta primordialmente como política, gracias a los 
mecanismos propios de la representación política en el ejercicio de cargos 
públicos gubernamentales. La Administración queda comprendida en tales 
mecanismos, en la medida misma de su dependencia y su actuación, por 
tanto, bajo la dirección de órganos provistos y ejercidos conforme a esos 
mecanismos”. P arejo A lfo n so , L uciano, “El ciudadano y el administrado 
ante la Administración y su actuación especialmente la cumplida a través 
del procedimiento”, en Á lv a rez Conde, Administraciones públicas... cit. 
pág. 541.
l64 López G uerra, “Funciones del Gobierno...” cit. pág. 19.
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Parlamento, cuando se logra el engarce de la Administración 
—aparato institucional-burocrático de gestión objetivo-jurídica del 
interés general— con el resto de la organización estatal1̂ .

Con todo, tras el análisis realizado sobre las funciones 
diferentes entre el Gobierno y la Administración, cabe llegar a una 
última conclusión: aunque, como ha afirmado entre otros López 

Calvo, la conexión entre la función ejecutiva y  la función 
administrativa fundamenta la práctica indisolubilidad y  difícil 
separación entre el Gobierno, que es titular de la función ejecutiva, y 

la Administración, que participa de ella166, lo cierto es que en el 
Estado social y democrático de Derecho cabe tener presente y 

reivindicar en todo momento dicha diferenciación. De otro modo, no 
podrían ser individualmente localizadas las funciones de legitimidad, 
y  se correría el peligro de atribuir cierta legitimidad democrática per 
se a una organización que, por su papel en el Estado constitucional, 
debe desconocerla.

b. La aplicación del principio democrático 
a la Administración Pública.

Tanto los principios generales del Derecho como, en 
particular, los principios constitucionales1̂ , han sido de aplicación y

l6s P arejo , E stado social... cit. pág. 106.

166 López C alvo, O rganización y  funcionam ien to ... cit. pág. 360.

167 Cfr. P era V erdaguer, F rancisco, “Reflejo constitucional en los 
principios generales del Derecho aplicados en la jurisprudencia 
contencioso-administrativa”, en AA W ., Jomadas de estudios sobre el 
Título Preliminar de la Constitución. Ministerio de Justicia, Madrid, 1988 
(vol. V), pág. 3559 y ss.
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de relevante transformación de la Administración Pública desde la 
entrada en vigor de la Constitución de 1978 y, en particular, debe 
reivindicarse ese papel respecto al principio democrático. Como 
hemos visto, el origen democrático de la Administración Pública no 
proviene de su carácter representativo, según la configuración de la 
Constitución de 1978 y de la misma forma que ocurre en los sistemas 
constitucionales de nuestro entorno. De la interpretación sistemática 
de los artículos 103, 140 y 141 CE resulta que, como ha afirmado 
Parejo, la Administración Pública está montada sobre el principio 
institucional-burocrático y no el corporativo-representativo. Se 
articula por lo tanto como una organización servicial, y no representa 
directamente a la comunidad, sino que está más bien subordinada, al 
servicio de la misma a través de sus órganos representativos168.

Pero el carácter democrático de nuestro Estado no requiere, 
como también se ha analizado, exclusivamente de la necesidad de 
encontrar un origen democrático indirecto, pero suficiente para 
legitimar la Administración Pública propia de un Estado 
constitucional. Un requisito del Estado social y democrático de 
Derecho es, como se ha insistido, la fiscalización de la Administración 
Pública16̂ , y la consecuente instauración de los debidos mecanismos 
de control que en todo caso garanticen el correcto funcionamiento de 
la Administración. Aunque, a diferencia de las regulaciones 
anteriores, la Constitución de 1978 establece un mecanismo de 
control, fundamentalmente externo1?0, lo cierto es que es necesario

168 P arejo , Estado social... cit. págs. 101 y  102.

169 En particular, cfr. D íaz, “El Estado social...” cit. pág. 593.
1?° Cfr., en general, SÁNCHEZ MORÓN, El control de las Administraciones... 
cit. págs. 59 y ss. Para el autor se trata de un mecanismo de control 
“completo y articulado”; podría ser así respecto a los controles 
parlamentarios y judiciales, pero la Constitución no menciona el control del
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instaurar suficientemente, por una parte, controles internos efectivos 
y, por otra, los mecanismos que propicien la capacidad de incidencia 
del Gobierno tanto en las responsabilidades habituales de control 
como en el funcionamiento directo de la Administración en caso de 
que ésta actúe en contra de los principios que deben inspirar la 
realización de sus funciones.

De esta forma, si el control interno —de las diferentes 
estructuras administrativas sobre ellas mismas u otras— es relevante, 
con más relevancia por su función legitimadora cuenta el control por 
parte del Gobierno de la actividad administrativa. Función que, por 
supuesto, en un Estado democrático de Derecho no puede, como 
señala Sánchez Morón, estar dirigida a que la Administración sea un 
simple aparato burocrático al servicio del Gobierno de tumo, del que 
éste pueda disponer a su voluntad y sin límite1?1; la supervisión de 
dichas circunstancias cuenta con su particular fiscalización, puesto 
que el Gobierno y su relación con la Administración Pública es sujeto 
de control del Parlamento. El gran avance constitucional al respecto 
reside en la exigencia de que la Administración desempeñe su labor 
de acuerdo con unos principios y, entre ellos, es capital el 
cumplimiento de los intereses generales. Si estos principios, en virtud 
de la normatividad de la Constitución, están vigentes por sí solos, el 
principio democrático añade el requisito de la existencia de un 
control democrático permanente sobre la Administración Pública por 
parte de los óiganos competentes, con el objeto de que exista la

Gobierno, si bien éste, como se ha visto, debe entenderse englobado en las 
competencias genéricas del Gobierno sobre la Administración y, en 
particular, en la función legitimadora del Ejecutivo respecto de la 
Administración..
w  Sánchez M orón, El control de las Administraciones... cit. pág. 59.
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certeza de que los administradores sean respetuosos con el mandato 
constitucional.

Respecto al control externo, además del desarrollado por el 
poder judicial, ya mencionado, debe añadirse la función que 
desempeñan en este sentido dos órganos directamente relacionados 
con el Parlamento1?2: el Defensor del Pueblo, cuyo mandato —de 
acuerdo con el artículo 54 CE— es la defensa de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, para lo cual la Constitución le 
habilita expresamente a supervisar la actividad de la C o n stitu c ió n 1̂ ; 

y el Tribunal de Cuentas, que depende asimismo directamente de las 
Cortes Generales —artículo 136 CE—, cuya función de fiscalización de 
las cuentas del Estado —que gestiona la Administración— es

w  Rubio L ló ren te , F rancisco, “Relaciones del Gobierno y  la 
Administración con las Cortes”, en AAW., Gobierno y Administración en 
la Constitución. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1988, vol. I, pág. 
161. El autor señala, además, el control por medio de la participación de las 
Cortes en la designación de los titulares del órgano administrativo —que 
ocurre en el caso de las administraciones independientes—, y  los informes 
de la actuación administrativa, principalmente en relación con la 
suspensión singular de los derechos fundamentales (págs. 162 y  163).
1?3 Los perfiles institucionales decantados por la Constitución sobre el 
Defensor del pueblo como control extrajudicial de la Administración 
Pública abre, según B asso ls, importantes interrogantes, en especial en sus 
relaciones con el sistema de justicia administrativa y con la existencia de 
otras instituciones son funcionamiento en cierta medida paralelas (Bassols, 
“Los principios...” cit. pág. 156). Sobre el carácter parcial del control de la 
Administración Pública por parte del Defensor del Pueblo, cfr. A sta r lo a  

V illen a , Francisco, “El defensor del pueblo y el control de la 
Administración Pública”, en A sensi Sabater, José, Ciudadanos e 
instituciones en el constitucionalismo actual Tirant lo Blanch, Valencia, 
1997, págs. 835 y ss.
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relevante en el conocimiento sobre el grado de adecuación de la 
gestión contable administrativa a la ley. Con todo, y a pesar de su 
relevante posición y funciones, estos órganos de control 
parlamentario de la Administración no dejan de ser mecanismos de 
control parciales y limitados a la adecuación de la función 
administrativa a los principios constitucionales, porque el control 
político sobre ésta por parte de órganos externos tiene lugar, como 
hemos visto, indirectamente, por medio del control al G obierno1̂ .

c. El principio democrático 
y las administraciones independientes.

Al hilo de lo hasta el momento indicado, cabe insistir en una 
particular cuestión que finaliza el presente apartado y relaciona de 
forma directa las consideraciones hasta aquí realizadas con la 
problemática, que se tratará a continuación, de las denominadas 
administraciones independientes: la Administración Pública
española está afectada por la vigencia del principio democrático, 
aunque éste no se aplique con toda su fuerza por, como se ha 
analizado, la naturaleza instrumental de la organización 
administrativa. El origen democrático le proviene indirectamente, a

l?4 Lo que permite afirmar a P érez Tremps que el control político, y por 
tanto de oportunidad, de la Administración corresponde, 
fundamentalmente, a las Cortes Generales, ya que es a éstas a las que les 
compete controlar la acción del Gobierno. “Así, el control sobre la acción 
del Gobierno se proyecta y prolonga sobre la Administración en la medida 
en que esa acción debe desarrollarse a través de esta última” (P érez  

Tremps, “La Administración...” cit. pág. 199). El autor incluye al Consejo de 
Estado entre los mecanismos de control de la Administración Pública, 
aunque no sea exactamente la función de este órgano (págs. 202 y 203).

113



Roben Martínez Palman

través de la elección de sus decisores políticos por medio de la 
intervención de los poderes públicos de la forma en que está 
establecido en la Constitución, que a su vez instaura el sistema de 
competencias necesarias en cuando al control democrático de la 
Administración Pública se refiere.

Una de las incidencias de esta aplicación del principio 
democrático se concreta en la necesidad de que los elementos de 
legitimidad democrática —origen y control democráticos— abarquen 
a toda la Administración Pública, sin que puedan restar sectores de la 
Administración, cualquiera que sea su importancia, que no estén 
legitimados democráticamente. Como afirma P érez  T r em ps , el 
artículo 103.1 CE matiza que el sometimiento de la Administración al 
ordenamiento jurídico es “pleno” y, con ello quiere hacerse referencia 
a que no existen zonas de actuación inmunes a esa dependencia del 
ordenam iento1̂ , que incluye el principio democrático. Puesto que la 
Administración Pública no goza de forma directa de esta legitimidad, 
necesita en todo contar con su aval en el Estado democrático de 
Derecho que consagra la Constitución, de tal forma que atentaría 
contra este requisito cualquier decisión, incluso legal, de crear 
apartados administrativos —con la configuración que fuera— que no 
gozaran de las mencionadas exigencias del principio democrático.

Por ello, una de las consecuencias de que el Gobierno se 
constituya como la principal —aunque, cabe insistir, no la única— vía 
que proporciona legitimidad democrática a la Administración Pública 
es que en el sistema constitucional español de poderes, como en el 
modelo de Estado constitucional, existe una competencia general del 
Ejecutivo en el nombramiento de los decisores políticos de la

P érez Tremps, “La Adm inistración...” c it. pág. 192.
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Administración Pública y en el control de la organización 
administrativa. En los casos, indispensablemente excepcionales, que 
sea necesario diseñar organizaciones administrativas autónomas por 
cuanto es conveniente para sus funciones alejar a la organización de 
las directrices e influencia directa del Gobierno, las exigencias del 
Estado democrático deben ser satisfechas y, por lo tanto, 
garantizados tanto el origen como los mecanismos de control cuya 
función es proporcionar legitimidad democrática, en las particulares 
condiciones en que se le aplica esta necesidad, a la organización 
administrativa.

Junto con el hacer que el principio democrático prescribe para 
la configuración de la Administración Públicas aparece el 
correspondiente no hacer que vincula, en particular, al diseño 
constitucional. En este caso, el no hacer se determina por la 
necesidad de que la ley infraconstitucional no desarrolle elementos 
organizativos de la Administración Pública que escapen del principio 
democrático, esto es, del sistema de legitimidad prescrito en la 
Constitución, y que en la práctica se traduce en la necesidad de que el 
origen y el control democráticos de toda la Administración Pública 
estén, con todas las particularidades necesarias, suficientemente 
garantizados.

En este sentido, cabe adelantar que la configuración de las 
denominadas administraciones independientes deberá buscar 
mecanismos de control ante el parlamento que respondan a los retos 
que para el propio legislativo ha supuesto la experiencia de nuevas
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formas y estructuras que, en varios casos, sustituyen a 
departamentos ministeriales tradicionales1?6.

^  G u errero  Salom , E nrique, “El control parlamentario del Gobierno”, en 
Á lvarez Conde, Enrique, Administraciones públicas y Constitución. 
Reflexiones sobre el XX  aniversario de la Constitución española de 1978. 
Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1998, pág. 448.
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Capítulo III

La legitim idad democrática 
de las adm inistraciones independientes 

en el Estado constitucional





i .  G é n e s is  y  r a z ó n  d e  las

ADMINISTRACIONES INDEPENDIENTES

a. Las administraciones independientes 
y la Administración Pública.

La aparición, principalmente con el fin de realizar funciones de 
alto contenido técnico o donde estuviera involucrada la tutela de los 
derechos fundamentales, de las llamadas administraciones 
independientes —denominación que, gestada en el Derecho 
administrativo, es ya de uso jurídico general— no consta en nuestro 
entorno de muchos años. Tuvo lugar, por las razones que se 
expondrán, por la vía del hecho y con precipitación, con una 
insuficiente reflexión previa cuyo papel debería haber sido el de 
adelantar soluciones, en especial a su inserción en el Estado 
constitucional. Por ello, la creación de administraciones 
independientes se ha manifestado como un fenómeno que desde un 
primer momento tuvo que afrontar y explicar el Derecho público con 
cierta premura y, por esta razón, quizás sin la posibilidad de 
respuesta que hubiera sido necesario aportar. Dichas 
administraciones independientes se conformaron como 
organizaciones públicas especializadas, cuya configuración legal les 
dotaba de un incremento de la autonomía, en particular respecto al
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Gobierno, que respondía a una supuesta necesidad de neutralizar 
políticamente su gestión1̂  y, relacionado con ello, aumentar la 
eficacia en las funciones que se le habían encomendado.

La principal cuestión que desde un primer momento hay que 
tener en cuenta respecto a las administraciones independientes es 
que se tratan de verdaderas organizaciones públicas y, por ello, son 
propiamente Estado. A las administraciones independientes, como 
parte de la Administración pública, se les asigna unas funciones 
destinadas a la satisfacción del interés general; a diferencia de la 
Administración pública, directamente subordinada a las instancias 
políticas, a las administraciones independientes se les dota de ciertas 
garantías de autonomía, y de medios para realizar las funciones, esto 
es, autoridad. En este último sentido, como señala P a re jo , aunque 
no aparezcan investidas de todo el elenco de potestades públicas —al 
menos en los términos tradicionales—, se les reconoce un poder de 
decisión más o menos amplio, y en algunos casos incluso de carácter 
normativo, determinante en el sector social correspondiente1?8, y/o 
sancionador, puesto que muchas de ellas cuentan con funciones de 
supervisión. Por lo tanto, las administraciones independientes son, 
con sus particularidades, parte de la Administración Pública, con una 
particular configuración que las convierte en detentadoras de poder 
público pero alejadas del Ejecutivo.

Esta conceptualización de las administraciones independientes 
que las engloba, sin fisuras, en la Administración Pública, es la que 
obliga a traer a esta sede las consideraciones realizadas acerca de la

177 D esdentado, La crisis de iden tidad  del Derecho A dm in istra tivo ... cit. 

pág. 1 3 4 *
178 P arejo , “La potestad...” cit. pág. 638.
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necesidad de legitimidad democrática de toda la Administración 
Pública, sin excepciones, en el Estado constitucional. El 
planteamiento sobre el que se insistirá en las siguientes páginas es el 
que proclama la necesidad de que el principio democrático, cuyos 
efectos se manifiestan de forma directa —aunque particular— en la 
configuración de la Administración Pública, debe de igual manera 
afectar a las Administraciones independientes.

b. Neutralidad y  eficacia 
de las administraciones independientes.

La base sobre la que se asienta la razón de ser de las 
administraciones independientes es la supuesta existencia de un 
ámbito de poder público, en particular en la órbita del poder 
Ejecutivo, cuyo correcto funcionamiento requiere neutralizar la 
posibilidad del Gobierno —principalmente, aunque también de otras 
instancias públicas y/o privadas— de influir sobre la toma de 
decisiones de la institución correspondiente, directamente o a través 
de mecanismos de control previamente configurados. Para ello se 
dota a las administraciones independientes de un particular estatuto, 
que usualmente reúne las garantías de su denominada 
independencia, que tiene lugar fundamentalmente respecto del 
Ejecutivo1̂ . Queda claro, por lo tanto, que con la creación de las

Elementos que se incluyen en el concepto de administración 
independiente en el Derecho español que propone M agide: “aquellas 
organizaciones administrativas de carácter institucional, no 
representativas, que desarrollan funciones propias de la Administración 
activa y que están configuradas legalmente de forma que el Gobierno y el 
resto de la Administración gubernativa carecen de facultades de dirección 
que configuran típicamente su relación con la Administración institucional
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administraciones independientes se produce, en palabras de P arada, 

una sustracción a la dirección del Gobierno y la creación de un centro 
propio de indirizzo político180, a pesar de su conformación como 
Administración Pública.

Los efectos que buscan los creadores de las administraciones 
independientes son principalmente dos: por una parte, que la 
organización sea capaz de tomar sus decisiones por cuenta propia y 
atendiendo a un exclusivo razonamiento técnico y de esta forma, 
apartada la posibilidad de incidencia gubernamental, supuestamente 
servir en mayor medida a la objetividad, puesto que el fin último 
asignado a este tipo de organizaciones es —se dice— políticamente 
neutral; por otra parte, aumentar la eficacia de las organizaciones, 
meta que se desea conseguir mitigando o eliminando los mecanismos 
de control.

instrumental, y ello con la finalidad de neutralizar políticamente una 
actividad integrada en la órbita del Poder ejecutivo” (M agide H errero , 

M ariano, Límites constitucionales de las administraciones 
independientes. Ministerio de Administraciones Públicas, Madrid, 2000, 
pág. 33).
180 Parada V ázquez, J o sé  Ramón, “Las administraciones independientes”, 
en AA.W. Administración instrumental. Libro homenaje a Manuel 
Francisco Clavero Arévalo. Civitas, Madrid, 1994, pág. 657. Para PORRAS, 

el vaciamiento de las competencias funcionales de acción programática 
gubernamental pone en crisis el modelo tradicional del indirizzo político, 
concebido como un nexo de impulso causal de la esfera política sobre la 
órbita decisional/operativa de la Administración P ú blica (P orras  

N ad ales, A n ton io  J., “La función de Gobierno y  la dialéctica entre política 
y Administración”, en AAW., Gobierno y Administración en la 
Constitución. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1988, vol. n, pág. 
1494)
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El primero de los efectos buscados parte de que las
administraciones independientes son capaces de actuar con plena 
autonomía de aquellas implicaciones políticas —en sentido reducido, 
asimilable a partidistas— y con el único objetivo de velar por los 
intereses generales, puesto que su objetivo es esencialmente técnico y 
la inclusión de elementos políticos podría distorsionar el alcance de 
sus objetivos. Como se ha manifestado en la doctrina, se concebirían 
como “mecanismos de corrección de las supuestas deficiencias de la 
democracia. Frente al sistema político democrático se establecen una 
organizaciones carentes de legitimidad democrática y de dirección 
por instancia alguna, neutrales y eminentemente técnicas, que
operan como instrumentos de contrapeso”181.

Es recurrente entre los no muchos autores que han defendido 
este aspecto insistir en la supuesta neutralidad de las
administraciones independientes, que influye por otra parte en la 
nomenclatura utilizada, la que se refiere a este tipo de
administraciones como organismos neutros o neutrales182. Una de 
las posturas clásicas se basaría en los conocidos estudios de S c h m it t  

sobre la “neutralidad de los técnicos”l83, que vería en la existencia de 
centros de decisión autónomos e independientes, representantes de 
la objetividad e imparcialidad propia de los expertos, el contrapeso

181 D esdentad o, La crisis de identidad... cit. pág. 139.

182 y. gr., V illa r  P alasí, José Luis, “Tipología y Derecho estatutario de las
entidades instrumentales de las Administraciones Públicas”, en AA.W. 
Administración instrumental. Libro homenaje a Manuel Francisco 
Clavero Arénalo. Civitas, Madrid, 1994, pág. 156.
188 A la que se refieren, v. gr., Parada, “Las administraciones...” cit. pág. 
659» y B eta n co r R odríguez, A ndrés, Las Administraciones 
independientes. Un reto para el Estado social y democrático de Derecho. 
Tecnos, Madrid, 1994, pág. 26.
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necesario al Estado pluralista de partidos18*. Es cierto que S c h m it t  se 
refirió a la existencia de cierta neutralidad política en el interior del 
Estado, pero no puede desprenderse de este pensamiento la 
legitimidad teórica de la existencia de una neutralidad en organismos 
con capacidad directiva. Las condiciones particulares del entorno 
político dentro del cual ScH M nT desarrolló sus análisis de La defensa 
de la Constituciónl85, así como el propio objeto de estudio —la 
República de Weimar— le llevó a relacionar el calificativo neutral con 
los partidos políticos186; esto es, en la creación de otros centros de 
decisiones y asesoramiento que colaboraran en las funciones 
públicas. Pero Sc h m it t  no contempla la realización de funciones 
públicas propias de los poderes del Estado; su referencia clara a la 
existencia de este tipo de centros neutrales es en relación a la 
Administración Pública. Señala el autor que “la burocracia carece de 
aptitud para adoptar por su cuenta resoluciones políticas y para 
determinar conforme a las normas y módulos de su especialidad las 
líneas directrices de la política. Puede crear obstáculos y mostrarse 
retraída, desarrollando dentro de este marco su acción

i84 Al respecto, cfr. S a la  A rquer, J o sé  M anuel, “El Estado neutral. 
Contribución al estudio de las administraciones independientes*. Revista 
Española de Derecho Administrativo n° 42, abril-junio 1984, págs. 404 y
ss.
l8s Schm itt, C arl, La defensa de la Constitución. Tecnos, Madrid, 1998. 
Cfr., en particular, págs. 166 y ss.
186 En palabras del autor, “la palabra neutral dotada de tan diversas 
acepciones, y determinada, como cualquier otro concepto político, por su 
antítesis concreta, no significa, en principio, para nuestro objeto, otra cosa 
que la pugna contra las fuerzas y métodos del Estado de partidos en 
coalición lábil, y su poder es lo suficientemente grande y lo bastante 
centralizado para agrupar entre sí estas diversas reacciones mediante una 
antítesis que les sirva de denominador común* (ibidem, pág. 168).
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n e u tr a l iz a d o ra ,  p e ro  n o  le  e s  d a d o  d e c id ir  n i  g o b e r n a r  e n  s e n tid o  

e s tr ic to ”18?. N o  s e  t r a t a  d e  q u e  Sc h m it t  c o n tr a d ig a  la s  te s is  

w e b e r ia n a s  s o b re  e l c o m p o r ta m ie n to  b u ro c rá t ic o ,  s in o  q u e  SCHM rrr 

s e  r e f ie re  a l deber ser, e n  té r m in o s  ju r íd ic o s  —in c lu s o  a p u n ta n d o  a  la  

e x is te n c ia  d e  e s te  in a d e c u a d o  c o m p o r ta m ie n to — y  W e b e r  s e  r e f ie re  

a l s e r ,  e n  té rm in o s  d e  la  so c io lo g ía  d e  la  a d m in is t r a c ió n 188.

Una vez aclarado este punto, cabe señalar que resulta difícil 
mantener el término de neutralidad como característico de las 
administraciones independientes. Si por neutralidad se entiende que 
las decisiones provenientes de dicho órgano no están basadas en una 
serie de preferencias y  no afectan a la función del Estado, debe 
insistirse en que el carácter neutro no existe, desde luego, en ninguna 
administración que tiene en sus fines el diseño y  la ejecución —esto 
es, capacidad directiva— de determinadas funciones públicas que el 
Estado debe garantizar; si se asimila a la “neutralización política” que 
pretende tener lugar con la independización de estas 
administraciones18̂ , esta expresión sólo es comprensible en un 
sentido restringido de lo político, entendida como la lucha partidista 
del día a día, y  no en un sentido más acorde con la noción real del 
concepto y  que obligatoriamente hace referencia a los asuntos de 
interés público en el marco del Estado; si neutralidad se refiere a la

187 Ibidem, pág. 170. SCHMITT concibe, según F ioravan ti, la burocracia 

como fuerza estatal independiente y neutral (F ioravan ti, Constitución... 
cit. pág. 152).
188 Al respecto, cfr. M ayntz, R enate, Sociología de la Administración 
Pública. Alianza, Madrid, 1985. Pág. 75 y ss.

189 Términos usados por F ernández R odríguez, Tomás Ramón, 

“Reflexiones sobre las llamadas Autoridades Administrativas 
independientes”, en AA.W. Administración instrumental. Libro homenaje 
a Manuel Francisco Clavero Arévalo. Civitas, Madrid, 1994, pág. 438.
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objetividad e imparcialidad, la cuestión es más grave si cabe, puesto 
que estos dos principios deben ser, en general, comunes a toda la 
Administración Pública propia del Estado constitucional.

En particular respecto a las medidas económicas —uno de los 
principales objetos de las administraciones independientes de todo el 
mundo— la forma de configuración de la composición y 
funcionamiento de estos órganos parece constituir una buena 
solución a las críticas que se realizan a la incapacidad de los poderes 
públicos de tomar medidas, necesarias o no, pero impopulares, y en 
particular en periodos de crisis políticas o elecciones, por cuanto 
puede mermar la imagen del Gobierno y puede tener lugar la 
correlativa disminución de los apoyos electorales. Es ése un buen 
ejemplo de que la supuesta neutralidad de un cierto número de 
funciones, propias de las administraciones independientes, que en 
esencia no es real. En el ejercicio de sus funciones, dicho órganos 
deben constantemente tomar decisiones políticas y no meramente 
técnicas, aunque puedan ser cubiertas bajo esta última justificación 
en orden a las más diversas razones.

La segunda justificación —el aumento de la eficacia— apunta 
hacia la crisis de adaptación del Estado a la evolución económico- 
social y el surgimiento de nuevas necesidades de dirección, 
organización y regulación que requiere el cumplimiento eficaz de las 
funciones estatales1?0. Desde este razonamiento, sólo deshaciendo el

190 P arejo  A lfo n so , Luciano, “La potestad normativa de las llamadas 
administraciones independientes; apuntes para un estudio del fenómeno”, 
en AAW. Administración instrumental Libro homenaje a Manuel 
Francisco Clavero Arévalo. Civitas, Madrid, 1994, pág. 636. Los problemas 
que vendría a solucionar la constitución de administraciones 
independientes bien podrían ser aquellos propios del Estado de nuestros
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vínculo jerárquico entre gobernantes y administradores y, 
principalmente, evitando que aquéllos puedan interferir en el 
funcionamiento de los administradores a través de mecanismos de 
control previamente establecidos, podrían garantizarse unos 
resultados acordes con lo que la sociedad espera de algunas 
particulares esferas en el campo de la administración de lo público.

Afirmar que el principio de eficacia de la Administración 
Pública, consagrado por otra parte en la generalidad de los 
ordenamientos jurídicos, necesita de esa desvinculación de los 
gobernantes, incluso en algunos ámbitos concretos, se traduce en 
considerar que la eficacia nunca podrá ser una característica de la 
Administración Pública, entendida como en su conjunto. Por otra 
parte, los mecanismos de control —así como su consignación al 
Gobierno— son imprescindibles, como hemos visto, para dotar de 
legitimidad democrática a la Administración Pública. Como afirma 
G a r c ía  d e  E n t e r r ía  en un plano más general, oponer a las exigencias 
del control la necesidad de un desembarazo de los gobernantes para 
poder actuar con eficacia, resulta en la situación actual de la 
democracia una completa ingenuidad. La famosa eficacia, si 
pretendiese hacerse a costa del Derecho y como una alternativa al 
mismo, no es más que la fuente de la arbitrariedad1?1.

Por lo tanto, es difícil entender las razones por las que la 
independencia comporta automáticamente un aumento en la eficacia 
de la administración correspondiente, y cabe preguntarse si no se 
pretenderá otro tipo de objetivos justificados por la supuesta eficacia

días que describió G arcía P elayo  (G arcía P elayo , M anuel, Las 
transformaciones del Estado contemporáneo, Alianza, Madrid, 1989).

1?1 G arcía de E n terría , Democracia, jueces y control de la 
Administración, cit. pág. 113.
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de las administraciones independientes. En este sentido, denuncia 
García  Llovet, la cuestión está mal planteada, pues no es la eficacia 
en la gestión el objetivo que justifica la aparición de estos entes, sino 
la eficacia social de su actividad, esto es, la conformidad de las 
conductas sociales con la ordenación de la vida social que, 
sectorialmente, estas autoridades realizan. “En un momento 
—escribe el autor— en el que la impugnación de los excesos 
intervencionistas del Estado comenzaba a encontrar un eco 
favorable, tanto en la opinión pública como en algunas fuerzas 
políticas, un modelo como el de las autoridades administrativas 
independientes ofrecía una solución perfecta. Pues, por un lado, se 
presentaba como instancia que permitía recuperar el consenso 
mediante la desideologización del ejercicio del poder, y, 
simultáneamente, se presentaba como una respuesta a la reclamación 
de determinados sectores sociales de un repliegue del Estado a sus 
funciones legítimas, entiéndase seguridad exterior e interior y orden 
público”̂ 2.

c. Las administraciones independientes 
y  el Estado constitucional

El problema de peso en esta configuración de las 
administraciones independientes —y nótese la confusión que puede 
crear la expresión utilizada— es que lo que se quiere independizar no 
son propiamente centros de administración, esto es, 
administraciones; lo que se quiere independizar son centros donde

x92 G arcía L lo v et, E nrique, “Autoridades administrativas independientes 
y Estado de Derecho*. Revista de Administración Pública n° 131, mayo- 
agosto 1993, pág. 93.
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se toman decisiones, esto es, centros de dirección política que 
cuentan, a su vez, con una administración —propia o compartida con 
la Administración general— para realizar las funciones que aquéllos 
centros les encomiendan. Cubiertos por el razonamiento de que se 
trata de organizaciones neutrales, que no toman decisiones políticas 
sino puramente técnicas, o exclusivamente de cara a la protección de 
los derechos fundamentales, se oculta la configuración de verdaderos 
centros de decisión y dirección, que cuentan bajo su responsabilidad 
con importantes funciones de autorización, supervisión, 
asesoramiento o, como veremos, de diseño y ejecución de políticas 
públicas. Esta función de dirección exige, entre otros aspectos, 
realizar un perfil de prioridades, una asignación de medios, la 
instrucción constante de los ejecutores administrativos, que en las 
democracias contemporáneas protagonizan los partidos políticos 
como instrumento fundamental para la participación política de los 
ciudadanos, la gestión de determinados ámbitos del poder público 
que se entienden mejor gestionados por expertos no políticos. En 
palabras de este autor, en términos de análisis constitucional, esta 
pretensión resulta estéril, falaz y aviesa1̂ .

Así, como en la doctrina se ha puesto de relieve19*, la aparición 
de las administraciones independientes responde a una clara 
desconfianza hacia el Gobierno en materias que, por la razón que 
fuere, se considera que no deben entrar en el legítimo ejercicio 
ordinario del poderes, o que el poder nunca podrá desarrollar con la 
necesaria efectividad. Desconfianza, por lo tanto, que en se extiende

193 R a llo  Lom barte, A rtem i, “Poderes neutrales exentos de control 

gubernamental: reflexiones constitucionales”. Revista de las Cortes 
Generales n° 36,1995, pág. 131.

194 D esdentad o, La crisis de identidad... cit. pág. 137.

193 M eilán  “La Administración Pública: naturaleza jurídica” cit. pág. 515.
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en buena medida a la organización y el funcionamiento del sistema 
democrático y todo lo que ello conlleva: el cuestionamiento de los 
fundamentos de la actuación de los poderes públicos, de que en todo 
caso se respeten los principios de objetividad e imparcialidad de la 
Administración Pública, de la necesidad de control de los 
administradores, o de la necesidad de que los intereses generales 
sean identificados por los órganos políticos. La existencia de 
administraciones realmente independientes pone, pues, en 
cuestionamiento el sistema de organización y legitimidad del Estado 
constitucional.

Durante las primera páginas del presente trabajo se ha 
realizado un esfuerzo para defender que en el Estado constitucional 
no pueden existir organizaciones administrativas ni centros de poder 
público propiamente independientes. La razón principal contra la 
admisión de la posibilidad de administraciones propiamente 
independientes es, como afirma R a llo , la quiebra del principio 
democrático, puesto que todo poder público debe obtener su 
legitimidad del único depositario de ésta en un régimen democrático: 
el pueblo. “No caben en el marco constitucional poderes autónomos, 
neutrales o independientes que ignoren la regla básica de remisión de 
su legitimidad al cuerpo electoral”1̂ .

En efecto, al principio democrático no puede perder su 
vigencia frente a las administraciones independientes, y su función 
legitimadora debe aplicarse a estas instituciones como se aplica al 
resto de la Administración pública. No cabe excepción, por todo lo 
visto, en el ámbito global de vigencia de los criterios de legitimidad

^  R a llo  Lom barte, A rtem i, La constitucionalidad de las 
administraciones independientes. Tecnos, Madrid, 2002, págs. 161 y ss.
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democrática del poder público, y las razones de neutralidad y eficacia 
no exculpan, desde luego, su aplicación en las dos formas que hemos 
visto actúa el principio democrático: las legitimidades de origen y la 
de control democráticos. Y no cabe en el Estado constitucional ni aún 
cuando la propia Constitución estableciera esta excepción: ninguno 
de los poderes públicos en el Estado democrático puede romper con 
el criterio democrático faltando alguna de las dos manifestaciones de 
la legitimidad que se ha analizado. Lo contrario, de acuerdo con lo 
expresado anteriormente, podría ser propio de una Constitución en 
su sentido formal, pero no de una Constitución del Estado 
Constitución.

Cabe en este momento realizar una precisión terminológica 
respecto al principal concepto hasta ahora manejado: aunque, como 
hemos visto, un Estado democrático no permite la existencia de 
organizaciones propiamente independientes para la realización de 
fines públicos, el término “administraciones independientes”, con 
raíces ya en la doctrina, puede ser admitido teniendo en cuenta dos 
detalles: por una parte, que se hace énfasis en el carácter de 
independencia funcional más propio del Derecho administrativo; así, 
el carácter independiente no puede entenderse como propio de la 
organización en sí —independencia que, como se defiende en este 
trabajo, es ilegítima en un Estado democrático—, sino de sus 
funciones. Por otra parte, el término administraciones está referido a 
manifestaciones subjetivas concretas de aquéllas, por lo que no 
tienen el mismo significado que cuando nuestro vocabulario jurídico- 
público hace referencia a las Administraciones territoriales o a las
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Administraciones in s titu c io n a le s 1̂ . En rigor es preferible la 
denominación de entes administrativos autónomos1?8 por cuanto el 
calificativo refleja tanto la referencia a una manifestación subjetiva 
concreta —el ente administrativo— como a determinada relación 
entre la administración y el Estado —autónomo—. Con todo, 
cualquiera de las denominaciones utilizadas en este sentido es, desde 
luego, preferible a la de organismos neutros o neutrales, que conlleva 
ciertas connotaciones que no son propias de ningún ente con 
capacidad para decidir políticas públicas.

Teniendo esto en cuenta, cabe analizar el concreto caso de las 
administraciones que no son propiamente independientes, sino 
autónomas, y sus posibilidades en el Estado constitucional. Nótese la 
deficiente nomenclatura utilizada, puesto que dichas organizaciones 
son las que mayormente se conocen como administraciones 
independientes, y esta utilización quizás inapropiada pero muy 
extendida puede producir confusión entre la verdadera configuración 
autónoma, y no independiente, de la organización1" .

w  M oreno M olina, La administración... cit pág. 305. Para el autor, al 

término “autoridades*’, usado ampliamente por un sector de la doctrina, 

cabe hacerle el reproche estilístico de su filiación gala indisim ulable (idem).
198 Una parte de la doctrina ha abogado por la utilización del térm ino 

“autonomía” frente a “independencia”, v. gr. BETANCOR, Las 
Administraciones independientes... cit. pág. 275.

199 Razón por la cual se ha optado en este escrito por diferenciar entre dos 
significados, de acuerdo tanto con las acepciones del Diccionario de la 
lengua española como con el uso generalizado de los términos. Por una 
parte, el adjetivo “independiente”, esto es, que no guarda relación de 
dependencia con nadie; por otro, “independiente”, en cursiva, en este 
trabajo utilizado como sinónimo de “autónomo”, puesto que con este 
contenido se usa en términos ya consagrados en la doctrina, como
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Esto es importante de cara a admitir, con R allo, las 
dificultades para una conceptualización jurídica de la categoría 
“administraciones independientes”200. No puede, debido a esa 
diversidad jurídica que se engloba bajo un mismo concepto, 
afirmarse que todas las denominadas administraciones 
independientes son inconstitucionales, pues las dudas sobre su 
constitucionalidad sólo nos la proporcionará el cotejo individualizado 
de sus marcos legales con el texto constitucional201. De hecho, no 
puede considerarse impropia del Estado constitucional la 
organización de determinadas instituciones con cierto grado de 
autonomía, siempre que se instituyan por medio del instrumento 
jurídico legal necesario en cada caso y estén presentes en su 
organización los suficientes mecanismos de origen y control 
democráticos; como veremos, es el caso de varias de las conocidas 
como administraciones independientes. La configuración que quiebra

“administraciones independientes” o “independencia de los bancos 
centrales”. Según el diccionario, los dos primeros significados de 
“independiente” son “que no tiene dependencia, que no depende de otro”, y 
“autónomo”; “autonomía”, por su parte, en una de sus acepciones significa 
“condición de quien, para ciertas cosas, no depende de nadie”. Es éste el 
significado de “autonomía” usado en el presente trabajo, y no el etimológico 
(capacidad para autonormarse), como pone de relieve L astra  (L astra, 

R osa M aría, Central banking and banking regulation. London School of 
Echonomics and Political Science, Londres, 1996, pág. 10). Sólo así puede 
respetarse el uso, ya generalizado, del término “independiente” con los dos 
diferentes contenidos que puede comprender.
200 R a llo , La constitucionalidad... cit. págs. 296 y ss.
201 R a llo  Lom barte, A rtem i, “Ámbitos públicos exentos de control 
gubernamental: reflexiones constitucionales”, en A sensi S abater, J o sé  

(coord.), Ciudadanos e instituciones en el constitucionalismo actual Tirant 
lo Blanch, Valencia, 1997, pág. 750.
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c o n  e l p r in c ip io  d e m o c rá tic o  e s  a q u e lla  q u e  n o  r e s p e ta  e s to s  

m e c a n is m o s  y , p o r  lo  ta n to ,  c re a  a d m in is tra c io n e s  p r o p ia m e n te  

in d e p e n d ie n te s ,  in c o m p a tib le s  c o n  e l E s ta d o  c o n s ti tu c io n a l.

Regresando al núcleo del problema, la carencia de legitimidad 
democrática de las administraciones independientes, si realmente 
tuviera lugar ese estatuto de independencia, sería particularmente 
preocupante no sólo por el cuestionamiento que se realizaría del 
sistema de relación de poderes y  legitimidad propios del Estado 
constitucional, sino por la naturaleza de las actividades que 
usualmente desarrollan este tipo de organizaciones. Como resalta 
P a r e jo , las administraciones independientes nacen para y  en 
sectores claves de la vida social, caracterizados por un fuerte 
dinamismo, una apreciable complejidad, y  ser en muchos casos sede 
del ejercicio de derechos y  libertades: la comunicación, la 
información, el mercado financiero, el consumo y  el propio control de 
la Administración202. El hecho de que se proponga la sustitución de la 
legitimidad democrática por una legitimidad basada en la eficacia, 
aunque pueda estar inspirando algunas líneas de actuación 
prácticas2°3 debe, cuanto menos, preocupar a los defensores del 
Estado constitucional.

202 P arejo, “La p otestad..” cit. pág. 636.

2°3 Como denuncia V ega (V ega, L egitim idad  y  representación... cit. pág.

23).
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d. Administraciones independientes 
en Derecho comparado

Sin adentrarnos en detalle en cuáles hayan sido los orígenes de 
las denominadas administraciones independientes20*, en su 
configuración actual se conforman como un fenómeno con cierto 
arraigo en los sistemas anglosajones, y de reciente creación —sobre la 
que conviene reflexionar— en los países basados en el derecho 
civil2°5. Diferentes ordenamientos jurídicos han ido adaptando esta 
forma de organización administrativa, muchas veces primando más 
en dicha configuración el principio de oportunidad que el de 
necesidad y descuidando la homogeneidad y su caracterización en un 
concepto jurídico determinado. En derecho comparado, como señala 
Meilán, en el fenómeno de las administraciones independientes 
existen elementos comunes, producto del contagio, y otros, 
coyunturales o no, que responden a la peculiaridad constitucional y 
sociopolítica de cada país206.

2°4 G arrido F a lla  observa el precedente de este tipo de organizaciones en 
el derecho anglosajón, en particular en las comisiones independientes 
norteamericanas que surgieron en las últimas décadas del siglo XIX 
(G arrido F a lla , Fernando, “Origen y evolución de las entidades 
instrumentales de las Administraciones públicas”, en AA.W. 
Administración instrumental. Libro homenaje a Manuel Francisco 
Clavero Arévalo. Civitas, Madrid, 1994, pág. 39); también en este sentido, 
Parada, “Las administraciones...” cit. pág. 658.
2°s Así, R a llo , La constitucionalidad de... cit. págs. 27 y  ss. Sobre las 
administraciones independientes en derecho comparado cfr., en general, 
S a lvad or M artínez, M aría, Autoridades independientes. Ariel, 
Barcelona, 2002, que abarca los casos de Reino Unido, Estados Unidos, 
Alemania, Francia y  España, además de un análisis comparado conjunto.
206 Meilán, “La Administración...” cit. pág. 514.
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De entre las diferentes figuras existentes en derecho 
comparado20?, las agencias independientes norteamericanas se han 
conformado como el modelo de administraciones independientes que 
en mayor medida han influido en ordenamientos jurídicos de todo el 
mundo, incluido el nuestro, a pesar de las notables diferencias de 
criterios en la estructura y funcionamiento de la organización 
administrativa en los dos sistemas jurídicos. Al respecto, debe 
partirse de la consideración de que la Administración Pública 
norteamericana cuenta con unos fundamentos particularmente 
diferentes al de los ordenamientos europeos continentales. El 
Presidente, jefe único del Poder Ejecutivo y responsable de la 
adecuada ejecución de las leyes, cuenta con una amplia capacidad de 
nombrar y remover a los funcionarios públicos en la organización 
administrativa —por medio del conocido spoil system—, que convive 
con la selección de una gran mayoría de los caigos inferiores de la 
organización administrativa de acuerdo con criterios de capacidad y 
profesionalidad, sin tener en cuenta razones partidistas. De esta 
forma, junto a los Departamentos ministeriales (Secretarías), 
estrictamente dependientes del Presidente, existen unas 
organizaciones separadas, las independent regulatory commissions, 
que reciben sus poderes directamente del Congreso, controlan ramas 
enteras de la acción pública y que funcionan autónomamente sin

2°? Cabe resaltar, además de las referidas a continuación, los británicos 
quangos (Quasi Autonomous Non-Govemmental Organisations), un 
amplio y heterogéneo abanico de entes cuyo único elemento común es estar 
dotados de un alto nivel de autonomía, sobre los que no existe un concepto 
legal ni jurisprudencial común. Al respecto, cff. Machín, H., “L'expérience 
britannique”, en Colliart, C-L. y Timsit, G., Les autorités administratives 
indépendants. PUF, París, 1988, págs. 235 y ss; Salvador, Autoridades... 
cit. págs. 37-85-
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sujeción a las directrices presidenciales, gobernadas por gestores que, 
aunque nombrados por el Presidente, tienen garantizado por sus 
leyes fundacionales un periodo determinado de mandato208.

Dentro de esta estructura de convivencia, tempranamente 
apareció la necesidad de crear, en aquellos estratos administrativos 
generalmente reservados a los cargos nombrados libremente por el 
Ejecutivo, algunas parcelas de decisión, en particular requerida de 
importantes conocimientos técnicos, a las que se garantizara cierta 
independencia frente a los cambios políticos que naturalmente tienen 
lugar cada cierto tiempo. De esa forma aparecieron las conocidas 
como agencias independientes (“independent agencies”), que junto 
con las agencias ejecutivas (“executive agencies”) forman el concepto 
estructural básico en el sistema de organización de la Administración 
federal de los Estados Unidos20?.

208 Fernández Rodríguez, “Reflexiones..:” cit pág. 436 y  437.
20? Moreno Molina, Ángel Manuel, La administración por agencias en 
los Estados Unidos de Norteamérica. Universidad Carlos n i de Madrid- 
Boletín Oficial del Estado, Madrid, 1995, pág. 330. El criterio de diferencia 
entre las agencias ejecutivas y las independientes reside en la existencia de 
limitaciones en el poder de destitución por el Presidente del personal 
directivo de la agencia. En las agencias ejecutivas su personal se destituye 
libremente por el Presidente, mientras que en el caso de las independientes 
esta destitución se condiciona por el Congreso, y sólo puede producirse si 
concurren las causas tasadas que fija su norma de creación. Cfr. 
Carbonell, Eloísa, y Muga, J osé Luis, Agencias y procedimiento 
administrativo en Estados Unidos de América. Marcial Pons, Madrid, 
1996, pág. 49.
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A partir de la creación en 1887 de la primera de estas 
organizaciones, la Interstate Commerce Commission210, las agencias 
independientes proliferaron en el hasta entonces reducida 
organización administrativa federal norteamericana, y en ellas se 
concentraron los ámbitos de la Administración tecnificada que 
requerían de libertad de influencia política, asumiendo bajo su 
responsabilidad la gestión de los grandes servicios federales: 
ferrocarriles, banca, aviación, radio, comunicaciones, medio 
ambiente, etc211. La explosión de estas agencias tuvo lugar en el 
momento en que aparecieron nuevas funciones públicas a partir de la 
aplicación del denominado New Deál, cuando el Estado inició su 
intervención en la economía en mayor medida de lo que lo había 
hecho hasta el momento, regulando ciertas actividades económicas y 
prestando determinados servicios sociales212.

En el grupo de las agencias independientes es posible hallar 
una gran variedad de organizaciones, que se ocupan de tan diferentes 
asuntos en su naturaleza y  alcance que, como hace ver M o r e n o  

M o lin a , es prácticamente imposible encontrar un patrón funcional 
uniforme, siendo la única regla la diversidad y  el particularismo; de 
ahí, por otra parte, la dificultad de encontrar un concepto de las 
independent agencies incluso en el propio ordenamiento jurídico 
norteamericano. Las razones para esta falta de sistemática y  de

210 Con independencia de los orígenes de las agencias independientes 
situados, señala S alvad or, en las comisiones ad hoc creadas durante el 
siglo XIX para asesorar a los parlamentarios norteamericanos en la 
legislación sobre ferrocarriles. Para resolver problemas sobre esta misma 
materia se creó la Interstate Commerce Commission (S a lvad or, 

Autoridades... cit. págs. 92 y 93).
211 G arcía de E n terría , Democracia, jueces... cit. pág. 116.

212 S a lvad or, Autoridades... cit. pág. 95.
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d e fin ic io n e s  p re c is a s  s o n  e n  g ra n  p a r t e  im p u ta b le s  a  la  t r a d ic ió n  

ju r íd ic a  y  a d m in is t ra t iv a  e s ta d o u n id e n s e , c u y a  n a tu r a le z a  im p o n e  

q u e  s u  a c e rc a m ie n to  a l  fe n ó m e n o  d e  la  A d m in is tra c ió n  P ú b lic a  s e a  

m á s  p ra g m á tic o  q u e  te ó r ic o -d o g m á tic o 213.

La constitucionalidad de la limitación del poder del 
Presidente, como inciden C a r b o n e ll y  M uga, sólo puede entenderse 
desde la amplia perspectiva político-constitucional norteamericana, 
donde todo el sistema administrativo parte de la —por otra parte 
problemática— necesidad de una delegación de poderes a las 
agencias; la cesión a una agencia administrativa de poderes 
cuasilegislativos y  cuasijudiciales se acompañaría de la garantía de 
permanencia en el cargo a su personal directivo, sin ceder a la 
presión del Presidente; en el caso de las agencias independientes —no 
así respecto a las agencias ejecutivas21̂ —, si el Congreso pudo delegar 
su poder, se reconoce que también pueda condicionar su 
destitución2̂ .

Como puede apreciarse, las administraciones independientes 
toman sentido en un sistema de organización administrativa como el 
norteamericano, donde se configuran como una manifestación de los 
checks and balances del sistema presidencialista norteamericano216, 
aunque su misma existencia incluso en el seno de éste no ha dejado 
de ser problemática, puesto que presentan un déficit de legitimidad

213 M oreno M olina, La administración... cit. pág. 330.

214 Que son los instrum entos ejecutivos del Presidente, si bien creadas por el 

Congreso, que al tiem po es el órgano ante el que tienen que responder 

(Salvador, Autoridades... cit. pág. 102).

21s C a rb o n ell y  M uga, Agencias y procedimiento... cit. pág. 50.

216 Al respecto, R a llo , La constitucionalidad de... cit. págs. 39 y  ss.
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democrática por la falta de control y responsabilidad política21?. En 
referencia al fuero interno de los Estados Unidos, al parecer de 
P a ra d a , “la moda norteamericana encuentra en este federalismo 
funcional uno de sus (...) más infelices y, además, 
anticonstitucionales logros”218. En Estados Unidos, cuna de las 
independent agencies, como indica M o r e n o  M o lin a , a pesar de que 
este tipo de instituciones cuenta con más de un siglo de antigüedad, 
su existencia continúa siendo una fuente de controversia en la 
actualidad pues, además del silencio constitucional que las rodea, no 
existe —como hemos visto, por la dificultad que encierra su 
definición jurídica conjunta— ni concepto legal definitivo de las 
mismas, ni estatuto jurídico único que las rija, ni catálogo pacífico 
que las contenga21̂  Si bien la costumbre constitucional 
norteamericana —muy recurrida en el país, por las circunstancias de 
brevedad constitucional que caracteriza su Norma Fundamental— 
habría concedido carta de legitimidad a este tipo de organizaciones, 
el Tribunal Supremo ha declarado inconstitucional la limitación del 
poder presidencial de destitución de autoridades de las agencias 
independientes con funciones propiamente administrativas220.

21? En este sentido, S alvad or, Autoridades... cit. pág. 135.

218 Parada, “Las adm inistraciones...” cit. pág. 658.

219 M oreno M olina, La administración... cit. pág. 330. Este déficit 
democrático, señala S alvad or, ha tratado de compensarse a través de otras 
formas de legitimación, como la especialidad el hecho de que “los miembros 
que la integran sean especialistas en la materia y tomen sus decisiones con 
objetividad apoyándose exclusivamente en criterios técnicos”, o 
argumentando que poseen “carácter cuasijudicial” (S a lvad or, 

Autoridades... cit. págs. 135 y 136). Argumentos a todas luces insuficientes 
en el Estado constitucional, como se ha analizado.
220 Sobre los diferentes fallos en esta materia del Tribunal Supremo 
norteamericano, cfr., en general, D esdentado, La crisis de identidad... cit.
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Pero las críticas de la doctrina se han centrado en mayor 
medida en la importación del modelo norteamericano a los sistemas 
jurídicos fundamentados en el derecho común, y la consideración de 
las agencias independientes como referente paradigmático de las 
emergentes administraciones independientes?21. En alusión a nuestro 
ámbito jurídico, G arcía  d e  E n te r r ía  denuncia que las apropiaciones 
del Derecho Administrativo norteamericano pueden resultar de 
escasa utilidad en los países europeos, donde existe una 
Administración y un Derecho totalmente diferentes, con una 
tradición de casi dos siglos y que está completamente asentada222. En 
efecto, el modelo de Administración abierta puede conceder más 
facilidades a la instalación de organizaciones independientes en los 
ordenamientos jurídicos anglosajones. Pero la aparición de 
administraciones independientes en los ordenamientos jurídicos 
continentales, basados en una Administración más rígida, no deja de 
ser cuanto menos extraña, cuando no, en palabras de P arad a , una 
anomalía o malformación que necesita explicación y justificación en 
mayor m edida223 . La falta de antecedentes claros en los modelos

pág. 143 y 144; G arcía de E n terría , Democracia, Jueces... cit. pág. 116 y
ss.
221 R a llo , La constitucionalidad de... cit. págs. 39 y ss.
222 G arcía de E n terría , Democracia, jueces... cit. pág. 204.
223 Señala, además, el autor, en referencia a los países de tradición 
napoleónica, que “en esta organización total y planificada del Estado sobre 
el conjunto del territorio no hay ámbitos exentos o descontrolados. El 
Gobierno, los ministerios, los prefectos o gobernadores civiles, los alcaldes 
como representantes de aquél, están en posesión íntegra de todo el 
territorio. Todo él está tomado y todas las competencias distribuidas a 
priori por el principio de división de poderes, la distribución territorial del 
poder y la división provincial o departamental y municipal. Introducir en
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continentales de administraciones independientes es debido a la 
extrañeza de esta forma de organización respecto a los principios que 
usualmente inspiran a nuestras Administraciones públicas, por lo 
que la creación de estos particulares entes tiene lugar cuando el 
legislador no encuentra —bien por no existir, bien por no haber 
agotado las posibilidades de búsqueda— otros mecanismos en el 
marco general de actuación de la Administración pública.

La importación de la figura de las administraciones 
independientes a los países europeos basados en la Administración 
centralista heredera del modelo napoleónico provino 
principalmente22* y de forma directa de Francia. La ley francesa de 6 
de enero de 1978, reguladora de la Comisión Nacional de Informática 
y Libertades, se contempla como uno de los primeros ejemplos 
actuales de creación de este tipo de organizaciones, y en su artículo 8 
se menciona, por vez primera entre ios franceses, a la autoridad 
administrativa independiente2̂ , que fue seguida por la creación de

este contexto un organismo independiente es como lanzar un paracaidista 
en territorio enemigo” (Parada, “Las administraciones...” cit pág. 659).
224 Con independencia de la creación de entidades anteriores, 
principalmente durante los primeros años de la década de los setenta, como 
la Commission nationale du droit de réponse y la Commission de la qualité 
de la radio et de la télévision. Cfr. Salvador, Autoridades... cit. págs. 192 y 
ss.
225 En efecto, en el caso de la Commission nationale de l'informatique et 
des libertés, el legislador calificó a dicho ente de autorité administrative 
indépendantet expresión que a partir de ese momento sería de uso común 
entre la doctrina, aunque posteriormente se utilizó pocas veces en los 
instrumentos legislativos (Ibidem, págs. 193 y 194).
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una verdadera explosión y la aparición de numerosas organizaciones 
dotadas de autonomía22̂

En Alemania existen las denominadas “instituciones 
autónomas” (Funktionale Selbstverwaltungstragen), cuya necesidad 
de legitimación democrática también ha sido advertida por la 
doctrina, aunque las “instituciones autónomas” en este país 
funcionan, salvo el caso del Bundesbank, contando con la 
participación de los interesados22?. En Italia, aun cuando el número 
de administraciones independientes es reducido en comparación con 
el caso francés, después del menor interés suscitado durante los 
primeros tiempos de existencia de estas organizaciones228, ha tenido 
lugar un importante esfuerzo teórico sobre las “autoritá 
amministrative indipendenti” que, como gran parte de la doctrina 
francesa y alemana, se ha planteado en particular el problema de la 
legitimidad y constitucionalidad de estos e n te s229.

226 Como la Haute Autorité de la Communication Audiovisuelle, la 
Commission des Marchés á Terme Réglementés de Marchandises o la 
Commission de la Sécurité des Consommateurs CIbidem, págs. 195 y ss).
227 Así, se han concebido como “aquellas instituciones de la Administración 
indirecta del Estado a las que se les ha reconocido capacidad para 
autoadministrarse, es decir, autonomía (Selbsverwaltung). Son 
instituciones jurídico-públicas encargadas de llevar a cabo determinadas 
funciones públicas mediante la participación de los afectados o interesados 
y bajo su propia responsabilidad, es dedr, sin recibir órdenes o 
instrucciones y sometidas únicamente a control judicial por parte del 
Estado” CIbidem, págs. 153 y 154)
228 Falta de interés que ha extrañado a la  doctrina (v. gr., G arcía L lo v et, 

“Autoridades administrativas independientes...” cit. pág. 87).

229 Entre la bibliografía italiana más importante cabe resaltar los trabajos de 
Longobardi y  Manetti (Longobardi, N., Le tíAmministrazioni 
independenti”: profili introduttivi, en AA. W., Scritti in memoria di Mario
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Cabe resaltar que, si de alguna manera las administraciones 
independientes son aceptadas en diferentes sistemas jurídicos, su 
misma existencia es cuestionada en los países donde se aplican no ya 
por el cumplimiento de sus objetivos en mayor o menor oportunidad, 
sino por su engarce con la organización constitucional del poder 
público. Es el caso, como hemos visto, de las independent agencies 
norteamericanas, así como el de los quangos británicos23°. En 
Francia, las autorités administratives indépendents han sido objeto 
de un minucioso estudio por parte del Consejo Constitucional, en 
particular respecto a su potestad sancionadora, de forma que se 
estimó parcialmente contraria a la Constitución la Ley de creación del 
Consejo Superior del A u d io v isu a l^ 1. En Alemania, las “instituciones

Nigro, vol. II. Giufiré, Milán, 1988; Manetti, M., Poteri neutrali e 
Constituzione. Giufiré, Milán, 1994).
23° Respecto a Gran Bretaña, señala Rallo que “la disolución de la 
soberaníay la desintegración del modelo tradicional de responsabilidad 
ministerial ante el Parlamento y, particularmente, la responsabilidad de los 
quangos, son preocupaciones latentes” (Rallo, La constitucionalidad de... 
cit. pág. 36).
231 Decisión 88-248, de 17 de enero de 1989. Como señala S alvad or, en un 
primer momento el Consejo Constitucional no se mostró conforme a la 
atribución de potestad sancionadora a las autorités administratives 
indépendants francesas y, posteriormente, admitió que se reconociera 
dicha potestad a algunas de estas administraciones. Con anterioridad, el 
Alto Tribunal ya había iniciado una línea jurisprudencial caracterizada por 
la prudencia y en la que no se ha mostrado opuesto a la existencia de este 
tipo de administraciones pero, para ello, se ha visto obligado a interpretar 
con cierta flexibilidad algunos principios constitucionales (S a lvad or, 

Autoridades... cit. págs. 195 y 214). En el caso concreto de la Comisión 
Nacional de la Comunicación y de las Libertades, el Consejo Constitucional, 
en su decisión 86-217 de 19 de septiembre de 1986, rechazó la posibilidad
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autónomas” han creado un amplio debate doctrinal y, en concreto, la 
dotación de independencia al Bundesbank, como se analizará en 
detalle, siempre fue sospechosamente inconstitucional, y de hecho la 
entrada del Banco central alemán en el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales, en el marco de la Unión Económica y Monetaria, requirió 
de una modificación constitucional explícita que apartara esas 
sombras de inconstitucionalidad^2. En Italia, en el debate sobre la 
posición constitucional de las administraciones independientes ha 
provocado sido objeto de varias sentencias de la Corte 
Costituzionale2̂ .  El acomodo en nuestro ordenamiento jurídico de

de configurar este tipo de administraciones al margen de los poderes 
clásicos y desvinculadas del Legislativo o del Ejecutivo; “esta conformación 
implica un cierto control del Gobierno sobre las autoridades 
administrativas independientes como pone de manifiesto la subordinación 
de su poder reglamentario al poder reglamentario general del Gobierno” 
(Rallo Lombarte, Artem i, Pluralismo informativo y Constitución. Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2000, pág. 242).
232 Lo que, en sí, y de acuerdo con lo analizado hasta el momento, es 
diferente a su oportunidad y conveniencia en un Estado constitucional.
233 Cfr., al respecto, los estudios de Grasso sobre el problema constitucional 
de las autoritá amministrative indipendenti (GRASSO, GlORGiO, “Spunti per 
un studio sulle autoritá amministrative indipendenti: il problema del 
fondamento costituzionale (Italia, Francia, Stati Uniti d'America)”. 
Quademi Regionali 1993, págs. 1303-1355; GRASSO, Giorgio, “La Corte 
Constituzionale si pronuncia solo parzialmente sulla natura giuridica e sulla 
collocaziones costituzionale delle autoritá amministrative indipendenti. 
Considerazioni sparse sulle decisioni n. 57, n. 118 e n. 226 del 1995”. 
Quademi Regionali 1995, págs. 237-265”. La doctrina italiana ha propuesto 
una ley que establezca la regulación jurídica de las administraciones 
independientes en aquel país (Franchini, Claudio, “Proposta di norme 
sulle autoritá indipendenti”. Giomale de Diritto Amministrativo n.5/1996, 
págs. 487-490).
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las administraciones independientes no está exento de problemas de 
legitimidad y constitucionalidad y, como se examinará, difícilmente 
podría haber sido de otra manera.

2 . EL GRADO DE AUTONOMÍA Y LEGITIMIDAD 

DE LAS ADMINISTRACIONES INDEPENDIENTES

a. Las garantías de la independencia

Los diferentes ordenamientos jurídicos que configuran en 
derecho comparado las administraciones independientes tienden a 
dotarlas de ciertas garantías que, a través de su conjugación, 
establecen un estatuto en mayor o menor medida lejano de la 
posibilidad de influencia de los poderes públicos, en particular del 
G obierno2^ . Al constituir este alejamiento la razón de ser de dichas 
organizaciones, su estatuto legal suele comprender mecanismos cuyo 
objetivo es desincentivar la influencia que pudiera tener lugar sobre 
las administraciones independientes, tanto por medio de limitaciones 
a la posibilidad de instruirles como, más sutilmente, incorporando 
medidas que presupongan una actuación independiente al 
desaparecer algunas posibilidades de actuaciones de favor por el 
ejercicio del cargo de acuerdo con los intereses del órgano superior.

234 Un análisis comparado sobre el funcionamiento de estas garantías en 
Gran Bretaña, Estados Unidos, Francia y España se encuentra en 
Salvador, Autoridades... cit. pág. 358 y ss.
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La autonomía de la que se pretende dotar a estas 
organizaciones se traduce en diversas formas de protección, que van 
desde el uso de instrumentos legales cualificados hasta la amplitud y 
flexibilidad de la organización autónoma para contratar a su 
personal. La atribución de personalidad jurídica evita que en buena 
medida se les pueda aplicar el Derecho administrativo general —la 
conocida huida del Derecho administrativo a la que se refiere la 
doctrina administrativista2̂ —. En concreto, respecto al 
funcionamiento de estas organizaciones, dichas garantías se plasman 
en tres mecanismos principales: el atenuamiento —o rompimiento, 
en algunos casos— de la relación jerárquica con el órgano superior, la 
conformación de mandatos largos y sin posibilidad de renovación, y 
la dotación a la administración independiente de los medios 
necesarios para realizar sus funciones sin depender de la actuación 
de un tercero.

La principal de estas garantías, sede primera del grado de 
autonomía del ente, es la limitación de los poderes públicos —en 
particular, del Gobierno— para dirigir y  controlar la función de la 
administración independiente, lo que generalmente incluye la 
prohibición de dirigir instrucciones directas a dicha organización, y la 
falta de un sistema de rendición de cuentas cuya evaluación 
corresponda a aquél. A diferencia de lo que, por la propia naturaleza 
de su organización, ocurre en general con la Administración Pública, 
en estos casos el Ejecutivo se ve imposibilitado para dar instrucciones 
directas al ente, y en varias ocasiones se le prohíbe expresamente 
realizar cualquier tipo de recomendación. Pero no resulta sólo 
afectada la capacidad jerárquica de dirigir a la administración 
independiente, sino que el estatuto autónomo se traduce en formas

235 y. gr., D esd en ta d o , La crisis de identidad... cit.
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menos estrictas de control. Afirma P o m e d , en relación al 
ordenamiento español, que “dicha atenuación es especialmente 
patente en relación con los controles sobre los órganos a través de los 
cuales se ha encauzado de forma predominante en nuestro Derecho 
público el control sobre el conjunto de la actividad de las diversas 
Administraciones institucionales”̂ 6.

Otra garantía comúnmente establecida con el objetivo de dar 
contenido real a este funcionamiento autónomo es la integración de 
la administración independiente con puestos de mandato largos e 
inamovibles. Al mandato de los integrantes de la administración 
independiente se le dota de un amplio periodo, muchas veces mayor 
al de la legislatura, y sin posibilidad de reelección. En general, la ley 
suele determinar otros requisitos, objetivos, de preparación y 
experiencia, que buscan integrar los cargos con personas con 
capacidad suficiente para satisfacer las necesidades que exigen estos 
puestos, que suelen requerir de conocimientos técnicos importantes.

Con el largo período de mandato se busca que el posible 
cambio de mayorías políticas, después de unas elecciones, no cause 
efectos en la composición de la administración independiente. De 
hecho, ni incluso un viraje en las políticas del Gobierno deben poder 
influir en las funciones de este tipo de administraciones. Los 
integrantes son inamovibles, y su remoción sólo es posible si 
acontecen las causas tasadas en la ley, que en general no incluyen 
ningún tipo de evaluación de la labor desempeñada. Por su parte, la 
imposibilidad de reelección del cargo se realiza con el objeto de 
impedir que el miembro de la administración independiente, en 
particular durante años anteriores a su cese en la responsabilidad,

236 Pomed, "Fundamento y naturaleza jurídica...” cit. pág. 169.
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sea condescendiente realizando algún tipo de favor político 
—alejándose de la neutralidad política que supuestamente necesita la 
administración independiente— a la instancia que podría, en todo 
caso, colocarle de nuevo al frente de la dirección del ente.

El tercer de los mecanismos que suele figurar en la norma 
configuradora de la organización independiente es la previsión de la 
suficiente dotación de los medios para realizar sus funciones sin 
depender directamente de la actuación de un tercero. No se trata sólo 
de los medios físicos —aprobación de su presupuesto, determinación 
de su estructura— sino, lo que es más importante, proporcionándole 
la posibilidad de resolver directamente y con efectos jurídicos; 
función que en algunos casos, como ocurre en determinados bancos 
centrales, se traduce en una verdadera capacidad normativa en su 
ámbito de competencias. Por otra parte, en varios casos esta 
capacidad de resolver con efectos jurídicos viene acompañada por la 
posibilidad de sancionar, si bien respetando el principio de legalidad 
manifestado tanto en que, por una parte, no hay infracción ni sanción 
administrativa posibles sin ley que las determine de una manera 
previa y, por otra, que la previsión legal tiene que realizarse a través
de ley form al^.

Debe hacerse notar, con todo, que la mera existencia de estos 
mecanismos no significa por sí misma la real independencia de las 
administraciones independientes, y nótese el énfasis en el adjetivo. 
En los ordenamientos jurídicos que no quiebran con el principio 
democrático, a pesar de que los mecanismos citados se esfuerzan en 
alejar la capacidad de influencia de este tipo de organizaciones de lo 
que, en pura relación administrativa, sería su superior jerárquico,

237 M en én d ez M enéndez, “Principio de lega lid ad ..” cit. págs. 562 y  563.
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éstos vienen acompañados de una legitimidad democrática de origen 
—esto es, en la elección de los puestos directivos de las 
administraciones independientes— y de varias relaciones 
institucionales de control, generalmente dependientes de otras 
instancias, de forma principal parlamentarias. Por lo tanto, no 
estaríamos en estos casos ante administraciones propiamente 
independientes, sino ante organizaciones autónomas, a las que se 
legalmente se provee de reglas de relación con el resto del poder 
público.

b. Administraciones autónomas
y  colectividades autoreguladas

Como se ha defendido en este trabajo, el principio democrático 
como legitimador del Estado constitucional determina que no puedan 
existir, en el sentido jurídico de la expresión, administraciones 
realmente independientes. De asumir que éstas pueden crearse, 
implícitamente se estaría de acuerdo con la aparición de un cuarto 
poder238, esencialmente diferente del resto de poderes porque no se 
le aplicarían los elementos de creación, competencia y control que se 
dedican a éstos, y sin los necesarios mecanismos de legitimidad 
democrática. Un cuarto poder que, como dimanente de una supuesta 
capacidad general de crear administraciones independientes, no 
viene legitimado por los textos constitucionales e, incluso en el caso 
de que así fuera, su mera existencia contravendría las exigencias del 
Estado constitucional que, como se ha analizado, radica en última 
instancia en la capacidad de creación y control por parte de la 
soberanía popular. La gravedad de aceptar la existencia de poderes

238 D esdentado, La crisis de identidad ... cit. pág. 140.
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independientes no proviene tanto de que la naturaleza de sus 
funciones sea de carácter tecnocrático, sino en que no se trate de un 
centro de toma de decisiones democrático, en el sentido de que no 
cuente con la legitimidad y el control que requiere cualquier sistema 
institucional en un Estado constitucional.

Para entender cabalmente las condiciones de legitimidad de 
las administraciones independientes es necesario distinguir entre la 
administraciones autónomas formadas por colectividades con 
capacidad de autoregularse, y aquellas que ejercen funciones del 
Estado con cierta autonomía porque la ley ha creído conveniente 
dotarle de este estatuto para la realización de tareas concretas. Del 
primer caso forman parte los cuerpos profesionales, las cámaras de 
comercio o las universidades, en los ordenamientos jurídicos que les 
reconocen autonomía.

Se trata, como señala BÓc k e n fó r d e , de colectivos cuyos 
órganos de decisión —y esto forma parte de su autonomía— se 
reclutan a partir de aquellos que se ven afectados por las tareas que 
desempeñan estas administraciones, los cuales, por regla general, 
están organizados corporativamente y tienen la condición de 
miembros de dichas in s titu c io n e s239. El legislador, conjugando los 
valores que cree necesario tener en cuenta —la necesidad de 
autoorganización para la gestión de sus funciones, las repercusiones 
sociales, incluso criterios históricos o tradicionales— cree 
conveniente dotar de esta capacidad a un conjunto de personas 
relacionadas por el vínculo que, al mismo tiempo, es fundamento de 
su estatuto especial como autoorganización.

239 Ibidem, pág. 74.
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Como señala B ó ck en fó rd e , la legitimidad democrática de 
estas administraciones se produce sólo como legislación material a 
través de la ley que contempla su organización, así como a través de 
la inspección estatal ejercida con responsabilidad democrática. Pero, 
con todo, todavía tiene lugar cierto déficit de legitimidad 
democrática. Para cumplir con el principio democrático, la 
autonomía funcional de este tipo de organizaciones no puede ser 
libremente ampliada ni configurada; asimismo, su funcionamiento 
debe ser convenientemente controlado por el Estado, y exige una 
doble limitación: por una parte, las tareas, organización y 
competencias de estas administraciones tienen que estar reguladas 
por ley en una amplia medida, y han de limitarse a los asuntos 
propios de los que en ellas se integran; por otra, no se les puede 
encargar tareas que afecten de modo relevante a la generalidad o que 
tengan trascendencia política2̂ 0.

Por supuesto, la última previsión citada —la repercusión 
general de sus funciones— debe entenderse dentro de cierto ámbito 
de responsabilidad pública con la que sí cuentan estas 
administraciones autoreguladas pues, en caso de que su 
trascendencia pública fuera nula y únicamente afectara a sus 
miembros, sería una relación de derecho privado y perdería 
importancia desde el punto de vista de la acción del Estado.

A diferencia de las colectividades autoreguladas el Derecho ha 
creado, como hemos visto, otro tipo de administraciones autónomas 
—las administraciones independientes— donde se asigna una serie de 
competencias públicas a un ente, también público, pero dotado de un 
estatuto especial de autonomía. En este caso, es más difícil la

24° B óck en fórd e, Estudios... cit. pág. 76.
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justificación del estatuto especial, por cuanto no se trata de un 
colectivo organizado corporativamente, sino de una organización 
administrativa a la que se le confieren competencias de carácter 
público que el Estado debería ejecutar a través de los órganos que 
tiene a su disposición, esto es, el Gobierno —para la determinación de 
las políticas— y la Administración Pública —para la Ejecución de las 
políticas—. Se trata, además, de administraciones que sí tienen a su 
cargo tareas que afectan de modo relevante a la generalidad o que 
tienen trascendencia política, lo que agrava notablemente el déficit de 
legitimidad democrática a causa del estatuto autónomo que se les 
confiere.

c. La legitimidad de las administraciones autónomas: 
necesidad del estatuto para la realización de sus funciones 

y  de un objeto especial

Si entendemos, por una parte, que toda la Administración 
Pública está presidida por los principios de legitimidad democrática 
y, por otra, que con carácter excepcional caben en el Estado 
constitucional administraciones autónomas —independientes—, de 
ello se traduce que la única razón que puede justificar la dotación de 
un estatuto autónomo a un organismo del Estado es que esa 
autonomía sea necesaria para la realización correcta de sus 
funciones; es más, que sin el estatuto especial de autonomía la 
Administración Pública no pudiera llevar a cabo convenientemente la 
tareas que se le ha encomendado. Esta justificación supone que la 
realización conveniente de las funciones se vería relevantemente 
mermada si el ente público no actuara con las garantías de 
autonomía que la ley considera necesarias.
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Con todo, como hemos visto, las exigencias del principio 
democrático no permiten, sin excepción, la creación de 
administraciones propiamente independientes. Por lo tanto, también 
en estos casos deben darse los requisitos mínimos provenientes de la 
inserción del organismo en el seno de un Estado democrático. Esto 
es, legitimidad democrática de su fuente y control en el ejercicio de 
sus funciones, sin que se produzca en ningún momento la quiebra 
entre soberanía del pueblo y ejercicio del poder público. El anclaje 
democrático de las administraciones autónomas —independientes— 
debe, desde luego, residir en su regulación legal, si bien el déficit de 
legitimidad democrática con que cuentan por su propia naturaleza 
sería paliado en buena medida si la consideración de que la necesidad 
de autonomía para la realización correcta de sus funciones no 
proviniera del legislador ordinario, sino del propio constituyente.

En efecto, si la creación de un organismo autónomo requiere 
flexibilizar sus relaciones con el Gobierno, imposibilitar la capacidad 
de darle instrucciones, en definitiva, consagrar las garantías de una 
autonomía efectiva, mitigaría la confrontación con el principio 
democrático el hecho de que fuera el mandato constitucional el que 
legitimase tal diferenciación. Lo que, cabe insistir, en el Estado 
constitucional y por todo lo referido, no puede entenderse al 
contrario: esto es, que sólo la previsión constitucional legitime 
democráticamente una organización propiamente independiente 
puesto que ésta, al desvincularse de raíz de la relación dialéctica con 
la radicación popular de la soberanía, no sería propia de un Estado 
democrático.

La condición de que se considere necesario la autonomía en el 
ejercicio de las funciones de determinado ente arrastra una segunda 
situación: dichas administraciones deben contar con un objetivo
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específico, a cuya consecución se destinan las facilidades de la 
autonomía. Como señala García-An d r a d e , las administraciones 
autónomas se justifican, todas ellas, en la consecución del fin que les 
viene asignado en su norma de erección y que, por la misma, es 
sustraído del haz de fines que persigue la Administración general que 
dirige el Gobierno; es precisamente esta afectación a uno o más fines 
singularizados lo que otorga la especialidad a estas Autoridades2*1 
que, de otro modo, subsumirían su actividad en la general de la 
Administración pública, lo que haría innecesario la dotación de la 
autonomía.

En efecto, ninguna otra razón puede explicar la dotación de 
garantías de autonomía a una administración concreta salvo que esta 
tenga una misión particular que realizar, y para lo cual necesite cierto 
distanciamiento de las instrucciones directas del Gobierno, o de los 
altos dirigentes de la Administración Pública. El preciso objeto de su 
mandato, acompañado de la evaluación oportuna sobre un estatuto 
autónomo considerado necesario para la correcta realización de dicho 
objetivo, podría justificar la existencia de un cierto grado de 
autonomía en determinados entes de la Administración Pública, a lo 
que la vigencia del principio democrático no se opone directamente. 
Pero el mandato preciso no puede constituirse en razón de la 
independencia de estas administraciones sino, cuando el legislador 
así lo considere oportuno y respetando en todo caso las exigencias del 
principio democrático, de su autonomía.

241 G arcía-A ndrade Gómez, Jorge, La posición jurídica del Banco de 
España en el Sistema Europeo de Bancos Centrales. Civitas, Madrid, 2000, 
pág. 44-
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De hecho, cuanto más claro y detallado sea el objetivo especial, 
en mayor medida se profundizará en lo que debe ser una 
Administración Pública en un sistema democrático. En primer lugar, 
porque si bien desaparece la característica de la Administración 
general de sujeción a la función directora del Gobierno, ésta queda 
matizada por una supeditación a un mandato claro y definido, y sus 
funciones en este sentido deben estas sometidas a evaluación por 
parte de las instituciones competentes. En segundo lugar, bien 
relacionado con lo anterior, porque un objetivo de estas 
características facilita la tarea de rendición de cuentas, pudiendo 
realizarse más genuinamente la función de control por parte de las 
entidades responsables. Por esta razón, el objetivo especial de la 
administración autónoma debería huir de conceptos indefinidos y 
poder ser perfectamente identificados por los que deben evaluar la 
responsabilidad de los administradores autónomos.
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Ca p ít u l o  IV

La legitimidad democrática de las 
administraciones independientes en la 

Constitución de 1978





i .  La  pro blem ática  co nfig uració n

DE LAS ADMINISTRACIONES INDEPENDIENTES EN EL 

ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL

a. Los problemas de legitimidad 
de las administraciones independientes en España

La recepción de las administraciones independientes en 
nuestro ordenamiento jurídico que, con independencia de la 
existencia de antecedentes2*2, tuvo lugar ya aprobada la Constitución 
de 1978, por lo que también en nuestro país se trata de un fenómeno 
reciente. Su aparición fue observada con reservas por la doctrina, en 
particular la administrativista —la única que se ocupó desde un 
principio de estas organizaciones—, debido al cambio de paradigma 
que suponía la necesidad de revisar categorías jurídicas, que podían 
quedarse obsoletas en el intento de explicar la creación y 
funcionamiento de este tipo de organizaciones. No es exagerada la 
afirmación de D e sd e n ta d o  cuando afirma que la aparición de las 
administraciones independientes implica una crisis del modelo

242 Por todos, S a lvad or, Autoridades... cit. pág. 235 y  ss.
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clásico de Administración Pública y una transformación esencial de 
su naturaleza2̂ .

Esta transformación, todavía en la actualidad, no ha tocado 
fondo; como señala M o reno  M olina, no han ayudado al 
esclarecimiento de lo que son o deben ser las administraciones 
independientes ni la confusión doctrinal existente, fundamentada en 
la carencia de un modelo o noción ideal sobre el que proyectar el 
esfuerzo sistematizador y en la abstracción de características 
jurídico-institucionales de estos entes particulares, ni la borrosa 
regulación jurídica que es predicable de los descritos en tesé , que 
cuentan con diferente tratamiento jurídico de acuerdo con las 
particularidades de cada caso concreto. A esta falta de homogeneidad 
en sus estatutos se debe que la administración independiente de 
plantee como una categoría doctrinal —sobre cuya definición, como 
hace ver Salvador, no ha habido un auténtico debate2̂ —, y no como 
un concepto legal.

Además de otros esfuerzos de explicación, clasificación, o 
denominación2̂  —no existe consenso entre los autores sobre el

243 D esdentado, La crisis de identidad... cit. págs. 136-137.
244 M oreno M olina, La administración... cit. pág. 307.

245 S alvad or, Autoridades... cit. pág. 254. En este sentido, G arcía L lo v et, 

“Autoridades administrativas independientes../, cit. pág. 88.
246 En general, sobre las administraciones independientes en España, son 
de particular interés los trabajos de S a la  A rquer, J o sé  M anuel, “El Estado 
neutral../ cit.; Jim énez de C isneros Cid, F rancisco, Los organism os 

autónomos en el Derecho público español: tipología y  régimen jurídico. 

Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987; G arcía  

L lovet, Enrique, “Autoridades administrativas independientes../ cit.; 

Pomed Sánchez, Luis A lb erto , “Fundamento y naturaleza jurídica de las
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nombre que las debiera identificar2*?—, en buena medida la doctrina 
española ha centrado sus consideraciones sobre las administraciones 
independientes en el marco de sus posibilidades en el Estado 
constitucional y en la Constitución de 1978, lo que implica, por una 
parte, el examen de los problemas generales de legitimidad 
democrática a los que se ya ha hecho referencia y, por otra, el

administraciones independientes”. Revista de Administración Pública n° 
132, septiembre-diciembre 1993, págs. 117-169; B eta n co r R odríguez, 

A ndrés, Las Administraciones independientes... cit.; F ernández  

R odríguez, “Reflexiones sobre las llamadas...*' cit; Parada Vázquez, José 

Ramón, “Las administraciones independientes” cit; NAVAJAS REBOLLAR, 

M iguel, La nueva administración instrumental. Universidad de Oviedo, 
Col ex, 2000; R a llo  Lom barte, A rtem i, La constitucionalidad... cit. y  

S a lv a d o r M artínez, M aría, Autoridades independientes, cit.
247 La expresión que parece está suscitando más apoyos es la de 
“administraciones independientes”, que utilizan autores como B etan cor  

(Las Administraciones independientes... cit.), Parada (“las 
administraciones independientes”, cit.), Pom ed (“Fundamento y 
naturaleza jurídica...” cit.), S a la  A rquer (“El Estado neutral. Contribución 
al estudio...” cit.), P arejo  (“La potestad...” cit.) y R a llo  (La 
constitucionalidad... cit.). Son conocidas asimismo las expresiones, 
recibidas de la doctrina francesa, de “autoridades independientes” o 
“autoridades administrativas independientes” (G arcía L lo v et, 

“Autoridades administrativas independientes...” cit.; N avajas, La nueva 
administración... cit.; F ernández R odríguez, “Reflexiones sobre...” cit.; 
G arcía-A ndrade, La posición jurídica del Banco de España... cit.; 
S alvad or, Autoridades... cit.). Otras denominaciones, como la de 
“organismos autónomos neutrales” (Jim énez de C isneros, Los organismos 
autónomos... cit.), “agencias reguladoras independientes” (V illa r  P alasí, 

“Tipología y Derecho estatutario...” cit.) o “organizaciones administrativas 
independientes” (M oreno M olina, La administración por agencias... cit.) 
han tenido una menor acogida.

161



Roben Martínez Palman

cuestionamiento sobre si, aun cuando se llegara a una conclusión 
sobre la manera y los límites en que las administraciones 
independientes pueden tener cabida en un Estado democrático, su 
existencia es adecuada en el marco de la Constitución de 1978.

Desde el momento de sus primeras apariciones, la duda acerca 
de la constitucionalidad de las administraciones independientes 
siempre ha acechado a estas incipientes organizaciones2*8, puesto 
que el hecho de que la Constitución de 1978 no las contemplara se 
unía a la especificación constitucional de la dirección de la 
Administración Pública por parte del Gobierno, o al principio de 
unidad de la Administración249. Problemas que sólo recientemente 
han comenzado a encontrar soluciones doctrinales pues, como señala 
Rallo, el estudio de las administraciones independientes, cuyas 
implicaciones político-constitucionales resultan evidentes, no ha sido 
objeto de estudio en profundidad por la doctrina constitucionalista, y 
el tratamiento otorgado por la doctrina administrativista resulta 
insuficiente^0.

248 P arejo , “La potestad..:” cit. págs. 686-689.

249 Principio que no puede interpretarse de forma categórica, puesto que la 
propia Constitución legitima la descentralización —no únicamente 
territorial, también funcional— en el artículo 103.1 CE. De nuevo aquí, 
señala P arejo , aparece un síntoma de la quiebra de la concepción 
tradicional del poder público administrativo, suscitando reacciones en 
búsqueda de un nuevo equilibrio definitorio de un asimismo nuevo 
contenido del principio de unidad (P arejo , “La potestad..:” cit. pág. 649).

25° R a llo , “Poderes neutrales exentos de control gubernamental...”, cit. 
págs. 107 y 108. El propio autor ha colaborado en la subsanación de la falta 
de interés de la doctrina constitucional en las administraciones 
independientes tras la publicación de su monografía La constitucionalidad 
de las administraciones independientes, cit.; cabe sumar asimismo la
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También en nuestro país, como hemos visto ocurre en general, 
las principales razones para la defensa de la creación de 
administraciones independientes son aquellas que abogan por esta 
particular conformación para garantizar la imparcialidad y 
objetividad necesarias para el correcto ejercicio de sus funciones, así 
como el aumento de la eficacia que supuestamente otorga un estatuto 
independiente2&. El método utilizado por el ordenamiento jurídico

aportación desde el Derecho constitucional de S a lva d o r , Autoridades  

independientes, c i t

251 Para Pomed, “el reforzamiento de la objetividad y la afirmación de la 
neutralización política de las Administraciones Independientes parecen 
componentes plenamente consecuentes con la realización de determinados 
valores de relevancia constitucional, que implican en su consecución a los 
dos términos de la relación dialéctica Estado-Sociedad” (Pomed, 

“Fundamento y naturaleza jurídica...” cit pág. 169). Según J iménez de 

Cisneros, “el efecto que se persigue consiste en establecer, en los supuestos 
de Organismos autónomos con especiales características técnicas o de 
especial importancia en la configuración de la opinión pública, un ámbito 
neutro en el que la presión política respete unos límites razonables de 
independencia” (J iménez de Cisneros, Los Organism os autónom os... c i t  

pág. 339). Sala Arquer afirma que “la independencia es la garantía de la 
neutralidad. A través de aquélla, ésta se hace efectiva” (Sala Arquer, “El 
Estado neutral...” cit. pág. 409). En referencia a la función de supervisión, 
en opinión de Betancor debe estar desarrollada por entes independientes 
porque esta función es más eficaz en sentido técnico y sociopolítico: “en 
sentido técnico, porque , si la función obedece a criterios exclusivamente 
técnicos —y no políticos o de cualquier otra índole—, significa que la 
vigilancia y la actuación dirigida a evitar actuaciones incorrectas de los 
agentes supervisados responde a criterios objetivos (...). En sentido 
sociopolítico es también más eficaz porque una actividad de supervisión 
orientada exclusivamente por criterios técnicos alcanza mayor legitimidad
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español, la creación de administraciones independientes, es definido 
por J im én ez  d e  Cisn ero s  de esta manera: “se pretende dotar a estos 
organismos de independencia con respecto a la Administración del 
Estado a quien están vinculados, y conseguir una neutralidad del 
Gobierno sobre los óiganos de dirección y el funcionamiento del 
Organismo, de forma que los cambios y modificaciones en las 
instancias políticas no tenga que repercutir necesariamente en el 
normal desarrollo de la actividad del Organismo, a la vez que se 
intenta profesionalizar y, por tanto, neutralizar el nombramiento de 
los cargos directivos, sustrayéndolos a la libre designación para 
premiar actitudes personales o políticas”̂ 2.

No cabe repetir aquí las razones anteriormente aducidas sobre 
el supuesto carácter neutral de las administraciones independientes. 
Pero, en particular, algunas de estas razones olvidan el marco general 
en que se inscriben este tipo de organizaciones pues, como se ha 
analizado, la imparcialidad y objetividad son propias de la 
generalidad de la Administración Pública, en virtud del mandato 
establecido en el artículo 103 CE. Como señala P arad a, “admitir que 
determinadas funciones o servicios públicos exigen garantías 
especiales contra el Gobierno es tanto como aceptar que en el común 
de ellas, la objetividad y la imparcialidad no se respeta, conclusión 
constitucionalmente inaceptable”2̂ . Cabe recordar, por otra parte, 
que el aumento de la eficacia, que nunca acaba de comprenderse por 
qué se produce automáticamente por la dotación de un estatuto

entre los agentes del sector que la orientada por otros criterios” (B etan cor, 

Las Administraciones independientes... cit. págs. 218 y 219).

252 Jim énez de C isneros, Los Organismos autónomos... cit. pág. 310.

253 Parada, “Las adm inistraciones...” cit. págs. 688 y 689.
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autónomo, puede esconder otros propósitos que poco tienen que ver 
con el objetivo de facilitar la gestión2#*.

Cuestión distinta es si organizaciones dotadas de un particular 
estatuto autónomo caben en nuestro texto constitucional. Por una 
parte, el hecho de que las administraciones independientes no estén 
prohibidas en la Constitución no significa que automáticamente el 
texto constitucional otoigue capacidad al Estado para su creación; al 
contrario, debe cuestionarse cuáles son las razones constitucionales 
que justifican la conformación de administraciones autónomas, en 
las que se relajan algunos principios exigibles de la generalidad de la 
Administración Pública, y que no constan expresamente en el texto 
constitucional. Por otra parte, como señala Rallo, la función de 
dirección política de la Administración Pública reconocida 
constitucionalmente al Gobierno no permite afirmar, de plano, la 
falta de adecuación a la Constitución de la legislación que configura 
espacios administrativos libres del control gubernamental2̂ ; el 
respeto de otros límites y la necesidad de llevar a cabo objetivos 
constitucionales debe condicionar la posibilidad de crear estas 
organizaciones. Dejando aparte las diferentes razones que aporta la 
doctrina para justificar la necesidad de administraciones 
independientes, lo cierto es que, cabe adelantar, la mayor parte de 
ésta está a favor de la constitucionalidad de dichas administraciones, 
con los límites propios de un Estado democrático2#*

254 Así, G arcía L lo v et, “Autoridades administrativas independientes...” cit. 

pág. 9 3 -
255 Rallo, “Poderes neutrales...” cit. pág. 135.

256 V. gr. P arejo , “La potestad...” cit. pág. 649 y ss. B etan cor incluso se 

pregunta si la atribución de un grado elevado de autonomía es una 

exigencia constitucional (BETANCOR, Las A dm inistraciones  

independientes... cit. págs. 212 y  ss). En contra de la constitucionalidad de
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En relación con los problemas de legitimidad democrática, 
además de las consideraciones sobre la relación 
Gobierno/Administraciones independientes que se analizará a 
continuación, durante el estudio de las administraciones 
independientes ha habido que realizar un importante esfuerzo de 
análisis acerca de la atribución a éstas de potestades normativas. Al 
respecto, como ha señalado P a r e jo 2̂  haciéndose eco de la doctrina 
francesa, que más tempranamente se ha ocupado de esta específica 
materia, la cuestión se centraba en determinar si la atribución de 
potestad normativa a las administraciones independientes conllevaba 
un desapoderamiento del poder legislativo y/o un vaciamiento del 
poder reglamentario del Gobierno.

Respecto al primero de los casos, se trata de dilucidar si la 
capacidad normativa conferida a las administraciones 
independientes —que parece ineludible para garantizar 
funcionalmente su independencia2s8— conlleva obligatoriamente una 
transferencia de una competencia reservada constitucionalmente al 
poder legislativo. Este caso podría implicar una lesión de la reserva 
de Ley y, por tanto, cabría valorar su adecuación al texto 
constitucional. La solución que en su momento confirió al problema 
el Consejo Constitucional francés —que P a re jo  considera trasladable 
a nuestro sistema— a través de la cual llegó a la conclusión de que la 
potestad normativa de las administraciones independientes era

las administraciones, cfr., v. gr., Parada, “Las administraciones...” cit., y 
G arcía L lo v et, “Autoridades administrativas independientes...”, cit. pág. 
117 y ss.
257 Cfr., en general, P arejo , “La potestad...” cit. págs. 639-646.
25® G arcía L lo v et, “Autoridades administrativas independientes...” cit. pág. 
114.
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constitucional, se basó en que la atribución que efectúa el legislativo 
no supone una renuncia de éste a su propia competencia, sino un 
ejercicio de dicha competencia, en el cual se definen el marco y las 
condiciones en que legítimamente puede desplegarse la potestad 
normativa, que queda de este modo despojada de todo carácter 
incondicionado o limitado.

Son dos las condiciones a las que llega Pa rejo  en este análisis: 
por una parte, el reconocimiento de la potestad normativa a las 
administraciones independientes no les confiere ninguna 
participación en contenidos decisionales verdaderamente reservados 
por la Constitución al poder legislativo, por lo que no afecta a la 
reserva constitucional de Ley; por otra, este reconocimiento no 
constituye sino una manifestación de la organización de las 
competencias decisorias de carácter infralegal, lo que reconduce la 
cuestión al segundo de los problemas, si constituye lesión del ámbito 
de potestad reglamentario del G o b ie r n o ^ . A las consideraciones de 
Pa r e jo , hay que añadir que la explicación jurídica se basa en que no 
existe realmente una delegación de competencias del Legislativo a la 
correspondiente administración independiente; por lo tanto, es el 
Legislativo el que debe en todo momento mantener la potestad de 
modificar o revocar el mandato, de la forma que crea oportuno260.

La posibilidad de que la potestad normativa conferida a las 
administraciones independientes, por el hecho de su carácter 
infralegal, pueda consistir en una invasión de la competencia 
reglamentaria, constitucionalmente asignada al Ejecutivo, se solventó

259 P arejo , “La potestad...” cit págs. 639-646.
260 Como, respecto a los bancos centrales, pone de manifiesto L astra  

(L astra, Central banking and... cit pág. 20).
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en Francia sobre la base de que el poder reglamentario no está 
constitucionalmente monopolizado por el Gobierno, porque el 
ordenamiento jurídico no se estructura sobre la base de un esquema 
lineal y jerarquizado de fuentes normativas. También reste 
planteamiento considera P a r e jo  que es trasladable al ordenamiento 
jurídico español. Según este autor, si bien los artículos 97 y 106 CE 
pueden hacer pensar que es exclusivamente el Gobierno el titular de 
la potestad reglamentaria, realmente no sería así261, por el juego de la 
doble autonomía articulada por el propio orden constitucional: la 
territorial y la funcional. En este sentido, afirma el autor que “la 
autonomía significa el poder de adoptar decisiones bajo la propia 
responsabilidad y comprende de suyo, por tanto (...), el de dictar 
normas”262. Por su parte, como se analizará, el Tribunal 
Constitucional declaró la legitimidad constitucional de los poderes 
reglamentarios que delegó el Gobierno en el Banco de España263.

261 En este sentido, García de Enterría, Eduardo y Fernández 

Rodríguez, Tomás Ramón, Curso de Derecho Administrativo. Civitas, 
Madrid, 2000, págs. 179 y ss.
262 P a rejo , “La potestad...” cit pág. 643. Como afirma S a lv a d o r , hoy es 
opinión mayoritaria entre la doctrina que la potestad atribuida al Gobierno 
en el artículo 97 CE corresponde a la potestad reglamentaria general, y que 
la potestad reglamentaria específica puede atribuirse por ley a sujetos 
diferentes del Ejecutivo (S a lv a d o r , Autoridades Independientes, cit. pág. 
329)-
263 Sentencia 135/1992, de 5 de octubre. Al respecto, cfr. Betancor, Las 
Administraciones independientes... cit. pág. 254 y ss, para quien el 
problema del poder reglamentario en manos de las administraciones 
independientes quedó “definitivamente resuelto” tras el referido 
pronunciamiento del Tribunal Constitucional.
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b. Gobierno y administraciones independientes

La Constitución Española establece en su artículo 97 que 
corresponde al Gobierno la competencia genérica de dirección de la 
Administración Pública. La doctrina reconoce las limitaciones en que 
se encuentra la defensa de la posibilidad de administraciones 
independientes en nuestro ordenamiento jurídico frente a dicha 
asignación competencial26̂ , y en gran parte el debate sobre la 
constitucionalidad de organizaciones autónomas se ha centrado en 
esta asignación constitucional2̂ . La capacidad de dirección de la 
Administración Pública conlleva, desde luego, la facultad ya no sólo 
de orientar, sino de dar instrucciones a la Administración para el 
ejercicio de las políticas que el Ejecutivo diseña. Esta dirección, como 
hemos visto, implica no sólo la libre designación y remoción de los 
titulares de los órganos directivos de las organizaciones que 
formalmente integran la Administración Pública266, sino la capacidad 
de indirizzo político. la s  administraciones independientes escapan 
de esta dirección y, en esa medida, constituyen una agresión a la 
posición constitucional del Gobiemo267.

Esta asignación competencial, propia por otra parte de la 
misma esencia de la separación de poderes debida en toda

264 y . gr., D esdentado, La crisis de identidad... cit pág. 146; S a la  A rquer, 

“El Estado neutral...” cit. pág. 421; Jim énez de C isneros, págs. 310 y 311.
265 Un resumen de las posiciones doctrinales se encuentra en S alvad or, 

Autoridades independientes, cit págs. 325 y ss.
266 En este sentido, Parada, “Las administraciones...” cit. págs. 686 y 687.
267 Los argumentos clave están sintetizados en R a llo , La 
constitucionalidad... cit. págs. 171 y ss.
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Constitución268 —al Parlamento le corresponde legislar; al Gobierno, 
ejecutar—, no puede ser anulada o desvirtuada por las propias 
exigencias del Estado constitucional26̂  El principio de división de 
poderes, como indica López G u erra , ha sido probablemente la base 
indiscutida del constitucionalismo, y una buena dosis de los esfuerzos 
de la normativa constitucional y ordinaria, de la doctrina y de la

268 Como señala Stein, recordando el conocido artículo 16 de la Declaración 
de los derechos del hombre y del ciudadano que aprobó la Asamblea 
Nacional francesa 011789 respecto a que toda sociedad en que la garantía 
de los derechos no está asegurada, y no esté determinada la separación de 
los poderes, carece de Constitución, “la separación de poderes está tan 
vinculada con todos los elementos principales del Estado de Derecho, que 
como principio puede ser equiparado con la idea fundamental del 
movimiento constitucional moderno, a saber, la sujeción de todo poder 
público a los principios fundamentales del derecho. La separación de 
poderes es un requisito de organización para evitar la concentración de las 
decisiones y medios de poder estatales que facilita el abuso de poder, y por 
otra parte para permitir una cooperación ordenada de diversos grupos y 
entes con capacidad resolutoria en el ejercicio del poder político y la 
autoridad pública” (Stein, El Estado de Derecho... cit. pág. 10). La 
explicación resumida de la necesidad de la separación en una Constitución 
es, como indica Rallo, la división y, en consecuencia, limitación del poder 
que, con anterioridad al liberalismo revolucionario de finales del siglo 
XVÜI, se concentraba en la persona del monarca absoluto (Rallo, La 
constitucionalidad... cit. pág. 173).
269 En este sentido, señala Parada que “la autolimitación de los poderes de 
dirección del gobierno sobre la Administración y los servicios públicos y la 
correspondiente responsabilidad no puede excusarse o justificarse en que se 
traslada a otro de los poderes del Estado, pues eso es sumar aún otro 
motivo de inconstitucionalidad, dada la incapacidad del poder legislativo de 
asumir la gestión o cualquier tipo de responsabilidad en la gestión de los 
servicios públicos”. (Parada, “Las administraciones...” cit. pág. 687).
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jurisprudencia se ha empleado, en diversas épocas y contextos, en 
precisar y aclarar las características de la peculiar fórmula de división 
adoptada en cada caso concreto2?0.

En este sentido, el primero de los límites del legislador 
ordinario es la Constitución misma, la cual, además de establecer la 
dirección de la Administración Pública por el Gobierno, determina 
que corresponde a las Cortes Generales ejercer la potestad legislativa 
del Estado y controlar la acción del Gobierno2?1. Es la Constitución la 
que regula esta división de poderes —que sólo tiene sentido con la 
asignación de un conjunto competencial esencialmente distinto para 
cada uno de ellos2?2—, y cualquier excepción debe estar contenida, en 
sus términos, en la propia Norma Fundamental. Por lo tanto, la 
subordinación de la acción ejecutiva a la ley, citada en el artículo 97 
CE, como indica López  G uerra , no implica una absoluta 
discrecionalidad del legislador para fijar el ámbito de esa acción; la 
reserva de ejecución a favor del Gobierno conlleva que el legislador 
no pueda sustituir al Ejecutivo en el ejercicio de determinadas 
funciones, yendo más allá del establecimiento de los cauces por los 
que debe transcurrir la acción gubernamental^.

Ese es el significado de la afirmación de St e in  de que un 
Estado de Derecho material debe tomar medidas de seguridad ante el

270 López G uerra, “Funciones del Gobierno...” cit. págs. 15 y 16.
271 Artículo 66.1 CE.
272 Por su parte, el Tribunal Constitucional, como ha puesto de manifiesto 
M artín  Cubas, con carácter general se muestra respetuoso con la especial 
división de poderes y consecuente distribución de competencias establecida 
en la Constitución de 1978 (M artín  Cubas, La democracia... cit. Pág. 159).
273 López G uerra, “La posición del Gobierno en la Constitución española”, 
cit. pág. 358.
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Poder Legislativo, para excluir la posibilidad de que éste imponga un 
derecho, que si bien es legal en sentido formal, no es legítimo en 
cuanto a su contenido2?**. En este sentido, el legislador ordinario no 
puede hurtar, dentro de la normalidad, el legítimo ejercicio por parte 
del Gobierno de sus competencias, y en particular la dirección de la 
Administración Pública. Aunque es cierto, como resalta López 
Ramón, que en la propia dicción del artículo 97 CE el poder 
gubernamental de dirección de la Administración, como parte de la 

función ejecutiva, debe ejercerse de acuerdo con las leyes275, no lo es 
menos que estas leyes cuentan con un límite expreso, la separación 
de poderes y la asignación de competencias a los diferentes órganos 
constitucionales. Es más, como se ha afirmado, debería cuestionarse 
la constitucionalidad de una previsión que desproveyera en general al 
Ejecutivo de sus funciones, aun cuando obtuviera el beneplácito —o 
incluso se realizara a solicitud— del Gobierno2?6.

274 S tein , Estado de Derecho... cit. pág. 5.

275 López Ramón, Fernando, “El Consejo de Seguridad Nuclear: un 
ejemplo de administración independiente”, en AA.W. Administración 
instrumental. Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo. 
Civitas, Madrid, 1994, pág. 578. De la misma opinión, N avajas, para quien 
de acuerdo el sentido del artículo 97 CE es que la mención a las leyes 
conlleva que ésta "podrían limitar tanto ese poder de dirección como la 
propia responsabilidad del Gobierno ante el Congreso de los Diputados” 
(N avajas, La nueva administración instrumental... cit. pág. 149), lo que 
significaría dotar a la ley de carta blanca para rescatar del poder legítimo 
del Ejecutivo cualquier ámbito de la Administración Pública, desvirtuando 
de esta manera la esencia del mandato del artículo 97 CE.
276 En este sentido, G arcía L lo v et, “Autoridades administrativas 

independientes...” cit. pág. 117.
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Es al Ejecutivo al que corresponde la dirección de la 
Administración Pública, y los mecanismos de control de esta función 
están debidamente regulados en la norma constitucional. Cualquier 
modificación competencial en este sentido desvirtuaría la previsión 
constitucional y podría crear disfunciones, como la falta de 
responsabilidad de un organismo público, impropias de un Estado 
constitucional. No se trata sólo, como se refiere Pa r e jo , de invocar la 
doctrina de Montesquieu en su interpretación más estricta2??, sino de 
respetar los mínimos requisitos exigidos en un sistema democrático. 
Por eso, los esfuerzos de la doctrina se han destinado notablemente a 
solucionar el conflicto entre la asignación de competencias del 
artículo 97 y la existencia de administraciones independientes que, 
por otra parte, mayoritariamente no se cuestiona por los autores. En 
palabras de Rallo, “la sustracción legislativa de las Administraciones 
independientes a la función directiva gubernamental y la 
transferencia en favor de éstas de potestades caracterizables como de 
dirección política, supone una devaluación de la función directiva 
gubernamental que pone en jaque la constitucionalidad de las 
Administraciones independientes que absorben, parcialmente, la 
función legislativa gubernamental”2?8.

Por otra parte, en nuestro ordenamiento jurídico es el 
Gobierno —y, en general, no los directores de las administraciones 
independientes, quienesquiera que sean— el que responde ante el 
Parlamento de su gestión política2?*, lo que incluye el funcionamiento 
de la Administración Pública. Este mandato constitucional es 
difícilmente compatible, como señala Pa ra da , con el hecho de que un

2?7 P arejo , “La potestad...” c i t  pág. 648.

278 Rallo, La constitucionalidad... cit. pág. 181.

279 Artículos 66.1 y 108 CE.
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Gobierno al que le han sustraído el control de determinado órgano 
sea políticamente responsable del funcionamiento de éste280.

A lo que cabe añadir que, una vez reconocida la legitimidad 
democrática del Gobierno, como advierte L ópez G u erra , no hay 
lugar para mantener una interpretación extensiva de las 
competencias de los poderes legislativo y judicial y una 
correspondiente interpretación restrictiva de las competencias del 
Poder Ejecutivo281, puesto que éste cuenta con unas funciones 
establecidas y, además del origen democrático, todos los controles 
propios de un Estado constitucional282. Por lo tanto, el artículo 97 CE 
no puede interpretarse de manera que se desvirtúe la competencia 
ejecutiva del Ejecutivo, que es la competencia asignada a un órgano 
constitucional2̂ .

280 Parada, “Las administraciones...” cit. pág. 658.
281 López G uerra , “Funciones del Gobierno...” cit pág. 16.
282 Lo que, en nuestro ordenamiento jurídico, confiere al Gobierno una 
legitimidad democrática propia. Al respecto, cfr. López Guerra, Luis, 

“Modelos de legitimación parlamentaria y legitimación democrática del 
Gobierno: su aplicación a la Constitución Española”. Revista Española de 
Derecho Constitucional n° 23, mayo-agosto 1988, págs. 90 y ss.
283 En términos de Rallo, “independientemente de los efectos que quiera 
conferírsele al mandato del artículo 97 CE, lo que resulta evidente es que el 
Gobierno ha adquirido una novedosa posición constitucional, con 
legitimación democrática directa e inatacable por el resto de poderes del 
Estado, en la que la apreciación de su valor constitucional va acompañada 
de una extraordinaria preeminencia sociopolítica (Rallo, La 
constitucionalización... cit. pág. 176).
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c. El carácter excepcional de las 
administraciones independientes

Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores, cabe 
advertir que el artículo 97 CE, como cualquier otro artículo 
constitucional, no puede entenderse de forma aislada y categórica, 
desprendida de la realidad y del resto de mandatos constitucionales. 
Como se ha analizado, una parte importante de la doctrina está 
conforme en una interpretación amplia y, al mismo tiempo, no 
excluyente, de la capacidad de dirección de la Administración Pública 
que determina el artículo 97 CE28*. Su interpretación conjunta con 
otros preceptos constitucionales y, en particular, con el artículo 103.2 
CE, podría dar pie a que en la dirección de las administraciones 
independientes, sin eliminar la competencia del Ejecutivo, 
participaran otros órganos que sirvieran para diluir —en los casos en 
que legítimamente así se estableciera— la relación de la organización 
con el Gobierno.

En este sentido, puede darse el caso de que, para la realización 
de algún objetivo constitucional, el legislador considere conveniente 
la participación directa del Parlamento en la elección o el control de 
los miembros de un determinado órgano de la Administración, que

a8* Hace notar Fernández López que si el sistema parlamentario de un 
Estado constitucional exigiera ineludiblemente, partiendo en el caso 
español del artículo 97 de la Constitución, una completa dirección del 
Gobierno sobre toda actuación administrativa, sometiendo sin resquicios a 
todo órgano o persona jurídico-pública estatal a un poder jerárquico 
ejercido por los Ministros o por el Consejo de Ministros, más de una 
institución administrativa tradicional resultaría afectada (Fernández 

López, “El Consejo...” cit. pág. 577).
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supliría cierto alejamiento del organismo respecto al Gobiemo285. En 
este caso, es la propia necesidad de la autonomía —respecto al 
Ejecutivo, se entiende— para la correcta realización de sus funciones 
la que puede justificar la intervención excepcional del Parlamento 
dentro de los parámetros constitucionales; a la postre, en casos como 
el referido puede hacerse actuar la supremacía orgánica del 
Parlamento porque, como señala Sa la  A rquer , la integración de la 
sociedad en el Estado se realiza en un primer grado a través del 
Parlamento y, en definitiva, el predominio orgánico del Parlamento 
es el reflejo constitucional de que el poder emane del pueblo286.

Acertadamente señala Rallo que, aun cuando no exista 
mención expresa en la Constitución a la posibilidad de desapoderar al 
Gobierno del control específico de sectores administrativos, pueden 
buscarse y, supuestamente, encontrarse títulos de legitimidad 
constitucional que amparen este particular tipo de entes28?. Por lo 
tanto, cuando, con base en un mandato constitucional, sea necesario

285 Esta posibilidad de alejam iento  del Ejecutivo de las administraciones 
independientes  no es compartida por aquella doctrina que considera que la 
reserva de ejecución que prevé el artículo 97 CE no cuenta con excepciones. 
V. gr. G arcía L lo v et, para quien “el legislador no está facultado para 
disponer de las competencias constitucionalmente atribuidas a otro órgano 
o poder constitucional; no puede, por tanto, privar al Gobierno de la 
potestad de dirección sobre la Administración Pública que tiene reconocida 
ex artículo 97” (G arcía L lovet, “Autoridades administrativas 
independientes... cit. pág. 117).
286 S a la  A rquer, José M anuel, “Las bases constitucionales de la 
Administración del Estado; Ley y Administración en la Constitución de 
1978, en AA. W ., La Constitución española y  las fu en tes  del Derecho. 

Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1979 (vol. I), págs. 1787 y ss.
287 R a llo , “Poderes neutrales...” cit. pág. 126.
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dotar a la administración correspondiente de un margen de 
autonomía que beneficie los objetivos propuestos y que colabore en la 
realización correcta de sus funciones, puede considerarse esta 
posibilidad288. En efecto, es posible que en aspectos particulares de 
la función de la ejecución dirigida por el Gobierno sea necesario para 
cumplir el mandato constitucional configurar determinado ente 
garantizándole cierto margen de autonomía a través de un diseño 
excepcional, adaptado a las necesidades concretas.

La constatación de que tiene lugar cierta merma en la 
legitimidad democrática del organismo debe quedar justificada en la 
necesidad del cumplimiento correcto de un mandato constitucional y, 
a raíz de ello, en el carácter de excepdonalidad del ente autónomo; 
excepcionalidad que, en nuestro ordenamiento jurídico, se sumaría a 
los requisitos de estas organizaciones que hemos analizado tienen 
lugar en el Estado constitucional. Con todo, la excepcionalidad no es 
la única exigencia a que obliga el artículo 97 CE. Este alejamiento 
—o, en términos de Salvador , “relación de dependencia de baja 
intensidad”28̂ — no puede significar una desvinculación absoluta del 
Ejecutivo. La flexibilidad en la interpretación del texto del artículo 97 
CE y la intercesión del artículo 103.2 CE —la previsión de que los

288 Por lo tanto, señala S a la  A rquer, “será preciso, por tanto, investigar, 
caso por caso, si en nuestra Constitución existe algún fundamento que 
permita extraer ciertas funciones administrativas del sistema de decisión 
por mayorías, atribuyéndoles un ámbito de independencia. A mi modo de 
ver, existen en nuestra Constitución algunos mandato dirigidos al 
legislador, que si no exigen necesariamente la independencia de ciertas 
instituciones, tampoco la excluyen” (S a la  A rquer, “El Estado neutral...” 
dt. pág. 421).
289 Salvad or, Autoridades independientes, dt. pág. 328.
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órganos de la Administración Pública sean creados, regidos y 
coordinados de acuerdo con la ley— pueden, conjuntamente con un 
objetivo constitucional, justificar la creación de administraciones 
independientes, pero sus regulaciones jurídicas deben prever cierta 
participación del Gobierno, bien en la elección de sus integrantes, 
bien en el control de la referida administración.

Los entes autónomos, en el sentido anteriormente expuesto, 
no podrían ser tachados de inconstitucionales por no ser dirigidos 
inmediatamente por el Gobierno, de acuerdo con el artículo 97 CE. 
Pero el hecho de que otros preceptos constitucionales puedan 
justificar una configuración extraordinaria de estos entes no significa 
que la Constitución otorgue carta blanca para cualquier tipo de 
diseño. Por una parte, la propia excepcionalidad implica una 
restricción de creación de administraciones independientes a los 
fines de satisfacer la correcta persecución de los objetivos 
constitucionales. Por otra parte, la regulación de estos entes, dotados 
de particular autonomía, debe producirse teniendo en cuenta los 
principios constitucionales aplicables, en particular el principio de 
legalidad y el principio democrático.

Pocas dudas caben acerca de la vigencia del principio de 
legalidad para la conformación de entes autónomos. Por una parte, 
puesto que no pueden conformarse como organizaciones 
independientes (no pueden colocarse “fuera de la 
Administración”2̂ 0), su naturaleza es la de Administración Pública 
cuyos órganos, en virtud del artículo 103.2 CE, son creados, regidos y 
coordinados de acuerdo con la ley; por otra parte, como hemos visto,

29° G arcía L lo v et, “Autoridades administrativas independientes...” dt. pág. 

117.
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la creación de este tipos de entes debe ser excepcional y basada en un 
mandato constitucional, y el Parlamento es el órgano constitucional 
capacitado regularmente para decidir en qué casos se justifica la 
excepcionalidad que conlleva la dotación de autonomía para el 
correcto seguimiento de los fines constitucionales. El Gobierno, 
siguiendo el citado artículo 97 CE, ejerce la función ejecutiva y 
reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes, y son éstas 
las únicas que pueden desarrollar la situación excepcional que, con 
las limitaciones que se han analizado, debe caracterizar la formación 
de entes autónomos.

El principio democrático debe ser tenido particularmente en 
cuenta en estos casos. Asumiendo —como hemos visto— que la 
creación de un ente autónomo supone un déficit democrático, no 
puede producirse una total separación —una real independencia— de 
los cauces formales de legitimidad. Por ello, en estos casos los dos 
requisitos propios de todos los órganos de un Estado democrático, 
legitimidad de origen y control democrático, deben ser 
convenientemente respetados en la situación excepcional en que se 
dote de autonomía al organismo correspondiente.

El origen democrático suele tenerse en cuenta en todo 
momento, puesto que el nombramiento de los miembros de los entes 
autónomos tiene lugar por parte de un órgano público legitimado 
para realizar esta función, incluso en ciertas ocasiones con la 
participación y la concurrencia de voluntades de varios órganos 
legitimados. El nombramiento de los decisores en las 
administraciones independientes está directamente vinculado con el
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titular de la responsabilidad de dicha administración2̂ 1, en particular 
la responsabilidad política frente al Parlamento, que en todo caso 
deberá ser gradual al nivel de intervención en la integración y 
funcionamiento de la administración independiente. En la medida en 
que tanto el nombramiento como el control democrático de la 
administración independiente corresponda al Gobierno, éste deberá 
ser mayormente responsable ante el Parlamento; en el caso de que el 
Parlamento partícipe en alguna medida de la integración de la 
organización o su control, como advierte Rallo, se exigirá una 
revisión a la baja de la responsabilidad política gubernamental sobre 
las administraciones independientes2?2.

Más delicada y, en general, obviada, es la situación del control 
democrático, que debe ser particularmente riguroso en el caso de las 
administraciones independientes. El control de este tipo de 
organizaciones, como hemos visto, comporta varias cuestiones, una 
de ellas el grado de participación del Ejecutivo en dicho control 
democrático, que deberá ser mayor en la medida en que dicha 
administración no cuente con mecanismos de control directo, sino 
exclusivamente indirectos, esto es, los que realiza habitualmente el 
Parlamento por medio del G ob iern o2^ .  Si el Gobierno cuenta con sus

291 Sobre la configuración y  límites de la responsabilidad política, cfr. 
G arcía M o r illo , Joaquín, “Responsabilidad política y responsabilidad 
penal”. Revista Española de Derecho Constitucional n° 52 ,1998 , págs. 81- 

110.

292 R a llo , La constitucionalidad... dt. págs. 284 y  285.

293 En palabras de S a la  A rquer, “en el caso de las administraciones 
independientes, el Parlamento no puede actuar la responsabilidad 
gubernamental en relación con las funciones a ellas atribuidas: en tales 
casos, adquiere pleno sentido el mandato constitucional de una específica 
regulación del control parlamentario sobre estos espacios libres de
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instancias de control, fundamentalmente frente al Parlamento, no es 
por la cualidad del mismo órgano, sino —entre otras razones— 
porque constitucionalmente tiene bajo su responsabilidad el control 
de la Administración Pública, a través de la cual ejerce su acción 
ejecutiva.

En paralelo a lo anterior, aquellas administraciones 
independientes que, por el especial mandato que se les asigne, 
cuenten con un ámbito de autonomía tan amplio como para escapar a 
las exigencias de control por parte del Gobierno, deben ser 
directamente responsables ante el Parlamento e instaurarse los 
suficientes mecanismos de control para que esta responsabilidad sea 
efectiva. Como hemos visto, la exención de controles atenta contra el 
principio democrático, directamente porque en un Estado 
constitucional no caben organizaciones administrativas 
independientes, e indirectamente por cuanto se violentaría la expresa 
voluntad constitucional, que elabora un sistema de control y 
responsabilidad de la acción de la Administración Pública.

Por esta razón, en el caso de que no se establezcan los 
mecanismos suficientes de control frente al Legislativo, la capacidad 
de supervisión de la administración independiente debe radicar en el 
Ejecutivo, puesto que una regulación que no prevea ningún tipo de 
control sobre un ente no puede ser acorde con la Constitución. 
Respecto a nuestro ordenamiento jurídico, como hace ver R a llo , el 
juicio final sobre los específicos mecanismos de control 
parlamentario directo sobre las administraciones independientes no 
puede ser positivo: “la relación directa Parlamento-Administraciones

influencia gubernamental” (Sala Arquer, “El Estado neutral...” dt. pág. 
419).
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independientes resulta marginal. Se impone, en consecuencia, la 
intermediación gubernamental que, a ciencia cierta, desdibujará la 
propia esencia de las Administraciones independientes”2̂ .

2 . L as a d m in is tr a c io n e s  independientes 

e n  E sp añ a

a. La recepción de las administraciones 
independientes en España

Teniendo en cuenta algunas posturas doctrinales anteriores 
que propugnaban la necesidad de una descentralización funcional 
autónoma, así como diversos precedentes2̂ , cabe recordar que no 
fue sino tras la vigencia de la Constitución de 1978 que en España 
aparecieron las primeras organizaciones dotadas de estas 
características, directamente influidas por la configuración francesa 
de las autoridades administrativas independientes. Se trata, por lo 
tanto, de un fenómeno relativamente reciente en nuestro 
ordenamiento jurídico, lo que en alguna manera disculpa el tardío 
interés de la doctrina que se ha puesto de manifiesto296.

294 R a llo , La constitucionalidad... dt. pág. 289.

295 Entre los que destacaría, según Parada, Royo V illa n o v a , quien a 
principios de siglo observaba la descentralización funcional independiente 
como una alternativa a los peligros que presagiaba en tomo al 
autonomismo regional (Parada, “Las administraciones...” dt. págs. 673 y
674).
296 Hasta mediados de los años ochenta no se publicó el primer trabajo 
sobre las administraciones independientes, y esta denominación comenzó a
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La creación de las primeras administraciones independientes 
en España —el ente público Radiotelevisión Española, el Consejo de 
Seguridad Nuclear y el Banco de España— no responde tanto ai 
análisis del objeto de las funciones que se les debía encomendar y de 
la garantía de que la autonomía era necesaria para la correcta 
realización de estas funciones, como de la voluntad de resolución de 
un problema político en el momento de su configuración jurídica. 
Como manifiesta F ern á n d ez R o d ríg u ez, las tres figuras aparecieron 
en un momento político muy singular, en pleno período de transición 
española, que manejaba un gobierno monocolor de minoría 
mayoritaria frente al cual se alzaba una oposición progresivamente 
creciente con la que era preciso negociar, además de las leyes 
orgánicas y los nombramientos políticos, aquellas leyes ordinarias y 
decisiones políticas que, en palabras del autor, “por su específica 
significación reclamaban en el contexto político del momento un plus 
de legitimidad social, pudiéramos decir, más allá de la legitimidad 
política inherente a la simple mayoría”. Por lo tanto, a la hora de 
regular los tres supuestos citados, primó la necesidad de conseguir 
los apoyos necesarios en el Parlamento, puramente coyuntural2̂ , y 
establecer espacios de intervención política más amplios que los 
hasta el momento posibles.

Pero el paso del tiempo no benefició la revisión del estatuto 
autónomo de estos organismos; es más, como el propio F ern á n d ez

usarse por la doctrina a finales de esa década (S alvad or, A utoridades  

independientes... d t. pág. 239).

297 F ernández R odríguez, “Reflexiones sobre las llamadas Autoridades 
independientes” dt. págs. 428 y 429. En este sentido, López Ramón, “El 
Consejo...” dt. pág. 581. También en este sentido, M eilán , “La 
Administración...” dt. pág. 515.
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R od rígu ez hace notar, en 1988 fue creada una nueva administración 
independiente, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
promovida por un Gobierno con mayoría absoluta2?8. Por otra parte, 
se profundizó en la independencia de la banca central española a 
través de la aprobación en 1994 de la Ley de Autonomía del Banco de 
España, con el objetivo de adaptar la legislación española a los 
requisitos de autonomía exigidos por la unión económica y 
monetaria. En 1999 tuvo lugar la regulación de otra administración 
independiente9 la Agencia de Protección de Datos. Por lo tanto, como 
afirma M eilá n , transcendiendo la situación coyuntural que podría 
constituir el periodo de transición política, la idea de liberar a 
determinados entes administrativos de la dirección del Gobierno 
sigue estando vigente, ya sea por una limitación impuesta por la 
necesidad de acuerdos parlamentarios, o como una autolimitación 
cuando aquélla no existe2??.

En un concepto amplio de administraciones independientes3°° 
suelen mencionarse algunas instituciones previstas en la 
Constitución, como la Universidad801 (art. 27 CE), al Defensor del

298 F ernández R odríguez, “Reflexiones..:” dt. pág. 429.
2?? M eilán, “La Administración...” d t  pág. 515.
3°°G arcía-A ndrade no se refiere a ellas como administradones 
independientes, sino como administradones espedales, para cuya 
justificación del fin o los fines que las justifican “el Derecho rompe o atenúa 
la dependencia de estas Autoridades administrativas respecto del gobierno 
y les otorga un mandato explícito de consecución de aquellos objetivos” 
(G arcía-A ndrade, La posidón jurídica del Banco de España... d t  pág.
4 1).
3Q1 En su estudio comparado, S a lvad or incorpora las Universidades dentro
de las “autoridades independientes creadas para la garantía de los derechos
fundamentales” (S a lvad or, Autoridades independientes, d t  págs. 267-
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Pueblo (art. 54 CE) y al Tribunal de Cuentas (art. 136 CE)3°2, incluso 
podría citarse, en este sentido, al Ministerio Fiscal (art. 124 CE). Se 
trata de órganos e instituciones constitucionales con una misión 
específica respecto a los cuales, con independencia de que siempre 
puede profundizarse en el carácter propio de un Estado 
constitucional que debería conferírseles, la actual configuración 
ofrece, en todos estos casos, un origen y control adecuados. La propia 
diferencia contenida en la Constitución, que otorga un estatuto 
particular en cada uno de los citados supuestos, diferencia 
sustancialmente los casos previstos en el texto constitucional de 
aquellos creados por el legislador ordinario, puesto que aquéllos 
cuentan con una legitimidad propia, directamente proveniente de la 
previsión constitucional. Sólo de una forma accidental podemos 
hablar, por lo tanto, de administraciones independientes en estos 
casos.

Aun dentro del concepto amplio indicado debe diferenciarse 
entre aquellos organismos de los que, como señala P arad a, por 
definición no puede postularse de ellos el control y la responsabilidad

269). También en este sentido, Parada V ázquez, J o sé  Ramón, Derecho 
Administrativo (14a ed.). Marcial Pons, Madrid, 2000, tomo II, págs. 271 y 
ss.
3°2 G arcía-A ndrade, La posición jurídica del Banco de España... cit. pág.

41.
s°3 En el caso concreto de las Universidades, como señala POMED se trata de 
un supuesto cualitativamente distinto de las administraciones 
independientes, puesto que, de acuerdo con la reiterada jurisprudencia 
constitucional, la autonomía de las Universidades representa un derecho 
fundamental que viene incluso a alterar el reparto de competencias en el 
Estado (POMED, “Fundamento y naturaleza jurídica...” cit. págs. 149 y 150).
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del Gobiemo3°4, como son el Defensor del Pueblo o el Tribunal de 
Cuentas, de aquellos otros que sí podrían formar parte del ámbito 
exclusivo de ejecución del Gobierno, como es el caso de los colegios 
profesionales o de las universidades. En el primer grupo se encuentra 
implícita en su definición la separación del Gobierno, puesto que 
entre sus funciones se incluye un específico ámbito de control de la 
acción del Gobierno: en el primer caso se trata de un alto 
comisionado de las Cortes Generales, y en el segundo de un órgano 
quasijudicial

Respecto al segundo grupo, se accede a su previsión 
directamente por mandato constitucional no porque forme parte 
intrínseca de sus funciones, sino porque fue voluntad del 
constituyente que tuviera lugar de ese modo su configuración, 
conformando lo que en su momento se definió como colectividades 
autoreguladas. A nadie escapa que el constituyente hubiera podido 
solucionar sus regulaciones a través de una incardinación directa al 
resto de la Administración Pública, creando organismos controlados 
y dependientes de la Administración3°5. El hecho de que haya optado 
por una administración diferenciada instruye al Estado para que no 
pueda obviar esa consideración, de forma que es el propio 
constituyente el que ha realizado el juicio sobre la vigencia de unas 
funciones para cuya realización se necesita del estatuto especial de 
autonomía y, cuando lo ha creído necesario, ha regulado las 
particularidades correspondientes. Con todo, cabe insistir en que la 
Constitución no crea unas organizaciones realmente independientes, 
puesto que también respecto a ellas son necesarios los mismos

304 Parada, “Las adm inistradones...” cit. pág. 676.

305 Ib idem , pág. 677.
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requisitos de legitimidad y control que en el resto de órganos del 
Estado.

La mayor parte de la doctrina se limita al análisis de un 
concepto más restringido de administraciones independientes, 
compuesto por aquellas situaciones que incluyen un ámbito de 
funciones que clásicamente forman parte de las competencias del 
Ejecutivo —y, por tanto, ejercidas a través de la Administración 
Pública— y que el legislador considera que precisan de un plus de 
autonomía para la realización de sus funciones. En estos casos, al 
faltar la previsión constitucional, su legitimidad democrática y sus 
mecanismos de control no vienen avalados desde un primer plano 
por la Norma Fundamental, por lo que el análisis de ellos realizado 
necesita de un mayor cuidado.

En su significado más restringido, en el ordenamiento español 
se ha hablado de varios ejemplos de administraciones 
independientes. Siguiendo a la mayor parte de la doctrinas06, suelen 
señalarse como administraciones independientes los casos del 
Consejo de Seguridad Nuclear, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, el Ente público Radiotelevisión española y el Banco de 
España, a cuya relación habría que añadir la más recientemente 
configurada Agencia de Protección de Datoss°7.

3°6 v . gr., G arrido F a lla , “Origen...” cit. pág. 40 .

3°7 Aunque estas sean las de las administraciones independientes a las que 
se hará referencia a continuación, su identificación no agota la relación de 
todos los entes de estas características que actualmente existen en nuestro 
ordenamiento jurídico. En este sentido, R a llo  se refiere también al 
Tribunal de Defensa de la Competencia, regulado en la Ley 16/1989, de 17 
de julio, de Defensa de la Competencia; a la Comisión Nacional de Energía, 
que suprimió a la Comisión Nacional del Sistema Eléctrico por medio de la
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En todos estos casos puede advertirse un ámbito de autonomía 
garantizado por la ley, y que se extiende desde la dotación de 
personalidad jurídica hasta el establecimiento de mecanismos con el 
propósito de alejar del Ejecutivo la función de las administraciones 
independientes. Pero, cabe adelantar, en todos los casos —salvo, en 
algunos aspectos, el Banco de España, ejemplo que se analizará con 
más detalle posteriormente— aparecen los requisitos mínimos de 
legitimidad de origen y control democráticos. Por otra parte, aunque 
excede las pretensiones de este trabajo, cabría preguntarse si el

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos; la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, creada por el Real Decreto-Ley 
6/1996, de 7 de junio, de Liberalización de las Telecomunicaciones, y 
actualmente regulado por la Ley 12/1997, de 24 de noviembre, de 
Liberalización de las Telecomunicaciones; y las Comisiones de Garantías de 
la Videovigilancia, creadas por la Ley orgánica 4/1997, de 4 de agosto, de 
videovigilancia. Otros autores citan diversos casos de administraciones 
independientes, como el Consejo de la Juventud de España, el Tribunal de 
Defensa de la Competencia y la Administración electoral (Parada, “Las 
administraciones...”, cit. pág. 681 y ss); los Jurados de expropiación y los 
Tribunales administrativos (M eilán , “La Administración...” cit. pág. 515). 
No obstante, sirvan para la generalidad las conclusiones de las cinco 
organizaciones principalmente referidas. Por otra parte, una parte de la 
doctrina, entre ella R a llo , ha definido algunos ámbitos, como el control 
sobre la privatización de empresas públicas, que podrían ser competencia 
de administraciones independientes (R a llo , La constitucionalidad... cit. 
págs. 65 y ss; sobre la necesidad de una Autoridad Garante de la 
Comunicación, cfr. R a llo , Pluralismo informativo... cit. pág. 297 y ss). Por 
su parte, TORRE aboga por una administración independiente con funciones 
estadísticas (TORRE S erran o, A ndrés, “La administración estadística como 
administración independiente”. Actualidad Administrativa n° 38, octubre 
1992, págs. 451-466).
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mandato que la ley confiere a las citadas administraciones 
independientes y  el objetivo constitucional que desarrollan justifican 
la excepción realizada al otorgarles un estatuto de autonomía especial 
o, por el contrarío, sus funciones serían asumidas con el mismo rigor 
en el ámbito general de actuación de la Administración Pública. Una 
primera reflexión al respecto conduce a pensar que las excepciones 
son legítimas si así lo ha considerado el legislador, dentro de los 
parámetros constitucionales, pero asimismo resulta obvio que en 
algunos casos el objetivo constitucional que desea protegerse aparece 
de forma más nítida que en otros.

b. Radiotelevisión Española

La Ley 4/80, de 10 de enero, de radiodifusión y  televisión, 
creó el Ente público Radiotelevisión Española, la primera de nuestras 
administraciones independientes, si bien una vez más cabe relativizar 
este adjetivo por cuanto la configuración del ente establece una 
relación con los poderes públicos de autonomía mitigada. La creación 
como organización autónoma es, por otra parte, común —con sus 
diferencias de configuración— en muchos países europeos de nuestro 
entornos08.

3°8 Cfr., en general, G on zález E ncinar, J. Juan (ed.), La televisión pública 
en la Unión Europea. McGraw Hill, Madrid, 1996. En particular, sobre el 
caso francés —más cercano al nuestro por la evolución de autonomía 
respecto del poder político que ha tenido lugar— cfr., G arcía L lo v et, 

E nrique, El régimen jurídico de la radiodifusión. Marcial Pons, Madrid, 
1991, págs. 75 y ss. Sobre la televisión alemana, cfr. S a lvad or M artínez, 

M aría, La libertad de la televisión. El modelo alemán. CEDECS, 
Barcelona, 1998.
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El artículo 20.3 CE justificaría, en opinión de la doctrina, la 
creación de una administración independiente para garantizar el 
acceso a los medios de comunicación social públicos “de los grupos 
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la 
sociedad y las diversas lenguas de España”. Estaríamos, por lo tanto, 
ante una organización autónoma necesaria para el desarrollo de 
determinados derechos consagrados por la Constitución3°9. En este 
sentido, G arcía  L lo v e t  llega a la conclusión de que la regulación 
jurídica de la radiodifusión en España tiene como primer 
presupuesto el estatuto constitucional de los medios de 
comunicación, que son instrumentos para el ejercicio de aquellos 
derechos fundamentales que el autor agrupa bajo la denominación de 
libertades de la comunicación socials10. En términos de G o n zá lez  

E n cin ar, el Estado, para defender la Constitución democrática y 
hacer posible el proceso de la libre formación de la voluntad popular, 
tiene que garantizar la existencia de una televisión pública 
independiente e imparcial3u. No obstante, como también se ha 
puesto de manifiesto en la doctrina, la Ley 4/80 no revistió carácter

3°9 En palabras de R a llo , “el constituyente de 1978 constató la 

extraordinaria influencia que los m edios de com unicación ejercen en la 

formación de la opinión pública y  creyó encontrar en la  

constitucionalización del control parlamentario de los m edios de 

com unicación y  del derecho de acceso a éstos de los grupos sociales y  

políticos más significativos la respuesta a las exigencias lim itadoras del 

poder d é la  información” (R a llo , Pluralismo informativo... cit. pág. 417).

310 G arcía L lovet, El régimen jurídico de la radiodifusión, cit. pág. 373.

311 G on zález E ncinar, J. Juan, “La televisión pública en España”, en 
G on zález E ncinar, J. Juan (ed.), La televisión pública  en la Unión 

Europea. McGraw Hill, Madrid, 1996, pág. 247.
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de orgánica, y en ella el artículo 20.3 CE hallaría reflejo, pero no 
desarrollos12.

Los órganos rectores del ente son el Consejo de 
Administración y el Director generad . El primero de ellosSM está 
formado por doce miembros elegidos por el Parlamentos^ —la mitad 
cada Cámara— a través de una mayoría cualificada de dos tercios. A 
él le corresponde lo concerniente a la ordenación y planificación del 
ente. Las capacidades técnicas de sus miembros no son una exigencia 
agravada, puesto que el Congreso y el Senado deben realizar su 
selección “entre personas de relevantes méritos profesionales”, que 
no incurran en alguna de las incompatibilidades que señala la ley. El 
mandato largo —una de las principales garantías de la autonomía- 
no se aplica en este caso, puesto que el Consejo de Administración 
depende de la legislatura. Esto es, con la elección de un nuevo 
Parlamento —haya agotado o no la legislatura— se eligen de nuevo 
los miembros del Consejo de Administración. Además, ninguna

312 Sánchez F erriz, Remedio, “La televisión española en los diez primeros 
años de vida constitucional (Labor parlamentaria y jurisprudencial)”, en 
Á lv a rez  Conde, E nrique (ed.), Diez años de régimen constitucional 
Tecnos, Madrid, 1989, págs. 86 y 87.
3*3 En general, cfr. G arcía L lo v et, El régimen jurídico... cit. págs. 285 y ss. 
3  ̂Artículos 7 y 8 Ley 4/80.
3̂  Lo que ha sido severamente criticado por Parada, para quien la fórmula 
regulada es inconstitucional, “puesto que el control parlamentario no se 
compagina con el hecho de hacer a las Cortes las verdaderas responsables 
de la gestión del Ente a través de su competencia para nombrar a los 
gestores de éste, pues cualquier posterior censura sobre éstos, en aras del 
control, se vuelve, en cierto modo, en autocensura de las Cortes por culpa in 
eligendo”. (Parada, “Las administraciones...” cit. pág. 680).
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disposición impide la renovación en el cargo, otra usual garantía de 
las autonomía.

El Director genera^16, a quien corresponde tomar las 
decisiones habituales en el Ente, es libremente nombrado por el 
Gobierno, pues el parecer del Consejo de administración sobre el 
nombramiento debe escucharse, pero no es vinculante. Su mandato 
también va relacionado con la vida del Parlamento, puesto que, si 
bien se establece una duración de cuatro años, expresamente se prevé 
la excepción en el caso de disolución anticipada de las Cortes 
Generales. Por otra parte, las medidas para su revocación no son 
insalvables, pues el Gobierno puede cesar al Director general —oído 
el Consejo de Administración, que en este caso tampoco es decisivo—, 
entre otras causas, por “incompetencia manifiesta o actuación 
contraria a los criterios, principios u objetivos a que se refieren los 
artículos 30 y 40 de este Estatuto”, esto es, tan amplios como el 
respeto, promoción y defensa de los valores del ordenamiento 
constitucional; la objetividad, veracidad e imparcialidad de las 
informaciones; el respeto al honor, la fama y la vida privada de las 
personas; o la protección de la juventud y de la infancia.

Pero además del control de la actuación del Ente público 
Radiotelevisión Española que realiza el Gobierno, la Ley prevé un 
mecanismo de control parlamentario directos^ por medio de la 
Comisión Parlamentaria del Congreso de los Diputados, que se regula 
de conformidad con el Reglamento de la Cámara. Dicha Comisión 
—cuya única función que señala el Estatuto es la de control directo— 
cuenta, paira el desarrollo de sus funciones, de una única limitante

316 Artículos 10,11 y 12 Ley 4/80.
31? Artículo 26 Ley 10/80.
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legal: debe ejercer el control de la actuación del Ente “de tal modo 
que no impida el funcionamiento de los m ed ios”818.

Como último detalle de interés respecto a su configuración, 
cabe mencionar que Radiotelevisión Española, al igual que el resto de 
administraciones independientes, no aprueba su propio presupuesto, 
sino que el anteproyecto de presupuesto debe ser elevado al Gobierno 
para su aprobación e inclusión en el Proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado —sin que, como afirma S a lv a d o r , exista 
ninguna garantía de que el Gobierno no decida modificar el 
presupuesto rec ib id o 8^ —, que debe ser aprobado, adjuntos a los 
Presupuestos Generales del Estado, por las Cortes Generales820.

Es fácilmente observable que, a pesar de que en la doctrina se 
habla del Ente público Radiotelevisión Española como una 
administración independiente, en realidad se le dota de un estatuto 
de autonomía mitigada, en mayor medida que en el resto de 
administraciones de estas características, donde se crean las 
condiciones para que tenga lugar una fluida relación con el Ejecutivo 
—y, sobre el papel con mayor intensidad, con el Parlamento— que, 
además, no se prohíbe expresamente en ningún precepto de la ley, 
como ocurre en otros casos de administraciones independientes. Su 
regulación jurídica establece el origen democrático de sus directivos, 
así como los mecanismos de control correspondientes.

818 Se refiere a los medios que componen el Ente público Radiotelevisión 
Española: Radio Nacional de España, Radio Cadena Española y Televisión 
Española.
319 S a lvad or, A utoridades independientes, c it  pág. 311.

820 Artículos 27 y 28 Ley 10/80 .
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Como indica López G u erra , el legislador de 1980 tuvo bien 
claros los límites entre la dirección y el control21, que básicamente 
corresponden sobre el papel a dos instancias diferentes. Pero 
dirección y control se sitúan en una parte contraria a la de 
autonomía, como ha puesto de relieve la doctrina. La posición 
jurídica del ente, afirma S a la  A rq u er, viene determinada por una 
tensión entre elementos favorecedores de la independencia y 
elementos de control y dirección gubernamental, “tensión —afirma el 
autor— que en todo caso no se resuelve en un equilibrio, sino que se 
inclina decididamente hacia la dependencia del gobiemo”322. De 
hecho, es la falta de esta independencia la que ha sido duramente 
criticada por posturas doctrinales que, como la de G o n zá lez  

E n cin ar, afirma que “España es el único país de la Unión Europea en 
donde un partido político puede disponer de una televisión pública 
para manipular impunemente la información y opinión de los
c iu d a d a n o s”323.

321 López Guerra, “Funciones del Gobierno...” cit pág. 34.
322 Sala Arquer, “El Estado neutral...” cit pág. 417. En el mismo sentido, 
cfr. J iménez de  Cisneros, “Los organismos autónomos...” cit pág. 321, 
para quien, teniendo en cuenta las afirmaciones de Sala Arquer, la 
regulación de los mecanismos de independencia del ente, como el 
nombramiento del Consejo de Administración o la cláusula de 
profesionalidad establecida para sus miembros, serían “garantías de su 
neutralidad”.
323 G o n z á le z  E ncinar, “La televisión pública...” cit pág. 244. En este 
sentido, N avajas cree “sumamente dudoso” que estemos ante una 
administración independiente (N avajas, La nueva administración... cit. 
pág. 151).
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c. Consejo de Seguridad Nuclear

Prácticamente realizada a la par que la Ley de radiodifusión y 
televisión, la Ley 15/80, de 22 abril, del Consejo de Seguridad 
Nuclear, creaba la segunda administración independiente 
consagrando una serie de garantías que profundizaban en mayor 
medida en la autonomía del ente. Este Consejo sustituía a la Junta 
de Energía Nuclear, creada en 1951 —sin personalidad jurídica, de la 
que fue dotada en 1958— para ejercer competencias relacionadas con 
la energía nuclear, y que reunía un amplio abanico de funciones 
—entre ellas, servir de centro de investigación y de órgano asesor del 
Gobierno— difícilmente compatibles entre sí324. Durante el debate 
legislativo de la Ley 15/80, el Congreso amplió notablemente el grado 
de autonomía del Consejo de Seguridad Nuclear, que era muy 
matizada en el proyecto de ley325.

Si en general es fácilmente observable la traslación de las 
características de las agencias norteamericanas a la regulación 
española de las administraciones independientes, esta influencia se 
hace patente en casos singulares, como el del Consejo Nacional de 
Seguridad Nuclear. Como resalta M o ren o  M o lin a , es obvia por 
notoria la influencia de la experiencia estadounidense de la Nuclear 
Regulatory Commission, puesto que ambas entidades obedecen, en 
cuanto a su origen, a reformas organizativas similares, en las que se 
buscó la separación entre la organización administrativa de fomento 
e investigación y la supervisión y control; las dos entidades reciben de 
su norma legal creadora la adjetivación expresa de “independientes”;

324 López Ramón, “El Consejo de Seguridad Nuclear...” cit. pág. 194.

325 Sobre el debate parlamentario, cfr. B etan cor, L as A dm in istraciones 

independientes... cit. pág. 97 y ss.
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ambas organizaciones cuentan con una estructura directiva similar, 
así como un cargo similar de gestión e impulso de las actividades 
ordinarias; y las dos entidades perciben unos recursos económicos, 
por medio de una tasa regulada, como contraprestación de sus 
actividadess26. Por otra parte, como ha puesto de manifiesto Rallo, el 
Consejo de Seguridad Nuclear es singular en nuestro entorno 
jurídicoadministrativo y, transcurridas dos décadas desde su 
creación, ningún país próximo ha incorporado en su organización 
jurídica entes con fundones de esta naturaleza configurados como 
administración independientes2?.

Con vistas a analizar su posición jurídica independiente, debe 
tenerse en cuenta la naturaleza de las funciones del Consejo de 
Seguridad Nuclear, que son fundamentalmente de asesoramiento y 
de supervisión28. Además de inspeccionar las instalaciones nucleares 
o radiactivas, y asesorar en general en estas materias, le corresponde 
proponer al Gobierno las reglamentaciones necesarias en materia de 
seguridad nuclear y protección radiológica, pero las reglamentaciones 
en sí son tomadas por el Ejecutivo. Emite informes sobre la concesión 
de autorizaciones previas o de emplazamiento de instalaciones 
nucleares y radiactivas, o de construcción, puesta en marcha, 
explotación y clausura de instalaciones nucleares y radiactivas, entre

326 Moreno Molina, La administración... cit. págs. 309 y 310. El autor 
pone de relieve algunas diferencias entre las dos organizaciones (ibidem, 
pág. 311 y ss).
327 R a llo , La constitucionalidad... cit. pág. 153.

328 Artículos 2 y 3 Ley 2 5 /8 0 . Para S a la  A rquer, por la naturaleza de sus 
funciones, el Consejo de Seguridad Nuclear es “un supuesto relativamente 
reciente de autoridad independiente, que podría inscribirse perfectamente 
en la categoría schmittiana de la neutralidad de los expertos” (S a la  

A rquer, “El Estado neutral...” cit. pág. 415).
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otros casos, pero es el Ministerio de Industria y Energía el que 
tramita los expedientes y concede las autorizaciones. Su único campo 
autónomo de acción es la concesión y renovación de las licencias 
necesarias para el personal de operación de las instalaciones 
nucleares y radiactivas. Por ello, en realidad —como señala el artículo 
i  de la Ley 15/80— el Consejo de Seguridad Nuclear es el único 
“organismo competente en materia de seguridad nuclear y protección 
radiológica”, lo que no impide las facultades del Ejecutivo al respecto, 
reconocidas en la misma norma.

La propia Ley 15/80, en su artículo 1, se refiere a la 
“independencia” del ente. Pero este estatuto no se perfila como una 
condición frente a cualquier poder, puesto que se trata de una 
independencia “de la Administración Central del Estado”, y no de su 
dirección, esto es, el G obierno329. En efecto, el Consejo de Seguridad 
Nuclear, con las garantías de autonomía que se le conceden, se 
mantiene dentro de la estructura del Ejecutivo. Está form ado33o por 
un Presidente, cuatro Consejeros y un Secretario General, de los que 
dependen los órganos de trabajo necesarios para el cumplimiento de 
los fines de la organización.

Señala F ernández  R odríguez  que tras la dotación de 
autonomía al Consejo de Seguridad Nuclear late la voluntad de crear 
una entidad singular, apartada en todo lo que fuese posible de la 
lucha política cotidiana que asegurara un mínimo de consenso en el 
tratamiento de las cuestiones referentes al polémico uso de la energía 
nuclear, puesto que, a decir del autor, “en otro caso, resultarían

3 2 9  B etan cor argumenta que el Consejo de Seguridad Nuclear debe 
asimismo ser independiente de las empresas nucleares (B etan cor, Las 
Administraciones independientes... cit. pág. 107 y ss).
33° Artículos 4,5 y 6 Ley 15/80.
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siempre sospechosas de proceder de un órgano jerárquicamente 
engranado en la maquinaria administrativa con ven cion a l”33i. El 
fundamento constitucional radicaría, según este autor, en las 
exigencias constitucionales de objetividad e imparcialidad del 
artículo 103 CE, en este particular caso exacerbadas por una 
demanda social que las reclama con particular intensidad, así como 
en los requerimientos específicos en materia ambiental que derivan 
del artículo 45 CE332 aunque, como se ha expuesto, parece que las 
razones de su regulación autónoma fueron más coyunturales que 
fundamentadas de esta manera. Por lo tanto, el anclaje constitucional 
de la función que justifique una administración independiente 
continúa pendiente en el caso del Consejo de Seguridad Nuclear.

El origen democrático del nombramiento de todos los 
miembros que integran su dirección está garantizado por la Ley: en 
cuanto a los componentes del Consejo, el Gobierno, a propuesta del 
Ministerio de Industria y Energía y previa comunicación al Congreso 
de los Diputados, quien por mayoría agravada de tres quintas partes

331 También en este sentido, para B etan cor la independencia del Consejo 
de Seguridad Nuclear “obedece a la conveniencia de separar orgánicamente 
la función de control de la actividad controlada (producción, investigación y 
dirección de la política nuclear) para promover la máxima eficacia de dicha 
función (no perturbada por órdenes e instrucciones) y ofrecer la máxima 
seguridad a los ciudadanos” (BETANCOR, Las Administraciones 
independientes... cit. pág. 111).
332 F ernández R odríguez, “Reflexiones..:” cit. pág. 432. Con todo, cabe 
insistir en esta sede que los principios de objetividad e imparcialidad 
mencionados en el artículo 103 CE se refieren a toda la Administración 
Pública, por lo que exclusivamente sobre ellos no puede justificarse una 
particular necesidad de autonomía de ninguna administración 
independiente.
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de sus miembros, y en el plazo de un mes, debe aceptar o vetar —en 
este último caso, razonadamente— los nombramientos; respecto al 
Secretario General, es designado por el Gobierno, a propuesta del 
Ministro de Industria y Energía, previo informe favorable —que, se 
entiende, debe ser necesario— del Consejo. Por lo tanto, le 
legitimidad del nombramiento proviene por dos cauces: tiene lugar 
directamente por el Ejecutivo con la aprobación del Parlamento. Los 
miembros del Consejo de Seguridad Nuclear deben ser personas de 
conocida solvencia dentro de las especialidades de seguridad nuclear, 
tecnología, protección radiológica y del medio ambiente, medicina, 
legislación o cualquier otra conexa con las anteriores, así como en 
energía en general o seguridad industrial, “valorándose 
especialmente su independencia y objetividad de criterio”, y sus 
cargos son incompatibles con cualquier otro cargo o función.

También se prevé en la Ley varios mecanismos democráticos 
de control, por lo que, como hace ver L ópez R am ón, el nivel de 
independencia del Consejo de Seguridad Nuclear no es completa^. 
El m andato^ de los miembros del Consejo es de seis años, y la 
propia norma prevé que puedan ser designados para periodos 
sucesivos, sin establecer ningún límite. En este caso, en efecto, el 
mandato es superior a la legislatura, pero aunque el Gobierno no 
cuenta con una libertad absoluta para remover libremente a los 
miembros del Consejo, la Ley determina varias razones en que el 
Gobierno puede promover su cese: a través del mismo mecanismo 
que para su nombramiento —con lo cual se necesita la aprobación del 
Congreso— en los casos en que se les considere incapacitados para el 
ejercicio de sus funciones o por dejar de atender con diligencia los

333 López Ramón, “El Consejo...” cit pág. 595.
334 Artículos 5 y 7 Ley 15/80.
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deberes de su cargo. Es el Gobierno el que aprueba su Estatuto, y el 
Consejo elabora su anteproyecto de presupuesto anual de acuerdo 
con lo previsto en la Ley General presupuestaria, y lo eleva al 
Gobierno para su integración en los Presupuestos Generales del 
Estado335. Además, se le confiere la obligación de elevar 
semestralmente al Congreso de los Diputados y al Senado un informe 
sobre el desarrollo de sus actividades^ 10 que puede provocar un 
debate en el seno parlamentario acerca del funcionamiento del 
Consejo y, en su caso, elevar propuestas al Gobierno sobre 
destituciones o ratificaciones de todos o parte de sus miembros.

Esto es —y comoquiera que la independencia es una cualidad 
categórica— tampoco el Consejo de Seguridad Nuclear se configura 
como un organismo propiamente independiente, sino autónomo, y 
—sin entrar en el debate acerca de la necesidad de las garantías de 
autonomía para realizar correctamente sus funciones— cumple los 
requisitos mínimos de origen y control democráticos.

d. Comisión Nacional del Mercado de Valores

La Ley 24/88, de 28 de julio, del mercado de valores, de cara 
a la perspectiva que se daba en el momento sobre la realización de un 
mercado europeo de capitales, nació con el propósito de potenciar el 
mercado de valores español, y para ello decidió encomendar la 
supervisión e inspección del mercado de valores a una 
administración independiente —aunque la Ley no menciona esta

335 Artículo 1 Ley 15/90.
336 Artículo 11 Ley 15/80.

200



Legitimidad democrática de los bancos centrales

expresión—, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, ente de 
derecho público dotado de personalidad jurídica propia337. 
F ern a n d ez  R o d r íg u ez  hace ver que las antiguas Bolsas de Comercio 
se gestionaban ya en régimen de autonomía por la Corporación que 
agrupaba a los agentes mediadores, y que el avance legislativo que se 
produjo no podía prescindir de este viejo p rin c ip as . Pero no todo 
eran funciones tradicionalmente privadas, sino que en la regulación 
de la Comisión Nacional del Mercado de Valores el legislador 
encomendó al ente la realización de tareas que hasta el momento 
habían incumbido al Ejecutivo339. Al igual que en el caso anterior, la 
Comisión Nacional de Valores fue creada de acuerdo con el modelo 
norteamericano, la Securítes and Exchange Comission34°.

Cuestión diferente es conocer si el objeto que pretende 
conseguir la Comisión Nacional del Mercado de Valores necesita, 
para su conveniente seguimiento, del grado de autonomía de que se 
le dotó. Para F ern á n d ez R o d ríg u ez, la confianza que el público 
deposita en el mercado bursátil no existiría si el funcionamiento del 
mercado quedara “a expensas de la decisiones de agentes 
burocráticos sometidos a una estricta relación de jerarquía con 
respecto al G ob iem o”34i. En el mismo sentido, señala F u e r te s  que los

337 cfr., en general, Fuertes López, Mercedes, La Comisión Nacional del 
Mercado de Valores. Lex Nova, Valladolid, 1994.
338 F ernández R odríguez, “Reflexiones..:” cit. pág. 434.

339 F u e r te s  López, m erced es, “La Comisión Nacional del Mercado de 
Valores”, en AA.W. Administración instrumental. Libro homenaje a 
Manuel Francisco Clavero Arévalo. Civitas, Madrid, 1994, págs. 444 y 445.
3 4 0  b eta n co r , Las Administraciones independientes... cit. pág. 161.

341 F ernández R odríguez, “Reflexiones..:” cit. pág. 434. Para B etan cor, la 
razón de ser de la autonomía de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores radica en la función de supervisión que desarrolla: el mercado de
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conflictos del mercado de valores y la protección del inversor pueden 
justificar la configuración de un ente de las mismas características, 
pero al mismo tiempo muestra sus temores hacia una posible 
procreación de nuevos entes públicos independientes sin razones 
justificadas^*2. Ninguno de estos razonamiento parece apelar a un 
objeto constitucionalmente protegido para justificar la dotación de 
autonomía a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, si bien la 
última palabra, en definitiva, la tiene el legislador, que cuenta con la 
capacidad de, dentro de los límites constitucionales, buscar la 
legitimidad necesaria para configurar como crea conveniente la 
ejecución de las funciones que actualmente son responsabilidad de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores.

A la Comisión Nacional del Mercado de Valores se le 
encomendaron tareas principalmente de su p erv isió n ^ : inspeccionar 
los mercados de valores y la actividad de cuantas personas físicas y 
jurídicas se relacionen con el tráfico de los mismos. El organismo 
debe velar por la transparencia de los mercados de valores, la 
correcta formación de los precios en los mismos, y la protección de 
los inversores, que justifican según la doctrina esta configuración de 
la Comisión344. Asimismo, debe asesorar al Ejecutivo en materias 
relacionadas con los mercados de valores, a petición de los mismos o

valores necesita de la supervisión para ser un mercado eficiente, y  dicha 

función será más eficazm ente desarrollada por un ente independiente del 

Gobierno que por otro vinculado al mismo (BETANCOR, Las 
Administraciones independientes... cit. pág. 171.

342 F u ertes, “La Comisión...” cit. pág. 447.
343 Artículos 13 y 15 Ley 24/88. Al respecto, cfr. Jim énez-B lanco, A nton io , 

Derecho público del mercado de valores. Centro de Estudios Ramón 
Areces, Madrid, 1989, págs. 161 y ss.
344 F u ertes López, La Comisión Nacional... cit. pág. 380.
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por iniciativa propia. Para el ejercicio de sus funciones, se dotó al 
órgano de amplias facultades: se le confirió potestad sandonadora, y 
se le dotó la posibilidad de que dicte disposiciones en el marco de los 
instrumentos jurídicos emitidos por el Gobierno. Las disposiciones 
emanadas de la Comisión reciben la denominación de circulares, y  
para que surtan efecto deben ser publicadas en el Boletín Oficial del 
Estado.

La legitimidad democrática de origen en el caso de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores viene garantizada, al participar el 
Ejecutivo en la elección de sus miembros345. De esta manera, el 
Consejo, su órgano rector, está formado por un Presidente, un 
Vicepresidente, tres consejeros y dos cargos natos: el Director general 
del Tesoro y Política Financiera y el Subgobemador del Banco de 
España. El Presidente y el Vicepresidente del Consejo son nombrados 
por el Gobierno a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda; 
los tres consejeros son nombrados directamente por el Ministro de 
Economía y Hacienda. A diferencia del Consejo de Seguridad 
Nuclear, no está prevista intervención directa ninguna por parte del 
Parlamento^. Los cargos no natos deben ser designados de entre 
personas de reconocida competencia en materias relacionadas con el 
mercado de valores, están sujetos al régimen de incompatibilidades 
de los altos cargos de la Administración, y durante los dos años

345 Artículos 17 y 21 Ley 24/ 88.
346 Lo que, para Betancor, “no supone un mayor o menor riesgo de 
dientelismo político que el nombramiento con la intervención del 
Parlamento cuando el grupo parlamentario mayoritario apoya al Gobierno” 
(Betancor, Las Administraciones independientes... cit. pág. 162). Por d  
contrario, este detalle empaña, en opinión de Rallo, la configuración legal 
de la independencia de esta administración (Rallo, La 
constitucionalidad... cit. pág. 126).

2 0 3



Rubén Martínez Palman

posteriores a su cese en el cargo no pueden ejercer ninguna actividad 
profesional relacionada con el mercado de valores.

En cuanto a los sistemas de control, la ley ha sido menos 
generosa que en los casos anteriores. Respecto al mandato de los 
cargos no n a to s ^  éste es de cuatro años —el periodo de la 
legislatura, si bien no mantiene relación directa con ésta—, con 
posibilidad de que sean renovados una vez. Aunque, en opinión de 
J im én ez-B la n co , el nombramiento de los miembros del ente por el 
Gobierno no supone en sí mismo nada si no tiene la facultad de 
s e p a r a r lo s ^ , lo cierto es que el Gobierno puede cesar a los miembros 
de la Comisión cuando incurran causas configuradas con suficiente 
amplitud como para otorgar cierto ámbito de discreción a la decisión: 
al Presidente y al Vicepresidente, por incumplimiento grave de sus 
obligaciones, incapacidad permanente para el ejercicio de su función, 
incompatibilidad sobrevenida o por delito doloso, previa instrucción 
de expediente por el Ministerio de Economía y Hacienda; en el caso 
de los consejeros no natos, es el Ministerio de Economía y Hacienda 
el que acuerda su separación, por las mismas causas que el 
Presidente y el Vicepresidente.

El control económico y f in a n c ie r o ^  de la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores se lleva a cabo a través de comprobaciones 
periódicas o procedimientos de auditoría, a caigo de la Intervención 
General de la Administración del Estado, además —queda explícito 
en la norma— de las funciones que correspondan al Tribunal de 
Cuentas. Tampoco cuenta con autodeterminación presupuestaria; la

347 Artículos 19 y 20 Ley 24/88.
348 Jim énez-B lanco, D erecho público ... cit. ,pág. 97.

349 Artículo 14 Ley 24/88.
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Comisión elabora su anteproyecto de presupuesto, siguiendo la 
estructura indicada por el Ministerio de Economía y Hacienda, y lo 
remite a éste para su elevación al acuerdo del Gobierno y posterior 
remisión a las Cortes Generales, integrado en los Presupuestos 
Generales del Estado. Cualquier variación de su presupuesto debe ser 
autorizada por el Ministerio de Economía y Hacienda, si no excede el 
cinco por cien, o por el Gobierno, en caso de que exceda esta 
proporción.

En conclusión, aun cuando no puede afirmarse que no se 
cumplan las exigencias mínimas del control democrático, una 
organización con estas capacidades requiere la inclusión en su 
regulación jurídica de otros mecanismos que facilitaran la 
supervisión del órgano, propio del principio democrático vigente en 
nuestro ordenamiento constitucional. Con todo, como un sector de la 
doctrina ha puesto de manifiesto, la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores, pese a que sus características la incluyen en las llamadas 
administraciones independientes, mantienen una independencia en 
su relación con terceros, pero no respecto al Gobierno, del que sólo 
mantienen cierta autonomíasso. Y ello es necesario por cuanto, a 
pesar de que también en este caso se habla su neutralidad^, ni la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores ni ningún otro ente 
público con competencias de asesoramiento y supervisión ejerce sus 
ejerce siempre sus funciones de forma neutral. Y el óigano 
legitimado democráticamente para realizar las políticas públicas es el 
Gobierno, en cuyo ámbito de ejecución se enmarcan las funciones 
que actualmente corresponden a la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores.

350 5^ este sentido, F u ertes, “La Comisión...” cit. pág. 446. 

35» F u ertes, “La Comisión...” cit. pág. 447.
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e. Agencia de Protección de Datos

M á s  d e  d i e z  a ñ o s  d e s p u é s  d e  l a  a p a r i c i ó n  d e  l a  C o m i s i ó n  

N a c i o n a l  d e l  M e r c a d o  d e  V a l o r e s ,  e l  l e g i s l a t i v o  a p o s t ó  p o r  c o n t i n u a r  

p o r  u n a  a d m i n i s t r a c i ó n  independiente, c o m o  l o  h a b í a  h e c h o  l a  Ley 
Orgánica 5/92, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento 
automatizado de los datos de carácter personal, p a r a  v e l a r  p o r  l o s  

d e r e c h o s  d e  l o s  c i u d a d a n o s  — e s p e c i a l m e n t e  e l  d e l  h o n o r  e  i n t i m i d a d  

p e r s o n a l  y  f a m i l i a r —  q u e  p u e d a n  v e r s e  a f e c t a d o s  a  t r a v é s  d e l  m a n e j o  

d e  d a t o s  p e r s o n a l e s  e n  f i c h e r o s ,  c u y a  f a c i l i d a d  d e  u t i l i z a c i ó n  s e  h a  

v i s t o  e n o r m e m e n t e  a u m e n t a d a  p o r  l o s  m e d i o s  t e c n o l ó g i c o s  p u e s t o s  a  

d i s p o s i c i ó n  d e  l a  c r e a c i ó n  y  m a n e j o  d e  b a s e s  d e  d a t o s .  L a  Ley 
Orgánica 15/99, de 13 de diciembre, de protección de datos de 
carácter personal, m a n t u v o  p a r a  e l l o  l a  A g e n c i a  d e  P r o t e c c i ó n  d e  

D a t o s ,  l a  m á s  r e c i e n t e  d e  n u e s t r a s  a d m i n i s t r a c i o n e s  independientes, 
y  d e r o g ó  e x p r e s a m e n t e  l a  L e y  O r g á n i c a  5 /9 2 3 5 2 .

La Agencia de Protección de Datos es un ente de derecho 
público, con personalidad jurídica propia. De nuevo incorpora la Ley, 
en su artículo 35, el calificativo de independiente al señalar que la 
Agencia debe actuar “con plena independencia de las 
Administraciones públicas en el ejercicio de sus fim cion es”353. Como 
en el caso del Consejo de Seguridad Nuclear, la independencia se

ss2 Disposición derogatoria única Ley Orgánica 15/99.
353 Lo que, ha destacado la doctrina, no significa que la Agencia sea un “ente 
independiente”, sino que es un “ente” que “actúa con plena independencia”, 
lo que adquiere otro significado. Cfr. M a rro ig  P o l, L oren zo , “La Agencia 
de Protección de Datos. Reflexiones sobre la Administración para la 
protección del tratamiento de los datos de carácter personal”, en AA W., X  
años de encuentros sobre informática y Derecho. Aranzadi, Pamplona, 
1997, pág. 191.
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p r o c l a m a  d e  l a  A d m i n i s t r a c i ó n  P ú b l i c a  — e n  a q u é l  c a s o ,  

e x p r e s a m e n t e ,  d e  l a  A d m i n i s t r a c i ó n  C e n t r a l  d e l  E s t a d o ;  r e s p e c t o  a  l a  

A g e n c i a  d e  P r o t e c c i ó n  d e  D a t o s ,  d e  c u a l q u i e r  a d m i n i s t r a c i ó n  p ú b l i c a ,  

a u n q u e  l a  d i f e r e n c i a  n o  p a r e z c a  s u s t a n c i a l —  p e r o ,  c o m o  s e  a n a l i z a r á ,  

n o  a s í  d e l  ó r g a n o  d i r e c t o r  d e  é s t a ,  e l  E j e c u t i v o .

L a  A g e n c i a  d e  P r o t e c c i ó n  d e  D a t o s  n a c e 3 5 4  p a r a  v e l a r  p o r  e l  

c u m p l i m i e n t o  d e  l a  l e g i s l a c i ó n  s o b r e  p r o t e c c i ó n  d e  d a t o s  y  c o n t r o l a r  

s u  a p l i c a c i ó n ,  e n  p a r t i c u l a r  e n  l o  r e l a t i v o  a  l o s  d e r e c h o s  d e  

i n f o r m a c i ó n ,  a c c e s o ,  r e c t i f i c a c i ó n ,  o p o s i c i ó n  y  c a n c e l a c i ó n  d e  d a t o s ,  y  

d e  e s t a  f o r m a  s e  e n m a r c a  e n  l a  g a r a n t í a  d e  l o s  d e r e c h o s  c o n s a g r a d o s  

e n  e l  a r t í c u l o  1 8 .4  C E ,  d o n d e  r a d i c a r í a  e l  o b j e t i v o  c o n s t i t u c i o n a l  q u e  

s e  l e  e n c o m i e n d a  p r o t e g e r o s .  P o r  l o  t a n t o ,  l a  A g e n c i a  d e  P r o t e c c i ó n  

d e  D a t o s  s e  e n m a r c a  e n  l a s  o r g a n i z a c i o n e s  independientes c r e a d a s  

p a r a  l a  d e f e n s a  d e  l o s  d e r e c h o s  f u n d a m e n t a l e s ,  u n a  d e  l a s  m i s i o n e s

354 Artículo 37 Ley Orgánica 15/99. La aparición de la Agencia de Protección 
de Datos fue, por otra parte, consecuencia de la ratificación por España del 
Convenio del Consejo de Europa para la protección de las personas con 
respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, de 
28 de enero de 1981, y la creación de una entidad administrativa en estos 
términos venía exigida por el Acuerdo de Schengen de 14 de jimio de 1995 
(M oreno Molina, La administración... cit. pág. 315).
355 Artículo que determina que la ley debe limitar el uso de la informática 
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los 
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. El Tribunal Constitucional 
ha puesto de manifiesto esta relación entre la protección del artículo 18.4 
CE y la creación de la Agencia de Protección de Datos para llevarla a cabo, 
pues es necesaria una “respuesta rápida, especializada técnicamente y que 
actúe de forma preventiva pues, frente a las amplias posibilidades 
informáticas, la vía jurisdiccional resulta insuficiente e inadecuada para 
proteger los datos personales” (STC 292/2000).
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más usuales de este tipo de entesss6. Sus funciones son 
eminentemente ejecutivas. A ella le corresponde, entre otras tareas, 
emitir autorizaciones en los casos previstos por la Ley, dictar 
instrucciones para adecuar los tratamientos a los principios legales, y 
—la de mayor significación357— ejercer la potestad sancionadora; 
incluso —en los casos previstos legalmente— tiene la potestad de 
inmovilizar ficheros para restaurar los derechos de las personas 
afectadas.

A diferencia de las administraciones independientes hasta aquí 
estudiadas, el peso de la Agencia recae sobre un Director, que es el 
que realiza sus principales fu n c io n es^ » . El Director es apoyado en 
sus funciones por un amplísimo Consejo Consultivo, formado por 
parlamentarios, representantes de las administraciones central, local 
y autonómica, y otros expertos. El Gobierno nombra al Director de 
entre los miembros del Consejo Consultivo; no se solicita 
expresamente una particular formación o experiencia en un 
determinado campo359.

356 M oreno M olina, La administración... cit. pág. 320. De hecho, pone de 
manifiesto R a llo , se trata de la primera administración independiente 
española destinada específicamente a la protección de los derechos 
fundamentales, y no toma ejemplo de ninguna institución referente del 
ámbito anglosajón, aunque son de cierta tradición en Europa (R a llo , La 
constitucionalidad... cit. págs. 135 y 136).
357 R a llo , La constitucionalidad... cit. pág. 135.

358 Artículos 36 y 38 Ley Orgánica 15/99.
359 En opinión de M arroig, a pesar de no recogerse explícitamente, el 
nombramiento de los miembros de la Agencia, y en concreto del Director, 
debe realizarse conforme a criterios de solvencia profesional y personal y 
disfrute de una amplia estabilidad (M arroig. "La Agencia de Protección de 
Datos...” cit. págs. 190 y 191).
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El mandato del Director es de cuatro años —de nuevo coincide 
con el periodo de la legislatura, aunque no está directamente 
relacionado con ella—, y no se prohíbe su renovación. Además, el 
Gobierno puede acordar su separación, previa instrucción de 
expediente, en la que debe ser oído el Consejo Consultivo, por 
incumplimiento grave de sus obligaciones, incapacidad sobrevenida 
para el ejercicio de su función, incompatibilidad o condena por delito 
doloso. Como garantía de su autonomía, la Ley prescribe que el 
Director debe ejercer sus funciones “con plena independencia y 
objetividad y no estará sujeto a instrucción alguna en el desempeño 
de aquéllas”, lo que incluye las decisiones del propio Consejo 
Consultivo de la Agencias60.

Tampoco en este caso la administración independiente 
aprueba su propio presupuesto. La Agencia de Protección de Datos 
elabora su anteproyecto de presupuesto, que se remite al Gobierno 
para que se integre en los Presupuestos Generales del Estados61, lo 
que no impide modificaciones por el Ejecutivo. Por otra parte, la 
Agencia está obligada a redactar una memoria anual, que presenta al 
Ministerio de Justicias62.

Por todo lo visto, tampoco en el caso de la Agencia de 
Protección de Datos estamos ante un ente propiamente

s60 En la naturaleza orgánica de la Agencia de Protección de Datos —la 
configuración de la figura del Director— observa B eta n co r la principal 
garantía de la independencia de este ente (B etan cor, Las 
Administraciones independientes, cit pág. 175). 
s61 Artículo 35 Ley Orgánica 15/99.
362 Artículo 37 Ley Orgánica 15/99.
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independientes^. Se trata de una organización autónoma, cuya 
regulación jurídica le concede algunas garantías que diluyen la 
relación directa que, de otro modo, tendría con el Ejecutivo. Como 
señala Marroig, la caracterización de la Agencia de Protección de 
Datos determinada por un relativo e indirecto poder estatutario en 
materia organizativa, por el nombramiento de sus miembros, por las 
parcelas de poder que le corresponden sobre el personal técnico y 
burocrático, por tener reconocido legalmente un ámbito funcional de 
actuación y por los recursos propios con que cuenta y la capacidad de 
participación en las decisiones presupuestarias que le afectan, 
“permiten definirla como un ente público que, a pesar de no estar

363 Así, Martínez Martínez, Ricard, “El control de la Agencia de 
Protección de Datos sobre los ficheros automatizados de datos de carácter 
personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Cuadernos 
constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol n° 30/31, 2000, pág. 
85, que reconoce que el estatuto de la Agencia de Protección de Datos 
permite “considerar la existencia de un cierto grado de independencia”.
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dotado de independencia, por la notable singularidad de su 
configuración, goza de autonomía’̂ .

3^ M arroig “La Agencia de Protección de Datos...” cit. págs. 190 y 191. 

Desde otro punto de vista, R a llo  manifiesta varios rasgos en la 
configuración de la Agencia que “ponen en jaque” el estatuto normativo 
garantizador de la independencia, como la limitada participación del ente 
en la elaboración de su Estatuto, la posibilidad de renovación inmediata del 
mandato del Director o la ausencia de un régimen específico de 
incompatibilidades de los miembros del Consejo Consultivo (R a llo , La 
constitucionalidad... cit. págs. 1377138).
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P r o p u e s t a  p r im e r a :

E l  r e c o n o c im ie n t o  d e  l a  l e g it im id a d  d e m o c r á t ic a

DE LAS ADMINISTRACIONES INDEPENDIENTES

El fundamento del reconocimiento de la legitimidad 
democrática de las administraciones independientes —como de 
cualquier órgano decisor del Estado— extiende sus raíces hasta el 
propio concepto de Estado constitucional, y se apoya en la vigencia 
del principio democrático, sin el cual carecería de sentido el 
establecimiento de un Estado constitucional.

En las páginas anteriores se ha analizado de qué manera en la 
doctrina se ha reivindicado esta noción de Constitución, 
directamente vinculada al principio democrático. Aragón explica la 
idea de que la democracia es el presupuesto de la Constitución 
auténtica, esto es, de la Constitución normativa y de las 
consecuencias que de esta vigencia del principio democrático se 
derivan para la interpretación y aplicación con stitu c ion a l365. Es decir, 
no hay Constitución —ni, correlativamente, Estado constitucional— 
donde no hay un concepto válido y efectivo de democracia, porque en 
esos casos no existe limitación del poder. Por esa razón, sólo es

365A ragón  Constitución ... cit. pág. 14 y  ss.
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Constitución normativa la que preserva el principio democrático, 
pues únicamente la Constitución democrática permite limitar 
efectivamente —esto es, jurídicamente— la acción del p o d e r3 $ 6 . p0r 
otra parte, la Constitución perfila —y el Tribunal Constitucional así lo 
ha expresado— un sistema democrático en su sentido no puramente 
formal y procedimental, sino en su sentido sustancial o m a te r ia l , 
directamente aplicable.

La democracia como requisito imprescindible en la misma 
noción de Constitución requiere de la necesidad de reconstruir la 
teoría de la Constitución a través del principio democrático, único 
modo a juicio de A ragón  de sustentar un Derecho constitucional 
suficientemente explicativo y al mismo tiempo crítico, para lo cual es 
necesaria la concepción de la democracia como categoría jurídica, y 
no exclusivamente como noción políticas68. Como ha manifestado 
Cabo, la consecución de una sociedad democrática depende, entre 
otras cuestiones, del desarrollo y cumplimiento constitucional 
ajustado no sólo formalmente, sino materialmente a lo establecido en 
la Constitución369. Hasta ahora, la realización del principio 
democrático ha sido siempre limitada, contradictoria y confusa, 
afirma D e V ega, a diferencia del principio liberal, cuyo asentamiento 
histórico ha sido indiscutible; es necesario por parte del Derecho 
constitucional, en expresión de este autor, el rescate del principio 
democrático37o) lo que implica su reivindicación como el más 
importante criterio de legitimidad.

^ ib id e m , pág. 25.

367 M artín  Cubas, La dem ocracia... cit. pág. 347.

368 A r a g ó n ,  C onstitución... cit. págs. 14 y  15.

369 Cabo M artín , C arlos de, “Democracia y  Derecho en la  crisis del Estado 

social”. S istem a  n° 118-119, marzo de 1994, págs. 76 y  77.

370 v e g a , “M undialización...” cit. pág. 38.

214



Legitimidad democrática de los bancos centrales

El principio democrático es producto del propio texto 
constitucional y fundamento del Estado constitucional, por lo que 
debe contar con la mayor protección. Lo que nos conduce a la 
consideración de que la Administración Pública no cuenta con una 
legitimidad directa de los ciudadanos, que por otro lado no sería 
conveniente por la naturaleza de las funciones que le han sido 
encomendadas. Su legitimidad proviene de su relación con el poder 
Ejecutivo, que la dirige y la controla. Por ello aunque, como ha 
manifestado la doctrina, tradicionalmente ha habido cierto consenso 
en respetar la llamada potestad organizatoria de la Administración 
Pública37i, ésta cuenta con sus límites en la vigencia del principio 
democrático, propio del Estado Constitucional.

El análisis realizado es procedente en cuanto a la necesidad de 
reflexionar, desde el ámbito constitucional, sobre la configuración 
legal de las incorrectamente denominadas —aunque conocidas 
como— administraciones independientes. Ningún ente público en un 
Estado regido por el principio democrático puede ser independiente, 
puesto que los poderes públicos —y, entre ellos, el Ejecutivo— deben 
cumplir con los requisitos de este principio tanto en su origen 
democrático como en su control. En todo caso, no parece que existan 
problemas en constituir, cuando sea necesario para el correcto 
ejercicio de sus funciones —esto es, no en cualquier situación— y, con 
carácter excepcional, cuando la Constitución proteja un objetivo que 
podría requerir de esta estructura para su vigencia, organizaciones 
con un grado determinado de autonomía del Ejecutivo. Pero se trata 
de organizaciones que, sea cual fuere su regulación jurídica, deben 
cumplir con las exigencias de la vigencia del principio democrático en

371 G arrido F a lla , “Origen...” cit. pág. 45.
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el Estado constitucional y, puesto que la relación democrática no les 
alcanza por las funciones del Ejecutivo sobre ellas, deben incluir 
elementos propios de legitimidad democrática.

En efecto, el hecho de que las administraciones 
independientes representaran, como ha descrito P a re jo , una 
verdadera perturbación, si no una auténtica conmoción del sistema 
administrativo establecido, fuertemente influido por el modelo 
teórico weberianos^ no significa que si realmente son necesarias 
para el cumplimiento de los objetivos del Estado deban ser 
taxativamente prohibidas. Pero sin olvidar que la solución de la 
objetividad y la imparcialidad de la Administración Pública no pasa 
por la creación a ultranza de administraciones independientes?™, 
sino por el esfuerzo de los mecanismos públicos a favor del interés 
general, y con el cumplimiento de los requisitos de legitimidad 
democrática necesarios, por lo que cabe insistir en el carácter 
excepcional de las administraciones independientes. Utilizando la 
expresión de F ried r ich , la democracia debe ser, también respecto 
todos los órganos que componen la Administración Pública, una 
forma de vidas™.

El origen democrático y el control de las administraciones 
independientes son, por lo dicho, extremadamente relevantes para 
legitimar su existencia en un Estado constitucional. El origen 
democrático de las administraciones independientes implica que sólo 
los órganos legitimados democráticamente, por medio de los cauces 
de participación que se establezcan, pueden decidir quiénes son los

372 p arejo  “La p o t e s t a d cit. pág. 637.

373 En este sentido, Parada, “Las adm inistraciones...” cit. pág. 689.

374 F ried rich , La dem ocracia... cit.
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responsables de estas organizaciones. Los controles democráticos no 
pueden limitarse a los judiciales; los controles judiciales deben 
activarse en casos excepcionales, donde hay dudas acerca de la 
legalidad de las actuaciones realizadas. Pero el principio democrático 
exige que el control sea constante, imbuido en el funcionamiento del 
ente, que respete la relación dialéctica entre pueblo y política, 
soberanía y gobierno. Las necesidades de cierta autonomía pueden 
significar apartar el control democrático de su detentador habitual y 
legítimo, el Gobierno, pero no eliminarlo.

Cuando se modera la capacidad de control del Ejecutivo, el 
Parlamento, en su caso, puede asumir esta función de control 
democrático, sin que —como advierte R allo— sirva de excusa las 
dificultades para compatibilizar el control parlamentario con la 
creciente tendencia a la profesionalización de la Administración 
Pública375. Asimismo, el control implica la capacidad de modificar la 
regulación jurídica con que se dota el pueblo y, por ello, el 
Parlamento no puede renunciar a su capacidad de modificar, cuando 
lo considere procedente, el estatuto de aquellos entes que organice, 
respetando las normas constitucionales.

La principal limitación del legislador ordinario en el Estado 
constitucional a 1a hora de configurar administraciones 
independientes, además de los requisitos de origen democrático y 
control, cabe insistir, es la existencia de una razón que justifique el 
otorgamiento de la autonomía. El hecho de no reconocer que debe 
existir una necesidad evaluable que abone la creación de 
administraciones independientes, así como un anclaje constitucional 
claro por medio de la determinación de un objeto protegido por la

375 R a llo , La constitucionalidad... cit. págs. 279 y 280.
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Norma Fundamental, nos conduciría a preguntamos, como hace 
P arad a , por qué sustraer de la lucha partidista la responsabilidad de 
los servicios que se ocupan de los medios de comunicación, la 
informática, la estabilidad de la moneda, la energía nuclear, y no 
hacerlo con la policía, las fuerzas armadas, la sanidad, etc., puesto 
que —señala el autor— “si el gobierno democráticamente elegido es 
sospechoso cuando gestiona estas materias, ¿no es más peligroso 
dejar en sus manos sin limitación alguna el control de la policía o la 
fuerzas armadas (...)? ¿Por qué, pues, no encomendar también la 
defensa nacional y la policía a un colegio de hombres prudentes y 
políticamente neutrales?”376.

De alguna manera, la reivindicación del principio democrático 
conlleva al recordatorio de la capitalidad de la Norma Fundamental 
en sus dos sentidos: en el jurídico formal, como la define E spín, el 
conjunto de normas habitualmente dotadas de supremacía formal 
sobre el resto del ordenamiento jurídico, recogidas en un documento 
jurídico escrito, que determinan las reglas básicas sobre la 
organización y funcionamiento del Estado y garantizan los derechos y 
libertades de los c iu d a d a n o s 3 7 7 ; y  en el concepto político de 
Constitución, lugar de encuentro de las voluntades que, en una 
democracia, establecen las bases del Estado común, pues el problema 
de la Constitución es, al mismo tiempo, el problema del Estados?8. 
Muchas veces, la búsqueda de las soluciones nos deriva 
preceptivamente a la revisión de la Norma Fundamental en vez de 
embarcamos en artificios jurídicos sin rumbo trazado, sin que la

376 Parada, “Las administraciones independientes...”, cit pág. 657. 

37? ESPÍN, Lecciones de Derecho político, cit pág. 88.

378 J e llin e k , Teoría general del Estado, cit pág. 457 y  ss.
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reforma constitucional, en una sociedad democrática, debiera 
suponer mayor problema.

Manifiesta F ern á n d ez  R o d r íg u ez  que en el Estado social y 
democrático de Derecho de nuestros días el equilibrio institucional 
del que, en último término, depende la libertad, exige una dosis de 
sutileza mayor que la que requería el logro de idéntico objetivo en el 
p a s a d o 3 7 9 . En efecto, y la teoría constitucional debe dar respuesta a 
estas nuevas necesidades que afloran a partir de nuevos problemas, 
pero sin sacrificar los primeros criterios de legitimidad pues, como 
hace ver V ega, “forma parte de la lógica de la globalización 
económica que, en un mundo donde el Estado todavía no ha 
desaparecido y continúa siendo el único referente de la actividad 
política, la ausencia cada vez más notoria del principio democrático 
como criterio justificador de su estructura, haga necesaria la 
apelación al principio liberal como supremo y definitivo supuesto de 
legitimidad^80.

Por eso, la reivindicación de la libertad —por otra parte, 
presente ya desde los primeros pasos del constitucionalismo— nunca 
puede significar una renuncia a la propia lógica que vela por el 
funcionamiento adecuado de un sistema de legitimidad basado en la 
soberanía del pueblo. Lo contrario, como denuncia V ega, significaría 
acabar con la legitimidad de origen en favor de una legitimidad de 
ejercicio basada en una “ideología tecnocrática de la eficacia”, hecho 
que está comenzando a traspasar la frontera teórica para convertirse 
en un problema real de la vida democrática881. En tanto que los

379 F ernández R odríguez, “Reflexiones..:” cit. pág. 435.

380 v eg a , “Mundial ización.. cit. pág. 35.

381 V ega, L egitim idad  y  representación en la crisis de la dem ocracia... cit., 

pág. 24.
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ciudadanos se han dotado de unos principios, entre los cuales se sitúa 
preeminentemente el de democracia, estas exigencias deben ser 
respetadas sin excepciones. Las necesidades de los nuevos tiempos 
deben resolverse con nuevos instrumentos, pero en todo caso dentro 
de los márgenes autoimpuestos por el pueblo a través de su Norma 
Fundamental.
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Ca p ít u l o  I

La responsabilidad 
sobre la política monetaria 
en el Estado constitucional: 

los bancos centrales





i .  La  po lítica  m o netaria

COMO FUNCIÓN DE GOBIERNO 

Y EL PAPEL DE LOS BANCOS CENTRALES

a. La política monetaria como función de gobierno 
y el control de la inflación

Aunque la aparición del dinero fue una creación de la 
economía mercantil, y no propiamente del Estado, se consolidó como 
un instrumento del que los Gobiernos, incluso cuando todavía no se 
inscribían en una economía de mercado, aprendieron a apropiarse 
con avidez?82. La razón es sencilla: la estrecha relación que existe 
entre soberanía y emisión de dinero, y el instrumento de poder —que 
no puede ser otro que poder público— que constituye la potestad 
sobre el valor del dinero, pues la política monetaria en manos del 
Estado conlleva su poder sobre el manejo de las variaciones de la 
cantidad o coste del dinero en determinado ámbito383. Como afirma

382 HiCKS, JOHN, Una teoría de la historia económica. Orbis, Madrid, 1986, 
pág. 58.
383 Cfr., en general, P rados A rra rte , Jesú s, El dinero. Guadiana, Madrid, 
1973- Valga la definición de política monetaria como “la acción de las 
autoridades económicas (monetarias) dirigida a controlar las variaciones en
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Torres López, la cantidad de dinero existente en la economía en un 
momento dado es una variable clave que influye decisivamente sobre 
las condiciones que afectan a la naturaleza y magnitud de los 
intercambios, a los precios de los bienes y servicios y, en general, a 
las condiciones en que puede alcanzarse el equilibrio88*. Por ello, 
cuando —como se analizará detenidamente— los bancos centrales 
autónomos sustituyen al Gobierno en el diseño de la política 
monetaria y, con ello, inciden en la determinación del valor de la 
moneda, ejercen una de las facultades del poder público8̂ , esto es, 
una función de gobiernos86 en el sentido estricto de la expresión, lo 
que habitualmente entendemos por función política.

A medida que avanzaba el siglo veinte los gobiernos, 
promotores y ejecutores de políticas keynesianas de intervención 
estatal en la economía, aumentaron notablemente la importancia de 
los instrumentos de política monetaria en el marco de la política 
económica general, puesto que consideraron la función de valor del 
dinero, esto es, que la política monetaria sí importaba88?, tanto 
interna como externamente888.

la cantidad o en el coste del dinero, con el fin de alcanzar ciertos objetivos

de carácter macroeconómico” (Fernández Díaz, Andrés; Rodríguez Sáiz,

Luis; Parejo Gámir, J osé; Galindo Martín, Miguel ángel y  Calvo

B ern ard ino, A nton io, Teoría y política monetaria. AC, Madrid, 1991, pág.

25). Se trata, en definitiva, del control de la oferta monetaria (V illa c is

G onzález, José, Política monetaria y política fiscal. EDERSA, Madrid,
199L págs. 57 y ss).

T orres López, Juan, Economía política. Pirámide, Madrid, 2002, pág. 
215.
385 Como ha afirmado el propio Banco de Francia (Banco de Francia, 

“Organización y funciones...” cit. pág. 272).
386 Así, C liffo rd , A Jerom e, The independence of the Federal Reserve 
System. University of Pennsylvania Press, Filadelfia, 1965, pág. 23.
387 STIGLITZ se pregunta si importa la política monetaria; “claramente, s i la 

política monetaria no tuviera efecto, entonces el diseño de las instituciones
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A diferencia de las concepciones del pensamiento económico 
neoclásico, que defendían que el dinero era simplemente una unidad 
de cuenta y un medio de pago y la actividad económica dependía 
exclusivamente de los factores reales, en la concepción keynesiana el 
dinero no es neutral —esto es, un simple velo que recubre la actividad 
real y no incide directamente en el desarrollo de la economía—, sino 
una variable que influye sobre el nivel de demanda a través del tipo 
de interés389, y que obliga a optar por la preferencia por la 
liquidez?#*. El hecho de que, en particular tras la Segunda Guerra 
Mundial, las propuestas de los seguidores de Keynes fueran 
relevantemente atendidas por los gobiernos a la hora de diseñar sus 
políticas económicas traería consigo una revolución en la política 
monetaria de la mano de Ejecutivos convencidos de la posibilidad de 
manipular la actividad económica para lograr elevados niveles de

monetarias, la elección de la estrategia en política monetaria y la 
coordinación entre la política monetaria y la política fiscal no importaría. 
Creo firmemente que la política monetaria sí importa” (S tig litz , “Central 
banking in a...” cit. pág. 202).
388 Debido a la participación de todos los países en el “orden monetario 
internacional”. Cfr. M cKinnon, R onald  I., “The rules of the game: 
intemational money in historical perspective”. Journal of Economic 
Literature vol. XXXI, marzo 1993, págs. 1-44.

R equeuo, Jaim e, Economía mundial Un análisis entre dos siglos. 
McGraw Hill, Madrid, 1995, pág. 276. A diferencia de la posición clásica y 
tradicional de su época, que entendía el interés como un premio a la espera, 
Keynes considera al interés un fenómeno monetario, por cuanto se trata del 
instrumento que equilibra la oferta y la demanda monetarias (cfr. 
Fernández, R odríguez, P arejo, G alindo y C alvo, Teoría y política 
monetaria, cit págs. 312 y ss.)
39°cfr. P rados A rra rte , El dinero, cit. págs. 99 y ss; Fernández, 

R odríguez, P arejo, G alindo y C alvo, Teoría y política monetaria, cit. 
págs. 289 y ss.
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emplee^. Los trabajos empíricos sobre la curva de Phillips —que 
defiende la existencia de una correspondencia entre las tasas de 
empleo y los niveles de inflación la inflación, lo que permitiría a los 
gobiernos elegir la combinación que desearan, según las condiciones, 
favoreciendo uno u otro de los dos términos392_  fortaleció durante 
décadas el uso de mecanismos de política monetaria por parte de los 
gobernantes de todo el mundo. Hasta los años setenta, se 
consideraba que Phillips y los keynesianistas habían probado la 
relación inversa entre las tasas de inflación y de desempleo, y los 
gobiernos podían combatir la inflación renunciando al empleo, o 
reducir el desempleo a costa de mayor inflación393.

Fruto de este cambio en la concepción de la política monetaria 
y la utilización de los instrumentos monetarios por parte de los 
gobiernos resurgió la preocupación, cada vez mayor, sobre la 
inflación. Como hace notar T o rre s  López, las subidas generalizadas y 
permanentes de los precios no son un fenómeno reciente, aunque el 
proceso hiperinflacionario más grave y sorprendente de la historia 
tuvo lugar antes de la Segunda Guerra Mundial. Durante los años del 
largo crecimiento económico de la postguerra y hasta la crisis de los 
años setenta los precios no dejaron de subir en los países más 
industrializados, si bien en proporciones relativamente moderadas. 
Durante y después de esta crisis la inflación se desencadenó por todo 
el mundo industrializado con mayor o menor virulencia, y sólo a

391 c f r .  M acesich, G eorge, M oney & dem ocracy. Praeger, Nueva York, 

1990, págs. 19 y  ss.

39a R equeuo, Econom ía m u n d ia l cit. pág. 277.

393 TORRES LÓPEZ, Econom ía po lítica , cit. pág. 417. Como señala el autor, 

los keynesianos justificaron el proceso inflacionatorio de los años setenta en 

la política contractiva practicada por los gobiernos durante esta década para 

hacer frente a las subidas de lo s costes de las materias primas, de la energía 

y  de los salarios, lo que originó una elevación excesiva de los tipos de 

interés que peijudicó a la inversión y al em pleo (pág. 418).
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finales de los ochenta pudo ser contenida gracias a la eficaz 
aplicación de políticas deflacionistas394.

Son varios los perjuicios que se le atribuyen a la inflación, 
entendida como subida general de los precios continuada, sostenida y 
más o menos fuerte395> entre ellos que produce inestables 
alteraciones en el coste de los bienes, en detrimento de la función 
informativa eficiente que deben dar los precios; que las personas y las 
empresas tienden a usar una cantidad muy baja de dinero, por lo cual 
el sistema de pagos se toma ineficiente; una distribución de los costes 
de manera muy injusta, por cuanto perjudica a quienes usan más 
intensivamente el dinero como medio de transacción y depósito de 
valor —presumiblemente los más pobres— y porque genera 
redistribuciones inesperadas de riqueza, en detrimento de quienes 
poseen ingresos y activos denominados en la unidad monetaria 
vigente y a favor de los que consiguen títulos de deuda de esa 
unidad396. En relación con esto último, la inflación, afirma T o r r e s  

L ópez, refleja constantemente una pugna distributiva; “sea cual sea 
su origen específico, constituye siempre un intento de algunos 
agentes por situarse más favorablemente en el reparto”397.

394 Ibidem, págs. 405 y  406.

395 Ibidem, pág. 404.

396 H errera , Juan E duardo, “El papel de la banca central en los años 

noventa”. Boletín del CEMLA, enero-febrero 1992, pág. 21.
397 T orres López, Juan, Desigualdad y crisis económica. El reparto de la 
tarta. Sistema, Madrid, 2000, pág. 82.
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p
. P hillips: P Fr ied m a n :

Á correlación positiva  ̂ correlación negativa

......................... f e , . ww w
Q/Q capacidad Q/Q capacidad

Relación entre precio y capacidad de producción/ratio de producción.
FUENTE: F r a z e r ,  The central banks... cit.y p ág . 53.

A la vista de la posición mayoritaria sobre los efectos de la 
inflación, no es difícil entender por qué la doctrina se refiere a este 
fenómeno de alza de los precios como coste de la inflación39S o  

impuesto inflacionarias^, puesto que si bien la emisión de dinero sin 
respaldo no crea recursos reales, impone una tasa4°°. Aunque el 
calificativo “impuesto” sea llamado en esta sede con mayor o menor 
acierto, describe con cierta realidad el proceso de obtención de 
recursos por parte del Ejecutivo a partir de la emisión de dinero sin 
activos que lo respalden. Los recursos de los que dispone el poder 
público por medio del procedimiento inflacionario no son,

398 y. gr., F ischer, S tan ley , “Modem central banking”, en Capie, F o rrest, 

G ood h art, C harles; F ischer, S tan ley; y Schnadt, N orb ert, The future 
of central banking. The tercentenary symposium ofthe Bank ofEngland. 
Cambridge University Press, Cambridge, 1994.
399 y .  gr., H errera , “El papel de la banca central...” cit. pág. 21; H etze l, 

“The case for a monetaiy rule...” cit. pág. 59. También en este sentido, 
L astra, para quien “la inflación es un impuesto no legislado, no sujeto a la 
aprobación del parlamento” (L astra, Central banking and... cit. pág. 13).
400 H e tz e l, “The case for a monetary rule...” cit. pág. 59.
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obviamente, gratuitos, sino que indirectamente afectan a los 
ciudadanos, que padecen la devaluación de su dinero sin posibilidad 
inmediata de reacción. El Ejecutivo puede, de esta forma, aumentar 
gastos sin incrementar la carga impositiva directa al ciudadano*01 
—en buena medida impopular—, pero imponiéndoles una carga 
indirecta, real aunque con mucho menos coste político. Como afirma 
M a cesich , no se puede negar el atractivo político de la inflación para 
los gobiernos democráticos*02.

Los beneficios de la inflación y su posibilidad efectiva de 
manejo en la lucha contra el desempleo fueron puestos en tela de 
juicio tras la crisis de los setenta. En su estudio sobre el 
comportamiento de los precios en Estados Unidos y en Gran Bretaña, 
F riedm an y S c h w a r tz  reformularon la curva de Phillips4°3. Tras 
analizar combinadamente los datos correspondientes a los años 
previos a la primera guerra mundial y los posteriores a la segunda 
guerra mundial, no confirmaron la tendencia que había determinado 
Phillips —cuyo análisis, afirma F riedm an, parece obvio y muy 
persuasivo, pero sin embargo sería extremadamente falaz*°4— sino 
que encontraron una relación inversa entre el índice de precios y la

401 Ibidem, pág. 22.
402 M acesich, Money & democracy, cit. pág. 144.
403 friedm an , M ilto n  y S ch w artz, A nna J., Monetary trends in the 
United States and the United Kingdom: their relation to income, prices 
and interest rates, 1867-1975. University of Chicago Press, Chicago, 1982, 
págs. 213 y ss.
404 Friedm an, M ilto n , Teoría de los precios. Altaya, Madrid, 1997, pág. 
267. Un resumen de su rechazo a la tesis de Phillips y la “inexistencia de 
cualquier ilusión monetaria a largo plazo” se encuentra en la obra citada, 
págs. 263 y ss. Una crítica a las tesis de Friedman puede verse en Cfr., en 
general, P rados A rra rte , El dinero, cit. págs. 119 y ss.
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capacidad de producción^. Posición que ha sido ampliamente - 
defendida desde entonces por un sector de la doctrina, y que sienta 
las bases de la actitud a favor de apartar la política monetaria de las 
decisiones de los gobiernos. Denuncia Issing que la experiencia 
demuestra que el valor del dinero está en peligro en todo momento; 
el patrón papel moneda elimina la vinculación con las escaseces 
naturales, abriendo la puerta a la arbitrariedad absoluta. La historia 
nos habría enseñado que gobernantes y gobiernos han encontrado el 
modo y manera, en todos los sistemas monetarios y en todo 
momento, de financiar el gasto público devaluando la moneda*06.

Independientemente de la validez que todavía se pueda 
conceder a las tesis de Phillips y a investigaciones posteriores, no 
existe evidencia ni unanimidad entre la doctrina sobre el hecho de 
que todo proceso inflacionario produzca tantos desperfectos y, 
además, cabe tener en cuenta que la inestabilidad de los precios no se 
debe en exclusiva al gasto público generado por el gobierno*0?. 
Determinados estudios intentan demostrar que la inflación, dentro 
de unos límites, no supone un coste al ciudadano; incluso que bajas 
tasas de inflación acompañadas de otros componentes económicos,

4°5 Al respecto, cfr. Frazer, W illiam , The central banks. The intemational 
and european directions. Praeger, Westport, 1994, págs. 52 y ss.
406 Issing, O tm ar, “Independencia del banco central y estabilidad 
monetaria’’. Boletín del CEMLA, noviembre-diciembre 1993, pág. 278.
407 Cukierman, A lex , Central bank strategy, credibility and 
independence: theory and evidence. Massachusetts Institute of
Technology, Cambridge, 1992, pág. 17. El consumo en masa está, en opinión 
de T orres López, en la base de la explicación inflacionista: “la elevación de 
los precios (...) es una consecuencia inevitable de una pauta social de 
consumo permanentemente enardecida. O, lo que es lo mismo, de una 
organización de producción para el gasto, independientemente de que éste 
sea necesario (T orres López, Economía política, cit. pág. 422).
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pueden ser beneficiosas para la situación de la economía general^. 
También se ha incidido en el propósito de la inflación en la 
distribución de la riqueza*0?. Por otra parte, no puede dejarse de lado 
el hecho de que los gobiernos no devalúan en vano, sino —como 
afirma C ukierm an— para alcanzar objetivos reales, como aumentar 
el empleo o financiar el déficit del presupuesto público*10 y este 
último caso, a la postre, implica la inyección de dinero público en el 
mercado. De cualquier manera, las políticas destinadas a conseguir 
determinados objetivos económicos no se realizan para aumentar la 
inflación, sino a pesar de la inflación que dicho comportamiento

408 Al respecto, S tig litz  menciona los estudios de Bruno y Easterly, 
realizados en 1986, que demostrarían que los países que cruzan el umbral 
del cuarenta por cien de inflación anual caerían en la trampa alta 
inflación/bajo crecimiento, pero que por debajo de ese límite, no habría 
evidencias de que costara la inflación. El autor cita asimismo la 
investigación de Akerlof, Dickens y Peny, de 1996, cuyas conclusiones 
defienden que la inflación baja es de hecho beneficiosa, porque ayuda a 
mantener el pleno empleo y facilita el ajuste salarial (S tig litz , “Central 
banking in a...” cit pág. 211).
4°9 “La inflación debe explicarse como resultado de dos componentes: de 
una tensión previa al alza de precios que puede ser de muy diferente 
naturaleza (exceso de demanda tanto de bienes o servicios como de activos 
financieros, alza de salarios, aumento de márgenes de beneficio, etc.) y de 
un posterior reajuste distributivo a través de los precios provocado por 
quienes tienen poder para ello: las empresas, los trabajadores o el Estado. 
Si cualquiera de aquellas circunstancias provoca una insatisfacción entre los 
agentes respecto al reparto resultante se genera una reacción sobre los 
costes, los salarios, el crédito, etc., que finalmente deriva en una escalada 
inflacionista. Escalada que sólo se detendrá cuando los agentes hayan 
encontrado un equilibrio de intereses aceptado o cuando no puedan seguir 
modificando el estado de cosas. Si el proceso no se detiene, podría darse 
incluso una espiral de inflación permanente” (T orres López, Economía 
política, cit pág. 423).
410 Cukierman, Central bankstrategy, credibility... cit. pág. 17.
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pueda conllevar, y que cabe valorar de acuerdo con los resultados 
económicos generales esperados.

Lo cierto es que a causa de la hiperinflación que tuvo lugar 
durante la década de los setenta, como afirma M eltzer, los dedsores 
políticos de muchos países olvidaron la creencia en su capacidad de 
manejar la inflación y el desempleo, y la reducción de la inflación se 
convirtió en uno de los principales objetivos políticos en la mayor 
parte de los países desarrollados^. Fue el principio de otro profundo 
cambio, más práctico que teórico, en el uso de la política 
monetaria412. Desde el campo de la economía se han propuesto 
diferentes soluciones en favor de la estabilidad económica y la 
consecuente lucha contra la inflación, entre ellas, el retomo al patrón 
oro, la designación de otros patrones de materias primas, o la fijación 
del tipo de cambio al de una moneda más estable y de inflación 
menor. Se trata de modelos teóricos que requieren de ciertas 
condiciones materiales no siempre fáciles de conseguir o expuestas a 
factores exógenos^. Entre estas opciones, en las últimas décadas 
han cobrado importancia las posturas económicas que han concebido 
los modelos defensores de una institución autónoma responsable de 
la política monetaria, que se ha denominado bancos centrales 
independientes414 que, también en este ámbito, traducen la victoria

411 M eltzer , “On making monetaiy...” cit. pág. 9.
412 Cfr., en general, A restis, P h ilip s (ed.), Post-keynesian monetary 
politics. New approaches to financial modelling. Edward Elgar, Aldershot, 
1988.
413 GumÁN, M anuel, “La independencia de los bancos centrales: 

principales aspectos y diversidad de m odelos”. Economistas n° 66-67,1995» 
pág. 159.
414 Cuya idea se fraguaba desde décadas atrás. A finales de los años 
cuarenta, K riz ya se refería al dilema entre “independencia” y 
“subordinación” de los bancos centrales (K riz, M iroslav  A., “Central banks
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de las tesis monetaristas frente a las keynesianas sobre el papel en la 
economía de la banca central*^.

Estas concepciones parten, como se desarrollará con mayor 
detalle, de la existencia de un banco central encangado de diseñar la 
política monetaria, dotado de suficiente autonomía para aplicar 
políticas económicas de carácter antiinflacionista sin injerencia de 
ningún otro poder público, como el camino más seguro hacia la 
estabilidad económica*16. Comoquiera que el gobierno habría 
demostrado que es incapaz de mantener este tipo de políticas 
antiinflacionistas, la solución idónea para resolver el problema de la 
inflación debe basarse en un compromiso previo, fundamentado en la 
introducción de límites a la capacidad del gobierno respecto a la 
política monetaria y su delegación en un órgano dotado de un 
particular estatuto de autonomía, con el objetivo de que éste consiga 
una reputación antiinflacionista. Dicha configuración autónoma es 
crucial para la credibilidad del órgano responsable de la política 
monetaria, que se considera necesaria para que exista una convicción 
entre los operadores económicos de que van a mantenerse las 
políticas antiinflacionistas en todo caso pues, defienden estas tesis, 
exclusivamente con el fortalecimiento de la creencia de que los 
poderes públicos van a combatir la inflación a toda costa pueden 
darse las condiciones económicas —privadas— para que tenga lugar 
su control.

and the State toda/’. The american economic review vol. 38, n° 4, 
septiembre 1948, pág. 565 u ss).
4*5 Cfr. V ic a r e lli, F austo, “Central bank autonomy: a historical 
perspective”, en T on io lo , G ianni (ed.), Central banks' independence in 
historical perspective. Walter de Gruyter, Berlín, 1988, págs. 3 y ss.
416 Rubio, M ariano, “El papel de los bancos centrales en los años noventa”. 
Boletín del CEMLA, enero-febrero 1992, pág. 27.
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El hecho de que este mecanismo consistente en apartar la 
política monetaria de la potestad del Gobierno se haya impuesto en 
numerosos países es importante, como señalan Bain y Howells, 
como indicador de la dirección de la política monetaria en los últimos 
tiempos. Por una parte, encaja bien con el abandono de las actitudes 
keynesianas en la economía política, ya que el objetivo claro es el de 
conseguir una baja inflación por encima de cualquier otra 
consideración, aun cuando este objetivo, como señalan algunos 
estudios, pueda desestabilizar la economía real*1?; por otra parte, es 
acorde con la literatura de la elección pública, que considera a la 
intervención del gobierno en la economía de mercado como algo que 
se encuentra en el centro de los problemas de la política económica. 
Como afirman estos autores, “el mensaje esencial es que los sistemas 
democráticos crean los incentivos equivocados y llevan a una 
conducción miope de la política. La conclusión es que, de una forma 
u otra, hay que quitar el poder en política monetaria a los 
políticos”*18.

Independientemente de las últimas tendencias al respecto, 
cabe tener en cuenta que el marco de toma de decisiones sobre el

417 Afirma TORRES LÓPEZ que “combatir exclusivamente la inflación, incluso 
cuando ésta se manifiesta en niveles reducidos, puede generar una 
verdadera parálisis de la actividad productiva: una situación de deflación 
que provoque mayores costes globales en términos generales que beneficios 
de eficiencia a plazo inmediato. Puede ocurrir, sencillamente, como en el 
cuento del cirujano que afirmaba que la operación fue un éxito y una pena 
que el enfermo hubiera muerto" (T orres López, Economía política, cit
pág. 423).
418 Bain, K eith y H o w ells, P eter , “La política monetaria y la renovada fe 
en los mercados”. ICE n° 753, mayo 1996, pág. 65. Lo que, por otra parte, 
como se analizará, aboga por una institucionalización de las normas que 
debe seguir la política monetaria, y dejar de esa forma el menor margen 
posible a los burócratas.
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diseño y la gestión de las políticas monetarias es una opción política 
que decide determinada comunidad que se enfrenta con varias 
posibilidades, con diferentes y muchas veces imprevisibles efectos*1?. 
Incluso en el caso de que el objetivo económico principal que se 
señale la comunidad fuera el de inflación cero —o la más baja 
inflación posible, por encima de otras circunstancias—, es más de una 
las vías que se le ofrecen para intentar alcanzar esa meta.

Por resumirlas en dos de las que principalmente han sido 
experimentadas en el tratamiento de la política monetaria, por una 
parte la sociedad puede mantener en la órbita del Ejecutivo los 
instrumentos monetarios y buscar otros caminos en la lucha contra la 
inestabilidad de los precios, que pueden o no incluir la previsión legal 
de unos márgenes de actuación —esto es, determinados límites en su 
capacidad de elaborar políticas monetarias— para el Gobierno. Por 
otra parte, se puede delegar la política monetaria en un banco central 
propiamente independiente, con el objetivo de conseguir la 
estabilidad de los precios. De hecho, los supuestos avances de la 
política monetaria en tas últimas décadas se consideran de ese modo 
porque han apuntado hacia el paradigma de la autonomía de los 
bancos centrales*20. Pero también existen vías intermedias, como la

Cuestiona TORRES López que “lo que quizá haya que preguntarse no es la 

causa de las tensiones inflacionistas contemporáneas en las econom ías 

occidentales, sino por qué los gobiernos adoptaron decisiones que 

claramente iban a provocarlas. O en virtud de qué decisión colectiva se 

aceptó, más tarde, un coste tan inm enso en desem pleo para lograr 

reducirlas” (T orres López, Econom ía política^ cit. pág. 423).

*20 Y que se podría resumir en la  posición de Tabellini: “Las instituciones 

de política monetaria han cambiado de forma relevante en la pasada década 

(...). Ahora se acepta com únm ente que la estabilidad de los precios tiene 

que ser la primera cuestión en política monetaria; que los gobernadores de 

los bancos centrales tienen que ser independientes en la persecución de sus 

objetivos; que su proceso de toma de decisiones tiene que estar
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configuración de bancos centrales autónomos y políticamente 
responsables de su manejo de la política monetaria. Para la 
organización de la política monetaria —como para cualquier 
competencia pública—, las sociedades cuentan con su mecanismo de 
organización y control, el Derecho.

Debe permanecerse alerta ante la advertencia de que no deja 
de ser restrictiva la opción entre las dos posibilidades que 
principalmente se apuntan desde la economía: las que se mueven en 
la dicotomía banco central independiente/mercado libre. Esto es, 
dejar que la oferta monetaria sea determinada por un banco central 
responsable y no sujeto a presiones gubernamentales, o que venga 
establecida por las necesidades del mercado, sin otras ataduras. 
Ambos ámbitos de opinión tienen en común la convicción de que 
puede controlarse la inflación a un coste cero en términos reales y 
que dicho control es la única responsabilidad macroeconómica de los 
gobiernos; aceptan la exogeneidad del dinero y, por lo tanto, la 
capacidad de las autoridades para controlar la inflación por medio 
del control de la oferta monetaria. Ninguno de estos grupos cree que 
pueda confiarse en que los políticos proporcionen la inflación baja o 
cero que se considera deseable por lo que, de una u otra manera, se 
hurta de la política comúnmente entendida este ámbito de 
decisiones. La única diferencia es que un grupo considera que la 
independencia de los bancos centrales del proceso tradicional de 
toma de decisiones políticas y la exigencia de que proporcionen baja

estructurado y ser consistente, pero también transparente; es deseable 
algún tipo de precompromiso porque consigue que la política monetaria sea 
más creíble y efectiva. Estos son los grandes cambios en relación con el 
régimen de la política monetaria que prevalecen en la mayor parte de los 
países (...), y se trata claramente de cambios para bien (T ab ellin i, G uido, 

“Towards more effective monetaiy policy: conduding remarles”, en 
Kuroda, Iw ao, Towards more effective monetary policy. Macmillan, 
Londres, 1997, pág. 398).
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inflación es suficiente para la obtención de buenos resultados en este 
sentido, mientras que el otro grupo desconfía de la burocracia que 
gobierna incluso un banco central independiente, que también trata 
de maximizar su propio bienestar, y defiende que la única alternativa 
es desmantelar el banco central y permitir que la oferta monetaria 
venga determinada de manera competitiva por un sistema bancario 
libre*21.

Cualquiera de estas dos opciones son, de una u otra forma, el 
regreso a procesos ya experimentados de diseño y  gestión de la 
política monetaria. Como afirman B ain  y H o w e lls , la independencia 
de los bancos centrales nos devuelve a la posición institucional que 
dominaba hasta la nacionalización/politización de muchos bancos 
centrales después de la Segunda Guerra Mundial, y este retomo al 
pasado de la economía monetaria es todavía más profundo en el caso 
de una oferta monetaria determinada por la competencia del sistema 
bancario libre*22. Ambas opciones —y, por supuesto, las alternativas 
que no se incluyen en ninguna de las dos anteriores— sólo serian 
legítimas siempre y cuando atendieran al parámetro democrático 
propio del Estado constitucional.

b. La regulación jurídica de la política monetaria

El hecho de que la política monetaria sea considerada como 
una función de gobierno no ha significado que automáticamente el 
Derecho se haya ocupado de ella de la manera correspondiente a su 
importancia en el marco de la toma de decisiones públicas. En el 
pasado, el patrón oro estableció una regla monetaria clara, que en 
general tuvo éxito porque constituyó un anclaje del nivel de precios

421 BAiNy H o w ells , “La política m onetaria...” cit. pág. 66.

422 ídem .
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en las economías que lo siguieron e impuso relevantes limitaciones al 
margen de actuación discrecional de las políticas monetarias*^. Las 
estrictas reglas de convertibilidad que establecía el patrón metálico 
fue la principal —aunque no la única— causa de la estabilidad 
monetaria del siglo XIX, y explicaría, según G arcía-A n d rad e, la no 
ocupación del manejo de la moneda por el Derecho público; el 
dominio ideológico absoluto, prolongado e internacional del patrón 
oro sobre cualquier otra fórmula de control de las Autoridades 
monetarias, unido al carácter aún privado de los bancos centrales en 
la generalidad de los países y a la falta de una verdadera política 
monetaria determinó una organización monetaria en la que el 
Derecho público estuvo prácticamente ausente*2*.

Este desconocimiento de la política monetaria por parte de la 
norma pública no ha sido recíproco. El Derecho, en particular el 
Derecho constitucional, no ha pasado desapercibido para un sector 
de la doctrina económica, que ha querido usarlo en sus propuestas 
como instrumento para comprometer prescriptivamente a sociedades 
y  a sus gobernantes en la consecución de la estabilidad de los precios 
por medio de la limitación del campo político de acción del Ejecutivo. 
De las posibilidades limitadoras de los mandatos constitucionales 
eran conscientes Friedm an y  los monetaristas que seguían sus tesis 
cuando abogaban por la constitucionalización de las normas que 
implicaban un determinado tipo de política monetaria*^. Se trataba

*23 GumÁN, “La independencia de los bancos centrales:...” cit. pág. 158.

424 G arcía-A ndrade, La posición ju ríd ica ... cit. pág. 31.

425 Ya finales de los sesenta Friedman concluyó que la política m onetaria 

debía ocuparse principalmente de la estabilidad de los precios, y  para ello  

propugnó políticas monetaristas: el crecim iento del acervo de dinero debía 

producirse a una tasa anual constante. Comoquiera que se desconfiaba de 

los formuladores de políticas públicas, tanto del Gobierno como de los 

bancos centrales, la propuesta incluía la elevación jerárquica del precepto 

hasta el rango constitucional. Cfr. Friedman, Milton, “The role of
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de incluir una autoridad monetaria independiente, limitada por los 
objetivos constitucionalmente designados en lo que denominó la 
Constitución monetaria*26; un mandato legislativo de estas 
características a favor de la estabilidad de los precios limitaría la 
presión política cuyo objetivo sea el aumento de la emisión dinero, lo 
que quedaría fuera del alcance de un banco central, al encontrarse 
prohibido por la norm ad. Las limitaciones propuestas por los 
monetaristas no han tenido una repercusión decisiva en los textos 
constitucionales^8, aunque sí en muchos de los cambios legislativos 
que se han producido desde entonces.

monetary policy”. American Economic Review vol. 58,1968, págs. 1-17. El 
propio Friedm an se postuló decididamente contra las propuestas de que el 
banco central debía ser una rama independiente del poder público, 
coordinada con el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, y sus acciones 
estarían sujetas a la interpretación de los jueces, aportando razones técnicas 
y jurídicas contra la independencia de los bancos centrales (Friedm an, 

M ilton , “An independent central bank”, en P rager, Joñas (ed.), Monetary 
economics controversies in theory and policy. Random House, Nueva York, 
1971). Friedm an encabezó el denominado enfoque antiguo, e inauguró la 
conocida controversia, que se referirá más adelante, entre normatividad 
—comúnmente conocida como reglas, esto es, la utilización del Derecho 
para la definición del funcionamiento y limitaciones en la política 
monetaria— y discrecionalidad —la defensa de un mayor ámbito de libertad 
en esa toma de decisiones—.
426 Friedm an, M ilto n , “Should there be an independent monetaiy 
authority?”, en Y eager, L eland  B., In search of a monetary Constitution. 
Harvard University Press, Cambridge, 1962.
427 H etze l, R ob ert L., “The case for a monetaiy rule in a constitutional 
democracy”. Federal Reserve Bank ofRichmond Economic Quarterly vol. 
83/2, verano 1997, pág. 59.
42® Precedentes de estas normas han sido considerados los acuerdos 
económicos durante la Confederación norteamericana, relacionados con los 
derechos de propiedad (cfr. H etze l, “The case for a monetary rule...” cit. 
págs. 48 y ss).
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Dejando a un lado las propuestas económicas que han contado 
con mayor o menor fortuna, cabe hacer constar un hecho que ayuda a 
comprender el titubeo que sobre los bancos centrales ha 
predominado en el derecho constitucional: al igual que en el resto del 
Derecho público, las Constituciones, en su contenido clásico, no se 
han preocupado debidamente de la ordenación de la moneda y, en 
general, no han aportado las soluciones que requerían las 
organizaciones autónomas con la responsabilidad de manejar la 
política monetaria, allí donde se han dado. La previsión 
constitucional de la ordenación de la moneda se producía a través de 
la constancia de la competencia genérica que, en los mejores casos, 
tenía lugar, y que se limitaba en general a la asignación de la política 
monetaria al poder p ú b lic o ^ . Sólo el último constitucionalismo está 
dotando a los bancos centrales autónomos de un estatuto 
constitucional, cada vez más amplio, en la medida en que éstos se 
establecen como responsables de la política monetaria y, en algunos 
textos constitucionales, se hacen valedores de un particular sistema 
de legitimación democrática**©. Pero la constitucionalización de los

429 En el caso español, la Constitución de 1812, en su artículo 131, señalaba 
que correspondía a las Cortes determinar el valor, peso, ley, tipo y  

denominación de las monedas; como advierte G arcía-A ndrade, las 
referencias a la organización monetaria de la Constitución de 1812 eran las 
propias de un sistema metalista, en las que al poder público únicamente le 
correspondía la decisión y  mantenimiento del patrón metálico (G arcía- 

A ndrade, La posición jurídica... cit. pág. 32). Las Constituciones que 
siguieron a la de 1812 no aportaron cambios importantes en la legislación 
monetaria; la Constitución de 1931, en su artículo 14.12, atribuía al poder 
público la legislación y ejecución directa en materia de sistema monetario, 
emisión fiduciaria y ordenación general bancaria.
430 En particular, la constitucionalización de los bancos ha tenido lugar en el 
denominado nuevo constitucionalismo latinoamericano. Al respecto, cfr. 
Martínez Dalmau, Rubén , “La constitucionalización de la banca central
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bancos centrales autónomos no se produce —al menos 
principalmente— como consecuencia de los llamamientos desde el 
campo de la economía que solicitan proteger los objetivos 
económicos en la norma de mayor rango jerárquico, sino como un 
intento de solucionar la legitimidad democrática de los bancos 
centrales independientes, fenómeno relativamente reciente y difícil 
de posicionar al que ha tenido que hacer frente el Derecho.

El hecho de que las Constituciones, en su mayor parte, no se 
hayan ocupado de los bancos centrales, como afirma Fe r n á n d e z , 

puede tener su principal razón no en la falta de relevancia de la 
institución en el funcionamiento del Estado en que vivimos —que es 
sin duda muy superior a la de otros muchos órganos a los que las 
Constituciones, por razón de simple tradición, siguen dedicando 
expresa atención— sino en un déficit de la propia teoría de la 
Constitución que, construida hace dos siglos, no ha sabido 
sencillamente incorporar este nuevo dato como ha hecho con otros 
muchos^1 y, por lo tanto, debe realizar un esfuerzo complementario y 
añadido. Lo que, a su vez, casaría con la explicación de García- 

A n d r a d e  que defiende que, aunque el sistema de organización 
monetaria basada en el patrón oro decayó hace muchas décadas, la 
generalidad de los ordenamientos ha vivido en la inercia de la 
anterior organización política y sólo recientemente los diferentes 
Derechos han comenzado a reaccionar y a acomodarse al nuevo

autónoma: el Banco Central de Venezuela”. Ágora-Revista de Ciencias 
Sociales n° 6,2001, págs. 183-208.
431 Añade el autor que una posible razón de esta omisión es que el manejo 
constitucional es obra de juristas, a los que resultaba extraño la 
extraordinaria complejidad inherente a todo lo relativo al manejo de la 
moneda (Fernández Rodríguez, “Reflexiones sobre las llamadas...”, cit. 
pág. 432).
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estado de cosas^. por lo tanto, un dinero con valor y cuyo manejo 
supone la toma de decisiones públicas, por cuanto afecta al 
ciudadano, sí debería, en la actualidad, contar con la debida 
ocupación constitucional, en particular cuando las resoluciones al 
respecto se mantienen fuera de los cauces habituales de decisión.

Aunque en el ámbito del presente trabajo pertenezca más al 
campo de las conclusiones que al de las premisas del estudio, cabe 
adelantar que la falta de previsión por parte de las Constituciones es 
fácil de explicar, puesto que el fenómeno de la independencia de los 
bancos centrales ha sido —salvo excepciones, más relacionadas con 
las contingencias históricoeconómicas que con una reflexión sobre la 
posición constitucional de los bancos centrales— generalizado sólo en 
época reciente. Como señala Ló pez  G uerra , la regulación 
constitucional únicamente se refiere a una parte, la esencial, de la 
configuración de los poderes del Estado, que afecta a los elementos 
da ve en su organización; son los conocidos como órganos 
constitucionales^. En la actualidad, la relevancia de las funciones 
que, como veremos, realizan los bancos centrales autónomos 
responsables de la política monetaria, y su delicada inserción en el 
entramado de poderes públicos, parece requerir que, en los casos en 
que se les dote de un estatuto particular de autonomía, sean incluidos 
entre los óiganos constitudonales con d  fin de legitimar 
definitivamente su actividad en el Estado constitucional^. Aunque

432 G arcía-A ndrade, La posición jurídica.., cit. pág. 31.

433 López G uerra, Luis, Introducción al Derecho constitucional, cit. pág. 

70.

434 Los conflictos de poder y de legitimidad democrática despertaron el 
interés de a lg u n o s  autores desde el mismo inicio del cambio de paradigma 
en política monetaria. En efecto, la política monetaria era considerada 
como una competencia entre el Ejecutivo y el Gobierno, lo que obligaba a 
reflexionar sobre la posición del banco central en el entramado de poder 
público y sus relaciones con el Gobierno y el Ejecutivo; problemas que, por
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en varios ordenamientos jurídicos apunten hacia su caracterización 
como óiganos constitucionales, en la mayor parte de los casos se 
configuran como administraciones independientes, sin que exista una 
(pre)ocupación constitucional^.

La inclusión en el texto constitucional de un banco central 
autónomo responsable de la política monetaria responde a una 
decisión, legítima si se produce, aunque doctrinalmente discutida, 
que debe tomar la sociedad: a la convicción de que uno de los 
objetivos de los poderes públicos debe ser la reducción de la 
inflación, y de que la independencia del banco central es conveniente 
para este fin436, pese a que comporte problemas adicionales, como su 
relación con el resto de poderes públicos o la duplicidad de 
administraciones^?. Por esta razón, no sólo el papel de los bancos

otra parte, ya se desprendían de la evolución material y jurídica en algunos 
bancos centrales, entre ellos el alemán. Al respecto, cfr. Bo n in , Konrad  v ., 

Zentralbanken zwischen funktioneller Unabhangigkeit uns pólitischer 
Autonomie. Dargestellt an der Bank von England, der Bank von 
Frankreich und der Deutschen Bundesbank, Nomos, Badén Badén, 1979, 
págs. 191 y ss.
435 Con independencia de que se regrese a la cuestión en páginas 
posteriores, cabe insistir en que se trata de la constitucionalización de los 
bancos centrales dotados de responsabilidad en política monetaria y de un 
particular estatuto autónomo. Poco sentido tendría configurar a un banco 
central dependiente como órgano constitucional.
436 En este sentido, Fair, Donald E., Relationships between central banks 
and govemment in the determination of monetary policy, with special 
reference to the United Kingdom. Société Universitaire Européenne de 
Recherches Financiéres, 1980, pág. 7.
437 En efecto, cabe tener en cuenta, como señala Fair, la separación entre el 
Tesoro y el banco central comporta el uso adicional de recursos públicos y 
la duplicación de esfuerzos en muchas ocasiones. Por ejemplo, el banco 
necesita mantenerse informado de forma independiente sobre el desarrollo
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centrales autónomos en el entramado institucional del Estado, sino el 
conflicto de poderes que genera justifica que, en aquellos países 
donde todavía no se cuenta con una regulación expresa en la Norma 
Fundamental, aunque formalmente no se trate de óiganos 
constitucionales, la doctrina defienda que materialmente sean 
órganos constitucionales. Este carácter se desprende, si no 
directamente de una atribución expresa por parte de la Constitución, 
sí de la naturaleza, esencialmente pública, de sus poderes y 
fu n c io n e s ^ »  en el Estado constitucional.

A esta conclusión ha llegado la doctrina en algunos 
ordenamientos comparados439. Los autores alemanes consideraron 
—con anterioridad a la última reforma constitucional sobre el banco 
central, cuando los problemas de legitimidad democrática del banco 
central alemán se insertaba en parámetros en algunos aspectos 
diferentes a los actuales— que la defensa del valor de la moneda es 
una de las más altas tareas del Estado de Derecho y, por lo tanto, las 
normas que realizan esta función estatal serían normas de Derecho 
constitucional material, por cuanto determinan el orden económico; 
el Bundesbank, desde este punto de vista, sería una institución 
equiparable a los órganos constitucionales^. La doctrina italiana,

cotidiano de la econom ía; tanto el banco com o el gobierno utilizan una 

plantilla am pliam ente cualificada (Fair, Rélationship between central 
banks... cit pág. 11).

438 F ernández, “La autonomía...” cit. pág. 737; Sim óes P atríc io , José, 

“Autonomía de los bancos centrales: perspectiva de derecho comparado”. 
Revista de Derecho Bancario y Bursátil n° 69, enero-marzo 1998, pág. 39.
439 C fr ., en general, POMED SÁNCHEZ, LUIS ALBERTO, Régimen jurídico del 
Banco de España. Tecnos, Madrid, 1996, págs. 157 y ss.
440 No obstante, el Tribunal Constitucional Federal alemán rechazó la 
calificación del Bundesbank como órgano constitucional, en su sentencia de 
24 de julio de 1963. V. gr., cfr. Bonin, Zentralbanken zwischen 
funktioneller Unabhangigkeit... cit. págs. 159 y  ss; S ieb elt, Joh an nes, Der
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por su parte, ha calificado al Banco de Italia como órgano de la 
Constitución material**1. En nuestro país se ha defendido asimismo 
la consideración del Banco de España como órgano constitucional en 
sentido impropio**2.

Por todo lo visto debe concluirse, con F e r n á n d e z , que la 
cuestión de los bancos centrales autónomos, y en particular el hecho 
de su autonomía, es un problema de rango constitucional*», y que, 
como señala G a r c ía -A n d r a d e , no debería ser excepcional que 
disposiciones de alto rango normativo regulen la ordenación 
monetaria sino que, por el contrario, la excepcionalidad ha tenido 
lugar en la falta de atención que hasta el momento han mostrado los 
textos constitucionales sobre el manejo de la moneda****. Con todo, 
cabe insistir en que la reacción de constitucionalismo, aunque lenta, 
está teniendo lugar, y son ya varias las Constituciones —en particular 
latinoamericanas— que se ocupan del correspondiente banco central 
autónomo responsable de la política monetaria, en algún caso muy 
pormenorizadamente**5.

juristische Verhaltensspielraum der Zentralbank. “Voirechtlich.es 
Gesamtbild” und Verfassungsauftrag den Gesetzgeber. Nomos, Badén 
Badén, 1988, pág. 238 y ss.
441 Cfr. POMED, Régimen jurídico del Banco de España, cit. págs. 158 y ss.
442 Ibidem, págs. 162 y  163.

*3 Fernández, Tomás-Ramón, “La autonomía de los bancos centrales: un 
problema de rango constitucional*, en AA.W., Estudios de derecho 
bancario y bursátil Homenaje a Evélio Verdera y Tuells. La Ley, Madrid, 
1994, pág. 736.
444 G arcía-A ndrade, La posición jurídica... cit. pág. 32.

**5 Como en los ordenamientos constitucionales de Chile o de Colombia. En 
el último cambio constitucional latinoamericano, el venezolano, que tuvo
lugar en 1999, la política monetaria y el banco central ocupa una parte muy
relevante de las disposiciones económicas de dicha norma fundamental; en 
este caso, el constituyente se hizo eco de las voces que reivindicaban

243



Rubén Martínez Dalmau

c. Evolución y  funciones actuales 
de los bancos centrales

La trayectoria de los bancos centrales ha variado desde su 
nacimiento, que, con las puntualizaciones necesarias respecto a sus 
antecedentes, puede colocarse en el siglo XIX**6. Desde entonces, 
como afirma L am falussy, la banca central ha estado siempre en 
transición, más que el resto de instituciones modernas**?, si la 
exclusiva función de los precursores de los bancos centrales hasta 
finales del siglo XIX era financiar a los gobiernos, a partir de 
entonces y durante las primeras décadas del siglo XX su labor 
principal se amplió a funcionar como banco de bancos y velar por la 
convertibilidad del patrón oro, mientras permaneció vigente. Más 
tarde, y coincidiendo con su nacionalización —la cual, de por sí, no 
supuso grandes cambios en bancos que, materialmente, eran 
públicos**8—, la facultad de emisión de los bancos centrales sirvió

solucionar el problema de la legitimidad democrática de un Banco Central 
de Venezuela autónomo, instaurando elementos de control político, 
principalmente parlamentario. Al respecto, cfr. M artínez Dalm au, Rubén, 

“La configuración constitucional del Banco Central de Venezuela”. Revista 
del Banco Central de Venezuela vol. XVI, n° i, enero-jimio 2002, págs. 13-
38.

*»6 Cfr., en general, C o llin s, M ich ael, Central banking in history. 
University Press, Cambridge, 1993.
**? Lam falussy, A lexan d re, “Central banking in transition”, en Capie, 

FORREST, GOODHART, CHARLES; FISCHER, STANLEY; y SCHNADT, NORBERT, 

The future of central banking. The tercentenary symposium ofthe Bank of 
EnglandL Cambridge University Press, Cambridge, 1994, pág. 330.
448 Como señaló Kriz algunos años después de que tuvieran lugar los más 
importantes procesos de nacionalización de la banca central, la 
transferencia de la propiedad del banco central fue más un símbolo que un 
cambio sustancial (Kriz, “Central banks and the State...” cit pág. 580).
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para financiar excesivos gastos estatales que contribuyeron al 
aumento de la inflación. Contrarrestar estos impulsos inflacionarios 
fue, desde finales de la década de los setenta, su función principal, y 
para su ejercicio se ha justificado, desde entonces, su particular 
estatuto independiente.

La emisión de dinero, una vez conformada como competencia 
propia del Estado, nunca más pasaría de nuevo a manos privadas. 
Cuando el importe de la transacciones reclamó la emisión de papel- 
moneda con el fin de complementar la función de la moneda 
metálica, la emisión de billetes se consideró como un complemento 
—y no una alternativa— a la acuñación de moneda metálica, y por lo 
tanto la titularidad sobre la creación y puesta en circulación del 
nuevo tipo de moneda debía corresponder también al poder 
público449. El principal objetivo de los bancos centrales, durante 
siglos, ha sido el mantenimiento del valor interno y externo de la 
moneda, aunque con diferentes m edios^. Mientras en un principio 
el Estado concedía a los bancos la posibilidad de emitir dinero contra 
las garantías depositadas, con la nacionalización los bancos centrales 
pasaron a ser bancos del Estado, y se les asignó la competencia de 
ejecución de la política monetaria, de acuerdo con el diseño y las 
instrucciones del Gobierno. En varios casos —como veremos, en los

449 Z unzunegui, Fernando, Ordenación bancario, Espasa-Calpe, Madrid, 
1992, pág. 55.
450 Así, durante la vigencia del patrón oro, se alcanzaba el objetivo por 
medio de la convertibilidad del metal; esto es, el valor de los billetes del 
banco se expresaba en términos de contenido de metal (oro) que el banco 
central intentaba mantener en niveles estables en todo momento 
(G ood h art, C harles; Capie, F o rr est y S chn adt, N o rb ert “The 
development of central banking’*, en Capee, F o rrest, G ood hart, C harles; 

F isch er, S tan ley ; y Schnadt, N orb ert, The future of central banking. 
The tercentenary symposium of the Bank of England. Cambridge 
University Press, Cambridge, 1994, págs. 1 y ss).
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modelos de banca central dependiente—, continúa siendo así; en 
otros, los bancos centrales fueron dotados de autonomía al tiempo 
que se aumentaban sus responsabilidades: ya no se limitarían sus 
funciones a ejecutar la política monetaria sino, lo que es más 
importante, a decidir qué tipo de política monetaria y en qué 
oportunidad iba a aplicarse, imponiéndose como objetivo último la 
preservación del valor del dinero.

Después de lo que se conoció como el final del intermedio en 
el mercantilismo y que llegó tras la Primera Guerra Mundial, la crisis 
provocó una mayor intervención de los gobiernos. No obstante, la 
experiencia de la inflación y el retomo de la paz comportó durante un 
tiempo que cierta autonomía de la que habían disfrutado con 
anterioridad los bancos centrales —fruto de la filosofía 
politicoeconómica del Estado liberal— se recuperara durante un 
breve periodo, hasta los grandes cambios que se produjeron durante 
el entorno dirigista de la Segunda Guerra Mundial^1. Las leyes 
estableciendo la banca central del Estado aparecieron en la mayoría 
de los países industriales desde mediados de los años treinta hasta 
finales de los cincuenta^; por medio de la nacionalización de los 
bancos emisores, en particular después de la Segunda Guerra 
Mundial, éstos pasaron directamente a manos de los gobiernos.

Como se ha hecho referencia, la transferencia de la 
responsabilidad monetaria fue producto de los cambios en las 
concepciones monetaristas durante las décadas de los setenta y los 
ochenta, en los intentos de explicar el aumento de la inflación; cada 
vez menos se entendía que cierto índice de inflación era necesario 
para el crecimiento económico y el empleo, y cada vez más se

451 G oodh art, Capee, y S ch n adt, “The development of...”, cit. págs. 62 y 63.
452 Cfr. una visión general de esta evolución en SkAnland , H ermod, The 
central bank and political authorities in some industrial countries. Banco 
de Noruega, Oslo, 1984, págs. 6 y ss.
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concebía la inflación como fruto de un comportamiento monetario 
desordenado del cueipo político. Durante esta época, un grupo de 
bancos centrales encabezaron la lucha contra la inflación desde 
posiciones diferenciadas a las gubernamentales, restringiendo el 
dinero y el crédito disponible*^. Más adelante se extendió la 
regularización de la independencia de los bancos centrales*^, 
envuelta en cierto halo de tecnicismo y claudicación, como afirma 
Goodman fruto de una variedad de presiones, tanto internas como 
internacionales. Una vez la banca central devino independiente, su 
habilidad para mantener este estatuto refleja tanto los recursos que 
posee como las estrategias que persigue455.

La función principal que se asignó a los bancos centrales 
autónomos fue la responsabilidad sobre el diseño y  ejecución de la 
política monetaria. Dicha función incluye, en general, la facultad de 
determinar los objetivos de crecimiento de los agregados monetarios, 
así como la relevante elección de los instrumentos de política 
monetaria^6; durante varias décadas también decidía sobre las

453 V o lck er, P a u l A., The triumph of central banking? Per Jacobsson 
Foundation, Washington, 1990, págs. 4 y 5).
454 Si bien el térm ino “independencia” de los bancos centrales ya se conocía 

a finales de los cuarenta (v. gr., Kriz, “Central banks and the State...” c it) .

455 Goodm an, Joh n  B., Monetary sovereignty. The politics of central 
banking in Western Europe. Comell University Press, Ithaca, 1992, pág. 7, 
23yss.
456 En los años recientes, la liberalización de los m ovim ientos de capitales y  

la desregulación financiera han llevado a favorecer los instrum entos que se  

apoyan en m ecanism os de mercado (tasas de interés, sobre todo), en  

detrim ento de los dispositivos de control cuantitativo (control y  selección  

del crédito o del refínanciam iento, entre otros); por ello, los instrum entos 

utilizados por los bancos centrales han tendido a unificarse (B anco de  

Francia, “Organización y funciones...” cit. págs. 272 y 273).
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variables intermedias^?. Asimismo, entre otras actividades^, la 
responsabilidad sobre política monetaria incluye la intervención en el 
mercado monetario, en el mercado de cambios, a través del manejo 
de las reservas cambiarías por cuenta del Estado con el fin de 
proteger la estabilidad externa de la moneda. Las concesiones de 
anticipos al Estado, facultad habitual en un principio considerada 
como contrapartida del monopolio de la emisión de billetes que 
poseía el banco central^ —incluso cuando contaba son un capital en 
manos privadas—, pasó a calificarse de medida inflacionista y 
atentadora de la independencia de los bancos centrales y, por lo 
tanto, sería evitada en los ordenamientos jurídicos consagradores de 
la autonomía de los bancos centrales responsables de la política 
monetaria.

En el ámbito externo, la competencia del banco central es 
notablemente más limitada. Aunque en un sentido amplio esté 
englobada en la política monetaria, la competencia en política 
cambiaría tradicionalmente está repartida entre el Gobierno, que la 
diseña, y el banco central, que la ejecuta. En la mayoría de los países 
la independencia de los bancos centrales no abarca la 
responsabilidad completa sobre las decisiones principales de política 
cambiaría, y los gobiernos o parlamentos se han reservado

4 5 7  El uso de las variables interm edias, que suponían dos niveles en el 

proceso de tom a de decisiones, como un objetivo de la política m onetaria 

fue habitual hasta el dramático aum ento de la inflación durante los 

primeros años de la década de los setenta. Cff. Goodman, M onetary  

sovereignty... cit. págs. 20 y  ss.

458 Funciones destinadas a la obtención de información para un correcto 

ejercicio de sus funciones en política monetaria, como la elaboración de las 

estadísticas monetarias, crediticias y  de ahorro, o la promoción de estudios 

económ icos y  monetarios del país o de su entorno internacional, necesarios 

para el diseño de la estrategia monetaria del banco central.

459 Banco d e Francia, “Organización y  funciones...” cit. pág. 273.
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normalmente para sí esta competencia*60, por considerarla muy 
relacionada con la función de soberanía. No obstante, no es extraño 
que los bancos centrales participen de alguna forma también en el 
diseño de la política cambiaría, en general a través de su papel 
consultivo*61, y la doctrina ha querido ver en la coherencia entre la 
política monetaria y la política cambiaría un elemento más a favor de 
la independencia de los bancos centrales*62, lo que aumentaría las 
funciones y relevancia de la banca central.

Otra función esencial que se ha asignado a los bancos centrales 
es el mantenimiento de la seguridad del sistema de pagos, necesaria 
para la estabilidad del sistema financiero, una de sus ocupaciones 
tradicionales*^. Incluye, por una parte, el monopolio de la emisión, 
puesta en circulación y conservación de la moneda legal, lo que no 
significa que el banco central realice la fabricación material de la 
moneda, proceso que en la mayoría de las ocasiones lleva a cabo otra

460 GumÁN, “La independencia de los bancos centrales:...” cit pág. 162.
461 Banco d e F rancia, “Organización y funciones...” cit pág. 272.
462 y  gr>) S a n tillá n , para quien “en un contexto de integración financiera 
elevada, aunque parcial, se hace más importante una formulación adecuada 
y coherente de las políticas monetaria y cambiaría, dado que aumentan los 
costes potenciales de formulaciones inadecuadas; un elemento importante a 
este respecto puede ser la autonomía del banco central. En un régimen de 
objetivos cambiarios más o menos estrictos, y sin restricciones a los 
movimientos de capital, cabe pensar que dicha autonomía puede llegar a ser 
irrelevante; sin embargo, la independencia del banco central es importante 
en la medida en que puede contribuir al éxito de los objetivos cambiarios y, 
en caso de abandono o flexibilización de estos, constituye una garantía de 
carácter estable en la lucha contra la inflación, que tenderá a minimizar los 
posibles costes asociados a la modificación del régimen cambiarlo 
(S a n tillá n , Jav ier, Política cambiaría y autonomía del banco central. 
Banco de España, Madrid, 1996, págs. 32 y 33).
463 LamfalüSSY, “Central banking...” cit pág. 335.
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instancia pública. Por otra parte, incluye la organización y 
supervisión de los sistemas de compensación y de los sistemas 
automatizados de transferencia, que guarda estrecha relación con la 
estabilidad monetaria. Los bancos centrales aseguran el 
funcionamiento adecuado de estos intercambios y analizan sus 
riesgos; también en esta ocasión no siempre corresponde a los bancos 
centrales el manejo directo de estos sistemas^.

El resto de funciones asignadas a los bancos centrales no están 
directamente relacionadas con una función de gobierno, como sí lo 
está la responsabilidad sobre la política monetaria. De hecho, en los 
casos en que se dota de un estatuto particular de autonomía al banco 
central, éste habitualmente abarca exclusivamente a sus funciones 
respecto a la política monetaria, pero no al resto, de carácter más 
técnico y que no se considera necesiten de la independencia para su 
correcta realización. En efecto, el banco central realiza algunas 
actividades para las que su capacidad técnica y su posición en los 
mercados le coloca en ventaja en relación con otros ámbitos públicos; 
pero se trata de actividades que no requieren propiamente de la 
formulación de políticas y que, de hecho, no en todos los países se 
encuentran bajo la responsabilidad de los bancos centrales y, con 
importantes diferencias en cada sistema, forman parte de las 
funciones de otros organismos públicos.

^  Lo que hace que los bancos centrales dirijan una amplia serie de 
indicadores importantes para valorar la fragilidad financiera (D im sdale, 

N ic h o la s , “Banks, capital markets and the monetaiy transmission 
mechanism”. Oxford review of economic policy vol. 10, n° 4, pág. 46). 
Como afirma L am falussy, incluso en los países donde la función 
prudencial se ha conferido a instituciones diferentes del banco central, éste 
continúa siendo corresponsable (L am falussy , “Central bankmg...” cit. pág. 
335).
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Entre estas funciones está la de servir de agente público para 
la tramitación de operaciones bancarias para la tesorería nacional, 
gestionar la deuda pública o funciones generales de estudio o de 
estadística. La vigilancia de la estabilidad del sistema financiero y la 
capacidad de supervisión de los mercados financieros, ámbitos en los 
que sí se discute la posibilidad de un estatuto autónomo para su 
correcta realización es, en muchos lugares, competencia del banco 
central. En otros casos se ha separado el ejercicio de dicha 
supervisión, asumida por diferentes instancias públicas de 
inspección, de la responsabilidad sobre la política monetaria, por la 
existencia de un potencial riesgo de conflicto entre ambas 
funciones*66. Por mía parte, se considera que los bancos centrales 
cuentan con una posición privilegiada para realizar la regulación y el 
control de los mercados financieros, así como con el personal técnico 
capacitado para realizar esta función, una función propia del poder 
público y a la que éste necesita destinar ciertos recursos. Por otra 
parte, se arguye que la supervisión del sistema bancario por los 
bancos centrales es necesaria, porque resulta evidente que un banco 
central precisa tener una idea clara de los puntos fuertes y débiles del 
sistema bancario en un momento dado si ha de ser capaz de valorar el 
impacto probable de sus decisiones de política monetaria. Desde este 
punto de vista, la mejor forma de asegurarse de que el sistema 
bancario es lo suficientemente fuerte para servir de canal de la 
regulación macroeconómica del crédito del banco central es que éste 
ejerza una continua supervisión microeconómica de los bancos, para 
lo que sería necesario configurar un banco central competente en la 
función de supervisión, además de su responsabilidad sobre la 
política monetaria*66.

465 Banco de Francia, “Organización y funciones...” c i t  pág. 274.

406 D eane, M arjorie y  P rin g le , R obert, Bancos Centrales. Escuela de 
Finanzas Aplicadas, Madrid, 1996, pág. 348.
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Más que fruto de una reflexión teórica, la asignación de la 
función de supervisión a los bancos centrales ha dependido de cómo 
tradicionalmente se ha realizado esta función en los Estados. Lo 
cierto es que a medida que los bancos centrales han asumido una 
configuración autónoma, las competencias sobre la supervisión 
bancaria se han apartado de sus funciones no sólo por considerar que 
podía afectar a la independencia del banco central, al correr el riesgo 
de verse envuelto dicha institución en los conflictos que afectan de 
forma particular a los bancos*6?, sino también porque la calidad de la 
autonomía de la que gozan no es necesaria —quizás tampoco 
conveniente— para el ejercicio de inspección. Aun así, son muchos 
los bancos centrales que mantienen la función de supervisión entre 
sus amplias responsabilidades*68.

En su fase actual, la evolución de los bancos centrales en 
muchos países ha despuntado hacia la autonomía fruto, cabe insistir, 
de la consideración y aceptación por parte de los legisladores y, en 
algunos casos, de los constituyentes, de las teorías que propugnan la 
necesidad de una banca central independiente para la efectiva lucha 
pública contra la inflación. De forma temprana, autores como Kriz  

observaron que el cambio organizacional y estructural del banco 
central conllevaba una mutación en las relaciones entre los bancos y

467 De esta forma, el legislador alemán optó en la organización del 
Bundesbank, en 1957, asignar la responsabilidad de la supervisión bancaria 
a otra institución, la Oficina Federal de Supervisión Bancaria, con el fin de 
favorecer la autonomía del banco central alemán (ISSING, "Independencia 
del banco central...” cit. pág. 273).
468 Entre ellos, el Banco de España. Por otra parte, como se analizará, no se 
ha descartado como una de las funciones futuras del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales. Con todo, cabe tener en cuenta que, como se ha 
analizado, es justamente la función de supervisión la que justifica la 
creación de determinadas administraciones independientes (cff. Rallo, La 
constitucionalidad... cit. págs. 65 y ss).
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el resto de poderes del Estado. Aunque, para estos primeros autores, 
la dicotomía entre autonomía y subordinación al Gobierno era 
preclaramente concebida. “No se trata de independencia —afirmaba 
Kriz—, que nunca podrá aplicarse a la banca central por su carácter 
público; tampoco se trata de subordinación del banco al tesoro, lo 
que es una falacia. Preferiblemente el concepto de asociación 
(“partnership”), considero, ofrece una vía de salido a este histórico 
dilema en la banca central^. Entender la posición de los bancos 
centrales autónomos y responsables en el Estado constitucional 
obliga, por una parte, a aproximar los fundamentos materiales del 
porqué los legisladores han optado por esta particular configuración 
del órgano público y, por otra, qué consecuencias se desprenden de la 
regulación jurídica de su autonomía, en especial en cuanto a la 
relación con el resto de poderes públicos, y de qué manera debe 
configurarse aquélla para adaptarse a las necesidades de legitimidad 
democrática en el Estado constitucional.

2 . EL CARÁCTER INDEPENDIENTE 

DELOS BANCOS CENTRALES

a. La relación entre independencia de los bancos centrales 
y estabilidad económica

A finales de la década de los setenta, como se ha hecho 
referencia, un cambio de paradigma en los planteamientos 
macroeconómicos constituiría el germen de la futura necesidad de 
adaptar la organización de los bancos centrales y dotarles de 
autonomía. Hasta ese momento, habían triunfado las tesis de que el

469 K riz, “Central banks and the State...” cit. pág. 580.
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aumento del empleo debía alcanzarse directamente esforzándose en 
el crecimiento de la producción. Durante la década de los setenta, el 
aumento de la inflación en los países desarrollados cuestionó 
notablemente la política de aumento de la producción y el control de 
la demanda agregada. Si bien la crisis afectó a todo el mundo, 
aquellos Estados que habían ejecutado correctivos tradicionales, 
como Gran Bretaña o Estados Unidos, padecieron índices de 
inflación más graves que otros, como podían ser los casos alemán o 
japonés, que comenzaron a combatirlos índices de inflación. Pero, en 
general, es —como afirma Issing— en la búsqueda de soluciones a 
unas tendencias económicas, en particular la aceleración mundial de 
la inflación, donde encontramos el origen del interés por la 
independencia de los bancos centrales*?0 y el único objeto material de 
su estatuto particular autónomo en el entramado del poder público.

El nuevo paradigma, que traducía la victoria de las tesis 
monetaristas sobre el keynesianism o47i, se basaba en la consecución 
indirecta del crecimiento económico a través del control de la 
inflación, esto es, por medio del esfuerzo por la estabilidad de los 
precios*?2. Para conseguir el bienestar de los ciudadanos ya no 
bastaba con una política económica activa, sino que se hacía 
necesario el correcto control de los instrumentos de política 
monetaria, como el tipo de cambio o el tipo de interés, con el fin de

47° ISSING, “Independencia del banco central y estabilidad monetaria”, cit 
pág. 269.
471 Cfr. MACESICH, Money & democracy, cit págs. 2 y ss.
472 Cuestión que desde finales de los sesenta pusieron sobre la mesa los 
monetaristas, la escuela —cuyo principal representante fue M ilton 

Friedman— que propugnaba el ineludible mantenimiento de una tasa 
constante de aumento monetario. Las políticas monetaristas que realizaron 
algunos bancos centrales a finales de los setenta y durante la década de los 
ochenta fracasó, si bien en la falta de éxito pudieron contribuir elementos 
exógenos. Cfr. Issing , “Independencia del banco central...” cit pág. 269.
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contener la inflación. De este sesgo inflacionista, con cierta simpleza, 
fueron acusados los bancos centrales —todavía dependientes de los 
Gobiernos— por su comportamiento en política monetaria, pasando 
por alto, como se ha analizado y denuncia B l in d e r , las explicaciones 
prácticas sobre el sistema económico mundial, responsable también 
en buena medida del aumento observado de la inflación^. Por lo 
tanto, el nuevo enfoque de la política monetaria, que abogaría por 
una reforma de la configuración de los bancos centrales, fue de 
marcado carácter institucional, incidiendo en qué institución y con 
qué características iba a tomar las decisiones sobre política 
monetaria, a diferencia de los enfoques de la macroeconomía 
tradicional, que no fue muy útil para abordar temas de reforma 
institucional, puesto que conceptuaba la política monetaria como una 
variable exógena«74.

Los escenarios teóricos planteados desde el campo de la 
economía han sido numerosos y complejos en su voluntad de ofrecer 
soluciones al enfoque institucional de la política monetaria^. En 
líneas generales, se fundamentan en la consideración de la 
independencia de los bancos centrales como una de las fórmulas de 
mayor éxito para minimizar los efectos de la denominada 
inconsistencia temporalw6, tal y como desarrollaron los modelos

473 Como la guerra de Vietnam, el fin del sistema de Bretton Woods, las 
perturbaciones de la OPEP, etc. (Blinder, Alan S., El banco central: teoría 
y práctica. Antoni Bosch, Barcelona, 1999, pág. 40).
474 erias Rey, Antonio  y Sánchez Santos, J osé Manuel, “Independencia 
de los bancos centrales y política monetaria: una síntesis”. Hacienda 
Pública Española n° 132,1995, pág. 65.
475 Puede verse un resumen en ibidem,, págs. 64 y ss.
476 Conocida en varias ocasiones por los términos ingleses time 
inconsistency o dynamic inconsistency (Lastra, Central banking and... cit.
pág. 14)
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teóricos de, inicialmente, Kydland  y P re s c o t t^  y  otros autores con
posterioridad^.

Para entender el funcionamiento de la inflación, desde la 
ciencia económica se diseñó un marco teórico a partir de la relación 
entre los comportamientos de los operadores económicos que actúan 
en determinado ámbito. Así, el proceso de elaboración de la política 
monetaria se concibe como un juego entre las autoridades públicas 
encargadas de su diseño y ejecución y los agentes privados de la 
economía479, que actúan sobre ella. Las autoridades públicas dan a 
conocer sus intenciones de desarrollar determinada política 
económica en un intervalo de tiempo y lugar concretos, incluso en un 
principio con voluntad de realizar seriamente ese tipo de políticas; no 
obstante, los operadores económicos privados reaccionan de 
determinada manera, y es justo ante el producto de esta reacción, que 
actúa como incentivo, cuando las autoridades públicas cambian de 
opinión y desarrollan una política económica diferente a la que en su 
momento determinaron.

4 7 7  K ydland, F. E. y P r e sc o tt, E. F., “Rules rather than discretion: the 
inconsistency of optimal plans”. Journal ofPolitical Economy n° 85,1977, 
págs. 473-492.
478 El modelo económico básico, defensor de la banca central independiente 
ha sido desarrollado por varios autores. Son clásicos los estudios de 
A lesin a  y Cukierm an (entre ellos, A lesin a , A lb erto  y Summers, 

L aw rence, “Central bank independence and macroeconomic performance: 
some comparative evidence” Journal ofmoney, cred.it and banking n° 25, 
mayo 1993, págs. 151-162; Cukierm an, A lex , Webb, S teven  y  N eyapit, 

B ilin , “Measuring the independence of central banks and its effect on 
policy outcomes”. The World Bank economic review n° 6, septiembre 1992, 
págs. 353-398). Cfr. asimismo Cukierm an, A lex , Central bank strategy... 
cit.
479 E rias y SÁNCHEZ, “Independencia de los bancos centrales y política 
monetaria...”, cit. pág. 63.
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Puesto que el marco teórico parte de que los formuladores de 
políticas públicas van a actuar en todo caso en función de sus 
intereses momentáneos, ello supone en ocasiones que no van a 
mantener su palabra o van a desviarse de sus intenciones originales. 
Por lo tanto, a la postre, su política será inconsistente desde el punto 
de vista temporal*80, lo que a su vez repercutirá en el 
comportamiento de los operadores privados, desconfiados de la 
política pública, y actuará contra la estabilidad económica; esto es, 
existiría un déficit de credibilidad de la política monetaria en manos 
del Gobierno, que produciría el denominado sesgo inflacionario, y 
cuya clave se encontraría en la falta de capacidad del Gobierno para 
autoobligarse*81. Este comportamiento previsible —no 
obligatoriamente constatable— explicaría que la política monetaria 
necesitara distanciarse de la influencia del día a día, puesto que los 
políticos tenderán siempre a adoptar una visión cortoplacista sobre el 
sesgo que sería conveniente para una política monetaria no 
inflacionista*82.

Este fenómeno se vería asimismo provocado a través de los 
efectos que las políticas de opciones partidistas diferentes 
implicarían sobre la conducción monetaria. Puesto que los partidos 
políticos representan los intereses de grupos electorales distintos, 
cuentan con diferente disponibilidad de los costes de la inflación y del

4®° Idem.
481 De acuerdo con esta visión, la soberanía del Estado anula la capacidad de 
autoobligarse del Gobierno, ya que no hay autoridad superior que fuerce el 
cumplimiento de sus promesas o de sus declaraciones (U rrutia, J uan , 

“Reflexiones sobre la precariedad de algunas instituciones. El caso de un 
banco central independiente”. Isegoría n° 18,1998, págs. 90 y 93).
482 GumÁN, “La independencia de los bancos centrales: principales...’’, cit. 
pág. 158.
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d esem p leo483. De esta forma, como explica García  del  Pa so , el 
problema clásico de la inconsistencia temporal suige cuando el nivel 
de empleo determinado por el mercado es considerado demasiado 
bajo por el Gobierno, lo que incentiva al Gobierno a embarcarse en 
una política monetaria expansiva que reduzca los salarios reales de la 
economía; como el público también evalúa los costes y beneficios de 
la inflación, acabará produciéndose una expansión monetaria
inflacionista^H

Estos modelos, como puede observarse, están basados en el 
comportamiento racional de la sociedad, lo que de por sí incluye 
limitaciones en el análisis de los r e s u lta d o s ^ . De acuerdo con estos

483 G arcía de Paso, J o sé  I., “Teoría y evidencia recientes sobre la 
independencia de la banca centrar. Papeles de Economía Española n° 54, 
1993» pág. 38. No obstante, las explicaciones basadas en la teoría de los 
juegos no parten todas de esa única preferencia de los partidos políticos; 
desde otro prisma, se ofrecen dos tipos fundamentales de modelos que 
comportan dos actuaciones diferentes de los partidos políticos: que los 
partidos sólo se preocupan por alcanzar y mantenerse en el poder, y que los 
partidos difieren sobre asuntos de tipo político y económico (R ep u llo , 

R a fa el, “Sobre la independencia de los bancos centrales”. Papeles de 
Economía Española n° 57,1993, pág. 89)
484 G arcía d e l Paso, “Sobre la independencia...” cit. pág. 99.
485 Como señala U rru tia , existe una tensión entre la universalidad exigida 
por la racionalidad y la potencialidad de un “toque de irracionalidad” que 
redunda en la diversidad. La racionalidad total, que presumiblemente 
conduciría a un óptimo, implica sin embargo la fragilidad de las 
instituciones macroeconómicas, y para que éstas fueran menos precarias 
deberían estar entroncadas en las costumbres del país y desarrolladas a 
través de un proceso en el que la racionalidad es limitada (U rru tia , 

“Reflexiones sobre la precariedad...” cit págs. 92 y ss). Debe tenerse en 
cuenta, por otra parte, que se ha demostrado la discordancia entre los 
pronósticos de los modelos teóricos y el comportamiento real de la 
economía (M eltzer , “On making monetaiy...” cit pág. 10).
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modelos, en un mundo en el que el público aprende de la experiencia 
de la política monetaria y forma expectativas sobre el 
comportamiento futuro de los que toman decisiones de política 
monetaria, la tendencia a cambiar de objetivo se detecta rápidamente 
y representa una de las causas de incertidumbre y falta de confianza 
sobre el futuro de la política monetaria y, correspondientemente, el 
comportamiento de la in fla c ió n ^ 6. Se parte, por lo tanto, de que el 
público, que con su comportamiento actúa en el sistema económico, 
aprende de la experiencia y, con el tiempo, la experiencia le indica 
que el Gobierno no cumple con sus compromisos en política 
monetaria*8?.

486 GumÁN, “La independencia de los bancos centrales:...” cit. pág. 158. 

Autores como Lippi han intentado demostrar la correlación entre la 
aversión a la inflación del banco central y la aversión a la inflación del 
elector medio, así como la correlación negativa entre el grado de 
independencia del banco central y  la “tentación hacia la inflación” del 
elector medio (Lippi, F rancesco, “Median voter preferences, central bank 
independence and conservatism”. Public choice n° 105, 2000, págs. 323- 

338; del mismo autor, sobre delegación política y  elecciones, cfr. Lippi, 

F rancesco, Central bank independence, targets and credibility. Political 
and economic aspects of delegation arrangements for monetary policy. 
Edward Elgar, Cheltenham, 1999, pág. 73 y ss).
487 En palabras de Rubio, “si el público percibe que las autoridades no están 
dispuestas a asumir todas las consecuencias de las políticas disciplinadas y 
prevé, porque lo ha aprendido de experiencias anteriores, que cuando los 
costos de dichas políticas se hagan presentes se producirá una relajación de 
las mismas, la eficacia de todas las medidas antiinflacionistas se ve 
enormemente mermada. Por ello, cuando el retomo a una senda de mayor 
estabilidad se hace inevitable, las medidas que hay que adoptar son más 
duras, y sus costos más elevados que los que se pretendían evitar, debido a 
la falta de credibilidad de la política monetaria” (R ubio, “El papel de los 
bancos centrales...” cit. pág. 29).
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Relación en tre  independencia e inflación

R án k in g  d e  b a n c o s  ce n tr a le s  p o r  p ro m ed io  rea l de in d e p e n d en c ia  

d u ra n te  la  d écad a  d e  lo s  o c h en ta  en  p a ís e s  d esa rro lla d o s

País Nivel de independencia Promedio anual
de inflación

Suiza 0.68 3
Alemania occidental 0.66 3
Austria 0.58 4
Estados Unidos O.51 5
Dinamarca 0.47 7
Canadá 0.46 6
Países Bajos 0.42 3
Irlanda 0.39 9
Luxemburgo 0.37 5
Islandia 0.36 38
Gran Bretaña 0.31 7
Australia 0.31 8
Francia 0.28 7
Suecia 0.27 8
Finlandia 0.27 7
Nueva Zelanda 0.27 12
Italia 0.22 11
España 0.21 10
Bélgica 0.19 5
Japón 0.16 3
Noruega 0.14 8

El nivel de independencia de extiende desde cero (independencia mínima) hasta uno 
(máxima independencia). La inflación ha sido medida como promedio geométrico anual 
durante la década de 1980, y redondeada al porcentaje completo más cercano.

Fu e n t e : Cu k ie r m a n ,  Central bankstrategy... cit pág. 382.
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Puesto que, explica el mismo marco teórico, nada estabiliza un 
precio tan eficazmente como la expectativa de que ese precio no 
variará bajo ninguna circunstancia*88, la credibilidad de la autoridad 
responsable de la política monetaria se convierte en un valor 
fundamental a la hora de controlar la inflación. Si los operadores 
privados consideran que existen razones para creer que la política 
monetaria se mantendrá en su cauce desde el principio, se facilitará 
notablemente el control de la inflación. Pero, para que sea creíble 
determinada política económica por parte de los operadores 
privados, ésta debe ser temporalmente consistente, lo que obliga a 
eliminar los incentivos en el cambio de políticas, esto es, evitar las 
tentaciones momentáneas, de acuerdo con los intereses a corto plazo, 
que los formuladores de políticas públicas pueden sentir a favor del 
cambio en la trayectoria prevista y que provocan, irremediablemente, 
la inconsistencia temporal. La propuesta de un banco central 
independiente, esto es, separado del resto del poder político a la hora 
de adoptar decisiones*8?, colaboraría en atajar este problema, al 
delegarse en el banco central la política monetaria*?0. Se parte, en 
este caso, de la literatura microeconómica sobre delegación, según la 
cual un individuo puede conseguir comprometerse a una 
determinada acción de forma creíble si delega su actuación sobre otro

*88 Erias y Sánchez, “Independencia de los bancos...” cit. pág. 64.
G alindo M artín , MrGüEL Á n gel, “La independencia de los bancos 

centrales: importancia, efectos e im plicaciones”. Información comercial 
española. Revista de economía n° 753, mayo 1996, pág. 49.

*?° Los primeros estudios empíricos, de Bade y  Parkin, datan de 1985. 

Durante la segunda mitad de la década de los ochenta y  principios de los 
noventa aparecieron los análisis de A lesina; A lesin a  y  Summers; 

Cukierman; y  G r illi, M asciandaro y  T ab ellin i. Un resumen de las 
aportaciones de estos autores se encuentra en P o lla rd , P a tr ic ia  S., 

“Central bank independence and economic performance”. Federal Reserve 
Bank ofSt. Louis Review, julio-agosto 1993, págs. 21-36.
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agente con distinta función objeto*?1. Y esta ha sido la opción más 
aplicada en los últimos años, con independencia de la aparición de 
otras propuestas.

No pasa desapercibida la importancia de la credibilidad en el 
citado modelo en la consecución de los objetivos y la eficacia de un 
banco central independiente, pues es la piedra angular de la 
construcción teórica. La otra cara de la moneda de la credibilidad es 
la denominada responsabilidad, término que debe ser matizado en el 
sentido del significado del término inglés accountability^2, que hace 
referencia a la “rendición de cuentas” a los sujetos del sistema 
económico por parte del banco central, y que se constituye como uno 
de las cuestiones que en mayor parte se incide cuando se diseña el 
estatuto autónomo de los bancos centrales^.

En este sentido, la responsabilidad puede ser considerada 
desde dos prismas diferentes. Por una parte, responsabilidad en el 
sentido más cercano a transparencia, cuando se observa como un 
requisito de la credibilidad, esto es, como condicionante del

491 n e g r e te , Juan C arlos, “Teoría de juegos, independencia de bancos 
centrales y cooperación monetaria”. Investigaciones económ icas vol. XXI 
(3), 1997, pág. 404-
492 El término inglés accountability  se refiere a un particular concepto de 
responsability  —responsabilidad—, que incluye la capacidad de un sujeto 
de ser responsable por sus actos y decisiones, y del que se espera que 
explique su comportamiento al ser preguntado por éste. La palabra 
española “responsabilidad” no trasluce de inmediato todas las 
implicaciones de la accountability, pero es el término con que usualmente 
se traduce. Sim óes P a tríc io  propone respondencia , (Sim óes P a tr íc io , 

“Autonomía de los bancos...” cit. pág. 31), pero este vocablo, quizás válido 
en portugués, es en español sinónimo de correspondencia, término que en 
sí tampoco incorpora los importantes elementos de respuesta que supone la 
accountability.

493 H errera , “El papel de la banca central...” c i t  pág

262



Legitimidad democrática de los bancos centrales

com portam iento de lo s su jetos que actúan en el m ercado, y  obvia la 

concepción  de la rendición de cuentas com o control político . Com o 

afirm an B r ia u l t ,  H a ld a n e  y  K ing, configurar un banco central 

in d e p en d ien te  im pone una restricción al G obierno sobre la política  

m onetaria y, a su  vez, configurar un banco central resp o n sa b le  

im pone una restricción  al banco sobre el ejercicio de dicha  

in d e p en d en c ia 494. Por otra parte, resp o n sa b ilid a d  com o elem ento  

que responde a la necesidad  de una verdadera rendición de cuentas 

ante la in stitu cion alid ad  com petente, que todo órgano con fu n cion es 

públicas debe cum plir en cualquier sistem a d em o crá tico ^ .

□  Gran Bretaña

□  Nueva Zelanda

□  Canadá

□  España □ Estados UnidosSuecia

Australia □
□ Japón

Francia □  Italia

□  Hol

□  Bélgica
Suiza □  Alemania

índice de independencia

Independen c ia /resp o n sab ilid ad  en  los bancos cen tra les

F u e n t e :  B r ia u l t ,  H a ld a n e  y  K in g , Independence and accountability, 
cit. pág. 319.

494 b r ia u l t ,  C liv e , H a ld a n e , A n d rew  y  K ing, M ervyn , “Independence 

and accountability”, en K u rod a , Iw ao  (ed.), Towards more ejfective 

monetary policy. Macmillan, Londres, 1997» pág. 319*

495 y .  gr., ibidem,, pág. 23.
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Desafortunadamente, desde el punto de vista de la mayor 
parte de la doctrina económica a favor de la independencia de los 
bancos centrales, la responsabilidad es considerada una necesidad 
para el mantenimiento de la credibilidad, y no como un verdadero 
engarce con el Estado constitucional^. En general se defiende una 
responsabilidad adecuada al cumplimiento del objetivo que busca la 
confianza que los operadores económicos terceros —del público—, y 
no a la adecuación a los principios de legitimidad democrática del 
Estado constitucional. Muy al contrario, se ha entendido que el 
control democrático ante las instituciones públicas puede 
menoscabar la independencia al poner de manifiesto la capacidad de 
influencia en las decisiones del banco central, lo que incidiría de 
frente contra la credibilidad del banco. Por ello, aunque la 
responsabilidad se ha perfilado en una parte de la doctrina como la 
contrapartida y el límite de la autonomía de los bancos centrales*^, 
no puede desprenderse de esta concepción limitada de la 
responsabilidad, tal y como se configura en los diferentes 
ordenamientos, la función legitimadora y de superación del déficit 
democrático que configuran los actuales estatutos de estas 
organizaciones, y para la cual la transparencia de los bancos

496 Aunque se intente, de una u otra manera en general amplia y confusa, 
relacionar los conceptos de credibilidad, transparencia, responsabilidad y 
legitimidad democrática. Así, la afirmación S ta ls  sobre la transparencia, 
necesaria en el banco central “como institución pública, creada para servir 
al público suministrando, manteniendo y protegiendo el valor de una suma 
apropiada (...) del dinero. No sólo el público debe estar informado, sino 
también el gobierno. Lo que alcanza a la cuestión de la responsabilidad en 
los bancos centrales” (S ta ls , C hris, “A practical approach to central bank 
independence”. Central Banking vol. 4, n° 3, invierno 1993/1994, pág. 57). 
También, en este sentido, H e tz e l, “The case for a monetaiy rule...” cit. 
págs. 59yss.
497 Sim óes P a tríc io , “Autonomía de los bancos...” cit. pág. 31; L astra, 

Central banking and... cit pág. 24.
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centrales está relacionada con la claridad y la honestidad hacia el 
público*?8, o con la publicación de los pronósticos económicos*??, 
pero no así con una rendición de cuentas institucionalizada ante los 
órganos democráticos competentes.

La relación inversa entre rendición de cuentas institucional y 
credibilidad es, en efecto, explicable en el diseño teórico que parte de 
la actuación siempre en el propio interés de los operadores 
económicos. En el estudio de este tipo de comportamientos, como es 
fácil entrever, cuenta con un notable papel la teoría de los juegos, que 
con el análisis del comportamiento de los jugadores explica que la 
falta de credibilidad surge porque los elaboradores de la política 
monetaria tratan de materializar una ventaja estratégica en el juego 
que llevan a cabo con los agentes privados para conseguir beneficios 
a corto plazo, incumpliendo las políticas que previamente habían 
anunciados00. De acuerdo con este análisis, delegando la política 
monetaria a un banco central que no se encontrara sometido a la 
autoridad del Gobierno y cuyo objetivo prioritario fuera el control de 
la inflación, el gobierno conseguiría los objetivos deseados en 
términos de empleo e inflacións01.

498 Los conceptos están bien delimitados en W in k ler, B ernhard , Wich 
kind of transpareney? On the needfor clarity in monetary policy-making. 
Banco Central Europeo, Fráncfort, 2000.
499 Esto es, la denominada “transparencia económica”, que otorga al público 
acceso a toda la información económica, como datos, modelos y  

pronósticos, pertinente para conocer el proceso de toma de decisiones del 
banco central. Cfr. G eraats, P etra  M., Why adopt transpareney? The 
publication of central bank forecasts. Banco Central Europeo, Fráncfort, 
2001, págs. 27 y ss.
5°° E rias y  SÁNCHEZ, “Independencia de los bancos...” cit. pág. 64.

501 Esta es la conclusión a la que llega R ep u llo  tras el análisis del 
comportamiento y  preferencias de los diferentes jugadores —Gobierno y  

sindicatos— en el ámbito de la política económica (cfr. R ep u llo , “Sobre la
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Una de las formas de aumentar considerablemente la 
credibilidad de la autoridad monetaria de manera que afectara 
positivamente al control de la inflación sería, pues, garantizar que el 
diseño y ejecución de la política monetaria fuera competencia de un 
órgano diferente al Ejecutivo y sobre el que éste no pudiera influir 
directamente, que contaría con motivaciones e incentivos diferentes a 
los de los políticos, regidos por el corto plazo. La literatura económica 
comenzó, pues, a defender la independencia de los bancos centrales 
como uno de los modelos que más resultados positivos debían 
producir en el difícil control de la inflación en los países 
industrializados, puesto que un banco central independiente se 
conformaría como el estandarte de la credibilidad frente a los 
operadores privados. Esto es, se da por probada una estrecha relación 
entre credibilidad y nivel de autonomías0* Dicho estatuto

independencia...”, cit pág. 81 y ss). Conclusión, por otra parte, 
directamente rebatida por U rru tia , para quien los problemas planteados 
por los pactos sociales no pueden ser sustituidos “por correlaciones 
sospechosas entre extraños índices de independencia del banco central y 
tasas de inflación y de crecimiento” (U rru tia , Juan, “Independencia de los 
bancos centrales: un comentario”. Papeles de Economía Española n° 57, 
1993» pág. 97). A través de la misma forma de análisis, este autor demuestra 
la importancia que tienen las instituciones en la determinación del 
resultado de cualquier mecanismo económico o de cualquier proceso social, 
puesto que las instituciones siempre funcionan modificando la información 
disponible y/o el conjunto de acciones o estados sobre los que hay que 
ejercitar la decisión, social o individual, y traen consigo un cambio en el 
resultado de las decisiones individuales o colectivas (U rru tia , “Reflexiones 
sobre la precariedad...” cit págs. 92 y ss).
s°2 Investigaciones posteriores han querido demostrar que la independencia 

de los bancos centrales conlleva m ás beneficios que la sola moderación de la  

inflación. V. gr., A lesin a  y G atti, que afirman que la configuración de un 

banco central independiente  elim ina la variabilidad de la producción 

"políticamente inducida”, desde que la política monetaria no se encuentra
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independiente ha venido acompañado en el campo teórico por 
numerosas y bien variadas propuestas, destinadas a enriquecer las 
soluciones con aportaciones sumadas a la mayor autonomía de las 
autoridades monetarias; el enfoque predominante ha sido el 
denominado discrecional, consistente en la resolución del problema 
por medio de no sólo la configuración de un banco central 
independiente, sino el nombramiento de banqueros centrales más 
antfinflacionistas que el propio Gobiemo5°3, esto es,
conservadoress°4.

bajo el directo control de gobernantes que a menudo cambian sus 
preferencias (A lesina, A lb erto  y G atti, R oberta, “Independent central 
banks: low inflation at no cost?”. The American economic review vol. 85, n°
2, mayo 1995, pág. 200).
s°3 G arcía d e l Paso, José, “Sobre la independencia de los bancos 
centrales”. Papeles de Economía Española n° 57, 1993, pág. 99. Otro 
enfoque —el contractual, como lo denomina R ep u llo  (R ep u llo , “Sobre la 
independencia...” cit. pág. 86)— parte del modelo de relación principal- 
agente a través de un contrato óptimo, por el cual existiría un compromiso 
firmado entre los responsables de la política financiera y monetaria —esto 
es, el Gobierno y el banco central— donde se especifican los objetivos de 
política monetaria requeridos, y que prevé incluso el establecimiento de 
sanciones —desde económicas hasta la propia permanencia en el cargo— en 
caso de que dichos objetivos no se alcancen. El modelo teórico fue 
principalmente diseñado por W alsh , (W alsh , C. “Optimal contracts for 
central bankers”. American Economic Review n° 85,1995, págs. 150-167), y 
el ejemplo piloto fue el establecido en Nueva Zelanda por la Ley de 1 de 
febrero de 1990. Dicho modelo no carece de problemas: el acuerdo sólo 
tendría sentido cuando estuviese muy claro lo que el gobernador o el 
consejo de dirección tuvieran específicamente que conseguir, y debe 
cuidarse especialmente que este tipo de acuerdo no sesgara demasiado el 
comportamiento en una dirección (GumÁN, “La independencia de los 
bancos centrales:...” cit. pág. 161). Como señala ISSING, este sistema de 
incentivos y sanciones sólo debería imponerse si los afectados fueran 
realmente los responsables de los resultados, lo que implica un mundo de
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Es indispensable en esta sede hacer referencia al propio 
término independencia, tan reivindicado por alguna doctrina 
económica como criticado por la iuspublicista. En efecto, el término

precios absolutamente flexibles para que los mecanismos de política 
monetaria funcionen automáticamente. Dichas condiciones no observan la 
existencia de elementos exógenos, y podrían producir la paradoja de 
castigar a las autoridades del banco central por un comportamiento 
responsable cuando se niegan a imponer unas caigas sociales excesivas y, 
por ello, no se consiguen los objetivos firmados (ISSING, “Independencia del 
banco central...” cit págs. 276 y 277). Por otra parte, el problema de la 
inconsistencia temporal podría simplemente trasladarse a otro terreno, 
puesto que es el gobierno el que tiene que velar por el cumplimiento del 
contrato, y existen incentivos para renegociar el contrato por ambas partes 
(Negrete, “Teoría de los juegos, independencia de bancos centrales...” cit 
pág. 409). En resumen, mientras el enfoque discrecional se basa en 
preferencias, el contractual está sostenido por incentivos (García del 

Paso, “Sobre la independencia de...”, cit pág. 101).
504 Esto es, se aboga por el nombramiento de gobernadores de bancos 
centrales conservadores, cuya preocupación por la inflación no debe verse 
inmiscuida —como acontecería en un ciudadano medio— por los efectos 
sobre el empleo. Para García del Paso, en economías sujetas a 
perturbaciones de oferta no es óptimo delegar la política monetaria en 
banqueros centrales totalmente conservadores, puesto que si no se lleva a 
cabo una política monetaria anticíclica estas perturbaciones se dejarán 
sentir con toda su intensidad sobre el empleo. El punto en el cual el 
beneficio marginal que obtiene el Gobierno de una reducción de la inflación 
se iguala a su pérdida marginal, como consecuencia de la mayor 
variabilidad del empleo, determina el grado deseado del conservadurismo 
para el banco central y, por ende, de reducción de la inflación. (García del 

Paso, “Sobre la independencia...” cit pág. 99). La personalidad de los 
gobernadores de los bancos centrales ha sido considerada, durante toda la 
historia de la banca central, como un factor determinante en su grado de 
autonomía (Vicarelli, Fausto, “Central bank autonomy...” cit págs. 9 y 
ss.).
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inglés independence, posterior propiamente a las primeras 
propuestas acerca de la autonomía del banco central ha sido, como 
denuncia S im ó e s  P a t r íc io , traducido de forma apresurada y errónea 
en las lenguas latinas por independencia, como si cupiera pensar en 
una separación absoluta entre las instancias de poder monetario y de 
poder político no monetario; por ello, el autor prefiere —al igual que 
buena parte de la doctrina— la utilización de vocablo auton om ía^  u 
otras expresiones que definan, a su vez, de qué independencia se 
tratas06. Ello teniendo en cuenta que si bien la autonomía marca una 
condición graduables°7, que puede dotarse de diferentes estados y 
que, por lo tanto, cualquier ente puede ser en mayor o menor medida 
autónomo, la independencia señala una condición absoluta, no

5°s Sim óes P a tríc io , “Autonomía de los bancos centrales...”, cit. pág. 12. En 
este sentido, F ernández, “La autonomía...” cit pág. 720. También algunos 
economistas han reivindicado el uso de este vocablo en vez del de 
independencia. Para M alo de M olina, el término “independencia” es 
impreciso y desafortunado, porque sugiere conceptos como el de 
autosuficiencia en la política monetaria o la ausencia de control, conceptos 
que parecen desconectados de la credibilidad antiinflacionaria que deben 
mantener los bancos centrales (M alo de M olina, J o sé  Luis, “The role of 
central bank independence: a pont of view from the spanish experience”. 
Economic & Financial Review, primavera 1995, pág. 22.). El control al que 
se refieren los economistas no es, con todo, control político, sino —como se 
ha analizado— relacionado con la transparencia como requisito de la 
credibilidad.
5°6 Como independencia operacional”, “independencia dentro del 
gobierno”, “independencia instrumental” o “independencia responsable” 
(accountable independence). Al respecto, cfr. Lastra, Central banking 
and... cit. pág. 11.

s°7 Como afirma Fernández, como concepto funcional y limitado el de 
autonomía admite diversas gradaciones, que puedes variar además a lo 
largo del tiempo en razón de la propia variación que experimenten en el 
plano de la realidad las necesidades a cuya satisfacción la autonomía se 
vincula (Fernández, “La autonomía...” cit. pág. 720).
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graduable. De esta manera, un ente es o no es independiente pero, 
propiamente, no puede ser más o menos independiente, forma 
impropia en que habitualmente es usado el término independencia 
en la doctrinas08.

No obstante, al igual que ocurre con las administraciones 
independientes, cuyas consideraciones sobre esta denominación 
pueden aducirse respecto a los bancos centrales, también en este caso 
es de uso generalizado hablar de la “independencia de los bancos 
centrales”. Dicho término es usado con frecuencia, y forma ya parte 
del vocabulario e c o n ó m ic o ^  y , por extensión, jurídico, relacionado 
con los bancos centrales por lo que, hecha la matización necesaria, y 
siendo conscientes de su im p rop ied ad s10, también es usado en este

5o8 Todo ello entendiendo un concepto institucional de independencia; por 
supuesto, desde el prisma politológico tampoco se puede afirmar la
independencia de esta institución, ni siquiera del Gobierno. Como hace ver 
G arcía d e l Paso, el Gobierno puede presionar políticamente al banco 
central para tratar de lograr una política monetaria más de su conveniencia 
como, por ejemplo, a través de la crítica pública de las decisiones de dicha 
institución. Cabe concluir que, aunque el banco central controle la oferta 
monetaria, puede sufrir amenazas —jurídicas o de otro tipo— por parte del 
Gobierno si no sigue la política monetaria deseada por éste. El éxito de esta 
estrategia depende del tamaño de ese coste de la presión política sobre el 
banco central y de la medida en que esas amenazas sean creíbles por el 
propio banco (G arcía d e l Paso, "Sobre la independencia...” cit. pág. 100). 

Ningún banco central es, por lo tanto, completamente independiente del
Gobierno o de la política (GumÁN, “La independencia de los bancos
centrales:...” cit pág. 159).

s°9 G alindo, "La independencia de los bancos centrales...” cit. pág. 49.

510 En este sentido, v. gr., Fernández, que partiendo de que huelga hablar 

de independencia de los bancos centrales con respecto a los tres poderes 

clásicos, lo que Ies convertiría en  una especie de cuarto poder, concluye que 

el calificativo de independiente debe ser desterrado radicalm ente en la  

medida en que comporta un abuso del lenguaje que, en su afán de ganar
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trabajo. Con todo, debe tenerse en cuenta que, como se ha tratado en 
la primera parte, las administraciones independientes pueden ser 
aceptadas en el ordenamiento jurídico del Estado constitucional sólo 
cuando reúnan los requisitos de legitimidad democrática a los que 
éste obliga. En próximas páginas se insistirá en que los bancos 
centrales —realmente— independientes no cumplirían con estos 
requisitos y, por lo tanto, no serían legítimos en el Estado 
constitucional.

b. Significado y garantías 
de la autonomía de los bancos centrales

La creación de un estatuto particular para los bancos centrales 
obligó a la búsqueda de garantías de la autonomía con que se les 
configuraba jurídicamente, que debía desprenderse tanto de la 
organización como tal, en referencia al resto de poderes públicos, 
como de sus integrantes personalmente considerados, con la 
finalidad de mitigar la capacidad de influencia que sobre ellos 
podrían tener los miembros de otros órganos públicos, y en concreto 
el Ejecutivo. El estatuto autónomo de los bancos centrales, por lo 
tanto, ha requerido en derecho comparado de una serie de garantías 
normadas, cuyo propósito ha sido tanto facilitar la independencia del 
banco central en el ejercicio material de sus funciones como, en 
sentido negativo, dificultar la posibilidad de que se produzcan 
interferencias políticas ilegítimas —más que ilegales— hacia esta 
institución.

La doctrina suele combinar los mecanismos de garantía de la 
independencia con la finalidad de la propia legislación, dependiendo

expresividad, contribuye a aumentar la confusión en un tema complejo 
(Fernández, “La autonomía...” cit pág. 720).
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del ámbito de la autonomía que la norma desea proteger. La 
clasificación de las garantías de la autonomía más común es la que 
diferencia entre los elementos funcional y personal de la 
autonomías11, dependiendo de si se trata de garantías referidas al 
banco central como institución o a los cargos directivos 
individualmente —personalmente— considerados. Una de las 
divisiones más afortunadas, ampliación de esta distinción clásica, es 
la que diferencia de manera más específica entre autonomía 
institucional, funcional, personal y material12, a las que se hará 
referencia a continuación.

(i) La autonomía institucional alude propiamente a la 
relación que existe entre el banco central como órgano público con el 
resto de los poderes públicos, entendiendo, en todo caso, que el 
banco central autónomo y responsable de la política monetaria forma 
parte del núcleo del complejo público de un Estado. Aun cuando el 
organismo responsable de la política monetaria no se conforma 
estrictamente como uno de los poderes tradicionales del Estado en 
sentido estricto, como se ha analizado, no deja de ejercer una 
competencia del Estado, que éste decide poner a disposición de un 
órgano diferenciado y dotado de un cierto grado de autonomía.

Por lo tanto, el banco central autónomo se consolida como un 
órgano —debe insistirse— político público, aunque peculiar: el 
particular estatuto de autonomía que se le concede prevé en

su V. gr., Issing, “Independencia del banco central...” c i t  pág. 272.

512 Sim óes P atrício , c i t  pág. 23 y  ss. Con algunos m atices, es la más 

utilizada en la doctrina, tanto respecto a las adm inistraciones 

independientes en general como a los bancos centrales independientes en  

particular. V. gr., S alvad or, en cuyo análisis comparado distingue entre la 

autonomía orgánica, funcional y  personal (S a lvad or, A utoridades  

independientes, cit.).
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numerosas ocasiones una serie de medidas que colaboran en la 
protección de la autonomía funcional. Estas medidas, por lo general 
comunes en los diferentes estatutos comparados de bancos centrales 
independientes, y, como hemos visto, en el de otras administraciones 
independientes, son principalmente las siguientes:

—La atribución de personalidad jurídica propia al banco central, 
esto es, diferenciada de la del Estados^, cualidad que le permite 
actuar como organismo público con autonomía. Esta particular 
consideración se justifica en que el banco central no constituye una 
dependencia común de la Administración Pública, sino un órgano 
que actúa autónomamente, muchas veces en el marco del derecho 
privado y que, para ello, necesita de los mecanismos válidos en 
derecho para comprometerse. Por las razones anteriormente, no cabe 
pensar en que dicha atribución desvincule al banco central de la 
esfera pública, puesto que el carácter público de este organismo no es 
incompatible con su posición autónoma, como no lo es en muchos 
otros casos de administraciones independientes.

5*3 Sim óes P a trício , “Autonomía de los bancos...” cit. pág. 23. V. gr., 
artículo 1.2 Ley del Banco Central de Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 
1997; artículo 8 Ley 4595 del Sistema Financiero Nacional, de Brasil; 
artículo 2 Ley del Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de 
marzo de 2002; artículo 1.2 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 1992, sobre 
el Banco Nacional Checo; artículo 1 Ley del Banco Central de Lituania, I- 
678 de 1 de diciembre de 1994, reformada el 8 de abril de 1997; artículo 1 
Ley n° 5/1998 de 31 de enero, del Banco de Portugal; artículo 1.2 Ley del 
Banco Nacional de Suiza, de 23 de diciembre de 1953, reformada el 1 de 
noviembre de 1997; y artículo 1 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de 
octubre de 2001. En el caso finlandés, el banco central es definido como 
“una institución independiente gobernada por el Derecho público” (artículo 
1 Ley 214/1998. del Banco de Finlandia).
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—La prohibición de pedir o recibir instrucciones5*4 ni otros tipos 
de indicaciones que puedan influir en los objetivos del banco central 
que no estén reguladas por la ley. Constituye esta garantía la línea 
básica que diferencia entre independencia y dependencias^ del banco 
central. La prohibición está destinada a prevenir al banco central de 
influencias por parte de instancias externas a la institución, públicas 
o privadas y, en particular, del Gobierno. En efecto, se considera que 
es generalmente el Ejecutivo el órgano en mayor grado interesado en

514 Ibidem, , pág. 24. V. gr., artículo 3 Carta Orgánica del Banco Central de 
la República de Argentina, Ley 24.144, según el cual “en la formulación y 
ejecución de la política monetaria y financiera el banco central no estará 
sujeto a órdenes, indicaciones o instrucciones del Poder Ejecutivo 
Nacional”; artículo 44 Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de junio de 
1997; artículo 9.1 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 1992, sobre el Banco 
Nacional Checo; artículo 3 Ley del Banco Central de Lituania, I-678 de 1 de 
diciembre de 1994, reformada el 8 de abril de 1997; artículo 2 cap. 3 Ley 
1385/1988, del Banco Central de Suecia, reformada el 1 de enero de 1999; y 
artículo 2 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
5^ Q uaden, GüY, Should w e fear an independent central bank? Centre 
International de Recherches et d ' Information sur 1' Économie publique, 
Sociale et Coopérative, Lieja, 1993., pág. 7. El artículo 12 de la Ley del 
Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de marzo de 2002, 
relaciona ambos conceptos: “En ejercicio de los poderes conferidos por esta 
Ley, el Banco Central alemán será independiente y no estará sujeto a 
instrucciones del Gobierno Federal (...)”. De igual manera, el artículo 3 de la 
Ley del Banco Central de Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 1997: 
“Dentro de los límites y autoridades establecidas en esta ley, el Banco 
Central será totalmente independiente de la Federación de Bosnia y 
Herzegovina, la República Srpska, cualquier agencia pública y cualquier 
otra autoridad en la búsqueda de su objetivo y la ejecución de sus funciones. 
Salvo lo que pueda especificarse en la ley, el Banco Central no recibirá 
instrucciones de ninguna persona. La independencia del Banco Central será 
respetada y ninguna persona buscará impropiamente influir en ningún 
miembro u órgano decisorio del Banco Central (...) o interferirá en sus 
actividades”.
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influir sobre la responsabilidad de la política monetaria, por cuanto 
su competencia en la política económica general guarda una afinidad 
directa con aquélla.

Con independencia de que se aborde de nuevo posteriormente, 
esta cuestión apunta de lleno en uno de los problemas más complejos 
de la autonomía de los bancos centrales, y que no existía en estos 
parámetros cuando la política monetaria también era competencia 
gubernamental: la coordinación entre las políticas fiscales, 
competencia del Ejecutivo, y las políticas monetarias, en manos del 
banco central. Coordinación que, no hay que olvidar, se conforma 
como un interés público al ser necesaria para el correcto 
funcionamiento de la economía general y que no sólo el Gobierno, 
sino todos los poderes públicos competentes, deben velar para pueda 
tener lugar.

Una parte de la doctrina, en defensa ferozs16 de lo que para ésta 
debería ser la independencia del banco central, desde una posición

516 Y, al mismo tiempo, un tanto ingenua, por cuanto —al igual que hacían 
los defensores de la norma frente a la discrecionalidad— parte de la base de 
que el Derecho puede entrar a ordenar el campo del comportamiento 
político en el proceso de toma de decisiones públicas. Como afirma 
Gokbudak, la independencia del banco central depende —y valga la 
paradoja— no sólo de la legislación, sino del contexto económico y político, 
y de las personas implicadas en el proceso decisional. “De hecho —señala el 
autor—, la forma de aplicación de la ley del banco central puede ser más 
importante que la letra de la ley (Gokbudak, Nuran, Central bank 
independence, the Bundesbank experience and the central bank of the 
Republic ofTurkey. Institute of European Finance, Bangor, 1996, pág. 21). 
Esto es, dejando al margen los mecanismos que el Derecho pueda prever y 
activar, siempre hay que tener en cuenta el comportamiento político que, 
desde luego, se relaciona con muchos otros factores además de la norma. 
En la práctica, como afirma Goodman, en general se acepta la necesidad de
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radical ha aducido que la presencia de un miembro o representante 
del Ejecutivo en el equipo de gobierno del banco central constituye 
una amenaza a la autonomía institucional, aun cuando no tengan 
derecho a votos1? y sólo a vozs18. Olvidan estas tesis que, como se ha

una estrecha relación de trabajo entre el Gobierno y el banco central para el 
correcto ejercicio de sus funciones (Goodman, Monetary sovereignty... cit. 
págs. 6 y 7). En opinión de M acC allum , la literatura económica tiende a 
subestimar los beneficios de la independencia del banco central, por el 
parcial aislamiento de las presiones habituales de la actividad política en los 
países democráticos (M cC allum , B en n ett T., “Two fallacies conceming 
central-bank independence”. The American economic review vol. 85, n° 2, 
mayo 1995, pág. 210. También en este sentido, del mismo autos, 
M cCallum , B en n ett T., Crucial issues conceming central bank 
independence. National bureau of economic research, Cambridge, 1996, 
pág. 14).
s1? Cfr. Sim óes P atrício , “Autonomía de los bancos..." cit pág. 23. El hecho 
de que exista este representante del Gobierno en el órgano director del 
banco central ha implicado denominar “independencia concedida” a la 
autonomía de la que goza la institución (G alindo, “La independencia de los 
bancos centrales...” cit., pág. 49). La presencia del representante del 
Gobierno con derecho a voto está en prevista en las leyes de países como 
Colombia —donde, además, preside la Junta Directiva del Banco de la 
República (artículo 28 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la 
República).
518 La presencia ex oficio del representante del Ejecutivo se encuentra, v. gr., 
en el artículo 22 Ley de 22 de marzo de 1999 del estatuto orgánico del 
Banco Nacional de Bélgica; artículo 9 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 
1992, sobre el Banco Nacional Checo; y artículo 15 Ley Orgánica del Banco 
de Guatemala (Decreto n° 215 del Congreso de la República). En el Banco 
Central de Venezuela, el representante del Gobierno forma parte del 
Directorio con derecho a voto (artículo 15 Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001). En casos como el alemán, la 
“cooperación” entre el banco central y el Gobierno federal tiene lugar 
informando de las decisiones monetarias más importantes y la presencia, si 
es invitado, del Presidente del banco central en el Gobierno Federal si se
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puesto de manifiesto, la política económica general —en manos del 
Ejecutivo— y la política monetaria —responsabilidad del banco 
central— no pueden tomar diversos rumbos sin tener en cuenta los 
objetivos a medio y largo plazo que realizan las dos fuentes de 
decisiones p ú b lic a s ^ . A falta de un sistema legal de coordinación 
—sin duda más efectivo, pero no por ello incompatible con la 
comparecencia de una representación del Ejecutivo en el órgano de 
gobierno del banco central—, es lógico que se prevea que el Gobierno

tratan cuestiones relevantes de política monetaria (artículo 12 Ley del 
Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de marzo de 2002).

La política monetaria, por lo tanto, importa a la hora de coordinar ambas 
políticas (S tig litz , “Central banking in a...” cit pág. 202). Cuando F isch er  

se pregunta si un banco central puede ser demasiado independiente, su 
respuesta es afirmativa. Más allá de la teoría, “hay beneficios potenciales en 
la coordinación de las políticas monetaria y fiscal a las que se puede 
renunciar si el banco central es independiente (F isch er, “Central-bank 
independence...” cit pág. 205). Esta coordinación está expresamente 
resuelta en el caso japonés, donde la ley prevé que, “reconociendo el hecho 
de que el control monetario es un componente de la política económica 
global, el Banco de Japón mantendrá un cercano contacto con el Gobierno, 
y compartirá puntos de vista suficientes para que su control monetario y la 
posición básica de la política económica del Gobierno sean mutuamente 
armoniosas (artículo 4 Ley del Banco Central de Japón, de 11 de junio de 
1997). El caso venezolano es, si cabe, más explícito, pues obliga a una 
coordinación entre las dos instancias: “El Banco Central de Venezuela 
—señala el artículo 89 de la Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de 
octubre de 2001— y el Ejecutivo Nacional actuarán coordinadamente con el 
fin de promover y defender la estabilidad económica del país, evitar la 
vulnerabilidad de la economía y velar por la estabilidad monetaria y de 
precios, para asegurar el bienestar social y el desarrollo humano, 
consistente con las metas trazadas en el contexto de la política económica y 
en particular con las líneas generales del plan de desarrollo económico y 
social de la nación". Al respecto, cfr. M artín ez D alm au, “La configuración 
constitucional..." cit págs. 30 y ss.
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pueda al menos expresar sus opiniones en el ámbito más relevante de 
toma de decisiones sobre política monetaria, incluso sugerir —en aras 
de la coordinación entre ambas, del que éste sólo puede ser uno de 
los muchos mecanismos necesarios— los puntos de conexión de 
ambas competencias. Esto es, en efecto, podría considerarse que 
cierta observación activa sobre la política monetaria por parte del 
Gobierno actuaría contra la independencia del banco central, lo que 
no significa en todos los casos que no sea necesaria dicha actividad 
mínima de coordinación.

—La supresión de todas las formas de tutela administrativa en la 
actuación del banco centráis20, relacionado con la exclusividad en la 
competencia sobre política monetaria, es asimismo un mecanismo 
de garantía de la autonomía institucional consolidado en derecho 
comparado. Dicha incapacidad corrobora la indisponibilidad de las 
decisiones del banco central que, al no poder ser alteradas ni 
suprimidas por ningún otro órgano público —ni, por supuesto, 
privado—, influye definitivamente en la credibilidad del banco 
central, esto es, en la imagen y conocimiento que tienen los actores 
económicos de una institución que no puede ser intervenida en sus 
decisión es521.

s20 Sim óes PatríciO , “Autonomía de los bancos...” cit. pág. 25. V. gr., 
artículo 3 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la República, de 
Colombia; artículo 2 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre 
de 2001.
s21 En algunos casos la ley, en su afán de expresar las particularidades del 
banco central, usa términos indicativos de su voluntad pero ambiguos —y, 
por lo tanto, arriesgados en Derecho—, como la “naturaleza propia y 
especial” en el caso colombiano (artículo 1 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, 
del Banco de la República), o la “naturaleza única” en el caso venezolano 
(artículo 1 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001).
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El hecho de que no esté previsto un procedimiento de tutela 
administrativa no puede significar en un Estado constitucional, como 
es obvio, que no deba existir, en su caso, una tutela judicial —en 
último término— o de aquella institución que legalmente se 
establezca que ejerza la función de mediación y solución de conflictos 
entre organismos públicos. Las resoluciones del banco central no 
pueden, per se, gozar del criterio de absolutamente indisponibles, 
puesto que las exigencias del principio de legalidad obligan a que 
cualquier decisión pública pueda ser revisada por los óiganos 
competentes^22.

—La protección del estatuto jurídico del banco central. La 
autonomía del banco central está generalmente garantizada por su 
configuración jurídica, que goza de un elevado rango legaba, puesto 
que se considera que esta protección del Derecho afianza el 
mantenimiento del particular estatuto del banco centráis2̂  que no

s22 V. gr., artículo 55 Carta Orgánica del Banco Central de la República de 
Argentina, Ley 24.144, que restringe el fuero judicial a la jurisdicción 
federal. En algunos casos se restringe de facto el acceso judicial, al 
establecer un fuero judicial especial de difícil acceso, como la designación 
en exclusiva de un alto tribunal competente para conocer de los asuntos 
referidos al banco central y evitar, de esta manera, la jurisdicción ordinaria 
(v. gr., el artículo 128 de la Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de 
octubre de 2001, que determina que “el órgano jurisdiccional competente 
para conocer las acciones que se intenten en contra de las decisiones 
dictadas por el Directorio del Banco Central de Venezuela será el Tribunal 
Supremo de Justicia”). En casos extremos, como en el de Bosnia- 
Herzegovina, los miembros directores del banco central cuentan con 
prerrogativas similares a las de los parlamentarios (artículo 11 Ley del 
Banco Central de Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 1997).
523 v. gr., Carta orgánica en el caso argentino; ley orgánica en Bélgica; ley 
orgánica en Guatemala; ley orgánica en Portugal.
524 Rubio, “El papel de los bancos centrales...” c i t  pág. 28.
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puede alterarse sin el consentimiento del legislador. La mayor de las 
protecciones tiene lugar cuando ha habido una constitucionalización 
del banco central, sus funciones y sus responsabilidadess^ si bien, 
como hemos visto, todavía son pocos los países que han optado por 
esta vía. La protección legal alcanza asimismo a los principales

525 L astra, Central banking and... cit. págs. 25 y  ss.



Legitimidad democrática de los bancos centrales

objetivos826 y  las fu n c io n es8^  del banco central, tanto en el diseño 
como en la ejecución de la política monetarias28.

826 Baka, W ladyslaw , Oti the question of central bank independence. 
Faculty of Economic Sciencies-University of Warsaw, Varsovia, 1995, pág. 
5. El principal objetivo es, por las razones alegadas, la conservación del 
valor de la moneda nacional. V. gr., artículo 3 Carta Orgánica del Banco 
Central de la República de Argentina, Ley 24.144, según el cual “es misión 
primaria y fundamental del Banco Central de la República de Argentina 
preservar el valor de la moneda*. También en este sentido, artículo 2.1 Ley 
del Banco Central de Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 1997; artículo 2 
Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de junio de 1997; artículo 3 
artículo 2 Ley del Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de 
marzo de 2002; artículo 2 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 1992, sobre el 
Banco Nacional Checo; artículo 2 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del 
Banco de la República, de Colombia; sección 2 Ley del Banco de Holanda de 
1998; artículo 7 Ley del Banco Central de Lituania, I-678 de 1 de diciembre 
de 1994, reformada el 8 de abril de 1997; artículo 2 cap. 1 Ley 1385/1988, 
del Banco Central de Suecia, reformada el 1 de enero de 1999; y artículo 5 
Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001. En los bancos 
dependientes, desde luego, el objetivo es otro; v. gr., el Banco de Japón, 
cuyo objetivo es “emitir billetes y llevar a cabo el control monetario” 
(artículo 1 Ley del Banco Central de Japón, de 11 de junio de 1997).
527 V. gr., artículo 4 Carta Orgánica del Banco Central de la República de 
Argentina, Ley 24.144;; artículo 2 Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 
de jimio de 1997; artículo 2 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 1992, sobre el 
Banco Nacional Checo; artículo 8 Ley del Banco Central de Lituania, I-678 
de 1 de diciembre de 1994, reformada el 8 de abril de 1997; artículo 7 Ley 
del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
528 Goodman, Monetary sovereignty... cit pág. 10. Ambas competencias 
están claramente delimitadas en el artículo 7 de la Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001, cuando determina que son funciones 
del Banco Central de Venezuela para el adecuado cumplimiento de su 
objetivo “1. Formular y ejecutar la política monetaria. 2. Participar en el 
diseño y ejecutar la política cambiaría (...)”.
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No obstante, aunque se defienda el hecho de que la mayor 
protección del estatuto jurídico independiente del banco central 
beneficia al nivel de autonomía y, por lo tanto, a la efectividad de la 
política monetaria antiinflacionaria, desde el terreno económico se 
han levantado voces que abogan por una flexibilización en esta sede 
para que pueda tener lugar la posibilidad, a un coste alto, pero 
limitado, del relevo de las autoridades monetarias. De esta manera, 
en casos de realizaciones extremas de las perturbaciones de la oferta 
agregada, el banco central tendría en cuenta las preferencias del 
Gobierno en favor de una mayor estabilización del em pleo^; pero es 
justamente contra esta posibilidad por lo que se establecen las 
medidas de protección de la autonomía.

(2) La autonomía funcional hace referencia a la libertad del 
banco central en la elección y puesta en marcha de los instrumentos 
de política monetaria que considere convenientes para la consecución 
de los objetivos trazados, lo que generalmente incluye tanto la 
definición y  dirección de la política monetaria como su gestión 
ordinaria^.

Dentro de los mecanismos para garantizar la autonomía 
funcional se considera habitualmente la limitación o prohibición de 
financiación monetaria del Estado^ por parte del banco central^2.

529 Comportamiento que, por otra parte, tendría lugar por el tem or  de las 

autoridades a ser relevadas del cargo por vía del cambio normativo (cfr. 

G arcía d e l Paso, “Sobre la independencia...” c i t  pág. 100).

53° Sim óes P a tríc io , “Autonomía de los bancos...” c i t  pág. 26.

531V. gr., artículos 19 y 20 Carta Orgánica del Banco Central de la República 
de Argentina, Ley 24.144, donde se prohíbe la financiación a los gobiernos 
nacional, provincial o municipal, salvo por medio de la compra de títulos 
negociables emitidos por la Tesorería General de la Nación; artículo 6 Ley
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La provisión de esa garantía sería, desde esta perspectiva, necesaria 
para asegurar la objetividad y la imparcialidad en la adopción de las 
decisiones orientadas a regular la oferta de dinero y de crédito de la

214/1998. del Banco de Finlandia; artículo 3 Ley 93.980, de 4 de agosto de 
1993, modificada el 12 de mayo de 1998, del Banco de Francia; y artículo 36 
Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
532 Baka, On the question of central bank... cit. pág. 6; Fischer, “Central- 
bank independence...” cit. pág. 203. A lo que cabe añadir la habilidad del 
banco central para resistir las peticiones del Gobierno con la finalidad de 
estimular la economía (Goodman, Monetary sovereignty... cit. pág. 10). 
Desde otra perspectiva, y a pesar de los riesgos respecto a la inflación que 
pueda comportar la medida, la posibilidad de que los Gobiernos —en 
particular los de países en desarrollo— puedan pedir prestado dinero a los 
bancos centrales es considerada como una de las funciones de los bancos 
centrales en el desarrollo del país (cfr. C ongdon, Tim, ‘"The role of central 
banking in economic development”. Central Banking vol. 6, n° 4, 
primavera 1996, págs. 98-108). En el mismo sentido, GOkbudak, para 
quien, a diferencia de los países en desarrollo, “los menos países 
desarrollados , para financiar el déficit de sus gobiernos, dependen de sus 
bancos centrales y del mercado de capital exterior. El gran ámbito de 
independencia en el banco central es posible para la mayoría de los países 
desarrollados, donde los mercados de capital doméstico provee una fuente 
adicional de financiación al Gobierno (Gokbudak, Central bank 
independence, the Bundesbank experience... cit. pág. 21). Los análisis de 
Fry, G ood h art y Alm eida demuestran la evolución de los bancos centrales 
de los países en desarrollo hacia políticas de estabilidad monetaria; 
reformas que, en opinión de los autores, son “irresistibles e irreversibles” 
(Fry, M a x w ell J.; G oodhart, C harles A. E.; y Alm eida, A lvaro , Central 
banking in developing countries. Objectives, activities and independence. 
Routledge, Londres, 1996, pág. 113).
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econom ía533; lo que, indirectamente, guarda relación con el déficit 
fiscal de las arcas públicas534.

(3) La autonomía personal apunta directamente a una 
conformación de la voluntad del banco central que no esté influida, 
de un modo u otro, por entes externos al propio o r g a n ism o ^ , si los 
mecanismos para garantizar la autonomía institucional se refieren a 
la relación del banco central como organización, los regulados con el 
objeto de preservar la autonomía personal buscan que los 
conformadores de la voluntad del banco central —esto es, los 
responsables de su dirección- actúen ciertamente de forma 
autónoma en su función como miembros de los órganos competentes. 
Por ello, estas garantías afectan de forma principal al mandato de 
dichos m iem bros536. Principalmente se trata de las siguientes 
garantías:

—Límites en tomo al nombramiento de los miembros del 
órgano de gobierno del banco central. Las fórmulas utilizadas no son 
muchas, y se restringen en general a la elección del gobernador del 
banco central, con más o menos límites, por el Ejecutivo537. Aun

533 Rubio, “El papel de los bancos centrales...’’ cit. pág. 28.
^  Sobre la literatura al respecto, cfr. Pollard, “Central bank independence 
and...” cit págs. 26 y ss. No obstante, las limitaciones impuestas por los 
bancos centrales al crédito que otorgan al Gobierno no suelen ser 
suficientes para que aquél introduzca una disciplina fiscal en aquellos casos 
en que existen importantes déficits públicos crónicos (Galindo, “La 
independencia de los bancos centrales...” cit. pág. 54).
535 cfr. Lastra, Central banking and... cit. págs. 38 y 39.
536 Simóes Patrício, “Autonomía de los bancos...” cit. págs. 26 y ss.
537 Así ocurre, v. gr., en la República Checa (artículo 6 Ley 6/1993, de 17 de 
diciembre de 1992, sobre el Banco Nacional Checo), en Colombia (artículo 
28 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la República), en
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cuando pudiera parecer que la elección por parte del Gobierno atenta 
contra la autonomía de los bancos centrales, se configura dicha 
responsabilidad gubernamental como un mal menor puesto que, al 
entender de las posturas que defienden la independencia de la banca 
central, el déficit democrático sería absoluto en el caso de que el 
gobernador del banco central no fuera elegido por un poder
p ú blico538.

Las garantías se concentran, por lo tanto, en la elección del 
máximo órgano colegiado director de la institución; cuanto menos 
directores sean nombrados por el Gobierno o más limitaciones 
cuente éste para nombrarlos, se considera que mayor será la 
autonomía del ente respecto al Ejecutivo^ puesto que su 
responsabilidad es colectivas^. Para mitigar la participación del 
Gobierno se ha propuesto, entre otros mecanismos, contar con 
diversos niveles de implicación de diferentes sectores sociales, bien 
por medio de nombramiento directo, bien como decisores de los 
candidatos al órgano ejecutivo, lo que se ha denominado proceso

Portugal (artículo 27 Ley n° 5/1998 de 31 de enero, del Banco de Portugal). 
En el caso de Bosnia-Herzegovina, el Fondo Monetario Internacional es 
quien decide, durante los primeros seis años de vigencia del Banco, al 
Presidente, que debe ser extranjero (artículo 8 Ley del Banco Central de 
Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 1997).
53® En palabras de H errera , “el hecho de que los directivos del banco 
central sean nominados periódicamente por autoridades que sí tienen 
responsabilidad política asegura, si bien con algún rezago, que el poder de 
decisión en esa entidad vaya reflejando la voluntad democrática del país”. 
(H errera , “El papel de la banca central...” cit pág. 23).
539 Goodm an, Monetary sovereignty... cit. pág. 10.

54° Afirma Q üaden que en los bancos que disfrutan de un mayor nivel de 
autonomía, los gobernadores o presidentes son un primus inter pares que 
tiene que comprometerse con el resto de miembros del Consejo director 
(Q üaden, Should wefear an independent... cit pág. 9).
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pluralista de nombramiento^ .E s ta  forma de participación de la 
sociedad, en opinión de algún autor, proporcionaría cierto grado de 
representatividad al banco central^.

Implícitamente se entiende que lo que es necesario evitar en 
todo caso es la implicación directa del Parlamente^, por cuanto es

541 Como nombrar entre los miembros de los bancos centrales a 
representantes de las regiones o Estados miembros, o a representantes de 
sectores regulados de la economía o grupos de interés (L astra, Central 
banking and... cit. págs. 27 y 28), o que varias instituciones participen en la 
selección de los candidatos. Un ejemplo es el francés: seis miembros del 
Consejo de política monetaria son elegidos por el Consejo de Ministros de 
una lista que contiene el triple de los cargos a elegir, y que redactan los 
presidentes de las dos cámaras legislativas y el del Consejo Económico y 
Social (artículo 8 Ley 93.980, de 4 de agosto de 1993, modificada el 12 de 
mayo de 1998, del Banco de Francia). En el caso guatemalteco, en la 
elección de la Junta Monetaria del Banco de Guatemala participan, además 
del Ejecutivo, la Universidad Autónoma de San Carlos de Guatemala, los 
bancos privados y los estatales que operan en el país, y las Asociaciones y 
Cámaras Comerciales, Industriales, Agrícolas y Ganaderas con personalidad 
jurídica reconocida (artículo 15 Ley Orgánica del Banco de Guatemala 
(Decreto n° 215 del Congreso de la República); los miembros del Directorio 
del Banco Central de Venezuela son elegidos de un listado proporcionado 
por un comité de evaluación, a través de un procedimiento público, donde 
además del Ejecutivo y la Asamblea Nacional participa la Academia 
Nacional de Ciencias Económicas (artículo 17 Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001).
542 Quaden, Should wefear an independent... cit. pág. 9.

543 Con todo, la participación del parlamento en la elección de los miembros 
del banco central ocurre en no pocos casos (v. gr., artículo 7 Carta Orgánica 
del Banco Central de la República de Argentina, Ley 24.144; artículo 12 Ley 
del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de junio de 1997, según el cual el 
Gobernador del banco central es elegido por la Asamblea; artículo 7.3 Ley 
del Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de marzo de 
2002, donde se prevé la participación de la Cámara Federal, Bundesratt
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en ese ámbito donde existe negociación política y, por lo tanto, hay 
una mayor posibilidad de que los miembros favorecidos con los 
cargos se comporten como políticos que cuando son nombrados 
directamente por una fuerza política concreta, la que encabeza el 
Ejecutivo, lo que podría beneficiar a su aspecto técnico544. Por tanto, 
puesto que el nombramiento de miembros del equipo de gobierno del 
banco central siempre estará sujeto a políticas partidistas, en mayor o 
menor gradóos, habría que incidir en garantías de otra índole que 
incidan en la independencia personal de los miembros una vez han 
tomado posesión del cargo.

Es cierto que el nombramiento del gobernador sigue estando, 
en general, en la órbita del Ejecutivo, pero no lo es menos que donde 
ha tenido lugar lo que se ha denominado 
desgubemamentalización^f6 del órgano de gobierno del banco 
central ha sido en la elección del resto de miembros de dicho órgano 
—Comité o Directorio—, en cuya designación participa en muchos 
casos el propio gobernador, o ésta y los miembros restantes del 
comité directivo, quienes en determinadas ocasiones debe ser oídos 
antes de la designación, y en otras son directamente quienes

artículos 9 y ss. Ley 214/1998. del Banco de Finlandia; artículo cap. 1 Ley 
1385/1988, del Banco Central de Suecia, reformada el 1 de enero de 1999; y 
artículos 15 y ss. Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 
2001.
544 Así, v. gr., L astra, para quien el nombramiento por el parlamento de 
algunos miembros directores del banco, aunque esté relacionado con el 
déficit democrático, puede conducir a resultados no deseados en algunos 
casos, como cuando el parlamento está dominado por el Ejecutivo (L astra, 

Central banking and... cit. pág. 28).
545 Como reconoce G arcía d e l Paso (G arcía d e l Paso, “Teoría y 
evidencia...” cit. pág. 38).
546 Sim óes PatríCIO, “Autonomía de los bancos...” cit. pág. 28.
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proponen a los candidatos o, al menos, al colaborador más cercano
d e l  g o b e r n a d o r ^ .

E l  nombramiento debe tener lugar en ocasiones con una serie de 
requisitos, generalmente vinculados a la preparación académica y/o a 
la experiencia profesional, con que deben contar los miembros 
directores, y que deberían promover la “independencia personal” del 
m iembro^. S e  trata de otra condición limitante para los legitimados 
en nombrar las personas que ocupen los cargos directivos del banco, 
que en ocasiones sólo pueden elegir entre expertos en política 
monetaria o en supervisión bancaria. Pero estos requisitos no 
siempre guardan relación con la preparación del miembro del órgano 
ejecutivo; puede depender de su nacionalidad o de otros 
condicionantes con mayor carga subjetiva549.

547 V. gr., artículo 7.3 Ley del Bundesbank de 22 de octubre de 1992, 
reformada el 23 de marzo de 2002; sección 12 Ley del Banco de Holanda de 
1998; artículo 10 Ley del Banco Central de Lituania, I-678 de 1 de diciembre 
de 1994, reformada el 8 de abril de 1997; artículo 4 Ley 1385/1988, del 
Banco Central de Suecia, reformada el 1 de enero de 1999; artículo 12 Ley 
del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
548 L astra, Central banking and... cit. pág. 32.

s49 V. gr., artículo 6 Carta Orgánica del Banco Central de la República de 
Argentina, Ley 24.144, donde se solicita que los directores deben ser 
argentinos nativos o por naturalización con al menos diez años en el 
ejercicio de la ciudadanía, y “tener probada idoneidad en materia 
monetaria, bancaria o legal vinculada al área financiera, y gozar de 
reconocida solvencia moral”; en el caso búlgaro, se solicita que los 
miembros del Comité Ejecutivo sean personas que cuenten con “la más alta 
integridad y notables cualidades en economía, finanzas o banca” (artículo
11.3 Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de junio de 1997); en 
Alemania se exige “relevante cualificación profesional” (artículo 7.2 Ley del 
Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de marzo de 2002); 
en Guatemala, se diferencia entre el presidente y el vicepresidente de la 
Junta Monetaria, que deben “ser personas de reconocida honorabilidad y
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—Nada extraño en los estatutos jurídicos de los bancos centrales 
independientes es la imposibilidad de prórroga en el cargo una vez 
nombrada la persona que lo ocupasso, medida que desea evitar que 
tenga lugar la flexibilización de las opciones del banco central a favor 
de los deseos del Ejecutivo —en particular en el tiempo final del 
mandato— con vistas en la renovación de los miembros del órgano de 
gobierno y, en concreto, del gobernador. Se parte de la suposición de 
que, puesto que no puede elegirse a la persona para un nuevo 
mandato una vez finalizado el que ocupaba, ésta va a actuar con 
independencia de criterio y sin plegarse a las sugerencias que del 
modo que quiera le lleguen de parte de los políticos gobernantes.

Afirma Iss in g  que es difícil calibrar correctamente la importancia 
de los preceptos que impiden la reelección: pueden significar, como 
se ha comentado, que el alto personal ejecutivo del banco debe desde 
un principio no caer en la tentación, mediante el otorgamiento de 
apropiados favores, de tratar de asegurarse un segundo período de 
ejercicio; o pueden significar que cabe estimular a los funcionarios a 
desempeñarse de forma correcta con el incentivo de una subsecuente 
c a r r e r a ^  , Sorprende que no tengan en cuenta —o no valoren

de notoria preparación y competencia en materias económicas y 
financieras", y el resto del órgano, para cuya integración "se preferirán 
personas de reconocida honorabilidad y competencia en asuntos bancarios, 
comerciales, agropecuarios o industriales” (artículo 21 Ley Orgánica del 
Banco de Guatemala [Decreto n° 215 del Congreso de la República]). 
Asimismo, cfr. artículo 29 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la 
República, de Colombia; artículo 8 Ley 93.980, de 4 de agosto de 1993, 
modificada el 12 de mayo de 1998, del Banco de Francia; artículo 18 Ley del 
Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
550 V. gr., artículo 8 Ley 93.980, de 4 de agosto de 1993, modificada el 12 de 
mayo de 1998, del Banco de Francia.

IssiNG, "Independencia del banco central...” cit. pág. 272.
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suficientemente— los diseños teóricos defensores de un banco central 
independiente, tan preocupados por la eficacia de las políticas de esta 
institución, el hecho de que la imposibilidad de prórroga en el 
mandato puede afectar al desempeño en el caigo, por cuanto 
constituye a su vez una desmotivadón para realizar correctamente las 
responsabilidades encomendadas, al no poder darse la recompensa 
del mantenimiento en el cargo, como sí ocurre con otros puestos de 
responsabilidad pública.

—La larga duración del mandato suele configurarse también 
como una de las prindpales garantías de la autonomía personal de 
los bancos centrales^. En los diferentes estatutos la duración en los 
cargos varía, pero la efectividad que justifica dicha duración 
—aigumentan los defensores de la independencia del banco central- 
tendrá lugar si el periodo es, cuanto menos, más amplio que el de la 
legislatura, puesto que es una garantía de la independencia de los 
cargos el hecho de que la mayoría de los miembros del banco puedan 
haber sido nombrados por el partido opuesto al del gobierno^. De

ss2 V. gr., Goodman, M onetary sovereignty... c i t  pág. 10.

5S3 G arcía d e l Paso, “Teoría y evidencia...” cit. pág. 38. En este sentido, 
L astra, para quien un mandato de los directores del banco central más 
corto que el de los legisladores podría convertir a los primeros en 
vulnerables a las presiones políticas y a los ciclos electorales (L astra, 

Central banking and... cit. págs. 30 y 31). La duración del mandato varía, v. 
gr., cuatro años en el caso guatemalteco (artículo 15 Ley Orgánica del Banco 
de Guatemala (Decreto n° 215 del Congreso de la República) y suizo 
(artículo 40 Ley del Banco Nacional de Suiza, de 23 de diciembre de 1953, 
reformada el 1 de noviembre de 1997); cinco años en el caso del gobernador 
belga (artículo 23 Ley de 22 de marzo de 1999 del estatuto orgánico del 
Banco Nacional de Bélgica), del Comité Ejecutivo finlandés (artículo 13 Ley 
214/1998. del Banco de Finlandia), del gobernador japonés (artículo 24 Ley 
del Banco Central de Japón, de 11 de junio de 1997), del Comité ejecutivo 
portugués (artículo 33 Ley n° 5/1998 de 31 de enero, del Banco de 
Portugal); seis años en el caso argentino (artículo 7 Carta Orgánica del
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esa forma desea conseguirse que las políticas de los bancos centrales 
no cambien con la llegada de un gobierno de diferente color político, 
lo que debe ponerse en relación con el elemento de la credibilidad, 
tan valioso según los marcos teóricos para la eficacia de las políticas 
antiinflacionistas de la banca central. Los óiganos de gobierno de los 
bancos centrales deberían colocarse, de esta forma, fuera del debate 
político, por cuanto podrían pasar dos o más gobiernos —y las 
correspondientes consultas electorales— con amplias diferencias 
ideológicas sin que cambien los miembros directores del órgano 
responsable de la política monetaria.

—En relación con a medida anterior, la irrevocabilidad del 
mandato —esto es, el hecho de que ios miembros directores del banco 
central no puedan ser relevados de sus funciones aunque sus 
actuaciones no estén de acuerdo con las deseadas por el 
Gobiemo554— es otra de las garantías que configuran y 
complementan el estatuto de los miembros de los órganos de

Banco Central de la República de Argentina, Ley 24.144), belga (artículo 20 
Ley de 22 de marzo de 1999 del estatuto orgánico del Banco Nacional de 
Bélgica), búlgaro (artículo 2 Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de 
junio de 1997), checo (artículo 6 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 1992, 
sobre el Banco Nacional Checo) y sueco (artículo 4 cap. 1 Ley 1385/1988, 
del Banco Central de Suecia, reformada el 1 de enero de 1999); siete años en 
el caso del gobernador finlandés (artículo 13 Ley 214/1998. del Banco de 
Finlandia) y los comités directores holandés (sección 12 Ley del Banco de 
Holanda de 1998) y venezolano (artículo 15 Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001); nueve años en el caso alemán (artículo
7.3 Ley del Bundesbank de 22 de octubre de 1992, reformada el 23 de 
marzo de 2002), francés (artículo 8 Ley 93.980, de 4 de agosto de 1993, 
modificada el 12 de mayo de 1998, del Banco de Francia) y lituano (artículo 
10 Ley del Banco Central de Lituania, I-678 de 1 de diciembre de 1994, 
reformada el 8 de abril de 1997).
554 G arcía d e l Paso, “Teoría y evidencia...” cit pág. 38.
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gobierno de los bancos centrales. Sólo causas graves, claramente 
especificadas y tasadas —delito penal, incapacidad permanente..— 
justificarían la disponibilidad del cargo por parte de quien lo 
nombraos y, en muchas ocasiones, es necesaria la voluntad de otro 
órgano público, singularmente el Parlamento^6. En efecto, muchas 
de las medidas anteriores no tendrían sentido si el Ejecutivo pudiera 
en cualquier momento cesar a la persona que ocupa el cargo y colocar 
a otra en su lugar. La necesidad de proteger la continuidad de las 
políticas del banco central —de nuevo, en beneficio de la 
credibilidad—, que precisa mantener al banco central autónomo a 
salvo de los cambios en el Ejecutivo o del diseño de políticas 
monetarias que no sean del gusto del Gobierno, justificarían dicha 
inamovilidad.

—Por último, es frecuente que los miembros de los órganos de 
gobierno de los bancos centrales estén limitados en sus actividades 
por un amplio abanico de incompatibilidades en sus funciones 
profesionales o en la realización de actividades en organizaciones 
públicas o privadas, aun cuando no estén rem uneradas557, con el

555 L astra, Central banking and... cit. págs. 31 y 32. V. gr., artículo 10 Ley 
del Banco Central de Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 1997; artículo 
14 ; artículo 2 Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de junio de 1997; 
artículo 6.6 Ley 6/1993, de 17 de diciembre de 1992, sobre el Banco 
Nacional Checo; artículo 24 Ley Orgánica del Banco de Guatemala (Decreto 
n° 215 del Congreso de la República); artículo 25 Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
556 Como en el caso de Argentina (artículo 9 Carta Orgánica del Banco 
Central de la República de Argentina, Ley 24.144) y de Venezuela (artículo 
26 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001).
557 La excepción es, en algunos casos, la realización de actividades 
académicas o artísticas. Así. v. gr., el ejercicio de la docencia (artículo 8 
Carta Orgánica del Banco Central de la República de Argentina, Ley 
24.144), o de la “cátedra universitaria” en Colombia (artículo 31 Ley 
31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la República).
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objetivo de proteger a las personas integrantes del directorio de las 
posibles influencias internas o externas que pudieran repercutir en 
una política del banco central dirigida a favor de determinados 
intereses diferentes de los objetivos del ente. Es habitual que la 
aceptación del cargo implique renuncia a la militanda partidista o 
sindical, o a ser accionista de determinadas so c ie d a d e s^ 8. El régimen 
de incompatibilidades va acompañado, desde luego, de muy altos 
salarios, que funcionan tanto como incentivos monetarios como 
aportando una compensación por la restricción mercantil
im p uesta559.

ss8 v. gr., cualquier cargo público (articulo 10 Ley del Banco Central de 
Bosnia-Herzegovina de 20 de junio de 1997), o tanto puestos públicos como 
cargos directivos en entidades financieras (artículo 8 Carta Orgánica del 
Banco Central de la República de Argentina; Ley 24.144; artículo 6.5 Ley 
6/1993, de 17 de diciembre de 1992, sobre el Banco Nacional Checo; 
artículo 31 Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la República) u 
otras condiciones (artículo 22 Ley Orgánica del Banco de Guatemala 
(Decreto n° 215 del Congreso de la República). El artículo 19 de la Ley del 
Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001, además de prohibir a 
los directores del banco el desarrollo de labores de activismo político, el 
desempeño de funciones directivas en otro tipo de organizaciones, la 
celebración de contratos mercantiles con el banco y la posesión de acciones 
en sociedades mercantiles de carácter financiero, entre otras garantías, 
incluye una amplia prohibición de “realizar actividades que puedan 
menoscabar su independencia e imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones, producir conflictos de intereses o permitir el uso de información 
privilegiada”.
559 Lastra, Central banking and... cit págs. 33 y 34. Salarios que 
generalmente determina el propio banco central (v. gr., artículo 7 Carta 
Orgánica del Banco Central de la República de Argentina, Ley 24.144; 
artículo 20 Ley de 22 de marzo de 1999 del estatuto orgánico del Banco 
Nacional de Bélgica; artículo 21.7 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 
de octubre de 2001).
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En algunos casos, este régimen de incompatibilidades se extiende 
a algunos años después del desempeño del cargo, que se justificaría 
en evitar la utilización de las influencias de cualquier tipo que la 
persona en el cargo haya podido facilitar durante su ejercicio, y que 
podría traducirse en un trato de favor en una nueva ocupación una 
vez finalizado el mandatos60. Dicho régimen de incompatibilidades ex 
post supone la regulación de una compensación económica, en 
general igual o muy cercana a la obtenida durante el desempeño del 
caigo.

(4) Por lo que respecta a la autonomía material, ésta se 
refiere a las necesidades de medios que necesita el banco central para 
realizar convenientemente las funciones que tiene encomendadas, y 
que habitualmente suelen consistir en facilidades para decidir cuáles 
son y contar con los medios presupuestarios y de personal que 
requiera, así como para determinar y ejecutar sus reso lu c io n ess61.

Se considera que, en la medida en que el presupuesto del 
banco no necesite de la aprobación del Ejecutivo, se elimina una vía 
que podría éste usar para ejercer su influencia sobre el órgano 
responsable de la política monetarias62. En efecto, las medidas que

s60 Ibidem, , pág. 35. Así ocurre, v. gr., en el caso colombiano (artículo 31 
Ley 31/1992, de 29 de diciembre, del Banco de la República) y en el 
venezolano (artículo 20 Ley del Banco Central de Venezuela, de 3 de 
octubre de 2001).
561 Lo que incluye posibilidades de solicitar información (v. gr., artículo 4 
Ley del Banco Nacional de Bulgaria de 10 de junio de 1997), normar en el 
ámbito de su competencia (v. gr., artículo 9 Ley del Banco Central de 
Lituania, I-678 de 1 de diciembre de 1994, reformada el 8 de abril de 1997) 
y de sancionar (v. gr., artículos 119 y ss. Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001).
562 Goodman, Monetary sovereignty... cit. pág. 10.
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garantizan la autonomía presupuestaria concluyen en que el banco 
central debe asignarse su propio presupuesto^, y que éste no puede 
ser constreñido por una instancia externa, lo que podría dar lugar a 
cierto margen de negociación política o a la directa influencia en el 
devenir del banco por parte del órgano que debe aprobar el 
presupuesto. Éste, elaborado por el propio banco central, es en 
muchos casos incluido sin modificaciones en los presupuestos 
generales del Estado para su ap ro b a ció n sH

Respecto al personal, la razón de que sea el banco central el 
que decida quiénes van a ser sus funcionarios se justificaría, por una 
parte, en el mismo peligro de influencia exógena, que quedaría 
erradicada en la medida en que el banco independiente contara con la 
posibilidad de seleccionar y contratar a sus funcionarios; y, por otra,

563 V.gr., artículo 20.4 Ley de 22 de marzo de 1999 del estatuto orgánico del 
Banco Nacional de Bélgica; artículo 7 j Ley del Banco Central de Bosnia- 
Herzegovina de 20 de junio de 1997; artículo 47 Ley 6/1993, de 17 de 
diciembre de 1992, sobre el Banco Nacional Checo. La ley colombiana lo 
califica de “autonomía patrimonial” (artículo 1 Ley 31/1992, de 29 de 
diciembre, del Banco de la República). Por el contrario, en los bancos 
dependientes el presupuesto necesita de autorización por parte del 
Ejecutivo (v. gr., artículo 51 Ley del Banco Central de Japón, de 11 de junio 
de 1997). En varios casos es el Parlamento el órgano que tiene la última 
palabra respecto al presupuesto del banco central (v. gr., artículo 63 Ley del 
Banco Central de Venezuela, de 3 de octubre de 2001).
564 por otra parte, como hace notar Lastra, son dos situaciones diferentes 
las de los países en desarrollo, donde el banco central a menudo cuenta con 
problemas de financiación, y los países desarrollados, en los cuales el banco 
central suele tener amplios beneficios (Lastra, Central banking and... cit. 
pág. 44). Beneficios que, por otro lado, en los casos en un banco central 
estatal —la mayoría de las veces— pertenecen al Estado, y a éste son 
entregados por medio de los cauces correspondientes (cfr. Goodhart, 

Capie, y Schnadt, “The development of...”, cit. págs. 55 y ss).
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en la concepción de que el banco central, considerado como órgano 
altamente técnico, precisa de una plantilla particularmente 
cualificada que sólo la institución puede evaluar. Por esta razón, es 
común en los diferentes ordenamientos jurídicos encontrar las 
mayores facilidades para que el banco central seleccione su 
p e rso n a l, con criterios y mediante procedimientos diferentes al 
funcionariado que presta sus servicios en el resto de la 
Administración pública.

c. La literatura económica sobre la independencia 
de los bancos centrales

Los esfuerzos teóricos desde el campo de la economía a partir 
de los primeros trabajos sobre el fenómeno de la inconsistencia 
temporal que aparecieron en la últimos años de la década de los 
setenta, como se ha analizado, buscaban defender la correlación 
casuística negativa entre la autonomía de los bancos centrales y la 
tasa de inflación, que supuestamente habrían sido avaladas por los 
estudios empíricos realizados desde principios de los noventas66. No 
obstante, no existe una certeza absoluta entre los economistas acerca 
de que la correlación entre independencia de los bancos centrales y 
estabilidad de los precios sea causal y, a pesar de ello, los frutos de las 
tesis a favor de la independencia de la banca central han sido con 
celeridad puestos en vigencia en no pocos ordenamientos jurídicos de 
todo el mundo. Desafortunadamente, la literatura jurídica sobre la

565 y, gr., artículo 7j Ley del Banco Central de Bosnia-Herzegovina de 20 de 
junio de 1997; artículo 30 Ley Orgánica del Banco de Guatemala (Decreto 
n° 215 del Congreso de la República); artículos 56 y ss. Ley n° 5/1998 de 31 
de enero, del Banco de Portugal; artículos 28 y ss. Ley del Banco Central de 
Venezuela, de 3 de octubre de 2001.
s66 En este sentido, G arcía de Paso, “Teoría y  evidencia recientes sobre...”, 

cit pág. 37.
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independencia de los bancos centrales no ha reaccionado de la misma 
manera y, en muchos casos, los bancos centrales independientes se 
han convertido en entidades verdaderamente independientes sin 
levantar la voz de alarma y sin que se advierta acerca de la necesidad 
de explicar esta situación desde el Derecho y, en su caso, de revisar 
ese estatuto.

Las tesis que sustentan desde el campo económico la 
necesidad de la independencia de los bancos centrales han querido 
demostrar, no sólo en la teoría, que la configuración de este estatuto 
particular reduce la tasa de inflación, sin tener efectos significativos 
en el comportamiento de otras variables reales de la economía, como 
el crecimiento económico, el desempleo o los tipos de interés 
reales^6?. La mayoría de los estudios, tanto teóricos como empíricos,

567 R ep u llo , “Sobre la independencia...” cit , pág. 87. A esta conclusión 
llegaron A lesin a  y Summers en un conocido análisis donde, tras anotar la 
relación entre autonomía del banco central y desempeño económico, 
terminaron concluyendo que “la disciplina económica asociada con la 
autonomía del banco central reduce el nivel y variabilidad de la inflación, 
pero no tiene grandes beneficios o costos desde el punto de vista del 
desempeño macroeconómico real”, lo que representaría “al menos un 
fragmento de evidencia en apoyo de las teorías que recalcan la neutralidad 
del dinero”. Los autores advirtieron que sus resultados no eran 
concluyentes, y que se hacía necesario un análisis más detallado de la 
relación entre autonomía del banco central y desempeño real (A lesina, 

A lb erto ; SUMMERS, L aw rence H., “Autonomía del banco central y 
desempeño macroeconómico: evidencia comparativa”. Boletín del CEMLA, 
julio-agosto 1993, pág. 165); modelos posteriores han querido corroborar 
estas conclusiones (v. gr., A lesin a  y G atti, “Independent central banks...” 
cit. pág. 200). También, en este sentido, E ijffin g er , S y lv e ste r  y  

S ch a lin g , Eric, Central bank independence: theory and evidence. Mimeo- 
Tilburg University, Tilbuig, 1993. Es común en la literatura económica 
encontrar posiciones en este sentido, como las de O rina, para quien los
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como se ha analizado, se basan en aportar soluciones al problema de 
la inconsistencia temporal, cuando el nivel de empleo socialmente 
óptimo sobrepasa el nivel al que tiende el mercado y, por lo tanto, la 
política monetaria discrecional presenta un sesgo inflacionista. En 
resumen, se concluye que la sociedad mejoraría su bienestar si las 
autoridades monetarias fueran capaces de comprometerse antes de 
que se fijaran los salarios a no llevar a cabo “sorpresas 
monetarias”668. Como se ha analizado, si este compromiso no puede 
ocurrir —porque el público no cree en la probabilidad de este 
comportamiento, puesto que con anterioridad las autoridades 
monetarias no han cumplido con dicho compromiso— surge el 
problema de la inconsistencia temporal. De ahí que el enfoque 
discrecionals6?, el más exitoso hasta el momento, considere que la 
sociedad sea capaz de integrar los órganos de gobierno del banco 
central independiente con personas con las preferencias “adecuadas”, 
y conceder amplia libertad al órgano director, sin tener que rendir 
cuentas de su actuación ante ninguna institución pública57° que

estudios avalarían la idea de que reforzando la independencia de los bancos 
centrales se consigue sin coste reducir la inflación sin, por otra parte, 
afectar al crecimiento a largo término (Okina, Kunio , “The policy objectives 
and the optimal institutional framework of a central bank”, en Kuroda, 

Iwao (ed.), Towards more effective monetary policy. Macmillan, Londres, 
1997, pág. 414). Un resumen de las posiciones doctrinales sobre la relación 
entre independencia de la banca central y economía real —producción 
económica— se encuentra en Pollard , “Central bank independence 
and...” cit. págs. 24 y ss.
s68 N egrete, “Teoría de los juegos, independencia de bancos centrales...” 
cit. págs. 402 y 403.
569 En apartados anteriores se han visto otras soluciones al problema de la 
inconsistencia temporal.
570 N e g r e te , “Teoría de los juegos, independencia de bancos centrales...” 
cit. pág. 404.
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podría, en todo caso, derivar la actuación del banco central a favor de 
otros intereses que no sea el control de la inflación.

Al respecto, la efectividad del banco central en la lucha contra 
la inflación dependería directamente de dos elementos, según los 
modelos teóricos: que el banco central conceda al objetivo 
antiinflacionista —el principal o, mejor todavía, único de sus 
objetivos— una mayor importancia relativa que la propia sociedad, y 
que se alcance el mayor grado de autonomía posible, en particular 
respecto a los poderes públicos. A ambas consideraciones se realizará 
una breve referencia a continuación.

Una parte relevante de la literatura económica a favor de la 
independencia de los bancos centrales entiende que no puede existir 
una absoluta libertad en el diseño de la política monetaria: los bancos 
centrales no deberían poder establecer los objetivos, sino escoger y 
aplicar los instrumentos para la consecución de estos objetivos. La 
finalidad de la política monetaria, esto es, su meta, debe estar 
impuesta por los gobiernos o los parlamentos57i, o establecerse en las 
reglas normativas, incluso —como hemos visto— constitucionales. En 
todos los casos, el objetivo debe ser principal o único: la consecución 
de la estabilidad de los precios^. Tras esta previsión, los bancos 
centrales deberían poner en marcha los mecanismos de política 
monetaria en su haber y centrar todo su empeño en conseguir el 
mínimo sesgo inflacionario posible.

57i y  gr blinder, El banco central... cit. pág. 52.

57a Alguno autores, como García del Paso, consideran que es óptimo que 
un banco central independiente en el que se delega la política monetaria 
esté más preocupado por la estabilidad de los precios que el Gobierno, pero 
no es conveniente que el banco central tenga como objetivo único la 
estabilidad de los precios (García del Paso, “Sobre la independencia...” cit. 
pág. 99).
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Pero el objetivo principal de ejecutar políticas monetarias 
antiinflacionarias guarda relación directamente con la falta de 
controles que se defiende para los bancos centrales independientes. 
En efecto, una vez sentado el margen general de discrecionalidad del 
banco central, puesto que pueden no ser suficientes los mecanismos 
formales de rendición de cuentas ante los órganos públicos, tampoco 
puede haber un control sobre si realmente el banco central está 
persiguiendo ese objetivo antiinflacionario por encima de cualquier 
otra cuestión. Un banco central que fuera realmente independiente 
no podría ser evaluado desde criterios externos al propio mercado, 
puesto que no se enfrentaría a ningún tipo de comparecencia 
evaluadora frente a instituciones democráticas, ni contaría con más o 
menos apoyos en una convocatoria electoral, ni sería continuamente 
vigilado por la opinión pública, aun cuando éste último control no 
bastaría para su inserción en el Estado constitucional. El único 
criterio evaluador serían las cifras comparadas de inflación, y no 
otras, aunque estén íntimamente relacionadas con el bienestar de la 
sociedad.

E n  p a la b ra s  d e  I s s in g , e s  “e v id e n te m e n te  c ie r to ” q u e , p o r  r e g la  

g e n e ra l,  c u a n to  m a y o r  s e a  el g r a d o  d e  in d e p e n d e n c ia  d e  u n  b a n c o  

c e n tra l ,  m e n o r  e s  la  t a s a  p ro m e d io  d e  in fla c ió n  y  m á s  p e q u e ñ a s  s o n  

la s  f lu c tu a c io n e s  d e  lo s  m o v im ie n to s  d e  lo s  p re c io s5 7 3  y  e s a  p o s ic ió n , 

c o m o  s e  h a  a n a liz a d o , h a  s id o  d e fe n d id a  p o r  g ra n  p a r t e  d e  la  d o c tr in a  

e c o n ó m ic a , q u e  h a  q u e r id o  d e m o s t r a r  e n  la  p r á c t ic a  la  in f lu e n c ia  

d e c is iv a  e n tr e  b a n c a  c e n tr a l  in d e p e n d ie n te  y  e l c o n tro l

573 Issing, “Independencia del banco central...” cit pág. 270. No es difícil 
encontrar entre la doctrina este tipo de aseveraciones sobre la certeza en los 
resultados de los análisis que se realizan. También para Goodhart, Capie, 

y Schnadt los bancos centrales han sido, en la consecución de sus 
objetivos, “notoriamente exitosos” (Goodhart, Capie, y Schnadt, “The 
development of...”, cit pág. 91).
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inflacionario574. Pero varios estudios al respecto no son de tal forma 
categóricos y, o bien concluyen en que no existen pruebas definitivas 
de que la independencia de los bancos centrales garantice un control 
de la inflación, o bien niegan de raíz tal relación y buscan en otras 
razones los proclamados éxitos contra la infladoras. Por lo tanto, es 
obligado interpretar con cautela, desde el campo de la economía, la

574 v .  gr., el análisis empírico de Banaian, Laney y Willett, que concluye 
en que “los bancos centrales independientes han conducido tras los años de 
la posguerra políticas monetarias menos acomodadas a las presiones 
exteriores que las políticas de sus contrapartes menos autónomas; en 
consecuencia, sus países han experimentado promedios de inflación 
sustancialmente más bajos” (Banaian, King; Laney, Leroy O.; y W illett, 

Thomas D.,“Central bank independence: an intemational comparison”, en 
Toma, Eugenia Froedge y Toma, Mark, Central bankers, bureaucratic 
incentives, and monetary policy. Martinus Hijhoff, Dordrecht, 1986, pág. 
213). Un resumen de las “evidencias empíricas” más relevantes, que 
menciona los estudios de Alesina y Summers, Banaian, Laney y Willet, 

Grilli, Masciandaro y Tabellini y Cukierman, Webb y N eyapti puede 
encontrarse en Lastra, Central banking and... cit. págs. 15 y ss.
575 y .  gr., Posen, Adam S., “Why central bank independence does not cause 
low inflation”. Central banking vol. 4, n° 2, otoño 1993, págs. 51-63, cuyos 
análisis quieres demostrar que un examen detenido de los datos en las 
democracias avanzadas en la postguerra revela que ninguno de los 
mecanismos que explicaría el efecto antiinflacionario de la independencia 
de los bancos centrales puede sostenerse, sino que éste ha tenido lugar por 
la fortaleza política del sector financiero (pág. 51). Las tesis de Posen han 
sido, a su vez, rebatidas por los autores que mantienen la correlación entre 
independencia e inflación, como Fischer, para quien el análisis de Posen 
puede aplicarse a países como Suiza, pero difícilmente a otros como Brasil 
(Fischer, Stanley, “Central-bank independence revisited”. The American 
economic review vol. 85, n° 2, mayo 1995, págs. 204 y 205).
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supuesta correlación entre independencia del banco central e
inflación 576.

En primer lugar, la relación entre el nivel de dependencia del 
banco central respecto del Gobierno y la inflación no se ha 
demostrado empíricamente en varios casos. Es cierto que los 
diferentes estudios guardan discrepancias entre ellos a la hora de 
decidir cuál es el nivel de autonomía de determinado banco 
centrals77; pero incluso cuando existe cierta coincidencia sobre la 
dependencia o independenciaf los análisis destapan casos como el 
japonés, donde existe un banco central dependiente —a un nivel 
aproximadamente igual al de Gran Bretaña— y, no obstante, el país 
ha disfrutado de una de las tasas de inflación más bajas del mundo^s. 
D e hecho, si hay algo cierto es que los estudios empíricos realizados 
no muestran una evidencia en la relación (injdependencia/inflación, 
puesto que, como señala U rrutia, bien podría ocurrir que las 
correlaciones entre inflación y autonomía del banco central fueran 
espúreas y recogieran otros factores comunes que explicaran

st6 Así, v. gr., Erías y  Sánchez, “Independencia de los bancos centrales...” 

cit. pág. 70.

577 G alindo hace notar la “dificultad y  la falta de consenso en gran parte de 

los países a la hora de determinar el grado de independencia de los bancos 

centrales, lo cual dificulta, lógicamente, alcanzar una conclusión definitiva 

respecto a la relación de dicha independencia con otras variables y  

objetivos”. G alindo, “La independencia d é lo s  bancos centrales...” c i t  págs. 

52 y 53-
sts Con todo, en el caso japonés no todos los autores miden por igual su 
estatuto de autonomía. Pero el comportamiento de la inflación en Japón ha 
puesto de manifiesto que la correlación negativa entre independencia de los 
bancos centrales e inflación no es causal (“Correlation does not imply 
c a u sa tio n cfr. Lastra, Central banking and... cit. pág. 17). Los 
economistas intentan explicar esta particular característica del Banco de 
Japón en varias razones, pero en particular en la eficiencia de sus mercados 
de trabajo (R epullo , “Sobre la independencia...” cit. pág. 87).
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simultáneamente la caída de la inflación y el grado de autonomía del 
banco central. Dicha correlación causal sólo podría conseguirse si se 
dispusiera de la evidencia que justificara la creencia de que efectos 
provenientes de la concesión de autonomía a un banco central son 
independientes de la historia, la costumbre o las tradiciones de cada 
país579, entre otros agentes.

En relación con lo anterior, los factores sociopolíticos de 
carácter estructural pueden haber determinado que en algunas 
sociedades se hayan establecido bancos centrales con un alto nivel de 
autonomía. No se trata sólo de que la independencia de los bancos 
centrales no garantice por ella misma la estabilidad de los precios, y 
que necesitaría la compañía de una reforma fiscal, disciplina en el 
mercado de trabajo o un programa creíble de estabilización 
económicas80. Además, como explican Erías y Sánchez, el grado de 
aversión a la inflación por parte del publico puede quebrar la 
existencia de una relación causal entre independencia del banco 
central e inflación881. A lo que cabe añadir la propia imperfección de 
la autonomía, esto es, el elemento político de la relación entre 
poderes. En su voluntad de explicar por qué la independencia del 
banco central no es causa de la moderación de la inflación, P osen

579 URRUTIA, “Reflexiones sobre la precariedad...” cit pág. 100.
5®° Elementos económicos que, entre otros, señala Lastra debe acompañar 
a la independencia de la banca central para garantizar la estabilidad de los 
precios (Lastra, Central banking and... cit págs. 17-18).
5®1 Los autores ponen el ejemplo alemán, donde la experiencia con la 
hiperinflación creó un público muy averso a la inflación. Esta oposición 
frontal podría en última instancia ser la causante de los buenos resultados 
en materia inflacionista. (Erías y Sánchez, “Independencia de los bancos 
centrales...” cit pág. 70). Con todo, la mayoría de los autores 
responsabilizan a la independencia del banco central alemán del hecho de 
que el país haya tenido una de las monedas más estables del mundo (v. gr., 
Issing, “Independencia del banco central...” cit pág. 269).
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afirma que “las instituciones en las sociedades democráticas, aunque 
sean designadas y constituidas como independientes, son sujetos de 
presiones habituales a través de amenazas de alteración de sus 
poderes. Los bancos centrales no son ninguna excepción, aunque los 
análisis publicados sobre la independencia de la banca central 
ignoren esta rea lid ad ^ .

Problema diferente, pero no de menos calado, al que ya se ha 
hecho referencia, es el de la relación entre la política monetaria y la 
política fiscal en el marco de las políticas económicas generales. 
Como afirman varios autores, no pueden separarse las políticas 
monetarias y financieras como si se trataran de dos instrumentos 
distintos e independientes de la política económica por la 
imbricación entre ambass83. Como señala Torres López, las 
variaciones en los programas de ingresos y gastos públicos pueden 
afectar a la cantidad de dinero en la economía, por lo que es 
necesario tomar en consideración los efectos monetarios de la 
política fiscal; “al mismo tiempo, la política monetaria, cuando es 
definida con independencia desde los bancos centrales y tiene como 
objeto la estabilidad de los precios, condiciona igualmente el alcance 
posible de la política fiscal*^. En un ámbito más amplio, se ha 
puesto de relieve en la doctrina la necesidad —y las dificultades— de 
una coordinación internacional de las políticas monetaria y fiscal, 
fruto de la creciente interdependencia económicas^.

s82 Posen, “Why central bank independence...” cit. pág. 51.

5̂ 3 v . gr., Torres López, Economía política, cit. págs. 236 y  ss; 

Fernández, Rodríguez, Parejo, Galindo y  Calvo, Teoría y política 
monetaria, cit. págs. 103 y  ss.

Torres López, Economía política, cit. pág. 236. 

cfr. Calle Saiz, Ricardo, La coordinación internacional de las políticas 
monetaria y fiscal: una controversia actual. AC, Madrid, 1991, en 

particular págs. 1-25.
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Esta relación entre política fiscal y política monetaria conlleva 
que no en todos los escenarios socioeconómicos se considere 
conveniente la instauración de un banco central independiente. Por 
ejemplo, afirma H errera, cuando no existe un consenso básico muy 
amplio sobre la conveniencia o necesidad del respeto a los equilibrios 
macroeconómicos para el funcionamiento eficiente de una sociedad 
democrática —la respuesta probable a la creación de un banco central 
autónomo sería, en este caso, el recrudecimiento inflacionario—, o 
cuando el país ha puesto en marcha un programa de estabilización 
drástica, que requiere de un alto grado de coordinación entre las 
políticas fiscales, monetarias y cambiariass86.

El análisis de Capoen, Sterdyniak y V illa considera la 
existencia de una relación entre ineficacia e independencia de los 
bancos centrales: en una economía cerrada, o en la economía 
mundial tomada globalmente, el hecho de conceder a dos autoridades 
distintas, con objetivos diferentes, la función de regular la actividad 
económica, puede conducir a equilibrios poco satisfactorios, donde 
—en efecto— la inflación puede ser reducida, pero donde los niveles 
de las tasas de interés y el déficit público serían excesivos por el 
hecho de que cada autoridad utilice sus instrumentos para contrarias 
las políticas de su partenaires8?.

Incluso los mismos defensores de la utilidad para la 
estabilización de los precios de un banco central independiente

586 Herrera, “El papel de la banca central...” cit pág. 23. 
s8? También en una economía abierta, concluye el estudio, la afectación de 
la política presupuestaria al mantenimiento de la actividad y de la política 
monetaria en la lucha contra la inflación puede engendrar situaciones de 
tasas de interés sobrevaluadas y de exceso de déficit público (Capoen, 

Fabrice; Sterdyniak, Henri; y Villa, Pierre, “Indépendance deis
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reconocen que no está claro que los bancos centrales independientes 
obtengan buenos resultados cuando no se trate de combatir la 
inflación, sino la deflación88 y, si bien la mayoría de los autores 
considera que la neutralidad de las políticas antiinflacionarias de un 
banco central independiente sobre la economía real, esto es, que no 
existe relación entre el carácter independiente de los bancos centrales 
y el crecimiento económico, lo cierto es que existen estudios, más allá 
de los analizados en relación con la necesidad de coordinación con 
entre las políticas monetaria y fiscal, que avalan las dos posiciones88̂  
Por lo tanto, las políticas monetarias que determinarían los bancos 
centrales independientes no afectarían exclusivamente a la tasa de 
inflación en un país sino que, por sí mismas, se harían notar en otros 
datos económicos, cuyos efectos concernirían a la situación 
socioeconómica del territorio sobre el que se aplican.

A todo ello, y en relación con lo anterior, cabe insistir en que el 
hecho de que el mismo grado de independencia medida se 
corresponda con distintas tasas de inflación en diferentes países, 
como ha puesto de manifiesto la doctrina8̂ , puede deberse, desde 
luego, a la falta de exactitud en las investigaciones empíricas 
efectuadas y a la intervención de otros elementos, pero también 
puede obedecer a otras consideraciones y descubre que, aunque 
pudiera intuirse, bajo determinadas condiciones, que existe una

banques centrales, politiques monétaire et budgétaire: une approche 
stratégique”. Revue de l 'OFCE n° 50, julio 1994, págs. 100 y 101).
888 Blinder, El banco central... cit. pág. 78.
^  En efecto, según varios estudios la independencia de los bancos 
centrales tiene efectos escasos o nulos sobre el crecimiento económico (v. 
gr., García del Paso, “Teoría y  evidencia...” cit. pág. 39). Otras posiciones 
defienden que la independencia de los bancos centrales ejerce un efecto 
favorable sobre el crecimiento económico (v. gr., ISSING, “Independencia 
del banco central...” cit. págs. 270 y  271).
590 Erías y Sánchez, “Independencia de los bancos centrales...” cit. pág. 70.
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correlación causal entre independencia de los bancos centrales y 
estabilidad económica, no hay, desde luego, certeza de tan defendida 
relación59i. No existe, en definitiva, el “amplio consenso” sobre la 
correlación negativa independencia/inflación que muchos autores
siguen afirmando592.

En resumen, la literatura económica sobre el papel y la 
configuración de los bancos centrales respecto a la política monetaria 
difiere notablemente, y cada vez en mayor medida, en sus 
fundamentos, y las tesis que sustentan la necesidad de un banco 
central independiente para luchar contra la inflación son, cuando 
menos, discutidas593. Cabe adelantar que este hecho, en sí, no afecta a 
la necesidad de legitimidad democrática en los bancos centrales, 
puesto que los requisitos democráticos de un órgano responsable de

591 En este campo, las diferencias entre los modelos teóricos y las 
investigaciones empíricas han sido constatadas por varios autores, v. gr., 
Solveen, Ralph, Zentralbankpolitik und Zentralbankautonomie. Spielt 
die Unahángigkeit eine Rolle? Instituí für Weltwirtschaft an der Universitát 
Kiel, Kiel, 1995.
592 V. gr., V aubel, “The bureaucratic and partisan behavior...” cit. pág. 202.
593 Cada vez son más comunes en la literatura económica las discusiones 
doctrinales sobre posiciones sobre la necesidad y conveniencia de bancos 
centrales independientes, como la protagonizada por Creel y Sterdyniak, 

por una parte, y  Thygesen, por otra, respecto al concreto caso europeo. Los 
primeros llegaron a varias conclusiones en contra de la independencia de 
los bancos centrales: Europa no sufre de déficits públicos excesivos, y éstos 
no explican el elevado nivel de las tasas de interés; la política monetaria no 
cuenta con ventaja comparativa en la lucha contra la inflación; la 
independencia de la banca central es una potencial fuente de conflictos y de 
ineficacia. Tesis que rebatió Thygesen, quien afirmó que los autores 
“tienen una visión excesivamente idealista de la política presupuestaria y de 
su utilización para fines de regulación coyunturaT (cfr. Thygesen, N iels,
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políticas públicas en el Estado constitucional no pueden, de ninguna 
manera, hacerse depender del grado de efectividad que la falta de 
legitimidad democrática favorecería, ni siquiera cuando la relación 
entre independencia del banco central y estabilidad económica fuera 
evidente. Pero las consideraciones respecto a esta relación sí deben, 
no obstante, ser tomadas en cuenta tanto por las sociedades —y, de 
forma principal, legisladores y constituyentes—, que deben decidir 
sobre el grado de autonomía de su banca central y sobre la posición 
del objetivo de la lucha contra la inflación en sus prioridades 
económicas.

3 . E stado  co nstitucional ,

PRINCIPIO DEMOCRÁTICO Y  BANCOS CENTRALES:

LOS BANCOS CENTRALES AUTÓNOMOS

a. El significado político
de la independencia de los bancos centrales

Teniendo en cuenta, como se ha defendido en las páginas 
precedentes, que no puede entenderse la independencia de los 
bancos centrales en su sentido categóricos^, la justificación de la

“P o u rq u o i la  bance c é n tra le  d o it é tre  in d é p e n d a n te . Reuue de l'OFCE n °

5 4 , ju lio  1995, págs. 1 0 1 -1 0 4 ).
594 H a s ta  los m ás acérrim o s  defensores d e  u n a  b an ca  c e n tra l in d e p e n d ie n te  

conocen la  ile g itim id a d  de esta  in d e p e n d e n c ia  y  su fa lta  de c ab id a  a b so lu ta  

no sólo  e n  e l E stado  c o n s titu c io n a l. P o r esta causa se d e fie n d e n  conceptos  

m itig ad o s  d e  independencia; v . g r ., p a ra  B lin d er  se tra ta  de aseg u rar la  

lib e rta d  d e l b anco  c e n tra l p a ra  d e c id ir cóm o v a  a  p erseg u ir sus o b je tiv o s , y  

la  d ific u lta d  d e  revo cación  de sus decis iones p o r o tra  in s ta n c ia  p ú b lic a .
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independencia de los bancos centrales hunde sus cimientos en dos 
premisas, dadas por ciertas en los modelos teóricos que sustentan 
estas tesis: por una parte, en la suposición de que los Gobiernos no 
son capaces de velar la estabilidad económica, principalmente por su 
incapacidad de tomar medidas antiinflacionistas a laigo plazo, y su 
correlativa falta de credibilidad ante los operadores financieros; por 
otra, en la consideración de que la labor desarrollada por los bancos 
centrales es eminentemente técnica, y no política. Premisas, no 
obstante, que necesitan ponerse en tela de juicio por cuanto el 
verdadero significado político de la independencia de los bancos 
centrales repercute en la configuración democrática de estas 
organizaciones.

Por una parte, la independencia de la banca central se sustenta 
de pleno en la desconfianza de raíz respecto al comportamiento de los 
Gobiernos, siempre tentados —se manifiesta— a conseguir resultados 
a corto plazo, a causa de su necesidad de mostrar las mejores cifras 
de cara a la renovación de la confianza del electorado. La política 
monetaria requeriría, desde este análisis, de un periodo de tiempo 
amplio para ejercer sus efectos, y los responsables de tomar las 
decisiones no pueden observar los resultados de sus actos hasta 
pasado un considerable periodo de tiempo. Por lo tanto, un banco 
central independiente evitaría el riesgo de que los Gobiernos 
pudieran manipular la política monetaria para su utilidad, lo que 
sería contrario al principio de estabilidad de los p re c io s s ^ s .  Cualquier

Generalmente se predica la independencia  de los bancos centrales respecto 

a los poderes públicos, cuando un banco central independiente  puede, por 

la discrecionalidad que se le concede, depender de los mercados, en el 

sentido de seguir a los mercados. (B linder, E l banco central... cit. págs. 51- 

59).
595  Nótese que se parte de una verdadera incapacidad para comprometerse; 

esto es, en términos de Fair, “la vulnerabilidad de los gobiernos a las
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banco central independiente disfrutaría de un diferente ritmo de 
tiempo que el Gobierno, a menudo enfrentado a unas elecciones, que 
comportan campañas electorales y evaluación pública de las políticas 
realizadas, y continuamente escudriñado por la opinión públicas#. 
De ello se derivaría la importancia de establecer, como hemos visto, 
no sólo mecanismos formales -jurídicos—- que prohibieran la 
dependencia de los bancos centrales del resto de poderes públicos, 
sino incluso los informales —políticos— para evitar una posible 
influencia defacto , que sería nefasta para el correcto manejo de la 
política monetaria, y que deben consolidarse en una verdadera 
cultura del comportamiento contra el intento de influencia
externase.

tentaciones de usar la imprenta para satisfacer sus necesidades de 

financiación y  permitir a la inflación, preferible a manifestar medidas 

fiscales, que genere transferencias de adquisición de poder entre la 

comunidad” (Fair, Relationship between central banks... cit. pág. 4).

596 Papadia, Francesco y Ruggiero, Gianpaolo, “Central Bank 
independence and budget constraints for a stable Euro”. Open economies 
review n° 10,1999, pág. 65. En este sentido, argumenta Rubio que el logro 
de la estabilidad requiere de la aplicación tenaz de políticas que demuestren 
una gran capacidad de resistencia frente a los intereses sectoriales o frente a 
las corrientes de opinión, que no siempre tienen en cuenta las 
repercusiones a mediano plazo de ciertas conductas financieras. Tendría, en 
consecuencia, fundamento encargar la gestión de la política monetaria a 
una institución que no estuviera directamente expuesta a las presiones de 
los ciclos políticos y que gozara de un amplio margen de autonomía para el 
cumplimiento de su cometido (Rubio, (“El papel de los bancos centrales...” 
cit. pág. 27).
597 De ahí la aparición de estudios como los de Fratianni, Hagen y 
Waller, que —en este caso respecto a la relación principal-agente entre el 
Gobierno y el banco central— defienden la inconveniencia de cualquier tipo 
de relación entre los directores de los bancos centrales y los líderes políticos 
con capacidad de gobierno, puesto que una aproximación informal cercana 
entre ellos podría conducir a “resultados indeseables”, en particular si tiene

3 1 0



Legitimidad democrática de los bancos centrales

De esta forma, para Blinder, "los políticos de los países 
democráticos —y también los que no lo son— no son conocidos ni por 
su paciencia ni por mirar hacia el futuro lejano. Tampoco lo son los 
medios de comunicación ni el público. Y ninguno de ellos comprende 
muy bien los largos letaigos propios de la política monetaria. Por lo 
tanto, si los políticos decidieran la política monetaria sería difícil no 
sucumbir al pan para hoy, hambre para mañana (es decir, a permitir 
una inflación demasiado elevada). Sabiéndolo, muchos parlamentos 
tratan sabiamente de despolitizar la política m onetaria^ , en ese 
extraño comportamiento que Buchanan denominó el “paradigma 
Robinson Crusoe”s99. Una vez más, se utiliza el término política

lugar durante periodos electorales (Fratianni, Michele; Hagen, J ürgen 

von; y Waller, Christopher, Central banking as a political principal- 
agent problem. Centre for Economic Policy Research, Londres, 1993, pág. 
5). Por su parte, Toma y Toma han intentado demostrar que todavía no es 
posible que, a largo término, un banco central se comporte de manera 
contraria a los intereses básicos de su principal, el legislativo, puesto que 
prevalecen las formas de actuación propias de un órgano burocráticamente 
dependiente del Estado (Toma, Eugenia Froedge y Toma, Mark, “Central 
bankers and the issue of independence”, en Toma, Eugenia Froedge y 
Toma, Mark, Central bankers, bureaucratic incentives, and monetary 
policy. Martinus Hijhoff, Dordrecht, 1986, pág. 249).
598 Blinder, El banco central... cit. pág. 53. Es ilustrativa la metáfora que al 
respecto utiliza ISSING y que observa a los gobiernos como conocedores de 
la irresistible tentación de financiar el gasto gubernamental imprimiendo 
billetes, pero que considera ese recurso dañino en última instancia para la 
sociedad; su comportamiento creando un banco central independiente sería 
como el de Ulises que, sabiendo que era inútil resistir al hechicero encanto 
de las sirenas, se hizo amarrar al mástil (ISSING, “Independencia del banco 
central...” cit. pág. 278).
599 y  que hace referencia al reconocimiento de su propia imperfección frente 
a posibles tentaciones que se paliarían creando un cuerpo independiente 
(Buchanan, The limits ofliberty, 1975, citado en Lastra, Central banking
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desde el restringido punto de vista de la conflictividad de los partidos 
políticos en los órganos de poder y en su relación con la sociedad600, y 
no como conjunto de decisiones públicas que afectan al gobierno de 
una población.

Con todo, la falta de capacidad de compromiso del Gobierno 
no es la única razón al respecto; otras, menos perfiladas si cabe, 
responden a las críticas —incluso las que realizan los propios 
políticos— contra la independencia de los bancos centrales 
arguyendo la supuesta falta de voluntad de los decisores públicos de 
asumir mayores responsabilidades601, en particular cuando requiere 
esfuerzos suplementarios de capacidad y formación al tratarse de 
materias altamente técnicas. Lo que casaría con las conclusiones dd 
estudio empírico de Moser sobre la delegación monetaria en un

and... cit. pág. 20).
600 De la desconfianza de los Gobiernos, además, parece desprenderse la 
conclusión de que únicamente los técnicos que conducen los bancos 
centrales independientes pueden resistirse a la consecución de objetivos a 
corto plazo, cuando el propio Blinder reconoce que los gestores de los 
bancos centrales son seres humanos y quieren ser evaluados 
favorablemente (Blinder, El banco central... cit. pág. 58).
601 De esta manera, Fernández afirma que “el hecho de que cada debate 
público termine siempre en puras palabras demuestra la ambivalencia en la 
que los políticos acostumbran a moverse” en el asunto de la independencia 
de los bancos centrales. “Sus críticas no son, por ello, demasiado creíbles, 
porque no son consecuentes (...) En el fondo, como se ha advertido muchas 
veces, lo que les ocurre es que no encuentran, ni pueden encontrar, la 
fórmula adecuada para cuadrar el círculo, es decir, para sujetar los bancos 
centrales y someterlos a su estricto control, sin que ello haga recaer al 
propio tiempo sobre sí mismos el peso de una mayor responsabilidad que 
no desean asumir y que, por el momento, la atipicidad que tanto critican les 
permite cómodamente eludir” (Fernández Rodríguez, Tomás Ramón, “La 
autonomía de los bancos centrales”. Papeles de economía española n° 43, 
1990, pág. 3).
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banco independiente como vía de resolución de un conflicto sobre el 
que dos cuerpos con decisión política mantienen posturas 
diferentes602.

La segunda de las premisas, todavía más simple que la 
primera, se fundamenta en la creencia de que la elección de los 
objetivos e instrumentos de la política monetaria, teniendo como 
meta la estabilidad monetaria, no comporta un elemento subjetivo 
considerable en la selección y ejecución de los instrumentos al 
alcance del banco central; esto es, no se trata propiamente de 
política, por lo cual puede estar en manos de técnicos independientes 
y suficientemente preparados, que saben en todo momento cómo 
actuar para la consecución de los objetivos macroeconómicos 
propuestos. El —en términos de Volcker— triunfo de la banca 
c e n tra d  se fundamenta, justamente, en el gobierno de la política 
monetaria por los tecnócratas6o*9 término que da nombre a los

602 Moser analiza las condiciones institucionales necesarias para que los 
decisores políticos confíen en un banco central independiente la política 
monetaria. La independencia legal de los bancos centrales es 
significativamente más alta en aquellos países de la OCDE cuyo proceso 
legislativo está caracterizado por un amplio sistema de pesos y contrapesos 
Cchecks and balances). “La delegación [de la política monetaria en un banco 
central independiente] sólo es creíble si existen al menos dos participantes 
con derecho a veto en el proceso legislativo, y si están en desacuerdo en 
algunas cuestiones sobre política monetaria. De otra manera, la decisión 
sobre el banco central puede siempre anularse por los legisladores (Moser,

Peter, “Checks and balances, and the supply of central bank 
independence”. European economic review n° 43,1999, págs. 1569-1593). 
^  Volcker, The triumph of central banking? cit
604 Término ampliamente usado por la doctrina, v. gr., Blinder, El banco 
central... cit pág. 65). El profesionalismo, la continuidad y la cooperación 
internacional es lo que, para Volcker, han conseguido el respeto y la
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expertos que supuestamente sólo ocupan los cargos directivos para 
aplicar una labor objetiva donde la capacidad de decisión no técnica 
es insignificante. Término que, por otra parte, esconde que los 
dirigentes de la política monetaria son, en el sentido más riguroso del 
término, verdaderos p o l í t i c o s aunque en la mayoría de las 
ocasiones se desmarquen de este calificativo606.

Ya se ha defendido en páginas precedentes que la política 
monetaria es una función de gobierno y, por ello, debe estar en 
manos de un órgano público legitimado para ejercer la competencia. 
Como hemos visto, la opción de políticas antiinflacionarios cuenta 
con su repercusión en la economía general, además de su propio 
propósito6°?. En este sentido, N e g r e t e  ha afirmado que el 
fortalecimiento durante las últimas décadas de la independencia de 
los bancos centrales respecto de los Gobiernos ha implicado una 
mayor supeditación de los objetivos de empleo y producción al de 
inflación608 lo que, además, afecta a la distribución de los ingresos60̂ .

influencia de que disfruta en estos momentos la banca central (Volcker, 

The triumph... cit pág. 6).

605 Herrera afirma que “si la autoridad monetaria tiene un horizonte de 

planeación de más largo plazo, que vaya más allá de la próxima elección 

presidencial, y  si su posición no está directamente sujeta a un veredicto 

político-electoral, entonces es probable que las decisiones monetarias se 

adopten más técnicamente"; el autor afirma también que las autoridades 

del banco central debe ser “un equipo de carácter esencialmente técnico” 

(H errera, “El papel de la banca central...” cit pág. 22).

606 Aunque el término aparezca en juegos comparativos, como el que 

realizan G oodhart, Capie, y  Sch n adt cuando afirman que “los bancos 

centrales (y los banqueros) son, en general, respetados y  admirados,

considerablemente más que el resto de políticos del aparato estatal” 

(G oodhart, Capie, y  Schnadt, “The development of...”, cit pág. 91). 

^ T o r r e s  López, Economía política, cit. págs. 422 y ss.

608 Negrete, “Teoría de juegos, independencia de bancos centrales...”, cit 
pág.397. Diversos análisis económicos parten ya de la relación entre éstas y
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Además, como también hemos visto, es obvio —y los estudios 
económicos lo deben tener en cuenta610— que no todas las 
prioridades de política económica de un país son las mismas; incluso 
que lo que se puede considerarse más conveniente para el país en un 
momento dado puede ser contraproducente en otras circunstancias. 
En ese sentido, el significado político de la inclusión de un estatuto

otras variables económicas; v. gr. el estudio basado en el modelo de Rogoff 
desarrollado por E u ffin g e r  y otros, tras el análisis de diecinueve países 
industriales durante el periodo 1960-1993 (E u ffin g er , S y lvester , 

H oeberich ts, M arco y S ch alin g , Eric, “Optimal central bank 
conservativeness in an open economy”. Public choice n° 105, 2000, págs. 
339-355).
609 Iversen pone de manifiesto que desde finales de la década de los 
setenta, las democracias industrializadas más avanzadas han adoptado 
regímenes monetarios restrictivos, algunos en respuesta a presiones 
económicas externas. De acuerdo con la teoría económica estándar, estas 
políticas monetarias no han tenido apenas efectos en las variables 
económicas reales, pero ha ayudado a reducirla inflación. El autor presenta 
el problema desde un prisma alternativo: “teniendo en cuenta el marco 
salarial en cuyo contexto se han aplicado estas políticas monetarias, el 
conservadurismo del régimen monetario puede haber tenido importantes 
efectos tanto en el desempleo como en la distribución de los ingresos” 
(Iversen, Torben, “Wage bargaining, central bank independence, and the 
real effects of money”. International organization n° 52, 3, verano 1998, 
pág. 497). También, en este sentido, cfr. Cukierman, Alex y Lippi, 

Francesco, Central bank independence, centralization of wage 
bargaining, inflation and unemployment. Theory and some evidence. 
Center for Economic Research, Tilbuig, 1998, pág. 36
610 Como advierte ISSING (ISSING, “Independencia del banco central...” cit. 
pág. 273). Las diferencias en las prioridades de cada país en política 
económica, afirma Gokbudak, guarda especial relevancia en el análisis de 
la relación entre el funcionamiento económico del país y el estatuto de su 
banco central (Gokbudak, Central bank independence, the Bundesbank 
experience... cit pág. 1).

315



Rubén Martínez Palm an

autónomo particular para el banco central responsable de la política 
monetaria en determinado ámbito es claro: se prioriza determinada 
política económica, aquella que coloca en primer lugar las medidas 
antiinflacionarias, y reduce el juego de las posibilidades económicas 
al conjunto de políticas que no contravenga aquéllas611, lo que a su 
vez afecta al comportamiento de los agentes sociales, muy 
condicionado por las informaciones que reciben del banco central612. 
En referencia a la Reserva Federal norteamericana, en su estudio 
sobre el proceso de toma de decisiones, Kane concluye que este 
banco central actúa primero y principalmente como un animal 
político, y que sus estrategias de control y su configuración 
burocrática (su independencia, la aceptación de imposibles objetivos 
políticos y sus oscuras formas de autoridad interna) "sirven definidos 
fines políticos”6l3.

611 Como afirma Stiglitz, “la razón más ostensible para delegar la 
responsabilidad en política monetaria a un grupo de expertos es que las 
decisiones tienen que ver mayormente en cuestiones técnicas, donde los 
políticos no pueden implicarse. Pero las decisiones que realiza un banco 
central no son sólo técnicas: tienen que ver con intercambios, valoraciones 
sobre si los riesgos de la inflación merecen los beneficios del descenso del 
desempleo. Estos intercambios implican valores” (Stiglitz, “Central 
banking in a...” cit. págs. 216-217).
612 Así lo demuestran Cukierman y Lippi, para quienes si los sindicatos se 
preocupan por la inflación, el banco central influye en su marco salarial 
afectando a la percepción que tienen los sindicatos del impacto que sobre la 
inflación cuentan sus acciones individuales. “Por lo tanto, un banco central 
más conservador induce a un comportamiento salarial más agresivo por 
parte de los sindicatos, reduciendo el impacto de sus decisiones en el marco 
salarial sobre la inflación” (Cukierman y Lippi, Central bank independence, 
centralization ofwage bargaining... cit. pág. 36).
613 Kane, Edward J., “Politics and Fed policymaking: the more things 
change the more they remain the same”, en Toma, Eugenia F roedge y 
Toma, Mark, Central bankers, bureaucratic incentives, and monetary 
policy. Martinus Hijhoff, Dordrecht, 1986, pág. 197.
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Pero no sólo la elección del objetivo incorpora una carga 
política decisiva pues, a la postre, es una decisión del legislador o del 
constituyente la prioridad entre objetivos macroeconómicos. Más 
clara se muestra la opción política en la selección de los instrumentos 
monetarios en la batalla contra la inflación, que no es una decisión 
exclusivamente técnica. Como afirma Blinder, el problema teórico 
de elegir el mejor instrumento monetario es en principio sencillo: se 
puede formular y resolver el problema de la optimización dinámica 
apropiado, calcular el valor minimizado de la función de pérdida y 
seleccionar el minimum minimorum para determinar el instrumento 
óptimo. De esta forma, en efecto, la elección sería exclusivamente 
técnica, pero el propio autor afirma respecto de este método que “en 
la práctica, se trata de una prodigiosa hazaña técnica que raras veces 
se lleva a cabo. Estoy bastante seguro de que ningún banco central ha 
seleccionado nunca su instrumento de esta forma”61*. Ni siquiera en 
el establecimiento del plazo para la consecución de los objetivos 
macroeconómicos deja de haber una relevante repercusión sobre la 
economía nacional y, por ende, en los ciudadanos.

El componente tecnocrático de los bancos centrales 
independientes no es, por fuerza, diferente del que existía en el 
modelo de banco central dependiente. El hecho de que haya tenido 
lugar un cambio institucional con el aumento de la autonomía de los 
bancos centrales no implica que se produjese un sustancial avance en 
la evolución de la política monetaria; como han probado Ba in  y 
H owells, las prácticas en política monetaria que se aplicaban a 
finales de los noventa eran las mismas que en los setenta, por lo que 
la economía monetaria se habría revelado como una ciencia 
degenerativa, que prefiere rescatar los puntos de vista del pasado 
antes que desarrollar nuevas formas y comprender un mundo

6l¿» B linder, E l banco central... cit. pág. 26.
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complejo y cambiante. De hecho, como insisten los autores, la 
principal conclusión de estos años en la corriente más seguida de 
política monetaria, esto es, la confianza en los mercados, implica 
dejar de resolver cuestiones tan políticas como la distribución de la 
renta61̂ .

Un problema que entra en otros campos es el predominio final 
de las normas explícitas o de las nuevas normas, según la 
mencionada definición de B linder. Pero, en uno u otro caso, de poco 
servirá si no se establecen los mecanismos de control democrático 
que evalúen y, en última instancia, decidan acerca de la política 
monetaria. El gobierno de un banco central por las normas y por las 
personas puede acabar en el mismo resultado si desde los resortes del 
Estado no se crean los mecanismos de seguimiento y control 
necesarios para evaluar y coordinar las políticas económicas 
generales. En ambos casos, la arbitrariedad no sólo no se coarta, sino 
que defado se promueve.

El diseño y ejecución de la política monetaria por parte de los 
bancos centrales podría intentar realizarse, como hemos visto 
defiende el enfoque antiguo, encasillando la labor del órgano en 
determinadas reglas, en vez de asumir que puede ejercer sus 
funciones gozando de la máxima discrecionalidad. A través del 
Derecho —incluso del más protegido de todos los derechos, el 
constitucional— se instaurarían determinadas normas que limitaran 
las opciones sobre la oferta monetaria, lo que evitaría la discreción en 
el manejo de la política monetaria. Normas monetarias que debían 
ser “definidas, simples (al menos al principio) y expresivas de la 
fuerza, conveniencia, preferencia y razonabilidad de los sentimientos 
populares’* y que, a su vez, eran propias de un sistema

615 Bain y H o w ells , “La política monetaria y  la renovada...”, cit. págs. 61 y  

70.
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democrático616. En definitiva, la posibilidad de conseguir un gobierno 
de las leyes en vez del de los hombres en la dirección de la política 
monetaria61?.

Es este margen de discrecionalidad, si bien con otros efectos, 
debe contarse con lo que han denunciado los defensores de la 
elección pública al introducir en el debate la hipótesis que puede 
resumirse, con Issing, en que los administradores del banco central 
no actúan en interés del pueblo, sino que, en contra del mandato que 
se les determina, hacen mal uso de su cargo y de su margen de 
maniobra en busca de sus propios intereses618. En efecto, sin los 
suficientes mecanismos de control, los bancos centrales serían un 
ejemplo claro de burocracia que actúa a favor de decisiones 
personales las más de las veces, sin tener en cuenta el mandato 
original que les impone el pueblo, puesto que no hay medios para

616 Simons, Henry C., “Rules versus authorities in monetary poney”. 
Journal of political economy n° 44, febrero 1936, pág. 29.
617 Friedman, “Should there be...” cit pág. 239. En definitiva, puesto que las 
leyes señalaban objetivos más que métodos, se trataba de ocultar la 
actuación independiente de los bancos centrales en el cumplimiento estricto 
de la ley. Como se podrá analizar, el modelo de bancos centrales 
independientes que actualmente predomina ha contado en buena parte con 
las propuestas de los dos enfoques: la ley determina los objetivos y el banco 
actúa independiente del Gobierno para su consecución.
618 Issing, “Independencia del banco central...” cit. pág. 275. Como afirma 
Keech, la moderna política económica ha dado un paso de gigante 
reconociendo que los que deciden políticas públicas pueden tener otras 
motivaciones privadas, como el aumento de sus posibilidades de reelección, 
de sus ingresos o de una concepción particular de lo que la política debería 
ser (Keech, W illiam R., Economics politics. The cost of democracy. 
Cambridge University Press, Cambridge, 1995, pág. 212).
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controlar su actividad61?. Los defensores de la mayor de las 
autonomías para el banco central —abogando por el estatuto 
independiente de sus autoridades que les otorgue un amplio margen 
de maniobra más que en la regulación minuciosa por parte de las 
normas— alegan que ese favoritismo del beneficio económico 
personal en contra del general, aunque debe tomarse como un riesgo, 
resulta mitigado por otro beneficio personal no económico: el 
referido al prestigio de la persona. En palabras de Issing , “la 
probabilidad de tales divergencias decrece en la medida en que el 
ansia por el prestigio personal (...) queda mejor y más confiablemente 
satisfecha, medida por el éxito y la calidad de los responsables en el 
mantenimiento de la política monetaria”620. No hay duda de que se 
trata de una explicación extremadamente simple, y que ni 
jurídicamente ni políticamente aporta razón seria alguna respecto a 
la cuestión.

619 El comportamiento de los decisores públicos del banco central no 
diverge particularmente del resto de la Administración pública, y algunas 
condiciones favorecen que los bancos centrales busquen aumentar su 
plantilla o actúen partidariamente en su gestión de la política monetaria. Al 
respecto, cfr. el análisis de Vaubel, Roland, ‘The bureaucratic and 
partisan behavior of independent central banks: german and intemational 
evidence”. European Journal ofpolicital economy vol. 13,1997, págs. 201- 

224.

620 Lo que explica, por otra parte, que bajo el impacto de las expectativas 
públicas las personas nombradas al frente del banco central pueden 
cambiar la óptica del interés y mantener un diferente al que defiende el ente 
responsable de su designación; a este proceso lo denomina ISSING el efecto 
Becket, en alusión al hombre de confianza de Enrique II de Inglaterra que 
pasó de ser defensor de los intereses del rey y convertirse en guardián de los 
intereses de la iglesia cuando fue designado por el propio monarca como 
arzobispo de Canterbuiy (ISSING, “Independencia del banco central...” cit. 
pág. 275). Cfr. asimismo Vaubel, “The bureaucratic and partisan 
behavior...” cit. pág. 202 y ss.
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El enfoque a favor de la limitación normativa fue, desde el 
mismo momento que apareció, fuertemente discutido en el campo de 
la política monetaria por parte de los defensores de la 
discrecionalidad que, sin cuestionar el fundamento del modelo 
económico, afirmaban que la función de la banca central sólo podía 
realizarse con éxito con unas autoridades que pudieran tomar 
decisiones sin restricciones normativas621. En 1957, Sayers afirmaba 
que “trabajar bajo una norma es la antítesis de la banca central. Un 
banco central es necesario únicamente cuando la comunidad decide 
que es necesario un componente discrecional. El gobernador del 
banco central es el hombre que ejerce esta discreción, no la máquina 
que trabaja de acuerdo con la norma”622.

Actualmente, para los defensores de la flexíbilización de la 
norma que regula la banca central, las expectativas que levantó la 
afirmación del predominio de la ley sobre la arbitrariedad de las 
personas hace tiempo que dejó paso a la desilusión, y acabó en 
resignación, puesto que —como era de prever— no se ha encontrado 
ninguna regla ideal, confiable ex ante en cualquier circunstancia, y 
quedan pocas razones para creer que la economía encontrará dicha 
regla en el corto plazo623. Pero, con independencia de que fueran 
propuestas ingenuas y voluntaristas62̂ , que obtuvieron poco eco en la 
práctica, no ocultaban que el manejo de la oferta monetaria es una 
verdadera política y, en ese sentido, formalmente buscaba la

621 Un resumen de los primeros fundamentos del debate se encuentra en 

Simons, “Rules versus authorities in...”, págs. 1-30.

622 SAYERS, R. S., Central banking after Bagehot. Oxford University Press, 

Oxford, 1957, pág. 1.

623 Issing, “Independencia del banco central...” c it  págs. 275 y  276.

624 Como las define U rru tia  (U rrutia , “Reflexiones sobre la precariedad...” 

c it  pág. 98).
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legitimidad en la cobertura jurídica de los límites del órgano 
responsable de la política monetaria.

Las reglas han evolucionado hasta convertirse en los fines que 
actualmente cuentan las leyes de los bancos centrales autónomos, 
incluso aquellas Constituciones que incorporan este estatuto. En 
efecto, en la actualidad, como señala Blinder, estas reglas se parecen 
bastante o son iguales a las obligaciones legales de los bancos 
centrales, pero han dejado de ser propiamente reglas para pasar a 
constituir, más bien, objetivos, que pueden exigir un elevado grado 
de discredonalidad para alcanzarlos. Conseguir el objetivo propuesto 
y mantenerlo requiere sin lugar a dudas juicios de valor y adaptación 
a los cambios de las circunstancias, es decir, discrecionalidad625. Este 
autor señala que últimamente el debate acerca de las reglas toma 
diferentes caminos. Los nuevos argumentos a su favor —y que lo 
acercan a la defensa de la independencia de los bancos centrales— ya 
no se basan en la ignorancia de las autoridades ni en la picaresca del 
Estado; por el contrario, en realidad suponen que todo el mundo, 
incluso las autoridades, conocen cómo funciona la economía, así 
como que los objetivos del Gobierno —menor inflación— coinciden 
con los de la gente, y que todo el mundo tiene expectativas racionales. 
Si esto es así, el público comprende qué se propone el banco central y 
la política monetaria no puede producir brechas sistemáticas entre la 
inflación efectiva y la esperada626. Las nuevas reglas son, pues, otras, 
menos explícitas, en mayor medida sutiles y basadas en la 
racionalidad de los gestores de la política monetaria.

Ahora bien; esta racionalidad que se le supone a la banca 
central no se explica por qué no puede predicarse de los Gobiernos si 
efectivamente, como parte la citada teoría, éstos no son ignorantes ni

625 B linder, E l banco central... cit. pág. 37.

626 Ib idem , , págs. 38 y  39.
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picaros, y conocen los entresijos de la economía. Si un banco central 
independiente es capaz de colmar las expectativas racionales de los 
ciudadanos, en mayor grado debería ser apto para ello el Gobierno 
quien, además, se enfrenta a unos en ocasiones rigurosos controles 
dentro del sistema de pesos y contrapesos de los poderes públicos, 
controles que no están presentes en el caso del banco central 
independiente. De esta manera, el nuevo debate, al eliminar la 
principal razón de la que partían los defensores del enfoque antiguo 
—esto es, la desconfianza ante las autoridades electas—, hace 
desaparecer de raíz la principal razón por la que se defiende la 
independencia de los bancos centrales.

Los defensores de la independencia de los bancos centrales 
niegan que sea conveniente retornar dicha competencia a los 
Gobiernos y, con ello, incorporan implícitamente la hipótesis de que 
el Ejecutivo, al actuar racionalmente, es consciente de su debilidad y 
prefiere mantener la competencia monetaria en el banco central 
independiente62?. Aunque reconocen que históricamente los bancos 
centrales han cometido errores graves628, y que la economía no ha

62? Nótese que, indirectamente, estas posturas, tanto en su versión antigua 
como moderna, cuestionan la oportunidad y capacidad de la toma de 
decisiones en una democracia por mayoría, esto es, el mismo fundamento 
del sistema democrático.
628 Agravados, si es posible, por la concentración de poder. Como afirma 
Stigutz, “la concentración de poder en las manos de un solo individuo está 
relacionado con la falibilidad (...). Algunos gobernadores de bancos 
centrales pueden tener valores ampliamente reflejados en la sociedad en su 
conjunto. Pero eso mismo se afirma de los dictadores. Un principio 
fundamental de la filosofía democrática es que no puede haber 
concentración de poder en manos de una sola persona; esto, también, 
implica fundamentalmente al hecho de la humana capacidad de errar 
(Stigutz, “Central banking in a...” cit. pág. 216). La posibilidad de error ha 
estado presente, y se ha formalizado, en la gestión de la política monetaria

3 2 3



Rubén Martínez Dalmaii

podido suministrar recetas infalibles para los problemas que se le 
plantean, lo que importa es que estos errores no han sido fruto de la 
oportunidad política, que son los que cometen habitualmente los 
Gobiernos62*. Para Issing , no sólo los diferentes Gobiernos son los 
culpables de las equivocaciones que en política monetaria han podido 
tener los responsables de la política monetaria, por cuanto han sido 
los Gobiernos los que han nombrado a las autoridades 
correspondientes, sino que los resultados específicos —deficientes, se 
entiende— en política financiera “no arguyen en pro de ampliar las 
responsabilidades inmediatas de los gobiernos para incluir la política 
monetaria”^ 0. Aún más, algunos estudios, como el de Bagheri y 
Habibi, intentan demostrar que existe una relación —correlación— 
entre independencia de los bancos centrales, libertades políticas y 
estabilidad política^1.

en todos los tiempos. Al preguntarse por qué ocurren algunos resultados en 
el desarrollo de la política monetaria, Meltzer encuentra dos respuestas: 
primero, porque los bancos centrales, los políticos y otros decisores 
mantienen un conjunto de creencias que usan para interpretar 
acontecimientos y decidir acciones que deben tomarse o evitarse; segundo, 
porque el reconocimiento de los errores y la revisión de las creencias 
básicas a menudo es lento y costoso (Meltzer, Allan H., “On making 
monetaiy policy more effectiver domestically and intemationally”, en 
Kuroda, Iwao (ed.), Towards more effective monetary policy. Macmillan 
Press, Londres, 1997, pág. 6)
^  Rubio, “El papel de los bancos centrales...” cit. pág. 28.

Issing, “Independencia del banco central...” cit pág. 276.

631 Basándose en los más conocidos índices de medición de la 
independencia de los bancos centrales, Bagheri y Habibi analizan el 
impacto de factores políticos sobre la autonomía de la banca central en 
economías insdustriales y desarrolladas, y llegan a la conclusión que un 
índice relevante de independencia legal del banco central guarda una 
correlación positiva con las libertades políticas y las estabilidad política 
(Bagheri, Fatholla M. y Habibi, Nader, “Political institutions and central
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b. El significado jurídico
de la independencia de los bancos centrales

Como hemos tenido oportunidad de analizar, el denominador 
común de un banco central independiente es la creación de 
mecanismos que escapen de las instrucciones del Ejecutivo y eviten el 
control por parte de otras esferas de poder público, que deberían 
dejar en manos del público —el mercado, se entiende—. Hasta el 
punto de que el banco central es más autónomo —más cercano al 
grado ideal de independencia— cuanto más difíciles o ausentes sean 
este tipo de controles tanto, hemos visto, en el ámbito político como 
jurídico.

Así es como han respondido la configuración de algunos 
bancos centrales en nuestros días, en un alarde de ingeniería 
institucional de nuevo cuño, en la mayoría de los casos sin 
precedentes. Es necesario destacar al respecto que del campo de la 
economía institucional se ha advertido de que la introducción de 
instituciones macroeconómicas puede ser algo precario y hasta 
peligroso, salvo que estén sostenidas por convenciones sociales632. La 
aparición de los bancos centrales independientes es, en este sentido, 
en la mayoría de los casos —salvo aquellos en que existe un proceso 
histórico consolidado o una fuerte demanda social— fruto de la 
ingeniería económica aplicada a la institudonalización 
macroeconómica, y han necesitado para ello de la debida cobertura 
jurídica, en algunos casos, los menos, constitucional. Lo que ha 
supuesto la introducción de una institución novedosa, poco estudiada

banc independence: a cross-countiy analysis”. Public choice n° 96, 1998, 
págs. 187-204).
*8* Urrutia, “Reflexiones sobre la precariedad...” cit. pág. 112.
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desde el análisis jurídico y sin ninguna tradición, en la toma de las 
más altas decisiones económicas del país. El significado jurídico de la 
independencia de los bancos centrales concierne, desde este prisma, 
a los problemas de legitimidad democrática de dicha independencia, 
directamente conectado con la relación entre el banco central 
independiente y el resto de poderes públicos633.

El olvido de las implicaciones del principio democrático en 
todos los rincones de la Administración pública en un Estado 
constitucional ha producido las más diversas propuestas de 
compensación de la naturaleza no democrática de cualquier ente 
público independiente; esto es, la posibilidad de la independencia de 
los bancos centrales en dem ocracia6̂ .  En particular, con

^ 3  Así, v. gr., Lastra, C entral banking and ... cit. pág. 55.

634 Un panorama general de esta com pensación  nos la ofrece B linder. Para 
este autor, la asignación de demasiado poder a tecnócratas que no deben 
pasar por un proceso electoral no contradice los principios de la democracia 
porque “si se asigna bien este poder, no necesita ser antidemocrático”. Seis 
puntos justifican esta visión: el hecho de que, incluso en sistemas 
democráticos, algunas cuestiones se restringen a un manejo por parte de 
altos niveles, sin que entre en las batallas legislativas diarias; el hecho de 
que los objetivos básicos del banco central hayan sido elegidos por políticos 
elegidos, y no por los propios tecnócratas; la credibilidad del banco central, 
consecuencia de que el público cuente con el derecho a solicitar honestidad 
de su banco central; en relación con lo anterior, la responsabilidad 
—accountability— o simplemente apertura; el hecho de que el gobernador 
del banco central sea elegido por el Presidente; y la posibilidad, que el 
propio Blinder considera que es usada muy raramente, de que las 
decisiones del banco central sean reversibles, y que los políticos mantengan 
esta posibilidad (B linder, A lan  S., “Central banking in a democracy”. 
Econom ic Q uarterly  vol. 82, n° 4, otoño 1996, págs. 10-12). Aun 
considerando que al análisis de B lin d er  no tiene en cuenta los elementos 
de control, debe notarse que su concepto de independencia  del banco 
central no es, desde luego, el de desvinculación del poder público; concepto
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anterioridad se ha hecho referencia de cómo se ha querido ver en la 
credibilidad y  en la correlativa transparencia de los bancos centrales 
un criterio de legitimidad democrática de su independencia6̂ ; esto 
es, el constante escrutinio implícito de la opinión pública se concibe 
como el principal entre los escasos mecanismos de control de la 
acción de las autoridades del banco central^6, puesto que la 
credibilidad requiere de mecanismos de control, y se resiente cuando 
éstos son imperfectos637.

Aunque, como advierte U rrutia , nadie garantiza que un banco 
central, aun siendo independiente, quizá no pueda alcanzar la 
credibilidad necesaria, o pueda perderla de repente si llega a 
alcanzarla, o quizá imponga a la economía unos costes muy grandes 
en su intento por alcanzarla^8, no es éste punto el importante, sino el 
fallo irremediable con que estos conceptos cuentan desde su misma 
formulación: como hemos visto, no se trata de una credibilidad y una 
transparencia —incluso cuando las haya, lo que por sí mismo 
también es dudoso639— democráticas, esto es, institucionalizadas 
frente a los poderes públicos, en los que delega irrenunciablemente la

que se encuentra en la raíz de las pregunta que muy a menudo se realiza 
desde el campo de la economía: “¿Cuán independientes deben ser los 
bancos centrales?” (v. gr., Stigutz, Joseph, “Central banking in a 
democratic society”. De Economist n° 146,1998, pág. 201).
635 B linder, El banco central... cit. págs. 65 y  73.

636 H errera , “El papel de la banca central...” cit. pág. 23.
637 Lippi, Francesco, Central bank independence... cit. pág. 23 y ss.
638 Urrutia, “Reflexiones sobre la precariedad...” cit. pág. 112.

639 En palabras de Stiglitz, “más allá la transparencia —apertura— se
reconoce como un aspecto central de los procesos democráticos. No puede 
haber un efectivo gobierno democrático sin información. Per los bancos 
centrales aún continúan operando en secreto” (Stiglitz, “Central banking
in a...” cit. pág. 216).
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soberanía los elementos de control sobre los decisores políticos6*0. Se 
trata de mecanismos de control social excesivamente amplios y no 
institucionalizados, donde no se incluye un verdadero escrutinio del 
funcionamiento y decisiones del banco central, a través de 
mecanismos institucionalizados y por parte de los óiganos públicos 
democráticamente legitimados para desempeñar esta labor de 
control político.

También, como hemos visto, en el establecimiento de un 
objetivo único —la estabilidad de los precios— por medio de un 
mandato legal claro ha querido verse la contrapartida a la 
independencia del banco central6*1. Para GumÁN, establecer un claro 
objetivo único para la política monetaria en la regulación de un banco 
central es un aspecto crucial en la relación que debe existir entre el 
privilegiado estatuto autónomo del banco central y la rendición de 
cuentas que la independencia conlleva6*2. El objetivo legal serviría, 
por lo tanto, de criterio válido de legitimidad.

Control que, desde luego, sería fraudulento si no se aplicara con la 
intensidad necesaria. Para mitigar este control y convertirlo en una mera 
supervisión, algunos autores han propuesto que el banco central 
exclusivamente debe proveer de una justificación de sus acciones al 
parlamento, y  aproximan el control democrático al control general que 
realiza la sociedad o instituciones varias. De este modo, señala Lastra que 
“el parlamento no debería ser capaz de cambiar decisiones tomadas; la 
supervisión del banco central debe significar que será requerido para dar 
cuenta de su actuación, ante el Parlamento y ante el público. El banco 
central será juzgado por la razonabilidad de sus acciones por el parlamento, 
por el ejecutivo y por la opinión pública (Lastra, Central banking and... cit 
pág. 55).
^  Issing, “Independencia del banco central...” cit. pág. 277.
6̂ 2 GumÁN, “La independencia de los bancos centrales:...” cit. pág. 160.

3 2 8



Legitimidad democrática de los bancos centrales

No hay que olvidar que, como los propios economistas 
r e c o n o c e n ^ , cualquier gobierno democráticamente elegido persigue 
varios objetivos al mismo tiempo, y que el Ejecutivo puede 
—legítimamente, por otra parte— inclinarse por mejorar la evolución 
de la producción y del empleo, aunque sea a costa de renunciar a 
políticas monetarias antiinflacionistas, incluso en el caso de que haya 
anunciado previamente la prioridad de este último tipo de políticas. 
Esta diversidad de los objetivos justificaría, a decir de los 
economistas defensores de la postura de los bancos centrales 
independientes, la creación de un banco central con un objetivo 
único, puesto que lo contrario mermaría la credibilidad del banco 
central6**. La preeminencia del objeto único —esto es, la procura de 
la estabilidad monetaria— se funda, en términos de Issing , en la 
convicción de que en una sociedad que desee mantener el valor del 
dinero, los conflictos con otros objetivos macroeconómicos no serán 
de larga duración, sino de corto p lazo6^ .

Con independencia de que no puede darse por supuesto que la 
voluntad general sea, por encima de cualquier otro coste —y, en 
particular, coste social— la procura de la estabilidad de los precios, 
dichas posturas no pueden olvidar que este objetivo debe, en un 
Estado democrático, coordinarse con el resto de políticas públicas 
económicas para colaborar en los fines del Estado, incluso a costa de 
la credibilidad, puesto que la lucha contra la inflación no es, ni 
mucho menos, la única de las metas macroeconómicas del Estado

^3 V. gr., E rías y  Sánchez, “Independencia...” cit. págs. 67 y 68.
En palabras de E rías y  Sánchez, “si admitimos que estas oscilación de la  

atención de los gobiernos entre varios objetivos constituye uno de los 

problemas fundamentales que se encuentra en la base de la credibilidad, la 

creación de un banco central en cuyo estatuto jurídico se establezca con  

precisión un único objetivo (estabilidad de los precios) se muestra a todas 

luces deseable” (E rías y Sánchez, “Independencia...” cit. pág. 68).
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democrático. No se trata ya de establecer una prioridad de objetivos 
donde unos salgan favorecidos a costa de otros y que, en caso de que 
tenga lugar, requiere de la mayor protección jurídica, sino de 
coordinación de objetivos para que el resultado global sea el más 
favorable para el país6**6. Esta es, como argumenta H errera , una de 
las eventuales desventajas de la autonomía: la dificultad de 
coordinación entre las políticas fiscal, monetaria —incluso 
cambiaría— cuando éstas dependen de organismos que en 
determinado momento pudieran tener objetivos distintos6*?, lo que 
colabora en contra de que se consiga cualquiera de ellos6*8 y que, a

648 Issing, “Independencia del banco central...” cit. pág. 276.

646 Afirma Rubio que la estabilidad económica no puede alcanzarse por 
medio de la actuación solitaria de la política monetaria, mientras se deja a 
los otros instrumentos la consecución de los restantes objetivos, y que lo 
objetivos globales de la política económica requieren el concurso 
concertado de todos sus instrumentos (Rubio, “El papel de los bancos 
centrales...” cit. pág. 28). Es difícil mantener, como afirma el autor, que esta 
concertación puede llevarse a cabo ante un órgano independiente cuyo 
único objetivo es la procura de la estabilidad económica.
^  Herrera, “El papel de la banca central...” cit. pág. 23.

648 Demertzis, Hughes Hallett y Viegi demuestran cómo, con dos 
autoridades económicas, “cuanto más difieren las prioridades entre 
decisores políticos, en mayor medida entrarán en conflicto sus políticas y 
no estarán en capacidad de conseguir los resultados que desean. Las 
políticas se vuelven cada vez más vacías e inefectivas”. Para ello proponen 
una diálogo vis-a-vis: “la cooperación, en el sentido de acuerdos 
negociados independientemente, mejora el resultado en dos ámbitos: 
primero, reduciendo el grado de inefíciencia en el resultado final, y 
segundo, reintroduciendo una especie de retroalimentación (feed-back) 
política en el sistema, alguna responsabilidad (accountability) de hecho, sin 
comprometer el grado de independencia de los actores participantes 
(D emertzis, María; H ughes Hallett, Andrew ; y Viegi, N icola, An 
independent central bank faced with elected govemments. Centre for 
Economic Policy Research, Londres, 1999, pág.4).
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diferencia de lo que afirman los defensores de la independencia de 
los bancos centrales, no se trata únicamente de una cuestión de 
prioridades entre la aplicación de un tipo u otro de políticas6*?. En 
todo caso, en muchas ocasiones estamos ante un desequilibrio entre 
las condiciones en que los responsables públicos plantean sus 
políticas. En efecto, como se ha afirmado en la doctrina, los bancos 
centrales a menudo están mejor informados sobre el estado presente 
y el futuro de la economía que los Gobiernos, por lo que pueden 
tomar sus decisiones basándose en informaciones que el Gobierno no 
conoce y, lo que puede ser incluso más importante, el banco central 
sabe de la ignorancia del gobierno sobre esos términos65°, y tomará

649 Algunos autores señalan que no se trata de una cuestión de 

coordinación, sino de prioridad a la hora de aplicar determ inados 

instrum entos políticos. Bajo las políticas keynesianas, durante las décadas 

de lo s cincuenta y  sesenta, la  política fiscal tenía prioridad; con un banco 

central independiente, la prioridad se ha entregado a la política monetaria, 

que debe alcanzar la estabilidad de los precios (cfr. Lastra, Central 
banking and... cit. págs. 21 y ss).

5̂° Así, para B erg er  y Thum son dos las razones de la información 

privilegiada del banco central: por una parte, el hecho de que en su seno se 

produzcan las principales estadísticas relevantes en la valoración de la 

econom ía y, por otra parte, su propia actividad en el ámbito de la política 

monetaria. Habría, en principio, dos direcciones en las que la información 

privada podría afectar al comportamiento del banco central. La información 

privada podría influir en la  relación entre la  autoridad monetaria y el 

público, por cuanto estas asim etrías podrían conducir al banco central a 

elegir procedim ientos de control monetario m enos eficientes. Pero, lo  que 

es m ás importante, la información privada puede afectar a la interacción 

entre el banco central y  el gobierno; aunque la autoridad monetaria tuviera 

inform ación de una recesión venidera, podría beneficiarse al no facilitar al 

gobierno esta información, y  estratégicam ente manipulada su política 

informativa si con ello asegura una política monetaria antiinflacionaria sin  

intervención del gobierno (B erger, H elge, yTHUM, M arcel, Central bank 
vs. govemment: strategic information policy and its consequences.
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sus decisiones teniendo en cuenta esas informaciones.

Las soluciones que deben aportarse a estas situaciones de 
conflicto son exclusivamente un refuerzo a la propia razón del 
principio democrático, que debe en todas sus vertientes aplicarse 
aquí. En esta sede muy en particular, el origen y el control 
democráticos son más necesarios que nunca para la convalidación de 
una organización que es capaz de entrar en estas situaciones directas 
de conflicto; la falta de estos requisitos de legitimidad democrática en 
una organización responsable de determinada política pública no 
sería propia de un Estado constitucional.

En relación con lo anterior, cabe realizar algunas 
consideraciones sobre las garantías jurídicas de la independencia de 
los bancos centrales que se han analizado, complementarias a las ya 
relatadas en aquella sede. Las características de los mandatos con 
que se configuran los cargos de gobierno de los bancos centrales, si 
bien puede tener su justificación en el diseño teórico económico para 
la consecución del objetivo antiinflacionario por medio de un banco 
central independiente, suscita numerosos problemas en el ámbito del 
Estado constitucional. Partiendo de la posición que defiende que los 
bancos centrales no desempeñan en exclusiva un papel técnico, sino 
—y notablemente— político, el estatuto de un mandato formulado 
para fortalecer la autonomía —aquí sí, quasiindependencia— de sus 
miembros no satisface en todos los casos las legítimas posibilidades 
que debieran darse en un Estado democrático, al no permitir o 
desvirtuar en sus posibles resultados la existencia de mecanismos de 
control y la correspondiente responsabilidad política de los decisores 
públicos.

Münchener Wirtschaftswissenschaftliche Beitrage, Múnich, 1997, págs. 1 y 
ss).
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En efecto, si se parte de que en el ámbito de la política 
monetaria, y aun con un principal o único objetivo antiinflacionario, 
no existe, salvo concretas excepciones, la decisión puramente técnica 
y, por lo tanto, al menos las resoluciones más importantes suponen 
una opción política, puede ciertamente convenirse en que el 
Gobierno que nombra los cargos del banco central está designando 
verdaderos decisores políticos. Personas que, correspondientemente, 
en el ejercicio de su cargo defienden las opciones políticas del 
Gobierno en el poder, a su vez democráticamente legitimado por un 
parlamento democrático. Ello es lo habitual, pues un Ejecutivo 
democrático haría un flaco favor a los ciudadanos de determinado 
país si colocara al frente del ente responsable de la política monetaria 
a un gobernador ideológicamente contrario al pensamiento de la 
mayoría de los ciudadanos, concretado en las urnas. Pero esto es, 
como hemos visto, justamente uno de los fundamentos para el 
funcionamiento del modelo, de acuerdo con el enfoque discrecional, 
que parece partir de que todos los gobiernos que pueden acceder al 
poder en determinado país se mantendrán en el mismo espectro 
político, y no habría diferencias cualitativas entre un tipo y otro de 
políticas económicas, en este caso monetarias^1.

Por otra parte, un mandato largo e irrevocable puede con 
suma facilidad conducir a la situación de que un Gobierno esté

651 Ei hecho de que los presidentes de muchos bancos centrales cumplan 
con esta exigencia de democracia en el origen no puede ocultamos que, 
como afirma S t i g l i t z ,  muchos de los directivos que toman decisiones en 
política monetaria no son representativos de la sociedad en su conjunto, y 
que muchas veces están elegidos de manera hartamente difícil de 
reconciliar con los valores democráticos, como en el caso de los presidentes 
de los bancos centrales regionales en los Estados Unidos, elegidos sin la 
intervención de una institución, como el Presidente o el Congreso, con 
legitimidad democrática directa (STIGLITZ, “Central banking in a...” cit pág. 
217).
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ejerciendo sus funciones con un banco central en manos de cargos de 
confianza de la ideología política derrotada en los comicios 
electorales, cuando el Ejecutivo anterior sí contó con la posibilidad de 
nombrar a los responsables de la política monetaria afines a sus 
objetivos. Es más, desde el banco central puede promoverse un 
ámbito de la política económica contrario a las líneas propuestas por 
el Ejecutivo, incluso directamente enfrentado con aquél. Lo que 
vendría agravado por la imposibilidad de revocación de los cargos al 
frente de dicho organismo.

Cabe, en último término, apuntar la legitimidad de que la 
sociedad, a través del parlamento, democráticamente elija su 
prioridad, y que éste sea la estabilidad de los precios. Pero el 
legislador debe, en todo caso, mantener la posibilidad de cambiar su 
voluntad, si las mayorías políticas que lo conforman así lo convienen 
y las prioridades son otras6̂ 2. Por supuesto, sólo existe una excepción 
a este cambio por parte del legislativo ordinario: la protección 
constitucional de la prioridad requerida, si como tal es considerada 
por el pueblo en ejercicio de su soberanía. Cualquier otra forma de 
hurtar del parlamento la posibilidad de cambiar la prioridad social 
no satisface el principio de la voluntad de las mayorías con respeto a 
las minorías, fundamento último del orden democrático.

^  Así, L astra, C entral banking and ... pág. 20.
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i .  M e t o d o l o g ía  pa r a  l a  c la sific a c ió n

DE LOS BANCOS CENTRALES SEGÚN SU AUTONOMÍA

a. Los límites del análisis jurídico en la metodología 
para determinar la autonomía de los bancos centrales

La falta de ocupación por parte de la investigación jurídica 
—incluso la politológica, más cercana al estudio del funcionamiento 
del banco central como decisor público— de la caracterización de los 
bancos centrales obliga desde un primer momento, como se ha 
venido haciendo en este trabajo, a revisar las propuestas que se han 
realizado desde el campo de la e c o n o m ía 6^ ,  y  en particular los 
esfuerzos destinados a medir la independencia de los bancos 
centrales por medio de la elaboración de tablas cuantitativas que 
permitan la comparación, generalmente elaboradas con el propósito 
de explicar por medio del cotejo sus conclusiones acerca, 
principalmente, de la efectividad del grado de autonomía en la lucha 
de la banca central contra la inflación. Pero, para resolver acerca del 
principal problema, el de la autonomía de los bancos centrales, desde 
la óptica jurídica, los estudios económicos pueden ser de gran

653 Como, por otra parte, ocurre en otros ámbitos del Derecho (POMED, 
Régimen jurídico... cit. pág. 243).
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utilidad: en primer lugar, porque han utilizado primordialmente 
elementos jurídicos en su elaboración, esto es, garantías de la 
autonomía realmente constatables en la norma confíguradora de la 
institución. Pero, además, porque ofrecen resultados que, 
independientemente de que puedan o no corroborar la relación entre 
inflación e independencia de los bancos centrales, quizás incluso con 
mayor exactitud que este principal objetivo nos permiten conocer el 
grado de autonomía del banco central y evaluar, de esta manera, sus 
posibilidades de legitimación en el Estado constitucional.

El método cuantitativo que desea contabilizar el grado de 
autonomía de los bancos centrales se ha basado, desde los primeros 
estudios a finales de los setenta, en la disposición de una serie de 
características normativas que actuarían a favor o en contra de la 
independencia del banco central, y el grado de autonomía no era otro 
que el resultante de la suma de las previsiones legales evaluadas. Este 
método, ampliamente usado por la doctrina económica y que hasta el 
momento no ha contado con una alternativa metodológica con 
apoyos, cuenta como señala Fo r d er  con un inconveniente inevitable: 
no responde a la pregunta crucial que realmente definiría la 
existencia o no de la independencia del banco central, esto es, si el 
banco central independiente actuaría alguna vez de forma contraria a 
los intereses de un Gobierno democráticamente elegido o, formulada 
la cuestión de diferente forma, si la política de un Gobierno es 
diferente a la que sería a causa de la independencia del banco central. 
La importancia de la distinción radica en que, aunque los 
economistas han tendido a ignorarlo, el verdadero poder de una 
institución se determina por muchos más elementos que la ley, y se 
necesita saber tanto los condicionantes habituales en la formulación 
de políticas públicas tanto como las normas formales6̂ . Con todo, el

*54 F order, Jam es, “Some methodological issues in the statutoiy 
characterisation of central banks”. West European Politicsf vol. 24, n° 1, 
enero 2001, pág. 203. Con todo, una parte de la doctrina económica sí
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grado de poder del banco central puede ser de interés desde el prisma 
de la ciencia económica o de la política, pero mucho menos sustancial 
en el análisis jurídico, para el cual es de suma utilidad que a la hora 
de determinar el grado de autonomía de los bancos centrales se haya 
basado la metodología exclusivamente en las disposiciones 
normativas aplicables.

En efecto, como hemos visto, la independencia del banco 
central revela su importancia en supuestos como el de conflicto entre 
la política monetaria que esta institución dirige y la política 
económica financiera, en manos del Ejecutivo. Las diferentes 
clasificaciones de la autonomía del banco central intentan detectar 
qué medios dispone el Derecho para actuar, previniendo o, de alguna 
manera, solucionando conflictos entre órganos públicos, en este caso 
particularmente el Ejecutivo y el banco central y que, en general, se 
centran en el establecimiento de prohibiciones de recibir 
instrucciones del Gobierno, entre varias otras garantías, como hemos 
analizado. Mas, de hecho, los aspectos en tomo al conflicto entre 
estos dos órganos públicos enraizan directamente con elementos 
extrajurídicos, como las convenciones no escritas de cada país o las 
personalidades que en cada momento estén a la cabeza de la 
n e g o c ia c ió n 6^ . Como, además de reconocer el Banco de Francia,

considera en su análisis la diferencia entre lo que E rías y  Sánchez han 

denom inado independencia formal (de iure) e independencia efectiva (de 

facto); estos autores afirman, por otra parte, que es esta últim a la que actúa 

com o factor determinante de la credibilidad, y  que “la credibilidad es algo 

que no se gana en los textos legales (aunque éstos influyen) sino en el 

quehacer cotidiano, que se convierte en el m edio para convencer a 

gobiernos y  agentes privados de que el com prom iso de la lucha 

antiinflacionista es firme” (E rías y  Sánchez, “Independencia de los bancos 

centrales...” c it  pág. 73).

<«5 V. gr., V ic a r e lli, “Central bank autonomy...” cit. pág. 9. En el mismo 
sentido, Cukierman, para quien otros factores menos estructurados, como
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ocurre tantas veces en el funcionamiento ordinario de los óiganos 
públicos, la mayoría de las veces estos conflictos se resuelven por 
medio de contactos más o menos formales entre las dos partes más 
que por relaciones de fuerza provenientes de los procedimientos 
jurídicos preestablecidos^6. Pero qué duda cabe que la valoración de 
los procedimientos informales de relación de poder son mucho más 
difíciles de realizar, e incorporan elementos cambiantes que pueden 
no sólo mitigar la exactitud de las mediciones realizadas, sino incluso 
invalidarlas.

Por eso la relativa omisión en la metodología que han utilizado 
los economistas, si es comprensible en el marco de su trabajo, es 
obligatoria en el caso del análisis jurídico. En efecto, con 
independencia de que, principalmente fuera de los ámbitos 
estrictamente académicos, se haya intentado conocer el grado de 
autonomía real de los bancos centrales —esto es, la naturaleza de la 
relación entre poder público y banca central más allá de tener en 
cuenta exclusivamente el plano normativo—, este análisis no 
corresponde a la ciencia jurídica, que en este caso con particular 
insistencia debe restringirse a la consideración del estatuto legal de 
los bancos centrales para conocer su grado de autonomía y, si se 
considera apropiado este criterio, asentar en esta cualidad la base de 
su clasificación comparativa. Sin dejar de reconocer que, con las 
dificultades mencionadas, cualquier estudio íntegro sobre la cuestión

los acuerdos informales entre el banco central y otras partes del gobierno, la

calidad del departamento de investigaciones del banco central y  las

personalidades de los individuos clave en el banco y  en otros óiganos

formuladores de políticas económ icas, como el Tesoro (Cukierman,

C entral bank stra tegy ... c i t  pág. 369).

6s6 Banco de Francia, “Organización y  funciones...” cit. pág. 272. Como se 

analizará, algún sector de la doctrina económ ica ha tenido en cuenta estas 

cuestiones en sus análisis sobre el grado de autonomía de los bancos 

centrales.
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deberá tener en cuenta tanto el deber ser que encama la norma 
jurídica como el ser que reside en las prácticas y naturaleza de la 
relación política entre el poder público y el banco central, y que 
pertenece otros campos, como el de la ciencia política.

Cabe insistir, por ello, en que las consideraciones que se han 
realizado desde la economía son de indudable utilidad para el análisis 
jurídico^, puesto que aquélla ha fundamentado las premisas para 
sus estudios exclusivamente en la regulación jurídica de la banca 
central. La ley —el estatuto de los diferentes bancos centrales—, a 
pesar de la debilidad688 de que adolece su única consideración en un 
ámbito con tantos matices, es para la ciencia jurídica el único 
elemento que puede tenerse en cuenta a la hora de caracterizar a los 
bancos centrales y, en particular, su grado de autonomía. Aparte de 
que, como expone F ernández  de  L is , el concepto de independencia 
del banco central sea algo oscuro, puesto que la independencia 
teórica o legal puede diferir sustancialmente de la independencia 
práctica68̂  en nuestro terreno —como, hasta ahora, en el de los 
economistas— las tesis fundamentales sólo pueden sustentarse con 
base en las categorías teóricas y, en todo caso, matizarse con 
alusiones particulares y complementarias a las repercusiones 
prácticas.

Con todo, hay que tener en cuenta otras importantes y menos 
comprensibles omisiones con que suelen contar los estudios 
económicos sobre la autonomía de los bancos centrales, incluso

657 y  de esa forma se han utilizado en estudios jurídicos, como F ernández, 

"La autonomía...*’ cit pág. 720 y ss.

*58 En términos de Forder (Forder, “Some methodological...” cit pág. 
203).
*59 Fernández de Lis, "Las clasificaciones de los bancos...” cit págs. 104 y
105.
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cuando entran directamente en relación con el objeto de la 
investigación, como denuncia la doctrina660. La primera de ellas, la 
falta de precisión sobre la noción de independencia que se pretender 
medir, y que no parece que precise definición. Pero también ignoran 
cuestiones clave como la diferencia de alcance en el grado de 
autonomía de muchas de las variables que forman parte de las tablas 
de medición. Lo que desemboca, como advierte Issing, en que en las 
clasificaciones de los bancos centrales por razón de su grado de 
autonomía no puede evitarse cierta arbitrariedad661. Parece que más 
que determinar datos exactos, los diferentes cálculos intentan 
delimitar aproximaciones y, por ello, no se han preocupado en exceso 
por los criterios metodológicos en el diseño y creación de los índices 
sobre los que se basan las labores de medición. La propia doctrina 
económica ha sido consciente de la problemática medición de la 
independencia de los bancos centrales puesto que, a nadie se le 
oculta, es la más inexacta de las dos variables de las que se busca la 
correlación negativa y por la que dicho cálculo ha tenido razón de ser: 
la relación entre inflación e independencia. De esta medición 
depende la prueba de la mencionada correlación662 y, de hecho, las

660 Ibidem, , pág. 111.
661 Issing, “Independencia del banco central..” cit. pág. 272.

662 V. gr., la todavía reciente discusión doctrinal entre Elgie y FORDER. 

Elgie publicó un índice reelaborado sobre la independencia de algunos 
bancos centrales: los diferentes grados de independencia del Banco de 
Inglaterra y del Banco de Francia en el transcurso de su existencia, así como 
el del Bundesbank y el Banco Central Europeo, teniendo en cuenta 
elementos con los que, consciente o inconscientemente, no habían contado 
los principales índices anteriores (Elgie, Robert, “Democratic 
accountability and central bank independence: historical and 
contemporaiy, national and european perspectives”. West european 
politics vol. 21, n° 3, julio 1998, págs. 53-76). Para Forder se trataba de un 
ejercicio intrínsecamente vano, puesto que ponía en tela de juicio la 
metodología empleada. Para el autor, el índice de Elgie “no es ni heurístico 
ni didáctico, simplemente ornamental” (Forder. J., “Central bank
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conclusiones que han conducido a la configuración de bancos 
centrales independientes.

independence: reassessing the measurements”. Journal ofeconomic issues 
n°33/i, marzo 1999, pág. 211); afirmaciones que, en algún aspecto, fueron 
calificadas de “innecesarias” y “petulantes” por Elgie en su réplica 
publicada (Elgie, Robert, “Democratic accountability and central bank 
independence: a reply to various critics”. West european politics vol. 24, n° 
1, enero 2001, pág. 219 y ss).
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índices de independencia del Banco Central Europeo 
y del Bundesbank

Independencia política BCE Bundesbank

Gobernador (0.3)
Nombramiento 0.00 0.50
Propuesta - 0.00
Cualificación 1.00 1.00
Mandato 0.50 1.00
Dimisión 1.00 1.00
Renovación 1.00 0.00
Otros puestos 1.00 0.00
Total 4.50 3-50

Subgobemadores (0.2)
Nombramiento 0.00 0.50
Propuesta - 0.00
CuaJifícación 1.00 1.00
Mandato 0.50 1.00
Dimisión 1.00 1.00
Renovación 1.00 0.00
Otros puestos 1.00 1.00
Escalonamiento 1.00 1.00
Total 5.50 5-50

Consejo de gobierno (0.2)
Representantes del Gobierno 0.75 0-75
Nombramiento 0.50 0.50
Propuesta 0.50 0.00
Cualificación 1.00 0.00
Mandato 0.50 1.00
Dimisión 1.00 1.00
Renovación 0.50 0.00
Otros puestos 1.00 0.00
Escalonamiento 1.00 1.00
Total 6.75 425

Proceso de toma de decisiones (0.3)
Decisiones 1.00 1.00
Instrucciones 1.00 1.00
Veto del Gobierno 1.00 1.00
Salario 1.00 1.00
Capital 0.00 0.00
Legislatura 0.00 1.00
Total 6.75 425

Independencia política 0.72 0.63

Independencia económica BCE Bundesbank

Misión 1.00 1.00
Política monetaria 1.00 1.00
Tipos de interés 1.00 1.00
Tipos de cambio 0.00 0.00
Regulación bancada 0.50 0.00
Préstamo al Gobierno 1.00 1.00
Presupuesto 0.00 1.00
Total 4-50 500

Independencia global 0 .68 0.67

Fu e n t e : E l g ie , “Democratic accountability and central bank independence...” cit. págs. 74 y 75.
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b. Las propuestas de medición de la autonomía 
y  clasificación de los bancos centrales

Desde que tuvieron lugar los primeros planteamientos teóricos 
que pronosticaban una correlación causal entre bancos centrales 
independientes y estabilización monetaria —esto es, no sólo una 
constatación empírica de que se produce la correlación, sino el hecho 
de que ésta se da por una relación de causa entre las dos variables—, 
han sido numerosos los estudios empíricos en el campo de la 
economía que, posteriormente, han buscado la forma de medir la 
autonomía de los bancos centrales y crear unos índices que fueran 
útiles en las comparaciones en diferentes países, con el fin de explicar 
la influencia decisiva de la independencia del órgano responsable de 
la política monetaria en la aplicación de mecanismos contra la 
inflación6̂ .

Los diferentes estudios que han tratado de medir el grado de 
autonomía de los bancos centrales han basado sus trabajos, 
principalmente, en el análisis de las garantías legales de la 
independencia en su estatuto jurídico, o en la elaboración y proceso 
de cuestionarios que debían responder los miembros directores de 
los diferentes bancos centrales y, aunque con varias discrepancias en 
los resultados concretos66*, guardan lugar común en la conclusión 
afirmativa sobre la relación causal entre independencia/inflación6̂ . 
En general, la medición de la autonomía se hace depender de la

^3 c f r . ,  en general, un resumen de estas investigaciones económicas en 
Fernández de Lis, "Las clasificaciones de los bancos...” cit., donde el autor 
pone de manifiesto, por otra parte, que algunos índices consisten en meras 
reelaboraciones o ampliaciones de índices elaborados anteriormente (pág.
109).
^  Galindo, "La independencia de los bancos centrales...” cit. págs. 52 y ss. 
^  Issing, "Independencia del banco central...” cit. pág. 272.
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relación institucional entre el banco central y el Ejecutivo, además de 
la protección jurídica al objeto único de la estabilidad de los 
precios666.

Como señala Cukeerman, los índices de aspectos legales que 
miden el grado de autonomía del banco central se han construido de 
acuerdo con el siguiente método: en primer lugar, se han basado en 
un número limitado de limitadas características, pero relativamente 
precisas. Segundo, se ha asignado un código de independencia a cada 
banco central por cada característica cumplida66?. En particular, las 
investigaciones que han buscado medir el grado de autonomía del 
banco central han analizado las siguientes características, 
directamente relacionadas con las garantías de la independencia que 
ya se han analizado:

—El objeto del banco central La doctrina tiende a considerar 
que unos objetivos claros, jerarquizados y no conflictivos, así como la 
inclusión del objetivo de la procura de la estabilidad de los precios y 
su preeminencia sobre los otros, confiere mayor independencia a un 
banco central668, que legalmente debe destinar sus esfuerzos en 
beneficio de políticas antiinflacionistas, lo que al tiempo le otorga 
credibilidad frente a los agentes económicos. Por el contrario, la 
multiplicidad o la imprecisión de los objetivos —aun cuando se 
refieran a metas económicas generales— le resta credibilidad, por lo 
que se considera contrario a la independencia su inclusión en el 
estatuto jurídico66?.

—La elección de las autoridades. Como se ha analizado, del 
procedimiento para nombrar los altos cargos del banco central se

666 A lesin a , “Autonomía del banco central...” c i t  pág. 161.

667 C u k ie rm a n , Central bank strategy... cit. págs. 371 y ss.
668 Fernández de Lis, “Las clasificaciones de los bancos...” cit. pág. 106.

669 Erías y Sánchez, “Independencia de los bancos centrales...” cit. pág. 74.
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hace depender en buena parte el grado de autonomía de esta 
institución6?0 y, en ocasiones, en el afán de limitar en la medida de lo 
posible la posibilidad de influencia del Ejecutivo, el nombramiento 
no corresponde en exclusiva a un órgano público, sino que participan 
varios —entre ellos, el propio banco central—, a través de 
mecanismos complejos de consulta y proposición.

—La regulación de las relaciones con el Ejecutivo6?1. Se trata, 
sin duda, del principal elemento de análisis a la hora de calibrar el 
nivel de autonomía del banco central. Incluye elementos que, 
materialmente, cuentan con una importante carga de subjetividad, 
entre ellos de forma relevante el grado de oportunidad que tenga el 
Gobierno para dar instrucciones o emitir recomendaciones al banco 
central, incluso sencillamente de contactar con éste. En el ámbito de 
las relaciones con el Gobierno cabe incluir las previsiones sobre 
resolución de conflictos6?2: el banco central será más autónomo 
cuanto estos mecanismos de resolución no dependan del Gobierno o 
de un órgano cercano a éste.

Estas relaciones con el Ejecutivo guardan por otra parte 
relación con la estructura del Estado. En general, en los países de 
tradición centralizada, el banco central ha gozado de menos 
independencia jurídica que en los países de estructura federal, donde 
el banco central se establece como un polo de estabilidad

610 A lesin a , “Autonomía del banco central...” c i t  pág. 161; F ernández de 

L is , “Las clasificaciones de los bancos...” c it  pág. 106.

^  A lesin a , “Autonomía del banco central...” c it  pág. 161.

612 F ernández de Lis, “Las clasificaciones de los bancos...” c i t  págs. 105 y

106.
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autónomo6̂ , al mantener instrumentos que lo alejan del resto de 
poder público centralizado.

—Las características del mandato. Se considera, en general, 
que el mandato largo evita que los cambios de Gobierno tras la 
finalización la de legislatura pueda emplearse como medida 
limitativa contra la independencia de los cargos respecto al poder 
político6?  ̂ La mayor duración del caigo, en la medida en que sea 
superior al de la legislatura, actúa a favor de la independencia porque 
garantiza cierta desconexión entre la gestión del banco central y el 
cido político^, sí como prevé que la persona que ocupa el caigo se 
mantenga en sus funciones gane o no en la siguiente contienda 
electoral la opción política que le nombró, lo que, sumado al resto de 
medidas a favor de la autonomía, confiere credibilidad a la 
continuación de las políticas antiinflacionarias.

El mandato improrrogable, por su parte, está destinado a 
obstaculizar subordinaciones de los miembros en los caigos para 
asegurarse una renovación de los mandatos6?6, evitando de esa 
manera que determinadas decisiones se tomen pensando en la 
recompensa de la r e e l e c c i ó n 6^ ;  por ello, actúa a favor de la 
independencia. A la longitud y la imposibilidad de prórroga del 
mandato hay que sumar otras características que intervienen en el 
grado de autonomía y que la complementan, como la imposibilidad 
de revocación discrecional del órgano directivo del banco central por

673 Banco de Francia, “Organización y  funciones de algunos grandes...” cit. 

pág. 273.

6?4 G on zález Ibán, y  A hijado Q u in tillá n , cit., pág. 61.

^5 Fernández d e Lis,“Las clasificaciones de los bancos...” c i t  págs. 106 y  

107.

^  G on zález Ibán, y  A hijado Q u in tillá n , cit., pág. 61.

*7? F ernández de Lis, “Las clasificaciones de los bancos...” cit. pág. 107.
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parte del Gobierno en el caso de conflicto de interés entre éste y la 
institución responsable de la política monetaria6?8.

—El grado de asignación de la responsabilidad en las 
políticas monetaria y  cambiaría y  la capacidad de uso de los 
instrumentos de la política monetaria6??. La competencia exclusiva o 
compartida de la política monetaria es decisiva a la hora de establecer 
el grado de autonomía del banco central. La capacidad del banco 
central para instrumentar la política monetaria en sus diferentes 
fases cambia si entre sus responsabilidades se encuentra únicamente 
la ejecución de la política monetaria, o también el diseño —esto es, la 
verdadera formulación de las políticas—, y si la ejecución y/o el 
diseño de la política monetaria se encuentra compartida con otro 
óigano público, en particular el Gobierno. También es considerado 
favorecedor de la autonomía el grado de responsabilidad sobre la 
política cambiaría, generalmente limitado a la participación en el 
diseño puesto que, en general, como se ha visto, no se ha delegado la 
competencia en exclusiva en los bancos centrales por considerarse 
una función de soberanía.

Finalmente, hay que tener en cuenta la capacidad del banco 
central de usar los instrumentos que considere adecuados para la 
ejecución de la política monetaria. Cuanto más restringido sea el uso 
de estos instrumentos, o necesiten de algún tipo de dilaciones —como 
autorizaciones o consultas—, menor será el grado de autonomía del 
banco central; por el contrario, cuanto más facilidades cuente en 
banco central para usar con libertad los instrumentos en su haber, 
mayor será la autonomía de la institución.

678 González Ibán, y  Ahijado Quintillán, cit., pág. 61; Fernández de Lis, 

“Las clasificaciones de los bancos...” cit pág. 107;
679 Fernández de Lis, “Las clasificaciones de los bancos...” cit. pág. 105.
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—La función de financiamiento del Gobierno. Como se ha 
analizado, la consideración sobre el grado de autonomía del banco 
central no depende exclusivamente de la relación política con el 
Ejecutivo, sino también de la material, en particular las 
determinadas por su condición de banco público. En este sentido, 
tanto el acceso automático e ilimitado al crédito por parte del 
Gobierno como la capacidad de recurrir a préstamos privilegiados 
—con tipos de interés preferentes a los del mercado y/o plazos de 
vencimiento reducidos— atentaría contra la independencia de los 
bancos centrales680. La financiación de las políticas gubernamentales, 
que ha sido una de las funciones primeras y generadoras de los 
bancos centrales, es observada ahora como una amenaza a la 
independencia del banco central. El banco central será más 
autónomo en cuando el Derecho en mayor medida regule la 
existencia de límites en el crédito al Gobierno y la prohibición de su 
financiación681, que generalmente se extiende a lo que podría 
considerarse un financiamiento indirecto, a través de la compra de 
deuda pública.

—La asignación de otras funciones. No es obvia la relación 
entre la independencia del banco central y la asignación a este 
organismo de otras funciones682, como la de supervisión bancaria, 
servir de banco de bancos y prestamista de última instancia, publicar 
informes que puedan tener efectos en la política económica, o ejercer 
de centro de promotor de estadísticas y central de balances. En todo 
caso, puede entenderse como un fortalecimiento de las 
responsabilidades del banco central pero, por otra parte, en que las 
vías de influencia externa sean mayores. El grado de autonomía 
dependerá, en todo caso, de los efectos del ejercicio de la función en 
la relación del banco central con los poderes públicos.

680 ERÍAS y  SÁNCHEZ, “Independencia d élo s bancos centrales../’ c i t  pág. 74.

681 Fernández de Lis, “Las clasificaciones de los bancos...” cit. pág. 107.

682 Ib idem , , pág. 108.
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—La protección del estatuto legal del banco central68̂ . Un 
banco central contará con una protección mayor de su autonomía 
cuanto más difícil sea la modificación de su estatuto legal. 
Obviamente no cuenta con el mismo significado la regulación del 
estatuto del banco central por medio de una ley ordinaria, ley que 
necesite aprobarse mediante procedimiento agravado o la propia 
Constitución. La exigencia de la reforma constitucional, o del cambio 
en instrumentos siempre mayormente difíciles de introducir 
modificaciones como los tratados internacionales, propios de un 
proceso de integración económica, dificultarán enormemente el 
cambio de estatuto del banco central, comprometiendo incluso, en el 
segundo caso, a legisladores posteriores a los que firmaron su 
compromiso, que muchas veces no podrán realizar modificaciones en 
el órgano responsable de la política monetaria sin el consentimiento 
e, incluso, la actuación en el mismo sentido, del resto de miembros 
del proceso de integración.

—La aprobación de su presupuesto68*. En un grado alto de 
autonomía, el banco central aprueba su propio presupuesto, y es 
competente para fijar los salarios de sus directivos y del resto de la 
plantilla. En relación con ello, también son indicativas del grado de 
autonomía del banco central las fórmulas que proceden en el reparto 
de beneficios que obtenga el banco en el ejercicio de sus fu n c io n e s 6̂ ,  

así como quién corre, en su caso, con la reposición de sus pérdidas 
—en general, el propio Estado—.

^3 ibidem, , pág. 106.
684 Ibidem, , pág. 107.
^  En casos como el de Brasil los beneficios, en vez de ser integrados al 
Estado, se incorporan al patrimonio del banco (artículo 8 Ley 4595 del 
Sistema Financiero Nacional, de Brasil).
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Contando con algunos o todos estos indicadores, los 
economistas han tratado de medir el grado de autonomía de los 
bancos centrales y relacionarla con la inflación media en 
determinado periodo de tiempo. Los autores que se han acercado al 
espinoso tema del cálculo del grado de autonomía de los bancos 
centrales se han encontrado con no pocas dificultades a la hora de 
calibrar la importancia de cada una de las medidas que inciden en el 
grado de autonomía de la institución, lo que ha producido diferencias 
en algunos casos importantes en los diferentes cálculos. Bade  y 
Parkin686 figuran entre los primeros que, basándose en criterios en 
su mayoría jurídicos —los que, por otro lado, acabarían utilizándose 
en la mayoría de las mediciones por las razones expuestas—, 
establecían una escala de uno a cuatro puntos para medir la 
autonomía de los bancos centrales; sus cálculos se basaban en la 
denominada “autonomía política”, entendida como la capacidad del 
banco central en seleccionar sus objetivos de política monetaria sin 
influencia gubernamental. Alesina, usando los mismos criterios que 
Bade  y Parkin, sumó cuatro países al estudio del grado de autonomía 
de los bancos centrales68?. Grilli, Masciandaro y Tabellini 

realizaron las mismas comparaciones, teniendo en cuenta, además de 
la “autonomía política”, la denominada “autonomía económica”, esto 
es, la capacidad de usar sin restricciones los instrumentos de política 
monetaria, y cuyo límite más común es la financiación del déficit

686 Bade, Robert y  Parkin, M ichael, Central bank laws and monetary 
polici/, 1982.
687 A le s in a , A lb e r to , “Macroeconomics and politics”, en F isch er , S ta n le y  

(ed.), National Bureau of Economic Research Macroeconomics Annual 
Massachusetts Institute of Technology Press, Cambridge, 1988.
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público por parte del banco central688. Los resultados son 

parecidos689 pero con algunas relevantes diferencias entre ellos.

índices de Autonomía de los bancos centrales

País índice BPa índice GMTb Promedio

GMT-BPc

Alemania 4 4 4
Australia 1 3 2

Bélgica 2 2 2

Canadá 2 3 2.5
Dinamarca 2 3 2.5
España 1 2 1.5
Estados Unidos 3 4 3 5
Francia 2 2 2

Italia 1.5 2 1-75
Japón 3 2 2.5
Noruega 2 - 2

Nueva Zelanda 1 1 1

Países Bajos 2 3 2.5
Reino Unido 2 2 2

Suecia 2 - 2

Suiza 4 4 4

BPa índice de Ba d e  y  Pa r k in  ampliado por A l e s in a

GMTb índice de G r il l i , M a s c ia n d a r o  y  T a b e l u n i  convertido a la escala 1-4  por A l e s in a .

GMT-BPc índice promedio de BPa y GMTb

Fu e n t e : A l e sin a  y  S u m m e r s , “Autonomía del banco central...” (1993) cit. pág. 161 
(adaptado).

688 G r i l l i ,  V irroR io ; M a s c ia n d a r o , D o n a to ;  T a b e l l in i ,  G u id o , “Political 

and m onetaiy institutions and public finance policies in the industrial 

countries”. Economic Policy n° 13, octubre 1991, págs. 341-392.
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En definitiva, como ha puesto de manifiesto Fernández de Lis, 
los indicadores que pretenden cuantificar el grado de independencia 
de los bancos centrales son, en general, muy parciales, por varias 
razones. Por una parte, consideran únicamente algunos aspectos 
potencialmente relacionados con la independencia del banco central; 
además, están sometidos a una notable subjetividad en la 
interpretación de situaciones legales e institucionales complejas; 
asimismo, parecen presentar en algunos casos cierto sesgo hacia la 
clasificación, como más independientes, de los bancos centrales de 
países con un mejor control de la inflación6̂ 0, lo cual no parece 
sorprendente cuando son los estudios que intentan demostrar la 
correlación causal entre independencia de los bancos centrales y 
estabilidad de los precios los que en mayor medida se han 
preocupado por este tipo de indexación.

c. La clasificación jurídica de los bancos centrales desde la 
perspectiva de su autonomía respecto al poder público: 
bancos centrales dependientes, autónomos e independientes.

A diferencia de las consideraciones realizadas en la doctrina 
sobre el grado de autonomía del banco central, no han sido muchas 
las clasificaciones de los bancos centrales propuestas desde el campo 
de la economía lo que, por sí, no sorprende cuando los indicadores no 
se formulaban con el objetivo de crear categorías, sino de demostrar

689 Como resalta Alesina. La diferencia entre los índices proviene 
principalmente del peso atribuido a la “autonomía económica” (Alesina, 

“Autonomía del banco central...” cit pág. 162).
690 Fernández de Lis, Santiago, “Las clasificaciones de los bancos 
centrales según su autonomía: una revisión crítica de la literatura”. 
Información Comercial Española. Revista de Economía n° 737, enero 
1995, pág. 120.
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tendencias económicas. Entre los que sí han realizado algún esfuerzo 
en este sentido, GumÁN distingue entre la denominada 
“independencia tipo A”, done la ley no permite ninguna dirección 
gubernamental o instrucción sobre la política monetaria, y la 
“independencia tipo B”, donde se admite normativamente la 
posibilidad de que existan este tipo de directivas o instrucciones, pero 
sujeto a ciertas condiciones explícitas orientadas a proporcionar un 
límite a la voluntad o capacidad de los gobiernos de utilizar dichos 
poderes. La división se basa en los mecanismos de resolución 
previstos en la norma para el caso de conflicto entre los objetivos 
perseguidos por el Ejecutivo y el banco central6̂ 1.

La relación entre autonomía de los bancos centrales y 
principio democrático desde el ámbito de la ciencia jurídica, en orden 
a establecer una clasificación de los bancos centrales según su grado 
de autonomía o, en un sentido más amplio, de acuerdo con si nivel de 
relación con los poderes públicos, no requiere de la precisión que

691 Nótese que la denominada “independencia tipo B” no puede caracterizar 
propiamente a un banco independiente, y puede —dependiendo de las 
circunstancias particulares de cada caso— que tampoco a un banco 
autónomo. Para el autor, la importancia radica en los canales de solución de 
los conflictos; el modelo B cuenta con un mecanismo que podría ayudar a 
evitar un clima de confrontación, sin comprometer necesariamente el 
objetivo básico de la estabilidad de precios, pero en el caso de confrontación 
directa entre el gobernador del banco central y el ministro correspondiente, 
aquél parte de una posición más débil; por ello, los resultados de la política 
monetaria dependen directamente de las personalidades particulares que 
ostentan la responsabilidad en diferentes momentos, en lugar de seguir una 
senda estable completamente independiente de las personalidades 
sucesivas; en el modelo A se utilizarán mecanismos de presión indirecta, y 
su efectividad dependerá de cuán alejadas estén las decisiones del banco 
central en la práctica de la influencia política. GumÁN, “La independencia 
de los bancos centrales:...” cit págs. 164-165.
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necesitan las comparaciones en economía que, a la postre, buscan 
comprobar la existencia o inexistencia de determinada correlación 
causal de unos datos —el aumento de los precios— con los numerosos 
índices que pueden darse en el intervalo 
dependencia/independencia. Una clasificación, útil en derecho 
público, de los bancos centrales basada en la relación con el resto del 
poder público basada en el estatuto legal de estos organismos puede 
simplificarse en tres categorías: dependencia, autonomía e 
independencia. Esta diferenciación no se basa simplemente en la 
constatación de la denominada dependencia formal —la dependencia 
del banco central directamente del Gobierno, del Parlamento o la no 
dependencia formal de ninguna otra institución6̂ 2—, sino en la 
conjunción de una variada serie de elementos, como los que hemos 
analizado se consideran como garantías de la autonomía, en 
relación con el principio de legitimidad democrática, que nos permita 
clasificar a los bancos centrales en alguna de estas categorías, y que 
coloque en primer lugar la existencia de origen y control 
democrático, concretado en la naturaleza y calidad de las relaciones 
que se mantienen entre el banco central y el resto de poderes 
públicos

Como ya se ha hecho alusión, el origen democrático es 
considerado un mal menor que los defensores de los bancos centrales 
independientes están dispuestos a pagar como precio, para ellos 
suficiente, de legitimidad democrática en el modelo de 
administración autónoma que proponen. Pero no es suficiente desde 
el punto de vista de las exigencias del Estado constitucional, que 
precisa de la existencia de controles democráticos en cualquier 
ámbito de poder público. Partiendo de esta base, la clasificación que 
se propone, y que nos alertará sobre la legitimidad de la institución,

^  F ernández de Lis, “Las clasificaciones de los bancos...” cit. pág. 105.
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es la que divide a los bancos centrales en dependientes, autónomos e 
independientes.

Bancos centrales dependientes serían aquellos que vienen 
directamente condicionados por los poderes públicos —en particular, 
el Ejecutivo— en la composición de sus óiganos directivos y su 
funcionamiento habitual, y guardan estrecha relación con éstos 
durante el ejercicio de sus actividades, bien de dirección, orientación 
o instrucción como de control de sus políticas. Su estatuto sería, por 
lo tanto, asimilable al de una administración del Estado —incluso a 
algunas de las denominadas independientes—, con mayor o menor 
grado de descentralización.

En segundo lugar, entrarían en la categoría de bancos 
centrales autónomos aquellos que, en el ejercicio de sus funciones, 
no mantengan una relación de dependencia inmediata con los 
poderes públicos —en particular, el Ejecutivo—, pero se prevean 
institucionalmente los suficientes mecanismos de coordinación, 
responsabilidad y control democráticos que permitan una evaluación 
pública e institucional de su funcionamiento. Los instrumentos de 
coordinación deben materializarse con el responsable de la política 
financiera, el Gobierno. Los bancos centrales serán en mayor medida 
autónomos cuanto los mecanismos de control, por su parte, no 
dependan directamente del Ejecutivo, pero sí de óiganos públicos 
legitimados democráticamente para ejercer esta función, 
principalmente el Legislativo.

Finalmente, entrarían en la categoría de bancos centrales 
independientes aquellas instituciones responsables de la política 
monetaria en determinado ámbito que, dotadas de un estatuto de 
autonomía agravado, no se conforman como sujetos del suficiente 
control público institucional, aun cuando cumplan con el origen 
democrático. En estos casos, los estatutos jurídicos no sólo prevén
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todo tipo de garantías a favor de la independencia; además, no 
establecen verdaderos mecanismos institucionales de control 
democrático por parte de los órganos habitualmente legitimados para 
desarrollar esta función en el Estado constitucional, sino —en todo 
caso— ambiguas referencias que no permiten una evaluación pública 
e institucional del funcionamiento y resultados de las políticas de las 
que el banco central es responsable, dejando en todo caso en los 
agentes económicos cierta evaluación difusa e insuficiente en 
democracia. Por otra parte, en aras de preservar a la institución de 
posibles influencias externas, se establecen mínimas relaciones con el 
resto de poderes públicos, y los mecanismos de coordinación con el 
Ejecutivo para el desarrollo de la política económica general son 
extremadamente débiles, incluso inexistentes. Por todo ello, los 
bancos centrales verdaderamente independientes responsables de la 
política monetaria se alzan como una quiebra del principio 
democrático en el Estado constitucional.

Tres formulaciones de la banca central en derecho comparado 
pueden incluirse, por las razones que se analizarán, como ejemplos 
en estas categorías: el Banco de Inglaterra como banco dependiente, 
aunque su estatuto ha cambiado, en algunos aspectos 
profundamente, a partir de la reforma legislativa que sufrió su 
estatuto jurídico en 1998, y que lo acercan en mayor medida a lo que 
podría ser un banco central autónomo; la Reserva Federal 
norteamericana como ejemplo de banca central autónoma; y el 
Bundesbank alemán como aproximación al modelo de banco central 
independiente. Si bien este último caso será analizado con mayor 
detalle en dos ejemplos más cercanos: el Banco de España, tras la 
aprobación del estatuto de su independencia con las modificaciones 
legislativas que tuvieron lugar en 1994 que, en efecto, lo configuraron 
como un banco central independiente; y el Banco Central Europeo, 
fruto de las disposiciones al respecto del Tratado de la Unión 
Europea.
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Los modelos que se proponen en cada una de las categorías 
cuentan con unos índices de autonomía acordes con lo expuesto en la 
mayoría de los estudios económicos, lo que no puede ser de otra 
manera puesto que se utilizan los mismos criterios de aproximación a 
su nivel de autonomía. En el ránking elaborado sobre la media 
ponderada de la autonomía de los bancos centrales de quince países, 
qué realiza F e rn á n d e z  d e  L is con base en las seis clasificaciones que 
el autor entiende como originales6̂  —esto es, aquellas que no son 
meras reelaboraciones de mediciones anteriores—, el Bundesbank 
aparece en primer lugar, como el banco central más autónomo del 
mundo —aquí se afirma que el banco central alemán es 
verdaderamente independiente—, la Reserva Federal norteamericana 
ocupa el tercer lugar6̂  p0r los elementos en su regulación jurídica 
que mitigan la autonomía aun cuando pueda considerarse como un 
banco central autónomo, y el modelo inglés de banca central, 
muestra de lo que sería un banco central dependiente —cada vez 
menos— en nuestra órbita, se sitúa en el noveno puesto6̂ . Más 
amplias consideraciones cabrá realizar sobre el Banco de España en 
los últimos años de su evolución y, en relación con éste, respecto al 
Banco Central Europeo.

No hace falta insistir en que la diferenciación entre bancos 
centrales dependientes, autónomos e independientes configura una

Ibidem, , pág. 114.
^  Con todo, el caso de la Reserva Federal es el que más se aleja de la 
sistematización aquí propuesta porque, como veremos, los diferentes 
índices analizados miden de forma diferente el grado de control que ejerce 
el Parlamento sobre el banco central norteamericano.
^5 si bien los estudios son anteriores a las reformas del banco central 
británico de 1998 que, como se ha afirmado, disminuyen su dependencia y 
lo acercan en mayor medida a lo que aquí se considera un banco central 
autónomo.
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relación de categorías amplias, y dentro de cada una de ellas caben 
numerosos ejemplos, a veces incluso aparentemente dispares, puesto 
que existen diferentes escalas de dependencia y de autonomía que 
sitúan a algunos bancos en la frontera entre una y otra categoría. 
Pero son útiles para determinar el elemento de legitimidad 
democrática, crucial en nuestro análisis: mientras en los bancos 
centrales dependientes y autónomos éstos reúnen, con sus 
diferencias, las condiciones de origen y control democráticos que 
exige el Estado constitucional, no se desprende la misma conclusión 
de los bancos centrales independientes, que no cumplen con las 
exigencias, principalmente, de control democrático y, por tanto, 
carecen de la legitimidad democrática propia de todo órgano público 
en el Estado constitucional.

2 . M odelos d e  banca  central se g ú n

SU GRADO DE AUTONOMÍA

a. El Banco de Inglaterra 
como modelo de banco central dependiente

La creación del Banco de Inglaterra fue precedida en casi un 
siglo por serias discusiones teóricas sobre las funciones que debía 
ejercer la banca central. Cuando, a través de la Bank ofEnglandAct 
de 1694 se creó el Banco de Inglaterra, se constituyó como una 
compañía bancaria privilegiada por el poder público a cambio de 
conseguir préstamos con los que el Gobierno pudiera pagar los 
desembolsos de las guerras y otros gastos extraordinarios. Como

360



Legitimidad democrática de los bancos centrales

resalta Collins6̂ 6, esta estrecha conexión de la entidad bancaria de 
carácter semipúblico y las finanzas del Gobierno ha sido un elemento 
característico y constante en la historia del Banco, incluso en 
nuestros días, lo que contribuyó a que adquiriera de facto el 
monopolio de emisión de billetes en Londres ya en el siglo 
diecinueve, en particular por los privilegios que se le concedieron a 
partir de la aprobación de la Bank CharterAct de 1844.

A medida que, durante ese mismo siglo, crecía notablemente el 
sector bancario comercial, el Banco de Inglaterra perdería buena 
parte de su relevancia en el mercado de capitales y se refugiaría en el 
ámbito de sus funciones públicas, hasta el punto de que en las 
postrimerías del siglo se reconocía en general como banco central del 
país: se convirtió en el banco del Gobierno, sus billetes eran de 
tenencia legal, sostuvo eficazmente el sistema bancario de reservas 
monetarias para mantener la convertibilidad de la libra esterlina, y 
funcionó como prestamista de último recurso en el mercado de 
capitales6̂ .

Aunque la legislación impuso al Banco de Inglaterra algunas 
obligaciones propias de sus funciones públicas, como el 
mantenimiento de la convertibilidad de sus emisiones monetarias en 
oro en las proporciones fijadas, el hecho de que el Banco conservara 
su estatuto privado redundaba en la autonomía de los poderes 
públicos. El privilegio de su configuración se demuestra en el hecho

^  Collins, Michael, Central banking in history. University Press, 
Cambridge, 1993, pág. XI.
697 ídem. Sobre la historia del Banco de Inglaterra antes de su 
nacionalización en 1946, cfr. CAIRNCROSS, Alec, “The Bank of England: 
relationship with the Government, the Civil Service and Parliament”, en 
Toniolo, Gianni (ed.), Central banks' independence in historical 
perspective. Walter de Gruyter, Berlín, 1988, págs. 39 y ss.
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de que algunas de las funciones características de la banca central 
que realizaba el Banco de Inglaterra, como actuar como prestamista 
de último recurso, no se reflejaban en las correspondientes 
disposiciones normativas, y eran asumidas por el banco como 
propias de sus responsabilidades públicas.

Ya entrado el siglo veinte, las necesidades perentorias propias 
de los dos conflictos bélicos mundiales en que se vio sumergida 
Inglaterra estimularon el interés de un Gobierno con 
responsabilidades financieras que cubrir y en la dominación de un 
banco que, hasta el momento, había servido en algunas funciones 
públicas desde un privilegiado estatuto privado y, por lo tanto, había 
mantenido considerablemente las distancias con el poder público. 
Las alteraciones en la economía de las décadas de los veinte y los 
treinta y, particularmente, el abandono del patrón oro en 1931, 
mudaron notablemente el estatuto de la banca central inglesa. 
Posteriormente, la introducción de políticas keynesianas y el 
consecuente incremento de la intervención del Gobierno en la 
economía insistieron en la dinámica de subordinación de la banca 
central al Ejecutivo que, hasta 1945, había actuado de manera 
autónoma6?8.

En 1946 el Banco de Inglaterra pasó a ser de propiedad 
pública, por medio de la Bank o f England Act que, además de 
determinar el control público sobre la institución, reguló las 
relaciones entre el Tesoro, el Banco de Inglaterra y los bancos 
comerciales. El nuevo estatuto legal preveía que el Tesoro diera, con 
habitualidad y previa consulta con el Gobernador, instrucciones al

^  Doyle, Christopher y Weale, Martin, “Do we really want an 
independent central bank?” Oxford Review ofEconomic Policy, vol, 10, n°
3, pág. 63.
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Banco sobre el interés público que debía perseguir6̂ ; incluso 
necesitaba la autorización gubernamental para actuar respecto a los 
bancos comerciales?00. Desde entonces, en mayor o menor grado, se 
ha conservado en todo momento cierta subordinación de la banca 
central inglesa al Gobierno, por lo que el Banco de Inglaterra goza de 
un nivel de autonomía menor —en algunos casos, notablemente 
menor— que el de los bancos centrales de la Europa continental?01, en 
particular en su estatuto anterior a la reforma de 1998. Aun después 
de este cambio legislativo, el Banco de Inglaterra no cuenta con 
carencia de legitimidad democrática. De hecho, es el convencimiento 
de la enorme importancia de mantener este criterio de legitimidad el 
que ha hecho dudar a la doctrina acerca de los cambios en la raíz 
legitimadora que podría tener la inclusión del Banco de Inglaterra en 
el Sistema Europeo de Bancos Centrales?02.

^  Sección 4 (1) Bank of England Act de 1946. Al texto se le añadió la 
excepción sobre la política monetaria por medio de la sección 10 de la Bank 
of England Act de 1998.
t°° Sección 4 (3) Bank of England Act de 1946. Esta previsión no ha sufrido 
modificación posterior.
701 Ibidem, , pág. XII.
?°2 Cfr., en general, Datntith, Terence, “Between domestic democracy and 
alien rule of law? Some thoughts on the “independence” of the Bank of 
England”. Public Law, verano 1995, págs. 118-132. Concluye el autor que la 
solución a la legitimidad constitucional de un Banco de Inglaterra inserto 
en la estructura europea no se soluciona simplemente reajustando los 
perfiles de las relaciones con el Parlamento o el Gobierno, o los principios 
de control que utilizan, sino que se precisa retomar la cuestión de la 
responsabilidad, por medio de una nueva exploración del concepto de 
“balance” constitucional, o la consideración sobre la naturaleza y 
articulación del poder real de cuya legitimidad de ejercicio se trata (pág.
132).
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La Bank o f England Act de 1998, en efecto, cambió 
sustancialmente la situación del Banco de Inglaterra dependiente y lo 
aproximó a lo que hemos denominado banco central autónomo. La 
formulación de la política monetaria se dejó en manos del banco 
c e n tra d  y, en ese ámbito, el Tesoro no puede instruir a las 
autoridades monetarias?0*. El nuevo texto legal incluyó la meta de la 
estabilidad de los precios entre los objetivos de la política monetaria 
que debía desarrollar el banco central británico pero, de 1a misma 
manera, la meta de la política monetaria se extiende a “dar apoyo a la 
política económica del Gobierno de Su Majestad, incluyendo sus 
objetivos de crecimiento y empleo ”?°5. El papel del Gobierno es 
preeminente a la hora de que el banco central ejecute la política 
monetaria, puesto que éste decide cada año —y tiene que informar de 
ello tanto al banco central como al parlamento, y hacerlo público— 
qué se debe entender por estabilidad de los precios y cuál es la 
política económica que el Gobierno va a desarrollar?06.

No acaba aquí la posibilidad de participación del Gobierno en 
la política monetaria del banco central británico. La formulación de 
la política monetaria en el seno del banco corresponde al Comité de 
Política Monetaria del Banco de Inglaterra, compuesto por el 
Gobernador del banco, los subgobernadores, dos miembros del banco 
nombrados por el Gobernador previa consulta con el Ministro de 
Hacienda, y cuatro miembros que directamente nombra el propio 
Ministro?0?. Para las decisiones del Comité de Política Monetaria rige 
un minucioso criterio de publicación?08.

7°3 Secciones 2 (2) y 10 Bank of England Act de 1998.
704 Sección 10 Bank of England Act de 1998.
705 Sección 11 Bank of England Act de 1998.
?°6 Sección 12 Bank of England Act de 1998.
707 Sección 13 Bank of England Act de 1998.
708 Sección 15 Bank of England Act de 1998.
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El Gobernador y los subgobemadores del Banco de Inglaterra 
son nombrados por cinco años, mientras que el mandato de los 
directores es de tres años, con posibilidades de que sea menor?°9; 
todos los cargos son susceptibles de reelección?10. Pueden ser 
removidos de sus cargos —por el propio banco, con el consentimiento 
del Ministro de Hacienda— si incurren en el amplio catálogo de 
causas que cita la ley, y entre los cuales se encuentra haber caído en 
bancarrota, no acudir a las reuniones durante tres meses sin 
autorización del Comité director o la muy general posibilidad de que 
sea “incapaz o inidóneo” para el ejercicio de sus funciones en el 
banco?11. Entre otras cuestiones, el Comité director debe asegurar “el 
más eficiente uso de los recursos del Banco”?12, y el Banco debe 
presentar cada año la memoria anual de sus actividades durante ese 
periodo?^.

El Banco de Inglaterra, por todo lo visto, se conforma como un 
banco central dependiente —cada vez en menor medida—, una 
opción legítima en el Estado constitucional por cuanto cumple con 
los necesarios requisitos de origen y control democráticos. Cuestión 
diferente es el debate sobre el futuro del Banco de Inglaterra?1*, en 
particular de cara a una posible entrada del país en el sistema del
euro y, por lo tanto, el ingreso del Banco de Inglaterra en el Sistema
Europeo de Bancos Centrales.

?°9 Sch. 1.1 (i) Bank of England Act de 1998. 
t10 Sch. 1.6 Bank of England Act de 1998. 
t11 Sch. 1.8 Bank of England Act de 1998. 
t12 Sección 2 (4) Bank of England Act de 1998.
?13 Sección 4 (1) Bank of England Act de 1998.

No todos los economistas, particularmente ingleses, están a favor de 
crear un Banco de Inglaterra independiente, arguyendo que el nivel de 
autonomía con que cuenta en la actualidad es suficiente para satisfacer las 
funciones que se le encomienden. Al respecto, cfr. Doyle y Weale, “Do we 
really want an independent central bank?”, cit. págs. 61-75.
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b. La Reserva Federal norteamericana 
como modelo de banco central autónomo

En Estados Unidos se dieron desde bien temprano varios 
intentos encaminados hada la creadón de un banco central que 
asumiera las responsabilidades públicas en el ámbito monetario. 
Desde finales del siglo dieciocho y durante todo el diecinueve el 
Congreso concedió en diversas ocasiones autorizadón para la 
creación del banco central, tomando como modelo el Banco de 
Inglaterra, y promoviendo debates sobre lo que debería ser la 
reguladón del primer b a n co s  Pero ninguno de los proyectos 
prosperó por diferentes razones?16, y sólo en el siglo veinte tuvo lugar

Los detalles pueden verse en Timberlake, Richard, Monetary policy in 
the United States. An intellectual and institutional history. The University 
of Chicago Press, Chicago, 1993, págs. 7 y ss.
716 Como afirma Sylla, en la perspectiva de la historia norteamericana, la 
creación del Sistema de la Reserva Federal puede verse como un 
compromiso entre dos tempranas tradiciones de la banca central que 
fueron llevadas a cabo y rechazadas sobre la base que no eran 
suficientemente independientes de la economía particular y el interés 
político. La primera tradición es la corporación de la banca central, creada 
por derecho público pero de propiedad privada, de la misma manera que el 
venerable Banco de Inglaterra durante sus primeros ciento cincuenta años 
de existencia. La segunda tradición sobre la banca central, primero elegida 
y después rechazada en los Estados Unidos, fue que el mantenimiento de la 
autoridad fiscal del gobierno, en este caso al Tesoro de los Estados Unidos, 
también servía de banca central. Esta tradición comenzó en 1846-1841 y, 
más tarde, en 1846, con el establecimiento del denominado Sistema 
Independiente del Tesoro, que se mantuvo hasta 1914, cuando el Sistema de 
la Reserva Federal asumió sus funciones. (Sylla, Richard, “The autonomy 
of monetary authorities: the case of the U.S. Federal Reserve System”, en 
Toniolo, Gianni (ed.), Central banks' indepehdence in histórical 
perspective. Walter de Gruyter, Berlín, 1988, págs. 17 y ss).
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la creación de la banca central norteamericana?1? que, si bien sería 
considerado —por autores mayoritariamente norteamericanos- 
como modelo de banca central independiente?18, su estatuto nos 
indica que se trata de una institución autónoma; una “posición 
intermedia”, entre los bancos centrales independientes y los 
dependientes?1̂ .

Los bancos —privados— regularon, desde el mismo 
nacimiento de la República, los mercados de capitales en el país, lo 
que fue ampliamente criticado por el pensamiento político y 
económico liberal de la época. A medida que estas ideas tomaron 
fuerza, aumentó por parte del Tesoro norteamericano la ejecución de 
algunas de las políticas monetarias durante la última mitad del siglo 
diecinueve que, de todas formáis, eran muy limitadas. La vigencia del 
patrón oro estableció los parámetros en que operaban los mercados 
de capitales y la banca comercial se desarrolló sin una fuerte 
dirección desde el “centro”?20.

Las distorsiones en la economía norteamericana que tuvieron 
lugar durante la primera década del siglo veinte, y que se tradujeron 
en numerosas quiebras financieras y en una desconfianza general en

t1? Respecto a los orígenes de la Reserva Federal y el contexto monetario del 
siglo XIX, cfr. Livingston, James, Origins of the Federal Reserve System. 
Comell University Press, Ithaca, 1986. Sobre la Reserva Federal 
norteamericana, en general, cfr. Orriols Sallés, María Ángels; Roca 

Sagarra, Joan, Banco de España y estructura plural. Los modelos 
administrativos de la Reserva Federal americana y del Bundesbank 
alemán. Marcial Pons, Madrid, 1997, pág. 23 y ss.
718 V. gr., en general, Clifford, The independence ofthe Federal... cit. págs.
19 y ss; Sylla, “The autonomy of monetaiy authorities...” cit. págs. 24 y ss.
719 Así, Banaian, Laney, Leroy y Willett, “Central bank independence...” 
cit. pág. 213.
7“  COLLINS, Cit. pág. XIII.
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el sistema económico, hicieron finalmente viable la institución de la 
Reserva Federal?21. En 1913, después de serios debates sobre la 
cuestión, el Congreso aprobó la Federal Reserve Act, por la cual de 
creaba la banca central norteamericana?22. Entre las funciones de la 
ley se mencionaban el establecimiento de los bancos del Sistema de la 
Reserva Federal, facilitar un sistema monetario flexible e instituir 
una más efectiva supervisión del sistema bancario norteamericano, 
todo ello bajo el control del propio Congreso^.

La Reserva Federal se organizó desde el principio de forma 
descentralizada, en doce bancos con un amplio grado de autonomía y 
coordinados a través de una oficina de la Reserva Federal, con sede 
en W ashington?2̂  En 1933 y 1935 —en particular en este segundo 
año— las Banking Acts reforzaron los poderes centrales recortando 
las competencias de las diferentes oficinas y dotando al Comité de 
Gobernadores de amplia capacidad de realización de operaciones en 
el mercado abierto?^ y de fiscalización del sector bancario comercial.

721 Con anterioridad, en 1907, a causa de una de las más severas crisis, el 
Congreso norteamericano estableció la Comisión Monetaria Nacional, 
cuyas conclusiones recomendarían la implantación de una institución que 
pudiera actuar eficazmente contra las distorsiones económicas, y que derivó 
en la instauración de la Reserva Federal.
722 La Federal Reserve Act fue firmada por el Presidente Woodrow Wilson 
el 23 de diciembre de 1913.
7*3 Sec. 1 Federal Reserve Act de 23 de diciembre de 1913.
^  Sec. 2 Federal Reserve Act de 23 de diciembre de 1913. Sobre la 
oiganización de la Reserva Federal, cfr., en general, Board of Governors 

of the Federal Reserve System, The Federal Reserve System. Purposes & 
functions. Federal Reserve System, Washington, 1994; Corrigan, Gerald, 

“Autonomía del banco central: la perspectiva de la Reserva Federal de los 
Estados Unidos de América” en AA.W., Estudios Monetarios. Seminario 
“Experiencias sobre autonomía de la banca c e n tra lBanco Central de 
Chile, Santiago de Chile, 1989.
r® E ichengreen , “Designing a central bank...” cit. págs. 20 y 21.
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La nueva configuración de la Reserva Federal norteamericana incluyó 
un aumento de su autonomía, del que provino su fortalecimiento, con 
la introducción de nuevos elementos como la fijación por un plazo de 
cuatro años del mandato del Presidente, la reducción de las 
competencias y el peso de los bancos regionales dentro del Sistema, o 
la supresión de los miembros natos del Comité de Gobernadores. 
Éste fue, en definitiva, el órgano que salió beneficiado de la 
considerable centralización del poder que tuvo lugar con la Ley 
Bancaria de 1935, que modificó la misma concepción del Sistema de 
la Reserva Federal?26 diferenciando las funciones en su seno, hasta el 
punto de que se ha afirmado que la Reserva Federal no es, de hecho, 
una institución homogénea, sino se ha convertido esencialmente en 
dos instituciones: los doce bancos de la Reserva Federal y el Comité 
de Gobernadores, en Washington. Cualquiera de las dos podría 
existir en su forma actual sin la otra?2?.

Además de la ley que dio origen a la banca central 
norteamericana y de la Banking Act, otras normas han desarrollado 
el marco y las condiciones en que la Reserva Federal ejerce sus 
competencias?28. Entre ellas resaltan las leyes por medio de las 
cuales el Congreso definió los principales objetivos de la política 
económica nacional: la Employment Act de 1946 y la Full 
Employment and Balanceé Growth Act —conocida asimismo como 
la Humphrey-Hawkins Act por los congresistas que la impulsaron- 
de 1978. Estos objetivos incluyen el crecimiento económico en línea

726 Orriols y  Roca, Banco de... cit. pág. 31.

72? Timberlake, Monetary policy in... cit. pág. 416.
728 Las principales han sido, además de las que se citan a continuación, la 
International Banking Act de 1978, la Depository Institutions 
Deregulation and Monetary Control Act de 1980, la Financial Institutions 
Reform, Recovery and Enforcement Act de 1989, y la Federal Deposit 
Insurance Corporation Improuement Act de 1991.

369



Rubén Martínez Palman

con el potencial de expansión de la economía, un alto nivel de 
empleo, precios estables —esto es, estabilidad del poder adquisitivo 
del dólar— y moderados tipos de interés a largo p la z o ? 2?.

Como puede observarse, el sistema de la banca central 
americana nace como un ente federal, como su propio nombre indica, 
pero ha acabado conformándose en un órgano centralizado, con 
desconcentración de funciones. En efecto, durante los primeros años 
de funcionamiento, la autoridad monetaria norteamericana trabajó 
de forma descentralizada, pero los problemas que esta 
descentralización produjo conllevó a la revisión de los acuerdos 
institucionales que la habían c r e a d o ^ .  La estructura formal sigue 
siendo federal: el banco central norteamericano está estructurado en 
dos niveles, que perfilan las competencias de los componentes del 
ente?3i: el del gobierno central, formado por el Consejo de

729 BOARD OF GOVERNORS OF THE FEDERAL RESERVE SYSTEM, t i t  pág. 2 .

730 Eichengreen, Barry, “Designing a central bank for Europe: a 
cautionary tale from the early years of the Federal Reserve System”, en 
Canzoneri, Matthew b .; Grilli, Vittorio y Masson, Paul R. (edsj, 
Establishing a central bank: issues in Europe and lessons from the US. 
Cambridge University Press, Cambridge, 1992, pág. 14. Para Clifford, los 
fundadores del Sistema de Reserva Federal parecieron diseñar los bancos ce 
la reserva como un salvoconducto contra la absorción del banco por el 
Gobierno (Clifford, The independence ofthe... cit. pág. 26).
731 Además de los dos niveles citados, forman parte de la estructura de la 

Reserva Federal varios comités consultivos, cuya función es realizar 

recomendaciones al Consejo de Gobernadores, así como el Federal Open 
Market Committee, integrado por el Consejo de Gobernadores, el 

Presidente del Banco de Reserva Federal de Nueva York y  los presidentes de 

otros cuatro bancos del sistema, por rotación. La fundón de este comité es 

supervisar las operaciones de mercado abierto, que constituye el principal 

instrumento utilizado por la Reserva Federal para influir en las condiciones 

del mercado abierto y el crecimiento de la moneda y  el crédito. Board OF 

GOVERNORS OF THE FEDERAL RESERVE SYSTEM, dt. pág. 12 y  SS.
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Gobernadores, con sede en Washington D.C, y doce Federal Reserve 
Banksy sitos en las ciudades más importantes.

El Consejo de Gobernadores de la Reserva Federal está 
integrado por siete miembros, incluyendo al Secretario del Tesoro, 
nombrados por el Presidente de los Estados Unidos y ratificados por 
el Senado norteamericano^2. El nombramiento es para un periodo de 
catorce años, y se realizan de forma escalonada. Tras haber agotado 
su periodo, no cabe la reelección para los miembros del Consejo^. El 
Presidente y el Vicepresidente del Consejo de Gobernadores son 
asimismo nombrados por el Presidente de los Estados Unidos y 
ratificados por el Senado, para un periodo de cuatro años. Puede 
tratarse de miembros del Consejo ya nombrados, o entrar a formar 
parte del Consejo en el momento de su nuevo nombramiento en el 
cargo.

La Reserva Federal no cuenta con un único objetivo, sino con 
un conjunto de ellos, sin jerarquía: debe buscar la promoción efectiva 
del máximo empleo, la estabilidad de los precios y la moderación de 
las tasas de interés a largo p lazo ?3 4 . La conjugación de estos objetivos 
disminuyen notablemente la posibilidad de confrontación con al 
Gobierno, a diferencia de lo que ocurre con los bancos centrales

732 Para el nombramiento, la ley señala que el Presidente debe tener en 
cuenta las diferentes divisiones comerciales, industriales y geográficas del 
país (Sec. 10 Federal Reserve Act de 23 de diciembre de 1913).
733 Como excepción, puede ser reelecto para un periodo completo aquel 
miembro del Consejo que haya ingresado en el órgano en sustitución de un 
miembro que haya cedido en su cargo con anterioridad a la expiración del 
mandato.
734 Para Blinder se trata realmente de dos objetivos, un mandato dual, 

puesto que el objetivo sobre las tasas de interés se considera redundante 

(Blinder, Central banking in a... cit. pág. 5).
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independientes^, y promueven la flexibilidad en las opciones 
económicas que en cada momento se consideren más beneficiosas 
para el país. Por otra parte, como afirma Clifford, aunque la 
Reserva Federal se construyó sobre el principio general de que el 
gobierno no pudiera ejercer directamente, a través de sus cauces 
ordinarios, el poder monetario que legítimamente ostentaba, el 
trabajo coordinado entre el banco central norteamericano y el 
Gobierno, respetando cada uno sus estatutos y sus competencias, 
tiene lugar para alcanzar los objetivos propuestos; coordinación que, 
por otra parte, es apoyada por el Congreso^6.

Otro importante elemento que caracteriza la Reserva Federal 
es el fuerte control parlamentario que sobre ella se ejerce. El interés 
del Legislativo norteamericano por asuntos monetarios no son 
excepcionales por el control de la Reserva Federal; ya con 
anterioridad a la adopción de la Constitución el Congreso controlaba 
en estas materias al T e so r o ^ . Como afirman Orriols y Roca, el 
Congreso siempre ha sido consciente de ser la autoridad última sobre 
la Reserva Federal, pues la existencia de ésta depende 
exclusivamente de aquél, que le delegó su poder a través de la L e y ^

735 En este sentido, García-Andrade Gómez, J orge, La posición jurídica 
del Banco de España en el Sistema Europeo de Bancos Centrales. Civitas, 
Madrid, 2000, pág. 36.
736 C liffo rd , The independence ofthe... cit. págs. 33 y ss, 334 y ss.
737 Ibidem, págs. 324 y ss.
738 Y no únicamente a través de la modificación directa de la ley que 
organiza la Reserva Federal, sino incluso a través de otro tipo de reformas 
legislativas que indirectamente le afectan. En este sentido, una de las 
preocupaciones del Congreso en las últimas décadas ha sido encorsetar el 
poder de la Reserva Federal, a través de reformas estructurales, como los 
controles contables por parte de la General Accounting Office, ente que 
supervisa y fiscaliza las cuentas y la gestión económica de la
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y de ello es consciente el propio banco central norteamericano en sus 
actuaciones^. La Reserva Federal no es responsable ante el 
Presidente —que participa en la elección de sus miembros—, sino 
ante el Congreso —que, además de participar en la elección de sus 
miembros, mantiene importantes mecanismos de control sobre el 
banco central norteamericano. La Junta de Gobernadores de la 
Reserva Federal es una de las agencias que más veces es llamada ante 
el Congreso; la Reserva Federal es el banco central del mundo al que 
más responsabilidad le exige su legislado^0.

En resumen, por todo lo visto, el estatuto legal de la Reserva 
Federal dota al banco central norteamericano de importantes 
garantías de autonomía pero, al mismo tiempo, incorpora elementos 
suficientes de origen y control d e m o c r á t ic o ^ , en particular respecto 
al Legislativo, lo que permite su inclusión legítima en el Estado 
constitucional. De esta manera, la Reserva Federal norteamericana 
puede considerarse un banco central autónomo, pero no
independiente^.

Administración; la sujeción de la Reserva Federal al proceso presupuestario 
del Congreso, etc. (Orriols y Roca, Banco de... cit. págs. 45 y 46).

739 De hecho, ante la amenaza de reformar su estatuto a mediados de la 
década de los noventa, la Reserva Federal reaccionó con una clara apertura 
y mayor transparencia (cff. ibidem,, págs. 47 y 48).

740 Cff., en general, Seeck, Horst y  Steffens, Gernot, Die Deutsche 
Bundesbank. Droste Verlag, Düsseldorf, 1979; ORRIOLS y Roca, Banco de... 
cit. págs. 49 y  ss.
741 Así. v. gr., BLINDER, Central banking in a... cit. pág. 13; CLIFFORD, The 
independence ofthe... cit. pág. 37.

742 En este sentido, S y l l a  ha afirmado que la ‘‘independencia” del banco 
central norteamericano es real, pero al mismo tiempo frágil, y que la 
“independencia” de la Reserva Federal ha provenido en mayor medida del 
carácter de sus directores que por su estatuto formal: “si la independencia 
del Sistema de la Reforma Federal —afirma— permanece como un concepto
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c. El Bundesbank 
como modelo de banco central independiente

La creación de la banca central alemana tiene su inicio en 
1 9 4 8 7 4 3 , cuando los Aliados dotaron a Alemania Occidental de un 
sistema de banca central con dos niveles de decisión y ejecución, 
como en el caso de la Reserva Federal norteamericana744, con la 
voluntad de descentralizar los anteriores centros de poder de la 
economía alemana en general y de la banca central en p a rticu la r .

viable, es porque los gobernadores a través de sus acciones han ganado el 

derecho de serlo, no porque se le confiera por las leyes susceptibles de 

cambiarse” (S y lla , “The autonomy o f m onetaiy authorities...” cit. págs. 37 y  

38).
743 También el Bundesbank cuenta con su precedente directo, el 
Reichsbank, fundado con la unificación monetaria alemana en 1876, y que a 
su vez provenía del Banco de Prusia, que había realizado funciones de 
banca central con anterioridad desde 1847, y que sirvió en la práctica como 
banco central alemán, hasta el punto de que emitió al menos dos terceras 
partes de los billetes de banco en circulación en Alemania. Al respecto, cfr. 
Orriols y Roca, Banco de... cit. págs. 55 y ss; Holtferich, Carl-Ludwig, 

“Relation between monetaiy authorities and govemmental institutions: the 
case of Germany from the 19* Century to the present”, en Toniolo, Gianni 

(ed.), Central banks' independence in historical perspective. Walter de 
Gruyter, Berlín, 1988, págs. 107 y ss; Siebelt, Der juristische 
Verhaltensspielraum... cit. págs. 32 y ss.
744 En la raíz de dicha organización descentralizada yace la desconfianza de 
los aliados, que optaron por reorganizar Alemania como un Estado 
descentralizado en la convicción de que era el mejor remedio contra el 
totalitarismo; por ello, en un principio sólo se establecieron los bancos 
centrales estatales CLandeszentralbanken), y sólo por la presión británica a 
favor de la coordinación de los bancos centrales estatales tuvo lugar, 
finalmente, el establecimiento del Bank deutsche Ldnder (ORRIOLS y ROCA, 
Banco de... cit., pág. 62).
745 Holtferich, “Relation between monetaiy authorities...” cit. pág. 140.
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La estructura de la nueva institución conformaba un banco central en 
cada land, y  una sucursal común, el Bank deutscher Lánder, en 
Francfort?*6, cuyo capital provenía de los propios bancos de los 
lander y cuya principal misión consistía en promover el interés 
común para el mejor uso de los recursos económicos del área a 
disposición de los bancos centrales regionales para fortalecer la 
moneda y el sistema de crédito y coordinar las actividades de los 
diferentes bancos?*?. La estructura federal del banco central alemán, 
como en el caso norteamericano, tendería cada vez en mayor medida 
hacia la centralización, hasta la aprobación de la última reforma de la 
Ley del Bundesbank, en marzo de 2002, donde el banco central 
alemán abandonó propiamente su estructura federal, y los bancos 
centrales de los lander pasaron a conformarse como oficinas 
regionales del Bundesbank CHauptverwaltung), con un Presidente 
en la cabeza “sujeto a la autoridad del Consejo Ejecutivo del 
Bundesbankf ?*8.

7«6 Hasta la Ley del Bundesbank de 1992, existía banco en cada uno de los 
once Lander occidentales; la unificación sumaba a los ya existentes los 
cinco Lander orientales, lo que tuvo lugar sólo de forma temporal. 
Finalmente, se optó por la reforma, a través de la cual se redujo de once a 
nueve el número de Landeszentralbanken, por lo que existían cinco 
Landeszentralbanken a los que les corresponde más de un Land. (Cfr. 
Orriols y Roca, Banco de... cit. págs. 77-81). La reforma de 2002 no alteró 
el número, a partir de entonces, oficinas regionales.
747 Holtferich, “Relation between monetaiy authorities...” cit. pág. 140; 
Siebelt, Derjuristische Verhaltensspielraum... cit. págs. 85-94.
748 Artículo 8 (1) y (2) Ley del Bundesbank. La reforma de la ley previo una 
disposición transitoria por la cual, entre otras cuestiones, se determinaba 
que los Presidentes de los Landeszentralbanken pasaran a ser Presidentes 
de las oficinas regionales del Bundesbank durante el tiempo que restara en 
sus contratos (artículo 38 Ley del Bundesbank).
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De esta manera, el Bank deutscher Lander nació 
completamente independiente del Gobierno federal^ y, desde 1951, 
también de los Aliados^0, un claro antecedente de ya tradicional 
independencia del Bundesbank del resto de poder público. En 1957, 
tras una década de reconstrucción y habiendo dejado atrás la tutela 
de los Aliados, el Gobierno Federal unificó los bancos centrales de los 
lander en una única estructura, el Bundesbankf de acuerdo con el 
mandato constitucional del artículo 88 LFB que preveía la creación 
de un banco emisor federal?^.

La Ley del Banco Federal alemán —Bundesbankgesetz—, de 26 
de julio de 1957, transformó la banca central alemana: tras el debate 
acerca del mantenimiento o no del sistema federal que habían 
implantado los aliados, la norma acabó con el sistema 
descentralizado del Bank deutsche Lander —aunque se mantuvo 
participación de los Lander, con competencias en las relaciones con 
el Land y los intermediarios financieros regionales, éstos perdieron 
su estatuto legal independiente^ —1 pero mantuvo la tradicional 
independencia del Bundesbank, por lo que concluyó con la

749 Holtferich, “Relation between monetaiy authorities...” cit. pág. 142.

750 En agosto de 1951 se abolió la Allied Bank Commission que, en teoría, 
tenía una posición vis-a-vis con el banco central alemán, de la misma 
manera que el Canciller del Reich había disfrutado de un posición vis-a-vis 
respecto al banco hasta mayo de 1922. En ambos periodos el banco podía 
estar sujeto a instrucciones. La Allied Bank Commission, no obstante, 
nunca usó este poder (H oltferich, “Relation between monetaiy 
authorities...” cit págs. 142 y 143). También, en este sentido, ISSING, 

“Independencia del banco central...” cit pág. 273.
7®1 Al mismo tiempo, la Constitución alemana asignaba a la Federación la 
competencia de legislación exclusiva en el régimen monetario, de acuñación 
y  cambiario (artículo 73.4 LFB). Al respecto, Siebelt, Der juristische 
Verhaltensspielraum... cit págs. 95 y  ss.
752 Gleske, Leonard, “Bundesbank independence, organisation and 
decision-making”. Central banking vol. 6, n° 1, verano 1995, pág. 22.
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consagración de un ente con un muy alto grado de autonomía?^. 
Posteriormente, tras la unificación alemana y con vistas en la entrada 
alemana en la Unión Económica y Monetaria, fue aprobada la Ley del 
banco central alemán (Gesetz über die Deutsche Bundesbank) de 22 
de octubre de 1 9 9 2 7 5 4 .

La doctrina ha puesto de manifiesto que el Bundesbank es 
creado conscientemente con un alto grado de autonomía para la 
lucha contra la inflación. Para D eane y P r in g le , “no había dudas en 
las mentes alemanas tras la Segunda guerra mundial respecto a que 
su nuevo banco central había de ser tan independiente de las 
presiones políticas como fuese posible. Habían experimentado en dos 
ocasiones los horrores de un mundo donde el papel ha perdido su 
valor, y en dos ocasiones habían culpado de la hiperinflación a un 
banco central dominado por el G obiem o”755. Pero hay que tener en 
cuenta que en el momento de la creación del Bundesbank todavía no 
se habían realizado las investigaciones en el campo de la economía 
que acabarían concluyendo, mayoritariamente, la correlación 
casuística entre autonomía del banco central y estabilidad 
económica. Por ello, para un entendimiento correcto de la 
configuración autónoma del Bundesbank no puede menospreciarse el 
sustrato histórico que, como hemos visto, yacía en la configuración

753 Cfr., en general, Gleske, Leonhard, “El banco central alemán y la 
estructura del Bundesbank”, en AA.W., Estudios Monetarios. Seminario 
“Experiencias sobre autonomía de la banca central”'. Banco Central de 
Chile, Santiago de Chile, 1989.
754 Cuya última modificación —la séptima— data de 23 de marzo de 2002.
755 Deane y Pringle, Bancos Centrales, cit. pág. 60. En este sentido, 
comenta Issing que no es casualidad que sean los alemanes, con sus dos 
hiperinfladones en el siglo XX, quienes hayan optado por un banco central 
independiente, comprometido con la estabilidad de los precios (ISSING, 
“Independencia del banco central...” cit. pág. 272).
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de un banco central alemán independiente del poder público, en 
particular del Gobierno, pues es el que habían impuesto los Aliados.

La independencia del Bundesbank se ha basado en las 
garantías legales que rompen los vínculos esenciales de control y 
responsabilidad con el resto de poderes públicos alemanes, tanto en 
el objeto y características de su funcionamiento como en la 
composición de sus órganos rectores y su relación con el resto de 
poderes públicos. El banco central alemán se constituye como una 
institución federal con personalidad propia de derecho p ú b lic o ^ .  

Según el artículo 3 de su ley, el Bundesbank es la institución 
responsable de determinar y ejecutar la política monetaria y 
crediticia, con el fin principal de garantizar la estabilidad de la 
moneda. La presencia de esta mención en la ley del Bundesbank 
demuestra, según algunos autores, el consenso social que existe en 
favor de una política orientada hacia la estabilidad de los p r e c io s ^ .  

Este es el objetivo principal de la política monetaria de que es 
responsable el banco central alemán, y únicamente —según el

756 Artículo 2 Ley del Bundesbank. Al respecto, Bonin , Zentralbanken 
zwischen funktioneller unabhangigkeit... cit. págs. 171 y ss.
757 V. gr., G lesk e, “Bundesbank independence...” cit. pág. 23. También en 
este sentido F rick e, Thom as, “D'une Bundesbank a l'autre? La Banque 
centralle allemande comme modéle pour TEurope”. Observations et 
diagnostics économiques n° 44, abril 1993, págs. 164 y ss. Esta “cultura de 
la estabilidad”, producto de las experiencias hiperinflacionarias y la pérdida 
de los ahorros privado, también explicaría la “paz social” —el 
comportamiento de los sindicatos— en el país (GOOS, B ernd , “Germán 
monetaiy policy and the role of the Bundesbank in the ERM”. Economic & 
Financial Review 1, primavera 1994, pág. 5). Una visión institucional, 
desde el propio banco central alemán, de este compromiso con la 
estabilidad, puede verse en T ietm eyer , H ans, “The Bundesbank: 
Committed to stability, en F row en , S te p h e n  F., y P r in g le , R o b e r t (Eds.), 
Inside the Bundesbank. Macmillan Press (Londres) y St. Martin's press 
(Nueva York), 1998.

3 7 8



Legitimidad democrática de los bancos centrales

artículo 12 de su Ley— sin menoscabo de las medidas para alcanzar la 
estabilidad de los precios debe apoyar la política económica general 
del Gobierno federal.

El mismo artículo 12 de la Ley del Bundesbank, por otra parte, 
expresamente declara que las fundones del banco central deben ser 
ejercidas sin sujeción a ninguna instrucción del Gobierno. Por lo 
tanto, es el propio Bundesbank el que decide cuándo su apoyo a las 
políticas generales del Gobierno no atenta contra su objetivo 
primordial, la estabilidad de los precios. Los mecanismos de control 
democrático del banco central alemán son, a todas luces, 
in su fic ie n te s^ 8 y  se entiende que la independencia dd  Bundesbank 
se refiere asimismo al Parlamento?6̂ . Una vez más, y en relación con 
lo ya señalado al respecto, la independencia del banco central alemán 
se pone en reladón por la doctrina alemana con los principios de 
eficiencia, transparencia y participación?60.

La séptima reforma de la Ley del Bundesbank, de 23 de marzo 
de 2002, alteró en aspectos rdevantes la organizadón del banco 
central alemán, y no sólo —como hemos visto— su composición 
federal?61. En cuanto a sus órganos rectores, el Consejo del Banco

758 En general, cfr. Bonin, Zentralbanken zwischen funktioneller 
unabhangigkeit... cit. págs. 188 y 189.
759 Wahlig, Bertold, “Relations between the Bundesbank and the Federal 
Government”. Central banking vol. 6, n° 1, verano 1995, pág. 54-
760 Cfr., v. gr., Robert, Rüdiger, Die Unabhangigkeit der Bundesbank. 
Athenáum Verlag, Kronberg, 1978, págs. 47 y ss.
t61 La séptima reforma, publicada en la Gaceta Federal el 28 de marzo de 
2002 y que entraría en vigor el 30 de abril de aquel año, fue fruto de la 
necesidad de adaptar las responsabilidades del Bundesbank a su nueva 
función en el marco del Sistema Europeo de Bancos Centrales lo que, en la 
práctica, significó aumentar la importancia de las decisiones centralizadas 
en un único órgano al convertir a los bancos centrales de los lander en
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central (Vorstand) es la instancia del Bundesbank que tomas las 
decisiones más relevantes en el ente, y es definido por la ley como el 
órgano de gobierno del Bundesbank?62. Está formado por el 
Presidente del banco, el Vicepresidente y seis miembros, todos ellos 
con “de elevada cualidad profesional”?^. Son nombrados por el 
Presidente de la República; el Presidente, el Vicepresidente y dos de 
sus miembros son propuestos por el Gobierno federal, mientras que 
los cuatro miembros restantes son propuestos por la Cámara alta 
—Bundesrat—, de representación federal, y de acuerdo con el 
Gobierno federal. Tanto el Gobierno Federal como el Bundesrat 
deben consultar al propio Consejo Ejecutivo respecto a sus 
propuestas para la integración del órgano. Su mandato es de ocho 
años —sólo en casos excepcionales puede ser menor, pero nunca

oficinas del banco central sujetas en todo momento a la dirección del 
Consejo Ejecutivo del Bundesbank, y hacer desaparecer el Directorio. En las 
líneas generales de lo que sería la séptima reforma de la Ley trabajó, en 
primer lugar, el propio Bundesbank, que en julio de 1999 lanzó las bases 
sobre las cuales tendría lugar el debate. En marzo de 2000, el Ministro 
federal de Finanzas y los ministros de finanzas de los Estados federados 
conformaron un grupo de trabajo para analizar las reformas en la 
estructura del Bundesbank, pero no llegaron a ningún acuerdo y decidieron 
nombrar un comité de ocho expertos para que estudiaran las cuestiones 
planteadas. A principios de julio de 2000 el grupo de expertos, que habían 
sido liderados por el que fuera Presidente del Bundesbank Karl Otto Póhl, 
presentó él informe sobre la reforma de la estructura del banco central 
alemán. A finales de enero de 2001, el Ministro federal de Finanzas aportó 
el punto de vista del Gobierno federal. En junio de 2001, el Bundesrat 
devolvía el proyecto por considerar que no respetaba el principio federal de 
organización que existe en la República Federal Alemana, entre otros 
factores. Tras la entrada para el debate en el Bundestag, la reforma fue 
aprobada en esa cámara el 1 de marzo de 2002 (Cfr. Monatsbericht der 
Deutschen Bundesbank, mayo 2002).
762 Artículo 7 (1) Ley del Bundesbank.

Artículo 7 (2) Ley del Bundesbank.
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inferior a cinco años— e irrevocable?6̂  El Consejo Ejecutivo cuenta 
con el privilegio de adoptar el estatuto de organización que, entre 
otras cuestiones, establece las responsabilidades de los miembros del 
propio Consejo Ejecutivo?66. La reforma de marzo de 2002 eliminó la 
figura del Directorio, que servía como órgano ejecutivo del 
Bundesbankt66.

Las relaciones con el Gobierno federal son insuficientes, a 
pesar de la función —supeditada a la estabilidad de los precios— de 
apoyar las políticas financieras del Ejecutivo. En efecto, de acuerdo 
con el artículo 12 de la Ley del Bundesbank como afirma Wahlig, el 
banco central alemán debe no sólo respetar las decisiones 
económicas del gobierno, sino trabajar activamente para realizarlas, 
usando los instrumentos a su disposición. Ahora bien, esta obligación 
de colaborar con el Gobierno sólo existe mientras sea compatible con 
la función primera del banco, la procura de la estabilidad de los 
precios?6?. Por ello la Ley previene posibles injerencias 
gubernamentales y establece que el banco “debe ser independiente y 
no sujeto a instrucciones del Gobierno federal”?68. Los instrumentos 
de coordinación son dos: el banco debe asesorar al Gobierno federal 
sobre cuestiones importantes de política monetaria, y dar la 
información que se le requiera, y el Gobierno federal debe invitar al

764 Artículo 7 (3) Ley del Bundesbank.
765 Artículo 7 (1) Ley del Bundesbank. El Estatuto de organización del 
Deutsche Bundesbank fue aprobado por la Decisión del Consejo Ejecutivo 
del banco central alemán el 8 de mayo de 2002.
766 El Directorio (Direktorium) estaba formado por el Presidente y 
Vicepresidente del banco y un máximo de seis vocales. La reforma de la Ley 
previo una disposición transitoria sobre sus miembros, por la que seguirían 
cobrando sus sueldos y salarios hasta la finalización de los contratos que 
tenían firmados (artículo 38 Ley del Bundesbank).
767 W a h lig , “Relations between the Bundesbank...” cit. pág. 57.
768 Artículo 12 Ley del Bundesbank.
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Presidente del banco a aquellas sesiones que puedan afectar a 
cuestiones monetarias?6?. La reforma de 2002 aumentó, en este 
campo, la independencia del banco central alemán, con la nueva 
redacción de su artículo 13: mientras mantuvo la invitación del 
Gobierno federal al Presidente del banco en las situaciones 
contempladas, eliminó la presencia del Gobierno Federal en las 
deliberaciones del Consejo Ejecutivo del banco central, donde el 
Ministro federal de Economía y el Ministro federal de Finanzas eran 
invitados a asistir, con voz y sin voto, pero donde contaban con el 
derecho de proponer mociones y solicitar que una decisión fuera 
postergada un máximo de dos semanas77°.

También respecto a sus medios financieros el Bundesbank ha 
obtenido una amplia autonomía. El Consejo Ejecutivo aprueba sus 
cuentas, que sólo pueden ser auditadas —no controladas— por 
auditores “independientes” nombrados por el Consejo Federal de 
Auditoría (Bundesrechnungshof), y  a continuación son publicadas??1. 
El Consejo Ejecutivo es el que decide sobre los gastos anuales y el 
plan de inversiones. Su única obligación es redactar al final de cada 
año un análisis comparativo entre gastos presupuestados y gastos 
realizados. Las cuentas anuales, la previsión de gastos, el plan de 
inversiones, el análisis comparado y el informe de los auditores se 
remiten al Ministro Federal de Finanzas y al Consejo Federal de 
Auditoría. Al Bundestag únicamente se remiten las cuentas anuales y 
el documento comparativo??2. Por otra parte, el Consejo Ejecutivo 
cuenta por ley el estatuto de suprema autoridad federal, y tanto el

769 Artículo 13 (1) y (2) Ley del Bundesbank.
??° Posibilidad que no había sido ejercida por ningún Gobierno federal 
(Wahlig, “Relations between the Bundesbank...” cit. pág. 58). 

t?1 Artículo 26 (3) Ley del Bundesbank.
772 Artículo 26 (3), (4) y (5) Ley del Bundesbank.
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banco como su plantilla disfrutan de los privilegios del Gobierno 
federal en los campos de la construcción, la vivienda y el alquiler^.

El particular estatuto del Bundesbank no ofrece mecanismos 
institucionales para la solución de conflictos como sí ocurre en otros 
países, tanto cuando aparecen entre sus órganos directores durante el 
proceso de elaboración de las políticas monetarias como cuando 
tienen lugar con el exterior, de forma primera el Ejecutivo??*, nada 
extraño por otra parte, en ninguno de los dos casos, en la historia del 
banco central a lem án ^ s. En no pocas ocasiones los funcionarios del 
Gobierno, conscientes de su incapacidad para manejar las medidas 
de las que es responsable el banco central alemán, han levantado su 
voz haciendo ver que las políticas del banco central no se adecuaban a

773 Artículo 29 (1) y (2) Ley del Bundesbank.
774 Holtferich, “Relation between monetaiy authorities...” cit. pág. 153; 
Bonin, Zentralbanken zwischen funktioneller unabhangigkeit... cit. págs. 
177 y ss.
775 En cuanto a las fricciones en el seno del banco central, cfr. Fricker, 

“D'une Bundesbank á l'autre?...” cit. págs.. 167 y ss, quien advierte que no 
por poco conocidos son menos relevantes los casos de desacuerdo interno, 
sólo que están envueltos por “el carácter altamente secreto del 
funcionamiento interno del Bundesbank” (pág. 168). Respecto a los 
conflictos con el Ejecutivo, cff. Holtferich, quien menciona varios casos 
desde 1958, incluso anteriores, en particular entre el Bundesbank y el 
gobierno de Adenauer a finales de los cincuenta, las masivas importaciones 
de capital especulativo en 1969 y las presiones sobre la moneda alemana, de 
nuevo, en 1972 (HOLTFERICH, “Relation between monetaiy authorities...” 
cit. págs. 144 y ss). También, en este último sentido, Sturm, Roland, “The 
role of the Bundesbank in Germán politics”. West European Politics vol. 12, 
n° 2, abril 1989, págs. 4 y ss, quien menciona no menos de tres casos 
importantes de desacuerdo entre el Gobierno y el banco central durante las 
décadas de los sesenta, setenta y ochenta.
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lo esperado por el Ejecutivo??6. En algunos momentos se ha sugerido 
institucionalizar un comité parlamentario para que sirviera de 
mediador y, al mismo tiempo, establecer algún control democrático 
sobre la política monetaria. Se han opuesto, no obstante, los 
argumentos a favor de la independencia del banco central, a lo que se 
ha añadido el excesivo tiempo que podría durar la discusión en 
situaciones donde lo que hace falta es una decisión inmediata. Lo que 
viene al hilo de los estudios que demuestran que también el 
Bundesbank, pese a ser el más independiente de los bancos centrales, 
está paradójicamente expuesto a los ciclos políticos, lo que ha 
intentado explicarse de las más variadas formas??7.

Pero la independencia del banco central alemán ha arrastrado 
no sólo polémicas políticas, sino también doctrinales. La 
constitucionalidad del estatuto independiente del Bundesbank fue 
doctrinalmente discutido desde la misma aprobación de la ley 
Fundamental^, y la independencia del banco central alemán ha sido 
—y en todavía es, a pesar de las modificaciones legales y 
constitucionales— considerado por la doctrina como un problema

Críticas que, como señala ISSING, han coincidido con los períodos de 
política monetaria restrictiva, y que se agudizaban a medida que aumentaba 
el grado de restricción monetaria; en este contexto, el Bundesbank fue 
acusado de perjudicar con sus políticas el proceso de reconstrucción 
económica después de la reunificación (Issing, “Independencia del banco 
central...” cit pág. 273).

777 Una posible explicación, señalan B erger  y W oitek, es que se trate de 
políticos y no de economistas los que dirijan el Bundesbank; no obstante, a 
los autores les parece más apropiado otro tipo de razones, donde cabe 
destacar la incertidumbre que crean las elecciones a la vista (B erger, 

H elge; WOITEK, U lr ich , Economics or politics: what drives the 
Bundesbank?. Münchener Wirtschaftswissenschafüiche Beitrage, Múnich, 
1997, pág. 1 8 ).
T78 Cfr., en general, Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 248 y  ss.
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constitucional779. El artículo 88 LFB obligaba, como hemos visto, a la 
Federación a crear un Banco federal emisor. Respecto de este 
artículo, ha querido defenderse que la independencia del Banco 
Federal alemán proviene directamente de la Constitución, mientras 
que para otros autores, es opción del legislador ordinario el régimen 
jurídico del Bundesbank, por lo que dicho estatuto particular no 
derivaría de la Constitución alemana, pero tampoco la contradiría?80.

Los alemanes aprovecharon la adaptación de la legislación 
interna a la normativa comunitaria que creaba el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales para realizar un importante cambio constitucional 
en un intento de legitimar sin sombras la existencia de un banco 
central independiente. A través de la reforma del artículo 88 LFB?81

779 V. gr., Bo n in , Zentralbanken zwischen funktioneller Unabhangigkeit... 
cit. págs. 161 y ss. BROSIUS-GERSDORF realiza un primer análisis sobre el 
principio democrático como principio de organización en la Constitución, 
para analizar a continuación la aplicación de dicho principio al Bundesbank 
en el marco de la Unión Monetaria Europea y advertir acerca del déficit 
democrático del banco central alemán a partir del artículo 88 LFB 
(Brosius-Gersdorf, Frauke, Deutsche Bundesbank uns 
Demokratieprinzip. Eine vervassungsrechtliche Studie zur 
bundesbankautonomie von und nach der dritten Stufe der Europaischen 
Wahrungsunion. Duncker & Humblot, Berlín, 1997).
780 V. gr., ISSING, “Independencia del banco central...” cit. pág. 274; 
Wahlig, “Relations between the Bundesbank...” cit. pág. 56, para quien si 
bien el artículo 88 LFB no determina expresamente que el banco emisor 
debe ser independiente, en el texto constitucional se encontrarían varias 
razones con las que defender la independencia del Bundesbank.
781 Todos los detalles sobre precedentes y discusiones acerca de la nueva 
redacción del artículo 88 LFB, la implicación en la reforma del proceso 
europeo de integración monetaria, así como unas amplias primeras 
consideraciones, pueden encontrarse en Janzer, D ietmar, Der neue 
Artikel 88 Satz 2 des Grundgesetzes. Verfassungsrechtliche
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se dio paso a la entrada de las disposiciones comunitarias en esta 
sede, puesto que la citada disposición determina que las 
responsabilidades y poderes del banco federal “podrán ser 
transferidos, dentro de la estructura de la Unión Europea, al Barco 
Central Europeo, que será independiente y cuya tarea principal será 
salvaguardar la estabilidad de los precios”. Con todo, cabría analuar 
si realmente el artículo 88 LFB, más allá de su actual redacción, 
legitima a un banco central independiente —más independiente que 
el propio Bundesbank— como es el Banco Central Europeo, sin 
atentar contra los principios democráticos que constan en la Ley 
Fundamental de Bonn.

En definitiva, las sombras sobre la legitimidad democrática del 
banco central alemán siguen existiendo, por cuanto las medidas de 
control democrático y la coordinación con las políticas responsables 
de la política fiscal no parece que cumplan con lo que, de acuerdo con 
lo visto, debiera ser la configuración y papel de la banca central en el 
Estado constitucional. Lo que no se trata sólo de un problema interno 
alemán, por el rol político que juega el Bundesbank?82, sino que 
adquiere mayor gravedad, si cabe, en su dimensión exterior. Como se 
analizará con mayor detalle, no sólo la estructura —y la 
independencia— del Bundesbank ha sido determinante en la creación 
del Banco Central Europeo y del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales^, sino que, incluso, las políticas monetarias del

Anforderungen an die Übertragung der Wahrungshoheit auf die 
Europdische Zentralbank. Duncker & Humblot, Berlín, 1996.
782 Como ha afirmado Stürm , el banco central alemán juega un rol central 
en la política alemana, y su fuerte posición es principalmente resultado de 
su independencia del Gobierno federal (Stürm , “The role of the 
Bundesbank...” cit.).

Lo que ha hecho que Fricke se pregunte si el Banco Central Alemán no 
es, en esencia, otro Bundesbank (Fricke, “D'une Bundesbank á l'autre?...” 
cit. págs. 155 y ss). Un análisis comparado de la política monetaria en el
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Bundesbank inciden directamente en las que llevan adelante el resto 
de países inscritos en la Unión Económica y Monetaria?8*, y no sólo 
eUos?85.

Bundesbank y  en  e l B anco de F ra n c ia  puede verse  en  DiSCH, WOLFGANG, 

Die geldpolitische Konzeption der banque de France und der Deutschen 
Bundesbank. Eine vergleichende Analyse der Geldmengenpolitik in 
Deutschland und Frankreich. C en tau ru s-V erlag sg ese llsch aft, P fa ffe n w e ile r, 
1995- P o r o tra  p a rte , u n  a n á lis is  co m p arad o  de la  p o lític a  m o n e ta ria  d e l 
Bundesbank y  la  d e l B anco de In g la te rra  p u ed e verse e n  P aprotzk i, M aría, 

Die geldpolitischen Konzeptionen der Bank von England und der 
Deutschen Bundesbank. Eine Analyse Úber den Einflufi des 
monetaristischen Paradigmas. P e te r Lang , F ra n c fo rt, 1 9 9 5 , d o nd e q u ed an  

claras  las  in flu e n c ia s  en  p o lític a  m o n e ta ria  d e l b anco  c e n tra l a lem á n .
784 Al respecto, v. gr., Fernández, Yolanda, “El liderazgo del Bundesbank 
en la UE”. Análisis, octubre/noviembre 1996, págs. 29-32.
785 Las implicaciones políticas de la política del Bundesbank han estado 
recogidas en varios trabajos, la mayoría de ellos escritos en registro 
periodístico. De entre ellos cabe resaltar Marsh , David , The bank that 
rules Europe. Heinemann, Londres, 1992; su traducción al alemán es, si 
cabe, más comprometida: Die Bundesbank. Gescháfte mit der Macht (“El 
Bundesbank. Negocio con el poder”). Bertelsmann, Múnich, 1992. 
Asimismo, Kennedy , Ellen, The Bundesbank. Germany 's central bank in 
the international monetary system. Royal Instituí of International Affairs, 
Londres, 1991, donde queda clara la influencia del banco central alemán en 
cómo intemacionalmente se maneja el dinero.
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i .  La  banca  central  e n  E spa ñ a :

LOS MODELOS DEPENDIENTE ( 1 9 6 2 - 1 9 8 0 )  

YAUTÓNOMO ( 1 9 8 O - I 9 9 4 )

a. Los orígenes del Banco de España
y  el modelo dependiente de banco central.

La intervención de los poderes públicos en el sistema 
monetario español tuvo lugar directamente en 1782 con la creación 
del Banco de San Carlos que, después de diversas andaduras, 
acabaría transformándose en 1856 en el Banco de España?86. La 
creación del Banco de San Carlos respondió a una serie de reformas 
proyectadas durante la ilustración española, destinadas a dar un 
impulso a la economía española, que debía hacer frente, entre otros 
problemas, a unas cuentas estatales deficitarias. El fracaso en sus

786 Para un recorrido sobre los antecedentes del Banco de España, vid. 
Pomed, Régimen jurídico... cit. págs. 29 y ss. Cfr., asimismo, Martín Aceñ 

a, Pablo, “El Banco de España, una visión histórica”. Papeles de Economía 
Española n° 73, 1997, págs. 4-14; AA W., El Banco de España, una 
historia económica. Banco de España, Madrid, 1970; Orriols y Roca, 

Banco de... cit. pág. 97 y ss.
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propósitos?87 condujo a su liquidación por parte del Banco de Sm 
Fernando en 1829, constituido como una sociedad por acciones 
tutelada por el Gobierno, que fue considerado banquero del Gobierno 
y al cual la Real Cédula que estableció su creación le concedió la 
facultad privativa en la capital de emitir billetes al portador. Su 
fusión con el Banco de Isabel II y la consecuente creación del Banco 
Español de San Femando, que tuvo lugar en 1847, fue el paso 
anterior a la ordenación del sistema crediticio en 1856 y la definitiva 
instauración del Banco de España.

La legislación bancaria en la Restauración, consciente cel 
fracaso de las reformas de ordenación bancaria anteriores y de la 
maltrecha situación de la Hacienda pública, concedió en 1874 al 
Banco de España el monopolio de emisión durante treinta años para 
todo el territorio nacional a cambio de conceder los recursos que el 
Estado necesitaba. En 1891, se prorrogó por otros treinta años el 
monopolio de emisión; también en esta ocasión, el Banco de Espala 
ejerció el papel financiador del Gobierno propio de los inicios de la 
banca central. Al comenzar el siglo XX, el Banco de España había 
fortalecido su posición y se consolidaba como único banco de 
emisión, a tiempo que mantenía su condición de banquero del 
Gobierno?88, por lo que los lazos entre el Estado y el Banco eran cada 
vez más estrechos; por otra parte, la inestabilidad gubernamental y 
los problemas de las finanzas públicas colaboraban en el 
fortalecimiento del Banco. De hecho, el Banco de España fue 
cuestionado en la época porque su grado de fortalecimiento le 
colocaba en posición de imponer sus criterios en la política 
económica.

787 Que tuvo lugar, entre otras razones, por las malhadadas relaciones con la 
Hacienda (Martín Aceña, “El Banco de España...” cit. pág. 7).

788 POMED, Régimen jurídico... cit. pág. 68.
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A comienzos del siglo XX la aparición de una potente banca 
privada que fue invadiendo el terreno que hasta el momento había 
sido casi exclusivo del Banco de España afectó notablemente a la 
evolución del Banco?89. La Ley de Ordenación Bancaria de 1921 
—conocida como Ley Cambó, tomando el nombre de su prom otor- 
representó el primer intento acabado de regulación completa y 
sistemática de los sistemas monetario y crediticio en la legislación 
bancaria españolado. La Ley Cambó potenció el papel de banco de 
bancos del Banco de España, y dejaba entrever su voluntad de 
convertir al Banco de España en el eje de la instrumentación de la 
política monetaria. Con todo, la Ley de 1921 no logró el objetivo de 
que el Banco de España asumiera la función de ejercer como banco 
de bancosdi, quizás porque las condiciones necesarias no estaban 
dadasds.

Tras la guerra civil, debieron pasar varios años para que las 
consecuencias económicas fueran superadas; en el Plan de 
Estabilización de 1959 se ponía el acento en reordenar de forma 
radical el sistema crediticio793; el control monetario que exigió dicho 
Plan puso de relieve las deficiencias del marco institucional y la 
carencia de instrumentos para llevarlo a cabo794, lo que conduciría 
tres años después a la nacionalización del Banco de España. Los años

Tortella, Gabriel, “El Banco de España en su historia: Comentarios al 
trabajo de Martín Aceña. Papeles de Economía Española n° 73,1997, pág.
24.
79° Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 69.
791 Martín Aceña, “El Banco de España...” cit. pág. 10.
792 En opinión de Tortella, la Ley Cambó no se cumplió en su totalidad 
porque dejaba una serie de vacíos legales que permitieron que el Banco 
siguiera desempeñando su papel de apoyo a la Hacienda en detrimento de 
su función de banco central (Tortella, “El Banco de España...” cit. pág. 24.
793 Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 89.
794 Martín Aceña, “El Banco de España...” cit. pág. 12.
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posteriores a la guerra civil y hasta la nacionalización del Banco 
supusieron una subordinación completa de la entidad al Ministerio
de Hacienda??^

La Ley 2/1962, de 14 de abril, sobre las bases de ordenación 
del crédito y  la banca supuso, como señala Pomed, un importante 
paso adelante hacia la articulación de un sistema crediticio integrado, 
sujeto todo él a la disciplina del Ministerio de Hacienda y, por 
delegación de éste, al Banco de España??6, del cual se preveía la 
nacionalización y su integración como institución oficial del Estado 
en el que puede mostrarse como un modelo dependiente de banco 
central. La exposición de motivos de la Ley 2/1962 declaraba 
expresamente que el Estado español no aceptaba el principio de 
neutralidad económica, por lo que la autoridad monetaria no podía 
ser delegada en un banco de emisión neutral, sino ejercida 
permanentemente por el gobierno a través del Ministro de Hacienda, 
aunque en el orden técnico fuera conveniente encomendar los 
detalles de ejecución de la política correspondiente al Banco de 
España???.

El funcionamiento del Banco de España estaba, por lo tanto, 
basado en la delegación de funciones que en él realizaba el Gobierno. 
La base primera declaraba que la autoridad en materia monetaria y 
de crédito correspondía al Ejecutivo, que señalaría al Banco de

álvarez Rendüeles, JOSÉ Ramón, “Comentarios a El Banco de España. 
Una visión histórica". Papeles de Economía Española n° 73,1997, págs. 15- 
21.
796 Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 103. Cfr., en general, Pérez de 

Armiñán, Gonzalo, “Exposición y comentario de la Ley de Bases de 
ordenación del crédito y la banca y del Decreto-ley de nacionalización y 
reorganización del Banco de España, en AA.W., El Banco de España. Una 
historia económica. Banco de España, Madrid, 1970.
797 Exposición de motivos Ley 2/1962.
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España —así como a los diferentes organismos de crédito—, a través 
del Ministro de Hacienda, las directrices que hubieran de seguirse, 
orientando la política monetaria y de crédito “en la forma que más 
convenga a los intereses del país”?98.

La nacionalización del Banco de España, que se materializó 
unos meses después a través del Decreto-ley 18/1962, de 7 de jimio, 
de nacionalización y reorganización del Banco de E s p a ñ a debía 
realizarse según lo parámetros regulados en la base segunda de la Ley 
2/1962, y que incidían en el estatuto dependiente del banco central 
español. El apartado b) de la base segunda expresamente declaraba 
que, una vez nacionalizado el Banco de España, pasaría a 
conformarse como una institución oficial, con personalidad jurídica, 
dependiente del Gobierno a través del Ministerio de Hacienda800. El 
apartado c) de esta base señalaba que “dentro de su carácter de 
instrumento de la política monetaria del Gobierno, el Banco de

798 Base primera Ley 2/1962.
799 por medio de este decreto-ley el Estado adquiría para su anulación la 
totalidad de las acciones representativas del Banco de España que, de esa 
forma, quedaba nacionalizado. Aunque la exposición de motivos de dicho 
Decreto declaraba que la organización del Banco de España respondía a la 
exigencia fundamental de una constante adaptación a las circunstancias 
variables de cada momento, con la finalidad de que estuviera en 
condiciones de responder con oportunidad a los requerimientos generales 
de la economía y de mantener la estabilidad dinámica de la misma; para 
ello, el Decreto señalaba que era necesario dotar al Banco de España de 
mayor autonomía en su gestión, “concibiendo su Consejo Ejecutivo de tal 
forma que permita un ágil espíritu de empresa”. Con todo, el Decreto estaba 
limitado en sus posibilidades por la Ley 2/1962, y no pudo incidir en esta 
autonomía. Cfr., en general, Pérez de ArmiÑán, “Exposición y 
comentario...” cit.
800 El artículo 1 del Decreto-ley 18/1962 añadió a la definición del Banco de 
España la “plena capacidad”.
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España tendrá, en el orden técnico, una organización autónoma”801. 
Por lo tanto, como ha manifestado la doctrina, este estatuto que 
otorgó al Banco de España la Ley de nacionalización de 1962 era de 
autonomía puramente formal, igual que la concedida a ctros 
organismos autónomos802, y el Banco de España no mudo su 
naturaleza dependiente del Gobierno.

Al Banco de España recién nacionalizado se le asignaron 
algunas funciones más allá de la ejecución de la política monetaria de 
acuerdo con las instrucciones del Gobierno; era el responsable de la 
emisión de billetes de curso legal, realizaba el servicio de Tesorería 
del Estado y el financiero de la Deuda del Estado y del Tesoro, y

801 Esta última afirmación se repitió en el artículo 3 del Decreto-ley 
18/1962.
802 En este sentido, Fernández, “La autonomía...” cit pág. 733. El apartado 
i) de la base segunda, por otra parte, señalaba que “el Gobierno, a propuesta 
del Ministerio de Hacienda, regulará el ejercicio de cargos directivos y 
ejecutivos en el Banco de España, de manera que se desempeñen con la 
independencia que exige siempre el ejercicio de dichos cargos, fijando las 
debidas incompatibilidades”. Claramente la independencia de la que reza 
esta disposición se aplicaba frente a terceros, pero no frente al propio 
Gobierno. De hecho, el breve régimen de incompatibilidades que les era de 
aplicación apenas observaba prohibiciones de acumulaciones de cargos 
retribuidos, y hacía residir en el Ministro de Hacienda la resolución de las 
dudas y consultas que se produjeran con motivo de la aplicación de dicho 
régimen {Decreto 1467/1962, de 22 de junio, por el que se señalan las 
incompatibilidades con los cargos directivos y ejecutivos en el Banco de 
España, Instituto de Crédito a Medio y Largo Plazo e Instituto de Crédito 
de las Cajas de Ahorro). El Banco de España, conjuntamente con otras 
administraciones, recibió la denominación de organismo apátrida por 
parte de García-Trevijano, al ser entes de Derecho público y calificados 
como organismos autónomos, pero estar excluidos de la Ley de Entidades 
Estatales Autónomas (García-Trevuano FOS, J. A., Tratado de Derecho 
administrativo. Edersa, Madrid, 1967, tomo II, págs. 786 y ss.).
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desempeñaba las funciones propias de su carácter de banco de 
bancos. Además, se le encomendó la inspección de la banca privada, 
de acuerdo con las normas señaladas por el Ministerio de Hacienda; 
el movimiento de los pagos exteriores; y la centralización de las 
reservas metálicas y de divisas8**.

La necesaria delegación competencial expresa hacía recaer las 
más notables funciones en el Ejecutivo. En particular, correspondía 
al Gobierno la autoridad en materia monetaria y de crédito y señalar 
las instrucciones pertinentes al respecto80*», y al Ministro de Hacienda 
—de acuerdo con el Consejo de Ministros—, respecto al Banco de 
España, principalmente dictar las normas generales sobre la 
actuación del Banco como ejecutor de la política monetaria y 
crediticia del Gobierno, fijar los tipos de interés aplicables en las 
operaciones del Banco, y aprobar el balance y las cuentas del ente 
emisor8**.

La gestión directiva del Banco de España correspondía a un 
Gobernador, asistido por los subgobernadores, en un número no 
determinado806. La ley realizó una curiosa diferenciación de fondo 
entre el Gobernador y los subgobernadores; mientras los segundos 
debían tener “carácter técnico” y, por ello, se les asignaba cierto nivel 
de autonomía para el ejercicio de sus funciones —no podían ser 
removidos, salvo por razones disciplinarias, en un periodo de tres 
años—, el Gobernador ejercía, como “jefe supremo de la 
administración del Banco” una labor más política, entre la cual estaba

** Base segunda, apartados f) y g) Ley 2/1962; artículo 2 artículo 1 del 
Decreto-ley 18/1962.
804 Artículo 9 Decreto-ley 18/1962.
805 Artículo 10 artículo 7 Decreto-ley 18/1962.
806 Base segunda, apartado h) Ley 2/1962 y artículos 4 y 5 Decreto-ley 
18/1962.
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la presidencia de los óiganos del banco y la asignación de funciones a 
los subgobernadores. Esta diferencia en el estatuto se observa en la 
integración de los cargos: mientras que los subgobemadores eran 
nombrados por el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de 
Hacienda, el Gobernador era “nombrado y separado libremente” por 
el Consejo de Ministros80?.

Los órganos del Gobierno del Banco de España eran asimismo, 
de acuerdo con la nueva regulación, dependientes del Ejecutivo. El 
Consejo Ejecutivo, órgano bajo cuya responsabilidad quedaba el día a 
día del Banco808, estaba compuesto por el Gobernador, los 
Subgobernadores y tres miembros designados libremente por el 
Gobierno, a propuesta del Ministerio de Hacienda; estos consejeros 
eran elegidos por un plazo de dos años y podían ser separados en 
todo momento por acuerdo del Ministro de Hacienda. El Consejo 
General, por su parte, se perfilaba como un órgano de seguimiento 
con poco relevantes competencias80?, y de carácter corporativo, en 
cuya composición participaba la banca privada, óiganos públicos de

8°? Artículos 4 y 5 Decreto-ley 18/1962.
808 Entre las principales atribuciones al Consejo Ejecutivo destacan las 
decisiones “acerca de las medidas que deba adoptar el Banco, ateniéndose a 
las instrucciones recibidas del Ministerio de Hacienda en el ejercicio de sus 
funciones de banco de bancos y de disciplina e inspección de la banca 
privada”, acordar las operaciones de crédito con el Tesoro y otros 
organismos del sector público, y dirigir la administración dél Banco 
(artículo 12 Decreto-ley 18/1962).
®°9 Principalmente, “ser informado de la marcha del Banco y sus 
operaciones”, deliberar y formular las conclusiones que estime procedentes 
acerca del balance anual y cuentas del ejercicio del Banco, asesorar al 
Gobierno sobre las cuestiones monetarias y crediticias cuando aquél lo 
solicitara, y actuar como órgano consultivo del Gobernador y del Consejo 
ejecutivo en las cuestiones que aquéllos le sometieran; sus reuniones debían 
tener, al menos, carácter mensual (artículo 13 Decreto-ley 18/1962).
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crédito, la organización sindical y los empleados del Banco810. No 
obstante, salvo en el caso de los representantes sindicales, el 
nombramiento de los miembros del Consejo General recaía en el 
Ministro de Hacienda, previa autorización del Consejo de Ministros y 
a propuesta de los organismos o entidades cuya representación 
ostentaban, y podían ser removidos “en cualquier momento por 
orden expedida” desde dicho ministerio811.

b. El Banco de España como banca central autónoma:
la regulación de 1980.

La regulación del Banco de España que conllevó la 
promulgación de la Ley de Órganos Rectores del Banco de España de 
21 de junio de 1980 (Ley 30/1980) dotó de un estatuto autónomo a la 
banca central española812. Esta novedosa legislación en el 
ordenamiento jurídico español no provenía exclusivamente de la

810 En concreto, formaban parte del Consejo General, además de los 
miembros del Consejo Ejecutivo, dos vocales más —“representantes de los 
intereses de la economía nacional”— elegidos por el Gobierno a propuesta 
del Ministro de Hacienda, dos representantes de la banca privada a 
propuesta del Consejo Superior Bancario, un representante del Instituto de 
Crédito a medio y largo plazo, un representante del Instituto de Crédito de 
las Cajas de Ahorro, cuatro representantes de la organización sindical y un 
representante de los empleados del Banco de España, con al menos veinte 
años de servicio, propuesto por el propio personal del Banco (artículo 7 
Decreto-ley 18/1962).
811 Artículo 7 Decreto-ley 18/1962. Además de esta amplio dominio del 
Gobierno sobre los órganos del Banco de España, los directores generales 
—a las órdenes inmediatas de los subgobernadores—, eran nombrados por 
Orden ministerial, a propuesta del Consejo Ejecutivo (artículo 6 Decreto-ley 
18/1962).
812 En este sentido, Fernández, “La autonomía...” cíf. pág. 733.
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aceptación por el Parlamento enfoque económico institucional sobre 
la independencia de los bancos centrales como método de procura de 
la estabilidad económica, sino que se englobaba en una corriente de 
creación de entes autónomos, proveniente —como hemos visto— de 
la influencia de la independent agencies norteamericanas. En efecto, 
en el mismo año que se legisló sobre dos de las denominadas 
administraciones independientes —El Ente Público Radiotelevisión 
Española y el Consejo de Seguridad Nuclear—, también el Banco de 
España adquirió un estatuto singular, que lo convertiría en el 
organismo público más autónomo del entramado administrativo 
español y que, pasando el tiempo y tras ulteriores modificaciones, 
pasaría a consolidarse como la única administración propiamente 
independiente en el ordenamiento jurídico español.

La Ley 30/1980 definía al Banco de España como una entidad 
de Derecho público, con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad pública y privada que, para el cumplimiento de los fines 
establecidos, debía actuar con autonomía respecto a la 
Administración del Estado “dentro de los límites establecidos en esta 
Ley”. Se preveía la aplicación subsidiaria de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, pero se apartaba de su aplicación al Banco de España 
la legislación sobre Contratos del Estado y Patrimonio del Estado, la 
Ley General Presupuestaria y las normas reguladoras de los 
organismos autónomos8̂ .

Aunque la fórmula de la delegación competencial fue 
cambiando lentamente a favor de la afirmación ex lege de la 
titularidad de las competencias, no se garantizó absolutamente este 
aspecto hasta la regulación de i98o8l4 El artículo 3 de la Ley 
30/1980 fue, en este sentido, la que dotó de protección legal a la

8l3 Artículos 1 y 2 Ley 30/1980.
8li» Fernández, “La autonomía...” cit. pág. 733.
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función principal del Banco de España: desarrollar en sus vertientes 
interior y exterior, de acuerdo con los objetivos generales fijados por 
el Gobierno, instrumentándola del modo que considerara más 
adecuado para el cumplimiento de los fines a alcanzar, en especial el 
de salvaguardar el valor del dinero8l5. En la discusión parlamentaria 
de la Ley, el Gobierno puso mucho énfasis en el mantenimiento del 
control gubernamental sobre la política monetaria y en general sobre 
la actividad del Banco de España816. Con el estatuto autónomo se 
estrenaba lo que Fernández ha denominado un “reparto de papeles”

815 Junto con esta formulación de la política monetaria, el artículo 3 de la 
Ley 30/1980, se mantenían las funciones clásicas que ya constaban en la 
regulación anterior: la puesta en circulación y la administración de la 
circulación de la moneda de curso legal, prestar los servicios de la Deuda 
Pública y los demás de Tesorería del Estado, actuar de banco de bancos, 
centralizar las reservas metálicas y de divisas y el movimiento de los cobros 
y pagos con el exterior, e informar y ases.orar al Gobierno en todas estas 
materias. Malo de Molina explica la tardanza con la que el Banco de 
España asumió la conducción de la política monetaria por “la conjunción de 
lo condicionantes estructurales de la economía española, las distorsiones 
impuestas por la necesidad de atender las necesidades financieras de la 
Hacienda pública y la esclerosis de los mercados financieros nacionales, con 
los problemas derivados de una configuración institucional inadecuada. La 
imposibilidad de desarrollar bajo estas restricciones una política activa de 
regulación monetaria orientada a la estabilidad macroeconómica llegó al 
paroxismo con la política económica autárqeuica de la postguerra, que 
perduró hasta finales de los años cincuenta (...). No es de extrañar que, bajo 
semejantes circunstancias, el Banco de España se viese vaciado de cualquier 
papel activo en la política económica, quedando el control de todas sus 
funciones en manos del Ministerio de Hacienda (Malo de Molina, J osé 

Luis, “Algunos comentarios de actualidad inspirados en la visión histórica 
del Banco de España”. Papeles de Economía Española n° 73, 1997, págs. 
28-30).
816 Cfr. un resumen del debate parlamentario en ORRIOLS y  ROCA, Banco 
de... cit. pág. 132.
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respecto a la política monetaria81?: mientras el Gobierno señalaba los 
objetivos generales de la política a seguir, el Banco asumía la 
responsabilidad de ejecutar las técnicas monetarias en función de 
aquellos objetivos.

La nueva regulación modificó sustancialmente la composición 
del Consejo General, que podía actuar en Pleno y en Consejo 
Ejecutivo, y suprimió la posibilidad de que existiera más de un 
subgobemador. El Gobernador del Banco de España era nombrado 
por el Jefe del Estado a propuesta del Gobierno. Por primera vez se 
incluye un requisito de capacidad para el cargo de Gobernador: debía 
ser elegido de entre los españoles mayores de edad que tuvieran 
reconocida competencia en el campo de la economía818. El 
Subgobemador era nombrado por el Gobierno, a propuesta del 
Ministro de Economía; por sus características, el cargo se 
aproximaba notablemente al del Gobernador, tanto en los requisitos 
de capacidad como la duración del mandato y el régimen de 
incompatibilidades81̂ .

Otras relevantes características que dotaron de mayor 
autonomía al cargo fue la regulación de la duración del mandato y un 
más estricto régimen de incompatibilidades. El mandato del 
Gobernador era de cuatro años, pudiendo ser renovado en el caigo. 
Al régimen de incompatibilidades general820, de aplicación durante el 
ejercicio del cargo, se añadía un caso de incompatibilidad ex post:

817 Fernández, “La autonomía...” cit pág. 733.
818 Artículo 5 Ley 30/1980.
819 Artículo 8 Ley 30/1980.
820 La no ostentación de la representación como Diputado o Senador, y el 
impedimento del ejercicio de cualquier actividad, tanto pública como 
privada, salvo cuando fueran inherentes a su condición o le vinieran 
impuestas por su carácter de representante del Banco de España (artículo 6 
Ley 30/1980).
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durante los dos años posteriores al cese en el cargo, la persona no 
podía ejercer actividad alguna en entidades privadas de crédito y 
ahorro.

El Consejo General en Pleno estaba presidido por el 
Gobernador, y formaban parte de él el Subgobemador; seis 
consejeros designados por el Gobierno, de reconocida competencia 
en el campo de la economía, cuyo mandato se determinaba en tres 
años821; el Director general de Política Financiera; el Director general 
del Tesoro; los directores generales del Banco designados 
anualmente por el Gobernador con un número máximo de cuatro; y 
un Consejero representante del personal. El nombramiento de todos 
los Consejeros se formalizaba por Decreto del Consejo de 
Ministros822. Al Pleno le correspondían competencias generales de 
dirección de las funciones del Banco de España, principalmente 
aprobar las directrices de actuación del Banco para el cumplimiento 
de su objeto, aprobar los presupuestos de gastos de funcionamiento y 
el informe anual de actividades del Banco y tomar decisiones sobre 
las propuestas sancionadoras de carácter muy grave provenientes de 
las funciones de inspección que realizaba el Banco823. Sus reuniones 
debían tener lugar, al menos, una vez al mes82*.

El Consejo Ejecutivo también estaba presidido por el 
Gobernador, además formaban parte el Subgobemador, tres 
Consejeros elegidos por el Consejo General de entre los seis 
miembros del Consejo General designados por el Gobierno, y un 
Director General del Banco de Espafía825. Al Consejo Ejecutivo

821 Artículo 13 Ley 30/1980.
822 Artículo 10 Ley 30/1980.
823 Artículo 15 Ley 30/1980.
824 Artículo 17 Ley 30/1980.
82s Artículo 11 Ley 30/1980.
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correspondía la gestión cotidiana del Banco Central, así como la 
aprobación de las propuestas de informes, de presupuestos de gastos 
y de cuentas generales del Banco826. Sus reuniones debían tener 
lugar, al menos, una vez a la semana82?.

La potestad normativa del Banco de España, en línea de 
continuidad con el Decreto-ley 18/1962, quedaba consagrada en dos 
instrumentos normativos diferentes828: por una parte, la propia Ley 
30/1980, que hacía residir en el Consejo General en Pleno ‘aprobar 
las disposiciones necesarias en las materias propias de la 
competencia de la entidad”829; por otra, la Ley 26/1988, de 29 de 
julio, de disciplina e intervención de las entidades de crédito, cuyo 
artículo 1.5 disponía que se consideraban normas de ordenación y 
disciplina las leyes y disposiciones administrativas de carácter 
general que contuvieran preceptos específicamente referidos a las 
entidades de crédito, entre las cuales se encontrarían “las circulares 
aprobadas por el Banco de España”, y cuya disposición adicional 
octava señalaba que “el Banco de España, para el adecuado ejercicio 
de las competencias que le atribuyen ésta u otras leyes, podrá dictar 
las disposiciones necesarias para el desarrollo o ejecución de la 
regulación contenida en las disposiciones generales aprobadas por el 
gobierno o por el Ministerio de Economía y hacienda, siempre que, 
además, dichas normas le habiliten de modo expreso para ello”.

Con anterioridad a la aprobación de la Ley 26/1988, la 
naturaleza jurídica de las circulares del Banco de España fue objeto 
de una controversia doctrinal83°. Por una parte, autores come Parada

826 Artículo 16 Ley 30/1980.
827 Articulo 17 Ley 30/1980.
828 En este sentido, Parejo, “La potestad normativa...” cit págs. 645 y  646.
829 Artículo 15.9 Ley 30/1980.
83° Al respecto, cfr. B etan cor R odríguez, Andrés, “La infracción de las 
circulares del Banco de España no es motivo en que pueda fundarse el
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defendieron que dichas circulares no podían considerarse normas 
reglamentarias jurídico-públicas, puesto que el Banco de España no 
estaba habilitado para dictar normas imperativas en las relaciones 
crediticias, lo que establecería faltas de procedimiento y 
publicidad^1. Para autores como F e r n á n d e z , por el contrario, podía 
admitirse el ejercicio de la potestad reglamentaria con efecto ad extra 
—esto es, más allá del campo de la organización administrativa— por 
parte del Banco de España, siempre que contara con la habilitación 
legal suficiente^2. En este sentido, la Ley 26/1988 resolvió la 
cuestión, determinando la potestad normativa del banco de España 
siempre que existiera habilitación.

recurso de casación. Crítica a la negativa a reconocerles el carácter de 
norma jurídica-sustantiva”. Revista de Derecho Bancario y Bursátil n° 58, 
abril-junio 1995, págs. 533-544. Puede consultarse asimismo Hernández 

Marqués, H ilario, “Las potestades de dirección y supervisión. Especial 
referencia a las del Banco de España”, en Martín-Retortillo, Sebastián 

(dir.), Estudios de Derecho público bancario. Ceura, Madrid, 1987; 
Carrasco Canals, Carlos, “El Banco de España y las cajas de ahorro”. 
Revista de Administración Pública n° 124, enero-abril 1991, pág. 184 y ss.
831 Parada Vázquez, José Ramón, ‘Valor jurídico de la circular”. Revista de 
Derecho Bancario y Bursátil n°2, junio 1981, págs. 313-320.

832 Fernández, Tomás Ramón, “Los poderes normativos del Banco de 
España”. Revista de Derecho Bancario y Bursátil n°i3, febrero-marzo 
1984, págs. 7-32. En este sentido, A ragón afirmó que las normas con 
efectos ad extra podrían producirse válidamente siempre que se contara 
con la suficiente habilitación legal, se poseyera la correspondiente 
competencia y se respetaran los límites que impusieran las materias 
reservadas a la ley. Las circulares del Banco de España, si contuvieran 
disposiciones generales, serían reglamentos, capaces tanto de desplegar 
efectos ad intra en el propio organismo emanador, como de desplegar 
efectos ad extra. (A ragón Reyes, M anuel, “Las fuentes de la contratación 
bancaria. En particular el problema de los estatutos de los bancos y de las 
circulares del Banco de España. Revista de Derecho Bancario y Bursátil 
n°35, mayo-agosto 1992, pág. 48).
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La previsión legal no fue pacífica, y se planteó el asunto déla 
delegación de esta potestad que, de acuerdo con el artículo 97 CE, 
corresponde al Ejecutivo. El Tribunal Constitucional, en su sentenda 
135/1992, de 5 de octubre, se pronunció a favor de la 
constitucionalidad de tal habilitación: puesto que el Banco de España 
forma parte de la Administración del Estado, a él le corresponden hs 
funciones de disciplina e inspección de las entidades de crédito y  
ahorro y, para el ejercicio de dichas funciones, puede dotársele de hs 
potestades reglamentaria y sancionadora833. El Banco de Espafa, 
afirma el Tribunal, cuenta con la auctoritas que le concede su alta 
capacidad técnica, “pero la auctoritas no conlleva necesariamente el 
imperium o la potestas, que son obra directa de la Ley. Precisamente 
la especialización técnica del Banco de España explica y hace

®33 El Tribunal Constitucional basó la constitucionalidad de esta potestad en 
que la potestad reglamentaria dél artículo 97 no podía entenderse de fonna 
estricta, sino que podía delegarse en instituciones como el Banco de 
España, que es asesor del Gobierno y ejecutor inmediato de su política 
monetaria y crediticia. El pronunciamiento del Tribunal Constitucional, 
como señala García Llovet, es favorable a la legitimidad constitucional del 
reconocimiento de una potestad reglamentaria del Banco de España 
derivada a partir de un proceso de delegación por parte de su titular 
originario o a partir de una determinación ex lege; “pero nuestro Tribunal 
Constitucional no fundamenta, sin embargo, la constitucionalidad de esta 
potestad, pues no puede deducirse de la función asesora y, respecto a la 
función de ejecutor inmediato, ésta se realiza desde un principio general de 
independencia, cuestionándose por lo mismo la inmediatez (orden de 
continuidad entre el mandato y su realización), quebrándose así una posible 
continuidad en la titularidad de la potestad como justificación última 
(García Llovet, “Autoridades administrativas independientes...”, cit. págs. 
114 y 115). Con todo, el Tribunal Constitucional declaró la legitimidad de 
esta potestas en un banco central autónomo; no existe declaración respecto 
a un, como se analizará, Banco de España independiente.
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razonable, en el contexto constitucional, que se le confíen 
determinadas misiones por delegación del Gobierno o ex lege”834.

c. Las relaciones del Banco de España autónomo 
con el resto de poderes públicos

Las potestades del Gobierno fueron, a partir de la Ley 
30/1980, de naturaleza diferente. El nuevo instrumento jurídico, por 
una parte, confería potestades al Gobierno para incidir directamente 
en la integración de los órganos de gobierno del Banco de España, lo 
que les dotaba de la necesaria legitimidad democrática en el origen de 
los cargos; por otra, dejaba en manos del Gobierno la determinación 
los objetivos generales de la política monetaria, lo que casaba a la 
perfección con la dirección de la política interior y exterior que 
determina el artículo 97 CE; además, confería facultades al Ejecutivo 
para participar directamente en el control del Banco de España, a 
través de la supervisión de los balances y cuentas del ejercicio del 
Banco de España835. En este último sentido, se podía convocar al 
Gobernador del Banco de España a las reuniones del Gobierno en 
Pleno o en Comisión Delegada para que informara acerca de la 
ejecución de la política monetaria836.

No obstante, a partir de la reforma de 1980 el Banco de 
España dejó de depender del Gobierno. El establecimiento de un 
plazo determinado para el mandato de los miembros de los órganos 
rectores designados por el Gobierno limitaba las posibilidades de 
remoción del cargo, de forma que la separación ya no era libre

Al respecto, cfr. B etancor, Las A dm inistraciones independientes... cit. 

pág. 254 y  ss.

835 Artículo 2 Ley 30/1980.
836 Artículo 7.1 Ley 30/1980.
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—como en la regulación anterior—, sino que debía ser acordada por el 
Gobierno, previa instrucción de expediente por el Ministerio de 
Economía^.

Por vez primera, la regulación de 1980  concedió un importante 
papel al control en la actividad el Banco de España a las Cortes. Éstas 
podían solicitar información sobre las materias objeto del Banco; 
tanto el Congreso de los Diputados como el Senado o cualquiera de 
sus Comisiones podían llamar al representante del Banco de España 
—el Gobernador— para que informara acerca de la ejecución de la 
política monetaria y crediticia^8. Por otra parte, las cuentas 
generales del ejercicio del Banco de España debían ser remitidas al 
Tribunal de Cuentas, una vez fueran aprobadas por el Consejo en 
Pleno839.

La habilitación constitucional a través de la existencia de un 
relevante objeto a proteger —la estabilidad económica mencionada 
en el artículo 4 0  CE— y la configuración de la relación entre el Banco 
de España y los poderes públicos justificaban, en opinión de un 
importante sector de la doctrina, un estatuto autónomo de la banca 
central española sin que cupiese formular ninguna objeción 
insalvable desde la perspectiva constitucional8*0. Con independencia 
del debate sobre el objeto constitucional protegido, lo cierto es que el 
Banco de España autónomo, configurado son la reforma de 1980 , 

cumplía con los requisitos de origen y control democráticos exigibles 
en el Estado constitucional.

837 Artículo 14 Ley 30/1980.
838 Artículo 7.1 Ley 30/1980.
839 Artículo 15 Ley 30/1980.
840 V. gr., Fernández, “La autonomía...” cit. págs. 732 y 733.
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2 .  E l  MODELO INDEPENDIENTE

d e  b a n c a  c e n t r a l  e n  E sp a ñ a  ( 1 9 9 4 )

a. Las repercusiones de la integración europea 
en política monetaria

La integración europea ha tenido diferentes repercusiones en 
Europa en cuanto a los cambios legislativos y constitucionales que ha 
merecido el avance del proceso integrador. Ante las dificultades que 
entraña la reforma constitucional, en Europa ha tenido lugar —como 
ha puesto de relieve L ó p e z  A g u il a r— una cierta elasticidad 
constitucional, compatible con un elevado grado de rigidez formal. 
En las Constituciones contemporáneas han coexistido una pauta de 
extrema formalización del cambio constitucional y una pauta de 
disfrute de gran adaptabilidad de los textos a unas circunstancias 
cambiantes, como la progresiva integración europea8*1. No obstante, 
respecto a la Unión Económica y Monetaria en particular, ésta ha 
significado una alteración sustancial del ordenamiento jurídico de 
todos los países europeos, lo que ha obligado en varios casos a 
realizar reformas constitucionales8*2 que, como afirma P é r e z

8̂ 1 López Aguilar, J uan Fernando, “Maastricht y la problemática de la 
reforma de la Constitución”. Revista de Estudios Políticos n° 77, julio- 
septiembre 1992, págs. 58-59.
®42 En Francia, la Decisión del Consejo Constitucional 92-308, de 9 de abril, 
determinó la reforma constitucional, y la Ley Constitucional 92-554, de 25 
de junio, incorporó la referencia a la Unión Económica y Monetaria en un 
nuevo artículo 88.2 a la Constitución de 1958. En Alemania, como hemos 
visto, el debate doctrinal terminó en reforma constitucinoal. El Bundestag 
aprobó el 2 de diciembre de 1992 simultáneamente la Ley de ratificación del 
Tratado de la Unión Europea y una Ley de reforma constitucional que, 
entre otras modificaciones —entre ellas la del artículo 88 LFB, ya tratada—
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T rem ps, de una manera u otra venían a poner de manifiesto que la 
Unión Europea suponía un cambio cualitativo y no sólo cuantitativo 
respecto de las viejas Comunidades E u r o p e a s ^ . En el caso español, 
como ha analizado un importante sector de la doctrina, la reforma 
constitucional ante la profundidad de cambios que merecía el proceso 
europeo de integración no tuvo lugar en las dimensiones 
necesarias8**.

La discusión jurídica en tomo a la constitucionalidad del 
compromiso español que se producía con la firma del Tratado de la 
Unión Europea —el que, a la postre, conduciría a la cesión de la 
competencia en política monetaria en un banco central europeo 
independiente— se centró básicamente en una interpretación 
combinada de los artículos 93 y 95 CE. El artículo 93 CE, para cuya 
redacción el constituyente de 1978 tuvo en cuenta la —entonces 
futura— adhesión española al proceso de integración e u ro p e a 8^ ,

incluía un nuevo artículo 23, que habilitaba específicamente la ratificación 
del Tratado. El Bundesrat aprobó estas modificaciones el 18 de diciembre; 
el 25 de diciembre entró en vigor la reforma constitucional y el 31 de 
diciembre la Ley de ratificación del Tratado de la Unión Europea. 
Preguntado al respecto, el Tribunal Constitucional Federal confirmó, por 
medio de la sentencia de el 12 de octubre de 1993, la constitucionalidad de 
la ratificación del Tratado de Maastricht (cfr. Bacigalupo, Mariano, “La 
constitucionalidad del Tratado de la Unión Europea en Alemania 
(Sentencia del Tribunal Constitucional Federal de 12 de octubre de 1993)". 
Gaceta jurídica de la C. E. y de la competencia, abril 1994).
®43 Pérez Tremps, Pablo, “Derecho constitucional y Derecho comunitario”, 
en Trujillo, Gum ersindo; López Guerra, Luis; González-Trevijano, 

Pedro, La experiencia constitucional (1978-2000). Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, 2000, pág. 611.

La reforma del artículo 13 CE ha sido calificada de “epidérmica” tras la 
lectura del Tratado de la Unión Europea (García-Andrade, La posición 
jurídica... cit. pág. 90).
^5 Como el propio Consejo de Estado afirmó (Dictamen 850/91).
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habilitaba la celebración de tratados que, a través de una ley 
orgánica, podían atribuir a organizaciones o instituciones 
internacionales el ejercicio de competencias derivadas de la propia 
Constitución; por su parte, el artículo 95 CE dispone que la 
celebración de un tratado internacional que sea contrario al texto 
constitucional exige la previa revisión constitucional.

Estas previsiones estaban, desde luego, pensadas para un 
proceso de integración de perfil mucho más bajo que el que despegó 
tras la firma del Tratado de Maastricht, y durante aquellos 
importantes momentos no tuvo lugar, salvo en algunos sectores 
localizados, una reflexión de la profundidad y generalidad que 
Maastricht merecía. Por otra parte, las vías para conocer el parecer 
del Tribunal Constitucional, que la propia Constitución preveía, sobre 
la necesidad de reformar la Constitución previamente a que se diera 
un compromiso definitivo en el nivel de integración que exigía 
Maastricht, no fueron aprovechadas8̂ 6.

El artículo 95.2 CE deja en manos del Gobierno o de cualquiera de las 
Cámaras la posibilidad de requerir al Tribunal Constitucional para que 
declare si existe o no esta contradicción. El Gobierno utilizó esta vía, pero 
sólo requiriendo acerca de la necesidad de reforma entre el artículo 8.b.i 
TCEE y el articulo 13.2 CE, en relación con el derecho de sufragio pasivo en 
las elecciones municipales; el Tribunal afirmó la necesidad de reforma 
constitucional —que tuvo lugar el 27 de agosto de 1992—, y negó la 
posibilidad de que pueda reformarse la Constitución por vía del artículo 93 
CE (Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992). Al 
respecto, cfr. Aragón, Manuel, “La Constitución española y el Tratado de 
la Unión Europea: la reforma de la Constitución" Revista Española de 
Derecho constitucional n° 42, septiembre-diciembre 1994, págs. 9-26; 
López Aguilar, “Maastricht y la problemática...” cit. Como afirma Pérez 

Tremps, no faltaron voces que, de una forma u otra, reprocharon al 
Tribunal Constitucional que no incidiera en la singularidad constitucional 
que representaba el tratado de Maastricht con ocasión del control previo de
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Sin duda, puede afirmarse con Pérez Tremps que el artículo 93 

es un fundamento “débil” de la integración española en la Unión 
Europea. Como este autor afirma, el mismo precepto pensado para el 
ingreso de España en las Comunidades Europeas sirvió para hacer 
efectiva la transformación de éstas en la Unión Europea, con lo que 
ello ha supuesto: muy singularmente, a nuestros efectos, abrir el paso 
a una política monetaria común, a un Banco Central Europeo, y a una 
moneda común. Lo que en otros países se consideró que 
representaba una nueva realidad en la integración, que afectaba de 
manera esencial a la soberanía del Estado, y para la que resultaban 
insuficientes las viejas cláusulas constitucionales de apertura, en 
España, de hecho, se consideró un ejercicio más del poder de
integración^.

En el caso español, las repercusiones que provenían de la 
aprobación el Tratado de la Unión Europea en el ordenamiento 
estatal respecto al banco central se produjeron muy tempranamente.

constitucionalidad que debió ejercer, pero dado el sistema de justicia 
constitucional existente en España, que responde al principio de justicia 
rogada, plantearse el Tribunal cuestiones que nadie había sometido a su 
consideración hubiera supuesto un exceso en su actuación contrario a ese 
principio de justicia rogada y al principio de self restraint que debe presidir 
la actuación de un Tribunal Constitucional (P érez Tremps, “Derecho 
constitucional...” cit. pág. 612).
847 Ibidem,, pág. 612. En este sentido, Aragón, “La Constitución española y 
el Tratado...” cit. pág. 10. Para Ruipérez, a través del artículo 93 se produce 
una mutación constitucional, conforme a la cual las normas 
constitucionales y las de los Estatutos de Autonomía de las comunidades 
autónomas reciben otro contenido, en la medida en que sus preceptos 
regulan otras circunstancias distintas de las antes imaginadas (Ruipérez, 

Javier, La “Constitución Europea" y la teoría del poder constituyente. 
Algunas reflexiones críticas desde el Derecho Político. Biblioteca Nueva, 
Madrid, 2000, págs. 58 y 59).
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En concreto, la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco 
de España, que derogó expresamente la Ley so /iqSo8*8, incluyó 
notables modificaciones en la configuración de la banca central 
in d e p en d ie n tedesde el comienzo de la segunda etapa de la Unión 
Económica y Monetaria, sin esperar a la creación del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales, plazo máximo que señalaba el antiguo 
artículo 108 TCE para que los Estados miembros hicieran compatible 
las legislaciones nacionales con las disposiciones comúni t a r i a s 85°. La 
Ley 13/1994 fue reformada en un momento más cercano a la entrada 
en la tercera fase de la Unión Económica y Monetaria y la 
consecuente institución del Sistema Europeo de Bancos Centrales, 
con el principal objeto de insertar definitivamente al Banco de 
España en el sistema de banca central europea, por la Ley 12/1998,

848 Disposición derogatoria única Ley 13/1994.
849 Hasta el punto de que Pomed ha afirmado que, a la vista de su contenido 
y de la incidencia que la Ley tiene en la distribución de poderes en el seno 
de nuestro sistema jurídico, bien pudiera atribuirse a ésta la consideración 
de Ley Constitucional (Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 125).
850 Esta prontitud en la adaptación de la legislación española es debida, 
según la exposición de motivos de la Ley 13/1994, por parecer más 
congruente con el espíritu del tratado, con el esfuerzo de convergencia de 
los Estados miembros, con las posiciones defendidas por España a lo largo 
de la conferencia intergubemamental en la que se fraguó el Tratado, y con 
la actitud española en la puesta en práctica de disposiciones provenientes 
de la Comunidad Europea. Se trata, como señala García-Andrade , una 
opción del legislador español, al que nada obligaba a otorgar al Banco de 
España un régimen de autonomía tan intenso, ni con tanta prontitud, y que 
fue debida a la lucha contra la inflación, principalmente, que aconsejó el 
otorgamiento de este estatuto al banco central español sin esperar al inicio 
de la tercera etapa del establecimiento de la Unión Monetaria en Europa 
(García-Andrade, La posición jurídica... cit. págs. 59 y 63). Dicho cambio 
jurídico, como se analizará, ha aumentado, si cabe, las dudas respecto a la 
protección de la Constitución de una organización independiente con estas 
características.
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de 28 de abril, de modificación de la Ley 13/1994 de Autonomía del 
Banco de España8#. Se trataba, como señala Pomed a la vista de la 
Ley modificada, de evitar cualquier obstáculo que hipotéticamente 
pudiera surgir en el ordenamiento interno para el adecuado 
desempeño por el Banco de España de las fundones que le 
correspondieran como integrante del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales^2.

b. El estatuto del Banco de España después de 1994:
de la autonomía a la independenda.

Como la propia exposición de motivos de la Ley 13/1994 
acertadamente afirmó, la nueva normativa de configuración del 
Banco de España rompió definitivamente con la estructura que 
consagrara en 1962 el Decreto-ley de nacionalización del Banco, que 
lo había establecido en todos los órdenes como un apéndice directo 
del Gobierno, y que mantuvo su tradicional función de financiar al

851 La propia ley modificadora señalaba en su exposición de motivos que la 
reforma había tenido lugar “para asegurar la plena integración del Banco de 
España en el Sistema Europeo de Bancos Centrales, principio informador 
básico de la institución de la tercera fase de la Unión Económica y 
Monetaria’’. Las referencias realizadas a continuación a la Ley 13/1994 
tendrán lugar respecto al texto consolidado, en vigor desde el 1 de enero de 
1999. Con anterioridad, la disposición adicional vigésimo cuarta de la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del 
orden social había introducido algunas modificaciones en el mandato de los 
consejeros no natos del Consejo de Gobierno del Banco de España, y privar 
de derecho de voto a los vocales natos cuando el Consejo se pronuncie sobre 
asuntos relativos a política de tipo de cambio y de medios y sistemas de 
pago.
852 Pom ed S ánchez, Luis A lb e r to , “Dos reformas recientes de la Ley de 
Autonomía del Banco de España”. Revista de Derecho Bancario y Bursátil 
n° 70, abril-junio 1998, pág. 589.
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Estado. La nueva Ley profundizaba en la tendencia iniciada por el 
legislador de 1980, que consagró una institución dotada de 
autonomía. En efecto, las concordancias con la regulación jurídica de 
1980 son muchas —en particular, respecto a las funciones diferentes 
a la relacionada con la política monetaria—; no obstante, la 
configuración que le otorga al Banco de España el legislador de 1994 
no sólo altera el estatuto autónomo del banco central, que deja de ser 
una entidad subordinada a los criterios gubernamentales8̂ , sino que 
el Banco de España deja de ser un órgano autónomo para a 
configurarse como una institución independiente.

Expresamente la Ley 13/1994 señala que el Banco de España 
queda sometido al ordenamiento jurídico privado, salvo que actúe en 
el ejercicio de las potestades administrativas que le confiera la ley®54. 

La Ley 13/1994 excluye la intervención del Gobierno en el 
procedimiento de impugnación de los actos administrativos dictados 
por el Banco de España en el desarrollo de la política monetaria y de 
la emisión de billetes y monedas, así como en las sanciones 
impuestas en la aplicación de estas normas, pues los actos dictados 
en este sentido por el Banco de España ponen fin a la vía 
administrativa, y únicamente cabe recurso ante los tribunales —la 
Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, que 
conoce de los casos en única instancia, sin peijuicio de la 
competencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea—. De

853 Antón , J osé Antonio, aEl Proyecto de Ley de Autonomía del Banco de 
España*'. Cuadernos de información económica n° 70, enero 1993, pág. 
103.

En cuyo caso es de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común. Expresamente de excluye al Banco de España de a 
aplicación de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y 
funcionamiento de la Administración General del Estado (artículo 2 Ley 
13/ 1994)
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esta forma, se veda la eventual intervención del Ejecutivo en las 
decisiones del Banco por vía de los recursos8̂ . Los actos 
administrativos que dicta el Banco de España en el ejercicio de otras 
funciones, así como las sanciones que se impongan, sí son 
susceptibles de recurso ordinario ante el Ministro de Economía y 
Hacienda, con independencia de la competencia judicial que 
posteriormente pudiera iniciarse^6.

Con la nueva configuración del Banco de España, las 
principales competencias que esta institución ejercía pasan a formar 
parte de las funciones desarrolladas en el marco del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales. De esta forma, la política monetaria cambia de 
titularidad y pasa a manos del Banco Central Europeo y del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales —en el que participa el Banco de 
España—, que tiene la competencia exclusiva al respecto, tanto de 
definición como de ejecución de la política monetaria^. Por otra 
parte, el Banco de España sigue ejerciendo competencias propias 
—esto es, que no forman parte, al menos todavía, de las funciones 
generales que le corresponden como participante en el Sistema

®55 GarcÍa-Andrade, La posición jurídica... cit. pág. 51.
8s6 Artículo 2 Ley 13/1994. En este sentido, como señala GarcÍa-Andrade, 
se puede hablar de la existencia de dos niveles de autonomía: en las 
actividades del Banco en materia de política monetaria y de sistema de 
pagos, la autonomía alcanza su máxima expresión; en las demás funciones 
que no afectan a la política monetaria, como la supervisión bancaria o la 
función de tesorería, la autonomía es más mitigada (GarcÍa-Andrade, La 
posición jurídica... cit. págs. 56 y 67).

Además, en el marco del Sistema Europeo de Bancos Centrales y de la 
normativa comunitaria, corresponde al Banco de España participar en el 
desarrollo de las siguientes funciones: realizar operaciones de cambio de 
divisas; poseer y gestionar las reservas oficiales de divisas de los Estados 
miembros; promover el buen funcionamiento de pagos; y emitir los billetes 
de curso legal, principalmente (artículo 7.3 Ley 13/1994).
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Europeo de Bancos Centrales—, principalmente la de supervisión de 
la solvencia, actuación y cumplimiento de la normativa por parte de 
las entidades de crédito y de los mercados financieros^8. Como una 
más de las cláusulas definidoras de la independencia del ente emisor, 
la Ley prohibió la autorización de descubiertos o la concesión de 
cualquier otro tipo de crédito por el Banco de España al Estado, en 
cualquiera de sus ámbitos8̂ .

Al estilo de lo que como se analizará acontece con el Banco 
Central Europeo, la Ley establece un objetivo principal para las 
políticas del Banco de España, claramente definido: mantener la 
estabilidad de precios; sólo subsidiariamente —esto es, sin perjuicio 
del mantenimiento de la estabilidad de precios, como ocurría con 
anterioridad en el estatuto del Bundesbank y, a partir de Maastricht, 
con el Banco Central Europeo— el Banco de España apoyará la 
política económica general del Gobierno860. Esta constancia expresa 
de un objetivo primordial, que establece una guía en función de la 
cual el Banco debería orientar sus acciones, ha sido considerada por

8s® Artículo 7.6 Ley 13/1994. Además, corresponde a esta serie de funciones 
del Banco de España, en particular, la posesión y gestión de las reservas de 
divisas y metales preciosos que ni hubieran sido transferidas al Banco 
Central Europeo; la promoción del buen funcionamiento y estabilidad del 
sistema financiero y de los sistemas de pagos nacionales; la puesta en 
circulación de la moneda metálica; la prestación de los servicios de 
tesorería y agente financiero de la Deuda Pública; el asesoramiento al 
Gobierno y la realización de los informes y estudios; y la elaboración y 
publicación de las estadísticas relacionadas con sus funciones.

Artículo 13.2 Ley 13/1994.
860 Artículo 7.2 Ley 13/1994.

417



Rubén Martínez Dalmau

la doctrina como un principal aspecto de la independencia861 del 
Banco de España.

Por otra parte, los miembros que integran los órganos de 
gobierno del Banco de España son dotados de unas características 
que aumentan notablemente su autonomía frente a las que pudieran 
considerarse injerencias de otros poderes públicos. Se mantiene la 
división entre un óigano plenario, el Consejo de Gobierno, y un 
órgano de menores dimensiones y que asume las funciones más 
importantes de carácter operativo862, la Comisión Ejecutiva863.

El Consejo de Gobierno está formado por el Gobernador 
—director del Banco de España—, el Subgobemador, seis consejeros, 
el Director general del Tesoro y Política Financiera, y el 
Vicepresidente de la Comisión Nacional del Mercado de Valores86*, si 
bien estos dos últimos cargos, que podrían depender en mayor 
medida del Ejecutivo, no cuentan con derecho a voto en las funciones 
que el Banco de España desarrolla en el ámbito de su participación en 
el Sistema Europeo de Bancos Centrales, esto es, principalmente en 
lo concerniente a la política monetaria8̂ . Su permanencia obedece al 
mantenimiento en el listado de funciones del Banco de España de 
funciones como la de supervisión bancaria, que sí se considera 
precisa de la presencia de estos cargos. Corresponde al Consejo de

861 V. gr., Gutiérrez Junquera, Fernando, “La autonomía del Banco de 
España y el nuevo diseño de la política monetaria”. Papeles de Economía 
Española n° 65,1995, págs. 2 y 3.
862 Antón, “El proyecto de Ley...” cit pág. 107.

^3 Al estilo de la estructura del Bundesbank con anterioridad a la reforma 
de 2002.
86« Artículo 20.1 Ley 13/1994.
“ s Como señala el artículo 20.3 Ley 13/1994. De esta forma, se anula el 
resquicio que podía quedar de intervención del Ejecutivo a través de los 
miembros que dependen directamente de él.
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Gobierno, principalmente, aprobar las directrices generales de 
actuación del Banco para el cumplimiento de sus funciones; aprobar 
los informes del Banco, a propuesta de la Comisión Ejecutiva; 
aprobar las Circulares monetarias y las circulares del Banco, aprobar 
la propuesta de presupuestos del Banco, así como las directrices de la 
política de personal; e imponer las sanciones que sean competencia 
del Banco de España. Sus reuniones deben ser, al menos, diez al 
año866.

El Gobernador, el Subgobemador y dos consejeros componen 
la Comisión Ejecutiva que, con sujeción a las directrices del Consejo 
de Gobierno, entre otras funciones contribuye a la instrumentación 
de la política monetaria desarrollada por el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales; oiganiza el Banco y efectúa el nombramiento de 
los directores generales —que ratifica el Consejo de Gobierno—; e 
incoa los expedientes sancionadores y las medidas de intervención 
respecto a las entidades de crédito. Sus reuniones dependen de la 
convocatoria del Gobernador86?.

En la designación de los miembros de los óiganos rectores 
interviene principalmente el Gobierno; el Presidente del Gobierno 
propone al Gobernador, cuyo nombramiento corresponde al Rey. La 
norma prevé que, con carácter previo al nombramiento del 
Gobernador, el Ministro de Economía y Hacienda comparezca ante la 
Comisión competente del Congreso de los Diputados para informar 
sobre el candidato propuesto, en lo que puede ser una de las escasas 
intervenciones parlamentarias de control democrático del Banco de 
España. Una vez nombrado el Gobernador en su cargo, participa 
directamente en la integración de los órganos directores de la 
institución: el Subgobemador es designado por el Gobierno, a

866 Artículos 21.1 y 21.2 Ley 13/1994.
867 Artículo 23 Ley 13/1994.
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propuesta del Gobernador, y los seis consejeros son designados por el 
Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, oído el 
Gobernador del Banco de España. De entre éstos, el propio Consejo 
de Gobierno del Banco, a propuesta del Gobernador, designa a los 
dos consejeros que integran la Comisión Ejecutiva. En todos los casos 
está presente el requisito de capacidad; en el caso del Gobernador y 
del Subgobemador, se requiere que tengan reconocida competencia 
en asuntos monetarios o bancarios; en el caso de los consejeros, 
reconocida competencia en el campo de la economía o del 
Derecho868.

El mandato de los miembros no natos del Consejo de Gobierno 
es de seis años, lo que significa un añadido a la autonomía de los 
órganos. Por otra parte, el mandato del Gobernador y del 
Subgobemador no es renovable, mientras que el de los consejeros es 
renovable por una sola vez. Su remoción está extraordinariamente 
limitada puesto que, además de otras causas generales que pueden 
provocar el cese en el cargo86?, sólo pueden ser separados del órgano 
de gobierno del Banco de España por acuerdo del Ejecutivo, por 
incapacidad permanente para el ejercicio de su función, 
incumplimiento grave de sus obligaciones, incompatibilidad 
sobrevenida o procesamiento por delito doloso. Salvo en este último 
caso, el acuerdo de separación debe adoptarse a propuesta del 
Consejo de Gobierno del Banco de España, previa audiencia del 
interesado8?0. Por lo que, finalmente, la apreciación de cualquiera de 
estas causales de separación reside en el propio Banco, sin cuya 
voluntad la separación no puede tener lugar.

868 Artículo 24 Ley 13/1994.
869 Esto es, expiración del mandato, renuncia, o haber alcanzado los setenta 
años de edad (artículo 25.4 c) Ley 13/1994).
8?° Artículo 25 Ley 13/1994.
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Por la configuración de su integración, puede afirmarse, con 
Ga r c ía -A n d r a d e , que en la organización de la dirección del Banco de 
España no concurren las tradicionales fórmulas para el control de los 
órganos políticos o administrativos; el procedimiento de separación 
de los miembros del Consejo de Gobierno, la imposibilidad de 
renovación en el cargo del Gobernador y Subgobemador, así como la 
prolongada duración del mandato de éstos, permiten que el Consejo 
de Gobierno del Banco no dependa de quien lo nombró —el 
Ejecutivo, que tampoco puede realizar funciones institucionalizadas 
de control del ente— y que tenga una gran capacidad de decisión 
sobre sí mismo8?1.

Un estricto régimen de incompatibilidades completa el 
estatuto independiente de los integrantes de los órganos rectores del 
Banco de España. El Gobernador y el Subgobemador están sujetos al 
régimen de incompatibilidades de los altos cargos, y no pueden 
ejercer cualquier profesión pública o privada, salvo cuando sean 
inherentes a su condición o les vengan impuestas por su carácter de 
representantes del Banco. A estas incompatibilidades durante el 
ejercicio del cargo, la Ley añade otras posteriores al caigo, que ya 
existían en la regulación inmediatamente anterior: durante los dos 
años siguientes, no pueden ejercer actividad profesional alguna 
relacionada con las entidades de crédito o con los mercados de 
valores. Para ello, se prevé una compensación económica mensual 
durante el periodo de duración de la incompatibilidad ex post igual al 
ochenta por cien del total de retribuciones asignadas al cargo 
respectivo8?2.

8?1 García-Andrade, La posición juríd ica ... cit. pág. 77.

872 Artículo Ley 13/1994, que observa que dicha retribución económica 
compensatoria de la incompatibilidad prescrita no tendrá lugar cuando la 
persona desempeñe un trabajo remunerado —con excepción de la
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Los Consejeros, por su parte, están sujetos a un régimen de 
incompatibilidades menos estricto, y únicamente durante su 
permanencia en el cargo. En el transcurso de su mandato, no pueden 
ejercer actividades profesionales relacionadas con entidades de 
crédito —cualquiera que sea su naturaleza—, con los mercados de 
valores o con instituciones financieras privadas. Expresamente se 
señala que el puesto de consejero del Banco de España es compatible 
con el desarrollo de la función docente y de investigación8̂ . Para 
todos los miembros del Consejo de Gobierno se prevé 
normativamente la existencia de limitaciones que deben colaborar en 
el desarrollo independiente de su labor8™.

También en correlación, como se analizará, con lo que sucede 
en el Banco Central Europeo, la nueva regulación del Banco de 
España le confiere una amplia capacidad de dictar normas y de 
prever sanciones para los casos de infracción; esta potestad 
normativa ha constituido, como defiende la doctrina, uno de los 
instrumentos jurídicos que más ha contribuido a dotar de autonomía 
al Banco de España875 pues, aunque ya existía en la regulación del

docencia— ni cuando el cese se haya producido en virtud de separación 
acordada por el Gobierno.
®73 Artículo 26.2 Ley 13/1994.
874 En concreto, los miembros del Consejo de Gobierno deben abstenerse de 
adquirir o poseer bienes o derechos, y de realizar cualesquiera actividades, 
que pueda menoscabar su independencia o imparcialidad en el ejercicio de 
sus funciones, producirles conflictos de intereses o permitirles la utilización 
de forma privilegiada. Deben efectuar una declaración relativa a sus 
actividades y a su patrimonio, así como los de su cónyuge no separado e 
hijos dependientes, declaración que debe inscribirse en el Registro de 
Intereses de Altos Caigos (artículo 28 Ley 13/1994).
875 García-Andrade, La posición ju ríd ica ... cit. pág. 70.
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Banco de España autónomo, ahora se ejerce sin mecanismos 
suficientes de control por parte del resto de los poderes públicos.

Al Banco de España se le reconoce la potestad normativa a 
través de las denominadas “circulares monetarias”, y la potestad 
reglamentaria a través de las conocidas como “circulares”8?6. Tanto 
unas como otras deben ser publicadas en el Boletín Oficial del 
Estado, y entran en vigor conforme a lo previsto en el artículo 2 del 
Código Civil. La norma exime expresamente a las circulares 
monetarias y las circulares del Banco de España del procedimiento 
general de elaboración de los reglamentos aprobados por el 
Gobierno8??, y el único requisito que impone es que, en el caso de las

876 Al respecto, cfr. Trujillo, María José, La potestad normativa del
Banco de España: el régimen dual establecido por la Ley de Autonomía. 
Banco de España, Madrid, 1995. Como señala GarcÍa-Andrade, cabe 
destacar la relevancia que para la autonomía tiene la distinción entre 
circulares monetarias y circulares: la habilitación directa al Banco para
ordenar, mediante circulares monetarias, el sistema monetario, refuerza la
parcela de autonomía plena atribuida al Banco de España, mientras que la 
necesidad de una norma previa que habilite expresamente al Banco para 
regular reglamentariamente, a través de las circulares, otras de sus
funciones, constituye una importante quiebra en el escudo de la autonomía. 
La diferenciación del régimen en la potestad normativa cierra, de esta
forma, el régimen dual del Banco: autonomía nítida en relación a la política
monetaria y presencia de la dirección del Gobierno en el ejercicio de otras 
funciones, como la supervisión (García-Andrade, La posición jurídica... 
cit. pág. 69).
8?? Regulado en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de nomembre, de 
organización, competencia y funcionamiento del Gobierno. En este 
sentido, como afirma García-Andrade, el reconocimiento de una potestad 
reglamentaria propia al Banco de España configura un ámbito de la política 
monetaria cuya ordenación reglamentaria tiene vedada el Gobierno 
(ibidem,, pág. 51).
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Circulares, sean “oídos los sectores interesados”8̂ . Ante estas 
disposiciones únicamente cabe impugnación directa ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional8??.

La capacidad organizativa del Banco de España reside en su 
Consejo de Gobierno que, a propuesta de la Comisión Ejecutiva, 
aprueba el Reglamento interno del Banco880, lo que es otra garantía 
de su independencia frente a un Ejecutivo que no puede regular los

Fernández señaló, respecto al Proyecto de Ley —si bien este enunciado 
no cambió—, que la norma hace obligatoria la consulta previa, pero no 
prejuzga ni la forma ni el plazo para efectuarla, “lo que es acertado, pues la 
rapidez con la que muchas veces es necesario actuar hace inviables las 
consultas formalizadas. En esta línea, y por estas mismas razones, sería 
prudente corregir el texto del Proyecto, incorporando la excepción de tal 
consulta en los casos de urgencia que hagan ésta imposible o, incluso, 
perjudicial para la efectiva satisfacción de los intereses públicos en juego”. 
Fernández, Tomás Ramón, “Notas sobre el proyecto de Ley de Autonomía 
del Banco de España”. Papeles de Economía Española n° 54,1993, pág. 43. 
8t9 Artículo 3.2 Ley 13/1994.
880 Artículo 21.1 f) Ley 13/1994. Esta capacidad se materializó a través del 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 14 de noviembre de 1996, y fue 
modificado por el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 22 de febrero de 
2000; más adelante, fue derogado tras la aprobación de un nuevo 
Reglamento interno, por medio de la Resolución de 28 de marzo de 2000, 
del Consejo de Gobierno del Banco de España, por la que se aprueba el 
Reglamento interno del Banco de España. El primero de los Reglamentos 
se refería en su artículo 1.1 al “autogobierno del Banco de España”, 
expresión que fue criticada por Pomed (Pomed Sánchez, Luis Alberto, 

“Las potestades normativas del Banco de España tras la aprobación de su 
Reglamento interno”. Revista de Derecho Bancario y Bursátil n° 67, julio- 
septiembre 1997, págs. 664 y 665). Sobre la organización del Banco de 
España tras la aprobación del Reglamento, cfr. Servicio de 

Asesoramiento sobre el Sistema Bancario Español, “El Banco de 
España como institución”. Análisis n° 78, octubre-noviembre 1996, págs. 3-
23.
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detalles del funcionamiento y organización del Banco de España. 
También el régimen económico que determina la Ley 13/1994 
beneficia ampliamente la independencia del banco central español881, 
si bien incorpora algunos elementos de control por parte de los 
poderes públicos. Por una parte, la propuesta de presupuesto de 
gastos de funcionamiento e inversiones del Banco de España se 
aprueba por su Consejo de Gobierno, que lo remite al Gobierno para 
que lo traslade, para su aprobación, a las Cortes Generales.

La Ley indica que el presupuesto debe tener carácter 
estimativo, y que no será objeto de consolidación con los restantes 
presupuestos del sector público estatal882. En esta sede, las 
posibilidades de control del Gobierno son mínimas, y su única 
función es la remisión al Parlamento. Por el contrario, debe 
considerarse que éste sí cuenta con la capacidad de no aprobar el 
presupuesto. De hecho, el Reglamento Interno del Banco de España 
prevé que si el presupuesto de gastos de funcionamiento e 
inversiones del Banco no obtiene las preceptivas aprobaciones —del 
Consejo de gobierno del propio Banco o de las Cortes Generales, sin 
mencionar al Ejecutivo—, antes del primer día económico en que 
aquél hubiera de regir, se considerará prorrogado el del ejercicio 
inmediato anterior, hasta la aprobación del nuevo presupuesto8̂ .

881 Se trata, como señala García-Andrade, de “una autonomía económica 
verdadera* (García-Andrade, La posición jurídica... cit. pág. 51).
882 Artículo 4 Ley 13/1994. Lo que no significa, como ha defendido POMED, 

que no deba integrarse en las sucesivas Leyes anuales de Presupuestos 
Generales del Estado, como anexo, en virtud del principio de unidad y 
universalidad presupuestaria que se desprende del artículo 134.2 CE 
(Pomed, Régimen jurídico... cit. págs. 313 y ss).
^3 Artículo 28.6 Reglamento interno Banco de España. De cuyo tenor de
desprende la posibilidad de que el Consejo de Gobierno no apruebe la 
propuesta de presupuesto, lo que impediría que éste llegara a las Cortes 
Generales y forzaría a repetir el presupuesto anterior.
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Por el contrario, la aprobación del balance y cuentas del 
ejercicio del Banco de España no corre a cargo del Parlamento, sino 
del Gobierno. En efecto, las cuentas anuales —cuyo proyecto pasa por 
la Comisión Ejecutiva y la aprobación del Consejo de Gobierno del 
Banco884— son aprobadas por el Ejecutivo, a propuesta del Ministro 
de Economía y Hacienda8̂ . Señala Pomed que se trata de uno de los 
escasos reflejos de la anterior existencia de una relación de 
instrumentalidad que perviven en el estatuto jurídico del Banco, que 
se explica desde la perspectiva de la propiedad del Banco886, pero lo 
cierto es que es uno de los escasos instrumentos de control que, en 
determinado momento, el Gobierno puede hacer valer. Como en la 
regulación anterior, las cuentas del Banco de España quedan sujetas 
a la fiscalización externa del Tribunal de Cuentas8̂ , sin peijuicio del 
art. 27 ESEBC, aunque cabe recordar que el control que realiza el 
Tribunal de Cuentas es técnico, y no político.

c. Las relaciones del Banco de España independiente
con el resto de poderes públicos

Una de las principales manifestaciones de la autonomía del 
banco central es, en consonancia con la normativa comunitaria, la 
prohibición de que el Gobierno o cualquier otro órgano, nacional o 
comunitario, puedan dar instrucciones al Banco de España, así como

Artículo 29.3 Reglamento interno Banco de España.
^5 Artículo 4.2 Ley 13/1994.
886 “Siendo conscientes de las sustanciales diferencias que existen entre uno 
y otro supuesto, podríamos decir que el Gobierno actúa aquí en su calidad 
de Junta general de accionistas del Banco de España, ratificando la gestión 
de éste durante el último ejercicio” (ibidem,, pág. 318).

Artículo 4.2 Ley 13/1994.
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que éste pueda recabarlas o aceptarlas888; se quiebra, en esta sede, 
cualquier manifestación del principio de jerarquía o dependencia 
administrativa del órgano superior8̂  que pudiera haber quedado en 
la regulación anterior.

La independencia del Banco de España se refiere, desde luego, 
a los poderes públicos que no están en una posición jerárquica 
superior dentro del Sistema Europeo de Bancos Centrales. La Ley 
13/1994 integra al Banco de España en dicho Sistema, lo que 
determina la aplicación directa de la normativa comunitaria y, en 
concreto, la dirección hegemónica del Banco Central Europeo. El 
artículo 1.3 in fine  de la Ley 13/1994 no puede ser más explícito al 
respecto: “en el ejercicio de las funciones que se deriven de su 
condición de parte integrante del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales, el Banco de España se ajustará a las orientaciones e 
instrucciones emanadas del Banco Central Europeo en virtud de 
dichas disposiciones”, en referencia a la normativa comunitaria 
aplicable.

Aunque el artículo 10 de la Ley 13/1994 está encabezado como 
“Información y control en materia de política monetaria”, lo cierto es 
que el término control no responde bien a los mecanismos que dicho 
artículo desarrolla. Se establece la obligación de que el Banco de 
España informe regularmente a las Cortes Generales y al Gobierno de 
los objetivos y ejecución de la política monetaria. Pero se trata de una 
simple información respecto a sus proposiciones, como el mismo 
artículo recuerda al apelar al antiguo artículo 107 TCE como límite a 
la relación entre los bancos centrales nacionales y los poderes

sss Artículo 7.4 Ley 13/1994. Cfr., en general, Ortega Fernández, 

Raimundo, “La autonomía del Banco de España, ¿una ilusión imposible?. 
Cuadernos de información económica n° 96, marzo 1995, págs. 23-38.

889 García-Andrade, La posición jurídica... cit. págs. 51 y  52.
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públicos, además de las reglas sobre secreto profesional del Banco 
Central Europeo. El suministro de esta información tiene lugar a 
través del Gobernador del Banco de España, que puede ser 
convocado a las Comisiones del Congreso o del Senado o mixtas de 
ambas Cámaras, o a las reuniones del Consejo de Ministros o a las de 
su Comisión Delegada para Asuntos Económicos8?0.

A lo que hay que añadir que la incidencia que respecto al 
control democrático tiene el deber de secreto es notable. Los 
miembros del Banco de España, tanto de sus órganos rectores como 
su personal, tienen la obligación de guardar secreto, incluso después 
de cesar en sus funciones, de cuantas informaciones de naturaleza 
confidencial tengan conocimiento en el ejercicio de sus cargos8?1. El 
sometimiento al secreto de la información —que debe entenderse no 
puede reservarse ante el juez— actúa frente todos los poderes 
públicos. De hecho, la Ley prevé que únicamente las Cortes Generales 
accedan a la información sometida al deber de secreto a través del 
Gobernador del Banco de España, según el procedimiento 
parlamentario previsto8?2.

890 Artículo 10.1 Ley 13/1994. También puede ser convocado a las reuniones 
del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas 
con el fin de facilitar el ejercicio de las tareas de coordinación financiera 
que dicho Consejo tiene atribuidas (artículo 10.2 Ley 13/1994).
891 Artículo 6.1 Ley 13/1994.
892 Artículo 6.1 Ley 13/1994. Incluso en estos casos, el Gobernador puede 
solicitar motivadamente de los órganos competentes de la Cámara la 
celebración de sesión secreta o de aplicación del procedimiento establecido 
para el accedo a las materias clasificadas. Por otra parte, la información del 
Banco de España a las Cortes Generales y al Gobierno debe realizarse sin 
peijuicio “de las reglas sobre secreto profesional del Banco Central 
Europeo* (artículo 10 Ley 13/1994).
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En resumen, cabe afirmar que en el estatuto del Banco de 
España tras las reformas legislativas de 1994 y posteriores configuran 
un banco central independiente, al estilo del banco central alemán o, 
como se analizará, del Banco Central Europeo. Independiente, y no 
autónomo, cual era su naturaleza en la regulación anterior. Por lo 
tanto, cabe cuestionarse seriamente si el banco central español, en su 
configuración actual, cumple con los requisitos de origen y control 
democráticos exigibles por la vigencia del principio democrático en el 
Estado constitucional.

3 . E stado  co nstitucional , pr in c ipio  dem ocrático

Y BANCA CENTRAL EN ESPAÑA

a. La política monetaria 
en la Constitución económica española

La amplitud de la Constitución económica^ española de 1978 
ha sido reconocida en multitud de ocasiones por la doctrina8̂ . Las

®93 Puede definirse, con García Pelayo, la Constitución económica 
(traducción del término alemán Wirtschaftsverfassung) como las normas 
básicas destinadas a proporcionar el marco jurídico fundamental para la 
estructura y funcionamiento de la actividad económica, esto es, el orden y el 
proceso económico. En este sentido, tuvo su aparición en las Constituciones 
porsteriores a la II Guerra Mundial, cuando se adquirió conciencia de su 
impostancia tanto por los tratadistas de derecho constitucional como por 
los tratadistas de política económica (García Pelayo, Manuel, 

“Consideraciones sobre las cláusulas económicas de la Constitución”, en 
Ramírez, Manuel (edj, Estudios sobre la Constitución española de 1978. 
Pórtico, Zaragoza, 1979, pág. 31).
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normas económicas irradian una buena parte del articulado de la 
Constitución, y con el texto constitucional en la mano cabe plantear 
las más diversas políticas en sus vertientes menos extremas. No podía 
ser menos, en un texto constitucional que, como es sabido, fue 
forzosamente de consenso y que concluyó, en términos de De J uan, 

en una Constitución económica de comprom iso8̂ . Tal flexibilidad en 
los preceptos económicos ha llevado, empero, a un sector escéptico 
de la doctrina a negarla existencia de una Constitución económica en 
el texto de 19788*0; pero tal conclusión, no sólo no es acertada a la 
vista del texto constitucional, sino que incluso puede ser peligrosa. Es 
cierto que la Constitución española, por voluntad expresa del 
constituyente, no plantea un programa económico único8*?, pero 
también es cierto que hace constar determinados y relevantes 
principios en este ámbito, que deben servir no ya sólo de orientación 
sino, lo que es si cabe más relevante, de límite a los poderes públicos 
a la hora de ejercer sus competencias en el campo de la economía8*8.

Por todos, cfr. los trabajos de De Juan Asenjo, Óscar, La Constitución 
Económica Española. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1984., y 
Bassols Coma, Martín, Constitución y Sistema Económico. Tecnos, 
Madrid, 1985.
^5 De Juan, La Constitución Económica... cit. pág. 47.

896 Ibidem, págs. 54 y ss.
De la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la materia se colige que 

la Constitución no ha consagrado un determinado modelo económico que 
pueda convertirse por sí mismo en parámetro jurídico de valoración de la 
legitimidad de las diversas actuaciones de los poderes públicos en el campo 
económico (Albertí Rovira, Enoch, “La Constitución económica. 
Tendencias a los veinte años de la Constitución”, en Trujill.0, 

Gumersindo; López Guerra, Luis; González-Trevuano, Pedro, La 
experiencia constitucional (1978-2000). Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Madrid, 2000, pág. 127).
898 En este sentido, la STC 1/1982, de 28 de enero, señala que “En la 
Constitución de 1978, a diferencia de lo que solía ocurrir con lias 
Constituciones liberales del siglo XIX y de forma semejante a lo que sucede
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Son varios los autores que denuncian que la Constitución de 
1978 no dedicó la atención que merecía, ya en el momento de su 
redacción, la política monetaria8" . Pueden ser varias las causas, y 
entre ellas señala Pomed el reducido protagonismo que revistiera en 
su momento la Constitución económica formal y el déficit de la teoría 
constitucional en el tratamiento de la vertiente financiera de la 
economía*50. Pero si partimos, como concluye De J uan, en que en la 
Constitución de 1978 existe una verdadera ordenación económica 
constitucional, y de que sus irregularidades formales y la ambigüedad 
en su contenido no son óbice para que en la Norma Fundamental se 
contengan las reglas básicas del juego económico*51, es difícil pensar 
que una materia tan determinante en este juego económico como la 
política monetaria no pueda encontrar algún acomodo en el texto de 
la Constitución, si bien a través de un particular esfuerzo de 
interpretación general.

La explícita regulación jurídica de la política monetaria en la 
Constitución es, ciertamente, breve, lo que no significa que no exista

en las más recientes Constituciones europeas, existen varias normas 
destinadas a proporcionar el marco jurídico fundamental para la estructura 
y funcionamiento de la actividad económica; el conjunto de todas ellas 
compone lo que suele denominarse la constitución económica o 
constitución económica formal. Ese marco implica la existencia de unos 
principios básicos del orden económico que han de aplicarse con carácter 
unitario, unicidad que está reiteradamente exigida por la Constitución” (F. 
J.i).
899 En este sentido, Fernández, “La autonomía...” cit. pág. 729; Pomed, 

Régimen jurídico... cit. pág. 131; Orriols y  Roca, Banco de... cit. pág. 148.

900 Pomed Sánchez, Luis Alberto, “Algunas reflexiones sobre los 

problemas actuales del Derecho público bancario en España”. Revista de 
Derecho Bancario y Bursátil n° 62, abril-junio 1996, pág. 379.

901 De Juan, La Constitución Económica Española, cit. pág. 313.
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o que su importancia sea menor. El artículo 149.1.11o CE asigna al 
Estado la competencia exclusiva respecto al sistema monetario y las 
bases de ordenación del crédito, banca y seguros?02; el artículo 
149.1.13o CE le otorga al Estado la competencia sobre las bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
sobre estas materias ejercen la potestad legislativa las Cortes 
Generales, de acuerdo con el artículo 66 CE, mientras que la potestad 
ejecutiva corresponde al Gobierno, director de la política interior, de 
la Administración Pública, y responsable de la potestad 
reglamentaria, como señala el artículo 97 CE. Por otra parte, debe 
afirmarse la plena aplicabilidad de los principios constitucionales 
informadores de la Administración Pública a la denominada 
Administración económica y, dentro de ésta, al Banco de España, aun 
cuando deban tenerse en cuenta las características peculiares de esta 
entidad?°3.

La única referencia a la política antiinflacionista que se 
encuentra en la Constitución reside en el artículo 40.1 CE, cuando 
determina que los poderes públicos deben promover las condiciones 
favorables para el progreso social y económico y para una 
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. “De manera 
especial”, continúa el artículo, “realizarán una política orientada al 
pleno empleo”.

Dicho artículo, como puede observarse, incluye enunciados 
generales que responden bien al título del capítulo donde

902 Señala Pomed que de dicho artículo cabe desprender la distinción 
“indiscutible” que realiza la Constitución entre sistema y monetario y 
sistema crediticio; además, la ubicación sistemática de una y otra referencia 
mostrarían la conciencia de su estrecha vinculación, de sus mutuos 
condicionamientos (Pomed, “Algunas reflexiones...” cit pág. 380).
903 Ibidem,, pág. 379.
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sistemáticamente se sitúa —el Capítulo tercero del Título I—, esto es, 
“De los principios rectores de la política social y económica”. De una 
interpretación estricta del artículo no puede desprenderse una 
absoluta obligación de los poderes públicos a destinar sus máximos 
esfuerzos en el momento de la elaboración de la política económica, 
por encima de cualquier otra prioridad, en la lucha contra la 
inflación. El artículo 40.1 CE coloca a la estabilidad económica como 
marco en el que tendrán lugar la formulación del resto de políticas 
económicas. A lo que cabe añadir que, como el propio legislador de 
1994 reconoció, la estabilidad de los precios es parte relevante de la 
estabilidad económica mencionada en el artículo 40 CE, pero no su 
único contenido***. La estabilidad económica es, ciertamente, un 
valor protegido por la Constitución, pero no superior a cualquier otro 
que la Constitución reconoce y, por lo tanto, debe conjugarse con el 
resto de valores que la Norma Fundamental considera en igual grado, 
como la orientación al pleno empleo**.

La aplicación de una política monetaria basada en la cantidad 
de dinero de signo estabilizador que incidiese contra la inflación, fue 
ciertamente una de las palancas de articulación de la política 
antiinflacionista diseñada en los Pactos de la Moncloa que se 
firmaron en octubre de 1977 y, que por lo tanto, obligatoriamente 
estaba presente en el entorno económico que rodeó la elaboración del 
texto constitucional de 1978, y fue tenida en cuenta por los

904 La exposición de motivos de la Ley 13/1994 indicaba que “la estabilidad 
de los precios (es) ingrediente esencial, aunque ciertamente no único, de la 
estabilidad económica a la que se refiere el artículo 40 de la Constitución”.
905 Respecto a la eficacia jurídica de los principios rectores de la política 
social y económica, cff. De Juan, La Constitución económica... cit. pág. 120 
yss.
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constituyentes*06. Por lo tanto, si los constituyentes no le otorgaron 
ningún objetivo superior a la política monetaria —como podría ser su 
necesaria orientación hacia la estabilidad de los precios— ni 
buscaron mecanismos alternativos a la ejecución de la competencia 
en materia monetaria diferente de la habitual —a través, por ejemplo, 
de la instauración de un banco central autónomo y responsable de la 
política monetaria, configurado como órgano constitucional—, fue 
conscientemente*0?.

La introducción de una mención a la estabilidad económica 
tuvo lugar durante la discusión constituyente*08 en el artículo 35 del 
Anteproyecto, que se recogió en el artículo 36 del informe de la 
Ponencia, y que quedaba redactado de la siguiente manera: “Los

9°6 Cfr. Fuentes Q uintana, Enrique, “De los Pactos de la Moncloa a la 
Constitución (julio 1977-diciembre 1978), en G arcía D elgad o , José  Luis 

(dir.), Economía española de la transición y la democracia 1973-1986. 
Centro de Investigaciones sociológicas, Madrid, 1990, pág. 174 y ss. Este 
mismo autor afirma que “el convencimiento de partida en la elaboración de 
los Pactos de la Moncloa fue el de que la inflación a largo plazo no acarrea 
bien alguno para una sociedad (...) En efecto, como mostraba 
irrefutablemente la experiencia, la inflación no conseguía aumentar de 
forma sostenida la tasa real de desarrollo, y siempre había acabado mal en 
todos los países que habían buscado a través de ella la solución de sus 
problemas” (Fuentes Quintana, “De los Pactos de la Moncloa a la 
Constitución...” cit. pág. 29).
9°7 De hecho, cabe reflexionar en mayor medida sobre el tema si aceptamos, 
como defiende Ortega, que es fundamentalmente a partir de los Pactos de 
la Moncloa cuando el banco emisor comenzó a gozar de una creciente 
autonomía (Ortega, Raimundo, “La autonomía del Banco de España y el 
control de la inflación”. Papeles de Economía Española n° 65, 1995, pág. 
27), elemento claro que demuestra que el problema de la autonomía del 
Banco de España podría haber estado sobre la mesa durante la redacción 
del texto constitucional.
*°8 Al respecto, cfr. Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 132 y  ss.
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poderes públicos fomentarán una política que asegure la estabilidad 
económica, el pleno empleo y la formación y readaptación 
profesionales;...”. La referencia a la estabilidad económica como valor 
constitucional desapareció en el Senado, basada en un voto 
particular, pero fue reintroducida por la Comisión mixta Congreso- 
Senado en lo que, sin otro cambio, quedaría como texto definitivo del 
artículo 40.1 CE.

Como afirma Echevarría, el artículo 40 no originó grandes 
debates a lo laigo de su tramitación parlamentaria, probablemente a 
causa de los términos genéricos en que se concibió y, sobre todo, por 
encontrarse dentro del área más claramente afectada por el 
consensos  Los constituyentes eran, pues, conscientes de la 
importancia de referirse a la estabilidad económica como marco del 
papel de los poderes públicos en el campo económico y, con Pomed , 

puede afirmarse que fue voluntad expresa de los constituyentes el 
proclamar la estabilidad monetaria —incluida en la estabilidad 
económica— como valor constitucional^10 pero, al mismo tiempo, en 
la posición constitucional que ocupó definitivamente.

En efecto; con independencia de que se trate de un objeto 
constitucionalmente protegido —objetivo económico básico, como lo 
denomina Bassols 1̂1— más que, propiamente, de un valor 
constitucional, lo cierto es que la estabilidad económica no se 
constituye en la Constitución como superior al resto de objetos

9°9 Echevarría Mayo, Bernabé, “Artículo 4 0 ”, en Alzaga Villaamil, 

ÓSCAR (DirJ, Coméntanos a las leyes políticas. EDERSA, Madrid, 1984,

pág. 51.

910 Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 136.

911 Bassols, Constitución y sistema... cit. pág. 95
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protegidos^12. Como ha afirmado Pomed, el artículo 401 CE enuncia 
una directriz cuyos destinatarios son los poderes públicos, pero no un 
auténtico derecho subjetivo a la estabilidad monetaria; su naturaleza 
directiva y su carácter estructural obliga a tenerlo presente en el 
diseño de todas las políticas económicas que pueden incidir en la 
efectividad de dicho valor, pero no puede predicarse la 
inconstitucionalidad de aquellas medidas económicas que, 
provocando un cierto incremento de la inflación, tengan como fin 
último la realización de otros valores constitucionales, como la 
consecución del pleno empleo^.

b. El estatuto independiente del Banco de España: 
déficit de legitimidad democrática

El caso de la independencia del Banco de España ha 
mantenido dividida a la doctrina jurídica, una parte importante de la 
cual no acaba de ver su inserción en un Estado democrático de 
Derecho. Defiende Pomed que el Banco de España corona la

912 De hecho, señala Echevarría, el artículo 40  CE es “un precepto de 
carácter programático, que tiene como función orientar la actividad del 
Estado, por lo que carece de aplicación inmediata y  no es susceptible de
generar derechos subjetivos (...). Ello explica, de alguna manera, la escasa 
concreción con que se encuentra redactado y  el tiempo futuro utilizado en 
las admoniciones dirigidas a los poderes públicos” (Echevarría, “Artículo
40”, cit. págs. 52 y  53). Con todo, como afirma B assols, su valor jurídico es 
indudable, como directriz de ámbito general, fuente de cláusulas modulares 
de los derechos económicos; “si, efectivamente, los principios informadores 
contienen una normativa de contenido eminentemente programático, ello 
no impide su consideración como normas jurídicas vinculantes” (B assols, 

Constitución y sistema... cit. págs. 99 y  100).

9*3 Pomed, Régimen jurídico... cit. págs. 144 y  145. Para el Tribunal 
Constitucional, la protección del artículo 40  CE no tiene cabida en el 
recurso de amparo (STC 49 /83 , de 1 de jimio; STC 73/88 , de 21 de abril).
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d e n o m i n a d a  e s c a l a  d e  i n d e p e n d e n c i a  e n  l a  A d m i n i s t r a c i ó n  P ú b l i c a ,  y  

l a s  p a r t i c u l a r i d a d e s  d e  s u  f u n c i ó n  j u s t i f i c a r í a n  s u  p a r t i c u l a r  

e s t a t u t o * 1*. P e r o  l a  p r e o c u p a c i ó n  p o r  l a  l e g i t i m i d a d  d e m o c r á t i c a  d e l  

B a n c o  d e  E s p a ñ a  g r a v i t a  s o b r e  n o  p o c a s  r e f l e x i o n e s  q u e  s e  p r e g u n t a n  

a c e r c a  d e  l a s  c o n s e c u e n c i a s  d e  l a  i n d i c a d a  i n d e p e n d e n c i a .  P a r a  

a u t o r e s  c o m o  D e s d e n ta d o , e l  a l c a n c e  d e  l a  i n d e p e n d e n c i a  d e l  B a n c o  

d e  E s p a ñ a  e s  “ m á s  d i s c u t i b l e  y  p r e o c u p a n t e ” q u e  e n  e l  c a s o  d e  o t r a s  

d e  l a s  d e n o m i n a d a s  administraciones independientes p o r  c u a n t o  n o  

s e  e s t a r í a  a n t e  u n a  o r g a n i z a c i ó n  a d m i n i s t r a t i v a  q u e  s e  l i m i t a r a  a  

d i s p o n e r  d e  m á s  a u t o n o m í a  d e  l o  h a b i t u a l ,  s i n o  “ a n t e  u n a  v e r d a d e r a  

e n t i d a d  i n d e p e n d i e n t e ” ^ ;  A lo n s o  M as, p o r  s u  p a r t e ,  a f i r m a  q u e  e n  

e l  c a s o  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  “ l a  l e g i t i m i d a d  d e m o c r á t i c a  d e  s u s  

ó r g a n o s  r e c t o r e s  e s  m u y  r e m o t a .  E s  m á s ,  s e  p u e d e  n e g a r  s u  

e x i s t e n c i a ,  y a  q u e ,  a u n  c u a n d o  e s o s  ó i g a n o s  d e  d i r e c c i ó n  s e  d e s i g n a n  

p o r  e l  G o b i e r n o ,  l o s  m i s m o s  g o z a n  d e  i n d e p e n d e n c i a  f u n c i o n a l  y  d e  

i n a m o v i l i d a d ,  d e  m o d o  q u e  d i f í c i l m e n t e  s e  l e s  p u e d e  e x i g i r  
r e s p o n s a b i l i d a d e s  p o l í t i c a s  p o r  u n a  m a l a  gestión”916

A u n q u e ,  s e g ú n  l a  e x p o s i c i ó n  d e  m o t i v o s  d e  l a  L e y  1 3 / 1 9 9 4 ,  

e s t a  n o r m a  “ c o n j u g a  e q u i l i b r a d a m e n t e  l a s  p r e v i s i o n e s  d e l  T r a t a d o  d e  

l a  U n i ó n  E u r o p e a  c o n  l o s  p r e c e p t o s  d e  n u e s t r a  C o n s t i t u c i ó n ” , e x i s t e n  

v a r ié i s  r a z o n e s  p o r  l a s  q u e  c a b e ,  a l  m e n o s ,  d u d a r  q u e  l a  a r m o n í a  e n t r e  

l a  c o n f i g u r a c i ó n  independientew d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  y  e l  t e x t o  

c o n s t i t u c i o n a l  d e  1 9 7 8 ,  d e f i n i d o r  d e  u n  E s t a d o  c o n s t i t u c i o n a l ,  s e a  

a b s o l u t a .

914 Ibidem, pág. 277.

915 Desdentado, La crisis de identidad... cit. págs. 153 y  154.

916 Alonso Mas, María José, “La dirección de la política monetaria por el 
Banco de España” Revista de Derecho Bancario y Bursátil n° 67, julio- 
septiembre 1997, págs. 800 y 801.
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L a  e x p o s i c i ó n  d e  m o t i v o s  d e  l a  L e y  1 3 / 1 9 9 4  n o  e s  c o m e d i d a  

c o n  e l  a r t i c u l a d o  d e  d i c h a  n o r m a  c u a n d o  a f i r m a  q u e  e l  B a n c o  d e  

E s p a ñ a  s e  c o n f i g u r a  c o m o  u n  e n t e  d e  l a  A d m i n i s t r a c i ó n  d e l  E s t a d o  

“ s u b o r d i n a d o  a l  G o b i e r n o  e n  t é r m i n o s  g e n e r a l e s ” . E s t a  

subordinación l a  j u s t i f i c a  d i c h a  e x p o s i c i ó n  d e  m o t i v o s  e n  l a  

d e s i g n a c i ó n  p o r  p a r t e  d e l  G o b i e r n o  d e  l o s  m i e m b r o s  d e  l o s  ó r g a n o s  

r e c t o r e s  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  y  l a s  m í n i m a s  p o s i b i l i d a d e s  q u e  l e  

r e s t a n  a l  E j e c u t i v o  p a r a  d a r  a  c o n o c e r  s u  p o s i c i ó n  a l  b a n c o  c e n t r a l .  

P e r o ,  c o m o  h a c e  v e r  G arcía-A nd rad e, l o s  t r a z o s  d e f i n i t o r i o s  d e  l a  

a u t o n o m í a  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  t r a s  l a  e n t r a d a  e n  v i g o r  d e  l a  L e y  

1 3 / 1 9 9 4  f u e r o n  m á s  a c u s a d o s  q u e  e n  e l  r e s t o  d e  a d m i n i s t r a c i o n e s  

independientes, l o  q u e  l o  r e f o r z ó  y  p e r m i t i ó  a  e s t a  i n s t i t u c i ó n  

s u s t r a e r s e  d e  u n a  m a n e r a  e f e c t i v a  d e  l a  d i r e c c i ó n  d e l  G o b i e r n o  e n  e l  

e j e r c i c i o  d e  l a s  f u n c i o n e s  m o n e t a r i a s ? 18.

E n  r e l a c i ó n  c o n  l o  a n a l i z a d o  a n t e r i o r m e n t e ,  y  c o m o  s e ñ a l a  

G arcía-A ndrade, e l  r e c o n o c i m i e n t o  d e  l a  d e f i n i c i ó n  y  d i r e c c i ó n  d e  l a  

p o l í t i c a  m o n e t a r i a  a l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  q u e  r e a l i z ó  l a  L e y  1 3 / 1 9 9 4  

t u v o  l u g a r  “ n o  o b s t a n t e ” l a  d i c c i ó n  d e l  a r t í c u l o  9 7  C E ,  q u e  a t r i b u y e  a l  

G o b i e r n o  l a  d i r e c c i ó n  p o l í t i c a ? 1?. E n  e f e c t o ,  l a  p o l í t i c a  m o n e t a r i a

917 Sin duda conscientemente, la Ley 13/1994 huye del término 
"independencia”, que únicamente aparece en la exposición de motivos de la 
Ley 12/1998, modificadora de aquélla.
918 De hecho, la disposición adicional de la Ley 13/1994, que reformó la letra 
e) del artículo 8 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, 
suprimió la competencia monetaria del Gobierno que constaba en ésta 
(García-Andrade, La posición jurídica del Banco de España..., págs. 48 y 
82).
919 Ibídem, pág. 51. Aragón, en referencia al estatuto autónomo del Banco 
de España como administración independiente, como fue regulado en la 
legislación de 1980, se refería a la dependencia inexcusable del Banco de 
España y el Ministerio de Economía y Hacienda, dado lo que establecían las
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— c o m o  h e m o s  v i s t o ,  t r a d i c i o n a l m e n t e  e n  m a n o s  d e l  E j e c u t i v o  y  

n e c e s a r i a  p a r a  e l  d e s a r r o l l o  d e  u n a  p o l í t i c a  e c o n ó m i c a  g e n e r a l —  n o  

s e  d e s c o n c e n t r a  e n  u n  ó r g a n o  a u t ó n o m o ,  a l  e s t i l o  d e  l o  q u e  o c u r r e  

c o n  o t r a s  a d m i n i s t r a c i o n e s  independientes,  s i n o  q u e  s e  d e s v i n c u l a  d e  

c u a l q u i e r  d e c i s i ó n  d e l  E j e c u t i v o ,  i n c l u s o  — l o  q u e  e s  e n  e s t a  s e d e  m á s  

r e l e v a n t e —  d e l  e j e r c i c i o  d e l  control q u e  c o n s t i t u c i o n a l m e n t e  s e  l e  

e n c o m i e n d a  y  e n  c u y a  f u n c i ó n ,  p o r  o t r a  p a r t e ,  n o  l e  s u s t i t u y e  n i n g ú n  

o t r o  ó r g a n o  d e l  p o d e r  p ú b l i c o ? 20.

N o  s ó l o  l a  p o l í t i c a  m o n e t a r i a  d e s a p a r e c e  d e  l a s  p o t e s t a d e s  d e l  

G o b i e r n o ,  s i n o  q u e  t a m b i é n  s e  l e  a p a r t a  l a  p o t e s t a d  r e g l a m e n t a r i a ,  

q u e  e l  m i s m o  a r t í c u l o  9 7  C E  l e  a s i g n a ,  s o b r e  l a s  n o r m a s  d e l  B a n c o  d e  

E s p a ñ a  r e f e r e n t e s  a  l a  p o l í t i c a  m o n e t a r i a .  A u n q u e  l a s  C i r c u l a r e s  

m o n e t a r i a s  s o n  n o r m a s  i n f e r i o r e s ,  c o m o  a f i r m a  G a r c ía -A n d r a d e  

e s c a p a n  a  l a  a p l i c a c i ó n  d e  l a  j e r a r q u í a  r e g l a m e n t a r i a ,  d a d o  q u e  e l  

G o b i e r n o ,  a l  t e n e r  v e d a d a  l a  p a r t i c i p a c i ó n  e n  e s e  á m b i t o ,  n o  p u e d e

leyes y  lo que imponen los artículos 97 y  98 CE (Aragón, “Las fuentes de la 

contratación...”, cit. pág. 57)

920 Para Pomed, no obstante, debe entenderse de forma relativa la 
asignación que realiza el artículo 97 CE: “En puridad, lo que el artículo 97  

CE hace es atribuir a este órgano constitucional la función ejecutiva 
originaria, que por otro lado se somete a lo que disponga no sólo la 
Constitución, sino también las leyes que hayan de ser objeto de ejecución. 
Ello no excluye que las propias leyes, considerando las especiales 
características de la materia sobre la que ha de llevarse a cabo esa función 
ejecutiva, encomienden ésta a una instancia diferente del propio Gobierno. 
Esto es lo que sucede justamente en el ámbito de la política monetaria, 
respecto de la cual el legislador, siguiendo siempre las reglas establecidas 
por el Tratado de la Unión Europea, ha estimado que la atribución de la 
competencia para definir los objetivos intermedios del Banco de España 
representaba una mayor garantía para la realización del objetivo final —la 
preservación de la estabilidad monetaria— que el emplazamiento al 
Gobierno” (Pomed, Régimen jurídico... cit. pág. 271).
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i n c i d i r  c o n  s u s  i n s t r u m e n t o s  n o r m a t i v o s  s o b r e  l a  d i s p o s i c i o n e s  

m o n e t a r i a s  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a .  D e  e s t a  m a n e r a ,  l a  L e y  13/1994  

e x c l u y e  l a  c o m p e t e n c i a  d e l  G o b i e r n o ,  e n  c u a n t o  t i t u l a r  d e  l a  p o t e s t a d  

r e g l a m e n t a r i a * 21. T é n g a s e  e n  c u e n t a  q u e ,  c o m o  s e  h a  a n a l i z a d o ,  l a  

d o c t r i n a  s o l í a  d e f e n d e r  l a  p o t e s t a d  r e g l a m e n t a r i a  d e l  B a n c o ,  d e  

E s p a ñ a  a u t ó n o m o  — e s t o  e s ,  v i g e n t e  l a  l e g i s l a c i ó n  d e  1 9 8 0 — 

i n s i s t i e n d o  e n  q u e ,  s i  b i e n  c l a r a m e n t e  e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  n o  e r a  e l  

G o b i e r n o ,  d e  a l g u n a  m a n e r a  é s t e  p a r t i c i p a b a  e n  s u  a c c i ó n ,  y  s e  d a b a  

e n t o n c e s  u n  p o d e r  r e g l a m e n t a r i o  d e r i v a d o * 22. L a  p o t e s t a d  

r e g l a m e n t a r i a ,  c a b e  p e n s a r ,  p u e d e  derivarse c u a n d o  e l  ó r g a n o  r e ú n e  

l a s  c a r a c t e r í s t i c a s  l e g a l e s  n e c e s a r i a s  y ,  e n  p r i m e r  l u g a r ,  e s t á  

l e g i t i m a d o  d e m o c r á t i c a m e n t e .  S i  s e  p a r t e  d e  q u e  l o s  r e g l a m e n t o s  

f o r m a n  p a r t e  d e l  o r d e n a m i e n t o  j u r í d i c o  r e s u l t a  c u e s t i o n a b l e ,  c o m o  

a f i r m a  A lo n s o  M as, c o n f e r i r  l a  p o t e s t a d  d e  d i c t a r l o s  a  e n t e s  c a r e n t e s  

d e  l e g i t i m i d a d  d e m o c r á t i c a * ^ .

P e r o ,  s i  c a b e  m á s  g r a v e ,  e s  l a  i n d e p e n d e n c i a  q u e  e l  b a n c o  

c e n t r a l  e s p a ñ o l  m a n t i e n e  r e s p e c t o  a l  P a r l a m e n t o .  C o m o  s e ñ a l a  

G arcía-A nd rad e, l a  l e g i s l a c i ó n  d e  1994 e s t a b a  a  e x p e n s a s  d e  l a s  

C o r t e s  G e n e r a l e s ,  q u e  p o d í a n  a l t e r a r  e n  c u a l q u i e r  m o m e n t o  e l  

r é g i m e n  j u r í d i c o  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  y  d e v o l v e r  l a  c o m p e t e n c i a  

m o n e t a r i a  a l  G o b i e r n o  o  s u a v i z a r  s u  e s t a t u t o  independiente. P e r o  l a s  

n e c e s i d a d e s  d e  l a  i n t e g r a c i ó n  m o n e t a r i a  e u r o p e a  n o  p o d í a n  

s o m e t e r s e  a  l a s  c a m b i a n t e s  m a y o r í a s  d e l  P a r l a m e n t o  s i n o  q u e  

n e c e s i t a b a n ,  e n  p a l a b r a s  d e l  a u t o r ,  “b a s a r s e  e n  u n a  e s t a b i l i d a d  

j u r í d i c a  d e  c a r á c t e r  constitucional”?2*. P e r o  e l  c a m b i o  c o n s t i t u c i o n a l  

r e q u e r i d o  n o  s e  p r o p u s o  e n  e l  o r d e n a m i e n t o  j u r í d i c o  e s p a ñ o l ,  s i n o  

q u e  d e s c a n s ó  p o r  c o m p l e t o  e n  l a  a p r o b a c i ó n  d e l  T r a t a d o  d e  l a  U n i ó n  

E u r o p e a  y ,  c o m o  h e m o s  v i s t o ,  d e  m a n e r a  d u d o s a m e n t e

921 García-Andrade, La posición ju ríd ica .,, cit. pág. 71.

922 C arrasco, “El Banco de España...” cit. pág. 187.

923 A lon so , “La dirección de la política...” cit. pág. 804.

924 García-Andrade, La posición juríd ica ... cit. pág. 53.
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c o n s t i t u c i o n a l .  E s t e  T r a t a d o  v e d a  l a  i n t e r v e n c i ó n  d e  l o s  P a r l a m e n t o s ,  

y  h a  i n t r o d u c i d o  e n  n u e s t r o  D e r e c h o  u n a  d e  l a s  m u t a c i o n e s  m á s  

r e l e v a n t e s  d e  l o s  ú l t i m o s  a ñ o s a s .

L a  p r e c a r i a  s i t u a c i ó n  c o n s t i t u c i o n a l  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  t r a s  

l a  m o d i f i c a c i ó n  l e g i s l a t i v a  d e  s u  e s t a t u t o  q u e  t u v o  l u g a r  e n  1994 y  

h a s t a  l a  e n t r a d a  e n  f u n c i o n a m i e n t o  d e l  S i s t e m a  E u r o p e o  d e  B a n c o s  

C e n t r a l e s  h a  s i d o  p u e s t a  d e  r e l i e v e  p o r  l a  d o c t r i n a ? 26. D u r a n t e  e l  

p e r i o d o  adelantado d e  independencia d e l  b a n c o  c e n t r a l  e s p a ñ o l ,  q u e  

s e  d e s a r r o l l ó  d e s d e  l a  e n t r a d a  e n  v i g o r  d e  l a  L e y  13/1994  h a s t a  e l  

ú l t i m o  d í a  d e l  a ñ o  1998, c o m o  a f i r m a  G arcía-A nd rad e, n o  p u e d e  

c o n s i d e r a r s e  q u e  e l  o r d e n a m i e n t o  e s p a ñ o l  e n c o n t r a r a  u n  r e s p a l d o  

m á s  o  m e n o s  i n d i r e c t o  e n  u n  T r a t a d o  i n t e r n a c i o n a l ,  q u e  v i n i e r a  a  

c o m p l e t a r  l a  C o n s t i t u c i ó n  E s p a ñ o l a ,  e n  o r d e n  a  e n c o n t r a r  u n  

f u n d a m e n t o  l e g a l  s o b r e  e l  q u e  c o n s t r u i r  e n  r é g i m e n  j u r í d i c o  d e  

a u t o n o m í a  t a n  e s p e c i a l  c o m o  e l  c o n f e r i d o  a l  B a n c o  d e  E s p a ñ a ;  p o r  l o  

t a n t o ,  e l  r e c o n o c i m i e n t o  d e  l a  a u t o n o m í a  m o n e t a r i a  d e  1994 t u v o  
l u g a r  intra vires d e  l a  C o n s t i t u c i ó n ? 27.

P e r o  l a s  d u d a s  a c e r c a  d e  l a  c o n s t i t u c i o n a l i d a d  n o  s ó l o  a b a r c a n  

e l  p a s a d o ,  s i n o  q u e  s e  e x t i e n d e n  h a s t a  e l  p r e s e n t e .  C o m o  h e m o s  v i s t o ,  

e l  a r t í c u l o  9 3  C E ,  e n  e l  q u e  d e s c a n s a  l a  c e s i ó n  d e  g o b i e r n o  e n  l a  

U n i ó n  E u r o p e a ,  n o  e s  u n a  d i s p o s i c i ó n  s i n  l í m i t e s .  C u a n d o  d i c h o  

a r t í c u l o  s e ñ a l a  q u e  p u e d e  a t r i b u i r s e  a  o r g a n i z a c i o n e s  o  i n s t i t u c i o n e s  

i n t e r n a c i o n a l e s  e l  e j e r c i c i o  d e  c o m p e t e n c i a s  d e r i v a d a s  d e  l a  p r o p i a  

C o n s t i t u c i ó n ,  n o  e s t á  r e n u n c i a n d o  a  l o s  p r i n c i p i o s  i n f o r m a d o r e s  q u e  

s e  d e s p r e n d e n  d e  l a  p r o p i a  C o n s t i t u c i ó n ,  s i n o  p r o d u c i e n d o  u n a

925 Ibidem, , pág. 53. Al respecto, cfr. M uñoz Machado, Santiago, La 
Unión Europea y las mutaciones del Estado. Alianza, Madrid, 1993.
926 En particular, García-Andrade , La posición jurídica... cit. págs. 63 y ss.
927 Ibidem, , pág. 63.
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alteración de la atribución constitucional de competencias^28. Por lo 
tanto, dicha cesión debe tener lugar, en todos los casos, sin peijuició 
de los más altos principios que la Constitución determina y, entre 
ellos y muy particularmente, el principio democrático^. En este 
sentido, como se ha visto, la interpretación del artículo 93 CE debe, al 
menos, realizarse conjuntamente con lo señalado en el artículo 95 
CE, que de forma preclara dispone que “la celebración de un tratado 
internacional que contenga estipulaciones contrarias a la 
Constitución exigirá la previa revisión constitucional”. Esto no agota, 
no obstante, la problemática cesión de soberanía en el marco del 
proceso europeo de integración.

Con todo, hemos visto, no se ha planteado institucionalmente 
ante el Tribunal Constitucional su posición sobre la legalidad del 
régimen jurídico del Banco de España, aunque esta circunstancia — 
señala G a rc ía -A n d r a d e — se deba más a la indiferencia con que fue 
recibido el Estatuto del banco central español que a la conformidad 
constitucional de sus disposiciones?»©. Pero lo que sí queda claro de la 
Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992, como el 
mismo autor r e c u e r d a ? » ! ,  es que a través del artículo 93 no puede

9a8 A ragón, “La Constitución española y e l cit. pág. 15.

929 Al propio Consejo de Estado, en los dictámenes 850/91 y 421/92, donde 
afirmaba que por vía del artículo 93 el Tratado de la Unión Europea era 
acorde con el ordenamiento constitucional español, afirmó que el campo 
donde el artículo 93 no podía actuar era el que comprometiera a las partes 
de la Constitución particularmente protegidas por la reforma constitucional 
agravada, de acuerdo con el artículo 168 CE. Por supuesto, la condición de 
Estado social y democrático de Derecho que determina el artículo 1.1 CE y, 
en general, como hemos analizado, la vigencia del principio democrático en 
la Constitución de 1978 no pueden ser alterados ex artículo 93, siguiendo la 
propia doctrina del Consejo de Estado.
930 García-Andrade, La posición jurídica... cit. pág. 80.

931 Ibidem, , pág. 102 y 103.
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a m p a r a r s e  l a  i n c o r p o r a c i ó n  a l  o r d e n a m i e n t o  e s p a ñ o l  d e  t r a t a d o s  

i n t e r n a c i o n a l e s  contra constitutionem, y  s ó l o  s o n  a d m i s i b l e s  l o s  

t r a t a d o s  praeter constitutionem, que m o d u l e n  e l  e j e r c i c i o  d e  l a s  

c o m p e t e n c i a s  c e d i d a s .  E s t o  e s ,  c o m o  h a  a f i r m a d o  Aragón, l a  i d e a  d e  

q u e  e l  a r t í c u l o  9 3  C E  p e r m i t a  q u e  u n  T r a t a d o  r e f o r m e  l a  C o n s t i t u c i ó n  

e s  i n a d m i s i b l e  e n  n u e s t r o  o r d e n a m i e n t o ,  y a  q u e  e l  a r t í c u l o  9 5 .1  G E  l a  

e x c l u y e  c o n  t o d a  c l a r i d a d  y  e s t a b l e c e  q u e  l a  i n v a l i d e z  d e  l o s  T r a t a d o s  

contra constitutionem e s t é  f i r m e m e n t e  e s t a b l e c i d a  c o m o  r e g l a  

g e n e r a l ,  s i n  e x c e p c i ó n  a lg u n a * * 2.

E l  p r i n c i p i o  d e m o c r á t i c o ,  p l e n a m e n t e  v i g e n t e  e n  n u e s t r o  

o r d e n a m i e n t o ,  s e  c o n s t i t u y e  c o m o  l í m i t e  a l  c o m p r o m i s o  d e l  E s t a d o  a  

t r a v é s  d e  t r a t a d o s  i n t e r n a c i o n a l e s  p o r  m e d i o  d e l  a r t í c u l o  9 3  C E ,  y  

o b l i g a  a  q u e  t o d a s  l a s  i n s t i t u c i o n e s  q u e  e j e r z a n  p o d e r  p ú b l i c o  

r e s p e t e n  l a s  e x i g e n c i a s  d e l  E s t a d o  c o n s t i t u c i o n a l ,  f r u t o  d e  l a  r e l a c i ó n  

d i a l é c t i c a  c o n  l a  s o b e r a n í a  l e g i t i m a d o r a  d e  a q u é l .  P o r  l o  t a n t o ,  l a

932 Aragón, “La Constitución española y e l...”. cit. pág. 15. En relación con 
lo anterior, para García-Andrade  la amplitud de la competencia que el 
artículo 149 CE atribuye al Estado, unido a la también amplia habilitación 
para la atribución de competencias a organizaciones internacionales del 
artículo 93 CE, permiten sostener la compatibilidad entre las estipulaciones 
relativas al Sistema Europeo de Bancos Centrales y la Constitución 
Española, así como la modulación de la posición que el Banco de España 
ocupa en el ordenamiento español (García-Andrade , La posición 
jurídica... cit. pág. 104). Para Pomed, de hecho, el nuevo estatuto jurídico 
del Banco de España es intangible. Según el autor, “si bien el fundamento 
normativo de la independencia del Banco de España se encuentra en la Ley 
13/94, su principal garantía no es esta Ley sino las disposiciones del 
Tratado de la Unión Europea en las que se proclama la independencia del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales y de los bancos centrales nacionales 
que lo integran, hasta el punto de que, una, una vez afirmada por el 
legislador la independencia del Banco, ésta deviene indisponible para 
aquél” (Pomed, Régimen jurídico... cit. págs. 263 y 264).
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v i g e n c i a  d e l  p r i n c i p i o  d e m o c r á t i c o  e n  l a  C o n s t i t u c i ó n  d e  1 9 7 8  y  l a  

n e c e s i d a d  d e  o r i g e n  y  c o n t r o l  d e m o c r á t i c o s  d e l  p o d e r  p ú b l i c o ,  d e  

a c u e r d o  c o n  l a s  c o n s i d e r a c i o n e s  r e a l i z a d a s ,  n o  p e r m i t e  l a  e x i s t e n c i a  

d e  ó r g a n o s  p r o p i a m e n t e  i n d e p e n d i e n t e s  e n  n u e s t r o  p a í s .  E s  p o r  e s t a  

r a z ó n  q u e  m i e n t r a s  e l  e s t a t u t o  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  — i n s e r t o  o  n o  e n  

e l  S i s t e m a  E u r o p e o  d e  B a n c o s  C e n t r a l e s —  n o  c u m p l a  c o n  l o s  

r e q u i s i t o s  d e l  p r i n c i p i o  d e m o c r á t i c o  q u e  e s t a b l e c e  n u e s t r a  N o r m a  

F u n d a m e n t a l  q u e  l e  p r o p o r c i o n e n  s u  l e g i t i m i d a d  c o m o  p o d e r  

p ú b l i c o ,  c a b e  a l  m e n o s  c u e s t i o n a r s e  s u  c o n s t i t u c i o n a l i d a d .

c .  Las opciones constitucionales 
para la gestión de la política monetaria

L a  C o n s t i t u c i ó n  e s p a ñ o l a ,  c o m o  h e m o s  a d e l a n t a d o ,  n o  i m p o n e  

l a  e x i s t e n c i a  d e  u n  b a n c o  c e n t r a l  q u e  g o c e  d e l  m o n o p o l i o  d e  e m i s i ó n ,  

n i  c o n s a g r a  n i n g ú n  m o d e l o  m o n e t a r i o ,  p o r  l o  q u e  e n  p r i n c i p i o  n o  

c o l i d i r í a  c o n  e l  t e x t o  c o n s t i t u c i o n a l  u n  m o d e l o  d e  free banking o  l a  

n o  e x i s t e n c i a  d e  n i n g u n a  m o n e d a  n a c i o n a l .  S i  a  e l l o  l e  u n i m o s  l a  

p o s i b i l i d a d ,  d e  l a  q u e  t r a t a m o s  e n  l a  p r i m e r a  p a r t e ,  d e  q u e  e x i s t a n  

a d m i n i s t r a c i o n e s  independientes l e g í t i m a s  s i e m p r e  q u e  r e s p o n d a n  a  

l o s  c r i t e r i o s  d e l  p r i n c i p i o  d e m o c r á t i c o ,  p o d e m o s  l l e g a r  a  u n a  

c o n c l u s i ó n  q u e  f a c i l i t e  e l  c a m i n o  h a c i a  l a  l e g i t i m i d a d  d e  u n a  

a d m i n i s t r a c i ó n  independiente r e s p o n s a b l e  d e  l a  p o l í t i c a  m o n e t a r i a  

c o m o  t r a d u c c i ó n  d e  l a  v o l u n t a d  d e l  l e g i s l a d o r .

C a b e  p a r t i r ,  d e  h e c h o ,  d e  q u e  e l  e s t a t u t o  q u e ,  c o m o  s e  h a  v i s t o ,  

d i s f r u t ó  e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  d e s d e  l a  r e g u l a c i ó n  d e  1980  h a s t a  s u  

m o d i f i c a c i ó n  e n  1992, e s  — c o m o  h a  s e ñ a l a r a  F ern án d ez  a n t e s  d e  l a  

i n c l u s i ó n  d e  l a  n u e v a  r e g u l a c i ó n  juríd ica^— e l  q u e  m e j o r  s e

933 O rr io ls  y  Roca, Banco de ... c i t  pág. 150.

934 Fernández, "La autonomía...” c i t  pág. 734.
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a c o m o d a  a  l a s  e x i g e n c i a s  y  r e q u e r i m i e n t o s  m a t e r i a l e s  q u e  l a  

C o n s t i t u c i ó n  i m p o n e .  E n  e f e c t o ,  l a  p r e v i s i ó n  q u e  r e a l i z ó  l a  l e g i s l a c i ó n  

d e  1 9 8 0 ,  q u e  d e j a b a  e n  m a n o s  d e l  G o b i e r n o  l o s  o b j e t i v o s  g e n e r a l e s  d e  

l a  p o l í t i c a  a  s e g u i r ,  e r a  p l e n a m e n t e  c o n g r u e n t e  c o n  e l  p l a n t e a m i e n t o  

q u e  r e s u l t a  d e  l a  p r o p i a  l e t r a  d e l  a r t í c u l o  9 7  d e  l a  C o n s t i t u c i ó n ^  y  

e v i t a r í a  l a s  s o m b r a s  d e  i n c o n s t i t u c i o n a l i d a d  q u e  p u e d e n  d a r s e  s o b r e  

u n a  a d m i n i s t r a c i ó n  q u e  q u i e b r e  c o n  e l  p r i n c i p i o  d e  l e g i t i m i d a d  

d e m o c r á t i c a .

E s t e  e s t a t u t o  a u t ó n o m o  p o d r í a  a u m e n t a r s e  d e n t r o  d e  l a s  

p o s i b i l i d a d e s  q u e  o f r e c e  l a  C o n s t i t u c i ó n .  L a  c o n f i g u r a c i ó n  d e  u n  

b a n c o  c e n t r a l  e n  m a y o r  m e d i d a  a u t ó n o m o  e s  c o m p a t i b l e  c o n  n u e s t r o  

s i s t e m a  c o n s t i t u c i o n a l ^ 6, s i e m p r e  y  c u a n d o  e s t é  d e s t i n a d o  a  c u m p l i r  

c o n  u n  o b j e t o  p r o t e g i d o  p o r  l a  N o r m a  F u n d a m e n t a l  q u e  s i r v a  d e  

a n c l a j e  c o n s t i t u c i o n a l  a l  p a r t i c u l a r  e s t a t u t o  a u t ó n o m o ^  y  n o  s e  

d e s v i n c u l e  d e l  r e s t o  d e l  p o d e r  p ú b l i c o ^ ,  e s t o  e s ,  c u m p l a  c o n  l o s

935 Fernández, “Reflexiones sobre las llamadas...” cit. pág. 435.
936 Como defiende un sector importante de la doctrina (por todos, García- 

Andrade, La posición jurídica... cit. pág. 88). La delegación de 
competencias al Banco de España ha sido expresamente declarada por 
nuestro Tribunal Constitucional en la Sentencia 178/92, de 13 de 
noviembre, puesto que, según el Tribunal, es posible que al Banco de 
España, como asesor del gobierno y ejecutor inmediato de su política 
monetaria y crediticia, “se le confíen determinadas misiones por delegación 
del Gobierno o ex legen.
937 Al respecto, García-Andrade, para quien únicamente es admisible la 
modulación de la regla general que atribuye al Gobierno la dirección 
política y el ejercicio de la función ejecutiva cuando especiales 
circunstancias requieran el apartamiento del Gobierno de la materia, por 
resultar la reunión o el control de todas las competencias en un solo órgano 
perjudicial para el fin perseguido (García-Andrade, La posición jurídica... 
cit. pág. 88).
93fl En este sentido, Fernández, “La autonomía...” cit. pág. 728.
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r e q u i s i t o s  d e l  E s t a d o  c o n s t i t u c i o n a l  q u e  s e  e x i g e n  a  t o d a s  l a s  

a d m i n i s t r a c i o n e s  p ú b l i c a s ,  s i n  e x c e p c i ó n .  N a d a  o b s t a ,  p o r  l o  t a n t o ,  a  

q u e  e l  l e g i s l a d o r ,  d e n t r o  d e l  m a r c o  c o n s t i t u c i o n a l ,  e s t a b l e z c a  u n  

p a r t i c u l a r  e s t a t u t o  a u t ó n o m o  a l  B a n c o  d e  E s p a ñ a ,  a u n q u e  s i e m p r e  e s  

p r e f e r i b l e ,  e n  f a v o r  d e l  p r i n c i p i o  d e m o c r á t i c o ,  q u e  e s t a  e x c e p c i o n a l  

s i t u a c i ó n  s e  e n c o n t r a s e  e x p l í c i t a m e n t e  l e g i t i m a d a  e n  e l  t e x t o  d e  l a  

C o n s t i t u c i ó n .  A l  n o  e x i s t i r  e s t a  c o n c r e t a  r e g u l a c i ó n ,  d e b e  c u i d a r s e  e n  

p a r t i c u l a r  q u e  l a s  c a r a c t e r í s t i c a s  d e l  e s t a t u t o  a u t ó n o m o  d e l  ó r g a n o  

r e s p o n s a b i l i z a d o  d e  l a  p o l í t i c a  m o n e t a r i a  s e a n  e s c r u p u l o s a m e n t e  

r e s p e t u o s a s  c o n  e l  c o n j u n t o  d e  r e f e r e n c i a s  q u e  a l  r e s p e c t o  d e s a r r o l l e  

l a  C o n s t i t u c i ó n ,  y  c u y o  a l c a n c e  e s  m á s  d i f í c i l  d e  d e l i m i t a r  q u e  e n  e l  

c a s o  d e  u n a  r e g u l a c i ó n  c o n s t i t u c i o n a l  e x p r e s a .

R e s p e c t o  a l  a n c l a j e  c o n s t i t u c i o n a l  a d u c i d o ,  l a  e s t a b i l i d a d  

e c o n ó m i c a  e x p r e s a d a  e n  e l  a r t í c u l o  4 0  C E  p o d r í a  a l z a r s e ,  c o m o  l a  

d o c t r i n a  h a  p u e s t o  d e  m a n i f i e s t o ^ ,  e n  u n  v a l o r  c o n s t i t u c i o n a l m e n t e  

r e l e v a n t e  q u e  d i e r a  s e n t i d o  a  l a  o p c i ó n  l e g a l .  E n  e s t e  s e n t i d o ,  l a  

r e f e r e n c i a  d e l  a r t í c u l o  4 0  C E  r e s p e c t o  a  l a  p r o m o c i ó n  d e  l o s  p o d e r e s  

p ú b l i c o s  d e  u n  m a r c o  d e  e s t a b i l i d a d  e c o n ó m i c a  p o d r í a  j u s t i f i c a r  l a  

d o t a c i ó n  d e  c i e r t a  a u t o n o m í a  a  u n  b a n c o  c e n t r a d o .  S i e m p r e  s e r í a  

c o n v e n i e n t e  u n  d e b a t e  s o c i a l  d e m o c r á t i c o  q u e  c o n d u j e r a  a  l a  

c o n v i c c i ó n ,  a l  m e n o s  m a y o r i t a r i a ,  d e  q u e  s o n  v á l i d a s  l a s  t e s i s  q u e  

d e f i e n d e n  u n a  r e l a c i ó n  c a u s a l  e n t r e  a u t o n o m í a  d e  l o s  b a n c o s  

c e n t r a l e s  y  c o n t r o l  d e  l a  i n f l a c i ó n 941, y  f a c i l i t a r  l o s  e s p a c i o s  n e c e s a r i o s

939 F ern án d ez, “La autonomía...” cit. pág. 731.
940 Ibidem, ,  pág. 732.
941 Lo que tampoco en el caso del Banco de España, no se ha demostrado. 
Ante la pregunta de en qué medida un Banco de España autónomo es capaz 
de lograr la estabilidad de los precios que, como tarea primordial, ordena su 
estatuto, O r te g a  afirma que “no puede responderse ni rotunda ni 
confiadamente” y, más adelante, afirma: “el Banco de España ha recibido 
un mandato legal muy claro: conseguir ante todo la estabilidad de precios. 
Para el cumplimiento de esa obligación, goza de total libertad en la
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p a r a  d e b a t i r  s o b r e  i d e a s  a l t e r n a t i v a s .  L a  c r e a c i ó n  d e  u n  b a n c o  c e n t r a l  

a u t ó n o m o  — i n c l u s o  e n  m a y o r  m e d i d a  q u e  e l  e s t a t u t o  d e  1 9 8 0 —  c o n  

e l  o b j e t o  d e  p r o m o v e r  e l  m a r c o  d e  e s t a b i l i d a d  e c o n ó m i c a  q u e  e x i g e  e l  

a r t í c u l o  4 0  C E  e s  u n a  o p c i ó n  — l e g í t i m a — m á s  d e l  l e g i s l a d o r ,  p e r o  n o ,  

c o m o  a f i r m a  Fernandez, u n a  c o n s e c u e n c i a  o b l i g a d a  d e  l a  

C o n s t i t u c i ó n ^ .  C o n  t o d o ,  t r a s  l a  a p r o b a c i ó n  d e  l a  ú l t i m a  r e g u l a c i ó n  

j u r í d i c a  d e l  B a n c o  d e  E s p a ñ a  y  l a  p r o b l e m á t i c a  c e s i ó n  d e  s o b e r a n í a  

m o n e t a r i a  e n  e l  m a r c o  d e l  B a n c o  C e n t r a l  E u r o p e o  y  e l  S i s t e m a  

E u r o p e o  d e  B a n c o s  C e n t r a l e s ,  e s t e  d e b a t e  s o c i a l  y  s u  t r a d u c c i ó n  

l e g i s l a t i v a  a c e r c a  d e  l a s  c a r a c t e r í s t i c a s  q u e  p o d r í a n  r e g i r ,  e n  s u  c a s o ,  

u n  b a n c o  c e n t r a l  a u t ó n o m o ,  e s t á  m á s  l e j o s  q u e  n u n c a  d e s d e  l a  

c o n s e c u c i ó n  d e  u n  E s t a d o  d e m o c r á t i c o  e n  n u e s t r o  p a í s .

definición y ejecución de la política monetaria, y ha sido en función de ese 
mandato legal com ha establecido un doble objetivo de inflación: a corto y a 
medio plazo. Alcanzarlos o no supondrá obtener o perder una credibilidad 
que le será imprescindible para llevar eficazmente a cabo en el futuro sus 
objetivos (Ortega, “La Autonomía del Banco de España...” cit pág. 28).

94a Fernández, “La autonomía...” cit pág. 132.

447





P r o p u e s t a  s e g u n d a : L a  a u t o n o m ía  s e  l o s  b a n c o s  c e n t r a l e s

SIN MENOSCABO DE SU LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA

Rotundamente ha afirmado Layard que los bancos centrales 
nunca han sido tan poderosos como actualmente^. Después del 
análisis realizado en las páginas precedentes, puede entenderse por 
qué. Con el nuevo enfoque institucional de la teoría económica, han 
sido la resolución del problema de la inconsistencia temporal y la 
eliminación de la incertidumbre e inestabilidad que se deriva de las 
políticas monetarias partidistas las líneas básicas que han 
fundamentado la justificación del aumento de la autonomía en las 
responsabilidades de diseño y ejecución de la política monetaria de 
los bancos centrales^, aunque en algún caso la independencia del 
banco central cuenta con raíces de otra índole. Las explicaciones 
económicas —y las posiciones ideológicas que com portan^—, dentro

943 Con esa frase inicia su prólogo a la obra de Bljnder (Blinder, El banco 
central... cit. pág. xi).
944 Erias y SÁNCHEZ, “Independencia de los bancos...” cit. pág. 67.
945 Tras el análisis precedente pocas dudas pueden quedar acerca de que la 
decisión de crear un banco central independiente es, en buena parte, una 
opción ideológica. Desde un principio fue así; como afirman Goodhart, 

Capie, y Schnadt, “los principales factores que influyeron en las relaciones 
entre el Gobierno y el banco central durante al menos dos siglos fueron las 
condiciones políticas prevalentes (esencialmente paz/guerra), la filosofía
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de su campo, buscan legítimamente instrumentos de lucha contra la 
inflación pero, con independencia de que en estos momentos una 
gran parte de los estudios estén a favor de un banco central 
independiente como eficaz instrumento para conseguir políticas 
monetarias antiinflacionarias, a la hora de realizar el diseño 
institucional de los bancos centrales independientes deben ser 
tenidos en cuenta los límites y las exigencias que, al respecto, impone 
el principio democrático.

Muchas de las propuestas sobre las que se quiere levantar una 
supuesta legitimidad de la banca central independiente son 
discutibles desde su primera enunciación. Como se ha examinado, no 
es obvio que la política monetaria deba tener como único objetivo la 
estabilidad de los precios. La búsqueda de esta estabilidad, a través 
de los instrumentos de política monetaria, por parte de bancos 
centrales independientes supone la toma de decisiones políticas por 
cargos que, comoquiera que toman decisiones cuya naturaleza es el 
poder público, precisan de legitimación democrática. Cuestionar 
gravemente la confianza hacia la capacidad de los Gobiernos para 
velar por los intereses generales es poner en tela de juicio el pilar de 
la toma de decisiones democráticas.

Poco que añadir cabe respecto a la naturaleza política de las 
decisiones en materia monetaria, y en ese sentido su formulación y 
aplicación en uno u otro sentido cobra un significado ideológico^. El

politicoeconómica dominante en el momento y el régimen de tipo de 
cambio. Por esta razón, en el siglo diecinueve, la paz, el laissez-faire, el 
patrón oro y  la estabilidad de los precios alentó una considerable 
independencia (GOODHART, Capde, y  Schnadt, “The development of...”, cit. 
pág. 62).
946 En relación con este contenido político, un representante del Fondo 
Monetaria Internacional solicitaba a los Gobiernos la independencia de los 
bancos centrales y pedía a los mismos bancos que, cuando lo consideraran
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funcionamiento de un banco central requiere cotidianamente de 
decisiones políticas; incluso aspectos aparentemente técnicos acaban 
resultando políticamente delicados**?, como la definición de las 
garantías de los activos aceptables para poder obtener financiación 
del banco central, o la elección de los activos en los que mantener las 
reservas exteriores del país. Que la independencia de los bancos 
centrales se sustente en razones políticas —y que se use elementos 
jurídicos para su desarrollo— como la desconfianza de la actuación 
del Ejecutivo que conservara legítimas competencias sobre política 
monetaria no es, desde luego, criterio de legitimación alguno. 
Aunque se comprobara —como creen haber hecho los defensores de 
los bancos centrales independientes— que realmente tiene lugar 
determinado comportamiento inflacionario de la política monetaria 
por parte del Ejecutivo, el sistema democrático debería decidir si 
desea delegar las decisiones sobre el valor de la moneda en una 
institución independiente, o prefiere asumir el coste de este tipo de 
políticas a cambio de la mejora de otros indicadores económicos. La 
democracia tiene su coste*»8.

Cuestión aparte es el de la legitimidad de los bancos centrales 
independientes en el marco del Estado constitucional de la que, como 
ha quedado patente, no se ha dado la necesaria ocupación por parte 
de la doctrina jurídica, lo que ha provocado en ocasiones la falta de 
un análisis riguroso sobre la legitimidad democrática de estas 
instituciones. Como ejemplo, algunos defensores de que existe una

conveniente, criticaran la política fiscal de sus Gobiernos (E rb, Richard , 

"Autonomía del banco central: la perspectiva del Fondo Monetario 
IntemacionaT, en AA.W., Estudios Monetarios, Seminario "Experiencias 
sobre autonomía de la banca centrar. Banco Central de Chile, Santiago de 
Chile, 1989, págs. 11 y ss).
947 Deane y  P rin g le , Bancos Centrales, cit pág. 138.
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compatibilidad entre los bancos centrales propiamente 
independientes y el Estado constitucional confunden el principio de 
legalidad con las exigencias del principio democrático, afirmando 
—como hace B l in d e r — que lo que hace que la decisión de dotar de 
independencia a un banco central sea democrática es el hecho de que 
los parlamentarios elegidos la tomaron por propia voluntad; a esto se 
suma que los directivos de los bancos centrales no deciden los 
objetivos de la política monetaria, sino que éstos son trazados bien 
por los políticos electos*», bien por la propia ley, y que la elección de 
los directivos de los bancos centrales por los estamentos políticos
a p ro p ia d o s9 5 o .

Desde luego, olvidan estas tesis lo que ya quedó claro en la 
primera parte de este trabajo, esto es, que los requisitos del principio 
democrático van más allá de la exclusiva legitimidad del Estado de 
Derecho, y que allí donde no se establezca un origen y un control 
democráticos en todos los ámbitos detentadores de poder público 
cabe dudar que se esté frente a un Estado constitucional. Aunque en 
estas tesis late uno de los extremos sobre la cuestión que cabe tener 
bien en cuenta: que la sociedad democrática puede decidir —como lo 
ha hecho, por medio de la ley, en tantos países— su preferencia hacia 
el manejo de la política monetaria por parte de un banco central 
autónomo.

En efecto, cuestión diferente es la posibilidad en el Estado 
constitucional de bancos centrales no ya independientes sino 
autónomos —independientes—. Los defensores en derecho público de 
la posibilidad de bancos centrales autónomos parten, como hace 
S im ó e s  Pa t r íc io , de que el particular estatuto de autonomía de los

94® En particular, en lo referido a la economía política. Al respecto, en 

general, Keech, Econom icpolitics, c i t  

b lin d er , E l banco central... cit. pág. 65.

95° ídem .
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bancos centrales está trazado en un cuadro de equilibrio de poderes 
públicos más que de separación y oposición de los m i s m o s ^ .  Desde 
este punto de vista, en relación con las razones que abogan por la 
legitimidad de las administraciones independientes, se defiende que 
la ley está plenamente legitimada para configurar un banco central 
autónomo siempre que respete los límites y condiciones 
constitucionales.

Las condiciones para la autonomía de los bancos centrales son, 
para F e r n a n d e z , tres: que exista una exigencia de la propia realidad, 
esto es, que el grado de sensibilización social existente promuevan el 
otorgamiento de dicha autonomía; que el estatuto particular esté al 
servicio de algún valor constitucionalmente relevante —en el caso de 
los bancos centrales, el de estabilidad económica, reconocible en 
algunos textos constitucionales occidentales, como el nuestro—; y 
que el estatuto autónomo no se traduzca en ningún caso en una 
ruptura total de los vínculos de unión entre el banco central, el 
Gobierno y el Parlamento. Esta exigencia en la implicación del banco 
central con el poder público es trascendental en opinión del autor, 
para quien un estatuto “que descolgara enteramente del sistema a 
una institución determinada haciendo de ella una pieza suelta dentro 
de la galaxia constitucional sería, ciertamente, in a d m is ib le ’̂ .  Ello 
conlleva una segunda cuestión de fondo: difícilmente debería 
hablarse de la misma independencia en todos los casos, puesto que 
cada sociedad tendría que determinar qué dase de banco 
independiente quiere y necesita. Éste dependerá de otros factores 
—afirma Go k b u d a k — como la evolución de la inflación en la historia 
del país, la naturaleza de la existencia de pesos y contrapesos en el 
sistema político, el nivel de conocimiento del público y el debate 
sobre cuestiones económicas, y el estado del desarrollo de los

951 simóes Patrício, “Autonomía de los bancos...” cit. pág. 31.
952 Fernández, “La autonomía...” cit. págs. 728 y 729.
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mercados financieros^.

También los bancos centrales pueden cometer errores, como 
los mismos defensores de su independencia han reconocido954; por 
otra parte, sus decisiones son claves para la sociedad, que tiene el 
derecho y el deber de exigir los mecanismos de control necesarios 
para un efectivo seguimiento de la labor del banco central. Como han 
escrito D e a n e  y P r in g l e ŝs, en una sociedad democrática no hay 
lugar para un banco central completamente libre de elaborar sus 
propias políticas. Para estos autores, la sociedad debería dar un 
mandato al banco central, bien directamente desde el legislativo o 
bien desde la Constitución. “Los responsables de los bancos centrales 
no son el anverso de los políticos: los que están en lo más alto pueden 
estar preocupados por su reelección y verse tentados, con la mirada 
puesta en ella, a buscar el favor de sus gobiernos. También ellos 
pueden cometer errores, equivocarse en las decisiones, no ser lo 
bastante profesionales; nunca faltan los críticos que dicen que son 
ineptos y que hacen mal uso del cargo. El público necesita garantías 
de que, a pesar de que el dinero de la nación está en manos de 
gestores no elegidos, éstos persiguen objetivos que la sociedad 
aprueba”.

El control democrático no puede evaluarse como una carga 
para los bancos centrales, sino como un requisito irrenundable del 
Estado constitucional que, bien configurado, puede coadyuvar en su 
m i s i ó n ^ .  Afirmar que un banco central independiente y discrecional

953 Gokbudak, Central bank independence, the Bundesbank experience... 
cit. pág. 21.
954 y .  gr. ISSING, “Independencia del banco central...” cit. pág. 271.
955 Deane y Pringle, Bancos Centrales, cit pág. 369.
956 ei Presidente de la Reserva Federal de Nueva York, Gerald Corrigan, 

aseguró que la responsabilidad de la Reserva Federal frente al Congreso “ha 
sido de mucha utilidad. Creo que ha funcionado bien para todos, ya sea el
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no es ajeno a las presiones políticas del G o b i e r n o ^  no es suficiente 
para justificar la no existencia de mecanismos de control 
institucional. En efecto, a través de modos de presión jurídicos o 
extrajurídicos el Gobierno puede presionar al banco central a favor de 
determinada política; pero para ello se utilizan canales indirectos y, 
en algunas ocasiones, arriesgados, como es incorporar elementos de 
conflicto institucional en la opinión pública, y que se evitarían en 
buena parte si se establecieran mecanismos institucionales y 
efectivos de control democrático. Las funciones que se han asignado 
a los bancos centrales obliga a que se establezcan los mecanismos que 
garanticen la legitimidad democrática de estas instituciones.

El problema del déficit democrático de los bancos centrales no 
reside en que, como afirman E r í a s  y S á n c h e z ,  en el marco de una 
democracia se le otorguen poderes discrecionales a una instancia 
cuyos agentes no son cargos electos, situación que podría legitimarse 
como excepción a la mecánica democrática habitual si los beneficios 
justificaran dicha e x c e p c i ó n ^ .  Los bancos centrales no son ni mucho 
menos las únicas instancias de gestión política cuyos cargos no son 
electos, y la función que realizan podría justificar su configuración 
como organismos autónomos. Pueden existir bancos centrales 
autónomos, siempre que la lucha contra la inflación, para lo cual 
puede servir el estatuto particular de los bancos centrales, sea una de 
las prioridades económicas del país correspondiente. Pero dichos 
bancos centrales autónomos deben ser conscientes que su autoridad 
sobre la política monetaria no es propia, sino delegada; por esta 
razón, la autoridad que se les delega debe poder siempre ser

Congreso, el público y  los mercados en general” (CORRIGAN, “Autonomía del 
banco central..:” cit. pág. 56).
957 Como afirma García del Paso (García del Paso, “Sobre la 
independencia...” cit pág. 100).
958 Erías y Sánchez, “Independencia de los bancos centrales...” cit pág. 72.
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derogada o alterada por medio del proceso político o legislativo 
correspondiente, y cuanto mayor sea el grado de autonomía del 
banco central, más sólida y clara deberá ser la autoridad que se 
delega959 y  los mecanismos de su control. Un Estado constitucional 
precisa de una posición democrática de los bancos centrales, lo que 
significa asimismo una definición acerca de la relación con el resto de 
los poderes públicos, en particular el Gobierno; relación esta última 
que, como afirman B e r g e r  y T h u m , sigue siendo un rompecabezas 
no resuelto?60.

Por otra parte, el hecho de que el fenómeno de la banca central 
autónoma no se regule expresamente en la Norma Fundamental no 
impide que el legislador pueda dotar a los bancos centrales de la 
autonomía necesaria siempre y cuando no sea incompatible con el 
sistema económico y de regulación pública que se desprende de la 
Constitución?61, y que en el texto constitucional se establezca un 
objeto constitucionalmente protegido que sirva como anclaje 
democrático del particular estatuto autónomo. Como incide GumÁN, 
la demanda social puede exigir a los políticos el mantenimiento de la 
disciplina financiera?62; pero una demanda social de esa envergadura,

?59 GumÁN, “La independencia de los bancos centrales:...” cit. págs. 158 y 
159-
960 Berger y Thum, Central bank vs. government... cit. pág. 28.
961 En este sentido, Fernández, “La autonomía...” cit. pág. 725.
962 Según este autor, la historia antiinflacionista de un país influye de forma 
principal entre los factores ambientales donde prospera la idea de un banco 
central independiente. Donde las políticas fiscales y monetarias han 
propiciado costosos periodos de inflación en el pasado, existe 
probablemente uns demanda más fuerte por parte de la sociedad a favor de 
modelos que exijan a los líderes políticos el mantenimiento de la disciplina 
financiera. Este sería el caso de Alemania. Cuando más enraizada 
socialemente esté la experiencia, más probable será que el modelo del
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que suponga una delegación de autoridad, debe contar con 
protección constitucional.

La legislación que regula el estatuto de los bancos centrales 
autónomos debe establecer con claridad las limitaciones en las 
funciones encomendadas al banco. Aunque, en términos amplios, el 
potencial conflicto entre los objetivos microeconómicos —estos es, 
funciones del banco central diferentes de la estricta política 
monetaria—, no parece importante^, los bancos centrales deberían 
contar con el menor número posible de funciones desvinculadas de la 
responsabilidad sobre política monetaria; éstas desvían los esfuerzos 
del objetivo principal y crean dualidades que podrían evitarse, pero al 
mismo tiempo pueden ser causa de confusión en los roles y el uso de 
la autonomía legalmente establecida. En particular, la supervisión del 
sistema financiero es una tarea harto compleja debido a la 
relativamente reciente aparición, al amparo de la desregulación del 
sistema financiero, de entidades bancarias o financieras de ámbito 
multinacional, así como de conglomerados financieros que abarcan 
diferentes ramas de la actividad financiera a través de una compleja 
estructura de entidades^.

El problema no es, por lo tanto, cuando nos encontramos con 
instituciones autónomas, sino cuando hablamos de administraciones 
independientes. Si estas administraciones independientes funcionan 
realmente como administraciones independientes, como

responsable de la política monetaria sea un banco central independiente 
(GumÁN, “La independencia de los bancos centrales:...” cit pág. 166)
#>3 Así lo asegura GumÁN, para quien el conflicto podría darse si la política 
de supervisión prudencial se orientara indebidamente en la práctica a 
vigilar la salud de instituciones financieras individuales más que la del 
sistema en conjunto (GumÁN, “La independencia de los bancos 
centrales:...” cit. págs. 163 y 164).
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rotundamente ha afirmado A l o n so  M a s , no podrá admitirse que 
realicen funciones de dirección política^. El problema de la 
legitimidad democrática es diferente —y, en todo caso previo— al de 
la existencia de un comportamiento moral o ético en la banca central, 
que ya se pregunta alguna doctrinad  En los últimos años, en 
relación con esta cuestión, ha cobrado importancia la configuración 
—ciertamente independiente, como se verá— del Banco Central 
Europeo y, al respecto, los cambios legislativos que con vistas en la 
Unión Económica y Monetaria han configurado un Banco de España 
como banco central independiente.

Como afirma Ga r c ía -A n d r a d e , la lucha secular contra la 
inestabilidad monetaria y el intento por afianzar una regla que 
limitase el poder monetario de las Autoridades explican el régimen 
jurídico a que han llegado actualmente el Banco de España y, en el 
marco de la integración europea, el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales96?; pero el hecho que sea comprensible no significa 
preceptivamente que sea conveniente, al menos desde la óptica del 
Derecho constitucional. La actual regulación jurídica del Banco de 
España es, cuanto menos, preocupante desde las consideraciones 
realizadas sobre el principio democrático, en particular después de 
haber asumido los compromisos de Maastricht sobre la delegación de 
la política monetaria sin haber propuesto un debate serio sobre su 
significado y sobre la necesidad, en su caso, de reforma 
constitucional más allá de la puntual modificación que ésta sufrió.

964 Rubio, “El papel de los bancos centrales...” cit pág. 31.

965 Alonso, ,“La dirección déla política...” cit pág. 815.
966 IssiNG, Omar, “Ethics and moráis in central banking: Do they exist, do 
they matter?”, en Frow en, S tephen  F., y P rin g le , R obert (Eds.), Inside 
the Bundesbank. Macmillan Press (Londres) y St. Martin's press (Nueva 
York), 1998.
967 García-Andrade, La posición juríd ica ... c i t  pág. 21.

458



Legitimidad democrática de los bancos centrales

Con, todo, como ha manifestado A r a g ó n ?68, las enfáticas 
declaraciones del Tribunal de Justicia de la Comunidad acerca del 
carácter irreversible de la cesión de competencias por los Estados 
miembros y de la incondicionada primacía del Derecho comunitario 
sobre las normas de producción interna, incluidas las normas 
constitucionales, no pueden servir para ocultar la realidad que los 
Tribunales constitucionales europeos han puesto de manifiesto: que 
mientras Europa sea una unión de Estados soberanos y no una 
federación, la validez del Derecho comunitario en los países europeos 
se fundamenta, en último término, en la Constitución de cada uno de 
ellos.

Es función de los constitucionalistas dar soluciones a la 
inserción de los bancos centrales autónomos en el Estado 
constitucional, y el caso español requiere particularmente de ese 
esfuerzo. Como órganos constitucionales, al menos en sentido 
material y, cada vez más, también en sentido formal, deben ser 
producto de la ocupación del Derecho constitucional cuya teoría, 
como ha denunciado F e r n á n d e z , no ha acertado a asimilar la rápida 
evolución de los acontecimientos experimentada en las últimas 
décadas en el ámbito monetario, “un campo —señala el autor— en 
que el constitucionalista se mueve ciertamente con dificultad y que 
por eso suele rehuir”?6?.

968 Aragón, “La Constitución española y el...”. cit pág. 25.

969 Fernández, "La autonomía...” cit pág. 737. A lo que cabe añadir la 
“novedad” que, como hemos visto, para el constitucionalismo ha 
representado el estudio de las administraciones independientes, temática 
que, como señala López Guerra, se configura de reciente interés junto con 
otros aspectos propios de la dimensión “orgánica” del Derecho 
constitucional (López Guerra, Luis, “Encuesta sobre la orientación actual 
del Derecho constitucional”. Teoría y Realidad Constitucional n°i, primer 
semestre 1998, pág. 37).
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Pero, por otro lado, es función de la sociedad colocar a la lucha 
contra la inflación y, en su caso, a la autonomía de los bancos 
centrales en los lugares que considere les corresponde, y también el 
caso español requiere de esta evaluación. Muy probablemente se 
trata de una decisión difícil, porque los estudios económicos no son 
esclarecedores en ningún sentido, y para una población con canales 
limitados de debate social es complicado llegar al convencimiento de 
que la independencia de los bancos centrales es útil para controlar la 
inflación o se trata, en términos de P o s e n ,  de una falsa esperanza^0. 
Pero es un debate necesario que una sociedad madura en algún 
momento deberá emprender.

Por una parte, como se ha analizado, cabe que estemos ante un 
problema constitucional, donde la Norma Fundamental deba ser 
modificada, lo que siempre es, cuanto menos, complicado. Pero, por 
otra parte, estamos ante un hecho con difícil marcha atrás. Como 
afirma G o o d m a n , mantener la independencia de los bancos centrales 
es más fácil que crearla, porque la creación requiere de un acto de 
voluntad política. Configurando un banco central independiente, los 
gobiernos añaden un nuevo actor al sistema político, que con toda 
seguridad buscará preservar su autonomía. Pero, como el mismo 
autor señala, esto no quiere decir que la independencia de la banca 
central sea ir rev ersib le^ . De hecho, para el caso en que la sociedad 
democrática considerara la posibilidad de cambio, debería ser 
reversible. Es otra consecuencia, la última si cabe, de la posibilidad 
de los bancos centrales autónomos responsables de la política 
monetaria en el Estado constitucional.

970 POSEN, “Why central bank independence...” cit. pág. 61.

971 GOODMAN, M onetary sovereignty... cit. pág. 8.
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1. LOS ORÍGENES DE LA DISCRIMINACIÓN:

d e l  T r a ta d o  d e  R om a a l  In fo r m e  D elors

a. Las raíces de la unión monetaria: 
del Tratado constitutivo al Plan Wemer

La unión monetaria no ha sido, como es sabido, un objetivo 
cumplido en el proceso de integración europea hasta tiempos bien 
recientes9?2, y lo cierto es que es dudoso que muchos de los primeros 
diseñadores de lo que hoy es la Unión Europea pensaran en la 
posibilidad real de que la integración económica pudiera llegar al

972 Sobre la integración monetaria cfr., en general, A bellán  H o n r u b ia , 

V ictoria  y V ilá  Costa , Blanca  (dirj, Lecciones de Derecho Comunitario 
Europeo. Ariel, Barcelona, 1998, págs. 214 y ss.; M orata, Francesc , La 
Unión Europea. Procesos, actores y políticas. Ariel, Barcelona, 1998, págs. 
319 y ss. Para un comentario general sobre la situación de la política 
monetaria en Europa durante la vigencia del Sistema Monetario Europeo 
cfr. el informe del grupo que presidió LOUIS, J ea n  V íctor, Vers un systéme 
européen de banques centrales. Éditions de l'Université de Bruxelles, 
Bruselas, 1990. Una breve historia del concepto de Unión económica y 
monetaria puede verse en SMrrs, Re nÉ, The European Central Bank. 
Institutional aspects. Kluwer Law International, La Haya, 1997, págs. 10 y 
ss.
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grado de profundización que requiriera una unión monetaria y, con 
ello, un banco central común. Incluso cuando los euroescépticos 
creyeran que, en algún momento de su existencia, el proceso de 
integración requiriese de un compromiso de esta envergadura entre 
los países miembros, se hubiera apostado por la marcha atrás o el 
estancamiento del proceso de integración antes de que los viejos 
Estados europeos, que pocos años antes participaban en una guerra 
de alcance global, cediesen su competencia sobre la moneda a un 
órgano supraestatal que quedase fuera del directo control de sus 
gobiernos.

El avance del proceso de integración europea tuvo lugar con 
lentitud aun cuando las raíces de la integración económica se 
encontraban ya en la firma del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea del Carbón y del Acero (Tratado CECA), en 1951 que, aunque 
sectorial y, por lo tanto, de alcance muy limitado, implicaba 
explícitamente un compromiso amplio de colaboración entre países 
que acababan de emerger de un conflicto bélico de graves 
repercusiones sociales, políticas y económicas. Las Altas Partes 
Contratantes estaban resueltas “a sustituir las rivalidades seculares 
por una fusión de sus intereses esenciales, a poner, mediante la 
creación de una comunidad económica, los primeros cimientos de 
una comunidad más amplia y profunda entre pueblos tanto tiempo 
enfrentados por divisiones sangrientas, y a sentar las bases de 
instituciones capaces de orientar hada un destino adelante 
c o m p a r t id o ”^ .  En gran medida, aquellos deseos expresados en el

973 Preámbulo del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea del 
Carbón y del Acero, firmado en París el 18 de abril de 1951 y modificado en 
varias ocasiones posteriormente, la última por el Tratado de Ámsterdam de 
1997.
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Preámbulo del Tratado CECA son una realidad más de cuatro 
décadas después.

Seis años más tarde de la firma del Tratado CECA, el Tratado 
de Roma de 1957, por el que fue creado el mercado com ún974  

(TCCEE) supuso el primer gran avance en el proceso de integración 
europea desde su inicio, al establecer una unión aduanera entre sus 
m iem b ro s9 7 5  y  sentar las bases de lo que sería el mercado común 
aunque, por diferentes causas, tuvieron que pasar décadas antes que 
éste viera definitivamente la luz.

Escasa fue, todavía, la importancia que este nuevo 
instrumento para la integración económica confería tanto a la política 
fiscal como a la unión monetaria; en particular esta última, cuyas 
referencias en el seno del Tratado fueron mínimas. El TCCEE no 
consideraba la unión monetaria como un objetivo importante, 
seguramente ni siquiera necesario a medio plazo, incluso cuando los 
mecanismos de integración económica previstos acabaran 
funcionando correctamente, por cuanto el proceso de integración 
iniciado buscaba un compromiso político de los Estados más que 
económico. En el terreno monetario, el Tratado de Roma no 
cuestionaba el mantenimiento de los acuerdos de Bretton Woods que, 
basados en la supremacía del dólar, consagraban la hegemonía 
estadounidense en el sistema de cambios mundial. Como ha señalado 
M o ra ta , los autores del Tratado de Roma, teniendo en cuenta la 
estabilidad monetaria existente, fundamentaron la construcción 
europea en la supresión progresiva de los obstáculos a la libre

9 74 Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea, de 25 de 
marzo de 1957.
975 Los mismos seis Estados que en su momento firmaron el Tratado CECA: 
Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo y Países Bajos.
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circulación de mercancías, servicios, personas y capitales, sin que los 
Gobiernos de los Seis estuvieran dispuestos a ceder competencias en 
materias tan sensibles como las políticas fiscal y monetaria^6, tan 
relacionadas con la soberanía en cada Estado.

En efecto, los Gobiernos de los países miembros del proceso de 
integración no desarrollaron todas las posibilidades que les confería 
el Tratado de Roma, relegando de facto  la política económica fiscal 
frente a la monetaria, a pesar de que el Tratado delimitaba un campo 
de actuación en la colaboración económica fiscal de los países 
integrantes que no dejaba lugar a dudas: el artículo 2 TCCEE 
establecía que la misión de la Comunidad era promover un desarrollo 
armónico de las actividades económicas en el conjunto de los países 
del proceso de integración, una expansión continua y equilibrada, 
una estabilidad creciente, una elevación acelerada del nivel de vida y 
relaciones más estrechas entre los Estados miembros. Para ello, la 
Comunidad contaba con dos instrumentos: el establecimiento de un 
mercado común y la progresiva aproximación de las políticas 
económicas de los Estados miembros.

Respecto a la política económica, el Tratado constitutivo 
preveía algunos instrumentos de coordinación por cuanto, como 
señalaba su artículo 103, los Estados miembros debían considerar su 
política de coyuntura como una cuestión de interés común. Los 
artículos 104 y 105 TCCEE, por su parte, exigían de cada Estado 
miembro la aplicación de la política económica necesaria para 
garantizar el equilibrio de su balanza global de pagos y mantener la 
confianza en su moneda, procurando asegurar un alto nivel de 
empleo y la estabilidad del nivel de precios. Para conseguir estos

976 M orata, La Unión Europea... cit. pág. 320.
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objetivos, los Estados miembros debían coordinar sus políticas 
económicas —una competencia, la de la coordinación de las políticas 
económicas generales de los Estados miembros, que ya figuraba 
como propia del Consejo^—, y con ese objetivo debían establecer 
una colaboración entre los servicios competentes de sus respectivas 
administraciones públicas y entre sus bancos centrales.

En particular, respecto a la política monetaria el Tratado 
contemplaba la creación de un Comité Monetario de carácter 
consultivo “para fomentar la coordinación de las políticas monetarias 
de los Estados miembros en la medida necesaria para el 
funcionamiento del mercado interior”??8, cuyas competencias 
consultivas serían ampliadas en las sucesivas reformas del Tratado, y 
que no sería disuelto hasta el inicio de la tercera fase de la unión 
económica y monetaria, momento en que fue sustituido por el Comité 
Económico y Financiero. El Comité Monetario contaba con 
nacionales de todos los países de la Comunidad, puesto que los 
Estados y la Comisión nombraban cada uno a dos miembros, si bien 
la norma prescribía que ejercieran el cargo a título personal y debían 
desempeñar sus funciones con total independencia, y en beneficio 
general de la Comunidad???.

977 Artículo 145 TCCEE. El Consejo, con el Parlamento Europeo, la 
Comisión y el Tribunal de Justicia, aparecían ya como las instituciones de la 
Comunidad (Quinta parte, artículos 137 y ss. TCCEE).
9T8 Artículo 105.2 TCCEE. Nótese la condición determinante que el propio 
artículo incorpora en su mandato: la coordinación de las políticas 
monetarias debe tener lugar en la medida necesaria para que el mercado 
instituido por el TCCEE funcione adecuadamente.
979 El Estatuto del Comité Monetario, que fue aprobado por el Consejo el 18 
de marzo de 1958, involucraba a la banca central de los Estados miembros 
al prescribir en su artículo 5 que, por regla general, cada Estado debía elegir
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Los avances en la constitución del mercado común entre los 
países miembros del proceso de integración han sido, si no 
uniformes, sí prioritarios y constantes desde el mismo fundamento 
de este proceso. No obstante, por lo que se refiere a la aproximación 
de las políticas económicas, todos los esfuerzos se destinaron a 
estrechar el vínculo entre las políticas monetarias de los diferentes 
países, relegando a un segundo plano, a pesar del mandato del 
artículo 2 TCCEE, la promoción de las bases y del diseño institucional 
y competencial que posibilitaran la toma de decisiones políticas en 
materia económica más allá de la puramente monetaria.

Aunque el Tratado constitutivo no marcaba expresamente 
diferencias de prioridades entre la política fiscal y la política 
monetaria, y en todo caso, por la naturaleza de los objetivos 
señalados, concedía prioridad a la primera frente a la segunda, con el 
transcurrir de los años los Estados destinaron sus esfuerzos a la 
coordinación de políticas monetarias que conducirían, finalmente, a 
la unión monetaria. Las sucesivas reformas de los tratados europeos 
de integración demuestran cómo los Estados han sido mucho más 
proclives a delegar en la Comunidad, en mayor medida en cada 
oportunidad en que se profundizaba en el proceso de integración, las 
tomas de decisiones respecto a la coordinación de las políticas 
monetarias, necesaria, al fin, para el correcto funcionamiento de un 
mercado común; por el contrario, los Estados se han mostrado más 
reticentes respecto a las competencias en materia económica fiscal. 
No cabe buscar la razón en que la delegación de políticas fiscales 
requería de profundos cambios legislativos —y, en particular,

a un miembro entre los altos funcionarios de la Administración Pública, y al 
otro miembro a propuesta del banco central correspondiente.
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constitucionales—, puesto que la integración monetaria ha necesitado 
de igual manera nuevos instrumentos jurídicos. La delegación de 
competencias económicas fiscales solicitaban un mayor compromiso 
en la integración económica, que comportaba presupuestos 
económicos comunes, planes integrales de desarrollo, políticas 
comunes de empleo, mayor solidaridad financiera, etc; ámbitos todos 
ellos en los que los Gobiernos se han conducido de manera más 
cauta.

Ninguna crítica en este punto puede realizarse al Tratado 
constitutivo que, pese a las condiciones que rodearon su firma, 
consiguió iniciar un proceso de integración que supondría una 
revolución en las relaciones de los países europeos. Las bases 
sentadas por el Tratado constitutivo eran, aunque escasas, 
semejantes en materia política económica fiscal y de política 
económica monetaria, y a este respecto es clara la referencia a las 
políticas económicas que realiza el artículo 2 TCCEE. Ha sido la 
trayectoria de modificación institucional posterior, cuya culminación 
la constituyó el Tratado de la Unión Europea de 1992 y la entrada en 
vigor de una moneda común, la que ha apostado constantemente por 
la relación entre las políticas monetarias de los países miembros y ha 
olvidado incorporar los cambios necesarios para que también las 
políticas económicas de los países integrantes contaran con un alto 
grado de convergencia real previsto jurídicamente, más allá de las 
políticas concretas desarrolladas desde Bruselas.

La realidad de cualquier proceso de integración económica se 
impuso al poco tiempo de firmado el Tratado de Roma. Cuando se 
mostraron los primeros efectos de la integración económica, apareció 
la necesidad de coordinar las políticas monetarias de los países 
miembros en el marco instituido por Bretton Woods. En 1960 se creó
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el Comité de Política coyuntura^80 y en 1964, a propuesta de la 
Comisión, se estableció el Comité de Gobernadores de los bancos 
centrales de los Estados miembros^81, el Comité de Política 
Presupuestaria^82 y el Comité de Política Económica a medio 
plazo^. En ese mismo año el Consejo aprobó una decisión que 
promovía una estrecha coordinación de las políticas de los Estados 
miembros en materia de relaciones monetarias internacionales, para 
lo cual cualquier decisión o posición importante que adoptaran los 
Estados miembros en este ám bito^ debía ser consultada en el seno 
del Comité monetario.

980 Decisión del Consejo, de 9 de marzo de 1960, referente a la 
coordinación de las políticas de coyuntura de los Estados miembros.
981 Decisión del Consejo, de 8 de mayo de 1964, relativa a la colaboración 
entre los bancos centrales de los Estados miembros de la Comunidad 
Económica Europea. La Comisión, con la Recomendación de 19 de junio de 
1963, hacía de esta forma efectiva la capacidad de recomendación para el 
establecimiento de la colaboración entre los bancos centrales de los Estados 
miembros, prevista en el artículo 105 del Tratado constitutivo.
98a Decisión del Consejo, de 15 de abril de 1964, referente a la colaboración 
entre los servicios competentes de las administraciones de los Estados 
miembros en el campo de la política presupuestaria.
9*3 Decisión del Consejo, de 15 de abril de 1964, relativa a la creación de un 
Comité de política económica a medio plazo.
984 En particular, las decisiones referentes al funcionamiento general sel 
sistema monetario internacional; la utilización, por parte de un Estado 
miembro, de recursos movilizables en el marco de acuerdos 
internacionales; y la participación de uno o varios Estados miembros en 
acciones importantes de apoyo monetario en beneficio de terceros países 
(Decisión del Consejo, de 8 de mayo de 1964, relativa a la colaboración 
entre los Estados miembros en materia de relaciones monetarias 
internacionales).
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El Comité de Gobernadores de los bancos centrales de los 
Estados miembros de la Comunidad Económica Europea —como 
oficialmente se denominaba el órgano creado por esta decisión- 
estaba formado por los gobernadores de los diversos bancos 
centrales, y se preveía que por regla general se invitara a la 
Comisión, representada por uno de sus miembros, a que asistiera a 
las reuniones del Comité. En la Decisión del Consejo que regulaba la 
colaboración entre los bancos centrales de los Estados miembros ya 
se consideraba que la realización progresiva de una unión económica 
debía implicar la aplicación de políticas económicas que tendieran a 
asegurar la estabilidad de las paridades de cambio entre las monedas 
de los Estados que formaran parte del proceso de integración. No se 
apelaba a una simple coordinación de las políticas monetarias, sino a 
una convergencia en las políticas fiscales que fortaleciera el valor de 
la moneda.

Las funciones del Comité de Gobernadores eran todavía de 
información y seguimiento de las políticas monetarias de los Estados. 
El Comité debía proceder a consultas sobre los principios generales y 
las grandes líneas de la política de los bancos centrales, en particular 
en materia de crédito, mercado monetario y mercado de cambios; 
proceder regularmente a intercambios de información sobre las 
principales medidas que fuesen de competencia de los bancos 
centrales; y examinar dichas medidas. Se requería que este examen 
precediese al de las medidas si las circunstancias y, en particular, los 
plazos de adopción de tales medidas lo permitieran. Por último, se 
solicitaba al Comité de Gobernadores que siguiera la evolución de la 
situación monetaria en la Comunidad y fuera de ella.

En la línea de la coordinación de las políticas monetarias de 
los Estados, un año después de la constitución del Comité de
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Gobernadores la Comisión propuso —sin éxito inmediato— el 
establecimiento de un tipo de cambios fijo entre las monedas de los 
países inscritos en el proceso de integración. Se trató del primero de 
varios proyectos que en muchos casos apenas vieron la luz, pero que 
sin duda colaboraron en el diseño y la conclusión de lo que hoy es la 
Unión económica y monetaria. La cumbre de Jefes de Estado o de 
Gobierno de La Haya, en diciembre de ese mismo año, acordó 
oficialmente dar los primeros pasos hacia una unión económica y 
monetaria. Los políticos europeos deseaban impulsar el proceso de 
integración antes de que la ampliación de la Comunidad Europea, por 
otra parte inevitable, supusiera un freno a la profundización del 
proceso integracionista^s.

Las diferencias aparecieron, en aquel momento, en la forma de 
llegar a ese grado de integración. Las varias concepciones sobre el 
asunto se englobaron en dos corrientes principales, la de los 
economistas y la de los monetaristas. Ambas posturas intentaron 
conciliarse en el Plan Wemer de 1970, fruto del Informe Werner, 
elaborado por iniciativa de la mencionada Conferencia de Jefes de 
Estado o de Gobierno de los países miembros de la Comunidad, que 
tuvo lugar en La Haya en diciembre de 1969, y que constituyó el 
precedente más explícito a favor de la puesta en marcha de una unión 
económica y monetaria^86. El Informe Wemer estuvo redactado por 
un comité de expertos presidido por el Primer Ministro y Ministro de 
hacienda luxemburgués, Pierre Wemer.

985 MORATA, dt. pág. 320.

v86 Góm ez  Castañeda , J u a n , "La Unión Monetaria Europea”, Política y 
sociedad n° 28, mayo-agosto 1998, pág. 42.
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El Plan Wemer, aprobado por el Consejo el 8 de enero de 1971, 
veía posible y conveniente alcanzar la unión económica y monetaria 
en diez años, a través principalmente de la implantación de la plena 
libertad de circulación de capitales entre los Estados miembros, la 
convertibilidad a paridades irrevocablemente fijas de las monedas de 
los Estados integrantes del proceso, y el cambio de titularidad en las 
competencias monetarias desde los óiganos nacionales a una nueva 
institución, llamada Fondo Europeo de Cooperación Monetaria, un 
verdadero precedente del Banco Central Europeo. El informe ponía 
en claro la necesidad de que las decisiones sobre política monetaria 
fueran tomadas en el nivel europeo, común para todos los países 
integrantes de la unión, lo que incluía el establecimiento único de los 
tipos de interés, las paridades de cambio y la gestión de las reservas. 
El Plan recomendó aumentar los mecanismos de coordinación de las 
políticas económicas entre los países europeos, así como avanzar en 
la armonización fiscal y la cooperación en política estructural y 
regional?8?.

En marzo de 1971 se decidió poner en marcha una primera 
etapa, experimental, de la unión económica y monetaria?88, a través 
de dos mecanismos: por una parte, el establecimiento de un 
procedimiento de acercamiento de los tipos de cambio entre las 
monedas europeas; por otra, la coordinación de las políticas 
económicas nacionales a través de reuniones de los ministros de 
Economía y Finanzas de los Estados. Este encuentro periódico sería 
conocido como Ecofin. Al mismo tiempo, se capacitaba al Comité de 
Gobernadores de los bancos centrales para coordinar su política

Smits, The European Central Bank... cit. págs. 15 y ss.
988 Resolución del Consejo y de los representantes de los Gobiernos de los 
Estados miembros, de 22 de marzo de 1971, relativa a la realización por 
etapas de la unión económica y monetaria en la Comunidad.

475



Rubén Martínez Palman

monetaria y de crédito y para que establecieran y definieran las 
modalidades prácticas de las líneas generales de actuación, en 
particular en lo referente a la evolución de la liquidez bancaria, las 
condiciones de distribución del crédito y el nivel de los tipos de
interés^.

La misma resolución que puso en marcha la realización por 
etapas de la unión económica y monetaria preveía la constitución del 
Fondo Europeo de Cooperación Monetaria, verdadera semilla de lo 
que unos años después sería el Banco Central Europeo. De hecho, el 
reglamento que creaba dicho Fondo y aprobaba sus estatutos^ 
consideraba que el Fondo Europeo de Cooperación Monetaria se 
constituía “con la finalidad de integrarse ulteriormente en una 
organización comunitaria de bancos centrales”. Entre sus 
competencias figuraban la promoción del buen funcionamiento del 
progresivo estrechamiento de los márgenes de fluctuación de las 
monedas europeas entre sí, de las intervenciones en monedas 
comunitarias sobre los mercados de cambios, y de las liquidaciones 
entre bancos centrales que tuvieran por objeto una política 
concertada de reservas.

Decisión del Consejo, de 22 de marzo de 1971, relativa al 
fortalecimiento de la colaboración entre los bancos centrales de los 
Estados miembros de la Comunidad Económica Europea.
99° Reglamento (CEE) n° 907/73 del Consejo, de 3 de abril de 1973, por el 
que se crea un Fondo Europeo de Cooperación Monetaria. La instalación 
provisional del Fondo Europeo de Cooperación Monetaria tuvo lugar en 
Luxemburgo (Decisión de los representantes de los Gobiernos de los 
Estados miembros, de 24 de julio de 1973, relativa a la instalación 
provisional del Fondo Europeo de Cooperación Monetaria).
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El Fondo Europeo de Cooperación Monetaria fue dotado de 
personalidad jurídica propia, y su dirección correspondía a un 
Consejo de administración formado por los miembros del Comité de 
Gobernadores de bancos centrales. En sus deliberaciones participaba 
un miembro de la Comisión. La relación con los bancos centrales 
nacionales era estrecha hasta el punto de que se preveía que los 
gastos derivados de la administración del Fondo no cubiertos por los 
ingresos fuera sufragados por una contribución proporcional de los 
bancos centrales nacionales.

Pero en mayo de 1971, dos meses después del inicio de la 
primera etapa de la unión monetaria, el Consejo, si bien constataba 
que la situación del momento y las perspectivas de evolución de las 
balanzas de pago de los Estados miembros no debía conllevar un 
cambio de las paridades de sus monedas, comprendía que en algunos 
casos las entradas excesivas de capital justificaban el ensanchamiento 
de los márgenes de fluctuación de los tipos de cambio de las monedas 
correspondientes por un periodo de tiempo determinado"1. La 
aproximación de los tipos de cambio resultó fallida porque partía de 
la base de que el cambio con el dólar permanecería fijo, de acuerdo 
con los acuerdos de Bretton Woods. En agosto de 1971 Estados 
Unidos tomó la decisión de incorporar su moneda al sistema de 
cambios flotantes, lo que originó una importante alza del marco 
alemán y, con ello, el distanciamiento de los tipos de cambio entre las 
monedas europeas.

991 Resolución del Consejo, de 9 de mayo de 1971, respecto a la situación 
monetaria.
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Como ha escrito Gó m ez  Ca sta ñed a^ ,  el Plan Wemer es un 
daro antidpo de lo que, años más tarde, se llevaría a cabo, pero fue 
planteado en un momento histórico sobre el que amenazaban 
complicados presagios que lo hacían inviable. Por una parte, 
aconteció la crisis del sistema monetario internacional y la 
desaparición de la paridad del dólar que había implantado Bretton 
Woods, poniendo fin al sistema de tipos de cambio fijos en tomo a la 
moneda norteamericana. Crisis del sistema monetario que vino 
acompañada por la crisis energética, a partir de 1973. Por otra parte, 
el Plan no incluía muchas respuestas a los grandes interrogantes de 
una futura unión económica y monetaria pues, como señala M orata, 

si bien la propuesta reflejaba un nivel de acuerdo importante en lo 
relativo al objetivo final, también revelaba discrepancias de fondo en 
cuanto al modo de alcanzarlo^. A pesar del fracaso del Plan Wemer, 
sin duda una gran parte de su contenido ha influido en lo que 
posteriormente ha sido el Tratado de la Unión Europea.

b. El Sistema Monetario Europeo

En marzo de 1972, el Consejo tomó algunas medidas “para 
reforzar la eficacia de la Decisión de Consejo, de 22 de marzo de 
i97i”994 —eficacia que había quedado en entredicho— en un nuevo 
impulso hacia la integración económica. La Resolución de 1972 
preveía que los Estados miembros que proyectaran medidas o

992 Gómez Castañeda, “La Unión...” cit. pág. 42.
9 9 3  m orata , c i t  pág. 321.

994 Resolución del Consejo y de los representantes de los Gobiernos de los 
Estados miembros, de 21 de marzo de 1972, relativa a la aplicación de la  

Resolución de 22  de m arzo de 1971 referente a  la realización p o r  etapas d e  

la unión económica y  m onetaria  de la Com unidad .

4 7 8



Legitimidad democrática de los bancos centrales

decisiones que se apartaran de las orientaciones de política 
económica definidas por el Consejo fueran consultadas, previamente 
a su adopción, otorgando de esta manera la posibilidad de que se 
escuchara la voz comunitaria pero sin que pudiera tener lugar en 
realidad una toma de decisiones sobre política nacional en un nivel 
supraestatal; por otro lado, el Consejo manifestó su conformidad en 
la creación de un Fondo de Desarrollo Regional.

Como ya iba siendo habitual, los esfuerzos se centraron en la 
integración de las políticas monetarias en mucha mayor medida que 
en la coordinación de políticas fiscales. La Resolución de marzo de 
1972 quería constituirse como el primer paso hacia la formación de 
una zona monetaria individualizada en el marco del sistema 
internacional. Para ello, los bancos centrales nacionales debían, 
interviniendo en sus respectivos mercados de divisas en monedas 
comunitarias o en dólares, reducir de forma progresiva el maigen 
entre la cotización más apreciada y la menos apreciada de las 
monedas de los Estados miembros. La primera meta consistía en que, 
a más tardar el 1 de julio de 1972, el maigen instantáneo de las 
monedas de dos Estados miembros no pudiera exceder del 2,25%; el 
objetivo a largo plazo, como ya había indicado la Resolución de 1971, 
seguía siendo la supresión de todo margen de fluctuación entre las 
monedas de la Comunidad lo que, de hecho, hubiera constituido lo 
más semejante a una moneda única.

Tampoco funcionó a medio plazo este nuevo mecanismo, con 
el objetivo de buscar la estabilidad cambiaría, conocido como la 
serpiente dentro del túnel, que en definitiva consistía en el 
establecimiento de unos márgenes, con referencia en el dólar, entre 
los cuales las monedas europeas podían fluctuar pero que no debían 
ser traspasados. La serpiente monetaria terminó limitándose a un
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área de estabilidad en torno al marco alemán, a la que se unieron 
informalmente algunos países que no formaban parte del proceso de 
integración, mientras que otros Estados miembros iban 
abandonando el mecanismo. En 1977, sólo permanecían cinco países 
de los nueve que habían inaugurado el sistema.

Antes de que llegara a su fin la década de los setenta, un 
acuerdo francoalem án995 desembocó en la creación del Sistema 
Monetario Europeo, fruto de una iniciativa que el presidente de la 
Comisión, Roy Jenkins, había presentado en 1977. En más de veinte 
años de existencia, el proceso de integración europea no había 
conseguido el nivel de integración que se había propuesto desde sus 
inicios, y los políticos franceses y alemanes estaban convencidos de la 
necesidad de reforzar el edificio comunitario mediante una iniciativa 
de gran calado, que obtuvo rápidamente el consenso de los demás 
Estados m iem bros996. El Sistema Monetario Europeo fue presentado 
en el Consejo Europeo de Bremen, de julio de 1978, como un 
mecanismo sólido cuyo objetivo era la estabilidad cambiaría, de 
acuerdo con sus proponentes necesaria para el correcto 
funcionamiento de la integración económica general, pero que incidía 
de nuevo en las políticas monetarias. El Consejo Europeo, reunido en 
Bruselas, adoptó el 5 de diciembre de 1978 una Resolución en la que 
se enunciaron las disposiciones relativas al establecimiento del 
Sistema Monetario Europeo a partir del 1 de enero de 1979.

El Sistema Monetario Europeo, paso crucial hacia la unión 
monetaria, se puso en marcha en 1979 pese a la oposición del propio

995 En dicho acuerdo se reconoce la voluntad de impulsar el proceso de 
integración que protagonizaron el presidente francés Giscard D' Estaing y el 
canciller alemán Helmut Schmidt.
"6 Ibidem, pág. 322.
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Bundesbank, que observaba en el nuevo instrumento un riesgo muy 
probable de que el marco alemán tuviera que salir a la defensa de 
otras monedas más débiles a través de la gestión cambiaría. 
Participaron en el sistema monetario europeo todos los países que 
formaban parte del proceso de integración, salvo el Reino Unido. Con 
la entrada en funcionamiento del sistema, el ecu se alzaba como la 
moneda de cuenta europea"?. Como afirmó el grupo de trabajo sobre 
bancos centrales que lideró Louis, el Sistema Monetario Europeo 
correspondía a una construcción jurídica compleja, pero frágil, y su 
naturaleza jurídica, híbrida, tuvo contestación por parte de la
doctrina^.

El Sistema Monetario Europeo necesitó, mientras se convenía 
la creación, en un plazo de dos años, del Fondo Monetario Europeo, 
del Fondo Europeo de Cooperación Monetaria para la gestión del 
nuevo sistema en su fase inicial. El Reglamento del Sistema 
Monetario Europeo"9 facultaba al Fondo Europeo de Cooperación

Es preciso matizar la catalogación del ecu como moneda pues, como es 
sabido, no contaba con valor por él mismo, sino que éste se determinaba 
por la suma de los valores de las monedas que formaban la cesta del ecu. El 
ecu fue una reencarnación de la Unidad de Cuenta Europea (UCE) que creó 
el Fondo de Desarrollo Europeo en 1974. A esta unidad se le denominó ecu 
(European Unit Currency) con el establecimiento del Sistema Monetario 
Europeo en 1979. Desde entonces, sirvió las más diversas necesidades en el 
progreso de la unión económica y monetaria hasta su conversión en el euro. 
Al respecto, cfr. Steinherr, A., “El ecu: un breve pasado y un largo futuro”. 
Revista de Occidente n° 138, noviembre 1992, págs. 23-54.
998 LouiS, Vers un systéme... cit. págs. 21 y 22.
999 Reglamento (CEE) n° 3181/78 del Consejo, de 18 de diciembre de 1978, 
relativo al sistema monetario europeo. La norma fue reformada por el 
Reglamento (CEEE) n° 3066/85 del Consejo, de 28 de octubre de 1985, por
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Monetaria para que recibiera colocaciones de fondos con cargo a las 
reservas en posesión de las autoridades monetarias —los bancos 
centrales— de los Estados miembros, y para que emitiera ecus como 
contrapartida a dichas colocaciones. Dicho Reglamento dejaba en 
manos tanto del Fondo Europeo de Cooperación Monetaria como de 
las autoridades monetarias de los Estados miembros la posibilidad de 
que utilizaran los ecus como medio de liquidación y para las 
operaciones entre dichas autoridades y el Fondo. Se encargó al 
Consejo de Administración del Fondo la adopción de las medidas 
administrativas necesarias para la ejecución de estas previsiones. El 
Fondo funcionaba, de hecho, como agente técnico del Sistema 
Monetario Europeo1000.

Por lo tanto, el Fondo Europeo de Cooperación Monetaria se 
nutría de las reservas de los bancos centrales —el veinte por ciento de 
sus reservas en oro y divisas debían depositarse en el Fondo—, y 
financiaba a corto o medio plazo a los Estados miembros que 
tuvieran problemas para mantener el valor de sus monedas. Esto es, 
intervenía en el mercado cambiario para salvaguardar el valor de las 
monedas europeas, pero sin contar con responsabilidades definitivas 
en las políticas monetarias de los Estados miembros.

Esta diferenciación de posibilidades y responsabilidades entre 
las autoridades monetarias nacionales y el Fondo Europeo de 
Cooperación Monetaria delimitó el ámbito de actuación de cada uno 
de los entes que intervenían en la toma de decisiones, definiendo 
finalmente un papel diferente del que se había elaborado. Como

el que se modifica el artículo 2 del Reglamento (CEE) n° 3181/78 en lo 
relativo a la utilización de ecus por “terceros tenedores* 
íooo ibidem, pág. 22.
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señala Paúl, antes de la constitución de la unión económica y 
monetaria, el Sistema Monetario Europeo era considerado el más 
claro ejemplo de cooperación económica internacional, ya que los 
países que lo integraban aceptaban el compromiso de mantener una 
estabilidad cambiaría, lo cual les obligaba a buscar cierta 
convergencia en sus tasas de inflación y, por lo tanto, en sus políticas 
monetarias. Sin embargo, escribe el mismo autor que el camino 
trazado por el Sistema Monetario Europeo no fue el de la cooperación 
de todos los países miembros del proceso de integración en el 
establecimiento de las políticas monetarias y los tipos de cambio que 
deseaban mantener, sino que se confirió la fijación de la política 
monetaria a un país —Alemania—, que abandonó el control sobre el 
tipo de cambio, mientras los restantes miembros del proceso de 
integración fijaban el tipo de cambio y cedían buena parte de su 
capacidad para llevar a cabo una política monetaria independiente. 
“En concreto, fue Alemania quien de forma unilateral estableció su 
política monetaria para conseguir el objetivo de inflación deseado, 
mientras que el resto de países se veía obligado a ajustar su política 
monetaria para evitar que su tipo de cambio sobrepasase las bandas 
de fluctuación establecidas, renunciando en buena medida a la 
independencia de su política monetaria para dar prioridad al 
mantenimiento del tipo de cambio dentro de esas bandas”. Se 
trataba, por lo tanto, de una relación asimétrica entre los miembros 
del Sistema Monetario Europeo que, por ello, no puede considerarse 
en sentido estricto un ejemplo de coordinación internacional de 
políticas económicas, sino un acuerdo de cooperación económica 
internacional1001.

1001 Paúl Gutiérrez, J esús, “La coordinación de las políticas económicas de 
los Estados miembros de la Unión Europea”, en Linde Paniagua, Enrique, 

y Mellado Prado, Pilar, La unión económica y monetaria: balance y 
perspectivas. Colex, Madrid, 2000, págs. 66-67.
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Mientras, con mejores o peores resultados, los esfuerzos 
comunitarios iban destinados, prácticamente en su totalidad, a la 
convergencia de las políticas monetarias de los Estados miembros, no 
se produjo ningún intento serio de planteamientos de modificación 
institucional para hacer efectiva la coordinación de las políticas 
fiscales, y muy tímidos eran los ejemplos reales de esta coordinación. 
Salvo alguna iniciativa particular1002, la coordinación de las 
economías fiscales entre los Estados miembros se basó en la Decisión 
del Consejo, de 18 de febrero de 1974, relativa a la consecución de un 
alto grado de convergencia de las políticas económicas de los 
Estados miembros de la Comunidad Económica Europea. En el 
marco de esta Decisión, el quinto programa de política económica a 
medio plazo apostaba por una estrategia comunitaria para los 
objetivos comunes, al tiempo que reconocía que “en las condiciones 
actuales, los Estados miembros no conceden la misma prioridad a los 
diversos objetivos de la política económica”10°3. Las divergencias eran 
tantas entre los Estados miembros que cualquier propósito de 
convergencia real, aunque por todos evaluada como necesaria, 
parecía lejano en el proceso de integración europea.

Hasta principios de la década de los noventa, el Sistema 
Monetario Europeo liderado por el Bundesbank funcionó sin 
mayores problemas, y la cooperación monetaria se mantuvo como

1002 V. gr., la Declaración común adoptada al término de la conferencia 
tripartita sobre el em pleo y  la estabilidad en la Com unidad  (Luxemburgo, 
24 de junio de 1976).
10°3 Decisión del Consejo y de los representantes de los gobiernos de los 
Estados miembros reunidos en el seno del Consejo, de 28 de julio de 1982, 
p o r la que se adopta el quinto program a de política económ ica a m edio  

plazo.
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una de las prioridades en la integración europea. El Acta Única 
Europea de 1986 —en vigor desde julio de 1987— incluyó en el 
Tratado de la, por entonces, Comunidad Económica Europea, el 
artículo 102 A, que hacía referencia a la cooperación entre los 
Estados miembros para, entre otros objetivos, mantener la confianza 
en su moneda y procurar la estabilidad del nivel de precios, “a fin de 
garantizar las políticas económicas y comunitarias, necesaria para el 
desarrollo ulterior de la Comunidad”. De nuevo, la cooperación en el 
ámbito monetario se consideró ineludible, pero las modificaciones 
institucionales necesarias para la elaboración conjunta de políticas 
económicas fiscales, en la medida en que las exigiera el “desarrollo 
ulterior de la política económica y monetaria”, fueron aplazadas a 
una posterior reforma del Tratado. El Acta Única hizo ya mención a 
la “Unión económica y  monetaria” en su artículo 20, que incluye el 
referido artículo 102 A en el Tratado de 1957.

c. El Informe Delors 
y  su incidencia en la unión monetaria

El Consejo europeo de Hannover, en junio de 1988, creó un 
Comité para el estudio de la unión económica y monetaria, con el 
objeto de que analizara la profundización en el proceso de 
integración y propusiera las etapas concretas que condujeran 
gradualmente a dicha unión. El Comité debía tener preparados sus 
resultados para que pudiesen ser examinados con anterioridad al 
Consejo Europeo de Madrid, de junio de 1989. Del Comité para el 
estudio de la unión económica y monetaria, que presidió el 
presidente de la Comisión, Jacques Delors, formaban parte —a título 
personal— los doce gobernadores de los bancos centrales nacionales
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de los Estados miembros10** además de otro miembro de la Comisión 
y de tres personalidades designadas de común acuerdo por los Jefes 
de Estado y de Gobiemo10°5. Las razones por las que los líderes de la 
Comunidad Europea compusieron aquel comité de gobernadores de 
bancos centrales, de forma que su informe tuviese inevitablemente 
un sesgo monetario, no han sido todavía suficientemente
esclarecidas1006, si bien podría pensarse por la trayectoria de la
discriminación dentro del ámbito europeo de actuación entre la 
política económica fiscal y la política económica monetaria que, si 
bien la segunda se consideraba una necesidad, no existía la suficiente 
voluntad política para profundizar en la primera.

Las conclusiones del Comité, conocidas como Informe Delors, 
se presentaron en abril de 1989100?; en este documento se
recomendaba el conocido alcance de la unión económica y monetaria 
en tres etapas: una primera, durante la cual se conseguiría una mayor 
conveigencia de los resultados económicos mediante el
reforzamiento de la coordinación de las políticas económica y

1004 Entre ellos, el actual presidente del Banco Central Europeo, Wim 
Duisenberg, y uno de los miembros del Comité Ejecutivo, Tommaso Padoa- 
Achioppa, que fiie uno de los ponentes del informe.
10°5 Se trataba de Niels Thygesen, catedrático de Economía política en 
Copenhague, y conocido defensor desde la academia de la independencia de 
los bancos centrales (cfr. Thygesen, “Pourquoi la bance céntrale...” cit); 
Alexandre Lamfalussy, director general del Banco de Pagos Internacionales 
de Basilea y catedrático de Economía Monetaria de la Universidad Católica 
de Louvain-la-Neuve; y Miguel Boyer, presidente del Banco Exterior de 
España.
1006 D eane y P rin g le , Los bancos centrales, cit pág. 358.

1<5°7 Comité para e l  Estudio de la  U nión económ ica y m on etaria , 

Informe sobre la unión económica y monetaria en la Comunidad Europea.
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monetaria; la segunda, que comenzaría con la entrada en vigor del 
nuevo Tratado, y durante la cual se crearían los órganos y estructura 
básicos para la unión económica y monetaria; y la tercera y última 
etapa, que comenzaría con la fijación irrevocable de los tipos de 
cambio y la atribución a las instituciones de la Comunidad de 
notables competencias en el ámbito económico y monetario. En el 
transcurso de la última etapa, las monedas nacionales serían 
sustituidas por una moneda única1008.

El Informe Delors, para cuya elaboración se consideró 
trascendental desde un principio el consenso entre sus componentes 
y, por lo tanto, no manifestó aquellas posiciones que podían poner en 
cuestión su tesis principal, era consciente de que sólo podía ser 
posible concebir el proceso de creación de la unión monetaria si 
previamente se alcanzaba un grado de convergencia económica. Para 
ello, apostaba por una instauración paralela de la unión económica y 
la unión monetaria, pero con una gran diferencia: mientras que las 
competencias nacionales en materia monetaria, generalmente en 
manos de los bancos centrales —y muchos de ellos ya en aquella 
época autónomos—, se recomendaba que entraran a formar parte en 
exclusiva de una nueva institución100?, se mantenían las 
competencias nacionales en política económica fiscal, propia de los 
Gobiernos—. Las recomendaciones al respecto incluían pocos 
cambios en el Tratado, apenas el reforzamiento de la cooperación y la 
coordinación en el ámbito económico entre los Estados miembros. El 
Informe Delors, por lo tanto, culminaba en el mismo sentido de lo

1008 cfr. Smits, The European Central Bank... cit. págs. 38 y  ss.
i°°9 En palabras del Informe, era necesario “una transferencia del poder 
decisorio de los Estados miembros a la Comunidad en su conjunto”. 
Comité para el Estudio de la Unión Económica y Monetaria, Informe... 
cit. pág. 16.
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que había sido el continuo tratamiento discriminatorio entre las dos 
competencias económicas durante toda la trayectoria del proceso de 
integración: la política económica fiscal quedaba, en su gran parte, en 
manos de los Estados miembros, mientras se recomendaba que la 
política económica monetaria pasara a formar parte del abanico 
europeo de competencias.

Y ello a pesar de que el diagnóstico al respecto era certero: el 
Comité consideraba que eran necesarias políticas comunitarias en el 
ámbito estructural y regional para propiciar una óptima asignación 
de recursos y extender a toda la Comunidad las ganancias de 
bienestar. “Si los desequilibrios regionales no reciben toda la 
atención que merecen, la unión económica correrá graves riesgos 
económicos y políticos. Por ello, se deberá poner especial interés en 
elaborar una política comunitaria efectiva que permita reducir las 
disparidades regionales y estructurales y propiciar un desarrollo 
equilibrado en toda la Comunidad”1010; “una unión económica y 
monetaria sólo puede resultar operativa si los gobiernos y demás 
agentes económicos de todos los países miembros tienen 
comportamientos acertados y coherentes entre sí”1011. Pero mientras 
se aseguraba una política monetaria coherente y centralizada en una 
única instancia, en manos de un ente director, se confiaba en el 
bienhacer de los Estados lo referente a la política fiscal en un marco 
de cooperación europea tan amplio como insuficiente.

Por lo que respecta al diseño institucional previsto en el 
Informe Delors1012, la unión monetaria no podía prescindir de un

1010 C om ité para  e l  E stu d io  d e la  U n ió n  E conóm ica y  M o n eta ria , 

Informe... cit. pág. 20.
1011 Ibidem, pág. 22.
1012 Ibidem, págs. 23 y ss.
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nueva organización monetaria, pues “una política monetaria única no 
podía ser el resultado de decisiones y actuaciones independientes por 
parte de los diversos bancos centrales (...). Teniendo en cuenta la 
estructura política de la Comunidad y las ventajas de integrar a los 
bancos centrales en un nuevo sistema, la ejecución de la política 
monetaria interna y externa de la Comunidad debería organizarse 
bajo una forma federal que podría denominarse Sistema Europeo de 
Bancos Centrales”, que debería configurarse como una institución 
autónoma comunitaria.

El Sistema Europeo de Bancos Centrales, que acabaría siendo 
el primer ente propiamente federal de la Unión Europea, como 
acertadamente apuntó el Informe Delors, estaría formado por una 
institución central —el Banco Central Europeo, aunque el Informe 
Delors no lo denomina en esos términos— y los bancos centrales 
nacionales. El Consejo del Sistema Europeo de Bancos Centrales 
sería el responsable de la elaboración y aplicación de la política 
monetaria, así como de la gestión de la política de tipo de cambio de 
la Comunidad con respecto a terceras personas, mientras que los 
bancos centrales nacionales se encargarían de aplicar las políticas 
siguiendo las directrices dadas por el Consejo del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales y de acuerdo con las instrucciones de la institución 
central. El Consejo General del Sistema Europeo de Bancos Centrales 
estaría integrado por los gobernadores de los bancos centrales y los 
miembros del Consejo Ejecutivo, estos últimos designados por el 
Consejo Europeo.

Supuestamente, señala el informe, el nuevo marco 
institucional diseñado para responsabilizarse de la política monetaria 
de la Comunidad debía “promover una gestión económica eficaz que 
se inscriba debidamente en el proceso democrático”. Pero, a la hora
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de observar qué entiende el informe por la debida inscripción en el 
proceso democrático, apenas se encuentra la elección de los 
miembros del órgano de dirección del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales a través de las legislaciones nacionales y del Consejo, y 
unos mínimos mecanismos de fiscalización: mediante un informe 
anual remitido por el Sistema Europeo de Bancos Centrales al 
Parlamento y al Consejo, y la posibilidad de que el Presidente del 
órgano de dirección del Sistema Europeo de Bancos Centrales pueda 
comparecer ante dichas instituciones, y se preveía el ejercicio de la 
supervisión de la administración del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales de forma autónoma, “independientemente de los óiganos 
comunitarios, por ejemplo, por un consejo de supervisión o un 
comité de auditores independientes”. Teniendo en cuenta que no se 
especificaba ningún otro tipo de cambio que adulterara 
significativamente la forma y composición de los poderes 
comunitarios, cabe afirmar que, desde un principio, el Informe 
Delors no sólo sentó las bases, sino que influyó decisivamente en lo 
que, a partir de Maastricht, sería conocido como la independencia del 
Banco Central Europeo.

En este sentido, debe señalarse que, en el caso de la 
coordinación entre la política fiscal y la política monetaria, de nuevo 
el diagnóstico del Informe Delors fue correcto, pero los instrumentos 
recomendados eran simples, voluntaristas y muy desconfiados de lo 
que podría constituir una amenaza a la independencia del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales. La influencia de la regulación jurídica 
del Bundesbank fiie dara ya desde el mismo informe preparatorio. 
“Si bien habrá que respetar el carácter independiente del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales —insistía el informe— (...) convendrá, 
no obstante, establecer procedimientos de coordinación efectiva 
entre la política presupuestaria y  la política monetaria”, que se
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limitaban a la posibilidad de que el presidente del Consejo de 
Ministros y el presidente de la Comisión participaran en las 
reuniones del consejo del Sistema Europeo de Bancos Centrales sin 
que, por ello, dispusieran de voto o del poder de bloquear las 
decisiones que se tomaran de acuerdo con las normas establecidas en 
el consejo del Sistema Europeo de Bancos Centrales, y la correlativa 
posibilidad de que el presidente del Consejo del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales pudiera asistir a las reuniones del Consejo de 
Ministros, en particular cuando se tratara de asuntos relacionados 
con la aplicación de la política monetaria. Quedaba a salvo, por lo 
tanto, cualquier tipo de intervención directa y, lo que es más grave, 
no se preveía la posibilidad de conflicto entre ambas políticas ni, 
consecuentemente, mecanismos para su resolución. La 
determinación del rol del Parlamento Europeo en este 
“procedimiento de consulta adecuado” que establecía el Informe 
Delors era puramente testimonial, cuando podría habérsele dotado 
de una mayor capacidad de actuación en la posibilidad de conflicto 
entre políticas económicas. La única referencia del informe es la 
conveniencia de que se tome en consideración el papel del 
Parlamento Europeo “especialmente en relación con las nuevas 
funciones desempeñadas por los distintos órganos comunitarios”. 
Por ello, aunque el informe se refiere a la necesidad de la 
coordinación efectiva entre las políticas fiscales y monetarias, no 
instruyó los medios necesarios para que ésta tuviera lugar.

A diferencia de la unión monetaria, que supondría una 
transferencia de competencias de los Estados miembros a una 
institución monetaria de nuevo cuño dependiente de la Comunidad, 
en el terreno de la política económica fiscal, a consideración del 
Informe Delors, el Tratado de Roma establecía ya un marco 
institucional adecuado para llevar a cabo estas tareas. Por tanto, todo
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lo que debía hacer el nuevo tratado era “atribuir fuentes adicionales o 
distintas a los órganos que ya existen a la luz de los contenidos que 
deban desempeñar en una unión económica y monetaria”. El Tratado 
debía especificar estos cambios y determinar las áreas de política 
económica en las que el poder de decisión debía ser transferido de los 
países miembros a la Comunidad, pero el informe no establecía con 
detalle —como sí aconteció respecto a la política monetaria— cuáles, 
a su modo de ver, eran esas áreas, mientras que sí se detuvo en la 
distribución de responsabilidades entre las diferentes instituciones 
comunitarias “cuando las políticas se decidan y ejecuten a nivel de la 
Comunidad”.

El informe defendió la necesidad de coordinar las políticas 
económicas para promover el crecimiento, el empleo y el equilibrio 
exterior. La coordinación implicaría la definición de un marco a 
medio plazo en el que se inscribiera la política presupuestaria dentro 
de la unión económica y monetaria; la gestión de las políticas 
comunes para el desarrollo estructural y regional; la formulación, en 
colaboración con el órgano director del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales, de la política de cambio de la Comunidad; y la 
participación en la coordinación de políticas a nivel internacional. El 
informe señaló algunos procedimientos necesarios para la 
coordinación, pero en ningún momento se detuvo en la redefinición 
de un marco competencial que aumentara la capacidad comunitaria 
de desarrollar políticas fiscales, en los mecanismos de diseño y 
control de las políticas económicas que propiciaran el desarrollo 
comunitario equitativo, ni en un ensamblaje democrático de las 
instituciones que deberían ser responsables de las finanzas 
comunitarias. Por ello, parece que el informe sólo consideraba 
necesaria, y quizás conveniente, la coordinación de políticas fiscales
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en tanto en cuanto fuera necesaria para el mantenimiento de una 
única política económica monetaria. :

Las estrategias monetaria y económica, a seguir durante las 
tres foses que conducirían a la unión, eran —consecuentemente a lo 
dicho— notablemente diferentes. Mientras que en el ámbito 
monetario, en la tercera etapa, entraría en vigor el régimen de tipos 
de cambio fijados de manera irrevocable y se realizaría la transición a 
una política monetaria única, y el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales asumiría todas las responsabilidades previstas, en el 
ámbito económico se produciría un reforzamiento de las políticas 
estructural y regional, aumentarían en alguna medida las 
competencias del Consejo para hacer vinculantes las normas y 
procedimientos de la Comunidad en el ámbito macroeconómico y 
presupuestario —entre ellas, la posibilidad de imponer restricciones a 
los presupuestos nacionales en la medida necesaria para evitar 
desequilibrios que pudieran poner en peligro la estabilidad 
monetaria—, y aumentaría el papel de la Comunidad en el proceso de 
cooperación internacional.

Es obvio que el desigual tratamiento que concede el Informe 
Delors a la política monetaria y a la económica y, consecuentemente, 
la diferencia en el diseño competencial e institucional entre ambos 
campos económicos son muy relevantes: mientras en el primer caso 
se procede a una transferencia total de la competencia de los Estados 
nacionales que forman parte de la moneda única y, para ello, se 
diseña un sistema institucional para su desarrollo, con amplias 
garantías de autonomía, en el segundo apenas se proponen algunas 
modificaciones en el objeto de la competencia, sin que desde luego 
tenga lugar ese traslado completo —ni siquiera determinante— de la 
competencia nacional a 1a comunitaria, ni se realice una modificación
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de calado en el diseño institucional comunitario. Señalan D eane y 
P r in g le  que tan revelador como lo que se incluyó en el Informe 
Delors es lo que no se incluyó: el precio de la unanimidad y la 
búsqueda del consenso entre tan variados miembros fue la omisión o 
el revestimiento de los puntos de desacuerdo con una indulgente 
dosis de ambigüedad. Como hacen ver estos autores, “a pesar de que 
el equipo de Delors creía que la unión monetaria tenía que estar 
acompañada por un cierto grado de unión económica, las 
disposiciones dedicadas a esto eran imprecisas, reflejando la falta de 
un consenso claro respecto a la medida en que esto era esencial y 
respecto al alcance aconsejable de esa unión,,1013.

El Informe Delors fue determinante para la consecución del 
tipo de coordinación económica y unión monetaria que hoy 
conocemos en el proceso de integración europea, y otros estudios 
—que defendían en menor medida la independencia del Banco 
Central E u ro p eo 101**— no obtuvieron el mismo éxito. Con base en el

1013 D ean e y P r in g le , Los bancos centrales, cit. pág. 358. 
ion Fue el caso del informe que emitió el grupo de expertos presidido por 
Louis. El informe afirmaba que “ni el término inglés independencia, ni el 
término alemán, Unabhangigheit, corresponden a una autonomía absoluta 
del banco central en relación con los poderes políticos’’, por lo que proponía 
el uso de autonomía. El informe insistía en que no podía haber autonomía 
sin responsabilidad, ni responsabilidad sin legitimidad. El grupo opinaba 
que el Banco debía contar con una doble legitimidad, la del pueblo y la de 
los Estados, y propuso “un sistema de cooperación activa de las 
instituciones con el objetivo de realizar un delicado equüibrio entre el 
principio de autonomía, el de coherencia en la conducción de las políticas, y 
el de control democrático”, por lo que se recomendaba una relación 
“íntima” con la Comisión, y una relación seguida con el Parlamento y el 
Consejo (LOUIS, Vers unsystéme... cit. págs. 25-29).).

494



I ¿>flirimidad democrática de los bancos centrales

Informe Delors, y pasando sobre la firme oposición de los británicos, 
el Consejo europeo de Madrid de 26 y 27 de junio de 1989 tomó la 
decisión de poner en marcha la primera fase de la unión económica y 
monetaria a partir del 1 de julio de 1990. Como ha afirmado la 
doctrina, aunque revisado, elaborado y refinado, el proceso en tres 
etapas para llegar a la moneda única europea que impulsó la 
Comunidad es esencialmente el recomendado por Delors1015, incluido 
su sesgo monetario.

Como resultado de la decisión respecto al inicio de la unión 
económica y monetaria el Consejo, además de realizar un esfuerzo de 
supervisión multilateral a través del cual poder realizar un 
seguimiento confiable del alcance de la convergencia en los Estados 
miembros1016, decidió ampliar las competencias del Comité de 
Gobernadores de los bancos centrales de los Estados miembros101?, 
aunque su carácter continuaba siendo esencialmente consultivo. Se 
estableció una relación de responsabilidad con los Estados 
miembros, pues el Comité de Gobernadores debía ser consultado 
antes de la adopción de decisiones por parte de las autoridades

10ls D ean e y  P r in g le , Los bancos centrales, cit pág. 358. Las conclusiones 
del Consejo de Madrid afirman que “el Consejo Europeo decidió que el 
informe elaborado por el sr. Delors representa una base para los trabajos 
posteriores y  lanzó el proceso que debe conducir a esa unión” (Boletín de 
las Comunidades Europeas n° 6,1989).
1016 Decisión del Consejo, de 12 de marzo de 1990, sobre la consecución de 
una convergencia progresiva de las políticas y de los resultados 
económicos durante la primera etapa de la unión económica y monetaria.
1017 Decisión del Consejo, de 12 de marzo de 1990, por la que se modifica la 
Decisión del Consejo, de 8 de mayo de 1964, referente a la colaboración 
entre los bancos centrales de los Estados miembros de la Comunidad 
Económica Europea.
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nacionales sobre la orientación de la política monetaria y la fijación 
de objetivos nacionales anuales de masa monetaria y crédito. 
Además, se asignaba al Comité de Gobernadores la promoción de la 
coordinación de las políticas monetarias de los Estados miembros, 
con el fin de alcanzar la estabilidad de precios, y se le facultaba para 
emitir dictámenes en relación con la orientación global de las 
políticas monetaria y de cambios, así como sobre las respectivas 
medidas adoptadas en los distintos Estados miembros, y dirigir 
dictámenes a los distintos Gobiernos y al Consejo de ministros sobre 
las políticas que pudieran afectar a la situación monetaria, tanto 
interior como exterior, en la Comunidad, y en particular al 
funcionamiento del Sistema Monetario Europeo.

Pero los cambios al respecto no se limitaron a su ámbito de 
consulta, sino a la relación con las instituciones comunitarias, 
preparando lo que sería el funcionamiento previsto en el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales. De esta forma, se determinaron las 
relaciones con las instituciones comunitarias: el Presidente del 
Comité de Gobernadores debía ser invitado a participar en las 
sesiones del Consejo de ministros cuando se trataran temas 
relacionados con las funciones del Comité y, con ocasión de la 
presentación del informe anual del Comité —una nueva 
responsabilidad encargada por la Decisión del Consejo—, su 
presidente podía ser invitado a comparecer ante el Parlamento 
Europeo, así como ante la comisión parlamentaria competente 
cuando lo justificaran las circunstancias.

El Consejo, conocedor de que las garantías de la autonomía de 
los bancos centrales todavía no estaban generalizadas entre los 
Estados miembros, incluyó la siguiente previsión: los miembros del 
Comité de Gobernadores, que eran los representantes de sus
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instituciones, debían actuar, en el ejercicio de sus actividades en el 
seno del Comité, bajo su propia responsabilidad, y atendiendo a los 
objetivos de la Comunidad. Previsión que perdería su sentido cuando 
entrara en vigor, con todas las garantías legalmente previstas para 
salvaguardar su independencia, el Banco Central Europeo y el 
Sistema Europeo de Bancos Centrales.

2 . La  co nso lidació n  d e  la  d isc r im in a c ió n : 

d e  M aastrich t  a  Am sterdam

a. El Tratado de la Unión Europea 
y las condiciones para la integración monetaria

El paso definitivo hacia la unión monetaria en el proceso 
europeo de integración se dio con el Tratado de la Unión Europea de 
1992 (TUE)1018, que incidió en la integración monetaria y sentó las 
bases para una política monetaria común europea, entre ellas los 
cambios institucionales. De acuerdo con las conclusiones de la 
Conferencia Intergubemamental de Roma, se decidió la sustitución 
del Comité de Gobernadores de los Bancos Centrales por el Instituto 
Monetario Europeo, pensado para la transición hacia el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales, que se pondría en marcha con el 
estreno de una única moneda europea. De esta manera, en

1018 Aprobado en la cumbre europea del 11 de diciembre de 1991 que se 
celebró en la ciudad holandesa de Maastricht, de donde tomó la 
denominación con la que usualmente se le conoce.
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Maastricht se tomó una decisión determinante sobre la orientación 
que debía seguir la política económica común1019.

El TUE estableció determinadas condiciones que debían 
cumplir los Estados miembros de la Unión Europea que deseaban 
alcanzar la moneda única. El artículo 109J TUE —actual artículo 
121— responsabilizaba a la Comisión y al Instituto Monetario 
Europeo para la presentación de informes al Consejo acerca de los 
progresos que hubieran realizado los Estados miembros en el 
cumplimiento de sus respectivas obligaciones en relación con la 
realización déla unión económica y monetaria.

Consta como primer contenido obligatorio de estos informes la 
compatibilidad con el TUE de las legislaciones nacionales de los 
países aspirantes y, en particular, de los estatutos de los bancos 
centrales nacionales, con la configuración del Banco Central Europeo 
y del Sistema Europeo de Bancos Centrales que diseñaron el Tratado 
—en sus artículos 107 y 108, actuales artículos 108 y 109— y los 
Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales. En efecto, los 
países que deseaban entrar en un sistema monetario único debían 
introducir relevantes alteraciones en la configuración de sus bancos 
centrales, muchos de ellos, por variadas razones, dependientes o, en 
algunos casos, autónomos. Pero el traslado de la competencia 
monetaria a la Unión Europea sólo podría tener lugar si se 
garantizaba un elevado grado de autonomía de los bancos centrales 
respecto al resto de poderes públicos; bancos centrales nacionales 
que pasarían a formar parte, a salvo su independencia, del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales.

lol9 M artín  Aceña, Pablo, “El futuro de Europa y el Tratado de la Unión”. 
Revista de Occidente n° 138, noviembre 1992, pág. 17.
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No sólo eran importantes los cambios legislativos; de los 
informes también se derivaban los elementos sustantivos para la 
evaluación del grado de convergencia sostenible entre los países 
aspirantes a la unión económica y monetaria. Estos eran, según el 
antiguo artículo 109 J  TCE, completado por el Protocolo sobre los 
criterios de convergencia previstos en el artículo 121 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, anejo al TUE:

• El logro de un alto grado de estabilidad de precios, que se pondría 
de manifiesto a través de una tasa de inflación, observada durante 
un periodo de un año antes del examen, que no excediera en más 
de un 1,5% de la de, como máximo, los tres Estados miembros 
más eficaces en cuanto a la estabilidad de precios. Como es fácil 
apreciar, la estabilidad de los precios se configuró desde un 
principio como prioridad económica de la unión monetaria.

• La situación saneada de las finanzas públicas, que quedaría 
demostrada en caso de conseguirse un presupuesto sin déficit 
público excesivo, entendiendo que acontecería esta situación en 
determinado país cuando el déficit público previsto o real no 
superara el 3% del producto interior bruto a precios de mercado y, 
al mismo tiempo, la deuda pública no superara el 60% del 
producto interior bruto a precios de mercado1020.

102° cálculo extraído de la referencia que tanto el artículo 121 TCE como el 
protocolo sobre los criterios de convergencia al artículo 104 TCE, sobre el 
déficit público excesivo de los Estados miembros, y que a su vez remite al 
Protocolo sobre el procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo, anejo 
al TUE, donde se regulan las proporciones citadas.
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• La permanencia del tipo de cambio de la moneda del país en los 
márgenes establecidos por el sistema monetario europeo, sin que 
al menos en dos años se hubiera producido devaluación frente a la 
moneda de ningún otro Estado miembro. Condición que 
directamente se relacionaba con la estabilidad de la futura 
moneda única europea.

• El mantenimiento de la convergencia conseguida por el Estado 
miembro y de su participación en el sistema monetario europeo, 
que se reflejaría en los niveles de tipos de interés a largo plazo, 
que en un período de un año antes del examen no debía exceder 
en más de un 2% el de, como máximo, los tres Estados miembros 
con mejor comportamiento en materia de estabilidad de precios. 
De nuevo, un requisito que apunta hacia la estabilidad de los 
precios como prioridad en la unión monetaria europea.

Es común en la doctrina1021 la observación de que los criterios 
de exigidos por Maastricht para la participación en la tercera fase de 
la unión económica y monetaria se referían exclusivamente a la 
convergencia nominal, y no a la convergencia real, que hubiera tenido 
en cuenta no sólo la inflación, el tipo de cambio, el déficit público y el 
tipo de interés, sino variables que destacaran la relación entre la 
macroeconomía y el bienestar social, como la renta per cápita o la 
tasa de desempleo. Es demostrable, de esta forma, que la unión 
monetaria —y no tanto la económica, en el sentido de aquella que 
abarcara las políticas económicas fiscales— era realmente a la que se 
comprometían los Estados miembros. Convergencia monetaria que, 
por otro lado, se precisaba con urgencia, puesto que, como ha puesto 
de manifiesto Paúl, la total liberalización de los movimientos

i°2i y  gr>) Gómez Castañeda, “La Unión...” cit. pag. 44.
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internacionales de capitales, y la consecuente eliminación de los 
controles de cambio, derivadas de la creación del mercado único de 
1993» pusieron en evidencia las incongruencias existentes en el 
Sistema Monetario Europeo, como el mantenimiento de acuerdos de 
estabilidad cambiaría, la libertad internacional de movimientos de 
capital y el diseño propio por parte de cada país de sus políticas 
económicas, atendiendo casi en exclusiva a sus objetivos internos1022, 
lo que en sí no implicaba un compromiso más allá de la convergencia 
nominal, la única exigida en la unión monetaria. ¿

El Consejo Europeo que tuvo lugar en Madrid el 15 y 16 de 
diciembre de 1995 confirmó que la tercera fase de la unión económica 
y monetaria comenzaría el 1 de enero de 1999, de acuerdo con los 
criterios de convergencia, el calendario, los protocolos y los 
procedimientos establecidos en el Tratado. Dicho Consejo preveía 
que el Banco Central Europeo debía ser creado con la antelación 
suficiente para que los trabajos preparatorios estuvieran finalizados 
de forma que la institución se encontrara plenamente operativa el 1 
de enero de 1999, lo que conllevaba el nombramiento del Comité 
Ejecutivo e, inmediatamente después, la creación del Banco Central 
Europeo y del Sistema Europeo de Bancos Centrales. Por otra parte, 
esta Consejo denominó euro a la nueva moneda europea desde el 
comienzo de la tercera fase, y dicha decisión constituiría “la 
interpretación convenida y definitiva de las disposiciones del 
Tratado”10̂ .

1022 Paúl, “La coordinación...” cit. pág. 67.
1023 Conclusiones de la Presidencia del Consejo Europeo de Madrid, 15 y 16 
de diciembre de 1995. Sobre las repercusiones de la misma moneda, cfr. 
Bacaria, Jordi y Antuñano, Isidro, “El euro y el futuro del sistema 
financiero en la UE”, en Jordán Galduf, Josep Ma (coord.), Economía de 
la Unión Europea. Civitas, Madrid, 1999, págs. 551 y ss.
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El 11 de noviembre de 1996 el Consejo evaluó, basándose en 
los informes a los que hacía referencia el TCE, si cada Estado 
miembro cumplía o no las condiciones necesarias para la adopción de 
una moneda única, y llegó a la conclusión de que no existía dicha 
mayoría entre los Estados que formaban parte del proceso de 
integración monetaria: doce Estados miembros adolecían de un 
déficit excesivo en sus finanzas públicas, y no se daba una mayoría de 
Estados miembros que hubiera logrado un nivel lo suficientemente 
elevado de convergencia sostenible. Por otra parte, ya en aquel 
momento tanto el Reino Unido como Dinamarca102* habían 
notificado que no tenían intención de participar en la tercera fase de 
la unión. La Decisión del Consejo, reunido en su formación de Jefes 
de Estado o de Gobierno, de 13 de diciembre de i99ó1025, siguiendo el 
mecanismo previsto en el artículo 121 TCE (antiguo 109J), tomó la 
decisión de no incorporar a la Comunidad en la tercera fase de la 
unión económica y monetaria en 1997, si bien insistió en que la

x°24 De acuerdo con el Protocolo del TUE sobre determinadas disposiciones 
relativas al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, el Reino 
Unido no entraría en la tercera fase de la unión económica y monetaria sin 
una decisión por separado tomada por su Gobierno y por su Parlamento, 
que debía notificarse al Consejo con anterioridad a que éste realizara su 
evaluación con arreglo al artículo 121 TCE. También el Gobierno danés, en 
virtud del Protocolo del TUE sobre determinadas disposiciones relativas a 
Dinamarca, debía notificar su posición sobre la participación en la tercera 
fase. En ninguno de los casos hubo disposición a participar en la moneda 
única.
1025 Decisión del Consejo, de 13 de diciembre de 1996, de conformidad con 
el apartado 3 del artículo 109 J  del Tratado constitutivo de la Comunidad 
Europea, sobre el inicio de la tercera fase de la unión económica y 
monetaria.
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entrada tendría lugar necesariamente, como figuraba en el artículo 
121.4 TCE y repetidamente había expresado el Consejo, dos años 
después, en 1999.

Poco más añadieron los siguientes pasos en la integración 
europea, cuando los extremos de la unión monetaria ya habían 
quedado claros después de Maastricht La Conferencia 
Intergubemamental de 1996 fue considerada una ocasión crucial 
para conseguir un diseño institucional del perfil político de la Unión 
Europea más robusto y maduro1026, que conllevara una verdadera 
responsabilidad del Banco Central con los debidos mecanismos de 
control, y  que supusiera una real integración económica, y no sólo 
monetaria. Pero si, en general, como afirma Viciano, la valoración 
final de la Conferencia Intergubemamental de 1996 y el Tratado de 
Ámsterdam resultante de la misma debe ser rotundamente 
negativa102?, en igual o mayor medida esta conclusión es aplicable a la 
unión monetaria europea, que no fue modificada en ninguno de sus 
extremos con el nuevo tratado. Tampoco Niza aportó ninguna 
novedad al respecto; el diseño de la unión monetaria que se realizó 
en Maastricht ha permanecido, hasta el momento, indiscutido desde 
un nivel institucional.

1026 Bruñí, “Central Bank independence in...”, cit. pág. 20.

1027 viciano Pastor, Roberto "Los orígenes y el contexto jurídico-político 
de la reforma institucional comunitaria y de la Conferencia 
Intergubemamental de 1996”, en Viciano Pastor, Roberto (coord.), La 
reforma institucional de la Unión Europea y el Tratado de Ámsterdam. 
Tirant lo Blanch-Polo Europeo Jean Monnet, Valencia, 2000, págs. 38 y 39.
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b. La tercera fase de la unión económica y monetaria 
y  la constitución del Banco Central Europeo

El 3 de mayo de 1998 el Consejo, en Bruselas, hizo oficial la 
decisión de que once países de la Unión Europea iban a participar en 
la tercera fase de la unión económica y monetaria: Alemania, Austria, 
Bélgica, España, Finlandia, Francia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, 
Países Bajos y  Portugal1028. Esto es, todos los Estados miembros 
menos Grecia, que no cumplía ninguno de los criterios de 
convergencia requeridos, y el Reino Unido, Dinamarca y Suecia, que 
habían decidido no incorporarse a la moneda única. El 3 de mayo de 
1998, a través de un comunicado conjunto1029, los ministros y los 
gobernadores de los bancos centrales de los Estados miembros, 
además de la Comisión y el Instituto Monetario Europeo, hicieron 
públicos los tipos de conversión irrevocables del euro. La nueva 
moneda europea había nacido.

El caso griego fue tomado de nuevo en consideración por el 
Consejo cuando ya había comenzado la tercera fase de la unión 
económica y monetaria. El 17 de diciembre de 1999, el Consejo 
derogó103° la Decisión de 26 de septiembre de 1994 por la que,

1028 Decisión del Consejo, de 3 de mayo de 1998, con arreglo a lo dispuesto 
en el apartado 4 del artículo 109 J  del Tratado.
1029 Comunicado conjunto de los Ministros y los Gobernadores de los 
bancos centrales de los Estados miembros que adoptan el euro como su 
moneda única, de la Comisión y del Instituto Monetario Europeo, de 3 de 
mayo de 1998, sobre la determinación de los tipos de conversión 
irrevocables del euro.
103° Decisión del Consejo, de 17 de diciembre de 1999, por la que se deroga 
la Decisión relativa a la existencia de un déficit excesivo en Grecia. El
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haciendo uso del mecanismo previsto en el artículo 104 TCE, se 
revelaba la existencia de un déficit excesivo en G re c ia 1̂ 1. Libres de la 
Decisión del Consejo, el 9 de marzo de 2000 las autoridades de ese 
país solicitaron al Consejo que hiciera uso de la facultad conferida 
por el artículo 122.2 TCE1032, con el objeto de ser incluida en la 
moneda única. En Santa María da Feira, el 19 de junio de 2000, el 
Consejo adoptó la d e c is ió n 1Q33 de reconocer el cumplimiento de los 
requisitos por parte de Grecia y de suprimir su excepción, con efectos 
a partir del 1 de enero de 2001.

El artículo 123.1 del Estatuto del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales (ESEBC) preveía que el Banco Central Europeo y el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales quedaran constituidos cuando se 
nombrara el Comité Ejecutivo, lo que tuvo lugar con la Decisión de 
los gobiernos de los Estados miembros participantes de 26 de mayo 
de 19981034, con efectos a partir de 1 de junio, fecha en que se

Consejo había dirigido a Grecia, desde entonces, cinco recomendaciones 
encaminadas a poner fin al déficit excesivo.
1°31 Decisión del Consejo, de 26 de septiembre de 1994, sobre la existencia 
de un déficit excesivo en Grecia.
1032 por medio del cual, al menos una vez cada dos años o a petición de 
cualquier Estado miembro acogido a una excepción, mediante el 
procedimiento general previsto el Consejo, por mayoría cualificada y a 
propuesta de la Comisión, puede decidir qué Estados miembros acogidos a 
una excepción reúnen las condiciones necesarias con arreglo a los criterios 
de convergencia citados en el artículo 121.1, y puede suprimir estas 
excepciones.
l°33 Decisión del Consejo, de 19 de junio de 2000, de conformidad con el 
apartado 2 del artículo 122 del Tratado sobre la adopción por Grecia de la 
moneda única elide enero de 2001.
1034 Decisión adoptada de común acuerdo de los gobiernos de los Estados 
miembros que adoptan la moneda única a nivel de Jefes de Estado o de
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considera fue constituido el Banco Central Europeo1̂ .  Su creación 
convertía al Banco Central Europeo en uno de los bancos centrales 
más jóvenes del mundo y, por otra parte, un banco central que

Gobierno, de 26 de mayo de 1998, por la que se nombra al Presidente del 
Banco Central Europeo, a su Vicepresidente y a los demás miembros de su 
Comité Ejecutivo, de acuerdo con el procedimiento previsto en los artículos 
112.2 y 123 TCE, y 50 ESEBC. Este último artículo indicaba que, no obstante 
el mandato señalado para los miembros del Comité Ejecutivo, el 
nombramiento inicial para ios miembros de este órgano sería por ocho años 
en el caso del presidente, por cuatro años en él caso del vicepresidente, y 
por un periodo de entre cinco y ocho años para el resto del Comité 
Ejecutivo. La Decisión de 26 de mayo nombró a Wim Duisenberg como 
Presidente del Banco Central Europeo, Christian Noyer como 
vicepresidente, Ornar Issing como miembro del Comité Ejecutivo por ocho 
años, Tommaso Padoa-Chioppa como miembro del Comité Ejecutivo por 
siete años, Eugenio Domingo Solans como miembro del Comité Ejecutivo 
por seis años y Sirkka Hámáláinen como miembro del Comité Ejecutivo por 
cinco años. El nombramiento escalonado de los miembros del Comité 
Ejecutivo se debe a la necesidad de asegurar la continuidad en el 
organismo. Los mismos nombres y similares periodos de mandato 
constaban en la Recomendación del Consejo, de 3 de mayo de 1998, 
relativa al nombramiento del Presidente del Banco Central Europeo, de su 
Vicepresidente y de otros miembros de su Comité Ejecutivo.
1Q35 Es común encontrar como fecha de constitución la del 1 de junio de 
1998. De hecho, a esta fecha de constitución se refiere la propia Decisión del 
Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, por la que se adoptan las 
medidas necesarias para el desembolso del capital del Banco Central 
Europeo. No obstante, para Linde, no deja de ser una curiosidad que la 
Decisión mencionada “considere que el Banco Central Europeo quedó 
constituido el 1 de junio de 1998, cuando, a tenor de lo previsto en el 
tratado, la constitución debe entenderse coincidente con el nombramiento 
del Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo”. Linde, Introducción a la 
Unión... cit. pág. 63.
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disfrutaba de un diseño institucional limpio y libre de las cargas 
históricas que, en particular respecto a sus relaciones con los poderes 
públicos, ha mantenido gran parte de los bancos centrales. Al igual de 
lo acontecido con el Instituto Monetario Europeo, se decidió que el 
recién estrenado Banco Central Europeo tuviera su sede en 
Fráncfort1036, ciudad en que por otra parte también está domiciliado 
el Bundesbank.

El artículo 28 ESEBC determinó que el capital inicial del 
Banco Central Europeo, que debía ser suscrito por los bancos 
centrales nacionales de todos los países de la Unión Europea, debía 
ser de cinco mil millones de ecus. La suscripción de capital no fue la 
misma para todos los bancos nacionales, sino que se estableció a 
través de una clave que tuvo en cuenta la población del país y la 
participación del Estado en el Producto Interior Bruto de la 
Comunidad10̂ . La Comisión era responsable1̂ 8, de acuerdo con las

1036 Artículo único i) del Protocolo sobre la fijación de las sedes de las 
instituciones y determinados organismos y servicios de las Comunidades 
Europeas y de Europol, añadido por el Tratado de Amsterdam. Se cumple 
de esta manera con el mandato del artículo 37 ESEBC. La sede alemana del 
Instituto Monetario Europeo y del “futuro Banco Central Europeo” consta 
asimismo en el apartado g) de la Decisión adoptada de común acuerdo por 
los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros reunidos a 
nivel de Jefes de Estado o de Gobierno, de 29 de octubre de 1993, relativa a 
la fijación de las sedes de determinados organismos y servicios de las 
Comunidades Europeas y de Europol.
1037 De acuerdo con el artículo 29.1 ESEBC, la clave para a suscripción de 
capital del Banco Central Europeo que se asigne a cada banco central 
nacional debía ser igual a la suma de, por una parte, el 50% de la 
participación de su Estado miembro respectivo en la población de la 
Comunidad el penúltimo año anterior a la constitución del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales; por otra, el 50% de a participación de su Estado
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normas adoptadas por el Consejo, de suministrar los datos 
estadísticos para la extracción de las cifras; el Consejo emitió las 
referidas normas, base para el informe de la Comisión, en su Decisión 
de 5 de jimio de 1998 relativa a los datos estadísticos que han de 
utilizarse en el cálculo de la clave para la suscripción de capital del 
Banco Central Europeo. El Banco Central Europeo, “reconociendo la 
imposibilidad de atenerse a una interpretación literal del apartado 1 
del artículo 29 de los Estatutos”, hizo públicos estos datos en su 
Decisión de 9 de junio de 1998, relativa al método aplicable para 
determinar la participación de los bancos centrales nacionales en la 
clave de capital del Banco Central Europeo, previendo su corrección 
en el caso de que la Comisión ofreciera, antes del inicio de la tercera 
fase de la unión económica y monetaria, datos estadísticos diferentes 
que supusieran la modificación de al menos un 0.01% de la 
participación de un banco central nacional.

Así ocurrió, y la Decisión del Banco Central Europeo de 1 de 
diciembre de 1998, relativa a la participación de los bancos centrales 
nacionales en la clave del capital del Banco Central Europeo, 
determinó las proporciones definitivas de suscripción del capital que 
correspondía a cada banco central nacional. El Bundesbank es el 
banco central con mayor participación en el capital suscrito, el 
24,4935%, que corresponde a 1.220.480.000 ecus; al Banco de 
España participó en el capital suscrito en un 8,8935%, esto es, 
441.500.000 ecus. El Banco de Grecia desembolsó el 95% de su

miembro respectivo en el producto interior bruto, a precio de mercado, de 
la Comunidad, según se registrara en los cinco años que precedan al 
penúltimo año anterior a la constitución del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales. Los porcentajes debían redondearse al alza hasta el múltiplo de 
0,05 puntos porcentuales más cercano. 
i°38 Artículo 29.2 ESEBC.
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participación tras la entrada del país en la moneda única, de acuerdo 
con la decisión del Banco Central Europeo de 16 de noviembre de
2 0 0 0 1Q39.

Los bancos centrales miembros transfirieron al Banco Central 
Europeo activos en dólares de los Estados unidos, yenes japoneses y 
oro por importes proporcionales a su clave en el capital del Banco 
Central Europeo; en total, se transfirieron activos exteriores y otro 
por contravalor de 39.468 millones de euros10*0. A los bancos 
centrales de los Estados miembros no participantes en la unión 
económica y monetaria no se les exigió el desembolso de todo el 
capital suscrito10*1. Por otra parte, las ponderaciones asignadas a los

1039 Decisión del Banco Central Europeo, de 16 de noviembre de 2000, 
relativa al desembolso de capital y la contribución a las reservas y 
provisiones del Banco Central Europeo por el Banco de Grecia, a la 
transferencia inicial de activos exteriores de reserva al Banco Central 
Europeo por el Banco de Grecia, y a otros asuntos conexos. El 5% restante
lo había desembolsado con anterioridad, como Estado miembro no 
participante.
1040 De cantidad, algo más de treinta mil millones en dólares; 3.354 

millones en yenes japoneses; y  5.920 millones en oro. Linde, “El 

funcionamiento...” cit. pág. 104.

i°4i La Decisión del Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, por la 
que se adoptan las medidas necesarias para el desembolso, del capital del 
Banco Central Europeo, determinaba que eran exigibles a partir del 1 de 
julio de 1998 el capital suscrito por los once bancos centrales participantes 
en la unión económica y monetaria, que sumaba el 78,9153% del capital 
suscrito, correspondiente a 3.945.765.000 ecus. La Decisión del Banco 
Central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, por la que se adoptan las 
medidas necesarias para el desembolso del capital del Banco Central 
Europeo por los bancos centrales nacionales de los Estados miembros no 
participantes, determinó en su artículo 1 que “los bancos centrales
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bancos centrales nacionales deben, en virtud del artículo 29.3 
ESEBC, ajustarse cada cinco años de acuerdo con la disposición que 
prevé las claves de la suscripción inicial.

El Banco Central Europeo quedó, de esta forma, configurado 
como el responsable de la política económica monetaria de los 
Estados miembros de la Unión Europea que adoptaron la moneda 
única. La culminación de la tercera fase de la unión económica y 
monetaria, con la puesta en circulación de la moneda europea y el 
manejo del valor del euro en manos de un ente europeo ha 
demostrado el verdadero carácter monetario —y no tanto 
económico— de la unión económica y monetaria. Mientras tanto, las 
políticas económicas fiscales en el seno de la Unión Europea siguen 
sin contar con aquellos necesarios mecanismos de unificación que 
con tanto ahínco se han instaurado para la consecución de la unión 
monetaria.

nacionales de los Estados miembros no participantes desembolsarán como 
máximo el 5% de su parte suscrita de capital del BCE”, lo que se aplicó a los 
bancos centrales danés, británico, griego y sueco.
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Ca p ít u l o  II

La configuración jurídica del Banco Central 
Europeo como banco central independiente: 

su configuración jurídica





i .  Org anizació n , o bjetivo s y  fu n c io n es 

del  Banco  Central  E uropeo

a. El Banco Central Europeo
y  las instituciones comunitarias

De acuerdo con lo hasta ahora analizado, aun cuando han 
contado con numerosos antecedentes, el Banco Central Europeo y el 
Sistema Europeo de Bancos Centrales fueron ordenados por el 
Tratado de la Unión Europea, en cuyo instrumento jurídico se regula 
su constitución y estatuto. El artículo 8 TCE10̂  señala que “con 
arreglo a los procedimientos previstos en el presente Tratado, se 
crean un Sistema de Bancos Centrales y un Banco Central Europeo, 
que actuarán dentro de los límites de las atribuciones que les 
confieren el presente Tratado y los Estatutos del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales y del Banco Central Europeo anejos”. El Banco 
Central Europeo cuenta —además de cada uno de los bancos 
centrales individualmente— con personalidad jurídica propia, que 
debe ser la mayor posible para una persona jurídica en cada uno de

i°42 £n ia numeración determinada por el TUE, se trataba del artículo 4.a. 
Fue introducido por el artículo G.7. del Tratado de Maastricht, que con la 
numeración del Tratado de Amsterdam se convirtió en el artículo 8.
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los Estados1043. Por el contrario, el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales no tiene, por sí, personalidad jurídica. Pueden observarse 
fácilmente las similitudes con la estructura federal de algunos bancos 
centrales, como la Reserva Federal norteamericana o el banco central 
alemán con anterioridad a la reforma de 2002lo44

El Tratado no determina que el Banco Central Europeo sea 
una institución de la Comunidad10̂ , aunque sistemáticamente el 
artículo 8 TCE se encuentra ubicado dentro de la primera parte del 
Tratado (titulada “Principios”), y a continuación del artículo que 
determina cuáles son las instituciones comunitarias. Asimismo, en 
muchos casos el Tratado se refiere al Banco Central Europeo como si 
se tratase de una institución. Varios son los ejemplos: cuando el

1043 Artículo 107 TCE y artículo 9 ESEBC. Este último artículo señala que 
“en particular, podrá adquirir o vender propiedad mobiliaria o inmobiliaria 
y ser parte en actuaciones judiciales”.
1044 Este es uno de los pocos aspectos en que el Banco Central Europeo se 
asemeja al sistema norteamericano de banca central puesto que, como se 
analizará, se aproxima en mucho mayor grado al Bundesbank. Este 
alejamiento del modelo norteamericano ha sido criticado por 
Eichengreen, quien concluye que “ni siquiera el norteamericano más 
imperialista sugeriría que el Banco Central Europeo deba ser idéntico al 
Sistema de la Reserva Federal. Sin embargo, el hecho de que Estados 
Unidos haya funcionado como una unión monetaria durante doscientos aos 
confirma que la experiencia norteamericana contiene importantes y, hasta 
ahora, infravaloradas lecciones para la Unión Monetaria Europea 
(Eichengreen, Barry, “Hacia un Banco Central Europeo”. Revista de 
Occidente n° 138, noviembre 1992, pág. 74).
1Q45 El artículo 7 TCE determina que las instituciones responsables de la 
realización de las funciones asignadas a la Comunidad son el Parlamento 
Europeo, el Consejo, la Comisión, el Tribunal de Justicia y el Tribunal de 
Cuentas.
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artículo 288 TCE se ocupa de la responsabilidad extracontractual de 
la Comunidad, hace mención expresa de que ésta alcanza a los daños 
causados por el Banco Central Europeo o por sus agentes en el 
ejercicio de sus funciones, en idénticos términos con los que se 
refiere en el párrafo anterior a las instituciones comunitarias. Por 
otro lado, cuando el artículo 234 TCE concreta sobre qué aspectos es 
competente el Tribunal de Justicia para pronunciarse con carácter 
prejudicial, en el apartado b) señala “sobre la validez e interpretación 
de los actos adoptados pos las instituciones de la Comunidad y por el 
Banco Central Europeo”.

Esta es la razón por la que, aunque explícitamente no se 
menciona al ente europeo responsable de la política monetaria en el 
catálogo de instituciones que figura en el artículo 8 TCE, se ha 
afirmado en la doctrina que el Banco Central Europeo es, “por sus 
competencias y su posición en el sistema comunitario, una genuina 
institución comunitaria”10*6. No obstante, las disposiciones que 
desarrollan el Banco Central Europeo y el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales no se ubican en la quinta parte del Tratado, 
destinada a las instituciones de la Comunidad, sino que se 
encuentran, principalmente, en los capítulos 2 (“Política monetaria”) 
y 3 (“Disposiciones institucionales”) del Título VII (“Política 
económica y monetaria”) de la tercera parte del Tratado (“Políticas de 
la Comunidad”). Aunque es indudable que la ley lo aproxima 
conscientemente a las instituciones comunitarias —y, de hecho, como 
tal era considerado en el Informe Delorsio47—} el Banco Central

10«6 linde Paniagua, Enrique, y Mellado Prado, Pilar, El sistema 
político de la Unión Europea. Pirámide, Madrid, 1999, pág. 98.
1047 Para quien “la unión económica y monetaria hará necesaria la creación 
de una institución monetaria similar a las instituciones comunitarias 
existentes (Parlamento Europeo, Consejo Europeo, Consejo de Ministros,
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Europeo no se perfila formalmente en el TCE como una institución y 
se trata, como ha señalado P a r e jo , de una organización comunitaria 
institucionalizadora de la política monetaria10*8.

Refuerza la aproximación del Banco Central Europeo a las 
instituciones comunitarias la relevancia de sus funciones y las 
potestades para hacerlas efectivas y que conllevan que, en algunos 
casos, exista una labor paralela entre el Banco Central Europeo y 
otras instituciones, en particular la Comisión. Así ocurre con el 
procedimiento de modificación y desarrollo de algunos artículos del 
ESEBC10*?. En el procedimiento de modificación, cuando la 
recomendación proviene del propio Banco Central Europeo no se 
requiere la unanimidad en la decisión del Consejo que, como se 
analizará, sí es necesaria cuando la iniciativa proviene de la 
Comisión.

En el ámbito de la política monetaria, en unas ocasiones la 
Comisión cuenta con la competencia de formular recomendaciones al 
Consejo, y es necesaria la consulta previa al Banco Central Europeo. 
Es el caso de la negociación de acuerdos en materia de régimen 
monetario o de régimen cambiario con uno o varios Estados u 
organizaciones internacionales, previsto en el artículo 111.3 ESEBC. 
En otras ocasiones, la competencia de formular recomendaciones al

Comisión y  Tribunal de Justicia)” (Comité para el Estudio de la Unión 

Económica y Monetaria, Informe... cit. pág. 23).

1048 Parejo Alfonso, Luciano, “El Sistema Europeo de Bancos Centrales y  

la sanción del incumplimiento por las empresas de crédito y financieras de 
obligaciones legales”, en Linde Paniagua, Enrique, y  Mellado Prado, 

Pilar, La unión económica y monetaria: balance y perspectivas. Colex, 
Madrid, 2000, pág. 79. 
i°49 Artículos 107.5 y 107.6 ESEBC.
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Consejo es compartida por la Comisión y el Banco Central Europeo, 
como la propuesta de celebración de acuerdos formales relativos a un 
sistema de tipos de cambio entre el euro y otras monedas no 
comunitarias, o la adopción, ajuste o abandono de los tipos centrales 
del euro en el sistema de tipos de cambio, ambos casos previstos en el 
artículo 111.2 ESEBC. Con la diferencia cualitativa de que en los 
últimos supuestos, donde se da una competencia compartida entre la 
Comisión y el Banco Central Europeo, cuando la iniciativa parte de la 
Comisión es necesaria la consulta al Banco Central Europeo, pero no 
al contrario.

Como se ha adelantado, la organización descentralizada de que 
se ha dotado al Sistema Europeo de Bancos Centrales ha llevado a un 
sector de la doctrina a defender su carácter federal Para G o n zá lez  

Ibán105°, la representación regional presente en el Banco Central 
Europeo, así como el Bundesbank y  la Reserva Federal Americana, 
obedece a una misma lógica: reproducir en los respectivos bancos 
centrales la naturaleza federal de los sistemas políticos donde están 
ubicados. Señala este autor que la base regional de la composición del 
Banco Central Europeo se fundamenta en la composición de sus 
órganos: el Sistema Europeo de Bancos Centrales —formado por el 
propio Banco Central Europeo y los bancos centrales de los Estados 
miembros—; el Consejo de Gobierno, integrado por los gobernadores 
de los bancos centrales de la eurozona; incluso el Comité Ejecutivo 
contaría con una composición regional defacto10*1.

1050 G onzález Ibán, R oberto , “Los bancos centrales en los sistemas 

federales”, en Linde Paniagua, Enrique, y  M ella d o  Prado, P ilar, La  

unión económica y  m onetaria: balance y  perspectivas. Colex, Madrid, 

2000, pág. 48.
1051 “(...) también el Comité Ejecutivo (...) tiene una factura regional, aunque 
el Tratado de la Unión Europea no establezca nada al respecto: de los seis
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Pero no es tanto en la descentralización de la ejecución de las 
decisiones donde se halla el carácter federal del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, puesto que la capacidad de actuación por su cuenta 
de los entes descentralizados es escasa en lo que se refiere a las 
competencias en política monetaria1̂ 2, como en la importancia de 
las funciones encomendadas observada a la luz de la composición del 
Banco Central Europeo que, como se analizará, no cuenta con 
nacionales de todos los países en su órgano ejecutivo y, no obstante, 
toma decisiones transcendentales en política económica que , como 
no podría ser de otra manera, afectan a todos los países miembros del 
proceso de integración monetaria. No existe, ni de iure ni de facto, 
una representación regional en el Comité Ejecutivo del Banco Central 
Europeo, lo que lo configura como el primer órgano federal de la 
Unión Europea, en el sentido de que los Estados que han formado 
parte de la integración en la política monetaria han renunciado a sus 
competencias en favor de una autoridad superior que ya no está 
conformada por nacionales de todos los Estados afectados.

miembros del Comité Ejecutivo actual, tres son nacionales respectivos de 
los grandes integrados en el euro —Francia, Alemania e Italia—, el cuarto 
miembro es español, y los dos restantes —de Holanda y de Finlandia— 
serían de algún modo la representación del grupo de Estados miembros 
pequeños”. ídem.
1052 Estas funciones siguen siendo importantes en aquellos ámbitos que la 
legislación comunitaria no ha incorporado definitivamente en la esfera de 
acción del Banco Central Europeo, como la supervisión del sistema 
bancario.
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b. La organización del Banco Central Europeo 
y  del Sistema Europeo de Bancos Centrales

El Banco Central Europeo está diseñado como la cabeza 
operativa del Sistema Europeo de Bancos Centrales, compuesto por 
aquél y por los bancos centrales de los Estados miembros. Debido a 
que en el Sistema Europeo de Bancos Centrales participan tanto las 
entidades nacionales que forman parte de la zona euro como las que 
no han obtenido dicha condición, para la participación en la toma de 
decisiones que afecten a los países que entraron a formar parte de la 
moneda única se diferenció dicho ámbito dentro del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales, que el propio Consejo de Gobierno del Banco 
Central Europeo denominó Eurosistema, y del que forman parte 
exclusivamente los once bancos centrales de los países de la zona 
euro. El Eurosistema está principalmente encargado, en la zona euro, 
de definir y ejecutar la política monetaria; realizar operaciones de 
cambio de divisas y gestionar las reservas oficiales en moneda 
extranjera; emitir billetes de banco; y promover el buen 
funcionamiento del sistema de p a g o s1Q53.

El Sistema Europeo de Bancos Centrales se ha mostrado como 
un recurso por el que se han mantenido —sustancialmente 
menguados en sus funciones— los bancos centrales n a c io n a le s10̂ .

1053 Además de recabar la información estadística necesaria, de las 
autoridades nacionales competentes o directamente de los agentes 
económicos; examinar la evolución de los sectores financiero y bancario; y 
facilitar el intercambio de información entre el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales y las autoridades supervisoras.
1054 Sobre la adaptación de los bancos centrales nacionales al nuevo marco 
competencial monetario, en general, cfr. Malo de Molina, JOSÉ Luis, “Los
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Con la entrada en funcionamiento de la tercera fase de la unión 
económica y monetaria se produjo una transferencia de 
competencias de los bancos nacionales al Banco Central Europeo, y 
las funciones de aquéllos cobran relevancia en la medida en que están 
dirigidas por la instancia comunitaria. Fuera de ella sólo resta 
—mientras no se inicie la facultad prevista en el artículo 105.6 TCE— 
la función de supervisión del sistema financiero nacional, en aquellos 
Estados, como el español, en que esta tarea incumbe al banco central, 
y no al correspondiente órgano de supervisión. Por lo tanto, 
propiamente las funciones de los bancos centrales nacionales ha 
quedado, como veremos, limitada principalmente a la ejecución de 
las decisiones tomadas por el Banco Central Europeo y, de forma 
secundaria, a otras tareas separadas de la toma de decisiones en 
política monetaria, sin menoscabo de la importancia de la condición 
personal de los gobernadores de los bancos centrales nacionales, por 
cuanto participan en el gobierno del Banco Central Europeo. 
Teniendo en cuenta estos extremos no es de extrañar que 
legislativamente se hayan introducido recientemente reformas en los 
estatutos de algunos bancos centrales, como el alemán, con el 
objetivo de flexibilizar su estructura y la toma de decisiones.

A ello hay que sumar que el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales no cuenta con óiganos propios, sino que está dirigido por 
los órganos rectores del Banco Central Europeo, y ejerce sus 
competencias a través de los instrumentos del Banco Central 
Europeo, por lo que acaba por confundirse con éste en su 
actuación1055. Los gobernadores de los bancos centrales de los

bancos centrales nacionales ante la moneda única”, en AA W., A favor y 
en contra de la moneda única. Fundación Argentaría, Madrid, 1997.
1Q55 Linde, Introducción a la Unión... cit. pág. 62.
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Estados miembros, que conforman el Consejo de Gobierno del Banco 
Central Europeo, disfrutan en virtud de la aplicación de la normativa 
comunitaria de un estatuto que les confiere un avanzado grado de 
autonomía en sus legislaciones nacionales, por lo que su libertad 
frente a sus respectivos gobiernos en el seno del Consejo de Gobierno 
del Banco Central Europeo debería ser absoluta1̂ 6.

La ley distingue entre aquellas funciones del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales —que al mismo tiempo lo son del Banco Central 
Europeo— y aquellas exclusivas del Banco Central Europeo. Las 
funciones de los bancos nacionales sólo tienen sentido dentro del 
marco de actuación y dirección del Banco Central Europeo, y reciben 
las instrucciones que imparte el Comité Ejecutivo del Banco Central 
al ejecutar la política monetaria. El Banco Central Europeo, “en la 
medida en que se estime posible y adecuado”, tiene la capacidad de 
recurrir a los bancos centrales nacionales para ejecutar las 
operaciones que correspondan a las funciones del Sistema Europeo 
de Bancos C en tra les1057; por lo tanto, se infiere que el Banco Central 
Europeo tiene la capacidad de decidir qué papel es el que 
corresponde a los bancos centrales nacionales en el Sistema Europeo 
de Bancos Centrales . En todo caso, las decisiones necesarias para el 
cumplimiento de las funciones del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales se toma centralizadamente en el Banco Central Europeo, 
mientras que tiene lugar la descentralización de las funciones 
operativas.

i°56 Incluso, como se analizará, en lo que tiene que ver con su separación. 
r°57 Artículo 12.1 ESEBC. Para Parejo, se trata de una aplicación del 
principio de subsidiariedad previsto en el artículo 5 TCE. (Parejo, “El 
sistema..” cit. págs. 81 y 82).
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La configuración de los bancos centrales nacionales como 
entes operativos del Sistema Europeo de Bancos Centrales queda 
reforzada por el hecho de que la ley garantice un mecanismo de 
apelación al Tribunal de Justicia para el caso de que alguno o varios 
de los bancos centrales nacionales no cumplieran las obligaciones 
que les ordena la ley, y que incluye acatar las instrucciones de los 
órganos de gobierno del Sistema Europeo de Bancos Centrales. 
“Cuando el Banco Central Europeo —señala el artículo 35.6 ESEBC— 
considere que un banco central nacional ha incumplido alguna de las 
obligaciones que establecen los presentes Estatutos, emitirá un 
dictamen motivado al respecto, después de haber dado a dicho banco 
central nacional la posibilidad de presentar sus alegaciones”. Si el 
banco central nacional no se atuviera al dictamen en el plazo 
establecido por el Banco Central, éste puede recurrir al Tribunal de 
Justicia. Son, como anuncia el propio TCE1058, idénticos poderes que 
el Tratado, en su artículo 226, reconoce a la Comisión respecto a los 
Estados miembros. “Si el Tribunal de Justicia -determina el artículo 
237 TCE— declarare que un banco central nacional ha incumplido 
una de las obligaciones que le incumben en virtud del presente 
Tratado, dicho banco está obligado a adoptar las medidas necesarias 
para la ejecución de la sentencia del Tribunal de Justicia”.

El diseño institucional del gobierno del Banco Central Europeo 
y, a su vez, del Sistema Europeo de Bancos Centrales está basado, 
como era el caso del Bundesbank antes de la última reforma 
legislativa, en la diferenciación entre un órgano más amplio, 
responsable último de las decisiones más importante en política 
monetaria, y un órgano ejecutivo, permanente, más limitado y ágil en 
la adopción de decisiones. Así, los órganos rectores del Banco Central

l°58 Artículo 237 d) TCE.
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Europeo —y, a la vez, del Sistema Europeo de Bancos Centrales- 
s o n 1* ^  el Consejo de Gobierno, con miembros de todos los Estados 
miembros, y el Comité Ejecutivo, de composición federal, como 
hemos adelantado. Además, transitoriamente, se ha establecido el 
Consejo General1060, de funciones mucho menos importantes. Los 
órganos rectores están configurados de tal manera que formalmente 
se les garantiza por ley la no injerencia de cualquier poder, 
comunitario o nacional, en el ejercicio de sus funciones.

El Consejo de Gobierno es, de acuerdo con el Tratado, el 
máximo órgano de gobierno del Banco Central y del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales, con la responsabilidad de adoptar las 
orientaciones y decisiones necesarias para garantizar el 
cumplimiento de las funciones asignadas al Sistema Europeo de 
Bancos Centrales con arreglo a las leyes. Está formado por los seis 
miembros del Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo y por los 
once gobernadores de los bancos centrales nacionales de la zona 
euro1061. El presidente del Comité Ejecutivo lo es, al mismo tiempo, 
del Consejo de Gobierno.

El Consejo de Gobierno es el órgano directamente encargado 
de formular la política monetaria de la Comunidad, incluidas, en su 
caso, las decisiones relativas a los objetivos monetarios intermedios, 
los tipos de interés básicos y el suministro de reservas en el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales, y el que establece las orientaciones

1059 Sobre la organización del Banco Central Europeo cfr. Fernández de Lis, 

Santiago, “Funciones y  organización del Banco Central Europeo”. Papeles 
de Economía Española n° 54,1993, págs. 25-36.
1060 Artículo 112 TCE, 123.3 TCE, 9.3 ESEBC y 45 ESEBC.
i°6i Artículo 112.1 TCE y 10.1 ESEBC. Más adelante se analizará el mandato 
de los gobernadores de los bancos nacionales.
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necesarias para su cumplimiento1062. Adopta el reglamento interno 
que determina la organización interna del Banco Central y de sus 
órganos rectoreslo63, ejerce las funciones consultivas que le 
encomienda la leylo64 y decide cuándo y de qué manera se representa 
y participa el Banco Central y el Sistema Europeo de Bancos 
Centrales en el ámbito de la cooperación internacional10̂ . Es, 
finalmente, el que toma la decisión de emprender acciones ante el 
Tribunal de Justicia1066. De acuerdo con el artículo 36.1 ESEBC, al 
Consejo de Gobierno, a propuesta del Comité Ejecutivo y con la 
contribución del Consejo General, le compete establecer las 
condiciones de contratación del personal del Banco Central 
Europeo106?, que se aplican mediante el Reglamento del personal,

1062 Artículo 12.1 ESEBC. Sin duda, la facultad más conocida y una de las 
más efectivas es la capacidad de decidir los tipos de interés a los que los 
bancos comerciales pueden obtener liquidez del Banco Central, lo que 
determina indirectamente el nivel de los tipos de interés de la zona euro, 
esto es, el interés que los bancos comerciales aplican a sus clientes a la hora 
de conceder préstamos o remunerar depósitos.
1063 Artículo 12.3 ESEBC. El Reglamento interno fue modificado el 22 de 
abril de 1999. El artículo 1 de dicho Reglamento señala que éste 
“complementa el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea (...) y los 
Estatutos” lo que, de por sí, es un extraño intento de dotar de determinada 
naturaleza jurídica a lo que no debería ser otra cosa que un compendio de 
normas internas de organización. La modificación del Reglamento interno 
corresponde al Consejo de Gobierno, pero el artículo 24 del propio 
Reglamento legitima al Consejo General para proponer modificaciones y al 
Comité Ejecutivo para aprobar normas suplementarias dentro de su ámbito 
de competencia.
1064 Artículo 12.4 ESEBC.
1065 Artículo 12.5 ESEBC.
1066 Artículo 35.5 ESEBC.
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cuya aprobación y modificación corresponde al Comité Ejecutivo del 
Banco.

Es notablemente ambigua la fórmula utilizada por el 
Reglamento interno del Banco Central Europeo acerca de las 
reuniones del Consejo, que deben ser, “en principio”, periódicas1068, 
y decididas por éste a propuesta del propio Consejo. La asistencia a 
reuniones del Consejo de Gobierno está limitada a sus miembros, al 
Presidente del Consejo de la Unión Europea y a un miembro de la 
Comisión106̂ . Ninguna mención se realiza sobre lo que pudiera haber 
sido una posible participación del parlamento.

Las decisiones del Consejo de Gobierno se toman, en general, 
por mayoría simple10?0, con voto de calidad del Presidente. Para que

1067 Lo que realizó en la Decisión del Banco Central Europeo, de 9 de junio 
de 1998, relativa a la adopción de las condiciones de contratación del 

persona l del Banco Central Europeo , modificada el 31 de marzo de 1999.
1068 Artículo 2 Reglamento interno del Banco Central Europeo. Las 
reuniones deben producirse “con arreglo a un calendario fijado por el 
Consejo de Gobierno con suficiente antelación respecto del inicio de cada 
año civil”. Se prevé que el Presidente pueda convocar una reunión del 
Consejo de Gobierno cuando lo aquél lo estime necesario, o cuando lo 
soliciten al menos tres de los miembros del Consejo de Gobierno. Las 
reuniones se celebrarán “normalmente” en las oficinas del Banco Central 
Europeo, y pueden tener lugar por teleconferencia salvo si tres miembros de 
opongan a este método.
1069 Artículo 3 Reglamento interno del Banco Central Europeo. El mismo 
artículo prevé la posibilidad de que el Consejo de Gobierno invite a otras 
personas a sus reuniones, si lo considera oportuno.
1070 Las excepciones, según el artículo 10.2 ESEBC, deben estipularse en los 
Estatutos; en este sentido, el Reglamento interno no puede agravar 
mayorías para la toma de decisiones del Consejo de Gobierno.
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la votación sea válida, se requiere la presencia de dos tercios de los 
miembros del órgano; a falta de quorum, el Presidente puede 
convocar una reunión extraordinaria donde se podrán adoptar 
decisiones sin necesidad de la primera presencia requerida10?1. Sólo 
tienen derecho a voto los miembros del Consejo de Gobierno 
presentes en las sesiones10?2 y, salvo contadas excepciones, cada 
miembro del Consejo de Gobierno dispone de un único voto10?3.

La principal excepción a la asignación de un voto por miembro 
del Consejo de Gobierno se encuentra en el propio artículo 10.3 
ESEBC, que requiere voto ponderado, conforme a las participaciones 
de los bancos centrales nacionales en el capital suscrito del Banco 
Central Europeo10?*, en las decisiones adoptadas con el objeto de 
aumentar el capital del Banco Central Europeo y las condiciones de

1071 Artículo 10.2 ESEBC y 4.1 Reglamento interno del Banco Central 
Europeo. Con el objeto de facilitar el quorum, tanto los Estatutos (artículos 
10.2 y 10.3) como el Reglamento interno (artículos 3.3, 4.4 y 4.5) prevén la 
posibilidad de que, dadas ciertas condiciones, los Gobernadores cuenten 
con sus sustituto, que pueda participar en la toma de decisiones.
1072 Los ESEBC prevé la posibilidad de que el Reglamento interno disponga 
que los miembros del Consejo de Gobierno puedan emitir su voto por 
teleconferencia (artículo 10.2). El Reglamento interno contempla la 
posibilidad de que las reuniones del Consejo de Gobierno tengan lugar 
mediante teleconferencia (artículo 2.5), pero no que este medio se utilice 
exclusivamente durante el acto de votación.
Í073 En general, cfr. Papadia, F r a n c e s c o  y  S a n tin i, C a r lo . La Banque 
céntrale europeénne. L'institution qui gouveme l'euro. Banqueéditeur, 
París, 1999, págs. 85 y  ss.
i°74 El artículo 10.3 ESEBC contempla que la ponderación de los votos de los 
miembros del Comité Ejecutivo sea cero, por la participación de este órgano 
en los actos preparatorios de las tomas de decisiones por mayoría 
cualificada a las que se refiere este artículo.
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desembolso por parte de cada banco central nacional del capital 
suscrito (artículo 28 ESEBC), las medidas para la aplicación de la 
clave para la suscripción del capital por parte de los bancos centrales 
nacionales (artículo 29 ESEBC), las decisiones referentes a la 
transferencia de activos exteriores de reserva al Banco Central 
Europeo (artículo 30 ESEBC), la adopción de medidas en la 
asignación de ingresos monetarios a los bancos centrales nacionales 
(artículo 32 ESEBC) y su excepción (artículo 51 ESEBC), y las 
decisiones respecto a la asignación de los beneficios y pérdidas netos 
del Banco Central Europeo (artículo 33 ESEBC). En estos casos, las 
decisiones se aprobarán siempre que se cumplan dos condiciones: 
por una parte, que los votos favorables representen al menos dos 
tercios del capital suscrito del Banco Central Europeo; por otra, que 
hayan votado a favor al menos la mitad de los accionistas, lo que 
incorpora un mecanismo de protección hacia los bancos de menor 
participación, puesto que los bancos grandes representantes de la 
mayoría del capital suscrito no pueden tomar por sí solos las 
decisiones de esta índole.

Una segunda excepción, si bien por razones diferentes al caso 
anterior, a la regla de un voto por miembro del Consejo de Gobierno, 
se encuentra en el artículo 11.3 ESEBC, referente a las condiciones de 
empleo de los miembros del Comité Ejecutivo, y en particular sus 
sueldos, pensiones y otros beneficios de la seguridad social. Es el 
Consejo de Gobierno el que aprueba, a propuesta de un comité mixto 
designado por el propio Consejo de Gobierno y por el Consejo, el que 
decide sobre estas condiciones, y el artículo citado determina que los 
miembros del Comité Ejecutivo no tengan derecho a voto. La razón 
de esta previsión radica en el particular interés de los miembros del 
Comité Ejecutivo en aquellas contraprestaciones económicas por el
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desarrollo de sus cargos que les afectan, y en cuya determinación 
final les está vetada la participación.

La tercera previsión en este sentido, también vinculada a la 
existencia de intereses personales, se contempla en el artículo 4.6 del 
Reglamento interno del Banco Central Europeo, que no reconoce el 
derecho a votar de los miembros interesados del Consejo de Gobierno 
en los casos en que haya que decidir sobre una autorización 
excepcional para el ejercicio de otra profesión —caso previsto en el 
artículo 11.1 ESEBC— o una petición del Consejo de Gobierno al 
Tribunal de Justicia para la separación de su cargo del miembro del 
Consejo de Gobierno que deje de reunir los requisitos exigidos para 
desempeñar sus funciones o en cuya conducta se observe una falta 
grave, lo que puede tener lugar de acuerdo con el artículo 11.4 
ESEBC10?6.

Las excepciones al voto igual en los miembros del Consejo de 
Gobierno es, en este trabajo, destacables por cuando apuntan hacia el 
valor igual del voto en el seno de este órgano, que tiene lugar en la 
gran mayoría de sus decisiones habituales y en todas aquellas que no 
tengan un carácter excepcional, como las analizadas. Las 
suscripciones de capital de cada Estado miembro no se traduce, por 
lo tanto, en ninguna alteración en el procedimiento de toma de 
decisiones en el Consejo de Gobierno.

El Comité Ejecutivo es el órgano responsable de la gestión 
ordinaria del Banco Central Europeo10?6. Está compuesto por el

i°75 El artículo 4.6 Reglamento interno del Banco Central Europeo también 
contempla la ya citada referencia al artículo 11.3 ESEBC. 
i°7ó Artículo 11.6 ESEBC.
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Presidente, el vicepresidente y otros cuatro miembros10??. En su 
designación participan tanto los gobiernos de los Estados miembros 
que hayan ingresado en la unión económica y monetaria, como 
instituciones comunitarias10?8. Sus miembros son nombrados de 
común acuerdo por los gobiernos de los Estados miembros 
representados por sus Jefes de Estado o de Gobierno, sobre la base 
de una recomendación del Consejo y previa consulta al Parlamento 
Europeo y al Consejo de Gobierno del propio Banco Central, de entre 
personalidades de reconocido prestigio y experiencia profesional en 
asuntos monetarios o bancarios. Su mandato es de ocho años, sin 
posibilidad de renovación, y deben detentar la nacionalidad de 
alguno de los Estados miembros10??. Cualquier vacante en el Comité 
Ejecutivo se suple mediante el nombramiento de un nuevo miembro, 
usando para ello el procedimiento general de los artículos. 112.2 b) 
TCE y 11.2 ESEBC.

Dentro de sus funciones de dirección, el Comité Ejecutivo es el 
competente para poner en práctica la política monetaria de 
conformidad con las orientaciones y decisiones adoptadas por el 
Consejo de Gobierno1080, por lo cual imparte las instrucciones al 
respecto a los diferentes bancos centrales nacionales. Entre sus

1077 Artículo 112 TCE y 11 ESEBC.
1078 Artículo 112.2 b) TCE y artículo 11 ESEBC. Si bien el artículo 112.2 b) 
TCE se refiere exclusivamente a “Estados miembros”, el artículo 122.4 TCE 
matiza que dicha expresión “deberá interpretarse como Estados miembros 
no acogidos a una excepción
10?9 Siguiendo la argumentación de la nota anterior, debe entenderse que los 
miembros del Comité Ejecutivo deben ser nacionales de los Estados 
miembros no sujetos a una excepción. Más adelante se analizarán las 
cuestiones sobre el mandato y otras características del cargo.
1080 Artículo 12.1 ESEBC,
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responsabilidades también se encuentra la de preparar las reuniones 
del Consejo de Gobierno1081, lo que le convierte en el órgano que 
señala los asuntos prioritarios y que, a la postre, intercede de forma 
determinante en la elaboración de la política monetaria, tanto por sus 
responsabilidades directas como por aquellas que guardan relación 
con el funcionamiento del Consejo de Gobierno.

En efecto, la adjudicación de estas responsabilidades significa 
que en manos de este órgano está la dirección cotidiana del Banco 
Central Europeo. Para ello, como veremos, el Comité Ejecutivo se 
reserva una relevante participación en la potestad normativa del 
Banco Central Europeo. A lo que hay que añadir que es el Comité 
Ejecutivo el que, previa consulta al Consejo de Gobierno, decide 
sobre el número, nombre y competencia respectiva de cada una de las 
unidades de trabajo del Banco Central Europeo, y la norma 
contempla que todas las unidades de trabajo del Banco Central 
Europeo estén bajo la dirección del Comité Ejecutivo1082. Es 
responsabilidad de este órgano promulgar las normas organizativas 
—denominadas circulares administrativas—, de obligado 
cumplimiento por el personal del Banco Central Europeo, y 
promulgar y actualizar el código de conducta para orientación tanto 
del propio Comité Ejecutivo como del personal del Bancolo83.

1081 Artículo 12.2 ESEBC. Sobre este aspecto, el artículo 5 del Reglamento 
interno del Banco Central Europeo responsabiliza al Comité Ejecutivo de 
preparar el orden del día provisional de las reuniones del Consejo de 
Gobierno; éste puede, a través de la correspondiente votación, suprimir 
puntos del orden del día provisional o incluir otros nuevos en él a propuesta 
del Presidente o de un miembro del Consejo de Gobierno.
1082 Artículo 10 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
1083 Artículos 11.2 y 11.3 Reglamento interno Banco Central Europeo.
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No sólo la dirección del Banco Central Europeo está en manos 
del Comité Ejecutivo, sino que también le competen los principales 
asuntos respecto a la contratación y régimen interno del personal al 
servicio del banco. La selección, nombramiento y promoción del 
personal del Banco Central Europeo son responsabilidad del Comité 
Ejecutivo108*, así como la propuesta de las condiciones de 
contratación —cuya aprobación y modificación corresponde al 
Consejo de Gobierno— donde, junto al Reglamento del personal, se 
regula la relación laboral entre el Banco Central Europeo y los 
trabajadores a su serviciolo85. El Reglamento del personal, a través 
del cual se aplican las condiciones de contratación, es aprobado y, en 
su caso, modificado, por el Comité Ejecutivo1086. Aunque el Tratado, 
el ESEBC y el Reglamento interno del Banco Central Europeo dotan 
de contenido a la estructura y funcionamiento del Comité Ejecutivo, 
este último instrumento —y no el ESEBC, como acontece con el

1084 Artículo 20 Reglamento interno del Banco Central Europeo. La 
disposición determina que para la selección, nombramiento y promoción 
del personal se tendrán debidamente en cuenta los principios de aptitud 
profesional, publicidad, transparencia, igualdad de acceso y no 
discriminación. Las normas y procedimientos para la contratación y para el 
ascenso interno deben ser especificados en una circular administrativa, 
emanada del propio Comité Ejecutivo.
1085 Artículo 36.1 ESEBC y articulo 21 Reglamento interno Banco Central 
Europeo. El artículo prevé la consulta al Consejo General, recogida en el 
artículo 47.2 ESEBC.
1086 Artículo 21.4 Reglamento interno Banco Central Europeo. La 
modificación tanto de las condiciones de contratación como del Reglamento 
del personal debe ser consultada con el Comité de personal, cuya opinión se
someterá al Consejo de Gobierno o al Comité Ejecutivo.
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Consejo General— otorga al Comité Ejecutivo la potestad de adoptar 
normas suplementarias dentro de su ámbito de competencia108?.

Como en el caso del Consejo de Gobierno, en la toma de 
decisiones del Comité Ejecutivo rige la norma de un voto por 
miembro1088 y de la mayoría simple de los votos emitidos. El quorum 
para la validez de la votación es de dos tercios de los miembros y, en 
caso de no obtenerlos, el Presidente está legitimado para convocar 
una reunión extraordinaria en la que se podrán adoptar decisiones 
sin necesidad de quórumlo89. No existe posibilidad de utilización del 
voto ponderado, lo que por otra parte es lógico por cuanto el Comité 
Ejecutivo no está compuesto por miembros de todos los bancos 
centrales nacionales, lo que le concede el mencionado carácter 
federal. En efecto, cabe insistir en la importancia con que cuenta la 
conformación de este órgano puesto que, al componerse de un 
número limitado de miembros entre los cuales no puede haber un 
nacional de cada Estado, existe una cesión expresa por parte de los 
Estados de la dirección cotidiana de la competencia monetaria en una 
autoridad propiamente supraestatal, que no cuenta con presencia de 
todos los nacionales de los Estados afectados.

El tercer órgano de funcionamiento del Banco Central 
Europeo, aunque de carácter transitorio y de importancia mucho 
menor, es el Consejo General, formado por el presidente y el

io87 Artículo 24 Reglamento interno del Banco Central Europeo. El Comité 
Ejecutivo aprobó el 12 de octubre de 1999 la Decisión del Banco Central 
Europeo relativa al reglamento del Comité Ejecutivo del Banco Central 
Europeo.
xo88 Salvo los ya mencionados casos de los artículos 11.1,11.3 y 11.4 ESEBC 
(artículo 7.3 Reglamento interno del Banco Central Europeo).
1089 Artículo 7.1 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
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vicepresidente del Banco Central Europeo y los gobernadores de los 
quince bancos centrales de los países miembros de la Unión 
Europea10?0. Este órgano fue pensado para el previsible caso —que ha 
tenido lugar— de que alguno o algunos de los Estados miembros no 
formaran parte de la unión económica y monetaria, y está prevista su 
desaparición cuando deje de darse esta condición10?1; en virtud de la 
previsión del artículo 123.3 TCE, y de la referencia que realiza este 
artículo al artículo 45 ESEBC, el Consejo General se constituye como 
tercer órgano rector del Banco Central Europeo. En este sentido, es el 
propio Presidente del Banco Central Europeo el que debe informar al 
Consejo General sobre las decisiones adoptadas por el Consejo de 
Gobierno10?2.

La misión del Consejo General es mantener coordinadas las 
políticas monetarias de los dos grupos de Estados miembros, esto es, 
los que forman parte de la unión económica y monetaria y los que no 
han ingresado en esta fase del proceso de integración. Por esta razón, 
con el Consejo General se institucionaliza la presencia en el Banco 
Central Europeo de los Estados de la Unión Europea que no han 
adoptado la moneda común, y se mantiene cierta relación entre 
ambos grupos de países, con las miras puestas en la moneda única en 
todos los países de la Unión, pero su función no va más allá en la

i°9° Esto es, los once bancos centrales de los países de la zona euro más los 
bancos centrales de Dinamarca, Gran Bretaña, Grecia y Suecia. Los demás 
miembros del Comité Ejecutivo pueden participar en las reuniones del 
Consejo General, pero sin derecho a voto (artículo 45.2 ESEBC).
1°91 Así lo dispuso el artículo 123.3 TCE, que crea el Consejo General como 
órgano decisorio del Banco Central Europeo en caso “de que haya Estados 
miembros acogidos a una excepción, y hasta tanto los haya”.
1092 Artículos 47.4 ESEBC y 12.3 Reglamento interno del Banco Central 
Europeo.
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determinación de la política monetaria. Dentro de este carácter 
institucionalizador, el Consejo General goza de algunas funciones 
consultivas, de coordinación y de recopilación de información10** y, 
en particular, trabaja en su caso en los preparativos de la posible 
ampliación de la zona euro10**.

i°93 El artículo 47 ESEBC determina la contribución del Consejo General en 
la recopilación de la información estadística referida en el artículo 5 
ESEBC; en la elaboración de informes acerca de las actividades del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales citada en el artículo 15 ESEBC; en el 
establecimiento en las normas necesarias para normalizar procedimientos 
contables y de información relativos a las operaciones emprendidas por los 
bancos centrales nacionales, citadas en el artículo 26.4 ESEBC; en el 
establecimiento de las normas para la aplicación de la clave para la 
suscripción del capital del Banco Central Europeo, señalado en el artículo 
29.4 ESEBC; y en las condiciones de contratación del personal del Banco 
Central Europeo referidas en el artículo 36 ESEBC. Por su parte, el artículo 
12 del Reglamento interno del Banco Central Europeo determina que el 
Consejo de Gobierno dará la oportunidad al Consejo General de formular 
observaciones antes, además de algunos casos que constan en el artículo 47 
ESEBC, adoptar dictámenes, recomendaciones en el ámbito estadístico, y el 
informe anual. Cuando el Comité Ejecutivo ponga en práctica actos 
jurídicos del Consejo de Gobierno o adopte, en virtud de los poderes en él 
delegados por el Consejo de gobierno, actos jurídicos previstos en el citado 
artículo 12.1 del Reglamento interno del Banco Central Europeo, se dará al 
Consejo General la oportunidad de formular observaciones al respecto 
(artículo 13.1 Reglamento interno del Banco Central Europeo).
1094 a este respecto, el artículo 47.3 ESEBC determina que el Consejo 
general debe contribuir a los preparativos necesarios para fijar 
irrevocablemente los tipos de cambio de las monedas de los Estados 
miembros acogidos a una excepción respecto de la moneda única de los 
Estados miembros no acogidos a excepción, de acuerdo con el 
procedimiento del artículo 123.5 TCE. El artículo 12 del Reglamento 
interno del Banco Central Europeo incluye la oportunidad de que el Consejo
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Para el Consejo General el artículo 46.4 ESEBC establece un 
Reglamento interno propio, adoptado por él mismo y diferente del 
Reglamento interno del Banco Central Europeo10̂ , lo que por otra 
parte se justifica por cuanto los componentes son diferentes en uno y 
otro caso. El mecanismo de convocatoria y funcionamiento es similar 
al del Consejo de Gobierno: la asistencia a las reuniones del Consejo 
General está limitada a sus miembros, a los miembros del Comité 
Ejecutivo, al Presidente del Consejo y a un miembro de la Comisión. 
El quorum requerido para la validez de las votaciones es de dos 
tercios de sus integrantes y, salvo las excepciones que consten en los 
Estatutos, las decisiones se toman por mayoría simple. El 
Reglamento interno prevé el fin de su aplicabilidad cuando, una vez 
se hayan cumplido las previsiones del Tratado, se disuelva el Consejo 
General.

El Reglamento interno del Banco Central Europeo10̂ 6 prevé la 
constitución de los Comités del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales, compuestos por representantes del Banco Central Europeo 
y de los bancos centrales nacionales de los Estados miembros 
participantes, con el objeto de que colaboren en el trabajo del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales. El Consejo de Gobierno es el 
competente para formular el mandato de los Comités y nombrar a 
sus presidentes —que, por lo general, se prevé que sea el

General formule observaciones con anterioridad a que el Consejo de 
Gobierno adopte el dictamen del Banco Central Europeo relativo a los actos 
jurídicos comunitarios que se han de aprobar cuando se suprima una 
excepción.
1095 El Consejo General aprobó el Reglamento del Consejo General del 
Banco Central Europeo el 1 de septiembre de 1998.
1096 Artículo 9 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
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representante del Banco Central Europeo—, y tanto el Consejo de 
Gobierno como el Comité Ejecutivo tienen potestad de solicitar a los 
Comités estudios sobre asuntos concretos.

En la práctica, la previsión anterior comporta que, de hecho, 
los Comités del Sistema Europeo de Bancos Centrales estén bajo la 
tutela del Comité Ejecutivo, responsable de la gestión ordinaria del 
Banco Central Europeo. Por ello, la intervención del Comité Ejecutivo 
es crucial a la hora de determinar sobre qué asuntos son consultados 
los comités, así como el perfil del anáfisis solicitado. Corrobora esta 
afirmación el hecho de que en el Reglamento se prevea que los 
informes que presenten los Comités al Consejo de Gobierno se 
entreguen por mediación del Comité Ejecutivo10̂ , lo que dificulta la 
relación directa entre los Comités y el Consejo de Gobierno.

La previsión sobre el Comité Monetario que constaba en el 
Tratado Constitutivo fue mantenida por el TCE1098 No se trataba 
propiamente de un órgano de gobierno del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, aunque sistemáticamente se encuentra —todavía 
ahora, pues a pesar de su disolución según lo previsto continúan las 
disposiciones en la ley— en el capítulo III del Título VII del TCE, 
dedicado a las disposiciones institucionales del Banco Central. Su

1097 La excepción, prevista en el artículo 9.3 Reglamento del Banco Central
Europeo, se contempla en el caso del Comité de Supervisión Bancaria, que 
no está obligado Oo cual no constituye una imposibilidad) a presentar 
informes por mediación del Comité Ejecutivo cuando sirva de foro para las 
consultas sobre cuestiones no relacionadas con las funciones de supervisión 
del Sistema Europeo de Bancos Centrales, establecidas en el Tratado y en 
los Estatutos. 
i°98 Artículo 114.1 TCE.
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disolución tuvo lugar con el inicio de la tercera fase de la unión 
monetaria, de acuerdo con la previsión legal10" .

Al Comité Monetario le sustituyó un Comité Económico y  
Financiero1100, de carácter consultivo, con funciones de estudio y de 
supervisión. Sus miembros son designados por la Comisión, el Banco 
Central Europeo y los Estados miembros. El Tratado impone un 
máximo de dos miembros por cada uno de los Estados y organismos 
citados, pero el Consejo, en su Decisión de 21 de diciembre de 
19981101, ha conformado un Comité integrado en su gran mayoría por 
personas relacionadas con el Sistema Europeo de Bancos Centrales: 
los Estados miembros, la Comisión y el Banco Central Europeo 
designan cada uno dos integrantes del Comité, pero en el caso de los 
Estados miembros los integrantes deben ser seleccionados entre dos 
grupos concretos de servidores públicos: uno entre los altos

1099 Artículo 114.2 TCE.
1100 Artículo 114.2 TCE. El Comité Económico y Financiero debe emitir 
dictámenes a petición del Consejo o de la Comisión, o bien por iniciativa 
propia, destinados a dichas instituciones; seguir la situación económica y 
financiera de los Estados miembros y de la Comunidad e informar 
regularmente al Consejo y a la Comisión, en particular sobre las relaciones 
financieras con terceros países y con instituciones internacionales; 
colaborar en la preparación de los trabajos del Consejo en política 
económica y monetaria; y examinar la situación de los movimientos de 
capitales y la libertad de pagos en la Comunidad. Mientras haya Estados 
miembros acogidos a una excepción, el Comité supervisará la situación 
monetaria y financiera y el sistema general de pagos de dichos Estados 
miembros, e informará al respecto al Consejo y a la Comisión. Sus estatutos 
fueron aprobados por la Decisión del Consejo, de 31 de diciembre de 1998, 
por la que se adoptan los estatutos del Comité Económico y Financiero.
1101 Decisión del Consejo, de 21 de diciembre de 1998, sobre las normas de 
desarrollo relativas a la composición del Comité Económico y Financiero.
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funcionarios de la Administración Pública, y otro entre los del banco 
central nacional, lo que de nuevo confiere, en principio, un sesgo 
monetario a un Comité con un mayor ámbito de análisis. La citada 
Decisión exige, por otra parte, que los miembros del Comité sean 
elegidos entre expertos que posean competencias notorias en el 
ámbito de la economía y de las finanzas.

c. Los objetivos del Banco Central Europeo
y su jerarquía

El Banco Central y el Sistema Europeo de Bancos Centrales 
nacen con un objetivo principal determinado por la ley: mantener la 
estabilidad de los precios, sin que defina la legislación comunitaria 
qué se entiende por estabilidad de los precios ni quien establece o 
evalúa cuándo dicho objetivo se ha cumplido1102.

A este primer objetivo queda supeditado el segundo: apoyar 
las políticas económicas generales de la Comunidad con el fin de 
contribuir a la realización de los objetivos comunitarios establecidos 
en el artículo 2 TCE, apoyo que sólo tendrá lugar sin perjuicio del 
mantenimiento de la estabilidad de los preciosn°3. Los objetivos que 
se marcan las Comunidades en el artículo 2 TCE pasan, pues, a un 
segundo orden en importancia para el Banco Central Europeo que 
sólo debe, en su caso y cuando considere que no vulnera la primordial 
función de mantener la estabilidad de los precios, apoyar las políticas 
generales de las instituciones comunitarias. Ad adversara, cuando

1102 Artículos 105.1 TCE y 2 ESEBC El Banco Central Europeo define la 
estabilidad de los precios como un incremento interanual de los precios de 
consumo inferior al 2%.
u°3 Artículos 105.1 TCE y 2 ESEBC.
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esté en peligro la estabilidad de los precios, ni el Banco Central 
Europeo ni el Sistema Europeo de Bancos Centrales pueden apoyar 
las políticas generales comunitarias, ni diseñar políticas monetarias 
propias para la consecución directa de los objetivos señalados en el 
artículo 2 TCE; esto es, promover un desarrollo armonioso, 
equilibrado y sostenible de las actividades económicas en el conjunto 
de la Comunidad, un alto nivel de empleo y de protección social, la 
igualdad entre el hombre y la mujer, un crecimiento sostenible y no 
inflacionista, un alto grado de competitividad y de convergencia de 
los resultados económicos, un alto nivel de protección y de mejora de 
la calidad del medio ambiente, la elevación del nivel y de la calidad de 
vida y la solidaridad entre los Estados miembros.

La ley impone, pues, una priorización de los objetivos del 
Banco Central Europeo. Como ha señalado P a ú l , esta previsión 
responde a la idea dotar de la máxima importancia a la lucha contra 
la inflación en la conducción de la política monetaria, puesto que 
supone el reconocimiento implícito de que la mejor contribución que 
puede hacer la política monetaria al crecimiento económico y a la 
creación de empleo no es otra sino asegurar la estabilidad de precios 
en el medio y largo plazo110*. Concepción sobre la inflación que, como 
hemos visto, está cuestionada desde la propia doctrina económica. 
No le falta razón a M a r t ín  F e r n á n d e z  cuando hace ver que, con la 
priorización de los objetivos, se ha pretendido evitar los problemas 
que tradicionalmente se producen cuando una misma institución 
persigue simultáneamente y con igual ahínco diferentes objetivos 
que, a menudo, entran en conflicto11**. Se trata, en todo caso, como

1104 Paúl, “La coordinación...” cit pág. 69.
n°5 El texto continúa. “Conflictos que no pueden sino mermar la 
credibilidad de la institución en su lucha contra la inflación y, en 
consecuencia, dificultar la consecución de la estabilidad de los precios”.
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h a  s e ñ a la d o  P a r e jo , d e l s o r te a m ie n to  d e  la  d if ic u lta d  y  e v e n tu a l  

c o n tra d ic c ió n  e n  la  a c c ió n  a  q u e  c o n d u c ir ía  u n a  d is p e r s ió n -  

h e te ro g e n e id a d  d e  la s  m is io n e s 1106.

No obstante, el problema no queda resuelto con la regulación 
de unos objetivos jerarquizados. De esta priorización de los objetivos 
del Banco Central Europeo —lex imperfecta, como la llama 
P a r e jo 110?—, pensada para la hipótesis de posibles conflictos, podría 
surgir la pregunta sobre qué órgano, legítimamente, es el competente 
en decidir cuándo existe una incompatibilidad real entre el 
mantenimiento de la estabilidad monetaria y  la promoción de un 
desarrollo armonioso, equilibrado y  sostenible, en las condiciones 
citadas en el artículo 2 TCE. No debería concebirse la 
incompatibilidad entre ambos objetivos de forma amplia por cuanto, 
llevando el razonamiento al extremo, cualquier política a favor del 
desarrollo, por poco importante que sea, incide de alguna manera 
—aunque pudiera ser insignificante— en la inflación y , por lo tanto, 
en prácticamente todos los casos, la búsqueda de la estabilidad 
monetaria conllevaría la no participación del Banco Central Europeo 
en los objetivos de la Unión.

Por lo tanto, el mandato del artículo 105 TCE encierra una 
ponderación entre ambos objetivos, de tal forma que el segundo se

Martín Fernández, “El Banco Central...”, cit. pág. 79. Si bien es cierto que 
la existencia de conflictos puede incidir en la estabilidad de los precios, no 
creemos que deban conllevar obligatoriamente incidencia negativa sobre la 
credibilidad del Sistema Europeo de Bancos Centrales. Los conflictos, por 
otra parte naturales en una organización de estas características, atentarían 
contra la credibilidad si fuesen mal resueltos.
1106 Parejo, “El sistema...”, cit. pág. 80.
1107 ídem.
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aplique no exclusivamente cuando su desarrollo no incida en la 
estabilidad monetaria, sino también cuando esa incidencia sea 
inapreciable, o se encuentre en unos márgenes aceptables en 
relación con otros objetivos económicos de interés general. Siguiendo 
el tenor de la ley, puesto que no se prevé ningún tipo de 
determinación sobre qué cifras monetarias indican si se ha cumplido 
el objetivo principal del Banco Central Europeo, ni ningún criterio de 
evaluación sobre la consecución de la estabilidad de los precios, es el 
propio Banco Central Europeo el que, en estos momentos, decide 
cuáles son esos márgenes aceptables, lo que de facto le confiere toda 
la libertad para decidir en qué momento debe apoyar las políticas 
generales de la Unión y en qué circunstancias puede negarse a ello, 
justificándose en el fenómeno inflacionario.

El artículo 105.1 TCE incide en lo ya expuesto en el artículo 4 
TCE respecto a las características del escenario económico que debe 
reinar en la Comunidad: una economía de mercado abierta y de libre 
competencia, “fomentando —añade el artículo 105.1 TCE— una 
eficiente asignación de recursos de conformidad con los principios 
expuestos en el artículo 4”. No se trata, por tanto, de que el artículo 
105.1 TCE incorpore indicios de lo que debe entenderse —y debería 
entender el Banco Central Europeo— como estabilidad de la moneda, 
sino que menciona el marco no directamente intervencionista dentro 
del cual el Banco Central Europeo debe desarrollar su política 
monetaria y que es, como afirma M a r t ín  F e r n á n d e z , la única 
limitación de la independencia funcional de que disfruta el Banco 
Central Europeo1108. Apunta el artículo 105.1 TCE a los principios 
rectores que se señalan en el tercer apartado del artículo 4 TCE, y que 
deben merecer el respeto de las acciones económicas de los Estados

1108 M artín  Fernández, “El Banco Central...”, cit. pág. 81.
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miembros y de la Comunidad: precios estables, finanzas públicas y 
condiciones monetarias sólidas, y balanza de pago estable.

d. Las funciones del Banco Central Europeo

La función más característica en manos del Banco Central 
Europeo y el Sistema Europeo de Bancos Centrales, por la que cobró 
sentido su creación, es la de definir y ejecutar la política monetaria de 
la Comunidad110?, esto es, el manejo directo de la moneda única, una 
de las competencias económicas más relevantes de las que puede ser 
responsable un órgano comunitario. Por lo que cabe destacar, como 
ha puesto de manifiesto Linde1110, que junto a las instituciones 
citadas en el artículo 7 TCE —aquellas que tienen asignada la 
realización de las funciones de la Comunidad—, respecto a la política 
monetaria cobra un especial protagonismo otro órgano no 
contemplado en dicho artículo, el Banco Central Europeo.

Además de definir y ejecutar la política monetaria, el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales es el encargado1111 de realizar 
operaciones de divisas, poseer y gestionar las reservas oficiales de 
divisas de los Estados miembros y promover el buen funcionamiento 
del sistema de pagos. Asimismo, debe contribuir a mía buena gestión 
de las políticas que lleven a cabo las autoridades competentes con

1109 Artículos 105.2 TCE y  3.1 ESEBC.
1110 Linde Paniagua, Enrique, Introducción a la Unión Económica y 
Monetaria. Un análisis jurídico e institucional Colex, Madrid, 1999, pág. 

57.
1111 Arts 105.2, 105.4 y 105.5 TCE y  3.1 y  3.3 ESEBC. Al respecto, cfr. 
PAPADlAy Santini, La Banque céntrale europeénne... cit págs. 97 y  ss.
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respecto a la supervisión prudencial de las entidades de crédito y la 
estabilidad del sistema financiero.

En el caso del régimen cambiario, las normas europeas 
prevén, como hemos analizado ocurre habitualmente, la competencia 
compartida entre el órgano responsable de la política financiera y el 
Sistema Europeo de Bancos Centrales: mientras que en la regulación 
del régimen cambiario participan ambos óiganos, la responsabilidad 
por la ejecución de la política cambiaría decidida —esto es, las 
decisiones de intervención en los mercados de divisas y la forma de 
llevar a cabo estas intervenciones— es responsabilidad exclusiva del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales1112.

De esta forma, el artículo 111 TCE señala que el Consejo, sobre 
la base de una recomendación —como tal, no vinculante— del Banco 
Central Europeo o de la Comisión, y previa consulta al Banco Central 
y al Parlamento, es el encargado de celebrar acuerdos formales 
relativos a un sistema de tipos de cambio para la moneda 
comunitaria en relación con monedas no comunitarias, para lo que 
requiere unanimidad en su seno. A través de un procedimiento 
similar, el Consejo puede adoptar, ajustar o abandonar los tipos 
centrales de la moneda comunitaria en el sistema de tipos de 
cambioul3, si bien en este caso se requiere mayoría cualificada del 
Consejo. En ambos casos, el TCE requiere que la consulta con el 
Banco Central Europeo —en el caso de que la recomendación no 
provenga de éste, sino de la Comisión— tenga lugar “con el fin de 
lograr un consenso compatible con el objetivo de estabilidad de 
precios”.

1112 Linde de C astro, “El funcionamiento...” c i t  págs. 103-104.

ia 3 Artículo 111.1 TCE.
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En los casos en que no exista un sistema de tipos de cambio 
respecto a una o varias monedas no comunitarias el Consejo puede, 
bien sobre la base de una recomendación de la Comisión y previa 
consulta con el Banco Central Europeo, o bien sobre la base de una 
recomendación de este último —en cuyo caso no se requiere el 
parecer de la Comisión—, “formular orientaciones generales para la 
política de tipos de cambio respecto de estas monedas”, orientaciones 
que deben entenderse sin peijuicio del objetivo fundamental del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales de mantener la estabilidad de 
los precios111*.

Por lo tanto, en la negociación y celebración de acuerdos 
internacionales sobre un sistema de tipos de cambio entre el euro y 
otras monedas no comunitarias, así como en la adopción, ajuste o 
abandono de los tipos centrales del euro en el sistema de tipos de 
cambio, el Consejo se reserva en exclusiva la competencia, con la 
participación no vinculante del Banco Central Europeo. En este caso, 
la decisión no está condicionada al objetivo de la estabilidad de 
precios, pues la previsión del logro de un consenso compatible no 
puede entenderse como prioridad de las medidas antiinflacionarias y 
el Consejo, por unanimidad o mayoría cualificada según el caso, 
puede tomar las decisiones que considere oportunas al respecto aun 
con el desacuerdo del Banco Central Europeo. Este órgano cuenta 
con mayor libertad cuando no existe acuerdo, sino un sistema de 
tipos flotantes; en este caso, las orientaciones generales para la 
política de tipos que puede emitir el Consejo deben aplicarse siempre 
que no produzcan efectos inflacionistas.

1114 Artículo 111.2 TCE.

544



Legitimidad democrática de los bancos centrales

Como en el caso de la posibilidad de conflicto entre los 
objetivos priorizados del Banco Central Europeo, no consta 
expresamente en el Tratado quién decide cuándo existe 
confrontación entre las orientaciones del Consejo y la estabilidad de 
los precios. Al respecto, realizando una interpretación extensiva y a 
falta de una asignación legal concreta de este carácter determinante y 
evaluador, debería entenderse que es el Banco Central Europeo el que 
realiza el análisis y toma la decisión, pues a este organismo el Tratado 
le ha asignado, en general, el objetivo de la lucha contra la inflación y, 
por tanto, el que con carácter general decide si se ha conseguido el 
objetivo de la estabilidad de los precios.

También reserva el Tratado al Consejo la negociación de 
acuerdos en materia de régimen monetario o de régimen cambiario 
con uno o varios Estados u organizaciones internacionales, sobre la 
base de una recomendación de la Comisión y previa consulta al 
Banco Central Europeo. Las modalidades de negociación deben 
garantizar que la Comunidad exprese una única posición. “Los 
acuerdos que se celebren con arreglo al presente apartado 
—expresamente indica la norma— serán vinculantes para las 
instituciones comunitarias, el Banco Central Europeo y los Estados 
miembros”11̂ . En este caso, el papel de la Comisión es 
particularmente relevante: la recomendación exclusivamente puede 
provenir de ella, y debe garantizarse la asociación plena de la 
Comisión en estas negociaciones.

Si bien, con alguna participación del Banco Central Europeo, el 
diseño del régimen cambiario recae principalmente en el Consejo —lo 
que, por otra parte, es incontestable, por cuanto son las instituciones

Uls Articulo 111.3 TCE.
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de gobierno comunitario el que debe decidir acerca de la relación 
entre la moneda interna y las externas—, la ejecución de la política 
cambiaría es competencia exclusiva del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales, pues el propio artículo 105.2 TCE señala como función 
básica que debe llevarse a cabo a través del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales la realización de las operaciones de divisas, de 
acuerdo con el régimen cambiario previsto en el artículo 111 TCE.

Como han puesto de manifiesto D ea n e  y P r in g l e , por vía del 
artículo 111 TCE, podría darse el caso de que, en determinadas 
circunstancias, el Banco Central Europeo pudiera ser llevado por el 
Consejo a intervenir en el mercado de divisas incluso cuando ello 
fuera inconsistente con el mantenimiento de la estabilidad de los 
precios1116. Ello tendría lugar en las situaciones en que el Consejo se 
compromete a través del correspondiente acuerdo cambiario que, 
como hemos visto, es de su exclusiva competencia, y se dieran las 
condiciones establecidas entre las partes para la intervención del 
Banco Central Europeo, aun cuando ésta pueda afectar a la 
estabilidad de los precios. Queda por determinar cuál sería el método 
utilizado para dar esta instrucción, puesto que la ley no prevé el caso 
y prohíbe las instrucciones al Banco Central Europeo. Cabe, no 
obstante, pensar que puesto que los acuerdos válidamente firmados 
por el Consejo son vinculantes para todos los organismos 
comunitarios, el Banco Central Europeo debe realizar sin más la 
operación exigida —y no instruida— por el Consejo, aun —como se ha 
afirmado— cuando ésta produzca efectos inflacionarios.

Todavía no está resuelto el papel del Banco Central Europeo 
en la supervisión de los sistemas financieros, y en particular de la

1116 D eane y P rin gle, Bancos centrales, cit pág. 362.
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actividad bancaria. La mención que al respecto tiene lugar en los 
tratados es muy amplia111?, y de ella no se deriva la obligación de que 
el Banco Central Europeo asuma ese rol —lo que ha sido criticado por 
una parte de la doctrina1118—, sino que su función es, por el momento, 
de mero colaborador. Por ello, a pesar de la importancia de este papel 
en los proyectos de regulación normativa del Banco Central Europeo, 
finalmente se conformó como una función secundaria111̂  lo que, a la 
postre, redunda en el fortalecimiento de su independencia. Debe 
tenerse en cuenta que, como hemos visto, la supervisión de los 
sistemas financieros no es una tarea intrínseca a la elaboración de la 
política monetaria, fundamento de los bancos centrales, si bien 
muchos de ellos tienen asignado este papel. Dentro del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales, algunos de los bancos centrales 
nacionales, como es el Banco de España, realizan esta función, 
mientras que en otros casos, como ocurre en Alemania y Francia, la 
supervisión de los sistemas financieros está en manos de un órgano 
administrativo dependiente del correspondiente ministerio. Ésta ha 
sido, finalmente, la concepción que, al menos por el momento, ha 
prosperado en la construcción del Banco Central Europeo, aun 
cuando se ha puesto en evidencia la tensión que tiene lugar entre el 
impulso centralizador que surge del Banco Central Europeo y la 
resistencia a esa centralización que protagonizan algunas autoridades 
de supervisión de los Estados miembros del proceso de integración

1117 Artículo 105.5 TCE, “El Sistema Europeo de Bancos Centrales 
contribuirá a la buena gestión de las políticas que lleven a cabo las 
autoridades competentes con respecto a la supervisión prudencial de las 
entidades de crédito y a la estabilidad del sistema financiero”. En los 
mismos términos se expresa el artículo 3.3 ESEBC.
1118 Fernández de Lis, “Funciones y organización...” cit. pág. 34.
n i9 Parejo, “El sistema europeo...” cit. pág. 82.

547



Roben Martínez Dalmaii

monetaria, con el objetivo de proteger los mercados financieros 
nacionales1120.

No obstante, la decisión definitiva no está tomada y el Tratado 
deja las puertas abiertas, en su artículo 105, a que el Consejo decida 
que el Banco Central Europeo lleve a cabo funciones específicas 
relativas a las políticas relacionadas con la supervisión prudencial de 
las entidades de crédito y otras entidades financieras, con excepción 
de las compañías de seguros. Como señala Pa r e jo , es previsible que 
esta posibilidad, unida a la competencia consultiva del Banco Central 
Europeo respecto a la legislación comunitaria en la materia, 
proporcione la base para una expansión competencial progresiva en 
este terreno1121.

Dentro de las funciones del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales se echa en falta el carácter, intrínseco en las competencias 
de la banca central desde su origen, de actuar como prestamista de 
última instancia. Esta función es necesaria en casos de crisis de 
liquidez en los mercados, donde los bancos centrales actúan con 
capacidad ilimitada para emitir moneda nacional. Paradójicamente, 
como ha puesto de relieve L in d e 1122, mientras que esta función no se 
ha atribuido expresamente al Banco Central Europeo, se mantiene en 
las regulaciones particulares de los bancos centrales nacionales que, 
no obstante, carecen de política monetaria propia y no pueden emitir 
dinero por su cuenta, puesto que el derecho exclusivo de autorizar la

1120 Linde de C astro, Luis María, “El Sistema Europeo de Bancos Centrales 
frente a la reforma del sistema monetario internacional”, en Linde 

Paniagua, Enrique, y M ella d o  Prado, P ilar, La unión económica y 
monetaria: balance y perspectivas. Colex, Madrid, 2000, págs. 37 y 38.
1121 Parejo, “El sistema...” cit. pág. 83.
1122 Linde de C astro, “El funcionamiento...” cit. págs. 108 y 109.
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emisión de billetes de banco corresponde al Banco Central 
E u rop eo1123. Por ello, los bancos centrales nacionales podrán actuar 
como prestamistas de última instancia siempre que, si necesitan 
emitir moneda, cuenten con la correspondiente autorización del 
Banco Central Europeo, al que, de esta forma, se le atribuye 
indirectamente —a través de las previsiones nacionales y no por la 
legislación que lo organiza— la regulación del carácter de prestamista 
de última instancia de los bancos centrales nacionales.

Las funciones consultivas112* de las que disfruta el Banco 
Central Europeo, si bien cualitativamente menos importantes, son 
extensas. Por una parte, el Banco Central debe ser consultado sobre 
cualquier propuesta de acto comunitario comprendido en el ámbito 
de sus competencias. Previsión que no alcanza en exclusiva a las 
instituciones comunitarias: la obligación de consulta al Banco Central 
Europeo se extiende a las autoridades nacionales de los Estados 
miembros acerca de cualquier proyecto de disposición legal que entre 
en su ámbito de co m p eten c ia s112̂ : asuntos monetarios; medios de 
pago; bancos centrales nacionales; recogida, elaboración y 
distribución de estadísticas de ámbito monetario, financiero, 
bancario, de sistemas de pago y de balanza de pagos; sistemas de 
pago y liquidación; y normas aplicables a las entidades financieras, 
siempre que influyan significativamente en la estabilidad de las 
entidades y los mercados financieros. Asimismo, los Estados 
miembros no participantes en la moneda única deben consultar con

1123 Artículo 106 TCE. 
n24 Artículo 105.4 TCE y 4 ESEBC.
U25 Desarrolladas, como el resto de las condiciones de esta consulta, en la 
Decisión del Consejo, de 29 de junio de 1998, relativa a la consulta de las 
autoridades nacionales al Banco Central Europeo acerca de los proyectos 
de disposiciones legales.
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el Banco Central Europeo cualquier proyecto de disposición legal que 
se refiera a los instrumentos de política monetaria. La consulta al 
Banco Central Europeo debe realizarse en la fase apropiada del 
procedimiento legislativo, de forma que la autoridad que haya 
tomado la iniciativa del proyecto de disposición legal cuente con el 
dictamen del Banco antes de adoptar una decisión sobre el contenido 
del citado proyecto.

Por otra parte, señala el Tratado, el Banco Central Europeo 
puede presentar dictámenes a las instituciones u organismos 
pertinentes o a las autoridades nacionales, acerca de materias que 
pertenezcan al ámbito de sus competencias1126; dicha previsión deja 
una puerta abierta a la consulta al Banco Central Europeo, incluso a 
iniciativa propia, en este tipo de materias.

Una función accesoria112? que se asigna al Banco Central, y que 
se ve facilitada por su posición privilegiada en el análisis de los 
mercados y la correspondiente capacidad de obtener los datos, es la 
de recopilación de información estadística1128, labor por otra parte

1126 Artículo 105.4 TCE.
1127 Esta función consta solamente en los Estatutos, y no en el listado del 
TCE. Casi la totalidad del artículo, además, es alterable a través del 
procedimiento de modificación simplificada de los Estatutos del artículo 41 
ESEBC. El propio artículo 5.2 ESEBC encarga a los bancos centrales 
nacionales ejecutar las funciones del artículo 5.1 ESEBC “en la medida de lo 
posible”.
1128 Artículo 5 ESEBC. En 1991, el Consejo había creado el Comité de 
estadísticas monetarias, financieras y balanza de pagos, cuya principal 
misión era asesorar a la Comisión en estas materias. En sus reuniones podía 
participar un representante del Comité de Gobernadores de los bancos 
centrales (Decisión del Consejo, de 25 de febrero de 1991, por la que se crea
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que es habitual en las funciones de la banca central, bien posicionada 
para recabar los datos necesarios en la definición de los valores 
estadísticos. A fin de cumplir las funciones del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, el Banco Central Europeo, asistido por los bancos 
centrales nacionales, recopila la información estadística necesaria, 
obteniéndola de las autoridades nacionales competentes o 
directamente de los agentes económicos112?. Para ello, el Banco 
Central Europeo coopera con las instituciones u organismos 
comunitarios, así como con las autoridades competentes de los 
Estados miembros o de terceros países y con organizaciones 
internacionales. El Banco Central Europeo, cuando sea necesario, 
debe contribuir a la armonización de las normas y prácticas que 
regulen la recopilación, elaboración y distribución de estadísticas en 
los sectores comprendidos dentro de los ámbitos de sus 
competencias.

un Comité de estadísticas monetaria, financieras y de balanza de pagos). 
Cinco años después se modificó la composición del Comité de estadísticas. 
Una de las razones de la modificación legislativa era incorporar tres 
representantes del Instituto Monetario Europeo (Decisión del Consejo, de 
26 de febrero de 1996, que modifica la Decisión 91/115/CEE, por la que se 
crea un Comité de estadísticas monetarias, financieras y de balanza de 
pagos).
1129 Además de las normas mencionadas en adelante, es de aplicación la 
Orientación del Banco Central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, sobre 
los requerimientos de información del Banco Central Europeo en materia 
de estadísticas de balanza de pagos y posición de inversión internacional, 
así como la Orientación del Banco Central Europeo, de 11 de mayo de 2000, 
sobre las exigencias de información del Banco Central Europeo en materia 
de estadísticas de balanza de pagos, planilla de reservas internacionales y 
estadísticas de posición de inversión internacional, que organiza la 
presentación de la información —obligaciones, plazos, forma...— ofrecida 
por los bancos centrales nacionales.
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El precepto fue desarrollado en el Reglamento (CE) n° 
2533/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 1998, sobre la 
obtención de información estadística por el Banco Central Europeo. 
Por su parte, el Banco Central Europeo aprobó el Reglamento n° 
2819/98, de 1 de diciembre, relativo al balance consolidado del 
sector de las instituciones financieras monetarias“3°. El Reglamento 
califica ampliamente la "población informadora real”, conformada 
por las instituciones financieras monetarias residentes en el territorio 
de los Estados miembros participantes, y les impone la obligación de 
presentar mensualmente la información estadística relativa a su 
balance, con el fin de elaborar periódicamente el balance consolidado 
del sector de las instituciones financieras monetarias1̂ 1.

Por último, aunque no en importancia, cabe destacar la 
función clásica de emisión de la moneda que caracteriza a la banca 
central. También el Banco Central Europeo disfruta del derecho 
exclusivo de autorizar la emisión de billetes de banco en la

ll3° Dicha norma fue modificada por el Reglamento (CE) n° 1921/2000 del 
Banco Central Europeo, de 31 de agosto de 2000, por el que se modifica el 
Reglamento (CE) n° 2818/98 del Banco Central Europeo relativo a la 
aplicación de las reservas mínimas, y por el que se modifica el Reglamento 
(CE) n° 2819/98 del Banco Central Europeo relativo al balance 
consolidado del sector de las instituciones financieras monetarias.
“31 Es asimismo de aplicación al respecto la Orientación del Banco Central 
Europeo, de 1 de diciembre de 1998, sobre el régimen jurídico de la 
contabilidad y la elaboración de informes en el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, modificada el 15 de diciembre de 1999 y el 14 de 
diciembre de 2000.
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Comunidad1̂ 2, con independencia de que la ejecución corresponda al 
propio Banco Central Europeo o a los diferentes bancos centrales 
nacionales. Los Estados miembros, a través de sus respectivos bancos 
centrales nacionales, pueden realizar emisiones de moneda metálica, 
para las cuales es necesaria la aprobación del Banco Central Europeo 
en cuanto al volumen de emisión1̂ .

Por todo lo examinado hasta ahora, es difícil exagerar la 
importancia del monopolio de autorización de la emisión del dinero 
comunitario que detenta el Banco Central Europeo. El nacimiento de 
la Unión monetaria implica el traspaso absoluto de la capacidad de

ll32 Artículo 106.1 TCE y 16 ESEBC. Son varias las disposiciones que 
respecto a la emisión de euros ya sus requerimientos ha emitido el Banco 
Central Europeo, entre ellas la Decisión del Banco Central Europeo, de 7 de 
julio de 1998, sobre las denominaciones, especificaciones, reproducción, 
canje y retirada de los billetes de banco denominados en euros; la 
Recomendación del Banco Central Europeo, de 7 de julio de 1998, sobre la 
adopción de medidas para intensificar la protección legal de los billetes y 
las monedas denominados euros; la Orientación del Banco Central 
Europeo, de 26 de agosto de 1998, sobre determinadas disposiciones 
relativas a los billetes de banco, denominados en euros, modificado el 26 
de agosto de 1999; y la Orientación del Banco Central Europeo, de 10 de 
enero de 2001, por la que se adoptan determinadas disposiciones sobre el 
cambio de moneda en 2002.
u33 Artículo 106.2 TCE. Con este objeto, los Estados miembros remiten 
anualmente al Banco Central Europeo las estimaciones del volumen de 
monedas metálicas que prevén emitir en al año siguiente. Al respecto, se 
han aprobado la Decisión del Banco Central Europeo, de 23 de diciembre de 
1999, sobre la aprobación del volumen de emisión de moneda metálica en 
el año 2000, y la Decisión del Banco Central Europeo, de 14 de diciembre 
de 2000, sobre la aprobación del volumen de emisión de moneda metálica 
en el año 2001.
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emitir moneda por parte de los Estados que forman esta Unión, es 
decir, la transferencia a un organismo supraestatal de la soberanía 
sobre la moneda1̂ ,  uno de los elementos clásicos del propio 
contenido del Estado. Con todo, una vez delegadas las 
responsabilidades en materia monetaria, la autorización de la 
emisión de moneda se transforma en un asunto de carácter más bien 
simbólico, por cuanto la definición y ejecución de la política 
monetaria comporta, obligatoriamente, la decisión acerca del dinero 
circulante.

2 . P o testades y  funcionam iento  

d el  Banco  Central E uropeo

a. La potestad normativa

Para el cumplimiento de las competencias que tiene asignadas, 
el Banco Central Europeo tiene la capacidad de normaras, esto es, de 
elaborar reglamentos “en la medida en que ello sea necesario para el 
ejercicio de las funciones definidas en el primer guión del artículo 3.1 
y en los artículos 19.1, 22 o 25.2 de los Estados del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales, y en los casos que se establezcan en los actos del 
Consejo mencionados en el apartado 6 del artículo 107”. El primer 
caso se refiere a la primordial función del Sistema Europeo de Bancos

u34 No hay discusión en la doctrina en que el nacimiento de la moneda 
única afecta directamente a la soberanía del Estado. De esta manera, 
B etancor, “La posición del Banco Central Europeo...*’, cit pág. 277;

“35 Artículos lio  TCE y 34 ESEBC.
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Centrales, la de definir y ejecutar la política monetaria de la 
Comunidad. El resto de casos comprenden la capacidad del Banco 
Central Europeo de exigir que las entidades de crédito establecidas en 
los Estados miembros mantengan unas reservas mínimas en las 
cuentas del propio Banco y en los bancos centrales nacionales, la 
función de garantizar unos sistemas de compensación y liquidación 
eficientes y solventes, y la posibilidad de supervisión prudencial de 
las entidades de crédito y otras entidades financieras, con excepción 
de las compañías de seguros.

No cabe ninguna duda de que, cuando nos referimos a los 
actos normativos del Banco Central Europeo, estamos hablando de 
ley comunitaria. El reglamento elaborado por el Banco Central tiene 
alcance general, es obligatorio en todos sus elementos y directamente 
aplicable en cada Estado miembro. También son obligatorias en 
todos sus elementos y para todos sus destinatarios sus decisiones. El 
Banco Central puede tomarlas “para el ejercicio de las funciones 
encomendadas el Sistema Europeo de Bancos Centrales por el 
presente Tratado y por los Estatutos de Sistema Europeo de Bancos 
Centrales”. En el resultado, no hay diferencia entre los reglamentos y 
las decisiones que elabora el Banco Central y aquéllos emitidos por 
las instituciones comunitarias en el ámbito de sus competencias. Hay 
diferencia, y muy importante, en su procedimiento de elaboración, 
pues en el caso de la normativa monetaria se obvian todos los pasos y 
mecanismos propios de la ley comunitaria, y que constan en el 
Capítulo 2 del Título I de la Quinta Parte del Tratado1̂ 6.

1136 Sobre el ordenamiento jurídico comunitario cfr., en general, ALONSO, 

Ricardo, Derecho comunitario. Ceura, Madrid, 1 9 9 4 ; Mengozzi, Paolo, 

Derecho comunitario y de la Unión Europea. Tecnos, Madrid, 2000; 
Louis, El ordenamiento jurídico... cit.; Sáenz de Santa María, Paz 

Andrés; González Vega, Javier A ;  y  Fernández Pérez, Bernardo,
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La prueba de que, formal y sustancialmente, estamos hablando 
de instrumentos legales de idéntica naturaleza —esto es, los mismos 
reglamentos y las mismas directivas en ambos casos—, lo demuestra 
el hecho de que el artículo 110.2 TCE señale que los artículos 253 a 
256 del Tratado son de aplicación a los reglamentos y las decisiones 
adoptados por el Banco Central Europeo. Estos artículos se refieren a 
la conclusión de los reglamentos, directivas —éstas se escapan de las 
posibilidades del Banco Central— y decisiones en cuya preparación 
han participado instituciones comunitarias. Estos actos deben ser 
motivados, y los reglamentos se publicarán en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas y entrarán en vigor en la fecha que ellos 
mismos fijen o a los veinte días de su publicación. Las decisiones se 
notificarán a sus destinatarios y surtirán efecto a partir de tal 
notificación. Se trata, por lo tanto, como afirma M e n g o z z i, de actos 
homólogos a los comunitarios1̂ .

Se trata, por tanto, de una potestad normativa, materialmente 
acotada, para cuya ejecución el Banco Central Europeo no necesita de 
habilitación específica, ni ningún tipo de autorización, por lo que está 
ausente cualquier control que no sea el jurisdiccional1188. La 
diferencias entre los actos normativos emitidos por el Banco Central 
Europeo y los emitidos por las instituciones comunitarias

Introducción al Derecho de la Unión Europea. Eurolex, Madrid, 1999; 
M olina d e l  Pozo, C arlos Francisco, Manual de Derecho de la 
Comunidad Europea. Trivium, Madrid, 1997.

1137 Mengozzi, Derecho comunitario... cit. pág. 112.

u3® Pa r e jo , “El Sistema...” cit. pág. 83. Los reglamentos del Banco Central 
Europeo son adoptados por el Consejo de gobierno y firmados en su
nombre por el Presidente (artículo 17.1 Reglamento interno del Banco
Central Europeo).
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competentes es que en el primer caso únicamente intervienen los 
órganos del Banco Central Europeo, y  en el segundo caso deben 
activarse los mecanismos comunitarios generales, a través de los 
procedimientos especificados en el Tratado.

El Reglamento interno del Banco Central Europeo prevé que el 
Consejo de Gobierno pueda delegar sus poderes normativos en el 
Comité Ejecutivo para la aplicación de sus reglamentos, para lo cuál 
en éste deben especificarse las materias objeto de aplicación, así 
como los límites y alcance de los poderes delegados1̂ .  Tanto el 
Consejo de Gobierno como el Comité Ejecutivo pueden, por su cuenta 
y en su ámbito de competencias, adoptar las decisiones que 
consideren oportunas11*0.

Los reglamentos y las decisiones no son los únicos 
instrumentos jurídicos que la ley pone a disposición del Banco 
Central Europeo. Al igual que ocurre con otros entes comunitarios, el 
Banco Central puede, asimismo, formular instrumentos de otra 
naturaleza: las recomendaciones y los dictámenes. Ni las 
recomendaciones ni los dictámenes pueden ser vinculantes. Las 
recomendaciones deben estar motivadas, y pueden ser adoptadas 
tanto por el Consejo de Gobierno como por el Comité Ejecutivo, en 
sus respectivos ámbitos de competencia11*1. El último inciso del 
artículo 110.2 —y su correspondiente correlación en el artículo 34.2

1139 Artículo 17.3 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
X140 Artículo 17.4 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
1141 Artículo 17.4 Reglamento interno del Banco Central Europeo. El artículo 
prevé una excepción: las recomendaciones sobre derecho comunitario 
derivado citadas en el artículo 42 TCE, que deben ser adoptadas por el 
Consejo de Gobierno.
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ESEBC— otorga al Banco Central la capacidad de decidir hacer 
públicos sus decisiones, recomendaciones y dictámenes.

La competencia general para la adopción de los dictámenes es 
del Consejo de Gobierno11*2. Incluso en este caso, la norma prevé que, 
en circunstancias excepcionales, y salvo que al menos tres 
gobernadores expresen su deseo de que el Consejo de Gobierno 
conserve la competencia sobre la aprobación de los dictámenes 
concretos, el Comité Ejecutivo pueda adoptar los dictámenes del 
Banco Central Europeo, en consonancia con las observaciones 
formuladas por el Consejo de Gobierno y teniendo en cuenta la 
contribución del Consejo General.

El Reglamento interno del Banco Central Europeo, siguiendo 
las indicaciones de los Estatutos11*», prevé la posibilidad de que el 
Consejo de Gobierno adopte orientaciones, “para garantizar el 
cumplimiento de las funciones asignadas al Sistema Europeo de 
Bancos Centrales”. La norma reglamentaria exige que sean 
motivadas, y únicamente existe la obligación de traducir aquellas 
orientaciones destinadas a la publicación. También estas 
orientaciones pueden ser objeto, como en el caso de los reglamentos, 
de delegación en el Comité Ejecutivo para su aplicación, con los 
mismos requisitos que en aquel caso se exigen11**.

n*2 Artículo 17.5 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
Ü43 Articulo 17.2 Reglamento interno del Banco Central Europeo y artículo 
12.1 ESEBC.
1144 Artículo 17.3 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
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Por otra parte, los Estatutos y el Reglamento11̂  contemplan la 
adopción de instrucciones por parte del Comité Ejecutivo, 
instrumento a través del cual el Comité Ejecutivo pone en práctica la 
política monetaria de conformidad con las orientaciones y decisiones 
adoptadas por el Consejo de Gobierno. A diferencia de las 
orientaciones, la norma reglamentaria no prescribe la motivación de 
las instrucciones.

Nula es la referencia del TCE, y muy somera la del ESEBC, 
respecto a las orientaciones e instrucciones y, por ello, no está clara 
su naturaleza jurídica. El ESEBC señala que el Consejo de Gobierno 
adoptará las orientaciones y decisiones necesarias para garantizar el 
cumplimiento de las funciones asignadas al Sistema Europeo de 
Bancos Centrales; que el Comité Ejecutivo impartirá decisiones a los 
bancos centrales para poner en práctica la política monetaria; y que 
la actuación de los bancos centrales nacionales debe ajustarse a las 
orientaciones e instrucciones del Banco Central Europeo. Son las 
principales referencias que, al respecto, pueden encontrarse en el 
ESEBC.

Una primera interpretación parece concluir en que no eran 
necesarios otros actos jurídicos además de los citados en los artículos 
lio  TCE y 34 ESEBC, cuya estructura parece determinar un numerus 
clausus de instrumentos jurídicos de los que puede valerse el Banco 
Central Europeo para realizar sus competencias, pues establece el 
régimen de cada uno de ellos, esencial para la vigencia del principio 
de seguridad jurídica. El hecho de que el derecho originario no se 
refiera con más detalle a las orientaciones ni a las instrucciones,

H45 Artículo 17.6 Reglamento interno del Banco Central Europeo y artículo 
14.3 ESEBC.

559



Rubén Martínez Palman

sumado al sentido general de ambos términos y a la utilización de 
éstos junto con otros sin marcar ninguna distinción —como cuando 
se refiere, en el artículo 12 ESEBC, a orientaciones y decisiones— 
indican que la voluntad de los Estatutos no era crear un instrumento 
jurídico diferente, sino utilizar los ya existentes por parte del Consejo 
de Gobierno y del Comité Ejecutivo para orientar o impartir 
instrucciones, en el campo de sus respectivas competencias.

No obstante, una vez el Reglamento interno, en una primera 
interpretación del derecho originario en uso de su capacidad 
reglamentaria, ha individualizado ambos términos como 
instrumentos jurídicos específicos, y los órganos del Banco Central 
Europeo los han utilizado en su potestad directora, debe tenerse en 
cuenta que, como ha puesto de manifiesto L i n d e u 46, el Reglamento 
sólo es competente de regular las orientaciones y las instrucciones si 
se conciben como instrumentos normativos en el marco de la 
potestad de autoorganización, y sus únicos destinatarios pueden ser 
órganos del Sistema Europeo de Bancos Centrales —en general, los 
bancos centrales nacionales—. De otro modo, el Reglamento interno 
se extralimitaría en sus funciones, que son —como señala el artículo 
12.3 TCE— la organización interna del Banco Central Europeo y de 
sus órganos rectores. Las orientaciones e instrucciones deben, por 
ello, entenderse como instrumentos de organización interna del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales, de carácter puramente 
administrativo, sin que puedan obligar a terceros.

Por otra parte, el ESEBC se refiere a la posibilidad de adoptar 
orientaciones por parte del Consejo de Gobierno, a la capacidad del 
Comité Ejecutivo de impartir instrucciones a los bancos centrales

ll46 Linde, Introducción a la Unión... cit pág. 81.
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nacionales, y a la posibilidad de que el Banco Central Europeo emita 
tanto unas como otras. Una interpretación literal debe concluir en 
que, en el ámbito de sus competencias, el Consejo de Gobierno puede 
utilizar ambos instrumentos, tanto las orientaciones como las 
instrucciones, en tanto que el Comité Ejecutivo, salvo en los ámbitos 
en que el Consejo de Gobierno haya delegado válidamente en aquél, 
únicamente podrá utilizar las instrucciones para la realización de sus
función esu47.

b. La potestad inspectora

Además de la potestad normativa, la ley ha dotado al Banco 
Central Europeo de la capacidad de inspeccionar y, como veremos, 
sancionar el incumplimiento de sus reglamentos y decisiones. En este 
caso, la inspección y la sanción, como ocurre en muchas 
administraciones supervisoras, son propuestos y ejecutados por el 
mismo órgano pero, a diferencia de aquéllas, no cuentan con un 
procedimiento de revisión ante un órgano superior, externo al propio 
Banco Central.

En el caso de inspección por el inicio de un proceso 
investigador a una empresa, el Banco Central Europeo o el banco 
nacional competente, según el caso, pueden solicitar la prestación de 
asistencia de las autoridades de los Estados miembros con carácter 
preventivo. Las obligaciones de dichas autoridades también cuentan

1147 Cabe añadir que, de acuerdo con el artículo 17.8 del Reglamento interno, 
los principios del Reglamento n° 1 del Consejo de 15 de abril de 1958 se 
aplicarán a los actos jurídicos del Banco Central Europeo contemplados en 
el artículo 34 de los Estatutos, esto es, reglamentos, decisiones, 
recomendaciones y dictámenes, no así orientaciones e instrucciones.
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con su obligación de no hacer: ninguna autoridad de un Estado 
miembro puede sustituir al Banco Central Europeo o al banco 
nacional competente, según el caso, en su apreciación acerca de la 
necesidad de realizar una investigación11̂ .

Son numerosos los ejemplos en que la ley asigna al Banco 
Central Europeo capacidad de inspeccionar información cedida por 
terceros. En cuanto a la aplicación de las reservas mínimas, el 
Reglamento del Consejo correspondiente11̂  señala que el Banco 
Central Europeo puede recabar de las entidades de crédito, obligadas 
en virtud del artículo 19.1 ESEBC al mantenimiento de unas reservas 
mínimas en el Banco Central, la información necesaria para la 
aplicación de las citadas reservas, y que tiene derecho a verificar la 
exactitud y calidad de la información que le proporcionen las 
instituciones para demostrar el cumplimiento de las exigencias de 
reservas mínimas11̂0. El artículo 3 del Reglamento n° 2157/199 del

1148 Artículo 4 Reglamento n° 2157/1999 del Banco Central Europeo.
1149 Reglamento (CE) n° 2531/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 1998, 
relativo a la aplicación de las reservas mínimas por el Banco Central 
Europeo, artículo 6.
1150 El artículo 6 de dicho Reglamento determina que el derecho a la 
verificación de los datos incluye la facultad de exigir la presentación de 
documentos, examinar los libros y registros de las instituciones, obtener 
copias o extractos de dichos libros o registros, y solicitar explicaciones 
escritas o verbales, y prevé la asistencia del Estado miembro participante 
donde se encuentren los locales de la institución para el caso de que ésta 
obstaculice la recogida o verificación de la información; dicha asistencia 
incluye la facilitación del acceso a los locales de la institución 
inspeccionada. Por otra parte, el artículo 9 del Reglamento (CE) n° 
2818/98 del Banco Central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, relativo a 
la aplicación de las reservas mínimas, señala que el derecho a verificar la 
exactitud y calidad de la información facilitada por las entidades para
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Banco Central Europeo, ampliando la capacidad al respecto adoptada 
por el Reglamento n° 2532/98 del Consejo sobre los poderes 
atribuidos al Banco Central Europeo y al banco central nacional 
competente para llevar a cabo la investigación oportuna, señala que 
éstos “incluirán el derecho a recabar datos, así como el derecho a 
realizar registros sin notificación previa a la empresa, con el fin de 
obtener toda la información posible sobre la presunta infracción”.

c. La potestad sancionadora

Como corolario de la potestad inspectora, el Tratado consagra 
la capacidad sancionadora del Banco Central Europeo, que ha sido 
recogida —con la misma brevedad que otras de sus características, a 
pesar de la importancia de la potestad— por el ESEBC. Dentro de los 
límites y en las condiciones que adopte el Consejo a través de la 
oportuna vía legal, el Banco Central está autorizado a imponer multas 
y pagos periódicos de penalización a las empresas que no cumplan 
con sus obligaciones respecto de los reglamentos y decisiones del 
Banco Central Europeo11̂1.

demostrar su cumplimiento de las exigencias de reservas será ejercido por 
los bancos centrales nacionales participantes, sin perjuicio del derecho del 
Banco Central Europeo a ejercer dicho derecho por sí mismo. Dicha norma 
fue modificada por el Reglamento (CE) n° 1921/2000 del Banco Central 
Europeo, de 31 de agosto de 2000, por el que se modifica el Reglamento 
(CE) n° 2818/98 del Banco Central Europeo relativo a la aplicación de las 
reservas minimas, y por el que se modifica el Reglamento (CE) n° 2819/98 
del Banco Central Europeo relativo al balance consolidado del sector de 
las instituciones financieras monetarias.
1151 Artículo 110.3 TCE y 34.3 ESEBC.
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En este sentido, el Consejo aprobó el Reglamento (CE) n° 
2532/98, de 23 de noviembre de 1998, sobre las competencias del 
Banco Central Europeo para imponer sanciones, donde estableció 
los principios y procedimientos relativos a la imposición de 
sanciones, previendo que en otras normas figuraran las 
penalizaciones por infracciones específicas en materias concretas. De 
esta forma, las sanciones por incumplimiento de las obligaciones de 
reservas mínimas impuestas se recogen en el Reglamento (CE) n° 
2531/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 1998, relativo a la 
aplicación de las reservas mínimas por parte del Banco Central 
Europeo.

En cuanto a los límites, el Reglamento fija unos máximos que 
puede imponer, en su potestad sancionadora, el Banco Central 
Europeo1̂ 2, y señala que éste, para determinar si procede imponer 
una sanción y a qué cuantía debe ascender, debe guiarse por el 
principio de proporcionalidad, y tener en cuenta, cuando proceda, las 
circunstancias del casóos.

“52 En cuanto a las multas, el límite superior es de 500.000 euros; respecto 
a los pagos coercitivos, el límite máximo es de 10.000 euros por día de 
infracción, y por un período máximo de seis meses a partir de la 
notificación de la decisión a la empresa (artículo 2.1 Reglamento 2532/98 
del Consejo).
u53 Tales como la buena fe; la gravedad de los efectos de la infracción; la 
repetición, frecuencia o duración de la infracción por parte de la empresa; 
los beneficios obtenidos por la empresa en razón de la infracción; la 
dimensión económica de la empresa o las eventuales sanciones impuestas 
anteriormente por otras autoridades a la misma empresa, por los mismos 
hechos (artículo 2.3 Reglamento 2532/98) del Consejo.
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El Reglamento determina el procedimiento sancionador, que 
puede ser iniciado por el Comité Ejecutivo del Banco Central 
Europeo, de oficio o a propuesta del banco central nacional en cuya 
jurisdicción se haya producido la infracción, o adoptada de oficio por 
éste último banco central11̂ , y la empresa sancionada tiene derecho a 
solicitar una revisión de la decisión del Comité Ejecutivo por el 
Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo. Los ingresos 
procedentes de las sanciones impuesta por el Banco Central Europeo 
ingresan en sus arcas. Las decisiones sancionadoras del Banco 
Central Europeo pueden ser revisadas, de acuerdo con el 
procedimiento general, por el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas, lo que excluye cualquier tipo de revisión 
administrativa por parte de un órgano externo al propio que ha 
realizado la inspección y propuesto la sanción.

El Reglamento 2532 del Consejo preveía que fuera el propio 
Banco Central Europeo el que regulara, a través de los mecanismos 
normativos de los que está dotado para ello, la forma en que debían 
imponerse las sanciones. Fruto de la previsión fue la aprobación por 
el Banco Central Europeo del Reglamento (CE) n° 2157/1999, de 23 
de septiembre de 1999, sobre las competencias del Banco Central 
Europeo para imponer sanciones11̂ .  Para asegurar un único

1154 El procedimiento se establece en los artículos 4, 5 y 6 del Reglamento 
2532/98. El derecho a tomar la decisión de iniciar el procedimiento 
sancionados expira un año después de que la existencia de dicho 
incumplimiento llegue a conocimiento del Banco Central Europeo o del 
banco central nacional en cuya jurisdicción se hubiera producido el mismo 
o, en caso de infracción continuada, cinco años después de que la infracción 
haya cesado.
1155 Modificado en un aspecto sobre el archivo de las actuaciones por parte 
de los bancos centrales nacionales o el Banco Central Europeo (artículo 9.5
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procedimiento de infracción contra la misma empresa basado en los 
mismos hechos, el Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo y el 
banco central nacional competente deben informarse y haberse 
consultado recíprocamente con anterioridad a la adopción de la 
decisión de iniciar un procedimiento sancionador.

El procedimiento1̂ 6, con vistas en los derechos de los 
afectados, prevé que el Banco Central, con la notificación de los 
cargos a la empresa correspondiente, señale un plazo para que ésta 
presente por escrito sus alegaciones, o incluso que éstas tengan lugar 
en audiencia oral; dicho plazo no podrá ser menor de treinta días 
hábiles. A la empresa se le garantiza el derecho a recibir asistencia 
letrada durante el transcurso del procedimiento de infracción, así 
como —una vez haya sido notificada— a acceder a todos los 
documentos y demás material recopilado por el Banco Central 
Europeo o el banco central nacional competente, que sirva de 
material probatorio de la infracción alegada, salvo aquellos que se

Reglamento 2157/1999 del Banco Central Europeo) por el Reglamento (CE) 
n° 985/2001 del Banco Central Europeo, de 10 de mayo de 2001, por el que 
se modifica el reglamento BCE/1999/4 sobre las competencias del Banco 
Central Europeo para imponer sanciones (BCE/2001/4).
1156 Artículos 5 y 6 Reglamento n° 2157/1999 del Banco Central Europeo. El 
citado Reglamento prevé en su artículo 10 un procedimiento abreviado para 
los casos de infracciones leves, cuya sanción no puede exceder de 25.000 
euros. Asimismo, el artículo 11 de dicho Reglamento crea un procedimiento 
exclusivamente para el caso de incumplimiento de la obligación de las 
reservas mínimas, caracterizado principalmente por la brevedad de los 
plazos.
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consideren confidenciales en relación con terceros, con el Banco 
Central Europeo o con el banco central nacional competente1̂ ?.

El Banco Central Europeo debe establecer la forma en que ha 
de efectuarse el pago de la sanción; previa consulta con las 
autoridades nacionales de supervisión competentes, y teniendo en 
cuenta el interés legítimo de la empresa a la protección de sus 
intereses comerciales, así como cualquier interés particular, decide 
acerca de la publicación de su decisión o de información relacionada 
con ella en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas1188.

Las sanciones impuestas por el Banco Central Europeo deben 
guardar todas las garantías de las que debe disfrutar el administrado 
en un Estado de Derecho, y que alcanzan tanto al procedimiento 
sancionador como a su resultado, y más teniendo en cuenta las 
peculiaridades del proceso sancionados. El propio Banco Central 
Europeo considera esta garantía de defensa de terceros en el 
procedimiento seguido para determinar la sanción aplicable, “de 
conformidad con los principios generales del Derecho y la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
en esta materia, en particular la jurisprudencia referente a las 
facultades de investigación de la Comisión Europea en el ámbito del

“s? Artículo 7 Reglamento n° 2157/1999 del Banco Central Europeo. Se 
incluye en esta categoría, en particular, los documentos y otros materiales 
que contengan información relativa a los intereses comerciales de otras 
empresas o documentos internos del Banco Central Europeo, del banco 
central nacional competente, de otras instituciones u organismos 
comunitarios o de los bancos centrales nacionales, tales como notas, 
borradores o documentos de trabajo.
H58 Artículo 9 Reglamento n° 2157/1999 del Banco Central Europeo.
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derecho de la competencia”1̂ ,  pero tal previsión tiene lugar en un 
reglamento de su producción, y se echa en falta una determinación de 
estas garantías de rango legal.

d. Los instrumentos para la aplicación 
de las políticas del Banco Central Europeo

Para la consecución de sus objetivos, durante los años 
anteriores a la introducción de la moneda única se debatió sobre la 
estrategia de política monetaria que el nuevo Banco Central 
Europeo debía seguir1160. Los bancos centrales de los principales 
países desarrollados habían desarrollado sus actuaciones 
principalmente por medio de dos procedimientos diferentes: las 
estrategias clásicas de inspiración monetaria, como las que mantenía 
el Bundesbank, y las más novedosas estrategias de objetivos directos 
de inflación, seguida principalmente por el Banco de Inglaterra y a la 
que en los últimos años se habían adherido otros bancos centrales, 
como el Banco de España1161. Finalmente, el debate se saldó con la

1159 Considerando n° 5 del Reglamento n° 2157/1999 del Banco Central 
Europeo.
1160 Cfr., en general, Papadia y Santini, La Banque céntrale europeénne... 
cit págs. 115 y ss; Smits, The European Central Bank... cit. págs. 223 y ss. 
En particular, sobre los instrumentos de política monetaria usados por el 
Banco Central Europeo, cfr. Menkhoff, Lukas, Geldpolitische Instrumente 
der Europáischen Zentralbank. EineAnalyse unter den Aspekten Effmenz, 
Wettbewerbsneutralitát und Dezentralitát. Deutscher Sparkassenverlag, 
Stuttgart, 1996.
1161 Cfr. Martín Fernández, Miguel, “Un balance del inicio de la política 

monetaria única”, en Linde Paniagua, Enrique, y  Mellado Prado, Pilar,
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asunción por parte del Banco Central Europeo de una estrategia de 
política monetaria asentada en dos pilares, y que contenía elementos 
de una y otra visión.

Por una parte, se centró la atención en los agregados 
monetarios y crediticios y la asignación de un papel destacado al 
dinero, por cuanto se considera que la inflación es en última instancia 
el resultado de una disponibilidad excesiva de dinero para adquirir 
un número limitado de bienes y servicios. Como efecto de este papel 
del dinero, el crecimiento de la oferta monetaria se mide en un valor 
de referencia cuantitativo, un agregado monetario, conocido como 
M31162, que utiliza el Consejo de Gobierno en el análisis y la 
presentación de su política monetaria.

Por otra parte, para el diseño de la política monetaria el Banco 
Central Europeo tiene en cuenta la valoración, basada en un amplio 
conjunto de información, de las perspectivas sobre la evolución de los 
precios y de los riesgos que amenazan la estabilidad en la zona euro. 
Para ello, utiliza variados indicadores económicos que facilitan

La unión económica y monetaria: balance y perspectivas. Colex, Madrid, 
2000, pág. 23 y ss.
1162 El M3 mide el volumen de efectivo en circulación, los depósitos a corto 
plazo en entidades de crédito y otras entidades financieras, y los valores 
emitidos por ellas que devengan intereses a corto plazo. Técnicamente se 
define como la suma del efectivo en circulación y los activos en poder de los
residentes en la zona euro distintos de las administraciones públicas. El 
agregado se seleccionó después de realizar diversos estudios y pruebas 
empíricas, que permitieron estimar que el M3 mantenía una relación de
estabilidad a medio plazo con el gasto de la economía y que, por tanto, 
podía ser útil para valorar los riesgos inflacionistas latentes. Martín 

Fernández, “Un balance...” cit. pág. 24.
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información sobre el comportamiento futuro de los precios, tales 
como los tipos de cambio, los tipos de interés a largo plazo, los 
salarios, la política fiscal, o las encuestas realizadas con el objetivo de 
conocer el nivel de confianza de empresas y consumidores.

En el marco de esta amplia estrategia de política monetaria 
toma sus decisiones el Banco Central Europeo, y para su ejecución 
cuenta con las herramientas de política monetaria propias de la 
banca central. Entre ellas, las que facilitan la gestión de la liquidez de 
las entidades de crédito, esto es, las operaciones principales de 
financiaciónll63, las operaciones de financiación a más largo plazo116*, 
la facilidad marginal de crédito y de depósito116̂  y las operaciones de 
ajuste1166; y los depósitos obligatorios que las instituciones de crédito 
deben mantener en los bancos centrales nacionales, llamados 
coeficientes de caja116?.

1163 Utilizadas para proporcionar suficiente liquidez al sistema bancario y 
marcar la orientación general de la política monetaria. Se realizan con 
frecuencia semanal y vencimiento a dos semanas.
ll6« Como las anteriores, utilizadas para inyectar liquidez, pero con 
frecuencia mensual y vencimiento a tres meses.
1165 La facilidad marginal de crédito permite a las entidades financieras 
obtener liquidez a un día a cambio de la presentación de activos de 
garantía; la facilidad de depósito les ofrece a estas mismas entidades 
realizar depósitos a un día.
1166 pUeden tener lugar ocasionalmente, cuando se desee regular la situación 
de liquidez en el mercado y controlar los tipos de interés, en particular con 
el objeto de suavizar los efectos de fluctuaciones de liquidez inesperadas 
sobre dichos tipos.
1167 Reservas mínimas que el Banco Central Europeo exige a las entidades de 
crédito que mantengan, con el fin de estabilizar la demanda de dinero 
dirigida a los bancos comerciales. Cada entidad financiera debe mantener 
un determinado porcentaje de los depósitos de sus clientes en una cuenta
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En relación con lo anterior, los dos principales instrumentos 
utilizados por la banca central para la ejecución de sus estrategias 
monetarias son el tipo de interés y el tipo de cambio1168. En el caso 
europeo, fue la gestión de los tipos de interés lo que exigió la 
construcción de un marco operativo específico, porque la gestión del 
tipo de cambio tenía lugar a través de los mercados de divisas, los 
bancos centrales nacionales y los bancos comerciales116*. Para la 
gestión del tipo de interés, el Banco Central Europeo puso en marcha 
un sistema de transferencias de pago conocido como TARGET11?0,

del Eurosistema, lo que al mismo tiempo sirve para estabilizar los tipos de 
interés del mercado monetario. La posibilidad de que el Banco Central 
Europeo exija el mantenimiento de estas reservas mínimas en las cuentas 
del propio Banco o en la de los bancos centrales nacionales está prevista en 
el artículo 19 ESEBC. Corresponde al Consejo de Gobierno establecer las 
indicaciones para el cálculo de las reservas mínimas, y en casos de no 
cumplimiento el Banco Central Europeo está legitimado para imponer las 
sanciones correspondientes. El régimen jurídico aplicable al mantenimiento 
de las reservas mínimas se encuentra, principalmente, en el Reglamento 
(CE) n° 2531/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 1998, relativo a la 
aplicación de las reservas mínimas por el Banco Central Europeo; el 
Reglamento (CE) n° 2532/8 del Consejo, de 23 de noviembre de 1998, 
sobre las competencias del Banco Central Europeo para imponer sanciones, 
y  el Reglamento (CE) n° 2818/98, del Banco Central Europeo, de 1 de 
diciembre de 1998, relativo a la aplicación de las reservas mínimas.
1168 En general, cfr. Smits, The European Central Bank... cit. págs. 223 y ss.
n69 Linde de Castro, Luis María, "El funcionamiento del Banco Central 
Europeo: un balance provisional y  perspectivas”, en Linde Paniagua, 

Enrique; Mellado Prado, Pilar (dirs.), El futuro de la Unión Europea: 
después deAmsterdam, ¿qué? Colex, Madrid, 1999, pág. 98.
1170 Acrónimo en inglés de ‘Transferencia urgente automatizada 
transeuropea para la liquidación bruta en tiempo real” (en inglés,
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que conecta los quince sistemas de pagos nacionales con el 
mecanismo de pagos del Banco Central Europeo, lo que consigne 
transferir sumas de dinero entre los países de la Unión en un tiempo 
mínimo.

En cuanto a la gestión del tipo de cambio, fruto de los 
acuerdos alcanzados en las cumbres de Florencia y Dublín, el Consejo 
Europeo aprobó en Ámsterdam la Resolución de 16 de junio de 1997 
sobre el establecimiento de un mecanismo de tipos de cambio en la 
tercera fase de la unión económica y  monetaria. En ella se estableció 
un mecanismo de tipos de cambio, que sustituyó al Sistema 
Monetario Europeo, y que empezó a funcionar el 1 de enero de 1999, 
al inicio de la tercera fase de la unión económica y monetaria. El 
nuevo mecanismo vinculó al euro las monedas de los Estados que no 
formaran parte de la eurozona11?1, y prescribió que debía fijarse un 
tipo central respecto del euro para la moneda de cada Estado 
miembro fuera de la eurozona que participara en el mecanismo de 
cambio, con un margen de fluctuación del 15% aproximadamente en 
torno a los tipos centrales. El mecanismo de tipo de cambios fue 
conocido como MTCII.

Transeuropean Automated Real-Time Gross Settlement Express Transfer). 
Al respecto, se ha emitido la Orientación del Banco Central Europeo, de 26 
de abril de 2001, sobre el sistema automatizado transeuropeo de 
transferencia urgente para la liquidación bruta en tiempo real (Target).
11t1 Si bien la resolución señalaba expresamente que “la participación de los 
Estados miembros que no pertenezcan a la zona del euro en el mecanismo 
de tipos de cambio será voluntaria”, a continuación expresaba que “no 
obstante, cabe esperar que los Estados miembros acogidos a una excepción 
de integren en el mecanismo. El Estado miembro que no participe en el 
mecanismo desde el principio podrá incorporarse a él posteriormente” 
(artículo 1.6 Resolución del Consejo Europeo de 16 de junio de 1997).
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La propia resolución preveía un acuerdo entre el Banco 
Central Europeo y los bancos centrales nacionales de los Estados 
miembros que no formaran parte de la eurozona con el objetivo de 
establecer los procedimientos de funcionamiento del mecanismo 
cambiarlo. Dicha previsión se materializó en el Acuerdo de i de 
septiembre de 1998, entre el Banco Central Europeo y  los bancos 
centrales nacionales de los Estados miembros que no forman parte 
de la zona del euro, por el que se establecen los procedimientos 
operativos para un mecanismo de tipos de cambio en la tercera fase 
de la unión económica y  monetaria11?2. En el acuerdo se insistió —en 
la misma tónica que la Resolución de 16 de junio de 1997— en que el 
MTC II debía funcionar sin peijuicio del objetivo fundamental del 
Banco Central Europeo y de los bancos centrales nacionales no 
pertenecientes a la zona euro de mantener la estabilidad de los 
precios.

El Acuerdo, destinado a salvaguardar la cohesión del 
mecanismo de tipo de cambios, prevé la intervención coordinada en 
el mercado de divisas del Banco Central Europeo y de los

1172 Los bancos centrales nacionales eran, en aquel momento, los de 
Dinamarca, Grecia, Gran Bretaña y Suecia. Tras la decisión del Consejo de 
19 de junio de 2000, que suprimía la excepción establecida para Grecia, este 
instrumento fue corregido por el Acuerdo de 14 de septiembre de 2000 
entre el Banco Central Europeo y los bancos centrales nacionales de los 
Estados miembros que no forman parte de la zona del euro por el que se 
modifica el Acuerdo de 1 de septiembre de 1998 por el que se establecen los 
procedimientos operativos para un mecanismo de tipos de cambio en la 
tercera fase de la unión económica y monetaria. Dicha reforma excluía al 
banco de Grecia de ser parte en el Acuerdo con los bancos centrales sobre el 
MTCII desde el 1 de enero de 2001.
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correspondientes bancos centrales nacionales. El Acuerdo establece 
mecanismos de cooperación reforzada entre la banca nacional de los 
Estados miembros; siempre por iniciativa de los Estados miembros 
que no participen en la zona euro, y atendiendo a las circunstancias 
de cada caso, se puede acordar el establecimiento de vínculos 
cambiarios más estrechos, así como instaurar formalmente márgenes 
de fluctuación más estrechos que el normal.
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Ca p ít u l o  I II

El Banco Central Europeo 
como banco central independiente: 

las garantías de su autonomía 
sin el suficiente grado de control





i .  Las g arantías d e  la  in d e pe n d e n c ia  

del  Banco  Central  E uropeo

a. El alcance de la credibilidad

El análisis realizado sobre la organización y funcionamiento 
del Banco Central Europeo y el Sistema Europeo de Bancos Centrales 
sólo tiene sentido si se pone en relación con su carácter 
independiente, que se defenderá en las siguientes páginas. Una 
institución con funciones y potestades públicas tan importantes como 
las que hemos visto, propias del Banco Central Europeo, no asombra, 
por sí misma, en la compleja organización actual del poder público. 
Lo que, en su caso, puede alarmar es que una institución de estas 
características funcione cuando existe una grave quiebra en su 
relación con el resto del poder público, esto es, en su legitimación 
democrática con el Estado constitucional. Una vez analizado la 
organización y el funcionamiento del Banco Central Europeo en 
relación con las garantías de su autonomía, cabrá concluir en el 
carácter independiente del Banco Central Europeo no porque así lo 
denomine explícitamente como tal la ley, sino porque como tal está 
configurado en sus normas organizadoras.
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En efecto, la doctrina ha afirmado que “el Tratado de la Unión 
Europea contiene una declaración formal y solemne de 
independencia del Banco Central Europeo”11̂ , aun cuando en dicho 
Tratado en ningún momento menciona el término “independencia” 
en relación con el Banco Central Europeo o el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales. Esta palabra encabeza, en todo caso, el artículo 7 
del ESEBC1174, si bien a continuación dicho artículo determina qué 
debe entenderse por independencia del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales: en el ejercicio de las facultades conferidas por el Tratado y 
los estatutos, ni el Banco Central Europeo, ni los bancos centrales 
nacionales, ni ningún miembro de sus órganos rectores, deben 
recabar o aceptar instrucciones procedentes de instituciones u 
organismos comunitarios, o algún Gobierno de los Estados 
miembros, así como de ningún otro organismo. Correlativamente, 
insiste dicho artículo, tanto las instituciones y organismos 
comunitarios como los Gobiernos de los Estados miembros deben 
respetar este principio y, por lo tanto, comprometerse a no tratar de 
influir sobre los miembros de los óiganos rectores del Banco Central 
Europeo o de los bancos centrales nacionales en el ejercicio de sus 
funciones.

Como ha puesto de manifiesto la doctrina11̂ , la autonomía del 
Banco Central sólo cobra sentido cuando se la relaciona con las

1173 González Ibán, “Los bancos...” cit. pág. 50. De “declaración formal de 
independencia” la trata asimismo Linde (El sistema político... cit. pág. 99).
1174 Se utiliza el término independencia en otros documentos oficiales 
comunitarios, como en la Resolución del Parlamento Europeo, de 15 de 
diciembre de 1993, sobre la independencia de los bancos centrales 
nacionales en la perspectiva de las fases segunda y tercera de la unión 
económica y monetaria.
117s Parejo, “El Sistema...” cit. pág. 84.
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funciones de este órgano: se consagra la autonomía del Banco Central 
exclusivamente para un adecuado desarrollo de sus funciones. Por lo 
tanto, no es en la expresa mención a la independencia donde cabe 
fundamentar el carácter independiente del Banco Central Europeo, 
sino en su configuración jurídica, esto es, en su capacidad de acción y 
los elementos puestos a su disposición para su desempeño, que 
hemos analizado hasta el momento, y en las garantías de su máxima 
autonomía, a lo que van a destinarse las páginas siguientes.

Cabe recordar en esta sede todo lo ya adelantado sobre las 
razones, defendidas por una parte de la doctrina económica y 
recogidas en no pocas legislaciones de todo el mundo, acerca de la 
independencia de los bancos centrales y su necesidad de conseguir la 
credibilidad suficiente para el cumplimiento de su objetivo, la 
estabilidad monetaria. En general, también respecto al Banco Central 
Europeo se entiende que con las disposiciones vigentes, que evitan 
que la actuación de los órganos políticos condicionen y limiten las 
posibilidades reales de un control monetario autónomo, se beneficia 
su capacidad para afrontar la lucha contra la inflación11?6. De la 
misma manera, también respecto al Banco Central Europeo se habla 
—adaptando el término inglés transparency— de transparencia, no 
en el sentido de control democrático, sino en el citado de fomentar su 
credibilidad ante los sujetos económicos públicos y privados a través 
de los oportunos mecanismos de razonamiento de las decisiones 
tomadas en su seno.

La credibilidad del Banco Central Europeo, tal y como está 
concebida, engloba tres aspectos de su actividad: la publicación

“t6 M artín  Fernández, “El Banco...”, c it  pág. 81.
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periódica de los estados financieros consolidados del Eurosistema11?? 
y de los informes sobre las actividades del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales11?8, la presentación de los correspondientes 
informes a las instituciones de la Unión, y las comparecencias ante el 
Parlamento Europeo. Como puede observarse, tampoco la 
credibilidad del Banco Central Europeo proviene de la previsión 
legal, o la toma de conciencia del órgano, del deber propio de un 
Estado democrático de rendir cuentas ante las instituciones 
adecuadas y, con ello, ante el ciudadano europeo, sino que es debida 
a la voluntad de colaborar en un clima de confianza por parte del 
mercado internacional hada las actuaciones del Banco Central, y que 
beneficiará la capacidad del Banco Central Europeo para convencer 
que sus actuaciones irán destinadas a salvaguardar el valor de la 
moneda.

Por lo tanto, es de aplicación a la base que fundamenta la 
configuración independiente del Banco Central Europeo el cuerpo 
mayoritario de doctrina económica que relaciona la independencia 
de la banca central y la credibilidad necesaria para cumplir su 
objetivo. Así lo afirmó el propio Parlamento Europeo, para quien "la 
independencia de un banco central es una garantía importante se su

1177 Siguiendo el mandato del artículo 15.2 ESEBC, el Banco Central Europeo 
publica semanalmente estos estados financieros, donde se reflejan las 
transacciones monetarias y financieras efectuadas por el Eurosistema 
durante la semana anterior. Es el Comité Ejecutivo el que aprueba y manda 
publicar los estados financieros semanales consolidados, de acuerdo con el 
artículo 16.2 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
1178 Informes que, de acuerdo con el artículo 15.1 ESBC, deben elaborarse y 
publicarse con periodicidad al menos trimestral; la competencia para la 
aprobación y publicación de los informes trimestrales recae sobre el Comité 
Ejecutivo (artículo 16.2 Reglamento interno del Banco Central Europeo).
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c r e d ib i lid a d ”11̂ .  Para P a ú l , el hecho de que se elimine la sospecha de 
interferencias políticas en el diseño e instrumentación de la política 
monetaria única es un factor que acrecienta dicha credibilidad1180; a 
sensu contrario, el control político podría interferir —al menos 
respecto al futuro— en el manejo de la política monetaria, lo que 
atentaría contra el concepto de credibilidad que se solicita para el 
Banco Central Europeo. A lo que hay que añadir, como ha insistido 
un sector de la doctrina1181, que la juventud del Banco Central 
Europeo obliga a que este ente deba construirse una reputación y, de 
esa forma, buscar su propia credibilidad, entendida siempre como no 
interferencia de los poderes públicos.

Un apartado en general relacionado con la credibilidad del 
Banco Central Europeo es la publicación de sus decisiones y el acceso 
público a los documentos y archivos del Banco. Con todo, la 
credibilidad no incorpora —a diferencia de lo que debería ser un 
verdadero control democrático— la necesidad de que sus actas sean 
públicas, siquiera cuando ya han transcurrido los acontecimientos 
objeto de análisis en el seno de los órganos del Banco Central 
Europeo y sus debates carecen, en el momento de hacerse públicos, 
de efecto directo sobre la política monetaria. En contraposición con 
este parecer, el artículo 23 del Reglamento interno del Banco Central 
Europeo1182 determina que las actas de los órganos encargados de la 
adopción de decisiones del Banco Central Europeo y de cualquier

1179 Considerando C de la Resolución del Parlamento Europeo, de 15 de 
diciembre de 1993, sobre la independencia de los bancos centrales 
nacionales en la perspectiva de las fases segunda y tercera de la unión 
económica y monetaria.
1180 Paúl, “La coordinación...” cit pág. 69.
1181 Morata, dt. pág. 334.
1182 En su versión modificada de 22 de abril de 1999.
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comité o grupo creado por ellos serán confidenciales, salvo que el 
Consejo de Gobierno autorice al presidente a hacer públicos los 
resultados de sus deliberaciones11̂ . Una interpretación literal del 
precepto concluye no ya sólo que queda fuera de los poderes públicos 
cualquier averiguación sobre estos documentos, sino que ni siquiera 
los propios órganos pueden tomar la decisión de hacer públicas sus 
conclusiones sin la autorización del Presidente.

Pero, con la entrada en vigor del Reglamento interno, el objeto 
del alto grado de confidencialidad no se limita únicamente a las actas 
de los órganos decisores o consultivos, sino incluso a cualquier 
documento proveniente del Banco Central Europeo. En virtud del 
citado artículo, todos los documentos redactados por el Banco 
Central Europeo son confidenciales, salvo que el Consejo de Gobierno 
decida lo contrario. La norma general prevista es que deban 
transcurrir treinta años para que los documentos conservados en los 
archivos del Comité de Gobernadores de los bancos centrales de los 
Estados miembros de la Comunidad Europea, del Instituto 
Monetario Europeo y del Banco Central Europeo se pongan a 
disposición del público, y únicamente para casos especiales le está 
permitido al Consejo de Gobierno reducir este periodo. A falta de 
previsión al respecto, la consideración sobre el grado de especialidad 
del caso corresponde al propio Consejo de Gobierno.

u83 En lo que respecta particularmente al Consejo General, el artículo 8 del 
Reglamento interno del Consejo General del Banco Central Europeo 
determina que las actas del Consejo General y de cualquier grupo o comité 
que aborde asuntos de su competencia serán confidenciales, salvo que el 
Consejo General autorice al Presidente a hacer públicos los resultados de 
sus deliberaciones. Todos los documentos redactados por estos mismos 
entes son asimismo confidenciales, salvo que el Consejo General decida lo 
contrario.
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Las precauciones del Reglamento interno son exageradamente 
amplias, pero no deja de ser cierto que no ha regulado estos delicados 
aspectos autónomamente, sino que obtiene un anclaje legal en el 
ESEBC. El único caso particular que el ESEBC contempla respecto a 
la confidencialidad es el referido a las reuniones del Consejo de 
Gobierno, el cual podrá hacer públicos los resultados de sus 
deliberaciones118*; pero el artículo 34.3 ESEBC incluye un privilegio 
más amplio que debe ser examinado con detenimiento: “El Banco 
Central Europeo —señala dicho artículo— podrá hacer públicos sus 
decisiones, recomendaciones y dictámenes”.

No puede entenderse la previsión sin las excepciones 
derivadas de la aplicación del principio de publicidad de las normas. 
Los Reglamentos deben ser publicados en todo casoll85, y las 
decisiones, recomendaciones y —en menor medida— dictámenes de 
los que puedan extraerse obligaciones o puedan crear derechos o su 
perspectiva deben hacerse públicos, lo que es diferente a publicarlos. 
El Banco Central puede decidir —como, de hecho, ha decidido1186—

1184 Artículo 10.4 ESEBC.
1185 La publicación de los Reglamentos en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas es obligatorio por el artículo 254, aplicable también 
en el caso que nos ocupa en virtud del artículo 34.2 ESEBC.
1186 Decisión del Banco Central Europeo, de 10 de noviembre de 2000, sobre 
la publicación de determinados actos e instrumentos jurídicos del Banco 
Central Europeo. En esta decisión se hace constar que “el Banco Central 
Europeo juzga muy importante dar mayor transparencia al marco 
normativo del Sistema Europeo de Bancos Centrales. En consecuencia, los 
actos e instrumentos jurídicos adoptaos por el Banco Central Europeo 
deben ponerse a disposición del público para su conocimiento general, aun 
cuando ello no venga impuesto por las disposiciones del TCE”.
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publicar en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas actos que 
no está obligado a publicar, lo que no guarda relación con una 
supuesta exención de hacer públicos los actos en los casos 
mencionados. Debe recordarse que, en el caso de la normativa 
comunitaria desarrollada por las instituciones, algunas directivas y 
las decisiones no necesitan de publicación en el diario oficial118?, lo 
que no significa que no sean públicas.

El artículo 23 del Reglamento interno del Banco Central 
Europeo conduce a una norma del propio Banco Central Europeo 
—anterior a la última versión del citado Reglamento— los 
pormenores sobre la publicidad de sus consideraciones y 
documentos. Se trata de la Decisión del Banco Central Europeo de 3 
de noviembre de 1998, relativa al acceso público a los documentos y  
archivos del Banco Central Europeo. A pesar de que en los 
considerandos de dicha decisión se cita al ESEBC, así como los 
repetidos llamamientos institucionales realizados a favor de una 
mayor transparencia en el proceso de decisión comunitario, que 
refuerza el carácter democrático de las instituciones, la confianza del 
público en la Administración y el acercamiento de la Comunidad a 
sus ciudadanos1188, la normativa sobre el acceso público a los

ll8? Artículo 254.3 TCE.
1188 La Decisión hace referencia al Acta final del Tratado de la Unión 
Europea, a los Consejos Europeos de Birmingham, Edimburgo y 
Conpenhage, y a las recomendaciones del Defensor del Pueblo Europeo 
sobre el acceso público a los documentos (616/PUBAC/F/IJH de 20 de 
diciembre de 1996), sólo aplicable al Instituto Monetario Europeo —y, por 
analogía, al Banco Central Europeo— en relación con los documentos 
administrativos. Abundando en los considerandos éstos realizan un 
genérico llamamiento al interés legítimo de los ciudadanos wen la
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documentos y archivos del Banco Central Europeo es sumamente 
parca y reticente a la liberalización de la información.

Debe hacerse notar que la regulación de la publicidad de los 
documentos del Banco Central Europeo es excepcional. El artículo 
255 TCE, norma general, concede el derecho a todo ciudadano de la 
Unión, así como a toda persona física o jurídica que resida o tenga su 
domicilio en un Estado miembro, a acceder a los documentos del 
Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, con las 
limitaciones que determine el Consejo por motivos de interés público 
o privado. A pesar de que existe una capacidad amplia por parte del 
Consejo para determinar las condiciones de accesibilidad a los 
documentos públicos, el principio general es reconocer el derecho del 
administrado.

En el caso del Banco Central Europeo ocurre lo contrario, sin 
que quepa suponer ninguna necesidad de un mayor secreto en sus 
deliberaciones que en las que se realiza en el seno de las instituciones 
europeas. La Decisión de 3 de noviembre de 1998 prevé únicamente 
el acceso a los documentos administrativos, que califica de “cualquier 
registro, sea cual sea su soporte, que contenga datos disponibles y 
que esté relacionado de manera directa con la organización y 
funciones del Banco Central Europeo”118̂  Para su obtención organiza 
un complicado y lento proceso, en el que sale perjudicada la voluntad

organización y funcionamiento de las instituciones y organismos 
subvencionados con fondos públicos*'.
1189 Artículo 1 Decisión del Banco Central Europeo de 3 de noviembre de 
1998. El concepto se extiende asimismo a los documentos relacionados con 
la organización y funcionamiento del Instituto Monetario Europeo. El 
procedimiento general para el acceso a la información se encuentra en los 
artículos 2-5 de la citada Decisión.
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del interesado en acceder a la información. Las solicitudes de los 
documentos deben ser realizadas siempre por escrito, a caigo del 
interesado11̂0, y el Banco Central Europeo no debe conceder el acceso 
cuando “su difusión pueda poner en peligro: la protección del interés 
público, en particular de la seguridad pública, las relaciones 
internacionales, la estabilidad monetaria y de los tipos de cambio, las 
actuaciones judiciales y las inspecciones e investigaciones; la 
protección del individuo y de la intimidad; la protección de los 
derechos de propiedad intelectual y del secreto comercial, bancario e 
industrial; la protección de los intereses financieros del Banco 
Central Europeo; la protección de la confidencialidad solicitada por la 
persona física o jurídica que proporcionó cualquier información 
contenida en el documento o exigida por la legislación aplicable a 
esta persona”.

Son éstas condiciones amplias que dotan al Banco Central 
Europeo, último decisor en la Administración Pública acerca de la 
accesibilidad a los documentos, de enormes facultades para denegar 
las solicitudes de información. La Decisión prevé que el Banco 
Central responda las solicitudes de información en el plazo de un 
mes, pero si ello no ocurre se entiende que la solicitud ha sido 
denegada11̂1. En el caso de denegación, expresa o tácita, el interesado

n9° Para el acceso al documento administrativo, el solicitante puede bien 
consultarlo directamente en los locales del Banco Central Europeo, o bien a 
través de la copia que el banco remite, a costa del solicitante. Se exige una 
tasa de diez euros por las copias de documentos impresos que superen las 
cien páginas en total, más 0,05 euros por cada página adicional.
°9i El Director de Relaciones Exteriores del Banco Central Europeo es el 
responsable de informar por escrito al solicitante de la aprobación o 
denegación de la solicitud. En el caso de denegación, deben indicarse los
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debe realizar una solicitud de confirmación, sobre la que decide 
directamente el Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo. Este 
órgano cuenta con un mes de plazo desde la recepción de la 
confirmación, pero también el silencio administrativo juega en contra 
del interesado que, si no recibe la respuesta en este plazo, debe 
estimar rechazada la petición1192 y únicamente le resta abierto el 
recurso ante el Defensor del Pueblo y la vía jurisdiccional.

b. La autonomía del Banco Central Europeo:
las garantías orgánicas

Como hemos analizado, las posibilidades de clasificación de 
las condiciones que determinan el grado de autonomía son varias, y 
en particular respecto al Banco Central Europeo se ha propuesto una 
diversidad de categorías11̂ . Una de las clasificaciones más utilizadas, 
aunque en principio excesivamente esquemática, es la que diferencia 
entre la autonomía institucional y la funcional119*; la autonomía 
institucional se referiría al sistema legal de protección del Banco 
frente a presiones de órganos externos, en particular de instancias 
políticas, mientras que la autonomía funcional haría referencia a las

motivos que justifican la decisión; por supuesto, esta última garantía no 
tiene lugar en caso de la denegación tácita prevista en la Decisión.
1192 Cuando se trate de una denegación expresa, también en este caso deben 
indicarse los motivos en que se basa la decisión.
U93 Así, BETANCOR, “L a  posición del Banco Central Europeo...", cit pág. 2 7 3 ,  
y Las Administraciones independientes, cit.
U9* Martín Fernández, “El Banco...” cit. págs. 80-81. Propiamente, este 
autor utiliza los términos de independencia institucional e independencia 
funcional.
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disposiciones que “dotan a la institución de la capacidad operativa 
necesaria para ejecutar eficazmente la política monetaria”11̂ .

Una clasificación más elaborada es la que se incluye en la 
Resolución del Parlamento Europeo de 15 de diciembre de 1993, en 
su recomendación a los Estados miembros con el objeto de que 
ajustaran las legislaciones reguladoras de sus bancos centrales 
nacionales a los criterios de independencia establecidos en 
Maastricht. Dicha Resolución diferenciaba entre independencia 
institucional en la definición y ejecución de la política monetaria, que 
debía evitar toda instrucción externa; la independencia funcional, 
que exige libertad en la toma de decisiones sobre la utilización de los 
instrumentos de política cambiaría; independencia personal, que 
debe estar asegurada especialmente a través de una duración 
suficiente del mandato de los responsables de la toma de decisiones; 
y la independencia material, en particular en el ámbito 
presupuestario, que —considera el Parlamento— es necesaria para 
contrarrestar la posibilidad de que se ejerzan presiones indirectas11?6. 
Es ésta una clasificación en la que, con leves matices generalmente 
terminológicos, coincide una buena parte de la doctrina, que se ha 
utilizado en este mismo trabajo con el objetivo de examinar las 
garantías generales de la autonomía de los bancos centrales, y que 
puede ser de utilidad para analizar las garantías de la autonomía del 
Banco Central Europeo.

1195 Ibidem, pág. 81.
1196 Apartado 1 de la Resolución del Parlamento Europeo, de 15 de diciembre 
de 1993, sobre la independencia de los bancos centrales nacionales en la 
perspectiva de las fases segunda y tercera de la unión económica y 
monetaria.
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Entre las denominadas garantías institucionales, aquellas 
destinadas a dotar de protección legal a la independencia y a la 
capacidad jurídica del Banco Central Europeo, podemos encontrar, 
principalmente:

Capacidad jurídica

Como hemos visto, el Banco Central Europeo —no así el 
Sistema Europeo de Bancos Centrales— tiene personalidad propia en 
virtud del artículo 107.2 TCE al tiempo que, como señala el artículo 9 
ESEBC, debe disponer en cada uno de los Estados miembros de la 
capacidad jurídica más amplia concedida a las personas jurídicas con 
arreglo al respectivo Derecho nacional; en particular, debe poder 
adquirir o vender la propiedad mobiliaria e inmobiliaria y ser parte 
en actuaciones judiciales. La personalidad, como escribe Parejo , es 
soporte del pertinente status singular y diferenciado y, por tanto, del 
correspondiente ordenamiento particular autónomo1197.

Nótese que la capacidad jurídica del Banco Central no es por 
fuerza uniforme en la Unión, de tal manera que puede tener 
permitido una capacidad de obrar más limitada en unos Estados que 
en otros. Pero el Estatuto le garantiza la capacidad jurídica más 
amplia que puede concederse a una persona jurídica en cada Estado, 
así como la capacidad de compraventa y la legitimidad activa y pasiva 
frente al juez. Lo que, por otra parte, tiene su contraprestación en la 
reparación de daños, pues de acuerdo con los artículos. 35.3 ESEBC y 
288 TC, la Comunidad está obligada a reparar los daños causados por 
el Banco Central Europeo o por sus agentes en el ejercicio de sus

1197 Parejo, “El Sistema...” cit. pág. 86.
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funciones, de conformidad con los principios generales comunes a los 
Derechos de los Estados miembros. Los daños que puedan causar los 
distintos bancos nacionales se tratarán con arreglo a su respectiva 
legislación.

Protección legal máxima de su estatuto

No sólo, como hemos visto, de las normas generales que se 
prevén en el Tratado se nutre la configuración jurídica del Banco 
Central Europeo, sino que se le ha dotado de un estatuto específico 
propio, directamente incardinado al derecho originario11̂8. Como se 
ha puesto de relieve11??, y salvando el hecho de que es más que 
dudoso que pueda hablarse de una Constitución Europea1200, lo cierto

1198 Ibidem, pág. 84.
1199 Betancor, “La posición del Banco Central Europeo.. ”, cit pág. 270.
1200 Desde temprano, algunos autores han defendido la existencia de una 
Constitución europea, que estaría conformada principalmente por los 
Tratados constitutivos y de adhesión, y de la que el Tribunal de Justicia 
garantizaría el cumplimiento (v. gr., LOUIS, Jean-Victor, El ordenamiento 
jurídico comunitario. Oficina de Publicaciones Oficiales de las 
Comunidades Europeas, Luxemburgo, 1991, págs. 75-81). La idea de 
Constitución empleada, critica Ruipérez, es incompleta al estar reducida al 
papel de la Constitución como fuente de fuentes del Derecho, cuando los 
contenidos de una Constitución son mucho más amplios y requiere de un 
proceso constituyente de legitimación (Ruipérez, Javier, La “Constitución 
europea" y la teoría del poder constituyente... cit. págs. 99 y ss). En el 
mismo sentido, afirma Llopis en su análisis sobre el concepto de 
Constitución en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que “se puede 
decir que los Tratados han creado un nuevo orden jurídico —el 
comunitario— que guarda una simetría sorprendente con figuras existentes 
en el orden constitucional (...). Es algo que tanto la doctrina como el
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es que la protección legal del Estatuto del Banco Central es la máxima 
que puede darse en el nivel comunitario. Se incluye como protocolo al 
Tratado —el propio artículo 107.4 TCE indica la inclusión de los 
Estatutos como protocolo anejo a esta norma—, y el valor jurídico es 
el mismo que el del Tratado. La misma sistemática de la ley parece 
indicar hacia esta protección máxima del Estatuto del Banco Central 
Europeo; el artículo 110 TCE, v. gr., a la hora de determinar sobre qué 
funciones puede elaborar reglamentos el Banco Central Europeo, en 
vez de referirse a las que constan en el mismo Tratado —como, por 
otra parte, sería lógico—, reenvía a las listadas en los Estatutos. Esta 
regulación esculpida en el Tratado contiene un significado político 
del que cabe dejar constancia: se aparta de las manos de las 
instituciones comunitarias con capacidad general para legislar la 
posibilidad de modificar aquellos aspectos del funcionamiento del 
órgano que no respondan a lo esperado o a lo deseado.

Esta particular naturaleza jurídica de las normas 
organizadoras del Banco Central Europeo confiere una excesiva 
protección a todas las cuestiones, hasta las más nimias, que afectan a 
dicho órgano, lo que políticamente se explica por las especiales

Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas han señalado 
reiteradamente. Pero también es cierto que detrás de esta noción no se 
ncuentra una auténtica Constitución europea aunque ése sea muchas veces 
el término empleado. La razón es que el verdadero sentido de 
“constitución” —si unimos las nociones de Constitución y de Estado- 
comporta el recurso a una asamblea constituyente y la posterior ratificación 
por el pueblo que, como tal, se daría una verdadera Constitución” (Llopis 

Carrasco, Ricardo Miguel, Constitución europea: un concepto 
prematuro. Análisis de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas sobre el concepto de “carta constitucional básica”. 
Tirant lo Blanch-Polo Europeo Jean Monnet, Valencia, 2000, pág. 243).
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circunstancias que han rodeado la unión monetaria y la voluntad de 
los Estados en asegurar todos los detalles relacionados con ésta. Así. 
los acuerdos tomados alrededor de la singular aprobación de los 
Tratados en la Unión Europea no pueden ser modificados sino en los 
términos previstos en los propios Tratados, con lo cual los Estados se 
aseguran su participación, en la más autorizada de sus 
representaciones, en las discusiones inteigubemamentales, por lo 
que cualquier cambio permanece en la esfera de su control.

Pero, indirectamente, de la inclusión del protocolo en el TCE 
deriva un mayor ahondamiento en la autonomía del Banco Central, 
frente al que no caben contrapesos en el juego político; a diferencia 
de lo que ocurre, en general, con los bancos centrales, cuya 
constitucionalización —como hemos visto— todavía es temprana y 
poco extendida, los legislativos cuentan, en general, con la 
posibilidad de cambiar el estatuto de autonomía del banco central 
correspondiente1201. De esta forma, el banco central se ve en la 
necesidad de hacer valer su autonomía sin menoscabar las 
obligaciones de control y transparencia democrática y el parlamento, 
en caso de que lo considere conveniente, mantiene la potestad de dar 
marcha atrás en el particular estatuto otorgado.

En el caso del Banco Central Europeo dicha presión, como 
hemos visto, no puede existir. Ninguna institución comunitaria 
puede actuar contra las decisiones políticas, siempre que también 
sean legales, del Banco Central Europeo. Pero lo realmente grave es 
que el propio Parlamento no puede ejercer ningún cambio sobre el

i2°i y  que, como se ha analizado, forma parte del conjunto de medidas que 

pueden legitimar un banco central independiente. Cfr. Lastra, C entra l 

banking and... cit. pág. 20.
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estatuto del Banco Central. Como ha señalado B eta n c o r , en el caso 
del Banco Central Europeo “se rompe la tradicional conexión entre el 
banco central y el Parlamento (...). Ciertamente, es un refuerzo de la 
independencia, pero a costa de prescindir de un mecanismo de 
“compensación” del que se pudiera hacer uso —con las cautelas y 
garantías precisas— para modificar el estatuto y proceder a su 
adecuación a las cambiantes circunstancias e incluso, el deficiente 
funcionamiento del banco en la persecución de su objetivo”1202.

No es en absoluto criticable —al contrario, y en este texto así se 
ha defendido— que ios fundamentos de un órgano de la importancia 
del banco central se encuentren en la norma jerárquicamente 
superior de cualquier ordenamiento jurídico. Lo que no debería 
aceptarse sin más, por no ser propio de un Estado constitucional, es 
que esta norma superior regule absolutamente todos los detalles que 
rigen la organización y funcionamiento del órgano, y que no 
determine los necesarios mecanismos de control del órgano 
correspondiente. En primer lugar, porque el papel de la norma 
superior en el ordenamiento no es la regulación de los mínimos; en 
segundo lugar porque no se explica que los parlamentos 
democráticos no puedan adaptar estas condiciones —petrificadas en 
sus mínimos en la norma de más alto rango jerárquico— a los 
procesos concretos, lo que en definitiva es una de sus funciones; y en 
tercer lugar, porque los mecanismos de control democrático deben 
constituir una parte importante de la regulación fundamental de 
cualquier órgano constitucional.

La situación se agrava desde el momento en que se observa 
que la particular naturaleza del Tratado dificulta enormemente su

i2°2 betancor, “La posición del Banco Central Europeo...”, cit pág. 270.
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modificación. Introducir cambios sustantivos en los Tratados 
comunitarios, a nadie escapa, es extremadamente difícil por la 
cantidad y diversidad de opiniones, propuestas e intereses con que 
hay que tratar y poner de acuerdo. Cualquier ley nacional en un nivel 
superior del orden jerárquico cuenta en general con más facilidades 
para su reforma, desde el momento en que su ámbito no está 
limitado por un instrumento de compromiso internacional como son 
los Tratados comunitarios12*̂ .

Las reformas en el Tratado requieren la unanimidad de todos 
los Gobiernos de los Estados miembros, ratificación por parte de 
todos los Parlamentos nacionales y, en varios casos, de acuerdo con 
la naturaleza de la alteración y el derecho interno, referéndum 
popular. Sólo en el ámbito constitucional pueden situarse cuestiones 
concretas en un nivel de similar complejidad en cuanto a su 
modificación, pero en muchos casos la modificación constitucional en 
los países miembros es ampliamente más abordable que la de los 
Tratados comunitarios, y además pocas son las Constituciones que 
prevén en su articulado la regulación, directa o indirecta, de las 
características del banco central. Por ello, varios autores hablan de la 
protección o naturaleza constitucional del estatuto del Banco Central 
Europeo120*; el sentido de la expresión es representativo de la 
dificultad de este tipo de reformas, aunque propiamente no pueda 
hablarse, por el momento, de un Derecho constitucional europeo.

La modificación de los estatutos del Banco Central Europeo, 
por su naturaleza jurídica, requiere del procedimiento de reforma de

12°3 M artínez Dalmau, “Control, legitimidad democrática y autonomía...” 

cit. pág...

*204 PAPADIAy RUGGIERO, tit. pág. 69.
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los protocolos a los Tratados. Debe señalarse que el ESEBC prevé un 
mecanismo “simplificado” de modificación de algunos artículos de los 
Estatutos120̂ . Todos ellos se refieren a modos de operar del Banco y 
cuestiones accidentales1206, ninguno entra en el campo de la 
regulación de los óiganos que conforman el Banco Central ni en las 
garantías de su autonomía, y en todo caso siempre es necesaria la 
participación del propio Banco, esto es, el ente que sería objeto 
directo de la reforma legal. Corresponde al Consejo decidir acerca de 
la modificación, y existe una diferencia de calidad en el inicio del 
procedimiento dependiendo de si la recomendación de la reforma 
proviene del Banco Central Europeo o de la Comisión; cuando el 
Consejo decide sobre la base de una recomendación del Banco 
Central, y previa consulta a la Comisión, se necesita mayoría 
cualificada para aprobar la modificación; si es a propuesta de la

1205 Artículo 107.5 TCE y artículo 41 Sistema Europeo de Bancos Centrales.
1206 En concreto, la posibilidad de modificación de los Estatutos alcanza a 
los artículos 5.1, 5.2 y 5.3, en relación con la recopilación de información 
estadística del Banco Central; 17 y 18, sobre la capacidad del Banco Central 
y de los bancos nacionales de abrir cuentas a entidades públicas y privadas 
y la posibilidad de realizar operaciones de mercado abierto y de crédito;
19.1, respecto a las reservas mínimas que las entidades de crédito deben 
mantener en el Banco Central Europeo y en los bancos centrales nacionales; 
22, 23 y 24, que se refieren a los sistemas de compensación y de pago 
dentro de la Comunidad y a los diferentes tipos de operaciones exteriores o 
interiores que pueden realizar el Banco Central o los bancos nacionales; 26,
32.2, 32.3, 32.4, 32.6 y 33.1 a), todas ellas disposiciones financieras del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales, y el artículo 36, sobre las 
condiciones de contratación del personal del Banco Central Europeo y la 
jurisdicción del Tribunal de Justicia sobre los litigios que tengan lugar entre 
el Banco y sus empleados. Señala Linde que no es posible en principio 
establecer los criterios que ha llevado al legislador a la elección de los 
preceptos en cuestión (Linde, Introducción a la Unión., cit. pág. 59).
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Comisión, y previa consulta al Banco Central, requiere unanimidad. 
En ambos casos es necesario el dictamen conforme del Parlamento 
Europeo. Si bien el artículo 41.2 ESEBC señala que las 
recomendaciones que, respecto al procedimiento de modificación 
simplificado, realice el Banco Central Europeo, requerirán de una 
decisión unánime del Consejo de Gobierno, el Reglamento interno 
del Banco Central Europeo prevé que las abstenciones no impidan la 
adopción de este particular tipo de recomendaciones120?.

Legitimidad para recurrir ante el Tribunal de Justicia

Además de la legitimidad general de interposición de recursos 
ante el Tribunal de Justicia de la que goza el Banco Central1208 y de 
los casos mencionados para asegurar la autonomía del mandato, el 
artículo 230 TCE explícitamente garantiza el acceso de este órgano, al 
igual que el Parlamento Europeo y el Tribunal de Cuentas, al 
Tribunal de Justicia: “el Tribunal de Justicia será competente (...) 
para pronunciarse sobre los recursos interpuestos por el Parlamento 
Europeo, el Tribunal de Cuentas y el Banco Central Europeo con el 
fin de salvar prerrogativas de éstos”.

El Tratado, una vez más, en este terreno equipara el Banco 
Central Europeo a dos instituciones comunitarias a las que, por 
diferentes razones, se les asigna el órgano jurisdiccional europeo para 
la salvaguarda de sus prerrogativas, siempre a instancia del ente 
afectado.

1207 Artículo 4.3 Reglamento interno del Banco Central Europeo.
1208 “(...) El Banco Central Europeo podrá emprender acciones en los casos y 
con arreglo a las condiciones establecidas en el Tratado”, artículo 35.1 
ESEBC.
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c. La autonomía del Banco Central Europeo:
las garantíasfuncionales

Prohibición de recibir, solicitar y  emitir instrucciones

La voluntad del legislador de crear en el marco europeo un 
banco central con un grado máximo de autonomía se desprende sin 
ambages de la norma que regula la prohibición de recibir cualquier 
tipo de instrucción por óiganos externos al Banco. Los propios 
Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales y del Banco 
Central, al concretar a esta limitación, se refieren a la independencia 
del Banco Central Europeo. Como hemos visto, con este término 
comienza el artículo 7 ESEBC12°9 donde, parafraseando el artículo 
108 TCE, se determinan las principales garantías funcionales de 
autonomía del Banco Central Europeo. De esta forma, en el ejercicio 
de sus facultades y en el desempeño de sus deberes y funciones, no 
sólo el Banco Central Europeo, sino ninguno de los bancos nacionales 
ni ninguno de los miembros de sus órganos rectores pueden solicitar 
ni aceptar instrucciones procedentes de las instituciones u 
organismos comunitarios, de ningún Gobierno de un Estado 
miembro ni de ningún otro organismo. Justificadamente se ha escrito 
que el artículo 108 TCE es el punto de apoyo de la independencia 
institucional del Banco Central Europeo1210, aunque —cabe insistir— 
el Tratado en ningún momento se refiera explícitamente a la 
independencia del órgano.

i2°9 Que abre el capítulo III del Protocolo, “Organización del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales”.
1210 papadia y R uggiero, cit. pág. 71.
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La garantía que determina el Tratado es doble, pues prohíbe 
que la iniciativa provenga tanto del propio Banco —en el sentido de 
que pueda solicitar las instrucciones y, con ello, actuar con 
servilismo— como de los otros órganos públicos que podrían estar 
interesados en instruir de algún modo al Banco Central1211. De esta 
manera, finalizan dichos artículos, las instituciones y organismos 
comunitarios, así como los Gobiernos de los Estados miembros, se 
comprometen a respetar este principio y a no tratar de influir, por 
cualquier razón, sobre los miembros de los órganos rectores del 
Banco Central Europeo o de los bancos centrales nacionales en el 
ejercicio de sus funciones.

Es indudable que la norma se refiere exclusivamente a 
instrucciones y no a otro tipo de relación, pues lo contrario extraería 
de la realidad el papel y las posibilidades del banco central. 
Convenientemente considerado, el veto sólo puede afectar a los 
mandamientos u órdenes, esto es, cuando en el objetivo del emisor de 
la información haya una voluntad definida de que el Banco obedezca. 
La prohibición no puede extenderse al intercambio de informaciones 
u opiniones1212, puesto que el desarrollo de sus funciones y el diseño 
de sus políticas en sus respectivos campos competenciales requieren 
en buena medida de este intercambio entre el Banco Central 
Europeo, los Gobiernos nacionales y las instituciones comunitarias. 
Entender lo contrario, aun a costa de ser conscientes de la posibilidad 
de que las opiniones puedan conllevar instrucciones encubiertas, 
sería igual a no admitir los requisitos necesarios para formular 
políticas, y obstaculizar con reglas irrealizables el desarrollo natural

1211 Linde se refiere a esta doble faceta como independencia activa y  pasiva. 

(Linde, Introducción a la Unión... cit. pág. 78).

1212 Betancor, “La posición del Banco Central Europeo...”, cit. pág. 275.
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de las relaciones entre los diferentes participantes en la función de 
gobierno.

Prohibición de conceder crédito a organismos públicos y de
adquirir deuda pública

Para evitar una situación de dependencia y la posibilidad de 
financiar déficits presupuestarios, la ley prohíbe la autorización de 
descubiertos o la concesión de cualquier otro tipo de créditos por el 
Banco Central Europeo o por los bancos centrales de los Estados 
miembros a favor de instituciones u organismos comunitarios, 
Gobiernos centrales, autoridades regionales o locales u otras 
autoridades públicas, organismos de Derecho público o empresas 
públicas de los Estados miembros, así como la adquisición directa a 
los mismos de instrumentos de deuda por el Banco Central Europeo 
o los bancos centrales nacionales1213.

El Tratado otorga al Banco Central, con estas medidas, lo que 
se ha dado en llamar monopolio ilimitado sobre el control de la base 
monetaria de la unión económica y monetaria, que “equivale a una 
declaración formal y solemne de que los Gobiernos de los países de la 
unión económica y monetaria no tendrán un control directo sobre la 
base monetaria del sistema”121*. El ESEBC aclara que esta prohibición 
de colaboración financiera no perjudica a la posibilidad de que el 
Banco Central y los bancos nacionales actúen como agentes fiscales 
de estas entidades públicas1215; esto es, el Tratado permite que los

1213 Artículo 101.1 TCE y 21.1 ESEBC..
m4GONzÁLEz Ibán, y  A hijado Q u in tillá n , cit., pág. 57.
1215 Artículo 21.2 ESEBC.
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bancos centrales continúen realizando su tradicional papel de 
depositarios del Gobierno y manejar y colocar la deuda pública, papel 
por otra parte relevante de la banca central que, en estas materias, 
cuenta con los medios necesarios y una prolongada experiencia que 
se retrotrae a sus mismos orígenes, aunque la permisividad del 
Tratado a este respecto, se ha dicho, puede entrar en conflicto con la 
independencia del Banco1216 . Estos vetos no afectan a las entidades 
de crédito públicas, que deben recibir por parte del Banco Central y 
de los bancos nacionales, el mismo trato que las privadas121?.

Respecto a la primera prohibición, varias son las razones que 
usualmente se aducen para justificar que el Banco Central no pueda 
financiar a instituciones públicas1218. La principal, el hecho de que el 
poder público no pueda recurrir a su banco para conseguir liquidez 
disminuye considerablemente el riesgo inflacionista. Además, se 
considera que el recurso a la liquidez a través del banco central es 
propio de países poco desarrollados, sin bancos privados que 
confieran esa liquidez y donde es costoso acudir constantemente a la 
deuda pública a corto plazo121̂  De acuerdo con este razonamiento, 
un país miembro de la unión económica y monetaria es, en principio, 
un Estado desarrollado, que sí puede recurrir a líneas de créditos 
permanentemente disponibles en la banca privada y le es 
relativamente fácil emitir y colocar en los mercados deuda pública a 
corto plazo.

l2l6Ibidem, pág. 6o.
1217 Artículo 101.2 TCE y 21.3 ESEBC.
1218 Ibidem, pág. 57.
1219 “Este escaso desarrollo hacía que la alternativa de emitir deuda a corto 
plazo fuera difícilmente absorbible por los reducidos mercados sin crear 
turbulencias, y por ello se justifica el recurso directo de los Gobiernos a sus 
Bancos emisores” (G onzález Ibán, “Los bancos...” cit pág. 51).
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Respecto a la segunda de las prohibiciones, la adquisición 
directa de deuda pública por parte del Banco Central Europeo, se ha 
dicho que constituye una clara señal institucional de separación entre 
este ente y los gobiernos de los Estados y que, además, la posibilidad 
de actuación del Banco Central Europeo en los mercados primarios 
de deuda atentaría contra su independencia al exponerse a la presión 
de los gobiernos para alterar la estructura de tipos de interés y, así, 
reducir el coste del servicio de la deuda1220.

Privilegios, inmunidades, secreto profesional

En virtud del artículo 40 ESEBC, el Banco Central Europeo 
goza en los territorios de los Estados miembros de los privilegios e 
inmunidades necesarios para el desempeño de sus funciones, en las 
condiciones que establece el Protocolo sobre los privilegios y las 
inmunidades de las Comunidades Europeas1221. El artículo 23 del 
Protocolo señala que éste será de aplicación al Banco Central 
Europeo, a los miembros de sus órganos y a su personal, lo que se 
extiende a varios aspectos importantes: la inviolabilidad de los 
locales, edificios y archivos de los oiganismos, el trato de misión 
diplomática garantizado para las comunicaciones oficiales y la 
transmisión de sus documentos, la capacidad del Presidente de 
expedir salvoconductos para los miembros y agentes de la

122° G onzález Ibán, y  A hijado Q u in tillán , c i t ,  pág. 58.

1221 Hace referencia el artículo al Protocolo común a las tres Comunidades, 
adoptado en Bruselas el 8 de abril de 1965 como anexo al Tratado por el que 
se constituye un Consejo único y una Comisión única, de la misma fecha. La 
mención al Tratado principal constaba en el texto anterior a Amsterdam, y 
desapareció con la nueva redacción del artículo 40 ESEBC.

6 0 1



Rubén Martínez Palman

organización, la inmunidad de jurisdicción de la que gozan los 
funcionarios y agentes, independientemente de su nacionalidad, 
respecto a los actos por ellos realizados con carácter oficial, etc.

El mismo Protocolo, en su artículo 23, garantiza en particular 
al Banco Central Europeo la exención “de todo tipo de impuestos o 
gravámenes de similar naturaleza con motivo de cualquier 
ampliación de su capital, al igual que los diversos trámites con ello 
relacionados en el Estado en que tenga su sede el Banco. Las 
actividades que desarrollen el Banco y sus órganos, con arreglo a los 
Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales y del Banco 
Central Europeo, no estarán sujetas a ningún tipo de impuesto sobre 
el volumen de negocios”. Se ha hecho ya referencia, por otra parte, a 
la autorización al Banco Central para que, haciendo uso de su 
potestas sancionadora, imponga multas o pagos periódicos de 
penalización a las empresas que no cumplan con la normativa por 
aquél emitida.

El Consejo de la Unión mantiene una obligación legal para con 
el presidente del Banco Central Europeo. “Se invitará —señala el 
artículo 113 TCE— al Presidente del Banco Central Europeo a que 
participe en las reuniones del Consejo en las que se delibere sobre 
cuestiones relativas a los objetivos y funciones del Sistema Europeo 
de Bancos Centrales”. El mandato es explícito: no parece que el 
Consejo pueda dejar de invitar al Presidente del Banco Central a las 
reuniones que cuenten con estas características. Así como tampoco 
podemos concluir que el Presidente puede delegar estas funciones en 
cualquier otro miembro del Consejo de Gobierno, ni aun el 
vicepresidente, pues cuando la ley lo desea de esta manera no deja de
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señalarlo expresamente1222. Cualquier discusión, por lo tanto, que se 
produzca en el seno del Consejo y que implique el tratamiento de 
algún tema relacionado con las competencias del Banco Central 
Europeo o —más allá— que guarde relación con sus objetivos, debe 
prever la presencia, con voz, del Presidente del Banco Central 
Europeo.

Esta presencia del representante del Banco Central Europeo en 
las reuniones del Consejo se repite, con otros matices, ante las 
comisiones parlamentarias. De esta manera, el Presidente del Banco 
Central y los restantes miembros del Comité Ejecutivo, a petición del 
Parlamento Europeo o por iniciativa propia, podrán ser oídos por las 
comisiones competentes del Parlamento Europeo1223. De todas 
maneras, a tenor del texto en este caso son las comisiones las que 
tienen la última palabra en cuanto a la presencia del representante 
del Banco Central.

Las reuniones del Consejo de Gobierno tienen carácter 
confidencial y, como se ha examinado, el propio Consejo cuenta con 
la potestad de hacer públicos o no los resultados de sus 
deliberaciones122*. El ESEBC concreta un deber dirigido a los 
miembros de los órganos rectores y al personal del Banco Central 
Europeo y de los bancos centrales nacionales, que busca resguardar 
los intereses del Sistema Europeo de Bancos Centrales, en especial

1222 V. gr., en lo que respecta al vicepresidente, el artículo 13.1 ESEBC le 
otorga la capacidad de presidir el Consejo de Gobierno y el Comité 
Ejecutivo en ausencia del Presidente. El artículo 13.2 ESEBC prevé la 
posibilidad de que una persona designada por el presidente represente al 
Banco Central Europeo en el exterior.
1223 Artículo 113.3 TCE.
1224 Artículo 10.4 ESEBC.
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frente a aquellos competidores directos o indirectos a aquellos que 
podrían beneficiarse de conocimientos privilegiados sobre el 
funcionamiento y el proceso de toma de decisiones en el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales. Este personal no debe revelar 
información que, por su naturaleza, esté amparada por el secreto 
profesional, y el deber de secreto alcanza a aquellas personas que 
tengan acceso a datos afectados por la legislación comunitaria que 
imponga este deber122s. El carácter genérico confidencial de las 
reuniones del Consejo de Gobierno exige un deber de secreto de 
aquellas personas que, no perteneciendo propiamente a dicho 
órgano, acudan a sus reuniones por derecho o por invitación.

d. La autonomía del Banco Central Europeo: 
las garantías personales

Complejidad en la elección

La elección de los miembros de los órganos de gobierno del 
Banco Central es, se ha visto, compleja. Intervienen en el 
procedimiento los Gobiernos de los Estados miembros, el Consejo de 
la Unión, el Parlamento Europeo y el Consejo de Gobierno del Banco 
Central en el caso de elección del Comité Ejecutivo, y los elegidos 
deben ser personalidades de reconocido prestigio y experiencia 
profesional en asuntos monetarios o bancarios1226.

Se ha defendido en la doctrina que la pluralidad de organismos 
intervinientes en el nombramiento asegura tanto la calidad de la

122s Artículo 38 ESEBC.
1226 Artículo 11.2 ESEBC.
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elección como el equilibrio de los diferentes intereses, al tiempo que 
evita el peligro de excesiva influencia política122?. Pero la calidad de la 
elección no está garantizada por la mera participación de varios entes 
en la selección, ni tampoco la excesiva influencia política. La 
complejidad en el nombramiento puede llevar a limitar notablemente 
las posibilidades de elección, y reducir los candidatos a personas que 
se acerquen en mayor medida a lo que suele denominarse técnico 
neutral. El peligro viene cuando, como se ha analizado, se niega la 
existencia de la neutralidad en tal función.

Por tanto, aquellas personas que no hayan hecho gala de una 
neutralidad inexistente, sino que hayan apostado por la realización 
de cierto tipo de políticas o actuado más visiblemente que otros de 
una manera acorde con sus principios ideológicos, difícilmente 
podrán ser candidatos probables en los complejos nombramientos a 
los órganos de gobierno del Banco Central. Lo que, por otra parte, 
favorece la credibilidad!, tan reivindicada por un sector que la 
considera necesaria para que el Banco Central Europeo cumpla sus 
objetivos.

Garantías de autonomía en el mandato

El mandato largo, de dedicación exclusiva, irrevocable y no 
renovable, como hemos analizado, es propio de entidades 
autónomas, y colabora, generalmente añadiendo otro tipo de 
medidas en el ejercicio de las funciones de su personal, en evitar las 
presiones exteriores, puesto que se parte de que, al no poder ser 
modificado el mandato e impedirse la repetición en el caigo,

1227 Papadia y Ruggiero, cit. pág. 71.
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desaparecería la posibilidad de amenaza que afectaría podría afectar 
al comportamiento del miembro.

En el caso del Banco Central Europeo, el mandato de los 
miembros del Comité Ejecutivo es de ocho años —esto es, un 
mandato largo— sin posibilidad de renovación1228, con lo que este 
personal goza de garantías de independencia de sus miembros que la 
ley no concede, por poner el ejemplo más claro, a los integrantes del 
Tribunal de Justicia122̂  ni, por supuesto, a ningún otro miembro de 
ningún otro órgano ni institución de la Unión. De nuevo, el carácter 
técnico que se supone a la función de la banca central obliga a 
cualquier órgano político que democráticamente elija la sociedad a 
gobernar sin ningún control sobre el mandato de los órganos 
diseñadores de la política monetaria europea.

1228 Artículo 112.2 b) y artículo 11.2 ESEBC. La excepción se encuentra en la 
formación inicial del organismo, el Comité Ejecutivo fundacional, que 
reviste algunas particularidades, mencionadas en el artículo 50 ESEBC. En 
este primer momento, el vicepresidente se elige por cuatro años y los demás 
miembros del Comité Ejecutivo por un periodo de mandato que varía de 
cinco a ocho años, salvo el Presidente, que mantiene los ocho años de 
mandato. Se mantiene la no renovabilidad del mandato. El número de 
miembros del Comité Ejecutivo puede ser menor que el que establece la 
norma, pero nunca inferior a cuatro. Todo ello derivado de la puesta en 
funcionamiento y adaptación de la recién estrenada entidad. La excepción a 
la regla de seis miembros para el Comité Ejecutivo “estaba pensada a modo 
de reserva de puestos (hasta dos) para algunos países que se incorporasen a 
la UEM con posterioridad a su entrada en vigor”. G onzález Ibán, y 
A hijado Q u in tillán , cit., pág. 61.
1229 Cuyos miembros son nombrados para seis años con posibilidad de 
renovación (artículo 223 TCE).
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La ley no establece distinciones entre el mandato del 
Presidente y el del resto del Comité Ejecutivo1̂ 0. Para asegurar la 
continuidad del órgano se prevé, como se ha analizado, que el primer 
nombramiento tenga lugar por periodos de años diferentes, de forma 
que la entrada de los miembros en el Comité Ejecutivo se produzca 
de manera escalonada, y en todo momento se cuente con integrantes 
que conozcan el precedente del órgano.

El Tratado deja a la potestad de los Estados nacionales la 
determinación de la duración del mandato de los gobernadores de 
sus bancos centrales. Es cierto que éstos no forman parte del Comité 
Ejecutivo, responsable de la gestión ordinaria del Banco Central 
Europeo, pero sí del Consejo de Gobierno, órgano rector que, hemos 
visto, cuenta con las máximas competencias, entre ellas la

123° Respecto al nombramiento del primer Presidente del Banco Central 
Europeo, Wim Duisenberg, Linde resalta el compromiso de los Jefes de 
Estado y de Gobierno, hecho explícito en Bruselas durante la reunión del 
Consejo de 2 y 3 de mayo de 1998, de que el próximo presidente del Banco 
Central Europeo sea de nacionalidad francesa, así como la declaración oral 
realizada por el propio Duisenberg, cuando todavía no había sido nombrado 
presidente, donde manifiesta y reitera su deseo de no agotar el mandato. 
Con independencia del valor político que, por su cuenta, pueda tener el 
compromiso sobre la nacionalidad del próximo presidente del Banco 
Central Europeo, como defiende Linde no cabe otorgar ningún valor 
jurídico a la declaración de Duisenberg ante el Consejo, pues en caso 
contrario el artificio utilizado vulneraría materialmente el Tratado (Linde, 

Introducción a la Unión... cit. págs. 70 y 71). La voluntad de la norma es 
que el presidente del Banco Central Europeo permanezca ocho años en su 
cargo, y por ese plazo fue nombrado el actual presidente; ningún 
instrumento ajeno a los que existen en el Tratado y en el ESEBC puede 
obligar legalmente al presidente a renunciar antes de ver acabado su 
mandato.

6 0 7



Rubén Martínez Dalmaii

formulación de la política monetaria. Parece que no podría funcionar 
de la manera que se le requiere un órgano donde una parte de sus 
miembros gozara de ciertas garantías de independencia frente, 
principalmente, a los Gobiernos nacionales, al tiempo que otros 
pudieran estar en situación diferente —mandato de menor duración, 
posibilidad de renovación en el cargo o, en general, dependencia del 
Ejecutivo correspondiente—. Por ello el Tratado incorpora en su 
artículo 109 un mandato a tener en cuenta por el legislador nacional: 
"A más tardar en la fecha de constitución del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, cada uno de los Estados miembros velará por que 
su legislación nacional, incluidos los Estatutos de su banco central 
nacional, sea compatible con el presente Tratado y con los Estatutos 
del Sistema Europeo de Bancos Centrales”. Compatibilidad que a 
todas luces fuerza a la realización de un mandato largo y sin 
posibilidad de renovación. El primero de los requisitos lo expresa el 
artículo 14.2 ESEBC cuando determina que el mandato de 
gobernador de un banco central nacional no será inferior a cinco 
afíos15̂ 1.

I231 De hecho, este proceso de convergencia legal ha llevado a CONLLEDO a
preguntarse si nos dirigimos hacia un único modelo de banco central
nacional en el proceso de integración europea. El autor concluye que la 
convergencia legal supone básicamente que, si bien al momento de inicio de 
la Unión Económica y Monetaria la legislación de los bancos centrales no 
pueden contener disposiciones que impidan el desarrollo de sus funciones 
en el Sistema Europeo de Bancos Centrales, “debe reconocerse que la 
incorporación de similares disposiciones jurídicas y la ordenación de los 
bancos centrales nacionales a un destino común de ámbito supranacional
constituyen una tendencia hacia el inevitable acercamiento de los mismos 
en cuanto instituciones. No obstante, de la anterior circunstancia no puede 
colegirse que estemos necesariamente en presencia de un modelo o tipo de 
banco central nacional”. C on lled o  Lantero, Fernando, “La convergencia
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La previsión del artículo 109 TCE no cuenta únicamente con el 
efecto citado, sino que, como señala Parejo, es una garantía de cierta 
autonomía del nivel estatal del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales1̂ 2. Autonomía entendida en relación con las instituciones 
comunitarias y  los órganos miembros; no así dentro del Sistema que, 
como tal, precisa de unos mecanismos de control que homogeneicen 
y hagan valer sus decisiones, para lo cual el Tratado dota al Consejo 
de Gobierno, frente a los bancos centrales nacionales, de los mismos 
poderes que goza la Comisión respecto de los Estados m i e m b r o s 12̂ .

Por otra parte, los miembros del Comité Ejecutivo deben 
dedicarse exclusivamente a sus funciones en el Banco. La le y 1234 les 
prohíbe ejercer otra profesión, con independencia de que esté o no 
remunerada. La única posibilidad de compatibilizar otras profesiones 
con la pertenencia al Comité Ejecutivo la autoriza, en casos 
excepcionales, el Consejo de Gobierno del Banco. La norma señala 
asimismo que en todo caso debe tratarse de nacionales de los Estados 
m iem b ro s1235. En cierta medida, esta previsión fortalece al Comité 
Ejecutivo frente al Consejo de Gobierno, puesto que la mayoría de los 
componentes de este último deben alternar sus funciones en el 
órgano con las correspondientes en sus respectivos bancos centrales 
nacionales; dedican, en efecto, su tiempo en el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, pero no directamente en el órgano de dirección de

legal en el Tratado de la Unión Económica y Monetaria: ¿Hacia un modelo 
único de banco central nacional?”. Revista de Derecho Bancario y Bursátil 
n° 71, julio-septiembre 1998, págs. 692 y 693.
1232 Parejo, “El Sistema...” cit. pág. 85.

1233 Artículo 237.d TCE. El recurso final es al Tribunal de Justicia.
1234 Artículo 11.1 ESEBC.
1235 Artículo 112.2 b) TCE y artículo 11.2 ESEBC.
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éste, el Banco Central Europeo, como es el caso de los miembros del 
Comité Ejecutivo.

Respecto a los miembros del Comité Ejecutivo el TCE, que con 
tanta previsión detalla sus nombramientos, nada dice acerca de su 
posible separación, por lo que debe entenderse que ésta no puede 
tener lugar en ningún caso sin la participación del Tribunal de 
Justicia, de acuerdo con los estatutos. En efecto, es el ESEBC en el 
apartado 40 del artículo 11 quien, con una ambigüedad a todas luces 
inconveniente, señala que “si un miembro del Comité Ejecutivo 
dejara de reunir los requisitos exigidos para desempeñar sus 
funciones o si en su conducta se observara una falta grave, el 
Tribunal de Justicia podrá separarlo de su cargo a petición del 
Consejo de Gobierno o del Comité Ejecutivo”.

Esto significa, por una parte, que ninguno de los gobiernos e 
instituciones que participan en su elección, ni siquiera todos ellos de 
común acuerdo pueden, una vez resuelto el nombramiento, separar al 
miembro del Consejo de Gobierno; es un tercero, independiente, al 
que le corresponde dicha decisión, lo que se constituye como un 
elemento a favor de la autonomía1236. Y, por otra parte, que nadie 
puede saber a ciencia cierta cuáles son los requisitos exigidos para 
desempeñar sus funciones, entendiéndose que no se refiere el 
precepto al reconocido prestigio y experiencia profesional en asuntos 
monetarios o bancarios que se requiere para su nombramiento1237, 
pues limitaría excesivamente las posibilidades de separación del 
cargo a unas características cuya pérdida es más que improbable. 
Más grave, si cabe, es que en ningún momento la norma indique qué

1236 G on zález Iban, “Los bancos...” cit pag. 52.
1237 Articulo 112.2 b) TCE y artículo 11.2 ESEBC.
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conductas comportan las faltas graves en las que el miembro del 
Comité Ejecutivo puede incurrir en su conducta.

La capacidad de decisión del Tribunal de Justicia es, a la luz 
del artículo 11.4 ESEBC, enormemente amplia. A él le corresponde, a 
falta de norma aplicable, determinar los requisitos que no pueden 
faltar para el desempeño de las funciones inherentes al cargo y 
declarar cuándo estamos en presencia de una falta grave, al menos lo 
suficientemente grave como para ordenar las separación del miembro 
oportuno. Pero, a su vez, el Tribunal sólo puede actuar cuando existe 
petición por parte de un órgano que está implicado en el asunto en 
cualquier caso: el Consejo de Gobierno o el Comité Ejecutivo. Sólo 
éstos pueden pedir la separación del correspondiente miembro, y el 
Tribunal debe decidir si es oportuna o no. Cualquier iniciativa con 
este objetivo por parte de alguno de los gobiernos o instituciones, o 
todos ellos de común acuerdo, que participaron en el nombramiento 
de los miembros del Comité Ejecutivo es, a tenor del ESEBC, inválida 
sin la concurrencia del petitum  por parte de los dos máximos órganos 
de gobierno del Banco Central Europeo. Aun cuando la pérdida de los 
requisitos exigidos para la realización de sus funciones o la incursión 
de su conducta en falta grave sea patente.

Ello es en buena medida aplicable a los gobernadores de los 
bancos centrales nacionales; cada uno de éstos “sólo podrá ser 
relevado de su mandato en caso de que deje de cumplir los requisitos 
exigidos para el cumplimiento de sus funciones o haya incurrido en 
falta grave”1238. Es más; el gobernador que considere que su relevo en 
el cargo no ha sido por causa determinada por la ley, tiene dos meses 
a partir de la publicación de la decisión o de su notificación para

12s8 Artículo 14.2 ESEBC.
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recurrir la decisión de su gobierno nacional ante el Tribunal de 
Justicia. En la línea de lo aquí defendido, Betancor ha afirmado que 
“es, tal vez, la muestra elocuente de que la transferencia de la 
soberanía monetaria es total y conduce, mediante la integración de 
los bancos centrales en el Sistema Europeo de Bancos Centrales, a la 
conversión de éstos en una suerte de Administración periférica del 
Banco Central Europeo. En otros términos: la transferencia de la 
soberanía monetaria también conduce a la transferencia del agente 
nacional encargado anteriormente de su ejecución, pasándose a 
convertir en agente comunitario europeo de la ejecución de la política 
monetaria común. Se explica así que la garantía de la independencia 
se pueda hacer valer directamente ante el Tribunal de Justicia,,1239. 
Esta legitimidad activa para denunciar el acto del gobierno nacional 
se extiende al propio Consejo de Gobierno del Banco Central, con lo 
que el directamente ofendido puede mantenerse al margen como 
recurrente12**0.

Por último, como hemos visto se defiende en relación con la 
autonomía de los bancos centrales, también en el Banco Central 
Europeo el hecho de que el mandato de los miembros de sus órganos 
de gobierno no sea renovable se entiende que disminuye las 
posibilidades de que el miembro correspondiente dirija su 
comportamiento hacia actitudes oportunistas relacionadas con la 
posibilidad de ser renombrado en el cargo12**1

1239 B etancor, “La posición del Banco Central Europeo...”, cit pág. 274, 
nota al pie.
1240 Artículo 14.2 ESEBC.
1241 PAPADIAy RUGGIERO, cit. pág. 71.
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Condiciones de empleo

El Consejo de Gobierno fija las condiciones de empleo de los 
miembros del Comité Ejecutivo en lo que respecta, particularmente, a 
sus sueldos, pensiones y beneficios de la seguridad social12*2. De esta 
manera, las compensaciones por el ejercicio del caigo y las 
condiciones de éste no son determinados —ni siquiera controlados— 
por un ente externo. El fundamento de la norma es evitar la 
posibilidad de que se utilizara esta función sobre las condiciones de 
empleo para influir de alguna manera en las tomas de decisiones del 
Comité Ejecutivo. Manteniéndose en el seno del Banco Central 
Europeo, tal posibilidad desaparece y se refuerza la autonomía que 
disfruta este ente.

1242 Artículo 11.3 ESEBC. Para la decisión en cuanto a estas condiciones de 
contratación de los miembros del Comité Ejecutivo por parte del Consejo de 
Gobierno, debe tenerse en cuenta que existe una propuesta formulada por 
un Comité compuesto por tres miembros designados por el Consejo de 
Gobierno y otros tres designados por el Consejo, según el mismo artículo. 
Por otro lado, como se ha visto, se trata de una de las excepciones a la 
asignación de un voto por miembro del Consejo de Gobierno, por cuanto el 
artículo 11.3 ESEBC no concede derecho de voto en estas cuestiones a los 
miembros del Comité Ejecutivo, por cuanto son directamente interesados 
en el sentido de la decisión.
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e. La autonomía del Banco Central Europeo: 
las garantías materiales

Financiación

La financiación del Banco Central Europeo está garantizada 
desde el momento de su constitución. Como hemos visto, cuenta con 
un capital suscrito, operativo desde la creación del Banco, de cinco 
mil millones de ecus, con posibilidad de que la cuantía se vea 
aumentada —no así disminuida— cuando lo decida el Consejo de 
Gobierno siguiendo los trámites legales12̂ . Se ha dicho que tal cifra 
alcanza el capital apropiado para asegurar su independencia 
financiera, con la amplia discreción sobre sus fondos y el hecho de 
que se audite únicamente por auditores externos independientes12̂ . 
Los únicos suscriptores y accionistas del capital del Banco Central 
Europeo son los bancos centrales nacionales12̂ , y no la Comunidad 
Europea. Estas acciones, además, no pueden transferirse, pignorarse 
o embargarse12"*6.

Además de la suscripción inicial al capital, los bancos centrales 
nacionales deben proporcionar al Banco Central Europeo activos 
exteriores de reserva distintos de las monedas de los Estados 
miembros, de los ecus, de las posiciones de reserva y de los derechos 
especiales de giro del FMI, hasta un importe equivalente a cincuenta

1243 Artículo 28.1 ESEBC.
1244 papadla y R uggiero, c i t  pág. 72.

1245 Artículo 28.2 ESEBC. El importe de la participación de cada banco 
central se determina mediante el cálculo del porcentaje representado por el 
producto interior bruto y la población de cada Estado miembro en relación 
con el total comunitario.
1240 Artículo 28.4 ESEBC.
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mil millones de ecus1247. Las contribuciones de cada banco central 
nacional se fijan en proporción a su participación en el capital 
suscrito12̂ . El límite anterior puede excederse cuando el Banco 
Central solicite nuevos activos exteriores, siguiendo el procedimiento 
que indica la le y 12̂ .

Un máximo del veinte por cien de los beneficios netos del 
Banco pasan a formar parte del fondo de reserva general, que cuenta 
como límite la cantidad que forma el capital. Los beneficios netos 
restantes se distribuyen entre los accionistas del Banco en proporción 
a las acciones desembolsadas1̂ 0. La compensación del déficit, en el 
caso de que se dieran pérdidas, proviene en primer lugar del fondo de 
reserva general y, si fuese necesario y previa decisión del Consejo de 
Gobierno, mediante los ingresos monetarios del ejercicio económico 
correspondiente en proporción a y hasta los importes asignados a los 
bancos centrales nacionales1̂ 1.

Por otra parte, como se ha visto, están prohibidas ciertas 
prácticas que podrían suponer pérdidas en la cuenta de resultados de 
los bancos centrales1252, si bien por razones diferentes a sus 
necesidades financieras.

1247 Artículo 30.1 ESEBC.
1248 Artículo 30.2 ESEBC.
1249 Artículo 30.4 ESEBC
1250 Artículo 33.1 ESEBC.
^  Artículo 33.2 ESEBC.
1252 por ejemplo, apunta González Ibán, la actuación de los bancos en los 
mercados de emisión de deuda, o la imposición a la banca de esquemas de 
financiación privilegiada, o la financiación monetaria —a tipo de interés 
cero— de los bancos centrales a los Gobiernos. (González I bán, “Los 
bancos...” cit. pág. 53).
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Sistema propio de control de la gestión operativa y  
aprobación del presupuesto

El Banco Central gestiona sus cuentas y aprueba su 
presupuesto, independiente del presupuesto de la Comunidad 
Europea, sin que la norma requiera ningún tipo de control anterior o 
posterior por parte de un tercer organismo comunitario. La 
propuesta anual de presupuesto la realiza el Comité Ejecutivo, de 
conformidad con los principios establecidos por el Consejo de 
Gobierno, que es el que lo aprueba antes del final de cada
ejercicio12̂ .

Queda excluido, por lo tanto, todo tipo de actuación política 
respecto a las cuentas y al presupuesto del Banco Central Europeo. 
También en esta sede la razón es clara: se impide de esta manera la 
posibilidad de que las influencias políticas puedan llegar a los 
órganos de gobierno del Banco Central Europeo a través del control 
del presupuesto. Pero también de esta manera se evita no sólo la 
aprobación del presupuesto de un ente público por parte de los 
órganos democráticamente elegidos, sino incluso el control político 
sobre las cuentas y el presupuesto que, de acuerdo con la regulación 
vigente, carecen de cualquier tipo de supervisión pública efectiva.

i253 Artículo 15 Reglamento interno del Banco Central Europeo. Prevé el 
mismo artículo la existencia de un Comité presupuestario, creado por el 
Consejo de Gobierno, para que le asista en los asuntos presupuestarios.
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2 . Las características d e l  control

YEL GRADO DE AUTONOMÍA

del  Banco  Central  Euro peo

a. La características del control político

Por lo hasta aquí adelantado cabe concluir que el Banco 
Central Europeo se acerca al estatuto de independencia que respecto 
a él se ha defendido, a pesar de sus importantes funciones y 
facultades, por las garantías que legalmente se le reconocen. 
Garantías, por otra parte, que podrían constituir el estatuto jurídico 
de un banco central autónomo -y  no realmente independiente- si 
fueran complementadas por los mecanismos de control público 
propios de una sociedad democrática. Pero estos son, a todas luces, 
insuficientes. El control político directo del Banco Central sólo puede 
tener lugar, formalmente, en dos momentos: durante la posible 
participación de miembros de instituciones comunitarias en las 
reuniones del Consejo de Gobierno y en el momento de la 
presentación del informe anual del Banco ante el Parlamento 
Europeo.

El artículo 113.1 TCE confiere al presidente del Consejo de la 
Unión y a un miembro de la Comisión la posibilidad de participar, 
obviamente sin derecho de voto, en las reuniones del Consejo de 
Gobierno del Banco Central. El primero de ellos, el Presidente del 
Consejo, tiene la capacidad asimismo de someter una moción a la
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deliberación del Consejo de Gobierno12̂ . La observación y la 
intervención controlada que realiza el Consejo puede ser un 
elemento —limitado— de coordinación, pero su efectividad queda en 
entredicho como forma de control político.

La otra posibilidad, algo más apropiada, se encuentra en el 
artículo 113.3 TCE. Se trata de la obligación legal de que el Banco 
Central remita un informe anual sobre las actividades del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales y sobre la política monetaria del año 
precedente y del año en curso al Parlamento Europeo, al Consejo y a 
la Comisión, así como al Consejo Europeo. El presidente del Banco 
presenta directamente el informe al Consejo y al Parlamento, que a 
partir de ese momento cuenta con una base para, si es su deseo, 
proceder a un debate general.

Es en este potestativo debate, en principio, donde puede 
realizarse un discreto control político sobre los trabajos y los 
proyectos del Banco Central Europeo. Con una importante 
limitación: ninguna de estas instituciones, ni el Consejo ni el 
Parlamento, aprueban propiamente el informe del Banco, ni por 
supuesto pueden dar instrucciones para mejorar aspectos de la 
gestión o priorizar objetivos. Es el propio Banco Central Europeo,

1254 Lo que conlleva un problema de coordinación: por el tumo rotatorio de 
la Presidencia de la Unión, el cargo de presidente del Consejo recae 
periódicamente en países que no pertenecen por el momento al proceso de 
integración monetaria. Se ha propuesto la solución de acudir al sistema de 
“troika” modificado, un acuerdo informal por el que cuando el presidente 
no fuese de alguno de los países euro delegaría el papel ante el Banco 
Central Europeo al presidente anterior o posterior, más próximo en la 
rotación, que sí perteneciera a un país euro. González Ibán, y Ahdado 

Quintillán, cit, pág. 177.
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concretamente el Consejo de Gobierno, el que aprueba el informe 
anual1255. La presentación de la memoria anual es, por tanto, 
puramente informativa. De hecho, el ESEBC incluye en el mismo 
artículo 15 la presentación de esta memoria con la obligación del 
Banco Central de elaborar y publicar informes sobre las actividades 
del Sistema Europeo de Bancos Centrales con una periodicidad al 
menos trimestral, la publicación al menos semanal de un estado 
financiero consolidado del Sistema Europeo de Bancos Centrales y la 
gratuidad de esta información. Esta posición sistemática del citado 
instrumento de rendición de cuentas apoya el escaso grado de 
importancia que confiere la norma al informe anual del Banco, de 
carácter meramente formal.

Pero, además, en el debate sobre el informe del Banco Central 
Europeo, el Parlamento Europeo aparece con una desigualdad en su 
fuerza en comparación con el control que realizan otros legislativos. 
No sólo no aprueba propiamente el informe sino que, cabe insistir, 
no cuenta con la capacidad de modificar la ley que consagra el 
estatuto y comportamiento del Banco Central Europeo, posibilidad 
que, en general y salvando los impedimentos constitucionales 
concretos, sí tienen los parlamentos de los Estados1256. Esta 
incapacidad del Parlamento Europeo de cambiar la normativa 
reguladora del Banco Central Europeo —que, como se ha visto, es 
competencia de los Estados miembros a través del complejo

1255 Así lo especifica el artículo 16 del Reglamento interno del Banco Central 
Europeo: “La competencia para la aprobación del informe anual requerido 
por el apartado 3 del artículo 15 de los Estatutos corresponde al Consejo de 
Gobierno”.
12s6 Deane y  Pringle, Bancos Centrales, cit. pág. 363. Los Estados 

miembros del proceso de integración monetaria están, no obstante, 

limitados por las disposiciones comunitarias analizadas.
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procedimiento de reforma de los tratados— desvirtúa notablemente 
el control a través del previsto debate, y lo aleja todavía más de lo que 
debería ser una verdadera rendición de cuentas ante el órgano 
genuinamente democrático.

Y a pesar de la falta de un auténtico control, un sector de la 
doctrina12̂  ha querido limitar ampliamente el debate parlamentario 
del informe anual del Banco Central Europeo relacionándolo con la 
consagración de la autonomía del Banco Central Europeo del artículo 
108 TCE. Desde este punto de vista, el artículo 108 TCE no admitiría 
excepción, e incluiría al Parlamento que, como las demás 
instituciones, debe comprometerse a respetar el principio de 
autonomía y a no tratar de influir en los miembros de los órganos 
rectores del Banco Central Europeo ni de los bancos centrales 
nacionales en el ejercicio de sus funciones, por lo cual el control 
parlamentario expresado en el artículo 113.3 TCE excluiría la 
posibilidad de que el Parlamento adoptara resolución alguna sobre el 
informe que se presente. Dichas previsiones alcanzarían incluso al 
contenido y forma del propio debate.

En el sentido de lo ya expuesto, si bien es cierto que el 
Parlamento, como institución, es alcanzado por la consagración del 
principio de autonomía del artículo 108 TCE, también lo es que el 
debate parlamentario del artículo 113.3 TCE, previsto como uno de 
los escasos controles políticos del Banco Central Europeo, no puede 
limitarse a un mero intercambio de impresiones donde se impida 
incluir criterios de orientación que, a consideración del Parlamento 
Europeo, debería hacer efectivos el Banco Central Europeo. A través 
del debate parlamentario, el Parlamento no emite instrucciones ni

1257 Linde, Introducción a la Unión... cit., págs. 78 y 79.
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trata de influir particularmente en los miembros de los órganos 
rectores del Sistema Europeo de Bancos Centrales, sino que, si es su 
voluntad, abre un debate —tal y como lo considera, textualmente, el 
artículo 113.3 TCE— sobre el informe anual, en el que puede expresar 
las consideraciones del Parlamento respecto a cualquiera de sus 
términos y, por supuesto, realizar las recomendaciones que considere 
oportunas, sin que exista ningún tipo de obligación respecto a ellas 
por parte del Banco Central Europeo. En propiedad, pues, no existe 
contradicción entre los dos artículos, y el hecho de que el ya de por sí 
limitado control parlamentario que se produce con objeto de la 
presentación del informe anual quedara desvirtuado y sin contenido 
por la aplicación estricta de la consagración del principio de 
autonomía no podría calificarse de otra cosa que de fraude de ley.

b. Las características del control técnico y judicial

En cuanto al control judicial, éste corresponde —difícilmente 
podría ser de otro modo— al Tribunal de Justicia. El artículo 35 
ESEBC determina que “los actos o las omisiones del Banco Central 
Europeo estarán sujetos a la revisión y a la interpretación del 
Tribunal de Justicia, en los casos previstos en el Tratado y con 
arreglo a las condiciones establecidas en el mismo”. Con la excepción 
de los litigios entre el Banco, por una parte, y sus acreedores, 
deudores y terceros, por otra, que son resueltos por los tribunales 
nacionales competentes1288, la participación del Tribunal de Justicia 
en los casos de conflicto que alcancen al Banco Central Europeo son 
muy amplias. Es la institución que cuenta con la jurisdicción para 
fallar en virtud de las cláusulas compromisorias que contengan los

tas8 Artículo 35.2 ESEBC.
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contratos celebrados por el Banco Central Europeo o en su nombre, 
ya estén regulados por el derecho público o por el p r iv a d o 1259, y  la que 
se encarga de juzgar cualquier litigio entre el Banco Central Europeo 
y sus empleados1260, además de las ya mencionadas capacidades de 
realizar la separación de los miembros del Comité Ejecutivo y decidir 
cuándo un banco central nacional ha incumplido alguna de sus 
obligaciones.

El Tribunal de Justicia no realiza un poder de control político, 
puesto que no es su función, sino un control jurisdiccional. Tiene 
encargado el control de la legalidad en los actos adoptados por el 
Banco Central Europeo que no sean recomendaciones y 
dictámenes1261, ya que éstos carecen de fuerza vinculante. Es, 
asimismo, la institución competente para pronunciarse sobre los 
recursos interpuestos por el Banco Central Europeo en los ámbitos de 
sus competencias iniciados contra el mismo1262 y, con carácter 
prejudicial, para pronunciarse sobre la validez e interpretación de los 
actos adoptados por el Banco1263.

El control de las cuentas del Banco Central Europeo también 
adquiere especiales características con vistas a garantizar su 
autonomía. El Tribunal de Cuentas, institución creada con la 
principal misión de examinar las cuentas de la totalidad de los 
ingresos y gastos de la Comunidad y de cualquier organismo creado 
por ésta126*, sólo puede en el caso del Banco Central Europeo

1259 Artículo 35.4 ESEBC.
1260 Artículo 36.2 ESEBC.
1261 Artículo 230 TCE.
1262 Artículo 232 TCE in fine.
1263 Artículo 234 b) TCE.
1264 Artículo 248.1 TCE.
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examinar la eficacia operativa de su gestión1265. Las cuentas anuales 
del Banco no están, pues, a disposición de la fiscalización y/o 
aprobación del Tribunal de Cuentas, como ocurre con los entes 
públicos comunitarios. Son llevadas por el Comité Ejecutivo con 
arreglo a los principios establecidos por el Consejo de Gobierno, el 
mismo Consejo de Gobierno que las aprueba y ordena 
posteriormente su publicación1266, que tiene lugar a los meros efectos 
de información.

El único control sobre las cuentas del Banco Central Europeo y 
de los bancos centrales nacionales la realizan auditores externos que, 
según el artículo 27.1 ESEBC, deben ser independientes. Con la 
peculiaridad de que, si bien el nombramiento de los auditores lo 
realiza el Consejo, es el Consejo de Gobierno del Banco Central el que 
los recomienda126?. “Los auditores -señala el mencionado artículo- 
tendrán plenos poderes para examinar todos los libros y cuentas del

1265 Artículo 27.2 ESEBC.
1266 Artículo 26 ESEBC. Las cuentas anuales las prepara el Comité Ejecutivo 
durante el primer mes del ejercicio siguiente, y se remiten al auditor 
externo, que debe presentar su informe al Consejo de Gobierno antes de 
que éste, durante el primer trimestre del año, apruebe las cuentas anuales 
(artículos 16.3 y 16.4 Reglamento interno del Banco Central Europeo).
1267 La previsión se ejecutó en la Recomendación del Banco Central Europeo 
de 19 de junio de 1998, en relación con los auditores externos del Banco 
Central Europeo, donde se recomendó a Coopers & Lybrand, perteneciente 
a la sociedad internacional PricewaterhouseCoopere, —la Decisión del 
Consejo, de 20 de julio de 1998, por la que se designa los auditores 
externos del Banco Central Europeo, concretó esta designación a favor de 
la empresa recomendada— y la Recomendación del Banco Central Europeo 
de 12 de noviembre de 1998, sobre los auditores externos de los bancos 
centrales nacionales, donde en cuatro de los once casos se recomendó a la 
misma empresa.
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Banco Central Europeo y de los bancos centrales nacionales, así como 
para estar plenamente informados acerca de sus transacciones”.

Resulta claro que el nombramiento de los auditores siguiendo 
la única recomendación del Banco Central Europeo no es el mejor de 
los mecanismos de control externo. El Banco Central Europeo, es 
cierto, está en capacidad de conocer cuáles son las empresas 
auditoras que pueden realizar un buen trabajo en un sector tan 
particular como la auditoría de cuentas en banca central. Pero el 
hecho de que el Banco Central Europeo recomiende una única 
empresa ata las manos del Consejo, que sólo podría elegir un auditor 
diferente separándose de la recomendación del Banco, con el coste 
político que supondría, en particular, de cara a los mercados 
internacionales. Por el momento, el Consejo aprueba incluso los 
cambios de los responsables de la auditoría externa que propone el 
Banco Central Europeo, con el motivo de que “resulta conveniente 
seguir la recomendación del Consejo de Gobierno”1268.

c. La fragmentación del poder en la Unión Europea y el grado 
de autonomía del Banco Central Europeo

Como hemos defendido, por la composición de sus órganos de 
gobierno y, en particular, del Comité Ejecutivo, el Banco Central 
Europeo es el primer órgano propiamente federal dentro del 
imbricado sistema comunitario de poderes públicos. También, al 
respecto, la descentralización de sus funciones ejecutivas fortalecen

1268 Como ocurrió en la Decisión del Consejo, de 13 de marzo de 2000, por 
la que se modifica la Decisión 1999/70/CE relativa a los auditores externos 
de los bancos centrales nacionales.
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este carácter integrador. Como señala Parejo, el salto cualitativo 
importante que supone el Sistema Europeo de Bancos Centrales 
radica en que traduce doble fragmentación horizontal, en las 
instancias comunitaria y estatal, en una primera y novedosa 
fragmentación vertical, que atraviesa la división territorial en los 
niveles comunitario y nacional, para constituir un único sistema en 
cuyo seno el nivel comunitario asume una clara y decidida función 
directiva, al estar habilitado para cursar instrucciones al nivel 
nacional126?.

A todo lo dicho hay que sumar una realidad irrefutable, que 
agrava con mucho la falta de control sobre el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales en general y sobre el Banco Central Europeo en 
particular, y que incide definitivamente en la consideración del Banco 
Central Europeo como el banco central más autónomo del mundo, 
enmarcándolo en lo que se ha convenido llamar un banco central 
independiente: la fragmentación del poder político en la Unión 
Europea es un hecho que juega a favor de la autonomía máxima del 
Banco Central Europeo. Estamos, como hemos analizado, frente a un 
organismo dotado de un estatuto que lo eleva a una situación de 
quasiindependenda, que debe diseñar y aplicar políticas monetarias 
con un control mínimo e insuficiente por parte de las instituciones y 
los gobiernos democráticos que lo han creado, no sólo en lo que 
respecta a los mecanismos de control institucionales, sino aquellos 
indirectos que, en otros ámbitos, facilitan la coordinación

1269 Parejo  Alfonso, Luciano, “El Sistema Europeo de Bancos Centrales”, 
en Q uadra-Salcedo, Tomás de la, y  Estella de Noriega, Antonio , 

Problemas de legitimidad en la Europa de la Unión. Las respuestas del 
Tratado de Amsterdam. Universidad Carlos III de Madrid-Boletín Oficial 
del Estado, Madrid, 2000, pág. 157.
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—necesaria, podría afirmarse— entre las políticas económicas 
generales y la política monetaria12?0.

Si bien el artículo 98 TCE determina que los Estados 
miembros deben llevar a cabo sus políticas económicas con vistas a 
contribuir a la realización de los objetivos de la Comunidad 
—definidos en el artículo 2 TCE—, dentro de una economía de 
mercado abierta y de libre competencia, el mecanismo que crea el 
Tratado para aplicar esta obligación es el señalado en el artículo 99 
TCE. Los Estados miembros coordinan sus políticas en el seno del 
Consejo, responsable de elaborar el proyecto de orientaciones 
generales para las políticas económicas de los Estados miembros, 
informe que es debatido por el Consejo Europeo, que adopta las 
conclusiones sobre orientaciones generales de las políticas 
económicas de los Estados miembros y de la Comunidad. Con base en 
estas conclusiones, el Consejo establece las recomendaciones 
pertinentes. También corresponde al Consejo, basándose en los 
informes presentados por la Comisión, supervisar la evolución 
económica de cada uno de los Estados miembros.

1270 Un ejemplo de coordinación entre la política monetaria que ejecuta el 
Banco Central Europeo y  las políticas fiscales que son competencia de los 
Estados miembros se lleva a cabo a través de las reuniones del grupo 
informal del Euro-11. De acuerdo con las conclusiones de la Presidencia del 
Consejo de Luxemburgo, en diciembre de 1997, el Presidente del Banco 
Central Europeo ha de ser invitado a asistir a las reuniones del Euro-11. Se 
trata, afirman Bacaria y  AntuÑano, de conseguir la coordinación con el fin 
de lograr los equilibrios internos y  externos de la economía europea, así 
como de intercambiar información y criterios respecto de las decisiones 
sobre el tipo de cambio con las principales divisas extranjeras (Bacaria y  

AntuÑano, “El euro y  el futuro...” cit. págs. 556 y ss.).

6 2 6



Legitimidad democrática de los bancos centrales

Fuera del ámbito competencial comunitario, las posibilidades 
del Consejo son únicamente emitir recomendaciones. Incluso cuando 
se compruebe que un Estado miembro contradice las orientaciones 
generales o supone un riesgo para el correcto funcionamiento de la 
unión económica y monetaria, el Consejo —por mayoría cualificada y 
sobre la base de una recomendación de la Comisión— puede formular 
al Estado miembro en cuestión las recomendaciones necesarias y, su 
última medida de presión es hacer públicas esas recomendaciones12?1. 
Facultades a todas luces insuficiente para llevar adelante una 
verdadera coordinación de políticas económicas.

Las políticas económicas comunitarias, por las 
consideraciones realizadas, sigue basándose en recomendaciones, en 
las que insiste en la estabilidad de los precios y los tipos de cambio 
—en el ámbito correspondiente a la política fiscal—, la solidez de las 
finanzas públicas, la competitividad y el buen funcionamiento de los 
mercados de bienes y servicios y, con menor énfasis, el crecimiento 
sostenible y el empleo12?2. Como era de esperar, las recomendaciones 
comunitarias insisten en la consecución y el mantenimiento de los 
criterios de convergencia, determinados en su momento con miras en 
la moneda única. En el marco de estas recomendaciones, los Estados 
realizan declaraciones, como la del i de mayo de 199812?3, en las que, 
conscientes de que la responsabilidad de la consolidación

1271 Artículo 99.4 TCE.
1272 y . gr., Recomendación del Consejo, de 10 de julio de 1995, sobre las 
orientaciones generales de política económica de los Estados miembros y 
de la Comunidad; Recomendación del Consejo, de 8 de julio de 1996, sobre 
las orientaciones generales para las políticas económicas de los Estados 
miembros y de la Comunidad.
12?3 Declaración del Consejo Ecofin y de los Ministros reunidos en el seno de 
dicho Consejo hecha el 1 de mayo de 1998.
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presupuestaria pertenece a los propios Estados, se comprometen a 
seguir las decisiones del Consejo y a aumentar “los esfuerzos para 
mejorar la eficiencia de nuestras economías a fin de fortalecer un 
entorno favorable para el crecimiento, un alto índice de empleo y la 
cohesión social”.

En 1997, en Ámsterdam, el Pacto de estabilidad y  crecimiento 
insistía notablemente en que los Estados miembros debían 
comprometerse a respetar el objetivo presupuestario establecido en 
sus programas de convergencia, consistente en conseguir situaciones 
presupuestarias próximas al equilibrio o con superávit y a poner en 
marcha sin demora los ajustes presupuestarios correctores necesarios 
cuando reciban información que señale un riesgo de déficit excesivo, 
y conminaba al Consejo a que se comprometiese a aplicar 
rigurosamente los elementos del Pacto y a que impusiera en todo 
momento sanciones si un Estado miembro dejase de tomas las 
medidas necesarias para poner término a una situación de déficit 
excesivo12?*. Por el contrario, aprobada un día antes, la Resolución 
sobre el crecimiento y  el empleóos apenas realizaba vagas 
invitaciones a renovar el compromiso para la ejecución de las 
orientaciones comunitarias en la materia, pese a que la misma 
resolución reconocía la necesidad tanto de aumentar la eficacia como

1274 Resolución del Consejo, de 17 de junio de 1997, sobre el pacto de 
estabilidad y crecimiento. Este pacto, afirman Camarero y  Tamarit, 

responde a la generación de una clara asimetría, por el tratamiento de la 
política fiscal por parte del TUE (Camarero, Mariam y Tamarit, C ecilio  

R., “Las políticas macroeconómicas en la UEM”, en  Jordán  G alduf, Josep  

Ma (coord.), Economía de la Unión Europea. Civitas, Madrid, 1999, pág. 
547)-
1275 Resolución del Consejo, de 16 de junio de 1997, sobre el crecimiento y el 
empleo.
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de ampliar el contenido de la coordinación entre los Estados 
miembros.

Con vistas en la entrada en la tercera fase de la unión 
económica y monetaria, la Resolución de 13 de diciembre de i9971276 
señalaba que los Estados miembros del proceso de integración 
monetaria debían establecer vínculos más estrechos entre las 
economías de la zona euro; es lo que la citada Resolución 
denominaba coordinación reforzada de las políticas económicas, y 
que en concreto debía incluir la estrecha supervisión de la evolución 
macroeconómica de los Estados miembros para asegurar la 
convergencia sostenida, y de la evolución de los tipos de cambio del 
euro; la supervisión de las situaciones y políticas presupuestarias; la 
supervisión de las políticas estructurales de los Estados miembros en 
relación con los mercados de trabajo, de productos y de servicios, así 
como de las tendencias de los costes y de los precios; y el fomento de 
las reformas fiscales para incrementar la eficacia y de medidas para 
desalentar la competencia nociva en materia fiscal.

No obstante, la misma Resolución señalaba los límites a los 
que debe atenerse la cooperación reforzada: el principio de 
subsidiariedad del Tratado; el respeto de las prerrogativas de los 
gobiernos nacionales para determinar sus políticas estructurales y 
presupuestarias; la independencia del Sistema Europeo de Bancos 
Centrales; el papel del Consejo Ecofin como órgano central facultado 
para tomar decisiones en materia de coordinación económica; y el 
respeto a la tradiciones nacionales y las competencias y

1276 Resolución del Consejo, de 13 de diciembre de 1997, sobre la 
coordinación de políticas económicas en la tercera fase de la unión 
económica y monetaria y sobre los artículos 109 y 109 B del Tratado CE.
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responsabilidades de los interlocutores en el proceso de formación de 
salarios. Fácilmente puede constatarse que la coordinación reforzada 
no supone un avance sustancial en la consecución de un gobierno 
económico comunitario.

Uno de los tímidos cambios organizativos que tuvieron lugar 
con la entrada en funcionamiento de la tercera fase de la unión 
económica y monetaria ha sido la potenciación del Comité de política 
económica, que había sido creado en 1974 con el fin de ejercer las 
atribuciones que, hasta ese momento, realizaban el Comité de política 
coyuntural, el Comité de política presupuestaria y el Comité de 
política económica a medio plazo. Los estatutos del Comité de 
política monetaria, aprobados en 20001277, establecen que al Comité 
de política económica, sin peijuicio de las funciones de otros órganos 
—como el COREPER o el Comité Monetario— le corresponde 
contribuir a la preparación de los trabajos del Consejo en materia de 
coordinación de las políticas económicas de los Estados miembros y 
de la Comunidad, y asesorar al Consejo y a la Comisión, lo que tiene 
lugar presentando análisis económicos, dictámenes sobre 
metodologías y proyectos de recomendaciones sobre políticas, en 
particular relativas a políticas estructurales destinadas a mejorar el 
potencial de crecimiento y empleo de la Comunidad. La emisión de 
los dictámenes del Comité se produce por iniciativa propia, o a 
petición del Consejo, de la Comisión o del Comité Económico y 
Social.

El Comité está compuesto por cuatro integrantes de cada uno 
de los Estados miembros, la Comisión y el Banco Central Europeo.

l277 Decisión del Consejo, de 29 de septiembre de 2000, relativa a la 
composición y estatutos del Comité de política económica.
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Los estatutos requieren que los integrantes del Comité sean 
seleccionados entre altos funcionarios que posean una competencia 
destacada en el ámbito de la formulación de políticas económicas y 
estructurales.

Pero difícilmente puede haber una coordinación entre las 
políticas fiscales y las políticas monetarias cuando aquéllas no son 
producto de una planificación promovida por un mismo Ejecutivo. 
Como la doctrina ha remarcado en numerosas ocasiones, no existe un 
Gobierno de la zona euro, por lo que el Banco Central Europeo está 
instalado en lo que se ha llamado “desconexión política”12?8. Las 
políticas fiscales siguen siendo fundamentalmente un instrumento en 
manos de los Gobiernos n a c io n a le s12?^ y  las políticas monetarias 
están en manos de una institución independiente en la esfera 
comunitaria. El problema planteado ha sido denominado por 
B e ta n c o r  “la federalización horizontal en el seno de los Estados”, 
que rompe los principios y esquemas tradicionales de ordenación- 
organización del poder ejecutivo y, en general, del Estado. “El banco 
—afirma el autor— es independiente, pero no puede alcanzar su 
objetivo prescindiendo del diálogo con otros órganos con 
competencias sobre políticas con incidencia sobre dicho objetivo (...). 
La inserción del Banco Central Europeo en el sistema institucional de 
la Comunidad Europea es un magnífico ejemplo de como la 
independencia de un órgano de relevancia comunitaria plantea 
problemas de separación-integración de políticas e intereses 
contradictorios para alumbrar el equilibrio. Ni el Banco Central 
Europeo puede gestionar aisladamente la política monetaria ni los

12t® Linde de C astro, “El funcionamiento...” c i t  pág. 110.

1279 p aú l, “La coordinación...” cit. pág. 70.
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gobiernos pueden hacer lo propio con la política de tipos de cambios 
o la política fiscal”1280.

La fragmentación política del gobierno económico en el seno 
del proceso de integración europea consigue que el Banco Central 
Europeo, como banco central independiente, vea aumentada su 
autonomía en relación con otros bancos independientes, como el 
Banco de España en su configuración actual o el Bundesbank. En 
efecto, como González y A hijado  señalan1281, se ha querido 
comparar la situación del Banco de España tras la Ley de Autonomía 
de 1994 con la actual del Banco Central Europeo, cuando tal 
comparación no puede tener lugar desde el momento que los 
entornos políticos de ambas instituciones son claramente diferentes. 
“El Banco de España y cualquier banco central —afirman estos 
autores— desarrolla su actividad en un marco institucional general 
donde existe un Gobierno con competencias y con objetivos 
económicos; por el contrario, el marco institucional del Tratado de la 
Unión Europea, donde se sitúa la actuación del Banco Central 
Europeo, adolece de la falta de un Gobierno económico del euro”. En 
efecto; a pesar de que el legislador español de 1994 organizó un 
Banco de España enmarcado en la máxima expresión de la 
autonomía, el grado de autonomía del Banco Central Europeo es 
mayor si cabe por la inexistencia de un gobierno económico fuerte 
que cumpla las dos funciones que, en esta materia, de él se espera:

1280 betancor Rodríguez, Andrés, “La posición del Banco Central 
Europeo en el sistema institucional comunitario: independencia y equilibrio 
interinstitucional. El federalismo horizontal en el manejo de la moneda”. 
Revista de Estudios Políticos n° 90, octubre-diciembre 1995, págs. 294 y 
295.
1281 González Ibán, y Ahuado Quintillán, cit., pág. 161.
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que defina las políticas fiscales y que sirva de contrapeso en las 
políticas monetarias.

Esta cuestión late sin duda en el seno de la creación de un 
Banco Central Europeo con las características descritas. Los poderes 
públicos, tanto comunitarios como nacionales, se desentienden, de 
esta manera, de la preocupación acerca de cómo manejar un 
organismo técnicamente tan delicado y complicado como el banco 
central que gestiona —un reto histórico— la moneda única, contando 
con un poder político dividido y débil. La renuncia es doble, en este 
aspecto: los poderes públicos democráticamente elegidos no sólo 
desisten de dirigir ellos mismos la política monetaria de la 
Comunidad, sino que su renuncia alcanza al control sobre los 
instrumentos, los modos y los objetivos de esta política, cuando 
existen las instituciones que podrían hacerse responsables de esta 
función supervisora. Control, por otra parte, que como se ha dicho 
forma parte del concepto mismo de Estado constitucional. A lo que 
hay que añadir la imposibilidad del parlamento de cambiar su 
estatuto jurídico.

Teniendo en cuenta todo ello, no es de sorprender que hoy 
pocos duden de que el Banco Central Europeo es el banco central más 
autónomo del mundo1282, esto es, el mejor modelo de banco central 
independiente, y que esté en el primer lugar en las más relevantes 
mediciones de la autonomía banca central. Esto es, un organismo que 
mantiene una serie de responsabilidades de indiscutible importancia, 
pero cuyo acceso democrático es inviable, ni siquiera por medio del 
control democrático. Como antes de su creación afirmara la doctrina,

1282 Papadia y R uggiero, cit. pág. 69 y 84; G onzález Iban, “Los bancos...” 

c i t  pág. 49-
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“el Banco Central Europeo será el banco central más poderoso del 
mundo. Tendrá libertad para fijar tipos de interés en un país del 
tamaño en términos de población de los Estados Unidos, en realidad 
mayor que aquéllos, pero disfrutará de mayor independencia que el 
Fondo de la Reserva federal norteamericano, para establecer sus 
objetivos monetarios, e independencia para fijar los instrumentos 
para conseguirlos. Estatutariamente estará aislado de la influencia 
política, no tendrá obligación de publicar con rapidez las 
deliberaciones o justificaciones de sus acciones, no estará realmente 
sometido a accountability respecto al Parlamento ni respecto a los 
Gobiernos, no digamos directamente a los administrados 
(votantes)”1283.

l283 G onzález Ibán, y  A hijado Q u in tillán , cit., pág. 72.
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REGIDO POR EL PRINCIPIO DE LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA

Que la autonomía y la legitimidad democrática de los bancos 
centrales no son incompatibles es defendible, sin ninguna duda y 
según lo analizado anteriormente, respecto a cualquier banco central, 
y también respecto a un banco central europeo. Pero en el caso de 
que se considere conveniente dotar a la institución de un particular 
estatuto, las garantías a favor de la autonomía de la banca central 
deben, por imperativo del Estado constitucional, conjugarse con los 
mecanismos formales de control de cualquier organismo público que 
toda sociedad democrática exige. Ha quedado probado, en las 
páginas antecedentes, que tal y como se ha regulado el estatuto 
jurídico del Banco Central Europeo se ha creado el ejemplo más 
patente de un banco central independiente128*, desconectado de 
cualquier tipo de responsabilidad democrática. Aun cuando, como 
defienden varios autores, la visión dominante hoy en día fuera que la 
independencia política —y la liberación financiera, añaden

12g4 De Haan realiza un estudio comparativo que, basado en los indicadores 
de medición de la independencia de varios bancos centrales, así lo 
demuestra (De Haan, Jakob, “The European Central Bank: Independence, 
accountability and strategy: A review”. Public Choice n° 93, 1997, págs. 
395-426).
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algunos128̂ — son ingredientes clave para una política monetaria 
eficiente, ésta no puede tener lugar a costa de un precipitado desarme 
del mecanismo de legitimidad democrática en el Estado 
constitucional.

La gran deuda con el sistema institucional democrático del 
Banco Central Europeo no está en sus funciones ni en sus 
posibilidades, ni siquiera en el gran abanico de medios con que 
cuenta para desarrollar las funciones que se le han encomendado; la 
deuda democrática sigue situándose en la necesidad de un control 
político. Desde un principio, una parte de la doctrina se ha 
preocupado por la ausencia de controles efectivos del Banco Central 
Europeo cuando su nivel de responsabilidad es tan alto. Para D eane y  

P ringle, un control tan inadecuado de la responsabilidad del Banco 
Central Europeo puede ser motivo de preocupación en el futuro1286, y  

está empezando a serlo. Un Banco Central Europeo regido por el 
principio de legitimidad democrática debe poner énfasis en el control 
político de las materias de las que es responsable, a través de los 
mecanismos formales, en el que el Parlamento debería jugar un papel 
no meramente testimonial, sino efectivo.

Con todo, las instituciones comunitarias no sólo deberían 
jugar un rol en el control del Banco Central Europeo, sino en la 
definición de sus objetivos, más allá de la conformación del Banco 
como guardián del valor de la moneda. Un Banco Central Europeo 
regido por el principio de legitimidad democrática no puede situarse 
en una posición indiferente ante los objetivos generales del gobierno

1285 P ivetti, Massimo, “Maastricht and the political independence o f central 

banks: theoiy and facts”. Contributions to political econom y  n° 15, 1996, 

pág. 101.

1286 D eane y  P rin g le, Bancos centrales, cit. pág. 363.
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democráticamente elegido por los ciudadanos. En estos momentos, la 
descoordinación entre las políticas económicas fiscales y las políticas 
económicas monetarias es patente si bien, hay que remarcarlo, juega 
un papel relevante la dispersión de la competencia sobre política 
fiscal y la consecuente fragmentación del poder económico en la 
Comunidad. Como ya advertía M o ra ta , la política monetaria europea 
está en manos de un grupo de tecnócratas independientes, a no ser 
que se establezcan canales eficientes de coordinación entre el Ecofin, 
responsable de fijar las prioridades macroeconómicas de la Unión, el 
Parlamento Europeo y el Banco Central Europeo. Por otra parte, la 
política fiscal seguirá en manos de los Gobiernos de los Estados, lo 
que representa un factor de distorsión de la política monetaria128?. Y 
los mecanismos institucionales de coordinación entre ambos campos 
de acción son no ya escasos, e insuficientes, sino —podría afirmarse- 
imposibles, lo que directamente apunta hacia el problema de la 
aplicación de la misma política monetaria sin tener en cuenta la 
disparidad de situaciones económicas reales1288.

1287 M orata, cit pág. 334.
1288 En su análisis crítico sobre la construcción de la Europa económica, 
Montes afirma que “el Banco Central Europeo emitirá el euro y ejecutará la 
política monetaria con independencia tanto de las decisiones de un 
gobierno europeo, que no existe, como de los gobiernos de los países 
participantes. Su objetivo fundamental es la estabilidad de los precios en el 
conjunto de la unión monetaria, al margen de las muy dispares situaciones 
económicas entre lospaíses en la actualidad (...) y las que puedan generar en 
el futuro. El prblema de los impactos diferentes de la propia política 
monetaria o de acontecimientos externos (...) no ha sido contemplado en el 
modelo de la moneda única. De este conjunto de asimetrías entre el ámbito 
económico de un país y el de la Unión Europea acaba surgiendo una 
situación cualitativamente diferente es cada uno de ellos. Los gobiernos 
habrán perdido una gran parte de su soberanía para actuar sobre la
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La colocación en los extremos de algunas garantías, reguladas 
en estos momentos de forma absoluta, debería ser considerada en un 
banco central europeo con legitimidad democrática. Por ejemplo, la 
prohibición absoluta de crédito por el Banco Central Europeo a 
instituciones comunitarias y nacionales de los Estados miembros y la 
prohibición de compra directa de deuda pública por parte del Banco 
Central son, no cabe duda, limitaciones a la gestión de los gobiernos; 
es comprensible esta limitación en relación con los Gobiernos 
nacionales, por cuanto abrir estas posibilidades del Banco podría 
servir de detonante de gestiones poco meditadas de gobiernos 
irresponsables, especialmente en momentos políticos tensos o 
cercanos a acontecimientos electorales, donde la necesidad de 
liquidez es perentoria. Pero cabe preguntarse si es conveniente 
limitar esta posibilidad a las instituciones comunitarias, en especial 
con la intervención del Parlamento. El Parlamento, representante 
directo de los ciudadanos de la Unión, podría autorizar al Ejecutivo 
comunitario la petición de liquidez en aquellos casos extraordinarios 
en que ésta fuera necesaria, a juicio del Ejecutivo y de la Cámara. No 
atentaría contra la autonomía del Banco Central, y podría 
considerarse en aquellos casos de absoluta necesidad que requerirían 
dos condiciones: la motivación del asunto en alguno de los casos que 
pudieran establecerse en la ley, y la petición del Ejecutivo con la 
autorización del Parlamento. Esto es, un uso responsable de la 
posibilidad de financiación en asuntos concretos al poder político

economía: no emiten la moneda, no pueden recurrir a la financiación 

monetaria de los déficit presupuestarios, no tienen autonomía para las 

políticas monetaria y  fiscal (...), se ha desmantelado gran parte del sector 

público productivo”. (M ontes, Pedro, “Sobre alternativas económicas de la 

construcción europea”. Á gora-R evista  de Ciencias Sociales n° 2, 1999, 

págs. 125 y  126).
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comunitario. Garantías que podrían servir de similar manera para 
levantar la prohibición de que el Banco Central Europeo pueda 
comprar directamente deuda pública comunitaria, cuando las 
condiciones indiquen la conveniencia de esta adquisición.

Éstas y otras cuestiones nos conducen a otra pregunta sin 
respuesta clara, ¿para quién gobierna el Banco Central Europeo? 
Teniendo en cuenta que la moneda única rige en países con 
condiciones estructurales diferentes, diferentes necesidades, 
diferentes prioridades y diferentes políticas fiscales, ¿a quién 
benefician las políticas monetarias que son responsabilidad del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales? ¿Con base en qué 
informaciones y respecto a qué prioridades toman sus decisiones los 
órganos de gobierno del Banco Central?

La Resolución del Consejo de 13 de diciembre de 19971289, 
sobre los artículos 112 y 113 TCE, señala que el desarrollo armonioso 
de la Comunidad en la tercera fase de la unión económica y 
monetaria hace necesario el establecimiento de un diálogo 
permanente y productivo entre el Consejo y el Banco Central Europeo 
en el que participe la Comisión. Realmente, lo que ese desarrollo 
armonioso requería era de una coordinación entre la política 
económica y la política monetaria, imposible en estos momentos no 
sólo por las salvaguardas institucionales de la autonomía del Banco 
Central Europeo y del Sistema Europeo de Bancos Centrales, sino 
porque no existe un interlocutor único válido competente para el 
desarrollo de las políticas económicas en la Unión Europea. Por lo

1289 Resolución del Consejo, de 13 de diciembre de 1997, sobre la 
coordinación de políticas económicas en la tercera fase de la unión 
económica y monetaria y sobre los artículos 109 y 109 B del Tratado CE.
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tanto, no puede darse una coordinación entre la política monetaria y 
la política fiscal. Pese a que el Informe Delors se refería a este 
término —coordinación—, la palabra desapareció en el Tratado e 
incluso en la Resolución de 13 de diciembre de 1997 se habla 
exclusivamente de diálogo entre el Consejo y el Banco Central 
Europeo.

La trayectoria desigual entre la competencia en política fiscal y 
en política económica parece basarse en la esperanza de que los 
beneficios de una unión económica puedan provenir exclusivamente 
de la puesta en funcionamiento de la moneda única. Es lo que se 
destila de los términos del Consejo Ecofin, cuando declara que “el 
paso a la moneda única refuerza todavía más las condiciones para la 
consecución de un crecimiento fuerte, sostenido y no inflacionario 
que permita la creación de más puestos de trabajo, así como el 
aumento del nivel de vida”129°. Con independencia de cuáles sean las 
conclusiones —y su grado de acierto— a que al respecto lleguen los 
economistas, debe concluirse que el cumplimiento de los objetivos 
comunitarios contaba con mayores fundamentos con el avance 
integrador de ambos aspectos de la política económica, y no 
exclusivamente de uno de ellos. Entre los objetivos del artículo 2 
TCE, esto es absolutamente predicable, al menos, de la promoción 
del desarrollo armónico equilibrado y sostenible de las actividades 
económicas, de la elevación del nivel y de la calidad de vida, de la 
cohesión económica y social y de la solidaridad entre los Estados 
miembros.

1290 Declaración del Consejo Ecofin y de los Ministros reunidos en el seno de 
dicho Consejo hecha el 1 de mayo de 1998.
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Muy probablemente la aparición en Europa de una política 
monetaria común obligue en un indeterminado plazo de tiempo a la 
efectiva coordinación de las políticas fiscales, incluso a su 
formulación planificada para todos los países del proceso de 
integración. Pero cabe preguntarse cuánto tiempo transcurrirá, a 
costa de qué se tomará conciencia de la necesidad y si no valdría la 
pena adelantarse a los acontecimientos y replantearse el sistema 
institucional de la formulación de las políticas económicas 
comunitarias por la vía del Derecho antes de que tenga lugar tal 
modificación por la vía del hecho12?1. La coordinación de las políticas 
fiscales necesitará de una mayor integración política en Europa, lo 
que cabría preguntarse si los gobernantes europeos están dispuestos 
a hacer. Téngase en cuenta que, como han afirmado A l e sin a  y 
W a czia rg , el incremento de la integración económica europea ha 
reducido la necesidad de integración política12?2, pero el fenómeno 
sólo puede ser temporal. Si Europa está abocada a convertirse en un 
sistema federal, como parece desprenderse de las perspectivas de la 
unión monetaria, debería llegar a ese punto de integración con el 
suficiente análisis y reflexión.

Como puede observarse, la legitimidad democrática del Banco 
Central Europeo constituye por sí sólo una cuestión de envergadura

1291 Con todo, hay autores que consideran que los mecanismos establecidos 
en la regulación jurídica correspondiente son suficientes para que no se 
produzca un distanciamiento del Banco Central Europeo de los problemas 
económicos generales del área. Cfr. ROJO DUQUE, L uis ÁNGEL, “El Banco 
Central Europeo y la política monetaria común”. Revista de Occidente n° 
200, enero 1998, págs. 25-42.
1292 A lesina, A lb erto  y W acziarg, Romain, I s  Europe going too far?. 
Camegie-Rochester Conference Series on Public Policy, North-Holland, 
1999, pág. 1.
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propia, diferenciada del análisis sobre la legitimidad democrática de 
la Unión Europea, lo que se ha dado en llamar déficit democrático de 
las instituciones comunitarias12̂ . El Banco Central Europeo no 
hereda, de alguna forma, la problemática sobre la democracia o el 
constitucionalismo en el proceso de construcción europea sino que, 
sin renunciar a este problema que in toto envuelve el proceso de 
integración desde sus fundamentos, constituye, por denominarlo de 
alguna manera, capítulo aparte. Un banco central independiente de 
las características del Banco Central Europeo no es el que exigen los 
principios del Estado constitucional, y la profundización en la 
democracia en Europa deberá pasar, si tiene lugar, por la revisión de 
su estatuto jurídico y por el cumplimiento de las exigencias del 
principio democrático.

1293 Al respecto, cfr., en general, Viciano Pastor, Roberto, “El futuro de la 
Unión Europea: ¿déficit democrático o déficit constitucional?”, en AA.W, 
Los retos de la Unión Europea ante el siglo XXI. Universidad Nacional de 
Educación a Distancia, Madrid, 1997.
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Derecho constitucional y  bancos centrales

I. El interés que para el Derecho constitucional pueda 
contar los bancos centrales sólo ha encontrado su razón de ser 
cuando en éstos han confluido dos características que, por otra parte, 
en estos momentos constituyen en no pocos casos los fundamentos 
de su actual configuración en derecho comparado: en primer lugar, la 
asunción por parte de los bancos centrales, por expreso mandato del 
legislador y, en algunos casos -los menos-, del constituyente, no sólo 
de la ejecución de la política monetaria, función que desde bien 
temprano le es propia por su carácter de banca central, sino de su 
diseño. La política monetaria se concibe como un ámbito específico 
de la política económica general, que tradicionalmente ha 
correspondido al Ejecutivo por cuanto su aplicación forma parte 
intrínseca de la función de gobierno. En segundo lugar, la 
incorporación en el estatuto jurídico de los bancos centrales de 
diversos mecanismos ordenados con la finalidad de garantizar un alto 
grado de autonomía —generalmente conocido por el término 
independencia, aunque el término no se aplica siempre con 
propiedad— respecto de los poderes públicos, en particular del 
Ejecutivo.
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La reciente configuración descrita de los bancos centrales, con 
la responsabilidad exclusiva sobre todos los ámbitos de la política 
monetaria y el alto grado de autonomía del que les dota el Derecho, 
responde a las soluciones que desde la ciencia económica se 
ofrecieron, tras un importante cambio de paradigma que dejaba atrás 
otros planteamientos macroeconómicos para defender que el 
crecimiento económico podía conseguirse indirectamente a través del 
mantenimiento de la estabilidad de los precios. Por lo tanto, el 
Estado debía reformarse en la medida necesaria para garantizar que 
los órganos responsables de la política monetaria tuvieran como 
principal —y en algunos casos exclusiva— meta el control de la 
inflación.

Difícilmente podía, de acuerdo con esta visión, permanecer la 
política monetaria en sede del Gobierno. Las tesis económicas que 
defienden la independencia de los bancos centrales no discuten que 
el Ejecutivo, en el proceso de toma de decisiones políticas, varía su 
comportamiento por diversas causas, como las expectativas que le 
pueden ofrecer momentáneamente las cifras macroeconómicas, o las 
condiciones particulares del momento político —presión de los 
agentes sociales, descenso de su popularidad de cara a unas 
elecciones...—, lo que produce cambios de estrategia a corto plazo y 
diferencias en el comportamiento esperado, fenómeno que en la 
ciencia económica es conocido como inconsistencia temporal. Los 
operadores privados aprenden rápidamente de esta actuación, y 
mengua por lo tanto la credibilidad del Gobierno como diseñador de 
la política monetaria. Lo que, según estos modelos, incide 
principalmente en la aparición de la poco deseada inestabilidad 
monetaria, es la desconfianza hacia la capacidad de autoobligarse que 
pueda asumir un Ejecutivo, expuesto día a día a los inconvenientes
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que le alejan de la visión a largo plazo de los resultados de la política 
monetaria, y la presunción de los operadores privados de esta 
limitación del Gobierno, lo que provoca un comportamiento
inflacionario.

Puesto que nada ataca en mayor medida la inflación como la 
convicción de los operadores privados de que ésta no se producirá, la 
fórmula ideada por algunas teorías económicas, de enorme éxito en 
las últimas décadas, es la organización de un banco central con plena 
capacidad de decisión sobre la política monetaria, pero alejado de las 
circunstancias accidentales que puedan desviar su fin primordial: el 
control de la inflación. De aquí proviene la segunda de las
condiciones por la que los bancos centrales pueden interesar al 
Derecho constitucional, esto es, que el oportuno estatuto legal 
resguarde al banco central de la posibilidad de ser ordenado o 
directamente influido desde el exterior en su función de diseño —y, 
en menor medida, aplicación— de la política monetaria. Bajo el
refugio de su independencia, por la cual ningún poder público
—mucho menos el Gobierno— puede inmiscuirse en su labor, los 
técnicos del banco central encontrarían las condiciones necesarias 
para determinar cuáles son las políticas monetarias más adecuadas 
en su batalla contra la inflación.

Desde finales de la década de los setenta varios Estados 
asumieron y promovieron el modelo de banca central independiente. 
Para ello realizaron importantes reformas legislativas, aunque no 
muchas de ellas afectaron al texto constitucional. En la mayoría de 
los casos se buscó el anclaje de los bancos centrales en normas 
económicas generales previstas en la Constitución, y sólo en algunas 
Constituciones, la mayor parte de ellas de nuevo cuño —revisiones 
importantes de la Norma Constitucional anterior o verdaderos
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puntos y aparte en el sistema constitucional de algunos países—, se 
trató con detenimiento la organización autónoma de esta institución, 
responsable de la política monetaria en detrimento del Ejecutivo. La 
razón es clara: si se parte de que el diseño y la ejecución de la política 
monetaria es un aspecto del poder público, es necesario encontrar el 
anclaje constitucional que confiera legitimidad democrática al nuevo 
órgano autónomo responsable de la política monetaria.

II. En la aparición de la banca central autónoma con 
responsabilidad plena sobre la política monetaria radica, se decía, el 
interés del Derecho constitucional en los bancos centrales. Es patente 
que el banco central autónomo y responsable del diseño y ejecución 
de la política monetaria modifica el sistema de poderes por la 
interacción de estas dos características: detenta la potestad sobre una 
política relevante y necesaria en el Estado contemporáneo, y no 
ejerce esta función sujeto a las órdenes de un poder público dotado 
de legitimidad democrática, en general el Ejecutivo, a cuyas 
instrucciones han estado tradicionalmente sometidos los bancos 
centrales como parte, de alto componente técnico pero no por ello 
sustancialmente diferente, de la Administración pública. Por esta 
razón, la aparición de una administración independiente —con todas 
las consecuencias en el uso del término que se han analizado— de 
este tipo, con altas responsabilidades políticas y un particular 
estatuto autónomo, no sólo no puede pasar desapercibida para el 
Derecho constitucional, que estudia el conjunto de normas jurídicas 
que regula la organización fundamental del Estado, sino que es 
necesario que se incluya en su ámbito de análisis.

No obstante, esta labor de estudio de la situación de la banca 
central en el entramado del poder público en el Estado constitucional
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no ha sido hasta estos momentos desarrollada en toda su necesidad 
por la doctrina constitucional. Los análisis económicos son, como no 
podría ser de otra manera, los más extensos en la explicación de la 
necesidad de un órgano autónomo encargado de la política 
monetaria; pero en la ciencia jurídica, si bien el análisis desde el 
prisma administrativista de los bancos centrales responsables y 
autónomos es relativamente amplio —al menos más extenso que el 
propio de nuestro ámbito de conocimiento—, los constitucionalistas 
han descuidado, por varias razones y en especial en nuestro país, a la 
banca central y su configuración entre el poder público como objeto 
de estudio.

Pero es una tarea imperiosa reivindicar la inclusión de la 
banca central responsable y autónoma en el ámbito del Derecho 
constitucional. En particular, el Derecho constitucional debe 
dilucidar acerca de la posibilidad —más allá de la conveniencia— de 
este modelo de banco central en el Estado constitucional, puesto que, 
casi con exclusividad, el Derecho constitucional es el ámbito de 
conocimiento desde el que se puede vislumbrar por encima de la 
razón de ser de la banca central responsable y autónoma y su papel 
económico en el Estado de hoy, y analizar si ese modelo de banco 
central cumple con las exigencias del Estado constitucional, esto es, si 
tiene cabida, y en qué condiciones, en el Estado social y democrático 
de Derecho propio de nuestros sistemas de organización política. 
Como detentadores de poder público, los bancos centrales necesitan 
estar democráticamente legitimados. Sólo desde el Derecho puede, 
en un principio, intentarse ese peculiar equilibrio entre la legitimidad 
democrática que requiere cualquier poder público en el Estado 
constitucional y la necesidad de autonomía que se predica desde la 
ciencia económica.
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Principio democrático, Administración Pública, y
administraciones independientes en el Estado constitucional

III. En nuestro país, el banco central dotado de autonomía 
ha sido observado doctrinalmente como una institución de la 
Administración Pública con particulares garantías, que 
principalmente afectan a la posibilidad de que esta institución pueda 
verse impelida a obedecer instrucciones de cualquier otro órgano, 
público o privado. Por tal razón se ha incluido al banco central entre 
las llamadas administraciones independientes, donde se prevé en 
mayor o menor medida este tipo de garantías que aumentan su 
autonomía, en especial del Gobierno. El análisis de la configuración 
de los bancos centrales responsables y autónomos nos conduce 
imperativamente a la cuestión previa sobre la posibilidad de legítima 
existencia de administraciones autónomas —más conocidas en la 
doctrina como administraciones independientes— en el Estado 
constitucional lo que, a su vez, obliga, más allá de los primeros 
apartados de este trabajo destinados a introducir la relación entre 
Estado constitucional, principio democrático y Constitución 
normativa, a tener en cuenta las particularidades de la aplicación del 
principio democrático a la Administración Pública.

El principio democrático arraiga en la propia razón de ser de la 
democracia constitucional, que ofrece respuesta a la necesidad de 
concebir jurídicamente a la propia soberanía; a través de la 
Constitución, el soberano se autolimita, provocando la conjunción, 
necesaria en la democracia constitucional, entre Estado de Derecho y 
Estado democrático. A través de la configuración de los poderes 
públicos, el soberano diseña la que quiere sea la organización del 
gobierno de la sociedad, que debe responder a los criterios de
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estructura y desarrollo que se desprenden del principio democrático 
que es, a la postre, el que confiere legitimidad a la autolimitación del 
soberano. Puesto que es la soberanía la que da origen a la 
organización del poder público, la vigencia del principio democrático 
establece que preceptivamente se mantenga la relación entre 
soberanía y organización del gobierno de la sociedad, por medio de 
las estructuras con que para este fin la sociedad se dote a través de su 
Constitución.

En efecto, con independencia del valor jurídico que en general 
corresponde a los principios generales del Derecho, cuya principal 
función es servir en el proceso de realización e interpretación de la 
Constitución, el principio democrático cuenta con la mayor de las 
responsabilidades, lo que al mismo tiempo le obliga a conformarse 
como el más general de los principios constitucionales: legitimar la 
organización y ejercicio del poder público. A partir del principio 
democrático, reconocido en las Normas Fundamentales bien entrado 
el siglo XX, se consolida la concepción jurídica de la democracia y se 
establece legalmente la necesidad —y ya no la contingencia de 
determinada configuración del poder público— de que el poder del 
Estado sea articulado de tal forma que su organización y su ejercicio 
deriven de la voluntad del pueblo. La adscripción, 
institucionalizadón y funcionamiento de los óiganos detentadores 
del poder público no deben estar exclusivamente sometidos al 
principio de legalidad, sino que deben tener lugar supeditados a los 
requisitos que se desprenden del principio democrático.

Requisitos éstos que han de ser examinados bajo el prisma de 
la función transformadora —propia de la legitimadora— del 
principio democrático. La vigencia de este principio obliga al 
mantenimiento de una relación dialéctica entre soberanía y gobierno,
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en el más amplio sentido del término, donde más allá de la 
contingencia sobresalga la permanencia de los vínculos entre el 
origen y el desarrollo del poder del Estado. Cualquier demostración 
del poder público debe, por lo tanto, formarse de acuerdo con esta 
relación continua entre soberanía y gobierno que se desprende de la 
ya incuestionable validez del principio democrático, y que se concreta 
principalmente en dos condiciones: el poder público propio de un 
Estado constitucional es aquel que cuenta con un origen democrático 
y que, en su desarrollo, mantiene permanentemente la conexión con 
la fuente legitimadora, lo que se realiza a través de la 
institucionalización de un control democrático, conformado como 
examen continuo del desarrollo del poder público. La legitimidad 
democrática conlleva, por lo tanto, dos formas de actuación que, con 
su interacción, proclaman la vigencia del principio democrático en el 
Estado constitucional: el origen y el control legítimos, esto es, 
democráticos. La alteración de cualquiera de los dos términos en la 
configuración de cualquier instancia detentadora de poder público 
supondría por si misma el cuestionamiento de la legitimidad 
democrática del órgano en cuestión.

IV. En la democracia constitucional, la sumisión de la 
Administración Pública a la ley no es suficiente, por todo lo 
analizado, para que el principio democrático realice su función 
legitimadora. Desechada la idea de que la democratización de la 
Administración Pública conlleve la incorporación de la 
representación y el pluralismo en su organización y funcionamiento, 
que por otra parte no sería compatible con el carácter instrumental 
de sus funciones, se llega a la conclusión de que la aplicación del 
principio democrático a la Administración Pública se desarrolla a 
través de la legitimidad que le confiere el origen y el control
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democráticos, y que le vinculan en este sentido a los poderes 
directamente legitimados por el pueblo. Por cuanto la 
Administración Pública no cuenta per se de legitimidad directa, cabe 
inferir que ninguno de sus ámbitos pueden estar exentos del origen y 
control democráticos a través de los órganos públicos que sí están 
dotados directamente de legitimidad democrática y, por lo tanto, 
cabe negar la existencia de administraciones independientes, en el 
propio sentido del término, en el Estado constitucional.

En consecuencia, la Administración Pública debe estar sujeta 
plenamente a los poderes directamente legitimados en el sistema 
democrático y, en particular, al Ejecutivo, que necesita de aquélla 
para la realización de las funciones que constitucionalmente se le 
determinan. Pero, como se ha analizado, no es suficiente con 
garantizar el origen democrático de la Administración Pública —esto 
es, la dependencia de la organización administrativa de un órgano 
dotado de legitimidad democrática propia—, sino que es necesario 
establecer los mecanismos necesarios de control democrático de la 
Administración Pública.

Dicho control democrático de la Administración Pública no 
puede limitarse a una mera supervisión sobre la legalidad de la 
actuación o a un control judicial posterior, sino que debe 
conformarse como un verdadero y decidido control político que aleje 
a la organización administrativa de tomar decisiones independientes 
en lo que podría acomodarse como un cuarto poder. El control 
democrático de la Administración Pública, necesario en el Estado 
constitucional, puede concretarse a través de diversas vías de acuerdo 
con el entramado constitucional de competencias, pero 
habitualmente reside en el Ejecutivo que, por otra parte, es el órgano 
que suele responder ante el Parlamento del desarrollo de las
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funciones de la Administración Pública y, además, recae sobre él el 
mayor peso en el anclaje democrático de la oiganización 
administrativa.

Si bien es forzoso, por todo lo dicho, negar la posibilidad de 
que en un Estado constitucional sea compatible la presencia de 
administraciones propiamente independientes y la vigencia del 
principio democrático, por cuanto éste requiere para su realización 
tanto de un origen como de un control democráticos, cabría admitir 
la existencia de algunos ámbitos de la Administración Pública que, 
por razones que la estimara suficientes e indicara a través de los 
medios con que cuenta para ello, se dotaran de un particular estatuto 
que configurara este tipo de organizaciones con mayo o menor 
autonomía. Son, como se ha manifestado, las conocidas como 
administraciones independientes, si bien el calificativo, aunque 
mayoritariamente usado en la doctrina, debe ser tratado con cautela, 
por cuanto puede llevar a la confusión.

En efecto, hay ocasiones —y numerosos ejemplos en derecho 
comparado— en que un Estado democrático siente la necesidad de 
dotar de autonomía a cierto ámbito de la Administración Pública, lo 
que se traduce en la creación de centros de decisión política, de por si 
inalcanzable por la organización administrativa común. Las razones 
del alejamiento de los poderes públicos de estos ámbitos de decisión 
pueden ser varias, pero generalmente se sustentan en la búsqueda de 
cierta neutralidad respecto a aquéllos para conseguir que cumplan 
con éxito las actividades que se les encomienda y que se aumente el 
grado de efectividad de las políticas que desprenden dichas 
administraciones independientes.
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La particularidad de la autonomía, que hace diferentes a estos 
organismos, obliga además de a garantizar la necesaria cobertura 
legal, a que exista un objetivo especial que deban conseguir 
—diferente, en general, de la función instrumental que protagoniza la 
labor de la Administración Pública—, y que el estatuto de autonomía 
de que se las dota sea necesario para la correcta realización de sus 
funciones. Pero, más allá de esta condición que únicamente justifica 
su existencia, la creación de administraciones independientes en el 
Estado constitucional no puede obviar su legitimidad democrática, 
esto es, su origen y control democráticos. Si, como se mantiene, el 
Estado constitucional es incompatible con la existencia de cualquier 
organización independiente, esta condición alcanza a las 
administraciones independientes, cuyo particular estatuto autónomo 
no puede menoscabar la aplicación del principio democrático en la 
distribución del poder público: su objetivo debe conformarse como 
un objeto con protección constitucional, sus responsables deben ser 
elegidos por órganos legitimados democráticamente, y su regulación 
debe prever los mecanismos de control democrático —esto es, más 
allá del mero control técnico-judicial— necesarios en el Estado 
constitucional.

Principio democrático, Administración Pública
y  administraciones independientes en España

V. El esquema de validez del principio democrático y los 
efectos de su aplicación en la Administración Pública en los términos 
en que ha sido analizado respecto al Estado constitucional puede 
aprovecharse, en todos sus extremos, cuando se analiza el caso 
español. No podía ser de otra manera en una Constitución que, como 
la española de 1978, por una parte recoge el principio de legitimidad
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democrática a través de la asignación de la soberanía nacional al 
pueblo español en el artículo 1.2 CE, fundamento primero de la 
radicación social del poder, que se prolonga a través de la elección 
democrática de los representantes del pueblo en el Parlamento 
—artículo 66.1 CE—, y del hecho de que la justicia emane del pueblo 
—artículo 117.1 CE—; por otra parte, realiza un reconocimiento 
expreso del Estado social y democrático de Derecho ^artículo 1.1 
CE—, desarrollado a través de los diferentes preceptos 
constitucionales.

La expresa afirmación de la validez de los principios 
incorporados en la Constitución de 1978 conducen, una vez realizada 
su identificación, al reconocimiento de un valor jurídico a estos 
principios, que principalmente se concreta en su función de 
integración e interpretación del ordenamiento jurídico. En particular, 
la vigencia del principio democrático en la Constitución de 1978 no 
sólo se debe a las previsiones citadas del artículo primero del texto 
constitucional, determinación formal que podría haber sido negada 
con un desarrollo contrario en el resto de la Constitución, sino que se 
desprende de la distribución del poder de acuerdo con este principio, 
dotando a los diferentes óiganos del poder público de la necesaria 
legitimidad democrática. De hecho, la vigencia del principio 
democrático en una Constitución que, como la de 1978, podría haber 
profundizado en mayor medida en lo que debería ser una democracia 
avanzada, es lo que garantiza el reconocimiento de nuestro país como 
un Estado constitucional. La relación entre soberanía y gobierno está, 
por lo tanto, plenamente vigente en la Constitución de 1978, lo que 
afecta a toda institución de gobierno.
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VI. Por otra parte, siguiendo los modelos de las 
democracias constitucionales, la Constitución de 1978 configura una 
Administración Pública de carácter instrumental, sin unos criterios 
propios de legitimidad democrática. Los principios que determinan la 
organización y funciones administrativas, principalmente revelados 
en el artículo 103 CE, no dejan lugar a dudas del carácter 
instrumental de la Administración Pública española, al servicio de los 
poderes públicos directamente legitimados para determinar las 
oportunas políticas dentro del marco constitucional. Por otra parte, 
es el Ejecutivo —con las particularidades analizadas— el órgano 
constitucional al que, de acuerdo con el esquema competencial 
establecido en la Norma Fundamental, le corresponde la función de 
gobierno y, por lo tanto, la dirección de la Administración Pública, 
citada de forma expresa en el artículo 97 CE.

La naturaleza instrumental de la Administración Pública 
establecida en la Constitución de 1978 conlleva que sea el director de 
la organización administrativa, el Ejecutivo, el que en general 
desarrolle la función de control de la Administración Pública. Con 
independencia de que por diferentes causas puedan establecerse 
legalmente otros mecanismos de control, es el Gobierno el órgano 
que, también en términos generales, de acuerdo con el artículo 66.2 
CE responde del funcionamiento de la Administración Pública ante 
las Cortes Generales. Con ello, el Ejecutivo no sólo dirige y controla la 
organización administrativa, sino que hace valer la aplicación del 
principio democrático a la Administración Pública, esto es, le 
confiere la necesaria legitimidad democrática. Por lo tanto, también 
en la Constitución de 1978 se da la relación correspondiente entre 
Gobierno y Administración Pública: el Gobierno, al ejercer sus 
funciones directoras y utilizar sus medios de control democrático 
sobre la Administración Pública, inserta a la organización
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administrativa en el entramado democrático en que toma forma el 
poder público.

VIL Siguiendo el mismo razonamiento, tampoco en la 
Constitución de 1978 cabe la existencia de cualquier órgano 
propiamente independiente, puesto que atentaría contra la 
atribución de la soberanía al pueblo y el principio democrático 
establecidos en el texto constitucional. En relación con ello, la 
doctrina ha discutido abiertamente acerca de la posibilidad 
constitucional de las administraciones dotadas de un particular 
estatuto autónomo, esto es, la legalidad de las administraciones 
independientes en España, donde de hecho existen varios ejemplos 
de regulación jurídica de este tipo de organizaciones. En general, la 
controversia doctrinal ha girado en tomo a la relación entre Gobierno 
y Administración Pública, la incidencia de la separación de poderes y 
si está presente una exclusividad sin excepciones de ningún tipo en la 
función directiva sobre la organización administrativa que ejerce el 
Ejecutivo por mandato constitucional.

La conclusión a la que se ha llegado en el presente trabajo cabe 
sintetizarla en que las administraciones independientes pueden tener 
cabida en nuestro ordenamiento jurídico siempre que tengan carácter 
excepcional —esto es, que respondan a un mandato constitucional y 
que la dotación del particular estatuto autónomo sea considerado 
necesario para la correcta ejecución de sus funciones—y, en especial, 
cumplan con las exigencias que se desprenden de la aplicación del 
principio democrático vigente en nuestra Constitución: las 
administraciones independientes deben contar con un origen 
democrático, a través del nombramiento de sus responsables por 
parte de órganos dotados de legitimidad democrática, y el
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ordenamiento debe regular los mecanismos de control democrático 
necesarios en el Estado constitucional. Cualquier administración 
independiente que fuera creada sin tener en cuenta estos extremos, 
sería impropia de un Estado constitucional y, por lo tanto, cabría 
cuestionarse seriamente su posibilidad en el marco de la Constitución 
de 1978.

Los bancos centrales en el Estado constitucional:
posibilidades y  modelos

VIII Como se ha adelantado, los bancos centrales 
únicamente pueden considerarse instituciones relevantes para el 
Derecho constitucional cuando se les responsabiliza del diseño de la 
política monetaria y cuando se les dota de elementos de autonomía 
con la finalidad de que su funcionamiento se adapte a ciertas 
condiciones que, de por si, divergen en el caso de otros poderes 
públicos.

La política monetaria, que apunta a la cantidad y valor del 
dinero en determinado ámbito económico, ha sido considerada 
tradicionalmente como una función de gobierno y, por ello, su 
responsabilidad se ha establecido durante siglos en la órbita 
competencial del Ejecutivo. Hasta tal punto ha sido tácitamente 
admitida la ordenación de la moneda en manos del Ejecutivo que 
sólo recientemente ciertas Constituciones han aludido a la política 
monetaria con la finalidad de contemplar en su articulado, con 
desigual nivel de detalle, a los bancos centrales autónomos y 
responsables de aquélla. Si hasta fechas cercanas la política 
monetaria estaba en manos del Gobierno, bien directamente, bien 
ejecutada a través de bancos centrales dependientes de aquél, la

657



Rubén Martínez Palman

creación -por ley o en la Constitución- de la banca central autónoma 
representa, en definitiva, no sólo la aparición de un nuevo poder 
público, sino un cambio competencial entre órganos detentadores de 
poder público. En este sentido, el denominado nuevo 
constitucionalismo latinoamericano constituye, con desigual acierto, 
el paradigma de la constitucionalización de los bancos autónomos 
responsables de la política monetaria.

La erección en determinados ordenamientos jurídicos de 
bancos centrales responsables y autónomos responde a la 
consideración válida por parte del constituyente o, en su caso, el 
legislador, de las teorías económicas que, como hemos visto, 
defienden que el sesgo inflacionario puede ser reducido por medio de 
un alejamiento del diseño de la política monetaria del ámbito de los 
poderes públicos clásicos y, en particular, del Ejecutivo, aumentando 
de esta manera la credibilidad frente al mercado privado que 
conllevará un comportamiento no inflacionario de los agentes 
económicos. La responsabilidad sobre la política monetaria se aparta, 
por lo tanto, del Ejecutivo, y se hace recaer sobre una institución, el 
banco central, a la que se dota de un particular estatuto autónomo: se 
trata de los conocidos bancos centrales independientes, si bien 
también en este caso cabe tomar las cautelas oportunas sobre el 
calificativo, pues en no pocas ocasiones se utiliza para nombrar 
instituciones autónomas, incluso dependientes con algún grado de 
autoorganización.

Con independencia de que la sociedad decida confiar o no en 
estas teorías económicas, que en definitiva son una opción más entre 
aquellas en las que cabe el manejo de la política monetaria —se ha 
apuntado en el trabajo la discusión doctrinal sobre este asunto en el 
campo de la economía, pese a que se debe ser conscientes de que los
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frutos de estas tesis no son en sí relevante en el análisis de las 
posibilidades de los bancos centrales en el Estado constitucional—, lo 
cierto es que, siguiendo la necesidad que aquí se ha defendido de 
legitimidad democrática de todos los órganos detentadores de poder 
público, en un Estado constitucional la vigencia del principio 
democrático impediría la existencia de administraciones 
propiamente independientes, cualquiera que sea su finalidad. Por lo 
tanto, la existencia de bancos centrales independientes, en el pleno 
sentido del calificativo, alteraría la estructura de legitimidad de 
origen y control democráticos, y no sería propio de una democracia 
constitucional.

En efecto, una sociedad es libre de organizar como considere 
oportuno la estructura responsable de la política monetaria, pero con 
sus límites; si la sociedad se decide por el establecimiento de una 
democracia constitucional, como es nuestro caso y el de los países de 
nuestro entorno, no es de extrañar que se encuentre limitada por la 
razón de ser del Estado constitucional -como está limitada en tantos 
otros extremos-, lo que afecta a las posibilidades de ordenación de la 
moneda y la competencia en política monetaria. La vigencia del 
principio democrático impediría que cualquier banco central pudiera 
conformarse como una institución firmemente independiente, sin 
cumplir con los requisitos de origen y control democráticos. Por esta 
razón, la constitucionalización de la banca central no es en sí 
suficiente -ni, podría añadirse, necesaria en todo caso- para 
legitimar una independencia real del óigano responsable de la 
política monetaria. Cabría dudar de la vigencia del principio 
democrático y, por lo tanto, de la adecuación al Estado 
constitucional, de aquella Norma Fundamental que amparase el 
establecimiento de un banco central detentador de poder público y 
configurado con plena independencia.
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EX. La independencia de los bancos centrales ha sido 
tratada con cierta amplitud en la ciencia económica, de donde nacen 
las tesis acerca de su utilidad y eficacia en orden a terminar con los 
fenómenos inflacionistas. Los intentos de demostración empírica de 
esta relación causal entre independencia de la banca central y 
estabilidad de los precios ha precisado de un importante, aunque 
todavía no definitivo, esfuerzo de medición del grado de autonomía 
de los bancos centrales. Análisis que sirven a los realizados desde las 
ciencias jurídicas por cuanto se basan casi exclusivamente en las 
previsiones jurídicas sobre las garantías de la autonomía de los 
bancos centrales. Se trata, por lo tanto, de la consideración sobre la 
autonomía legal de la banca central, lo que incluye criterios que 
pueden resultar válidos en los análisis realizados desde la perspectiva 
jurídica.

De acuerdo con el vínculo entre la responsabilidad en política 
monetaria y la relación con los poderes públicos, e incidiendo en la 
existencia de mecanismos institucionalizados de control democrático, 
se ha propuesto la clasificación de los bancos centrales en 
dependientes, autónomos e independientes. De esta manera, los 
bancos centrales dependientes mantienen vínculos directos de 
instrucción u orientación por parte de un poder público, legitimado 
para la realización de esta actividad. Tantos los bancos centrales 
autónomos como los independientes no reciben este tipo de 
instrucciones, pero la diferencia entre los dos es definitiva para 
encuadrar el problema en sus justos límites: mientras los bancos 
centrales autónomos, a pesar de su particular estatuto, cuentan con 
un origen y control democráticos propios de la vigencia del principio 
democrático en el Estado constitucional, que excusa la quiebra con la
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legitimidad democrática que podría haberse dado en caso contrario, 
en el caso de los bancos centrales independientes tiene lugar la 
ruptura con este principio, generalmente por la vía de la falta de 
control democrático de la institución. Está suficientemente 
argumentado que en una democracia constitucional únicamente 
caben los dos primeros modelos de banca central -banca central 
dependiente y banca central autónoma, con diferentes matices en 
cada situación-, puesto que los bancos centrales propiamente 
independientes no cumplen con las exigencias que conlleva la 
vigencia del principio democrático al no establecerse los suficientes 
mecanismos de control.

El derecho comparado nos ofrece ejemplos que, sin ser 
exhaustivos, se acercan en mayor o menor grado a esta clasificación. 
El Banco de Inglaterra es conocido tradicionalmente como modelo de 
banco central dependiente, aunque la relación con el Gobierno haya 
sufrido importantes cambios en su trayectoria. La naturaleza de sus 
relaciones con el Gobierno, principalmente, no permiten dudar de 
que su regulación jurídica disfruta de la necesaria legitimidad 
democrática. La Reserva Federal Norteamericana puede ser 
considerada como modelo de banco central autónomo, por cuanto, si 
bien goza de un particular estatuto que, en efecto, le libera de recibir 
instrucciones del Gobierno, claudica a los requisitos del principio 
democrático, puesto que sobre el banco central norteamericano se 
ejerce un relevante control parlamentario, principalmente 
parlamentario. Por último, respecto al banco central alemán 
—Bundesbank—, cuya creación rompe con la tradicional evolución de 
los bancos centrales, los mecanismos de control político fueron 
mínimos, por lo que ha sido considerado durante mucho tiempo 
como el modelo de banca central independiente -no  sólo el banco 
central más autónomo, sino el primer banco central independiente,
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por cuanto su grado máximo de autonomía no provenía, como en el 
resto de los casos, de un análisis teórico anterior sobre la repercusión 
del estatuto en la estabilidad de los precios-, sólo superado en los 
últimos años por el Banco Central Europeo. Las últimas reformas 
legislativas del banco central alemán, diez años después de 
Maastricht, se han reafirmado en estas tendencias y han debilitado 
todavía en mayor medida el grado de control democrático del banco 
central alemán.

La aplicación de los modelos de banca central al Banco de
España

X. Desde la nacionalización del Banco de España, 
momento en que se consolidó firmemente como banco central del 
país, hasta la actualidad, la regulación jurídica del banco central 
español ha recorrido los tres modelos examinados, comenzando por 
configurarse como un banco central dependiente, pasando a actuar 
durante la década de los ochenta y hasta mediados de los noventa 
como un banco central autónomo, y conformándose en un banco 
central independiente a raíz de las modificaciones realizadas en su 
estatuto —ninguna de ellas de carácter constitucional— con vistas a la 
integración económica europea y la circulación de la moneda común, 
estatuto que en estos momentos es el que rige su organización y 
funciones.

En efecto, la creación del Banco de España, como la mayoría 
de los bancos centrales, hunde sus raíces en la consideración del 
Gobierno de la necesidad de que el país contara con una banco de 
bancos y sirviera de único banco emisor, y realizara de esta manera 
un papel público relevante aunque su capital permaneciera en manos
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privadas y se tramitara su nacionalización muy entrado el siglo 
veinte. Ya en su carácter de banco público, el Banco de España realizó 
las funciones de la banca central, y en concreto se le responsabilizó de 
la ejecución de la política monetaria. Como era propio de la banca 
central de la época, el Banco sirvió para financiar recursos solicitados 
por el Gobierno.

Desde su nacionalización hasta 1980, el Banco de España 
realizaba sus funciones de banca central española bajo las 
instrucciones directas del Gobierno, por medio del Ministro de 
Hacienda. Podía ser discutible su función, pero desde luego no lo era 
su legitimidad, al menos durante los pocos años que el Banco 
dependiente desempeñó sus funciones una vez en vigor la 
Constitución de 1978. A partir de la Ley 30/80, de 21 de jimio, el 
Banco de España se configuró como una de las administraciones 
independientes de nuevo cuño en el país; la ley incluía mecanismos 
de autonomía del Banco de España respecto al resto de poderes 
públicos, y dejaba en manos del banco central la responsabilidad en 
política monetaria, ya no sólo la ejecución sino, lo que es relevante en 
esta sede, el diseño de la política monetaria, si bien era el Gobierno 
quien determinaba los objetivos generales de la política económica. 
Por otra parte, quedó asimismo en manos del Gobierno el control 
democrático sobre la institución. El Banco de España autónomo 
cumplía, por su configuración, con la legitimación democrática que 
cabe requerir de todo órgano público.

El modelo autónomo de banca central española, que por otra 
parte consiguió varios de sus objetivos en momentos particularmente 
delicados de la economía nacional, se transformó de raíz con la Ley 
13/1994, de 1 de junio, denominada “de autonomía del Banco de 
España”, aunque ciertamente regulaba en su estatuto jurídico un
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banco central independiente. Sin esperar a la creación del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales, y obviando una discusión jurídica 
—más allá de la mera transformación del banco central— sobre la 
constitucionalidad de los cambios establecidos para la 
profundización del país en el proceso de integración europea y la 
necesidad de emprender una reforma constitucional, el estatuto de 
1994 eliminó las formas de control gubernamental del Banco de 
España sin que fueran sustituidas por mecanismos eficaces de 
control parlamentario, al tiempo que regulaba nuevas garantías para 
conseguir un grado máximo de autonomía. Ciertamente, los cambios 
legislativos podrían haberse tomado por iniciativa propia del 
Legislativo, pero las circunstancias que envolvían la unión monetaria 
europea explican la precipitación hacia la creación de un Banco de 
España independiente. La dotación del nuevo estatuto independiente 
al Banco no fue sino un extremo más en las prioridades, 
jurídicamente poco meditadas, que envolvieron la puesta en marcha 
de la unión monetaria después de Maastricht. Las consecuencias son 
claras: si realmente el Banco de España se conforma como una 
administración propiamente independiente, cabe dudar acerca de su 
adecuación a la Norma Fundamental, que consagra de forma precisa 
el principio democrático y crea un Estado constitucional.

XI. La Constitución de 1978 dedica a la competencia en 
política monetaria alguna breve referencia (artículo 149.1.11o CE), y 
contiene cierta mención a la política antiinflacionista cuando 
determina que los poderes públicos deben promover las condiciones 
favorables para el progreso social y económico y para una 
distribución de la renta regional y personal más equitativa “en el 
marco de una política de estabilidad económica”, en la que no puede 
obviarse la orientación de la política económica hacia el pleno empleo
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(artículo 40.1 CE). De hecho, es en la búsqueda de esta previsión 
constitucional donde la mayoría de la doctrina que defiende una 
administración independiente —alejada, en particular, de la 
influencia directa del Ejecutivo— competente de la política monetaria 
fija la legitimidad democrática de una banca central española 
autónoma.

Tras el análisis de la situación es fácil constatar que el modelo 
de banca central dependiente es perfectamente compatible con la 
letra de la Norma Fundamental; por otra parte, existe un objetivo 
constitucional de particular protección, la estabilidad económica, que 
podría servir de fundamento para la dotación de un particular 
estatuto autónomo a un Banco de España responsable de la política 
monetaria, si bien sería de desear que la Constitución estableciera 
con mayor detalle dicha especial regulación. Pero el estatuto 
autónomo del banco central español no puede obviar, en primer 
lugar, que de acuerdo con la Constitución la estabilidad monetaria no 
es el único —ni siquiera el principal— objetivo de la política 
económica general y, en segundo lugar que, por todo lo analizado, el 
establecimiento de cualquier administración independiente —y el 
Banco de España no puede ser una excepción— en nuestra 
configuración de poderes públicos no puede contradecir los efectos 
de la vigencia del principio democrático.

Cabe concluir, por todo ello, que debe ser cuidadosamente 
examinado el estatuto jurídico de un banco central español que se 
erija como una institución propiamente independiente, como la que 
permanece en nuestro país desde 1994, en ocasión de la entonces 
prevista entrada en funcionamiento del Banco Central Europeo. Esta 
regulación no estableció los necesarios mecanismos de control que, 
como se ha analizado, son necesarios para satisfacer la plena vigencia
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del principio democrático y, sumando los mecanismos de protección 
frente a posibles injerencias de otros poderes públicos. Las 
dificultades de un debate abierto sobre la configuración de la 
institución responsable de la política monetaria son mayores que 
nunca, en estos momentos en que la moneda única circula en el 
proceso de integración monetaria europea y el Banco de España 
forma parte del Sistema Europeo de Bancos Centrales, que encabeza 
el Banco Central Europeo. Pero una sociedad madura deberá 
enfrentarse, más temprano o más tarde, con esa elección. La 
solución, en estos momento, sólo puede ser teniendo en cuenta las 
carencias generales de legitimidad democrática de los óiganos 
comunitarios, por lo que cualquier respuesta deberá ser de ámbito 
europeo. Con todo, la vigencia del principio democrático también 
respecto al órgano autónomo responsable de la política monetaria es 
un debate pendiente el sistema jurídico de nuestro Estado 
constitucional.

El Banco Central Europeo como banco central independiente

XII. El proceso de integración económica europea, desde sus 
orígenes, ha tratado de manera diferente las competencias de política 
financiera y política monetaria, aunque los Tratados constitutivos no 
establezcan propiamente esta discriminación; mientras las políticas 
económicas financieras se dejaban en manos de los Gobiernos 
nacionales, apenas realizando alguna referencia a su coordinación, 
respecto a las políticas económicas monetarias —necesarias, por otro 
lado, para el establecimiento de un mercado único— el proceso de 
integración se aceleraba. La culminación de la discriminación entre 
los dos ámbitos competenciales económicos provino de la mano de la 
creación del Banco Central Europeo y del Sistema Europeo de Bancos
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Centrales por medio del Tratado de Maastricht, de acuerdo con la 
recomendación del Informe Delors que, si bien formalmente incidía 
en la necesidad de coordinación entre los dos ámbitos de la política 
económica general, no concretaba mecanismos efectivos para que 
dicha coordinación se llevara a cabo. Por las razones que fueren, pero 
ninguna de ellas neutral, el sesgo monetario irradió una 
discriminación en los compromisos comunitarios de la política fiscal 
frente a la política monetaria.

La conciencia de esta diferencia de trato, además de las 
particulares condiciones que rodean el proceso de integración 
europea, llevó al establecimiento de un Banco Central Europeo 
independiente; de hecho, para muchos, el estatuto jurídico 
independiente del Banco Central Europeo no encuentra símil en 
derecho comparado. Fuertemente influido por la que había sido la 
regulación jurídica del Bundesbank, muchos de los mecanismos de 
autonomía de los que ahora disfruta el Banco Central Europeo 
provienen, incluso agravados, de aquél. A este respecto debe tenerse 
en cuenta una importante salvedad, que aumenta el grado de 
autonomía de la banca central europea: si el banco central alemán 
realizaba sus funciones en el ámbito de operación de un Gobierno 
fuerte y sin dudas acerca de su legitimidad democrática, director de 
la política económica financiera del país, el Banco Central Europeo 
no cuenta en su ámbito de actuación con ningún tipo de Gobierno 
único económico que pueda hacer frente, por medio de la 
formulación de políticas económicas financieras, a las medidas 
monetarias del banco central.

XIII. Son varias las garantías que coadyuvan a que sea 
posible afirmar que el Banco Central Europeo es una institución 
propiamente independiente, y pueden ser resumidas en una: aunque
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su origen democrático pueda ser en mayor o menor medida 
considerado, no puede negarse que el Banco Central Europeo no 
cuenta con los mecanismos de control democrático necesarios en un 
Estado constitucional. Las relaciones entre los órganos de gobierno 
del banco central y las instituciones comunitarias —y en mucha 
menor medida con los poderes públicos nacionales— son escasas, y 
destinadas a mantener algunos mecanismos aislados de coordinación 
y, en todo caso, la realización de un control técnico-judicial que, 
desde luego, no es apto para la supervisión democrática de la 
actuación del banco central.

Es cierto que la Unión Europea no es, por el momento, un 
Estado constitucional, a pesar de aquellas concepciones que otorgan 
a los tratados esta naturaleza jurídica. Pero no lo es menos que los 
ciudadanos afectados por la política monetaria que decide la 
quasiinstitución comunitaria en que se conforma el Banco Central 
Europeo sí pertenecen a Estados constitucionales. Por lo tanto, frente 
a todos ellos el poder público debe contar con los criterios de 
legitimación democrática suficientes. El Banco Central Europeo es 
detentador de poder público desde el momento en que es el 
responsable de diseñar -y  ejecutar, a través del Sistema Europeo de 
Bancos Centrales- la política monetaria en el ámbito correspondiente 
del proceso de integración. Para ello cuenta con muy relevantes 
medios materiales y jurídicos. Su función no es incidental ni 
meramente técnica. El Banco Central Europeo y, con él, el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales, no puede escapar del anclaje 
democrático que alcanza a cualquier órgano detentador de poder 
público.

A este respecto, cabe concluir que el problema de la 
legitimidad democrática del Banco Central Europeo está todavía por
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resolver en el proceso de integración europea y, en todo caso, 
constituye tema aparte de otra cuestión, el denominado déficit 
democrático de la Unión Europea. Es urgente replantearse, más allá 
de la mera formalidad legal respecto a cada uno de los ordenamientos 
nacionales —que, en el caso español, como hemos visto constituye un 
problema añadido— la compatibilidad entre un Banco Central 
Europeo y el Estado constitucional que debería fundamentar la 
integración política europea. Por lo tanto, es necesario revisar el 
actual estatuto jurídico del Banco Central Europeo en el ámbito del 
proceso europeo de integración y, planteando la cuestión aparte de la 
conveniencia sobre las tesis que defienden su autonomía, cabe 
reforzar la legitimidad democrática del Banco Central Europeo y del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales en un espacio que, como el 
europeo, debe construirse sobre cimientos democráticos, en el marco 
de la posibilidad de, si se considera necesario, órganos autónomos, 
pero no independientes. La trayectoria hacia una verdadera 
Constitución europea que, pese a ser insistentemente reclamada por 
amplios sectores sociales e intelectuales europeos, nunca parece dar 
comienzo, debería ser la ocasión más propicia para atajar la 
impostergable revisión de esta organización independiente.
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demás miembros de su Comité Ejecutivo.

Decisión del Consejo, de 5 de junio de 1998 relativa a los datos 
estadísticos que han de utilizarse en el cálculo de la clave par ala 
suscripción de capital del Banco Central Europeo.

Decisión del Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, relativa al 
método aplicable para determinar la participación de los bancos 
centrales nacionales en la clave de capital del Banco Central Europeo.

Decisión del Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, por la 
que se adoptan las medidas necesarias para el desembolso del capital 
del Banco Central Europeo.

Decisión del Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, relativa a 
la adopción de las condiciones de contratación del personal del Banco 
Central Europeo, modificada el 31 de marzo de 1999.

Recomendación del Banco Central Europeo de 19 de junio de 1998, 
en relación con los auditores externos del Banco Central Europeo.

Decisión del Consejo, de 29 de junio de 1998, relativa a la consulta de 
las autoridades nacionales al Banco Central Europeo acerca de los 
proyectos de disposiciones legales.

Decisión del Banco Central Europeo, de 7 de julio de 1998, sobre las 
denominaciones, especificaciones, reproducción, canje y retirada de 
los billetes de banco denominados en euro.

Recomendación del Banco Central Europeo, de 7 de julio de 1998, 
sobre la adopción de medidas para intensificar la protección legal de 
los billetes y las monedas denominados euros.

Orientación del Banco Central Europeo, de 26 de agosto de 1998, 
sobre determinadas disposiciones relativas a los billetes de banco, 
denominados en euros, modificado el 26 de agosto de 1999.

Acuerdo de 1 de septiembre de 1998, entre el Banco Central Europeo 
y los bancos centrales nacionales de los Estados miembros que no 
forman parte de la zona del euro, por el que se establecen los 
procedimientos operativos para un mecanismo de tipos de cambio en 
la tercera fase de la unión económica y monetaria, reformado por el
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Acuerdo de 14 de septiembre de 2000 entre el Banco Central 
Europeo y los bancos centrales nacionales de los Estados miembros 
que no forman parte de la zona del euro por el que se modifica el 
Acuerdo de 1 de septiembre de 1998 por el que se establecen los 
procedimientos operativos para un mecanismo de tipos de cambio en 
la tercera fase de la unión económica y monetaria.

Reglamento del Consejo General del Banco Central Europeo el 1 de 
septiembre de 1998.

Decisión del Banco Central Europeo de 3 de noviembre de 1998, 
relativa al acceso público a los documentos y archivos del Banco 
Central Europeo.

Recomendación del Banco Central Europeo de 12 de noviembre de 
1998, sobre los auditores externos de los bancos centrales nacionales.

Reglamento (CE) n° 2531/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 
1998, relativo a la aplicación de las reservas mínimas por el Banco 
Central Europeo.

Reglamento (CE) n° 2532/8 del Consejo, de 23 de noviembre de 
1998, sobre las competencias del Banco Central Europeo para 
imponer sanciones.

Reglamento (CE) n° 2533/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 
1998, sobre la obtención de información estadística por el Banco 
Central Europeo.

Reglamento (CE) n° 2818/98, del Banco Central Europeo, de 1 de 
diciembre de 1998, relativo a la aplicación de las reservas mínimas. 
Modificado por el Reglamento (CE) n° 1921/2000 del Banco Central 
Europeo, de 31 de agosto de 2000, por el que se modifica el 
Reglamento (CE) n° 2818/98 del Banco Central Europeo relativo a la 
aplicación de las reservas mínimas, y por el que se modifica el 
Reglamento (CE) n° 2819/98 del Banco Central Europeo relativo al 
balance consolidado del sector de las instituciones financieras 
monetarias.

Orientación del Banco Central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, 
sobre el régimen jurídico de la contabilidad y la elaboración de 
informes en el Sistema Europeo de Bancos Centrales, modificada el 
15 de diciembre de 1999 y el 14 de diciembre de 2000.
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Decisión del Banco Central Europeo de i de diciembre de 1998, 
relativa a la participación de los bancos centrales nacionales en la 
clave del capital del Banco Central Europeo.

Reglamento n° 2819/98, del Banco Central Europeo, de 1 de 
diciembre, relativo al balance consolidado del sector de las 
instituciones financieras monetarias. Modificado por el Reglamento 
(CE) n° 1921/2000 del Banco Central Europeo, de 31 de agosto de
2000, por el que se modifica el Reglamento (CE) n° 2818/98 del 
Banco Central Europeo relativo a la aplicación de las reservas 
mínimas, y por el que se modifica el Reglamento (CE) n° 2819/98 del 
Banco Central Europeo relativo al balance consolidado del sector de 
las instituciones financieras monetarias.

Decisión del Banco Central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, por 
la que se adoptan las medidas necesarias para el desembolso del 
capital del Banco Central Europeo por los bancos centrales 
nacionales de los Estados miembros no participantes

Orientación del Banco Central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, 
sobre los requerimientos de información del Banco Central Europeo 
en materia de estadísticas de balanza de pagos y posición de 
inversión internacional.

Decisión del Consejo, de 21 de diciembre de 1998, sobre las normas 
de desarrollo relativas a la composición del Comité Económico y 
Financiero.

Decisión del Consejo, de 31 de diciembre de 1998, por la que se 
adoptan los estatutos del Comité Económico y Financiero.

Reglamento (CE) n° 2157/1999 del Banco Central Europeo, de 23 de 
septiembre de 1999, sobre las competencias del Banco Central 
Europeo para imponer sanciones; modificado por el Reglamento 
(CE) n° 985/2001 del Banco Central Europeo, de 10 de mayo de
2001, por el que se modifica el reglamento BCE/1999/4 sobre las 
competencias del Banco Central Europeo para imponer sanciones 
(BCE/2001/4).

Reglamento interno del Banco Central Europeo en su versión 
consolidada de 7 de octubre de 1999.

Decisión del Banco Central Europeo, de 12 de octubre de 1999, 
relativa al reglamento del Comité Ejecutivo del Banco Central 
Europeo.
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Decisión del Consejo, de 17 de diciembre de 1999, por la que se 
deroga la Decisión relativa a la existencia de un déficit excesivo en 
Grecia.

Decisión del Banco Central Europeo, de 23 de diciembre de 1999, 
sobre la aprobación del volumen de emisión de moneda metálica en 
el año 2000.

Decisión del Consejo, de 19 de junio de 2000, de conformidad con el 
apartado 2 del artículo 122 del Tratado sobre la adopción por Grecia 
de la moneda única el 1 de enero de 2001.

Orientación del Banco Central Europeo, de 11 de mayo de 2000, 
sobre las exigencias de información del Banco Central Europeo en 
materia de estadísticas de balanza de pagos, planilla de reservas 
internacionales y estadísticas de posición de inversión internacional.

Orientación del Banco Central Europeo, de 31 de agosto de 2000, 
sobre los instrumentos y procedimientos de la política monetaria del 
Eurosistema.

Decisión del Consejo, de 29 de septiembre de 2000, relativa a la 
composición y estatutos del Comité de política económica.

Decisión del Banco Central Europeo, de 10 de noviembre de 2000, 
sobre la publicación de determinados actos e instrumentos jurídicos 
del Banco Central Europeo.

Decisión del Banco Central Europeo, de 16 de noviembre de 2000, 
relativa al desembolso de capital y la contribución a las reservas y 
provisiones del Banco Central Europeo por el Banco de Grecia, a la 
transferencia inicial de activos exteriores de reserva al Banco Central 
Europeo por el Banco de Grecia, y a otros asuntos conexos.

Decisión del Banco Central Europeo, de 14 de diciembre de 2000, 
sobre la aprobación del volumen de emisión de moneda metálica en 
el año 2001.

Orientación del Banco Central Europeo, de 10 de enero de 2001, por 
la que se adoptan determinadas disposiciones sobre el cambio de 
moneda en 2002.

Orientación del Banco Central Europeo, de 26 de abril de 2001, sobre 
el sistema automatizado transeuropeo de transferencia urgente para 
la liquidación bruta en tiempo real (Target).
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